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SEGUNDO INFORME DE LA COMISION ESPECIAL ENCARGADA DE TRAMITAR PROYECTOS DE LEY RELACIONADOS CON LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema de garantías de los derechos de la niñez.
BOLETÍN Nº 10.315-18
_______________________________________

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes, tiene el honor de informaros, en segundo informe, el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de la Ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, con urgencia calificada de “simple” el 27 de octubre de 2020.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Las siguientes disposiciones presentan un quórum especial de aprobación, de acuerdo a las razones que se indican.


I. Preceptos de naturaleza orgánica constitucional


a. Disposiciones relativas a la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia. Artículo 77 de la Constitución Política de la República


- Los incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo del artículo 7, toda vez que en estos preceptos se establece el modo de evaluación y determinación del interés superior del niño en las cuestiones que lo involucren, las que, por cierto, también alcanzan las decisiones jurisdiccionales, estableciendo, de ese modo, la forma en que la judicatura debe ejercer sus atribuciones en este contexto.


- Los incisos tercero, cuarto, la oración final del sexto y séptimo del artículo 27, en tanto disponen que la separación del niño de su familia sólo puede ser ordenada por los tribunales de familia, fijando, además, las reglas que deben observarse para que una medida de esa entidad sea dictada.


- Los incisos primero, segundo y tercero del artículo 28, ya que ordenan que, en todo procedimiento judicial en que se decida sobre alguna cuestión particular cuya determinación pueda afectar los derechos del niño, la opinión de este último sea oída y debidamente considerada, de acuerdo con su edad, madurez y grado de desarrollo. Estableciéndose, además, las acciones que deben ser efectuadas por los órganos jurisdiccionales para el resguardo del derecho en referencia.


- Los incisos segundo y final del artículo 49, toda vez que disponen el modo en que deben proceder los tribunales al momento de ordenar la privación del niño o la restricción de su libertad ambulatoria, determinando, además, el modo en que el cumplimiento de estas sanciones deberá instruirse.


- El inciso tercero del artículo 52, ya que establece, respecto de los niños con necesidad de protección internacional, que en caso de que éstos se encontraren sin compañía o separados de sus familias, la autoridad judicial, previa remisión de lo antecedentes por parte del órgano administrativo que corresponda, debe proceder a la designación inmediata de un representante legal, debiendo este último intervenir en todas las etapas del procedimiento, bajo sanción de nulidad.


- La primera oración del inciso penúltimo y el inciso final del artículo 57, en tanto fija, la primera disposición, que será de responsabilidad del Poder Judicial la adopción y cumplimiento oportuno y eficiente de las medidas de protección jurisdiccionales, precisamente por ser la judicatura quien las ordena. Por su parte, el segundo precepto, radica en los Presidentes de las Cortes de Apelaciones la coordinación, en el ámbito judicial, de la protección a nivel regional, mientras que ello, a nivel comunal, recaerá en los jueces presidentes de los tribunales de familia, en el caso de los órganos pluripersonales, o en el juez titular del tribunal de familia o juzgado de letras competente, tratándose de órganos unipersonales.


- Los artículos 58 y 59, en relación con los incisos segundo y tercero del artículo 70, ya que delimitan y diferencian, competencialmente, las atribuciones de los tribunales en el ámbito de las medidas de protección, de las de las Oficinas Locales de la Niñez. 


De ese modo, se establece que la judicatura conocerá y resolverá los asuntos proteccionales que se deriven de una vulneración grave a los derechos de los niños, mientras que las entidades administrativas, por su parte, se encargarán de las amenazas y vulneraciones no graves de los derechos de los niños.


- El artículo 61, en tanto determina la forma en que debe ser ejercida la atribución de los tribunales, referente a la dictación de las medidas de protección de su competencia.


- El párrafo cuarto de la letra e) y el párrafo quinto de la letra f), ambos del artículo 68, así como el inciso segundo del artículo 72 y el número 11 del artículo 74, facultan a los tribunales de familia competentes a ordenar los apremios pertinentes para el cumplimiento forzado de la medida de protección acordada, en caso de que los padres o madres del niño, o las personas responsables por su cuidado, o cualquier otro tercero, impidan su ejecución, o la incumplan de modo grave o de manera reiterada e injustificada.


- El inciso primero, como también los números 1, 2 y 3 del artículo 73, ya que establecen los supuestos en que los tribunales de familia pasarán a conocer de la situación que afecta al niño, a partir de una derivación desde la protección administrativa.


- El artículo 76, toda vez que en esta disposición se establece un nuevo arbitrio, cuyo conocimiento y resolución será de competencia de la judicatura de familia.


Esta acción jurisdiccional, procede ante actos ilegales o arbitrarios de las Oficinas Locales de la Niñez ocurridos en el proceso de protección administrativa; o en contra de la resolución que ordenó la medida de protección, cuando no se hayan observado las reglas esenciales para su adopción; o cuando la misma se haya adoptado fuera de los casos de amenaza de derechos que la hacen procedente; cuando haya sido dictada por una Oficina incompetente; cuando su dictación se realizó con infracción de los derechos que a los niños, niñas o adolescentes corresponden en el proceso; o contraviniendo las normas de procedimiento establecidas para su adopción, de conformidad con lo dispuesto en el Título III de la presente ley.


- Los números 1, 4 y 5 del artículo 90, toda vez que delimitan el procedimiento proteccional que será de competencia de los tribunales de familia, en relación con las atribuciones de las Oficinas Locales de la Niñez, a fin de hacer coherentes, en este punto, al proyecto en estudio con la ley N° 19.968.


b. Disposiciones relativas a requisitos mínimos a exigirse en niveles de enseñanza básica y media. Artículo 19 N° 11 de la Constitución Política de la República


- El inciso segundo del artículo 41 y el inciso segundo del artículo 42, ya que el primero establece que el segundo nivel de transición es obligatorio y un requisito para el ingreso a la educación básica, sin perjuicio de que ningún niño será retrasado o impedido de iniciar esta última fase educacional por no cumplir tal exigencia, si el Estado no ha asegurado su acceso gratuito al segundo nivel de transición.


La segunda disposición, por su parte, establece que los niños en situación de discapacidad tendrán el derecho a disfrutar de un sistema de educación inclusivo, con acceso a la educación obligatoria en las mismas condiciones que los demás miembros de la comunidad, sin exclusión alguna, así como a los ajustes y apoyos necesarios para potenciar su máximo desarrollo académico, personal y social.


c. Disposiciones relativas a atribuciones de las municipalidades. Artículo 118 de la Constitución Política de la República


- El párrafo final de la letra f) del artículo 68, al igual que el artículo 86, ya que el primero faculta a las municipalidades a acreditarse como colaboradores del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, para postular a la licitación de los programas de la línea de acción de diagnóstico clínico especializado, pericia y seguimiento de casos; y, en caso de adjudicársela, ejecutar directamente dichos programas. 


El segundo precepto, faculta a las entidades edilicias a realizar la promoción de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, la prevención de vulneraciones de derechos y la protección general de los mismos.


II. Preceptos de naturaleza de quórum calificado. Artículo 8° de la Constitución Política de la República


El inciso final del artículo 33; los incisos cuarto y sexto del artículo 34; el inciso final del artículo 40; y los incisos primero a cuarto del artículo 66, ya que establecen la reserva y confidencialidad en el tratamiento de los datos personales e información relacionada con los niños, niñas y adolescentes, tanto por parte de órganos estatales como de funcionarios públicos.

- - - - - - - - - 

- - - - - - - - - 

CONSULTA DE OPINIÓN A LA EXCMA. CORTE SUPREMA


Se hace presente que la Sala de Comisión, mediante oficio N° 20/ENA/2020, de data 2 de noviembre del corriente, solicitó el parecer de la Excelentísima Corte Suprema, acerca del texto aprobado en particular, en este Segundo Informe, del proyecto de ley en estudio, respecto de las disposiciones calificadas como orgánicas constitucionales, referentes a atribuciones y organización de los tribunales de justicia.


Lo anterior, en cumplimiento con lo preceptuado en los incisos segundo y tercero del artículo 77 de la Constitución Política de la República y el artículo 16 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional

- - - - - - - - - 
ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA

Se consigna que las siguientes disposiciones deben ser conocidas por la Comisión de Hacienda, en tanto inciden en materias financieras del Estado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y en el artículo 27 del Reglamento del Senado.

Artículo 1, inciso segundo; artículo 2, inciso quinto, letras b), g) y h); artículo 5; artículo 8, inciso tercero; artículo 15; artículo 16, incisos segundo y tercero; artículo 17; artículo 25, inciso tercero; artículo 38; artículo 39; artículo 41; artículo 42; artículo 43; artículo 50, inciso segundo; artículo 51, incisos segundo y tercero; artículo 67; artículo 68; artículo 87; artículo 88; y artículo primero transitorio, inciso segundo.
- - - - - - - -  -

Se consigna que la Honorable Senadora señora Ena Von Baer Jahn, hizo expresa reserva de constitucionalidad respecto de los siguientes preceptos:


1.- Expresión “Asegurar la vigencia efectiva”, contemplada en la letra f) del artículo 2.


2.- Frase “Crear, ejecutar y destinar recursos suficientes para entregar una protección especializada”.


En el caso de estas dos disposiciones, la reserva de constitucionalidad se funda en el hecho de estimar la Honorable Senadora Von Baer que la inclusión de tales disposiciones, por la vía parlamentaria, afecta la iniciativa exclusiva presidencial al respecto
.


Se hace presente que la contra argumentación efectuada al respecto por parte de la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, se consigna en las páginas 66 y siguientes de este Informe.


3.- Artículo 11.


En esta última hipótesis, la reserva de constitucionalidad se basa en estimar que el modo en que se estructura la autonomía progresiva en este precepto, se aleja de lo dispuesto por el Código Político en estas materias, en especial, de lo establecido en el numeral 10° del artículo 19 del texto constitucional, en concreto, en lo relativo al contenido del derecho preferente y deber de los padres a educar a sus hijos.

- - - - - - - -  -

Se deja constancia que, en sesión de la Comisión de fecha 2 de noviembre del año en curso, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Ossandón, esta instancia ratificó el texto final del proyecto, el que se transcribe en las páginas 748 y siguientes.

- - - - - - - -  -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: ---.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Nos 22, 30.a, 30, 40, 41.a, 41.b, 41.c, 46 bis, 46 ter, 46 quáter, 72 bis, 72 ter, 72 quáter, 73, 81, 85.a.a, 85.a.b, 127, 130, 133 bis, 138, 141, 141 bis, 161, 162, 166, 170, 172, 173, 207 (letra a)), 207 bis, 245, 246 y 246 bis.

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Nos 1.a, 1.b, 1, 1 bis, 1 ter 2, 3, 4, 5, 5 bis, 5 ter, 5 quáter, 5 quinquies, 6, 6 bis, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 17 bis, 18, 19, 19 bis, 19 ter, 19 quáter, 19 quinquies, 20, 21, 23, 24, 27, 28, 29, 32, 33, 35, 36, 37, 41, 43, 44 bis, 45, 45 bis, 46, 47, 50, 50 bis, 50 ter, 51 bis, 57, 59, 60, 67, 68, 69, 70, 70 bis, 70 ter, 70 quáter, 70 quinquies, 71, 72, 78, 79, 80, 80 bis, 80 ter, 80 quáter, 82, 82.b, 82.c, 82.d, 82 bis, 82 ter, 82 quáter, 82 quinquies, 84, 85.b, 87, 87 bis, 90, 90 bis, 90 ter, 91, 95 bis, 95 ter, 95 quáter, 95 quinquies, 96, 97, 98, 101, 101.a, 101.b, 101 bis, 102, 103, 105, 107, 108, 108 bis, 109, 109 decies, 109 undecies, 113, 115, 116.a, 116.b, 117, 118 bis, 121, 121 bis, 121 ter, 122.a, 123, 128, 131 bis, 132.a, 132, 133.d, 133, 134, 135, 136.b, 136, 137, 139, 140, 144 bis, 145, 148, 148 bis, 152, 153, 154, 155.a, 156, 157.a, 158 bis, 159.a, 159.b, 159 ter, 159 quáter, 164, 165, 172.a, 175, 176, 178, 178 bis, 178 ter, 178 quáter, 179.a, 179 bis, 180, 182, 182 bis, 183, 187, 189, 189 bis, 189 ter, 190 bis, 191, 192 bis, 192 ter, 193, 194, 196, 197.a, 198 bis, 199, 199 bis, 200, 201 bis, 206 bis, 206 ter, 208, 210.a, 212, 212 bis, 215, 216.a.a, 219, 225, 228, 229, 230, 233.a, 234, 235, 238, 239.a, 247.a.a y 250.

IV.- Indicaciones rechazadas: Nos 13 bis, 13 ter, 13 quáter, 20.a, 22 bis, 22 ter, 22 quáter, 23 bis, 26.a, 26.b, 26, 30 bis, 30 ter, 34.a, 34.b, 34, 36 bis, 38, 47 bis, 48.a, 48.b, 48.c, 48.d, 48, 49, 49 bis, 49 ter, 51, 52.a, 52.b, 52, 53, 53 bis, 53 ter, 53 quáter, 54.a, 54.b, 54, 55, 55 bis, 56, 56 bis, 56 ter, 56 quáter, 57 bis, 58, 61, 62.a, 62.b, 62, 64, 65, 66.a, 66.b, 66, 74.a, 74.b, 74, 75, 75 bis, 77, 82.a, 82 sexies, 82 septies, 82 octies, 82 nonies, 82 decies, 83, 83 bis, 85.a, 85.c, 85.d, 85.e, 85, 86, 92.a, 92.b, 92, 93, 94, 95.a, 95.b, 95, 100, 100.a, 100.b, 100.c, 100.d, 100.e, 104, 106, 109 bis, 109 ter, 109 quáter, 109 quinquies, 109 sexies, 109 septies, 109 octies,109 nonies, 111.a, 111, 112, 114.a, 114.b, 114, 118.a, 118.b, 118, 119, 120.a, 120.b, 120, 122, 122 bis, 124.a, 124.b, 124, 125.a, 125.b, 125, 126.a, 126.b, 126, 129.a, 129.b, 129, 131.a, 131.b, 131, 133.a, 133.b, 133.c, 135 bis, 135 ter, 136.a, 136 bis, 137 bis, 142, 143.a, 143.b, 143.c, 143, 144, 144 ter, 144 quáter, 144 quinquies, 144 sexies, 144 septies, 146, 147, 149, 150, 150 bis, 150 ter, 151 bis, 151 ter, 151 quáter, 151 quinquies, 151 sexies, 155.b, 155.c, 155, 157, 158, 159.a.a, 159.a.b, 159.a.c, 159, 159 bis, 159 quinquies, 159 sexies, 159 septies, 160, 162 bis, 162 ter, 162 quáter, 163, 167 bis, 168 ter, 169, 171.a, 171.b, 171, 174.a, 174.b, 174, 177.a, 177.b, 177, 184.a, 185.a, 185.b, 185, 186 bis, 186 ter, 186 quáter, 188, 192.a, 192.b, 192, 195, 195 bis, 198, 201, 202.a, 202.b, 202 bis, 202 ter, 202, 204.a, 204.b, 204, 205.a, 205.b, 205, 208.a, 209.a, 209.b, 209, 209 ter, 211, 236, 239, 240, 241 y 243.


V.- Indicaciones retiradas: Nos 25, 31, 31 bis, 39, 42, 44, 63, 76, 88, 89, 99, 100 bis, 100 ter, 116, 151, 167, 168, 168 bis, 179, 181, 184, 186, 190, 197, 203, 206, 207 (letra b)), 209 bis, 210, 213, 214, 216.a, 216, 217, 218, 220, 221, 222, 223, 224, 226, 227, 231, 232, 233, 237, 242, 244, 247.a, 247, 248, 249 y 251.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: N° 110.
- - - - - - - - - 


Se deja constancia de que, además de los miembros de la Comisión, a una de las sesiones en las cuales se trató la iniciativa, asistieron los Honorables Senadores señoras Muñoz y Provoste, y señor García.


Durante el análisis de este proyecto de ley, vuestra Comisión Especial contó con la participación de la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown; del Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Juan José Ossa; de la Jefa de la División de Promoción y Prevención de la Subsecretaría de la Niñez, señora Blanquita Honorato; del Jefe de Gabinete de la Subsecretaria de la Niñez, señor Juan Ignacio Pino; de la Asesora Legislativa de la Subsecretaría de la Niñez, señora Simona Canepa; de los Abogados de dicha Subsecretaría, señora María José Durán y señor Gustavo Baehr; el Jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Máximo Pavez y de la Asesora del Ministerio de Desarrollo Social, señora Andrea Martínez. 


Asimismo, concurrieron especialmente invitados a exponer sus puntos de vista:


- De la Asociación Nacional de Magistrados. Concurrieron los Jueces de Familia, señoras Mónica Jeldres y Pamela Lobos, y el señor Pedro Maldonado.

- De la Fundación San Carlos de Maipo: el Gerente General, señor Marcelo Sánchez; el Jefe de Desarrollo, señor Rafael Rodríguez, y los Asesores, señora María José Pérez y señor Gabriel Guzmán.

- De la Red de Universidades Unidas por la Infancia: la Coordinadora, señora Mahia Saracostti, y el Representante, señor Isaac Ravetllat.

- Del Centro de Sistemas Públicos de la Universidad de Chile, (Facso): el Coordinador del Programa de Infancias, señor Camilo Morales, y la señora Macanera Andrade.


- De la Dirección de Presupuestos: la Analista, señora Tamara Cabrera.


- De la Corporación Comunidad y Justicia: el Director, señor Álvaro Ferrer; el Asesor Legislativo, señor Vicente Hargous, y la Asesora, señora Daniela Constantino.


Se hace presente que asistieron como oyentes autorizados por el Presidente de la Comisión las siguientes personas:


- Del Instituto Nacional de Derechos Humanos: el Consejero, señor Branislav Marelic.


- De Aldeas Infantiles SOS: la Directora de Incidencias y Estudios, señora Paulina Fernández.


- De UNICEF: las Oficiales de Protección, señoras Candy Fabio y Ludimila Palazzo; la Especialista en Políticas Sociales, señora Paula Pacheco; el Abogado y Consultor, señor Felipe Cowley, y la Asistente Ejecutiva, señora Roxana Guzmán.


- Del Bloque por la Infancia: el Secretario, señor Jorge Martínez.


- De la Fundación Ynes: El Director señor Edison Gallardo y señor Fabián Cortez.


- Del Hogar de Cristo: la Encargada del Área de Incidencia en Políticas Públicas, señora Mónica Contreras.


- De la Corporación Opción: la Abogada, señora Camila de la Maza.

- De la Fundación Cuide Chile: la Directora Ejecutiva, señora Pamela Pizarro; la Asesora Legislativa, señora Andrea Iñiguez; la Asistente Ejecutiva, señora Sofía Muñoz y la Coordinadora de Contenidos, señora Nathalia Freire.


- Del Frente de Trabajadores del Servicio Nacional de Menores (AFUSE): la Presidenta Nacional, señora Alicia del Basto; el Tesorero Nacional, señor Abdul Flores y el Director Nacional, señor Patricio Araya. 


- De Confamilia: el Director señor Esteban Barahona.

- De la Defensoría de la Niñez: la Asesora Legislativa, señora Emilia Rivas.


- De Padres y Apoderados Presente: los Secretarios, señora Elizabeth Milla y señor Cristián Barahona. 


- De Chile Puede: el Director Ejecutivo, señor Carlos Pérez y la Representante, señora Marta Jerez.


- De Nueva Generación: la Presidenta, señora Cecilia Deserafino.


- De la Fundación Por la Democracia: la Encargada de Programas, señora Pía Castelli.


Además, asistieron los Asesores del Honorable Senador señor Montes, señora Claudia Valle; del Honorable Senador señor Ossandón, señora María Angélica Villadangos y señor José Tomás Hughes; del Honorable Senador señor Quintana, señores Sebastián Divin y Cristóbal Barra; de la Honorable Senadora señora Rincón, señoras Paulina Gómez y Paula Silla y señor Mauricio Campillay; de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Benjamín Rug; del Honorable Senador señor Navarro, señores Roberto Santa Cruz y Rodrigo Pinto; de la Honorable Senadora señora Órdenes, señora Susana Figueroa; del Honorable Senador señor Letelier, señor José Fuentes; del Honorable Senador señor Kast, señor Óscar Morales; del Comité del Partido Demócrata Cristiano, señores Gonzalo Mardones y Felipe Barra; de la Biblioteca del Congreso Nacional, señoras Chistine Weidenslaufer y Paola Truffello, y de la Segpres, señoras Kristin Straube, Javiera Garrido y Mikaela Romero y señores Cristián Barrera, Roiter Schalchly y Joaquín Simonetti.

- - - - - - - - - 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

La Comisión se abocó al estudio de las quinientas quince indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.
- - - - - - - - 

ENUNCIADO DEL PROYECTO DE LEY


La iniciativa legal en referencia se denomina “Proyecto de ley que establece un sistema de garantías de los derechos de la niñez”.


En este punto se presentó una indicación, signada con el N° 1.a.

Indicación Nº 1.a


1.a.- De S.E. el Presidente de la República, para reemplazarlo por el siguiente:


“Proyecto de ley de Protección Integral de los Derechos de la Niñez”.

En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que, a su parecer, la denominación propuesta por el Ejecutivo elimina referencias a los elementos de garantías de la iniciativa, respecto de los cuales, en su opinión, ya existía consenso.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó que la razón del cambio en la nomenclatura del proyecto se debe a que, producto de las indicaciones presentadas por el Presidente de la República, la iniciativa queda configurada como un verdadero sistema de protección integral, más allá de las garantías que se contemplan.


En efecto, agregó, las indicaciones del Ejecutivo tienen como principal finalidad materializar, en los hechos, las garantías que se enuncian, de ahí que se priorice la idea de protección integral.


Asimismo, precisó que las recomendaciones del Comité de los Derechos del Niño se orientan en la misma dirección, en tanto sostienen que las garantías, de por sí, no tienen mayor eficacia en el resguardo de los derechos, sin que las mismas se inserten en toda una institucionalidad que asegure su efectividad, cuestión que se enmarca en el amplio espectro de funciones que el Estado debe desarrollar para tal propósito.


Así, añadió, en consonancia con ese objeto amplio que se proyecta, es que se ha propuesto el cambio de denominación de la iniciativa.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, por su parte, entiende que la alusión o referencia a un sistema de garantías de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, se relaciona con el hecho de que se pretenden desplegar acciones de promoción, prevención, protección y rehabilitación de tales prerrogativas.


La Honorable Senadora señora Von Baer, a su turno, mencionó que, si bien es relevante la idea de contar con un sistema en el ámbito de la niñez y adolescencia, lo fundamental es que la nueva institucionalidad esté dotada de los mecanismos y medios que permitan materializar adecuadamente las garantías que asisten a los niños.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, a su juicio, el que no se haga referencia a un sistema de garantías, finalmente limita el alcance de la nueva estructura organizacional y funcional que se pretende desplegar en estas materias.


El Honorable Senador señor Montes, se manifestó partidario de mantener, como título del proyecto de ley, al enunciado ya aprobado en general por la Corporación, en tanto tener un sentido genérico y amplio.


El Honorable Senador señor Ossandón, sostuvo que, en su opinión, el no hacer referencia, en el título de la iniciativa, a la idea de un sistema de garantías, no limita el alcance del proyecto, en tanto estimar que el concepto de protección integral incluye a las acciones de promoción, prevención y rehabilitación (además de las de protección propiamente tales).


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, en la misma línea de quien le antecedió en el uso de la palabra, señaló que el término “protección integral” comprende a todas las acciones previamente descritas, inclusive, por cierto, a las de protección especial.


Por tal razón, agregó, lo importante es que el Estado incorpore en este proyecto, de forma racional y coherente, a todos los órganos del sector junto con toda la normativa aplicable.


El Honorable Senador señor Montes, consultó al Ejecutivo cuál es su aprehensión a que la idea de “garantías” se mantenga en el título de la iniciativa.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, explicó que, como antes indicó, el cambio de enunciado sólo pretende evidenciar una lógica amplia en este ámbito, en donde se resalte que lo relevante es, más que las garantías formales, los mecanismos concretos que permitirán hacer realidad a las mismas.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación de Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, por su parte, observó que el particular, en algún sentido relevante, no es un asunto meramente nominal.


Lo anterior, añadió, ya que la idea de un sistema de protección alude a la necesidad de resguardar determinados derechos que se estima que pueden ser afectados (o ya lo han sido). 


Así, prosiguió, cuando este punto se reconoce como una exigencia hacia el Estado, se consagran una serie de derechos a la par de ciertas garantías, con el fin de que las segundas sean los medios a través de los cuales se resguarden tales prerrogativas.


Dicho esquema lógico, resaltó, no es dable de separar, ya que precisamente derecho y garantía operan conjuntamente para generar la protección de los intereses de los niños, niñas y adolescentes.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió, a la luz de lo sostenido por quien le precedió en el uso de la palabra, que ambos elementos (garantías y protección integral) se recogiesen en la denominación del proyecto.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, propuso que se adoptase el siguiente enunciado “Proyecto de ley de garantías y protección de los derechos de la niñez y adolescencia”.

La Honorable Senadora señora Von Baer, por otra parte, recomendó uniformar, en todo el articulado de la iniciativa, la denominación de los menores, bajo la fórmula “niños, niñas y adolescentes”.


Atendidos los planteamientos antes descritos, se sugirió el siguiente título para el proyecto de ley:


“Proyecto de ley de garantías y protección integral de los derechos de la niñez y adolescencia”.


En votación la indicación N° 1.a, la Comisión, por tres votos a favor de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Ossandón, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer, la aprobó con modificaciones, adoptando como enunciado del proyecto de ley la última fórmula de texto antes referida.

TÍTULO I

Epígrafe


El epígrafe del Título I del texto aprobado en general por el Honorable Senado es el siguiente: “Cuestiones Preliminares”.


Se deja constancia de que, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó sustituir la denominación del epígrafe en análisis por el siguiente: “Normas Generales”.

PÁRRAFO 1°

Epígrafe


El epígrafe del Párrafo 1° del Título I del texto aprobado en general por el Honorable Senado es del siguiente tenor: “Objetivos y definiciones”.


Se consigna que, en conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó eliminar la expresión “y definiciones” del epígrafe en examen.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó que tal supresión se explica debido a que las definiciones fueron recogidas, finalmente, en el Título III del presente proyecto de ley.
- - - - - - - -

ARTÍCULO 1

El inciso primero de este precepto aprobado en general por el Honorable Senado, fija el objeto del proyecto de ley, estableciendo por tal la protección y garantía integral, el ejercicio efectivo y el goce pleno de los derechos de los niños, en especial, de los derechos humanos que les son reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.


Por su parte, el inciso segundo del artículo en examen, dispone la creación del Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez, el que estará integrado por el conjunto de políticas, instituciones y normas destinadas a respetar, promover y proteger el desarrollo físico, mental, espiritual, moral, cultural y social de los niños, hasta el máximo de los recursos disponibles en el país, debiendo el Estado, en caso de no ser suficientes, acudir a la cooperación internacional, en especial, en su versión de colaboración institucional. 


Luego, el inciso tercero establece que formarán parte de este Sistema, entre otros, los tribunales de justicia, el Congreso Nacional, los órganos de la Administración del Estado, el Defensor de los Derechos de la Niñez y las instituciones señaladas en el título IV de la iniciativa que, en el ámbito de sus competencias, deban ejecutar acciones de protección, promoción, prevención, restitución o reparación para el acceso, ejercicio y goce efectivo de los derechos del niño.


Por último, el inciso cuarto de la disposición determina que, para los efectos de esta iniciativa legal, se entienda por niño a todo ser humano menor de 18 años de edad, presumiéndose que lo es, en caso de que exista duda, siempre que vaya en beneficio de sus derechos.


A este artículo se presentaron quince indicaciones, signadas con los Nos 1.b, 1, 1 bis, 1 ter, 2, 3, 4, 5, 5 bis, 5 ter, 5 quáter, 5 quinquies, 6, 6 bis y 7.
ARTÍCULO 1

Indicación Nº 1.b


1.b.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente: 


“Artículo 1. Objeto de la ley. Esta ley tiene por objeto la protección integral, y el ejercicio efectivo y pleno de los derechos de los niños, en especial, de los derechos humanos que les son reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes. 


Créase el Sistema de Protección Integral de los Derechos de la Niñez, que estará integrado por el conjunto de políticas, instituciones y normas destinadas a velar por el desarrollo físico, mental, espiritual, moral, cultural y social de los niños, de acuerdo con la Política Nacional de la Niñez y los recursos que disponga el país.


Para los efectos de esta ley, se entenderá por niño a todo ser humano menor de 18 años de edad. En caso de duda sobre si un niño es o no menor de 18 años, y siempre que vaya en beneficio de sus derechos, se presumirá que lo es.”.


En discusión esta indicación, se hizo presente la propuesta de la Asociación Nacional de Magistrados respecto del precepto en examen, la que se pasa a transcribir.

“Créase el Sistema de Garantías de Derechos de la Niñez, que estará integrado por el conjunto de políticas, instituciones y normas destinadas a reconocer, respetar, proteger y garantizar los derechos para el desarrollo físico, mental, espiritual, moral, cultural y social de los niños, niñas y adolescentes; y, en lo que respecta a los derechos económicos, sociales y culturales, a realizarlo hasta el máximo de los recursos disponibles en el país, debiendo el Estado en caso de no ser suficientes, acudir a la cooperación internacional.


Formarán parte de este sistema, entre otros, los tribunales de justicia, el Congreso Nacional, los órganos de la administración del Estado, la Defensoría de los Derechos de la Niñez y las instituciones señalas en el Título IV, que en el ámbito de sus competencias deban ejecutar acciones de promoción, prevención, participación, protección, restitución o reparación para el acceso, ejercicio y goce efectivo de los derechos del niño, niña y adolescente.

Para los efectos de esta ley, se entenderá niño y niña a todo ser humano menor de 14 años, y como adolescente a todo ser humano de 14 a 17 años.

Si existieren dudas acerca de si una persona es niño niña o adolescente, se le presumirá niño o niña. Si existieren dudas acerca si una persona es adolescente o mayor de 18 años, se le presumirá adolescente.”.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, resaltó que los elementos contenidos en los textos en debate ya fueron aprobados unánimemente en la discusión en particular del proyecto de ley que crea el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia (Boletín N° 12.027-07).


Sin perjuicio de lo anterior, y en tanto ser la presente iniciativa en estudio el marco de todo el sistema, es necesario que dichos contenidos sean recogidos adecuadamente en este proyecto de ley.


La Honorable Senadora señora Von Baer, a su turno, estimó necesario mantener y diferenciar, en incisos separados, el objeto de la ley, por una parte, y la creación del sistema, por otra.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que, en su opinión, el artículo 1 del texto aprobado en general por la Corporación es más completo y preciso que la indicación en análisis.


Asimismo, y tal como lo mencionó quien le precedió en el uso de la palabra, dicho texto también diferencia, en incisos diferentes, el objeto de la ley y la creación del sistema.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, observó que, más allá de las precisiones que la indicación introduce al inciso primero del artículo, un aspecto relevante se aprecia en el inciso segundo de la propuesta.


En efecto, en este segundo inciso la indicación se ajusta, en materia de financiamiento del sistema, a los parámetros y lenguaje considerados por la Convención sobre los Derechos del Niño, recurriendo a la fórmula “y los recursos que disponga el país”, eliminándose las referencias a la cooperación internacional.


En ese sentido, resaltó, la propuesta es consistente con la indicación N° 44 bis, que reemplaza el artículo 5 del texto aprobado en general.


La Honorable Senadora señora Von Baer, manifestó que, a su juicio, la mejor proposición en este punto es la del Ejecutivo, ya que la misma apunta a algo más allá de la creación de un sistema de garantías, esto es, a la protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, pretendiendo efectuar un resguardo efectivo de tales prerrogativas.


Sin perjuicio de lo anterior, reiteró la necesidad de adoptar una redacción que separe el objeto de la ley, por una parte, con el despliegue del sistema, por otra, con independencia del texto por el cual finalmente la Comisión se incline.


El Honorable Senador señor Montes, estimó, a su parecer, que el tenor del artículo 1 aprobado en general por la Corporación es más completa y omnicomprensiva que la redacción propuesta por el Ejecutivo en su indicación.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, destacó que la proposición presidencial apunta a enfatizar el resguardo efectivo y real de las garantías, por medio del concepto de protección integral y otros cambios de redacción.


El Honorable Senador señor Montes, volviendo a lo relacionado con el financiamiento del sistema, afirmó que no corresponde hacer referencia a la cooperación internacional, ya que el Ejecutivo, para tener más capacidades para llevar a cabo ciertas políticas, cuenta con varios mecanismos, siendo tal cooperación, al día de hoy, cada día menos relevante.


Por tal razón, sugirió cerrar el segundo inciso del artículo 1 con la frase “hasta el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado”.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, indicó que la referencia a la cooperación internacional se encuentra en consonancia con el artículo 4 ° de la Convención sobre los Derechos del Niño.


En seguida, precisó que la disponibilidad de recursos de un Estado no puede limitar los derechos civiles y políticos de los niños, sino que sólo son los derechos económicos, sociales y culturales los que pueden ser fragmentados, en una lógica prospectiva, para su materialización.


Por tales razones, agregó, es que la proposición de la Asociación Nacional de Magistrados efectuaba, en este punto, una diferenciación respecto del tipo de derecho de que se trataba.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en línea con lo sostenido por el Honorable Senador señor Montes, indicó que la propuesta de redacción de este último, al ser amplia, por cierto incluye la eventual cooperación internacional, sin perjuicio de no excluir otros mecanismos de financiamiento, como lo sería un convenio con el Fondo Monetario Internacional (FMI) o el Banco Interamericano de Desarrollo (BID).


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, concordó con tal proposición, siempre y cuando tal fórmula fuera aplicada coherentemente en todo el proyecto, especialmente en el texto propuesto por la indicación N° 44 bis, respecto del artículo 5 de la iniciativa, conservando, en este último precepto, la referencia a una “aplicación eficaz, eficiente y equitativa de los recursos”.

La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, concordó con la posición manifestada por el Honorable Senador señor Montes, entendiendo que el énfasis en la garantía de los derechos debe recaer en el Estado.


El Honorable Senador señor Montes, expresó que lo relevante es que, en el proyecto, se refleje con claridad que el Estado no pueda aducir falta de recursos para dejar de realizar las acciones que le son encomendadas.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió aprobar la indicación en examen con modificaciones, contemplando, primeramente, como redacción de la misma, el contenido en los primeros tres incisos del texto aprobado en general por la Corporación, con las enmiendas previamente descritas.


De acuerdo a lo antes señalado, se sugirió la siguiente redacción para los primeros tres incisos del artículo 1 del proyecto.


“Artículo 1.- Objeto de la ley. Esta ley tiene por objeto la garantía y protección integral, el ejercicio efectivo y el goce pleno de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, en especial, de los derechos humanos que les son reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.


Créase el Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia, que estará integrado por el conjunto de políticas, instituciones y normas destinadas a respetar, promover y proteger el desarrollo físico, mental, espiritual, moral, cultural y social de los niños, niñas y adolescentes, hasta el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado.

Formarán parte de este Sistema, entre otros, los tribunales de justicia, el Congreso Nacional, los órganos de la Administración del Estado, la Defensoría de los Derechos de la Niñez y las instituciones señaladas en el Título IV que, en el ámbito de sus competencias, deban ejecutar acciones de protección, promoción, prevención, restitución o reparación para el acceso, ejercicio y goce efectivo de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.”.

Posteriormente, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, manifestando su aprobación a la aludida proposición de redacción, indicó que el único aspecto que quedaría pendiente sería resolver un texto que se hiciera cargo de cómo resolver la calidad de niño de la persona de que se trate, ante la existencia de dudas acerca de su edad.


De ese modo, sugirió la siguiente redacción.


“Para los efectos de esta ley, se entenderá por niño o niña a todo ser humano hasta los 14 años de edad, y por adolescente a los menores de 18 años de edad. En caso de que exista duda sobre si un niño, niña o adolescente es o no menor de 18 años de edad, y siempre que vaya en beneficio de sus derechos, se presumirá que lo es.”.


De ese modo, se recomendó aprobar con modificaciones la indicación N° 1.b, adoptando el artículo 1 el siguiente tenor.


“Artículo 1.- Objeto de la ley. Esta ley tiene por objeto la garantía y protección integral, el ejercicio efectivo y el goce pleno de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, en especial, de los derechos humanos que les son reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.


Créase el Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia, que estará integrado por el conjunto de políticas, instituciones y normas destinadas a respetar, promover y proteger el desarrollo físico, mental, espiritual, moral, cultural y social de los niños, niñas y adolescentes, hasta el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado.


Formarán parte de este Sistema, entre otros, los Tribunales de Justicia, el Congreso Nacional, los órganos de la Administración del Estado, la Defensoría de los Derechos de la Niñez y las instituciones señaladas en el Título IV de la presente ley que, en el ámbito de sus competencias, deban ejecutar acciones de protección, promoción, prevención, restitución o reparación para el acceso, ejercicio y goce efectivo de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

Para los efectos de esta ley, se entenderá por niño o niña a todo ser humano hasta los 14 años de edad, y por adolescente a los mayores de 14 y menores de 18 años de edad. En caso de que exista duda sobre si un niño, niña o adolescente es o no menor de 18 años de edad, y siempre que vaya en beneficio de sus derechos, se presumirá que lo es.”.


En votación la indicación N° 1.b, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, con la redacción previamente descrita.

Inciso primero
Indicación Nº 1


1.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “de los niños”, por la siguiente: “del niño”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió aprobarla con modificaciones, siguiendo la misma nomenclatura ya recogida en el artículo 1, esto es, “niños, niñas y adolescentes”.


En votación la indicación N° 1, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con enmiendas, en los términos antes expresados.
Indicaciones Nos 1 bis y 1 ter


1 bis.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, y 1 ter.- del Honorable Senador señor Chahuán, para agregar después del vocablo “internacionales” la expresión “de derechos humanos”.


En discusión estas indicaciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó entenderlas aprobadas bajo idéntica redacción, en lo pertinente, al del texto resultante de la indicación N° 1.b.


En votación las indicaciones Nos 1 bis y 1 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, las aprobó con modificaciones, de la forma antes referida.
Inciso segundo

Indicación Nº 2


2.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “de los niños”, por la siguiente: “del niño”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó aprobarla con modificaciones, siguiendo la misma nomenclatura ya recogida en el artículo 1, esto es, “niños, niñas y adolescentes”.


En votación la indicación N° 2, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, de la forma previamente descrita.
Indicaciones Nos 3, 4 y 5


3.- De la ex Presidenta de la República; 4.- del Honorable Senador señor Letelier y 5.- de la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la frase “, hasta el máximo de los recursos disponibles en el país, debiendo el Estado en caso de no ser suficientes, acudir a la cooperación internacional, en especial, en su versión de colaboración institucional”.


En discusión estas indicaciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó que las mismas queden recogidas bajo la misma redacción, en lo pertinente, del aprobado en la indicación N° 1.b, en lo relativo al financiamiento del sistema (oración final del inciso segundo del artículo 1).


En votación las indicaciones Nos 3, 4 y 5, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, las aprobó con enmiendas, en los términos antes mencionados.
Indicaciones Nos 5 bis y 5 ter.


5 bis.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 5 ter.- del Honorable Senador señor Chahuán, para suprimir la siguiente frase: “, debiendo el Estado en caso de no ser suficientes, acudir a la cooperación internacional, en especial, en su versión de colaboración institucional”.


En discusión estas indicaciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en tanto orientarse en la misma línea del texto resultante de la indicación N° 1.b, recomendó aprobarlas con modificaciones en idénticos términos.


En votación las indicaciones Nos 5 bis y 5 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, las aprobó con enmiendas, en los términos previamente aludidos.
Indicación Nº 5 quáter


5 quáter.- Del Honorable Senador señor Galilea, para eliminar la palabra “debiendo”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, propuso aprobarla en los mismos términos, en lo pertinente, que el texto final de la indicación N° 1.b.


En votación la indicación N° 5 quáter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con enmiendas, en los términos antes mencionados.
Indicación Nº 5 quinquies


5 quinquies.- Del Honorable Senador señor Galilea, para agregar después del vocablo “Estado” la expresión “podrá,”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en tanto orientarse en la misma línea del texto resultante de la indicación N° 1.b, recomendó aprobarla con modificaciones en idénticos términos.


En votación la indicación N° 5 quinquies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, de la forma previamente expresados.
Inciso tercero
Indicación Nº 6


6.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la siguiente frase: “señaladas en el título IV,”. 


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió aprobarla con el mismo tenor, en lo pertinente, que el texto resultante de la indicación N° 1.b.


En votación la indicación N° 6, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con enmiendas, en los términos antes referidos.
Inciso cuarto

Indicación Nº 6 bis


6 bis.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, para reemplazar la expresión “se presumirá que lo es” por la que sigue: “se presumirá que es un niño”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió entenderla subsumida en el texto resultante del inciso cuarto del artículo 1, despachado con ocasión de la aprobación de la indicación N° 1.b.


En votación la indicación N° 6 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con enmiendas, en los términos antes mencionados.
- - - - -

Incisos quinto y sexto, nuevos

Indicación Nº 7


7.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos:


“El niño tiene los deberes que exige el respeto a los derechos y libertades fundamentales de todas las personas y al ordenamiento jurídico; el deber de respeto y obediencia a sus padres o los responsables legales de su cuidado y educación; y el deber de cumplimiento de sus responsabilidades escolares, familiares y comunitarias.


El pleno respeto de los derechos del niño no está, sin embargo, condicionado por el cumplimiento de los deberes del inciso anterior y, en ningún caso, el incumplimiento de éstos justificará la vulneración de sus derechos.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, estimó que la misma, a su parecer, se relaciona con una cierta concepción del derecho-deber de los padres a la educación de sus hijos.


La Honorable Senadora señora Von Baer, precisó que la propuesta en comento, más que relacionarse con las prerrogativas antes señaladas, pretende establecer los deberes del niño, luego de ya han sido establecidos sus derechos.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación de Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, resaltó que en las distintas legislaciones comparadas en donde se regulan este tipo de materias, se sigue una estructura lógica, en donde primero se contemplan los derechos de los niños, niñas y adolescentes, para luego consagrar los deberes a los cuales estos últimos se sujetarán.


Dicho esquema, agregó, también se observa incluso en el Capítulo III de la Constitución Política de la República, el que se denomina, precisamente, “De los Derechos y Deberes Constitucionales”.


Por consiguiente, recomendó que el contenido de la proposición en estudio sea examinado en el Título II del proyecto, una vez que se hayan debatido las prerrogativas que asistirán a los niños.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, concordó con el contenido de la indicación en examen, estimando, a su vez, al igual que quien le antecedió en el uso de la palabra, que tales elementos deben ser reubicados en el Título II de la iniciativa.


Posteriormente, los Honorables Senadores miembros de la Comisión, en conjunto con el Ejecutivo, arribaron al consenso de acoger la presente indicación, bajo el siguiente tenor.


“Artículo 56.- Deberes y responsabilidades. El niño, niña y adolescente tiene los deberes que exige el respeto a los derechos y libertades fundamentales de todas las personas y del ordenamiento jurídico; el deber de respeto y obediencia a sus padres o los responsables legales de su cuidado y educación; y el deber de cumplimiento de sus responsabilidades escolares, familiares y comunitarias, siempre y cuando lo anterior no viole sus derechos y garantías o contravenga al ordenamiento jurídico.

El pleno respeto de los derechos del niño, niña o adolescente no está, sin embargo, condicionado por el cumplimiento de los deberes del inciso anterior y, en ningún caso, el incumplimiento de éstos justificará la vulneración de sus derechos.”.


Se consignó que este artículo nuevo, se ubicaría al final del Título II del presente proyecto de ley, como artículo 56.


En votación la indicación N° 7, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, con las enmiendas previamente descritas.

ARTÍCULO 2

El artículo 2 del texto aprobado en general por el Honorable Senado, reviste el siguiente tenor.


“Artículo 2.- Principales obligados por esta ley. Es deber de los órganos del Estado, de la familia y de la sociedad respetar, promover y proteger los derechos de los niños.


La responsabilidad por el cuidado, formación, asistencia, protección, desarrollo, orientación y educación corresponde preferentemente a los padres y/o madres del niño, quienes ejercerán esta responsabilidad activa, equitativa y permanentemente, sea que vivan o no en el mismo hogar. 


Toda persona debe respetar y facilitar el ejercicio de los derechos de los niños. Las organizaciones de la sociedad civil que lleven a cabo funciones relacionadas con el desarrollo de los niños deben respetar, promover y velar activamente por sus derechos, reciban o no financiamiento del Estado, debiendo respetar siempre el interés superior del niño.


Corresponde a los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, hasta el máximo de los recursos disponibles en el país, debiendo, en caso de no ser suficientes, acudir a la cooperación internacional, en especial, en su versión de colaboración institucional, en particular:


a) Garantizar, en condiciones de igualdad, el libre y pleno goce y ejercicio de los derechos de los niños, para lo cual adoptarán las políticas, planes y acciones necesarias para esos fines.


b) Proveer programas, asistencia y apoyo a los padres y/o madres, y a las familias en el ejercicio de su responsabilidad sobre los niños.


c) Facilitar y promover la participación de la sociedad civil y sus organizaciones en el cumplimiento de los objetivos de esta ley.


d) Promover el restablecimiento de los derechos cuyo ejercicio se haya visto privado o limitado por la falta o insuficiencia del desarrollo de los derechos y deberes que competen a los padres y/o madres, y a las familias.


e) Dar prioridad a los niños vulnerados en sus derechos, sin discriminación alguna, en el acceso y uso a todo servicio, prestación y recursos de toda naturaleza, sean públicos o privados necesarios para su completa rehabilitación, en las debidas condiciones de seguridad y dignidad. El Estado tomará las medidas pertinentes, en caso de ser necesario, para el acceso y uso de recursos particulares y comunitarios, nacionales o convenidos en el extranjero.


f) Promover el restablecimiento de los derechos de los niños vulnerados por terceros distintos de los padres y/o madres, su familia, sus representantes legales o quienes los tuvieren legalmente a su cuidado.


Esta ley promoverá la defensa en particular de los derechos de los niños en situación de discapacidad o provenientes de grupos sociales o específicos, tales como niños inmigrantes, pertenecientes a comunidades indígenas o que se encuentren en situación de vulnerabilidad económica, garantizando su pleno desarrollo y respeto a las garantías especiales que les otorgan la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño, los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, y las leyes.


La omisión en la observancia de los deberes que por esta ley corresponden a los órganos del Estado habilita a todo ciudadano a interponer las acciones administrativas y judiciales a fin de restaurar el ejercicio y goce de tales derechos, a través de los recursos y procedimientos más breves, sencillos, expeditos y eficaces que se encuentren actualmente vigentes por amenaza o vulneración de derechos fundamentales o que sean especialmente establecidos por una ley que no podrá desmejorar las garantías existentes en el momento de su regulación.”.


A este artículo se presentaron cincuenta y cinco indicaciones, signadas con los Nos 8, 9, 10, 11, 12, 13, 13 bis, 13 ter, 13 quáter, 14, 15, 16, 17, 17 bis, 18, 19, 19 bis, 19 ter, 19 quáter, 19 quinquies, 20.a, 20, 21, 22, 22 bis, 22 ter, 22 quáter, 23, 23 bis, 24, 25, 26.a, 26.b, 26, 27, 28, 29, 30.a, 30, 30 bis, 30 ter, 31, 31 bis, 32, 33, 34.a, 34.b, 34, 35, 36, 36 bis, 37, 38, 39 y 40.
Inciso primero

Indicación Nº 8


8.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazarlo por uno del siguiente tenor:


“Artículo 2.- Principales obligados por esta ley. Es deber de la familia y primordialmente de los padres, de los órganos del Estado y de la sociedad, respetar, promover y proteger los derechos del niño.”.

En discusión esta indicación, la Honorable Senadora señora Von Baer, señaló que la misma pretende poner en relieve el ámbito fundamental en donde se encuentra situado el niño, esto es, su familia, siendo esta última, en su opinión, la principal obligada por las medidas contempladas en la presente iniciativa.


Así, aseveró que, sólo si la agrupación familiar no se puede hacer cargo del niño, es el Estado el que debe asumir el rol protector del mismo, al igual que, en su medida la sociedad. Lo anterior, agregó, a fin de proteger y promover las prerrogativas que le asisten a aquél.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó que el inciso primero del artículo 2 sólo establece una ordenación, en términos de la organización más general a la más específica, al momento de indicar los principales obligados por el proyecto de ley.


Por tal razón, añadió, es por medio de la indicación N° 51 bis que el Ejecutivo otorga contenido al principio protector de la familia, detallando la forma en que el mismo se materializa.


La Honorable Senadora señora Von Baer, observó que, de ser cierta la ordenación señalada por quien le antecedió en el uso de la palabra, el precepto debiese aludir primero al Estado, luego a la sociedad y por último a la familia, cuestión que se observa de manera distinta en el texto aprobado en general en este punto.


Por consiguiente, reiteró que, a su juicio, se requiere evidenciar el rol preponderante de la familia a este respecto.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, expresó que, a su parecer, y en tanto tratarse de un proyecto de garantías y protección integral, lo lógico sería entender que fuese el Estado el primer obligado a materializar tales ideas en lo relativo al resguardo de los derechos de los niños, en tanto es la entidad estatal la obligada a fortalecer y otorgar protección a la familia.


El Honorable Senador señor Montes, a su turno, indicó que los tres componentes, en su opinión, no establecen un determinado orden de preponderancia en el modo en que se consagran en esta parte del articulado.


Sin perjuicio de lo anterior, advirtió que, no obstante las muchas dimensiones que asume el Estado en este ámbito, la familia y su entorno resulta, sin duda, fundamental para el desarrollo y protección del niño, niña o adolescente de que se trate.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, entendiendo la posición de la Honorable Senadora señora Von Baer, sugirió aprobar la indicación en estudio, pero eliminando la expresión “y primordialmente de los padres”.


Lo anterior, en tanto no siempre son los padres los que se encuentran al cuidado del niño.


Atendido lo propuesto previamente, además de los demás acuerdos adoptados por la Comisión, se recomendó adoptar la siguiente redacción al inciso primero del artículo 2.


“Artículo 2.- Principales obligados por esta ley. Es deber de la familia, de los órganos del Estado y de la sociedad, respetar, promover y proteger los derechos de los niños, niñas y adolescentes.”.

En votación la indicación N° 8, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo la redacción antes referida.

Indicación Nº 9

9.- Del ex Senador señor Espina, para reemplazarlo por el siguiente:

“Principales obligados por esta ley. Es deber de la familia, de la sociedad y de los órganos del Estado, el respetar, promover y proteger los derechos de los niños.”.

En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó aprobarla con modificaciones en los mismos términos que la propuesta anterior.


En votación la indicación N° 9, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con enmiendas, del modo antes señalado.

Indicación Nº 10


10.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “de los niños”, por la siguiente: “del niño”.

En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó aprobarla con modificaciones, siguiendo la misma nomenclatura ya recogida en el artículo 1, esto es, “niños, niñas y adolescentes”.


En votación la indicación N° 10, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con enmiendas, en los términos antes expresados.
- - - - - -

Inciso segundo, nuevo

Indicación Nº 11

11.- Del ex Senador señor Espina, para incorporar un inciso segundo, nuevo, reordenándose los demás incisos de forma correlativa, del siguiente tenor:


“La familia, como grupo fundamental de la sociedad y medio natural para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, en especial de los niños, debe recibir la protección y asistencia necesarias para poder asumir plenamente sus responsabilidades dentro de la sociedad.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, manifestó su respaldo de la misma, en tanto los contenidos de ella se encuentran definidos adecuadamente.


De acuerdo a las votaciones precedentes y acuerdos previos adoptados por la Comisión, se recomendó adoptar la siguiente redacción:


“La familia, como grupo fundamental de la sociedad y medio natural para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, en especial de los niños, niñas y adolescentes, debe recibir la protección y asistencia necesarias para poder asumir plenamente sus responsabilidades dentro de la sociedad.”.


En votación la indicación N° 11, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente reseñados.

- - - - - -

Inciso segundo

Indicación Nº 12


12.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazarlo por el siguiente:

“El derecho y deber de crianza, cuidado, formación, asistencia, protección, desarrollo, orientación y educación del niño corresponde preferentemente a los padres, quienes ejercerán este derecho y deber impartiéndoles dirección y orientación apropiadas para el ejercicio de sus derechos, en consonancia con la evolución de sus facultades.”.

En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Montes, manifestó su respaldo al inciso segundo del artículo 2 del texto aprobado en general por la Corporación.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, precisó que, en las indicaciones del Ejecutivo sobre el punto, recaídas en artículos posteriores del proyecto, se reemplaza la idea de “responsabilidad” de los padres, por el concepto de “derecho y deber preferente”, cuestión que es coherente con lo dispuesto por la Constitución Política de la República al respecto.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó su apoyo a la indicación en comento, estando sólo en desacuerdo al reemplazo que la misma efectúa del término “padres y/o madres” por “padres”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en virtud de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, solicitó votación separada del término “padres y/o madres”, señalando ser partidaria, por el contrario del vocablo “padres”.

En ese sentido, sugirió que la denominación del particular fuese resuelto, de inmediato, para todo el resto del articulado, a fin de que no se repitiese la votación cada vez que la expresión en cuestión se encontrase en juego.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sometió a votación, primeramente, el término “padres y/o madres”, a fin de que se emplease esta nomenclatura en todo el texto de la iniciativa.


En votación la propuesta antes descrita, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la aprobó.


De ese modo, se consigna que la expresión “padres y/o madres” se empleará en todo el articulado, habiendo sido aprobado con la votación antes señalada.


En votación la indicación N° 12, la Comisión, por tres votos a favor de los Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, y el voto en contra del Honorable Senador señor Montes, la aprobó.


En consecuencia, el presente inciso resultó aprobado bajo el siguiente tenor:


“El derecho y deber de crianza, cuidado, formación, asistencia, protección, desarrollo, orientación y educación de los niños, niñas y adolescentes corresponde preferentemente a sus padres y/o madres, quienes ejercerán este derecho y deber impartiéndoles dirección y orientación apropiadas para el ejercicio de sus derechos, en consonancia con la evolución de sus facultades.”.

Indicación Nº 13


13.- Del ex Senador señor Espina, para reemplazarlo por uno el siguiente tenor: 


“El deber de cuidado, formación, asistencia, protección, desarrollo, orientación y educación corresponde preferentemente a los padres del niño, quienes lo ejercerán de manera activa, equitativa y permanentemente, sea que vivan o no en el mismo hogar.”.


En discusión esta indicación, la Honorable Senadora señora Von Baer, señaló que la misma se encontraría subsumida dentro del texto resultante de la propuesta anterior, por lo que sugirió entenderla aprobada con modificaciones, en los mismos términos que esta última.


En votación la indicación N° 13, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con enmiendas, bajo el mismo tenor que el texto resultante de la indicación N° 12.

Indicaciones Nos 13 bis y 13 ter


13 bis.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 13 ter.- del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la expresión “a los padres y/o madres” por la que sigue: “al padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 13 bis y 13 ter, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicación Nº 13 quáter

13 quáter.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para suprimir la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 13 quáter, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
Inciso tercero
Indicación Nº 14


14.- Del ex Senador señor Espina, para sustituirlo por el siguiente:


“Toda persona, institución o grupo debe respetar y facilitar el ejercicio de los derechos de los niños. Especialmente, las organizaciones de la sociedad civil que lleven a cabo funciones relacionadas con el desarrollo de los niños, deben respetar, promover y proteger sus derechos, reciban o no financiamiento del Estado, velando siempre por el interés superior de éstos.”.


En discusión esta indicación, se consignó que, respecto de las materias abordadas por aquélla, se presentaron, además, dos propuestas adicionales, una de la Asociación Nacional de Magistrados y la otra de la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón.

La primera proposición es del siguiente tenor:


“Toda persona, familias e instituciones debe respetar y facilitar el ejercicio de los derechos del niño, niña y adolescente. Las organizaciones de la sociedad civil que lleven a cabo funciones relacionadas con el desarrollo de los niños deben respetar, promover y velar activamente por sus derechos, reciban o no financiamiento del Estado, debiendo respetar siempre el interés superior del niño.”.

La segunda propuesta reviste la redacción que a continuación se indica:


“Toda persona, institución o grupo debe respetar y facilitar el ejercicio de los derechos de los niños. Especialmente, las organizaciones de la sociedad civil que lleven a cabo funciones relacionadas con el desarrollo de los niños deben respetar, promover y velar activamente por sus derechos, reciban o no financiamiento del Estado, debiendo respetar siempre el interés superior del niño.”.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que su proposición recoge elementos tanto de la indicación en debate, como de la propuesta de la Asociación Nacional de Magistrados.


La Honorable Senadora señora Von Baer, manifestó su aprobación al texto sugerido por quien le antecedió en el uso de la palabra, debiendo sólo adecuarse la nomenclatura previamente acordada, en todo el articulado, esto es, “niños, niñas y adolescentes”.


En consecuencia, se consignó que la indicación N° 14 resultaría aprobada con modificaciones, bajo el siguiente tenor:


“Toda persona, institución o grupo debe respetar y facilitar el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Especialmente, las organizaciones de la sociedad civil que lleven a cabo funciones relacionadas con el desarrollo de los niños, niñas y adolescentes deben respetar, promover y velar activamente por sus derechos, reciban o no financiamiento del Estado, debiendo respetar siempre el interés superior del niño, niña o adolescente.”.

En votación la indicación N° 14, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con enmiendas, en los términos previamente reseñados.

Indicación Nº 15


15.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y facilitar”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó aprobar la misma, bajo el texto aprobado de la proposición previamente debatida.


En votación la indicación N° 15, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el mismo tenor, en lo pertinente, del texto resultante de la indicación N° 14.
Indicación Nº 16


16.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “de los niños”, en las dos ocasiones en que se menciona, por la siguiente: “del niño”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó aprobarla con modificaciones, siguiendo la misma nomenclatura ya acordada por la Comisión, esto es, “niños, niñas y adolescentes”, recogida en la indicación N° 14.

En votación la indicación N° 16, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente señalados.
Inciso cuarto

Encabezado

Indicación Nº 17


17.- Del Honorable Senador señor Letelier, para reemplazarlo por el siguiente:


"Corresponde a los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, en particular:".


En discusión esta indicación, se hizo presente que, al respecto, fueron presentadas dos propuestas adicionales, una de la Asociación Nacional de Magistrados y la otra de la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón.

La primera proposición es del siguiente tenor:


“Corresponde a los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, garantizar el pleno goce y ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, hasta el máximo de los recursos disponibles en el país, debiendo, en caso de no ser suficientes, acudir a la cooperación internacional, en especial, en su versión de colaboración institucional. También les corresponde;”.


La segunda propuesta reviste la redacción que a continuación se indica:


“Corresponde a los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, garantizar el pleno goce y ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. En particular:”.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, afirmó que su proposición elimina del texto aprobado en general la referencia, en materia de financiamiento del sistema, a la cooperación internacional, incorporando, además, un elemento considerado en la propuesta de la Asociación Nacional de Magistrados, referente a la idea de garantizar el pleno goce y ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


En votación la indicación N° 17, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, siguiendo la redacción de la segunda propuesta antes descrita.
Indicación Nº 17 bis


17 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Corresponde a los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias y conforme a su disponibilidad presupuestaria, lo siguiente:”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó aprobar la misma, bajo el texto aprobado de la proposición previamente debatida.


En votación la indicación N° 17 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el mismo tenor, en lo pertinente, del texto resultante de la indicación N° 17.
Indicaciones Nos 18 y 19


18.- De S.E. la Ex Presidenta de la República y 19.- de la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar el siguiente texto: “, hasta el máximo de los recursos disponibles en el país, debiendo, en caso de no ser suficientes, acudir a la cooperación internacional, en especial, en su versión de colaboración institucional”.


En discusión estas indicaciones, la Honorable Senadora señora Von Baer, señaló que las mismas se encontrarían subsumidas, asimismo, dentro del texto finalmente aprobado de la indicación N° 17, por lo que sugirió entenderla aprobadas con modificaciones, en los mismos términos que esta última.


En votación las indicaciones Nos 18 y 19, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, las aprobó con enmiendas, bajo el mismo tenor que el texto resultante de la indicación N° 17.

Indicaciones Nos 19 bis y 19 ter


19 bis.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 19 ter.- del Honorable Senador señor Chahuán, para suprimir el siguiente texto: “debiendo, en caso de no ser suficientes, acudir a la cooperación internacional, en especial, en su versión de colaboración institucional,”.


En discusión estas indicaciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que las mismas están recogidas en el texto ya aprobado en esta parte del articulado del proyecto.


En votación las indicaciones Nos 19 bis y 19 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el mismo tenor, en lo pertinente, del texto resultante de la indicación N° 17.
Indicación Nº 19 quáter


19 quáter.- Del Honorable Senador señor Galilea, para suprimir la expresión “debiendo,”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que, al igual que las anteriores, ésta se encuentra subsumida en el texto ya aprobado de la indicación N° 17.


En votación la indicación N° 19 quáter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo idéntica redacción a la resultante de la indicación N° 17.
Indicación Nº 19 quinquies


19 quinquies.- Del Honorable Senador señor Galilea, para agregar a continuación de la expresión “suficientes,” la palabra “podrá”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en la misma línea que las proposiciones previamente descritas, expresó que aquélla se encuentra recogida por el texto ya aprobado en esta parte del articulado de la iniciativa en estudio.


En votación la indicación N° 19 quinquies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el mismo tenor, en lo pertinente, del texto resultante de la indicación N° 17.
Letra a)
Indicación Nº 20.a


20.a.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la palabra “Garantizar” por “Promover”.


En discusión esta indicación, se hizo presente que, al respecto, existen dos proposiciones presentadas, una de la Asociación Nacional de Magistrados y la otra de la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón.

La primera proposición es del siguiente tenor:


“a) Garantizar, en condiciones de igualdad, el libre y pleno goce y ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales de los niños, niñas y adolescentes, para lo cual adoptarán las políticas, planes y acciones necesarias para esos fines.”.

La segunda propuesta, conserva el texto aprobado en general por la Corporación.


La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, solicitó al Ejecutivo fundamentar su indicación, entendiendo que, a su juicio, es siempre complejo establecer en la ley la garantía de algún derecho, en tanto luego, en la práctica, puede no existir claridad acerca del modo específico en que ello se concretiza o materializa.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, sostuvo que es difícil asegurar, en términos presupuestarios, el cumplimiento del conjunto de derechos que asisten a los niños, especialmente si se deben destinar el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado.


Lo anterior, agregó, en tanto de acuerdo a la Convención sobre los Derechos del Niño, tal parámetro máximo sólo rige respecto de los derechos económicos, sociales y culturales.


Por tal razón, concluyó, es que se ha preferido optar por la fórmula “promover” en vez de “garantizar”.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, justamente para abordar el punto relativo a la Convención, hecho presente por quien le precedió en el uso de la palabra, propuso que se agregase una nueva letra al artículo 2 en examen, del siguiente tenor:


“b) Tratándose de los derechos económicos, sociales y culturales, garantizarlos, además, hasta el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado.”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, reiteró que resulta complejo garantizar derechos en términos amplios, por lo que expresó su apoyo a la indicación del Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Montes, afirmó que es partidario de mantener el vocablo “garantizar”, ya que, si bien el Estado siempre va a tener limitaciones, el asegurar la vigencia de ciertas prerrogativas constituye una manifestación de voluntad pública, desde el punto de vista jurídico, de buscar permanentemente tal finalidad, sin perjuicio de que no se pueda tener certeza de que dicho objetivo se cumplirá plenamente.


Así, prosiguió, bajo ese raciocinio el ciudadano luego podrá criticar fundadamente los resultados que se logren, teniendo en cuenta una lógica de desarrollo progresivo de los derechos.


Por consiguiente, añadió, el verbo “promover” reviste un menor compromiso en estas materias, por lo que considera un error establecer tal concepto en vez de “garantizar”.


Por último, observó que estaría a favor de la inclusión de ambos términos, sin dejar de lado la acción que implica asegurar el resguardo de los derechos.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en la misma línea de quien le precedió en el uso de la palabra, aseveró que el compromiso del país debe ser el asegurar, en condiciones de igualdad, los derechos de los niños y su libre y pleno goce.


Luego, expresó que, en su opinión, la aprehensión del Ejecutivo sobre este punto se encontraría superada con su propuesta referente a los derechos económicos, sociales y culturales, lo que da a entender que no se están exigiendo esfuerzos presupuestarios o financieros más allá de lo posible.


En votación la indicación No 20.a, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.

Sin perjuicio de lo anterior, luego la Comisión se pronunció sobre dos asuntos:


- El primero, concerniente a la inclusión, en el texto de la letra a) del artículo 2 aprobado en general, de la nomenclatura “niño, niña y adolescente”.


- Y el segundo, referente a la incorporación de la proposición de la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, relativa a los derechos económicos, sociales y culturales, antes mencionada, como una nueva letra b) en este precepto.


De ese modo la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, y por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó las dos propuestas antes mencionadas, resultando, las letras a) y b) del artículo 2 del siguiente tenor:

“a) Garantizar, en condiciones de igualdad, el libre y pleno goce de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, para lo cual adoptarán las políticas, planes y acciones necesarias para esos fines.
b) Tratándose de los derechos económicos, sociales y culturales, garantizarlos, además, hasta el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado.”.
Indicación Nº 20


20.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “de los niños”, por la siguiente: “del niño”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó aprobarla con modificaciones, siguiendo la misma nomenclatura ya acordada por la Comisión, esto es, “niños, niñas y adolescentes”.


En votación la indicación N° 20, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente señalados.
Letra b)
Indicación Nº 21


21.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazarla por la siguiente:


“b) Proveer programas, asistencia y apoyo a los padres y a la familia en el ejercicio adecuado de sus responsabilidades, derechos, deberes y roles.”.


En discusión esta indicación, se hizo presente que, al respecto, se efectuaron dos proposiciones, una de la Asociación Nacional de Magistrados y la otra de la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón.

La primera proposición es del siguiente tenor:


“b) Proveer programas, asistencia y apoyo a las familias en el ejercicio de sus responsabilidades con niños, niñas y adolescentes a su cuidado.”.

La segunda propuesta, por su parte, reza así:


“b) Proveer programas, asistencia y apoyo integral y adecuado a los padres y/o madres, y a las familias en el ejercicio de su responsabilidad sobre los niños, niñas y adolescentes.”.

El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, señaló que la proposición de la Honorable Senadora señora Rincón resulta más coherente en este ámbito, ya que incorpora los conceptos de integralidad y adecuación, como parámetros en la provisión de programas, asistencia y apoyo. Además, agregó, emplea el término “padres y/o madres”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, concordó con la proposición de la Presidenta de la Comisión, sin perjuicio de recomendar que se preserve, en el texto resultante de la indicación en examen, los elementos referentes a la responsabilidad, derechos, deberes y roles de los padres y la familia.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, concordó con la sugerencia efectuada.


Se hizo presente que el texto resultante de esta letra seguiría la siguiente redacción:

“c) Proveer programas, asistencia y apoyo integral y adecuado a los padres y/o madres y a las familias en el ejercicio de sus responsabilidades, derechos, deberes y roles respecto de los niños, niñas y adolescentes.”.

En votación la indicación N° 21, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Quintana, la aprobó con modificaciones, siguiendo la redacción previamente descrita.


Sin perjuicio de lo anterior, se consigna que luego la Comisión analizó una propuesta de la Asociación Nacional de Magistrados, relativa a una nueva letra, del siguiente tenor:


“d) Fomentar e impulsar los canales de participación social de niños, niñas y adolescentes.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la aludida proposición, la que pasó a incorporarse al texto como nueva letra d).
Indicación Nº 22


22.- Del ex Senador señor Espina, para sustituir la expresión “apoyo” por “apoyo integral y adecuado”. 


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que la misma se encuentra ya recogida en el texto resultante de la indicación N° 21.


En votación la indicación N° 22, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó sin enmiendas.

Indicaciones Nos 22 bis y 22 ter


22 bis.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 22 ter.- del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la expresión “a los padres y/o madres” por la siguiente: “al padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 22 bis y 22 ter, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicación Nº 22 quáter


22 quáter.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para suprimir la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 22 quáter, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la presente indicación.
Letra d)
Indicación Nº 23


23.- De los Honorables Senadores señores Quintana y Lagos, para reemplazarla por la siguiente: 


“d) Promover el restablecimiento de los derechos cuyo ejercicio se haya visto privado o limitado por la falta o insuficiencia del desarrollo de los derechos y deberes que competen a los padres y/o madres, las familias y/o a los órganos del Estado.”.


En discusión esta indicación, se hizo presente que, al respecto, se efectuaron dos proposiciones, una de la Asociación Nacional de Magistrados y la otra de la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón.

La primera proposición es del siguiente tenor:


“d) Promover el restablecimiento de los derechos de los niños, niñas o adolescentes cuyos derechos hayan sido vulnerados o limitados por la falta o insuficiencia del desarrollo de los derechos y deberes que competen a los padres y/o madres, las familias y/o a los órganos del Estado.”.


La segunda propuesta reviste la redacción que a continuación se indica:


“d) Promover el restablecimiento de los derechos cuyo ejercicio se haya visto privado o limitado por la falta o insuficiencia del desarrollo de los derechos y deberes que competen a los padres y/o madres, las familias, los representantes legales o quienes los tengan a su cuidado y/o a los órganos del Estado.”.

La Honorable Senadora señora Von Baer, observó que el empleo del concepto “desarrollo de derechos y deberes” no le parece del todo adecuado en este ámbito, por lo que sugirió cambiar tal expresión por el “ejercicio” o el “cumplimiento” de tales derechos y deberes.


Sin perjuicio de lo anterior, solicitó al Ejecutivo explicar el alcance de la indicación N° 23 bis, que también se dirige a los puntos en debate, en tanto la misma acota las acciones en este ámbito.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, respondiendo a la pregunta formulada por quien le precedió en el uso de la palabra, señaló que la misma establece, como deber, la promoción del restablecimiento de los derechos de los niños que han sido vulnerados, independientemente de la razón que haya provocado tal afectación.


Así, añadió, se pretenden fusionar a las letras d) y f) del texto aprobado en general, en una lógica de simplificación, a fin de dar claridad al punto.


En efecto, explicó, se pretende fijar con precisión que, sea que la vulneración se cause por los miembros de la propia familia del niño, o por parte de un tercero, el deber de promoción del restablecimiento de los derechos debe proceder de todas formas.


El Honorable Senador señor Montes, sostuvo que, a su juicio, la idea de “desarrollo” en este contexto tiene bastante sentido, ya que la sociedad puede establecer condiciones progresivas para dotar de contenido y plena eficacia a los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


En efecto, resaltó, con el concepto en comento se alude a que el resguardo de esas prerrogativas sea un desafío permanente, que avance paulatinamente con el incremento de las capacidades efectivas con las que cuente el Estado.


Por consiguiente, finalizó, la eliminación de dicha idea implicaría, en su opinión, acotar en exceso los deberes de restitución de los derechos de los niños vulnerados, ya que no se adoptaría una realidad dinámica y de evolución en el amparo que la sociedad en su conjunto debe brindar a aquéllos.


La Honorable Senadora señora Von Baer, sin perjuicio de adherir a la interpretación realizada por quien le antecedió en el uso de la palabra, sugirió eliminar el término “restablecimiento”, ya que, de conservarse esta expresión, las acciones en este ámbito sólo se circunscribirían a los derechos de los niños vulnerados, dejando fuera de esta esfera competencial a las prerrogativas de los demás.


Así, resaltó que esta atribución debe tener un alcance amplio y no restringido.


En votación la indicación N° 23, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, con la siguiente redacción:

“f) Promover los derechos cuyo ejercicio se haya visto privado o limitado por la falta o insuficiencia del desarrollo de los derechos y deberes que competen a los padres y/o madres, las familias, los representantes legales o quienes los tengan a su cuidado y/o los órganos del Estado.”.

Cabe hacer presente que este precepto quedó contemplado como letra f), debido a la incorporación de dos nuevas letras en este artículo.
Indicación Nº 23 bis


23 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la frase “cuyo ejercicio se haya visto privado o limitado por la falta o insuficiencia del desarrollo de los derechos y deberes que competen a los padres y/o madres, y a las familias” por “de los niños cuyos derechos hayan sido vulnerados”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó rechazarla, en tanto ser contraria a lo resuelto en la proposición anterior.


En votación la indicación N° 23 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la rechazó.

Indicación Nº 24


24.- Del ex Senador señor Espina, para reemplazarla por una del siguiente tenor:


“d) Promover el restablecimiento de los derechos de los niños vulnerados por los padres, su familia, sus representantes legales o quienes los tuvieren legalmente a su cuidado.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que la misma se encuentra subsumida en el texto resultante de la indicación N° 23, previamente aprobada.


En votación la indicación N° 24, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con enmiendas, en los mismos términos que la redacción final de la indicación N° 23.

Indicación Nº 25


25.- De la Ex Presidenta de la República, para eliminar la expresión “por la falta o insuficiencia del desarrollo de los derechos y deberes que competen a los padres y/o madres, y a las familias”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la presente indicación.

Indicaciones Nos 26.a y 26.b


26.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 26.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la expresión “a los padres y/o madres” por la siguiente: “al padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 26.a y 26.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicación Nº 26


26.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres,”. 


En votación la indicación No 26, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la presente indicación.
Indicación Nº 27


27.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “las familias”, por la siguiente: “la familia”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó aprobarla con modificaciones, siguiendo el mismo tenor, en lo que corresponda, del texto resultante de la indicación N° 23.


En votación la indicación N° 27, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente reseñados.

Indicación Nº 28


28.- Del ex Senador señor Walker, don Patricio, para reemplazar la expresión “y a las familias”, por la frase “las familias y/o a los órganos del Estado”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que la misma se encontraría subsumida, en lo pertinente, en el texto final de la indicación N° 23, ya aprobada.


En votación la indicación N° 28, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos antes señalados.

Letra e)
Indicación Nº 29


29.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “a los niños vulnerados”, por la siguiente: “al niño vulnerado”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó aprobarla con modificaciones, siguiendo la misma nomenclatura ya acordada por la Comisión, esto es, “niños, niñas y adolescentes”.


En votación la indicación N° 29, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en la forma precedentemente explicada.
Indicación Nº 30.a


30.a.- De S.E. el Presidente de la República, intercalar a continuación de la frase “sin discriminación” la palabra “arbitraria”.

En discusión esta indicación, la Honorable Senadora señora Von Baer, solicitó al Ejecutivo explicar el contenido de la misma.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó que la proposición en comento pretende precisar que sólo se proscriban acciones que impliquen una diferenciación arbitraria, en tanto pueden existir discriminaciones positivas, en favor de un niño, que puedan ser del todo válidas y procedentes.


En votación la indicación N° 30.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó sin enmiendas.


Sin perjuicio de lo anterior, se consigna que se presentaron dos propuestas adicionales a esta letra, la primera de la Asociación Nacional de Magistrados, y la segunda de la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón.


La primera proposición reza así:


“…) Dar prioridad a los niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos, sin discriminación alguna, en el acceso y uso a todo servicio, prestación y recursos de toda naturaleza, sean públicos o privados, necesarios para su completa protección, rehabilitación y reparación, en las debidas condiciones de seguridad y dignidad. El Estado tomará las medidas pertinentes, en caso de ser necesario, para el acceso y uso de recursos particulares y comunitarios, nacionales o convenidos en el extranjero.”.


La segunda propuesta reviste el siguiente tenor:


“…) Dar prioridad a los niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos, sin discriminación arbitraria alguna, en el acceso y uso a todo servicio, prestación y recursos de toda naturaleza, sean públicos o privados necesarios para su completa rehabilitación, en las debidas condiciones de seguridad y dignidad. El Estado tomará las medidas pertinentes, en caso de ser necesario, para el acceso y uso de recursos particulares y comunitarios, nacionales o convenidos en el extranjero.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, se mostró partidario de aprobar la proposición efectuada por la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, con una sola modificación, reemplazándose el término “rehabilitación” por la frase “rehabilitación, reparación y restitución”, a fin de que se expliciten todas las acciones que deben desplegarse en los casos de vulneración.


La Abogada de la Corporación Opción, señora Camila de la Maza, señaló que, más que hablar de rehabilitación, el concepto jurídico más apropiado a emplear es el de “restitución”.


Atendidos los planteamientos anteriores, se hizo presente que el texto resultante seguiría la siguiente redacción:

“g) Dar prioridad a los niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos, sin discriminación arbitraria alguna, en el acceso y uso a todo servicio, prestación y recursos de toda naturaleza, sean públicos o privados, necesarios para su completa protección, reparación y restitución, en las debidas condiciones de seguridad y dignidad. El Estado tomará las medidas pertinentes, en caso de ser necesario, para el acceso y uso de recursos particulares y comunitarios, nacionales o convenidos en el extranjero.”.
Cabe hacer presente que este precepto quedaría contemplado como letra g), debido a la incorporación de dos nuevas letras en este artículo.

En votación esta proposición, la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó, bajo la redacción antes descrita.

Indicación Nº 30


30.- Del ex Senador señor Espina, para sustituir la voz “discriminación”, por “discriminación arbitraria”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó que la misma es idéntica a la proposición anterior, por lo que debiese entenderse como aprobada.


En votación la indicación N° 30, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.

Indicación Nº 30 bis

30 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para eliminar la frase “sean públicos o privados”.


En discusión esta indicación, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, observó que la misma sólo pretende eliminar, por redundante, la referencia a la calidad jurídica de los recursos en este ámbito.


El Honorable Senador señor Montes, reparó, por el contrario, que es recomendable explicitar el carácter público o privado de los fondos que se destinarán en este contexto, ya que se trata, justamente, de apoyar a un niño vulnerado con las más diversas formas de financiamiento, evitando que haya dudas al respecto. 


En votación la indicación N° 30 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 30 ter


30 ter.- De S.E. el Presidente de la República, para eliminar la frase “El Estado tomará las medidas pertinentes, en caso de ser necesario, para el acceso y uso de recursos particulares y comunitarios, nacionales o convenidos en el extranjero.”.


En discusión esta indicación, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, señaló que la misma tiene por finalidad suprimir la frase en referencia, en tanto ser redundante expresar el modo concreto por el cual se accederá a los recursos en este ámbito.


En votación la indicación N° 30 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la rechazó.
Letra f)

Indicaciones Nos 31 y 31 bis


31.- De la Ex Presidenta de la República y 31 bis.- de S.E. el Presidente de la República, para eliminarla.


En discusión estas indicaciones, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, indicó que la supresión propuesta por las mismas era coherente con la idea del Ejecutivo de fusionar las letras d) y f) del texto aprobado en general, por medio de la indicación N° 23 bis, que previamente fue rechazada.


Atendido lo anterior, se procedió a retirar las indicaciones en examen.


Sin perjuicio de lo anterior, se consigna que se presentaron dos propuestas a esta letra, una de la Asociación Nacional de Magistrados, y la otra de la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón. 


La primera proposición es del siguiente tenor:


“…) Promover el restablecimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes vulnerados por terceros distintos de sus familias, sus representantes legales o quienes los tuvieren legalmente a su cuidado.”.

La segunda propuesta reza así:


…) Promover el restablecimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes vulnerados por terceros distintos de los padres y/o madres, su familia, sus representantes legales o quienes los tuvieren legalmente a su cuidado.

La Honorable Senadora señora Von Baer, sin perjuicio de concordar con la segunda proposición, sugirió que se utilice una nomenclatura congruente en este ámbito, en tanto previamente se había suprimido el término “restablecimiento”.


De esa forma, recomendó que, en este punto, parecería razonable emplear la fórmula acotada del Ejecutivo, antes rechazada, que hacía referencia a los niños vulnerados en general, independientemente de que la afectación sea producto de sus familias o de un tercero.


En consecuencia, sugirió que se aprobara el siguiente texto:


“…) Promover el restablecimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes cuyos derechos hayan sido vulnerados.”.


El Profesor de la Red de Universidades Unidas por la Infancia, señor Isaac Ravetlat, hizo presente que, tratándose de los derechos de niños vulnerados, sería más apropiado emplear el verbo “garantizar” más que “promover”, a fin de que la obligación del Estado en este punto fuese, efectivamente, el asegurar al niño que sus derechos serán restablecidos después de la vulneración por él experimentada.


El Honorable Senador señor Montes, sin perjuicio de entender el reparo de quien le antecedió en el uso de la palabra, explicó que el punto respecto de las garantías se encontraría ya contemplado en la letra a) del presente artículo 2, la que ya se encuentra aprobada.


En votación la proposición antes descrita, la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó, bajo la redacción antes descrita.

Cabe hacer presente que este precepto quedó contemplado como letra h), debido a la incorporación de nuevas letras en este artículo.
Indicación Nº 32


32.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “de los niños vulnerados”, por la siguiente: “del niño vulnerado”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó aprobarla con modificaciones, siguiendo la misma nomenclatura ya acordada por la Comisión, esto es, “niños, niñas y adolescentes”.


En votación la indicación N° 32, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente señalados.
Indicación Nº 33


33.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar, luego de la expresión “o quienes”, la palabra “los” por “lo”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó, al igual que con la propuesta anterior, aprobarla con modificaciones, siguiendo la terminología previamente indicada, esto es, “niños, niñas y adolescentes”.


En votación la indicación N° 33, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos antes expresados.
Indicaciones Nos 34.a y 34.b


34.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 34.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la expresión “de los padres y/o madres” por la que sigue: “del padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 34.a y 34.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicación Nº 34


34.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres”. 


En votación la indicación No 34, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la presente indicación.
- - - - -

Letra g), nueva

Indicación Nº 35


35.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar la siguiente letra g), nueva:


“g) Contribuir a generar las condiciones sociales para que los padres, representantes legales o quienes lo tuvieran legalmente bajo su cuidado, desempeñen de la mejor manera posible sus funciones en lo que respecta a la educación y crianza del niño.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que, conforme a como se ha aprobado en otras partes del articulado, se debe incorporar al texto de la presente propuesta la expresión “padres y/o madres”, sin perjuicio que se adopte, además, la nomenclatura “niños, niñas y adolescente”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, sólo recordó que, respecto, del término “padres y/o madres”, se consigne que el mismo fue aprobado sólo por mayoría, votando en contra del mismo el Honorable Senador señor Ossandón y ella.

En votación la Indicación N° 35, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, de la forma previamente descrita.

Por consiguiente, el texto resultante de la indicación es el siguiente:


“i) Contribuir a generar las condiciones sociales para que los padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tuvieran legalmente a su cuidado, desempeñen de la mejor manera posible sus funciones en lo que respecta a la educación y crianza del niño, niña o adolescente.”.

Cabe hacer presente que este precepto quedó contemplado como letra i), debido a la incorporación de nuevas letras en este artículo.
- - - - -

Inciso quinto
Indicación Nº 36


36.- De los Honorables Senadores señores Quintana y Lagos, para reemplazarlo por el siguiente:


“Esta ley promoverá la defensa en particular y especializada de los derechos de los niños en situación de discapacidad o provenientes de grupos sociales vulnerables, tales como niños/as migrantes, pertenecientes a comunidades indígenas o que se encuentren en situación de vulnerabilidad económica, garantizando su pleno desarrollo y respeto a las garantías especiales que les otorgan la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño, los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes.”.


En discusión esta indicación, se consignó que fue presentada una propuesta sobre el punto, de la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, cuyo tenor es el siguiente:


“Esta ley promoverá la defensa particular y especializada de los derechos de los niños, niñas y adolescentes en situación de discapacidad o provenientes de grupos sociales o específicos, tales como niños migrantes, pertenecientes a comunidades indígenas o que se encuentren en situación de vulnerabilidad económica, garantizando su pleno desarrollo y respeto a las garantías especiales que les otorgan la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño, los demás tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes.”.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, explicó que su proposición recoge el elemento de defensa especializada de los derechos de los niños en situación de discapacidad o provenientes de grupos sociales vulnerables, introducido por la indicación en estudio, además de conservar, del texto aprobado en general, la idea de garantizar el pleno desarrollo y respeto de los derechos fundamentales de los niños en este contexto, a diferencia de lo propuesto por el Ejecutivo en la indicación N° 36 bis, que sólo dispone que tales prerrogativas sean fomentadas.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, sugirió cambiar la idea de “defensa especializada” por la de “defensa reforzada”, a fin de que no se generen confusiones con las tareas que, en el futuro, llevará a cabo el Servicio de Protección Especializada.


El Honorable Senador señor Montes, por otra parte, resaltó que existe un significativo déficit en la atención que el Estado le brinda a los niños, niñas y adolescentes con necesidades especiales, situación que incluso es más grave que con el resto de los niños vulnerados.

Sin perjuicio de lo anterior, sostuvo que es necesario que se establezca un precepto especial que sólo se haga cargo de los niños en situación de discapacidad, que permita visibilizar de buena forma sus necesidades e imponga determinados cursos de acción pública al respecto.


Por último, expresó que, a su juicio, es más apropiado una alusión genérica en este contexto, en vez de una enumeración de cada uno de los casos, en tanto, de emplearse esta última técnica, es perfectamente posible que un grupo concreto quede excluido.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, se manifestó en contra de sólo efectuar una remisión genérica en este ámbito, en tanto se requiere una mención específica de las diversas hipótesis de niños en especial situación de vulnerabilidad.


La Honorable Senadora señora Von Baer, indicó no ser partidaria de que en la ley se describa un listado de casos para tratar una determinada materia, estimando que es más razonable aludir a una categoría general.


No obstante ello, añadió, en el particular le parece más apropiado efectuar una descripción de los distintos casos, en tanto entiende que la mera alusión a niños provenientes de “grupos sociales o específicos” no otorga mayor claridad.

En votación la indicación N° 36, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el siguiente texto:

“Esta ley promoverá la defensa particular y reforzada de los derechos de los niños, niñas y adolescentes provenientes de grupos sociales o específicos, tales como migrantes, pertenecientes a comunidades indígenas o que se encuentren en situación de vulnerabilidad económica, garantizando su pleno desarrollo y respeto a las garantías especiales que les otorgan la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño, los demás tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes.”.
Indicación Nº 36 bis


36 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la palabra “garantizando” por “fomentando”.

En discusión esa indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que la misma, de acuerdo a lo aprobado en la propuesta anterior, debiese ser rechazada.


En votación la indicación N° 36 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 37


37.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “de los niños”, por el término “del niño”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó aprobarla con modificaciones, siguiendo la misma nomenclatura ya acordada por la Comisión, esto es, “niños, niñas y adolescentes”.


En votación la indicación N° 37, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente señalados.
Indicación Nº 38


38.- Del ex Senador señor Walker, don Patricio, para eliminar la frase “tales como niños inmigrantes, pertenecientes a comunidades indígenas o que se encuentren en situación de vulnerabilidad económica,”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Montes, expresó su respaldo a la misma, en tanto estimar que, más que efectuar un listado de todos los casos de grupos de niños en situación de vulnerabilidad, sólo se debe contemplar una fórmula genérica y omnicomprensiva que englobe a todos esos menores.


En votación la indicación No 38, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señores Montes y señor Ossandón, y por la negativa las Honorables Senadoras señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
Inciso sexto

Indicación Nº 39


39.- De S.E. la ex Presidenta de la República, para eliminarlo.


Se consigna que esta indicación fue retirada por el Ejecutivo.

Indicación Nº 40


40.- Del ex Senador señor Espina, para reemplazar la expresión “todo ciudadano” por “toda persona”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, manifestó su respaldo a la misma, en tanto introduce un concepto más amplio en este contexto, otorgando a toda persona la titularidad para interponer acciones judiciales y administrativas para restaurar los derechos de los niños, niñas y adolescentes que hayan sido vulnerados.


En votación la indicación N° 40, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó sin enmiendas.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la reapertura del debate de los incisos cuarto, quinto y sexto, que pasaron a ser incisos quinto, sexto y séptimo, respectivamente, del artículo 2.

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las propuestas de enmiendas que a continuación se pasan a describir.

Inciso cuarto, que pasó a ser quinto
Letra c)


La letra c) previamente aprobada por la Comisión, es del siguiente tenor:


“c) Proveer programas, asistencia y apoyo integral y adecuado a los padres y/o madres y a las familias en el ejercicio de sus responsabilidades, derechos, deberes y roles sobre los niños, niñas y adolescentes.”.

La primera propuesta, sustituye la palabra “sobre” por “respecto de”.

En discusión esta proposición, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, explicó que la misma sólo apunta a efectuar una precisión formal en el texto.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la propuesta antes descrita.

Letra d)

La letra d) previamente aprobada por la Comisión, reviste la siguiente redacción:


“d) Fomentar e impulsar los canales de participación social de niños, niñas y adolescentes.”.

La segunda propuesta, reemplaza la palabra “Fomentar” por la expresión “Crear”, mientras que la tercera proposición, elimina el término “los”.

En discusión estas propuestas, la Honorable Senadora señora Von Baer, consultó al Ejecutivo su parecer respecto de la eventual inadmisibilidad de la primera proposición, en tanto la misma incorpora una nueva función pública.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, señaló que, si bien la primera propuesta incorpora una acción distinta de la actualmente considerada, se trata de una función que está siendo radicada, en el articulado de la iniciativa en estudio, en las Oficinas Locales de la Niñez, encontrándose en línea con la configuración competencial proyectada para tales entidades.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Ossandón, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer, aprobó la segunda propuesta antes descrita.

Por su parte, y en conformidad a la disposición reglamentaria previamente citada, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la tercera proposición antes referida.
Letra f)


La letra f) previamente aprobada por la Comisión, es del siguiente tenor:


“f) Promover los derechos cuyo ejercicio se haya visto privado o limitado por la falta o insuficiencia del desarrollo de los derechos y deberes que competen a los padres y/o madres, las familias, los representantes legales o quienes los tengan a su cuidado y/o los órganos del Estado.”.

La cuarta propuesta, sustituye el término “Promover” por la expresión “Asegurar la vigencia efectiva de”.


En discusión esta proposición, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, indicó que el cambio contemplado por la misma efectivamente conlleva mayores recursos fiscales, los cuales no están considerados.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó que la propuesta busca armonizar el lenguaje que se emplea en el proyecto de ley en estudio. En ese sentido, indicó que, si este último pretende garantizar prerrogativas a los niños, no parece razonable que el precepto en análisis disponga que los órganos del Estado sólo deban promover los derechos cuyo ejercicio se haya visto privado o limitado por la falta o insuficiencia del desarrollo de los derechos y deberes que competen a los padres y/o madres o las familias de los niños, sino que debiese consagrar el aseguramiento de dichos derechos.

La Honorable Senadora señora Von Baer, a su turno, observó que la proposición apunta a garantizar que los derechos de los niños se cumplan en el caso de que sus padres o su familia no pudieran asegurarlos.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, reiteró que, lo lógico y jurídicamente pertinente en esos casos, es que el Estado asegure la vigencia de tales prerrogativas.


La Honorable Senadora señora Von Baer, indicó que, eventualmente, se podría aludir a que se debe asegurar la restitución de dichos derechos.


Sin perjuicio de lo anterior, recomendó analizar una fórmula de texto que permita superar cualquier objeción de admisibilidad de la presente proposición.


Posteriormente, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, señaló que, a juicio del Ejecutivo, la propuesta en análisis es de iniciativa exclusiva presidencial, en tanto implica una modificación a una función que deben realizar los órganos del Estado.


La Honorable Senadora señora Von Baer, concordó con quien le precedió en el uso de la palabra.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, por su parte, destacó que la proposición en cuestión se enmarca dentro de la lógica propia de una ley de garantías de la niñez, en la cual, precisamente, se pretende asegurar la vigencia efectiva de las prerrogativas que se reconocen a niños y adolescentes.


Lo anterior, agregó, es coherente, además, con las ideas matrices del proyecto de ley en estudio y en el Mensaje con el que este último inició su tramitación legislativa.


En consecuencia, añadió, la propuesta sólo incorpora conceptos congruentes con los elementos señalados previamente, no siendo, a su juicio, inadmisible.


La Honorable Senadora señora Von Baer, expresó que, más allá de estar de acuerdo o no con el término que la propuesta pretende reemplazar, la misma establece una nueva función a los órganos del Estado. Lo anterior, al aludir, como nuevo deber estatal, el “asegurar la vigencia efectiva” de determinados derechos.


De ese modo, añadió, resulta evidente que una proposición de tal naturaleza está reservada a la iniciativa exclusiva presidencial, de conformidad a lo establecido en la Constitución Política de la República.


Por último, y en virtud de lo dispuesto en los artículos 24 y 25 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, solicitó someter a votación la admisibilidad de la propuesta.

En votación tal petición, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y Ossandón, aprobó la admisibilidad de la proposición en examen.


Posteriormente, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sometió a votación la propuesta.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y Ossandón, aprobó la proposición en análisis.

La Honorable Senadora señora Von Baer, fundó su voto en contra en los previamente descritos reparos de admisibilidad de los que, en su opinión, adolece la propuesta.


En seguida, resaltó que el particular no dice relación con las ideas matrices del proyecto de ley, ni con el cumplimiento de tratados internacionales, sino respecto de la afectación que la propuesta hace a la esfera de iniciativa legislativa exclusiva reservada a la autoridad presidencial

Por ello, efectuó reserva de constitucionalidad sobre esta proposición.


El Honorable Senador señor Quintana, resaltó que los verbos que la propuesta reemplaza están relacionados entre sí, además de ser coherentes con las ideas matrices del proyecto de ley en estudio.


De ese modo, resaltó, no sólo es admisible la sustitución en comento, sino también necesaria.

Letra h)


La letra h) previamente aprobada por la Comisión, reviste la siguiente redacción:


“h) Promover el restablecimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes cuyos derechos hayan sido vulnerados.”.

La quinta propuesta, sustituye el término “Promover el” por la expresión “Crear, ejecutar y destinar recursos suficientes para entregar una protección especializada destinada a”.


En discusión esta proposición, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, expresó que, a criterio del Ejecutivo, la misma es inadmisible, por abarcar cuestiones reservadas a la iniciativa exclusiva presidencial, en concreto, la creación de nuevas funciones a los órganos públicos y la consideración de recursos fiscales no contemplados inicialmente.

La Honorable Senadora señora Von Baer, concordó con quien le precedió en el uso de la palabra.


Por consiguiente, y en virtud de lo dispuesto en los artículos 24 y 25 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, solicitó someter a votación la admisibilidad de la propuesta.


En votación tal petición, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y Ossandón, aprobó la admisibilidad de la proposición en examen.


Posteriormente, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sometió a votación la propuesta.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y Ossandón, aprobó la proposición en análisis.

El Honorable Senador señor Quintana, fundó su votación favorable sosteniendo que, en tanto encontrarse en discusión una ley de garantías de la niñez y adolescencia, el esfuerzo presupuestario mayor, a su juicio, ya está hecho, por lo que la propuesta en discusión sólo se orienta a ordenar de mejor forma los preceptos de la iniciativa, precisamente en la lógica de un estatuto de derechos de esta naturaleza.


Bajo esa línea, resaltó, es perfectamente posible que, en ejercicio de las facultades legislativas parlamentarias, se realicen proposiciones como la presente.


La Honorable Senadora señora Von Baer, expresó que su posición desfavorable respecto de la propuesta, reside en el hecho de que la misma incorpora nuevas funciones a los órganos de la Administración del Estado, cuestión reservada a la iniciativa exclusiva presidencial, de acuerdo a nuestro texto constitucional.

De igual modo, añadió, la proposición genera costos fiscales no considerados inicialmente por el Ejecutivo, lo que, de nuevo, genera una vulneración expresa a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República en estas materias.


En efecto, destacó, de aceptarse que, por propuestas o indicaciones parlamentarias, se introduzcan este tipo de modificaciones, ello significaría asentar una práctica que posibilitaría, por ejemplo, cambiar el diseño de un Ministerio o de cualquier otra repartición pública a través de esta vía, contraviniendo explícitamente a la Constitución y a las leyes que los Honorables Senadores deben respetar.


Por tales razones, efectuó reserva de constitucionalidad sobre esta propuesta.


Por último, resaltó que la discusión sobre el particular no dice relación con las ideas matrices del proyecto de ley, ni con el cumplimiento de tratados internacionales, sino respecto de la afectación que la propuesta hace a la esfera de iniciativa legislativa exclusiva reservada a la autoridad presidencial por mandato constitucional.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, posteriormente, fundamentó la, a su juicio, improcedencia de la posición que sostiene la inadmisibilidad de la proposición en examen, en base a los siguientes argumentos.


En cuanto a la alegación de que dicha propuesta establece “nuevas funciones para la Administración del Estado”, explicó que, conforme al decreto ley N° 3.346, que fija el texto de la ley orgánica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, al Comité Interministerial de Derechos Humanos, conformado por el titular de dicha Cartera de Estado (quien además lo preside) y los Ministros del Interior y Seguridad Pública, de Relaciones Exteriores, de Defensa Nacional, Secretario General de la Presidencia, Desarrollo Social y Familia, de Educación y de la Mujer y la Equidad de Género, le corresponde, conforme a la letra c) del artículo 12 del citado cuerpo legal, “acordar las prioridades sectoriales e intersectoriales para ser abordadas en la elaboración del Plan Nacional de Derechos Humanos, incluidas las materias indicadas en el inciso segundo del artículo 14 bis”, referido al “Plan Nacional de Derechos Humanos”. 


Dicho artículo 14 bis, agregó, dispone, en su inciso primero que: 

“El Plan Nacional de Derechos Humanos tendrá una duración de cuatro años y contendrá el diseño e implementación de las políticas encaminadas al respeto, promoción y protección de los derechos humanos, debiendo considerar, al menos: 


a) El señalamiento de los objetivos y las metas.

b) La identificación de responsables.


c) Los recursos financieros disponibles.


d) Los mecanismos de seguimiento y evaluación de resultados, a efectos de identificar las dificultades y adoptar las medidas correctivas o complementarias pertinentes.”.


El mismo precepto, prosiguió, agrega que “dicho Plan será elaborado a partir de las prioridades sectoriales e intersectoriales propuestas por el Comité Interministerial de Derechos Humanos”, estableciendo, además, expresamente en su inciso segundo que, “en su formulación se deberá tener en consideración los informes, propuestas y recomendaciones del Sistema Interamericano y del Sistema Universal de Derechos Humanos”.


En la letra e) del inciso tercero de la citada disposición, añadió, se dispone, en lo pertinente, que el referido Plan “se materializará en la elaboración de políticas que abordarán, al menos, y especialmente, la promoción del cumplimiento de las medidas cautelares (…) dictadas en virtud del Sistema Interamericano y del Sistema Universal de Derechos Humanos”.


En seguida, indicó que, como es de público conocimiento, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en Resolución N° 21, de fecha 15 de marzo del año 2018, emitió la medida cautelar N° 975-17 respecto de Chile, y en ella observó, entre otras cosas, que nuestro país viola el artículo 4 de la Convención de los Derechos del Niño, al no adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos de la Convención (considerandos 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50 y 51), recomendando, además (en los considerandos 124, 125 y 126) que “el Estado parte adopte el paradigma de protección integral de la Convención; que “asuma plenamente la responsabilidad de regular, controlar y financiar el respeto, protección y realización de todos los derechos de los niños, niñas y adolescentes en el sistema de protección” y que el Estado parte “dote de recursos humanos, técnicos y financieros suficientes y especializados al sistema” (considerandos 127, 128, 129 y 130).


Conforme a todo lo anteriormente expuesto, agregó, la Administración del Estado no sólo tiene la facultad de diseñar e implementar las políticas encaminadas al respeto, promoción y protección de los derechos humanos mediante: a) El señalamiento de los objetivos y las metas; b) La identificación de responsables; c) Los recursos financieros disponibles y d) Los mecanismos de seguimiento y evaluación de resultados, sino que al no hacerlo, se encuentra en incumplimiento de la citada medida cautelar, decretada respecto de nuestro país por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.


Todas esas normas, resaltó, debieron ser propuestas por el Ejecutivo en cumplimiento de las funciones que le corresponden al Comité Interministerial de Derechos Humanos y de la medida cautelar referida. Al no ser incorporadas por éste, destacó, han debido ser incorporadas por los Honorables Senadores proponentes, dado que el respeto por los derechos esenciales de las personas es un deber constitucional que atañe a todos los órganos del Estado, conforme al inciso segundo del artículo 5° de la Constitución Política de la República. 


En efecto, subrayó, el Estado de Chile tiene el deber de “tomar todas las medidas legislativas, administrativas y de otro carácter necesarias para hacer efectivos los derechos”, compromiso adquirido en la Convención de los Derechos del Niño, en virtud de lo dispuesto en el artículo 4 de la misma. 


En esa línea, manifestó que los Honorables Senadores autores de la proposición en análisis no tienen la voluntad de generar responsabilidad internacional para el Estado, por incumplimiento de dichas obligaciones convencionales, de ahí que hayan hecho la presentación de la misma.

Por otra parte, y en cuanto a la alegación de que dicha propuesta “genera gasto fiscal”, debe clarificarse que el “garantizar” los derechos y la protección de los niños, niñas y adolescentes constituye la idea matriz del proyecto de ley, debiendo ajustarse sus preceptos a tal objetivo.

En efecto, explicó, es justamente esa línea la que ha seguido la Comisión al momento de aprobar el artículo 1 del proyecto, el que dispone, en lo pertinente que:


“Esta ley tiene por objeto la garantía y protección integral, el ejercicio efectivo y el goce pleno de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, en especial, de los derechos humanos que les son reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.”.

En la misma dirección, añadió, se orienta la letra a) del inciso quinto del artículo 2 de la iniciativa, al establecer que:

“Corresponde a los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, garantizar el pleno goce y ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. En particular: 

a) Garantizar, en condiciones de igualdad, el libre y pleno goce de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, para lo cual adoptarán las políticas, planes y acciones necesarias para esos fines.”.

En seguida, afirmó que, en particular, los derechos de carácter económico, social y cultural (como el derecho a la educación, a la salud, a la defensa jurídica, a contar con servicios de protección especializada, entre otros), por su naturaleza, siempre requieren de aportes financieros del Estado para proveer servicios y prestaciones que posibiliten su ejercicio.


El no garantizar tales servicios y prestaciones, resaltó, equivale a no observar ese tipo de derechos, incumpliéndose con ello el deber de todo órgano del Estado de respetar los derechos humanos, a la luz de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5° del texto constitucional, el que establece que:


“El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

En consecuencia, subrayó, no es aceptable que la falta de cumplimiento de deberes y funciones por parte de la Administración del Estado, orille al Honorable Congreso Nacional al incumplimiento de los suyos. La Constitución es un todo, destacó, y no puede ser interpretada de un modo que no sea integral.


Así, continuó, afirmar que la sola inclusión del verbo “garantizar” torna a las normas en cuestión en inadmisibles por “implicar gastos”, como se arguye, es un argumento falaz, pues todo derecho económico, social y cultural, tiene un carácter progresivo. Ello, añadió, significa dos cosas: a) gradualidad en su plena consecución, como en la mejora sostenida de su disfrute y b) que el Estado asegurará su efectividad y pleno goce mediante acciones y programas de corto, mediano y largo plazo.


Dicho principio, recordó, en esos mismos términos, fue aprobado en particular, unánimemente, por cuatro votos a favor y ninguno en contra, en la letra b) del presente artículo 2 del proyecto de ley en estudio.

Por consiguiente, añadió, cada vez que se consagra “la garantía del Estado” respecto de un derecho social, económico o cultural, se sobreentiende que hay un compromiso de “garantía progresiva o gradual”.


Tal garantía, agregó, es el mínimo compromiso que debe asumir el Ejecutivo para cumplir con su deber de tomar todas las medidas legislativas, administrativas y de otro carácter necesarias para hacer efectivos los derechos (artículo 4° de la Convención sobre los Derechos del Niño) y de respetar los derechos esenciales (inciso segundo del artículo 5° de la Constitución Política de la República).

A la vez, prosiguió, dicha garantía progresiva o gradual, es una formula propia de los derechos humanos de tipo económico, social y cultural, que permite al Honorable Congreso Nacional cumplir con su propio deber de tomar esas medidas para la eficacia de los derechos de los niños. Lo anterior, resaltó, de un modo admisible, sin inmiscuirse en la administración financiera del Estado, pues la propuesta sólo compromete a la Administración a fijarse objetivos de corto, mediano y largo plazo para que todos los niños alcancen el disfrute pleno de sus derechos. 


De tal modo, finalizó, la determinación de cuáles sean esos objetivos, los plazos y los recursos asociados, es decir, la administración financiera del Estado respecto de esos puntos, que es lo que constituye una facultad exclusiva del Ejecutivo, permanece intacta a la luz de la proposición.

El Honorable Senador señor Montes, por su parte, manifestó que, más allá de las interpretaciones que se pueden sostener acerca de la admisibilidad o no de la propuesta en estudio, el fondo de la misma, en su opinión, es indiscutiblemente correcta y positiva.


En efecto, agregó, en nuestro país, lamentablemente, existe una cultura de relativizar compromisos del todo necesarios, como lo son, especialmente, los referentes a la niñez, que conllevan una mirada, como sociedad, del futuro de nuestra nación, para lo cual se precisan obligaciones claras, definidas y contundentes.

Por tal razón, subrayó, es que concuerda que los verbos rectores que se dispongan en este contexto sean lo más imperativo posible, evitando caer en una lógica en que los compromisos que se fijen sólo se cumplan en la medida de lo posible.


Así, prosiguió, un ejemplo de lo anterior es la configuración institucional del régimen de pensiones alimenticias, el cual, a su juicio, contiene diversas fórmulas no lo suficientemente concluyentes, lo que deriva en que tales obligaciones, en su gran mayoría, no son observadas por los responsables.


En consecuencia, añadió, se debe consagrar imperativamente la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, tanto por el Estado como por parte de la sociedad.


El Honorable Senador señor Quintana, a su turno, destacó que, actualmente, la Ley orgánica del Servicio Nacional de Menores permite crear programas para la protección de los derechos de los niños, por lo que lo abordado por la proposición no es algo nuevo en nuestra institucionalidad, sino que sólo reordena, bajo la lógica de una ley de garantías de los derechos de la niñez y adolescencia, los preceptos de la iniciativa en estudio.

Por último, solicitó destacar el argumento realizado por la Honorable Senadora señora Rincón, en el evento de que el proyecto de ley en debate se someta el control del Tribunal Constitucional en este punto.
Letra i)


La letra i) previamente aprobada por la Comisión, es del siguiente tenor:


“i) Contribuir a generar las condiciones sociales para que los padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tuvieran legalmente a su cuidado, desempeñen de la mejor manera posible sus funciones en lo que respecta a la educación y crianza del niño, niña o adolescente.”.

La sexta proposición, elimina la expresión “contribuir a”.

En discusión esta propuesta, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, afirmó que es significativamente complejo que se encomiende a la presente iniciativa legal la generación de todas las condiciones sociales que requiere el niño para su desarrollo integral, en tanto no se puede pretende que este proyecto de ley solucione problemáticas tan profundas como, por ejemplo, la delincuencia en un barrio, situación que, por cierto, repercute negativamente en el niño.

Por tales razones, agregó, la fórmula que la Comisión ya aprobó le parece más adecuada, ya que se mandata a los órganos del Estado a contribuir a generar dichas condiciones sociales, en tanto no ser razonable exigirles que se logre tal resultado ideal.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en la misma línea, afirmó que el disponer que se generen todas las condiciones necesarias es algo que excede las posibilidades reales de alcance de la presente iniciativa, precisamente por lo señalado por quien le precedió en el uso de la palabra.


A partir de los postulados antes enunciados, los autores de la presente proposición la retiraron.

Inciso quinto, que pasó a ser sexto

El inciso quinto, que pasó a ser sexto, previamente aprobado por la Comisión, reviste la siguiente redacción:


“Esta ley promoverá la defensa particular y reforzada de los derechos de los niños, niñas y adolescentes provenientes de grupos sociales o específicos, tales como migrantes, pertenecientes a comunidades indígenas o que se encuentren en situación de vulnerabilidad económica, garantizando su pleno desarrollo y respeto a las garantías especiales que les otorgan la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño, los demás tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes.”.

La séptima proposición, sustituye la expresión “promoverá la defensa particular y reforzada”, por la frase “tomará todas las medidas administrativas, legislativas u o de otro carácter, para la defensa y protección, particular y reforzada”.

En discusión esta propuesta, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, explicó que la misma pretende concordar el presente texto con lo aprobado, en lo pertinente, en el articulado del proyecto de ley que crea el Servicio de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia (Boletín N° 12.027-07).

La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, señaló que, si bien está de acuerdo con el fondo de la proposición, pareciera necesario un cambio en su redacción, ya que no parece pertinente que se encomienda a la ley que adopte las medidas propuestas en cuestión.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, concordó con la observación realizada por quien le precedió en el uso de la palabra, por lo que recomendó que la proposición reemplace la frase “Esta ley promoverá la defensa particular y reforzada”, por la siguiente: “Esta ley establecerá el marco para que el Estado adopte todas las medidas administrativas, legislativas o de otro carácter, para la defensa y protección, particular y reforzada”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la proposición antes referida.
Inciso sexto, que pasó a ser séptimo


El inciso sexto, que pasó a ser séptimo, previamente aprobado por la Comisión, reviste la siguiente redacción:

“La omisión en la observancia de los deberes que por esta ley corresponden a los órganos del Estado habilita a toda persona a interponer las acciones administrativas y judiciales a fin de restaurar el ejercicio y goce de tales derechos, a través de los recursos y procedimientos más breves, sencillos, expeditos y eficaces que se encuentren actualmente vigentes por amenaza o vulneración de derechos fundamentales o que sean especialmente establecidos por una ley que no podrá desmejorar las garantías existentes en el momento de su regulación.”.


La octava proposición, agrega la siguiente oración final: “Lo anterior, sin perjuicio de la acción de tutela administrativa de derechos establecida en el artículo 62 de la presente ley.”.

En discusión esta propuesta, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, se manifestó a favor de la misma, en tanto, explicó, el Ejecutivo estar de acuerdo con la existencia de una acción de tutela administrativa de los derechos de los niños, con independencia de la configuración concreta que adopte este arbitrio.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la proposición antes referida.

ARTÍCULO 3


El artículo 3 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 3.- Reglas de interpretación. En la interpretación de las leyes y normas reglamentarias referidas a la garantía, restablecimiento, promoción, prevención o protección de los derechos del niño, se deberá atender especialmente a los derechos y principios contenidos en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en esta ley.


Dicha interpretación deberá fundarse primordialmente en el principio de la aplicación más favorable a la vigencia efectiva del derecho conforme al interés superior del niño, y se aplicará de forma prevaleciente y sistemática. 


Aquellas limitaciones de derechos que sean el resultado de una decisión de un órgano del Estado deben ser excepcionales, por el menor tiempo posible y tener una duración determinada; sólo podrán tener lugar cuando estén previstas en la ley y sean estrictamente necesarias y proporcionales en relación con los derechos que pretenden proteger.


Se prohíben las interpretaciones que afecten la esencia de los derechos de los niños.”.

A este artículo, se presentaron seis indicaciones, signadas con los Nos 41.a, 41.b, 41.c, 41, 42 y 43.
Inciso primero
Indicación Nº 41.a


41.a.- De S.E. el Presidente de la República, para modificarlo de la forma siguiente:


a) Intercálase a continuación de la frase “principios contenidos en la” la expresión “Constitución Política de la República, la”.


b) Intercálase a continuación de la frase “demás tratados internacionales” la expresión “de derechos humanos”.

En discusión esta indicación, se hizo presente que, al respecto, se efectuaron dos proposiciones, una de la Asociación Nacional de Magistrados y la otra de la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón.

La primera proposición es del siguiente tenor:


“Artículo 3.- Reglas de interpretación. En la interpretación de las leyes y normas reglamentarias referidas a la garantía, restablecimiento, promoción, prevención, participación o protección de los derechos del niño, niña o adolescente, se deberá atender especialmente a los derechos y principios contenidos en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en esta ley.


Los órganos de la Administración del Estado deben interpretar y aplicar la presente ley sin discriminación alguna por motivos de sexo, origen, color, idioma, religión, opinión política o de otra índole, étnica o social, posición económica, condiciones físicas, psíquicas o sensoriales, estado de salud, nacimiento, orientación sexual, identidad o expresión de género o cualquier otra condición personal o social, o de sus progenitores o representantes legales.”.

La segunda propuesta, por su parte, reza así:


“Artículo 3.- Reglas de interpretación. En la interpretación de las leyes y normas reglamentarias referidas a la garantía, restablecimiento, promoción, prevención o protección de los derechos del niño, se deberá atender especialmente a los derechos y principios contenidos en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en esta ley.”.

La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, señaló su conformidad con la proposición previamente descrita, señalando que debiese incorporarse el concepto de “tratados internacionales de derechos humanos” en todo el texto del articulado.


Asimismo, agregó, se debiese agregar en tal propuesta el concepto de “participación”, tal como se encuentra recogida dicha idea en la proposición de la Asociación Nacional de Magistrados.


Los Honorables Senadores miembros de la Comisión, concordaron con tales peticiones.


Sin perjuicio de lo anterior, la Honorable Senadora señora Von Baer, solicitó que se incluyese en la antedicha proposición las referencias pertinentes a la Constitución Política de la República y al Código Civil.


El Asesor Legislativo del Honorable Senador señor Ossandón, señor José Tomás Hughes, consultó el alcance del término “especialmente” en las reglas de interpretación que se incorporan, en concreto cómo las mismas operarían respecto de las normas interpretativas contempladas en el Código Civil.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, respondió señalando que el término en cuestión alude a situar el ejercicio interpretativo en un determinado ámbito, esto es, el de protección de derechos fundamentales de niños, niñas y adolescentes, contexto en el cual, prosiguió, se emplean herramientas hermenéuticas mucho más amplias que las contempladas en el Código de Bello.


El Asesor Legislativo del Honorable Senador señor Ossandón, señor José Tomás Hughes, sostuvo, ante la respuesta de quien le antecedió en el uso de la palabra, que existiría algún tipo de exclusión, por jerarquía, entre las reglas interpretativas presentes en este proyecto respecto de las del Código Civil.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, indicó que, efectivamente, podría existir una suerte de jerarquización entre unas y otras, precisamente por el hecho de que en el ámbito de los derechos fundamentales existen herramientas interpretativas mucho más amplias que las aplicables en el Derecho Civil, las que, por su naturaleza, son más acotadas y formales.


En efecto, agregó, en materia de derechos humanos existe, por ejemplo, el criterio de interpretación conforme a la Constitución o la Convención internacional de que se trate, o el de interpretación evolutiva, por sólo nombrar algunos.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en virtud de lo expuesto precedentemente, solicitó que, al menos se hiciere referencia a la Constitución Política de la República.


El Honorable Senador señor Ossandón, respaldó la introducción de la idea de “tratados internacionales de derechos humanos”, de la incorporación de la remisión al texto constitucional y a agregar el concepto de “participación”.


Sin perjuicio de lo anterior, estimó que el segundo inciso propuesto por la Asociación Nacional de Magistrados sería redundante, por lo que no es razonable aprobarlo.


El Profesor de la Red de Universidades Unidas por la Infancia, señor Isaac Ravetlat, señaló que el citado inciso sólo tiene por finalidad explicitar que, en el ejercicio interpretativo de los preceptos sobre niñez y adolescencia, los órganos del Estado no pueden efectuar lecturas discriminatorias hacia grupos de niños cuyas necesidades, históricamente, han sido poco visibilizadas.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, precisó que el artículo 9 del texto aprobado en general aborda los puntos mencionados por quien le precedió en el uso de la palabra.

En votación la indicación N° 41.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la aprobó sin modificaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, agregó, luego de la expresión “prevención”, el término “, participación”, y sustituyó el vocablo “niño” por la expresión “niño, niña o adolescente”.

Por consiguiente, se deja constancia que el texto resultante del inciso primero del artículo 3 pasó a revestir el siguiente tenor:

“Artículo 3.- Reglas de interpretación. En la interpretación de las leyes y normas reglamentarias referidas a la garantía, restablecimiento, promoción, prevención, participación o protección de los derechos del niño, niña o adolescente, se deberá atender especialmente a los derechos y principios contenidos en la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en esta ley.”.
Indicaciones Nos 41.b y 41.c


41.b.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, y 41.c.- del Honorable Senador señor Chahuán, para agregar después del vocablo “internacionales” la expresión “de derechos humanos”.


En discusión estas indicaciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, resaltó que las mismas ya se encuentran recogidas, en idénticos términos, en el texto resultante de la indicación N° 41.a, antes aprobada.


En votación las indicaciones Nos 41.b y 41.c, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, las aprobó sin modificaciones.

Indicación Nº 41


41.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar, luego de la palabra “vigentes”, la siguiente frase: “, en la Constitución Política de la República, en el Código Civil”. 


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió aprobarla con modificaciones, recogiendo sólo la remisión que la misma hace a la Constitución Política de la República, en tanto esta última fue abordada en la redacción final de la indicación N° 41.a.


En votación la indicación N° 41, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la aprobó con enmiendas, en los términos previamente referidos.

REAPERTURA DEL DEBATE


No obstante lo anteriormente consignado, se deja constancia que, con posterioridad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, acordaron reabrir el debate del inciso primero del artículo 3.


De ese modo, y en conformidad con el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó incorporar, en el título de dicho artículo, luego de la palabra “Reglas”, la expresión “especiales”.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que tal agregado precisa que las reglas de interpretación que el proyecto de ley en estudio considera, son propias del sistema de derechos de los niños, niñas y adolescentes contemplado en la iniciativa.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, concordó con la incorporación del vocablo en cuestión.


Posteriormente, se consigna que el Honorable Senador señor Ossandón, en virtud del inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, efectuó la siguiente propuesta.


Agregar, después de la palabra “vigentes”, la expresión “, en el Código Civil”

En discusión esta proposición, el Asesor del Honorable Senador señor Ossandón, señor José Tomás Hughes, indicó que la misma obedece a que, en la actualidad, el Código Civil regula muchas de las cuestiones abordadas por el proyecto de ley en examen.

Ejemplo de ello, agregó, es el artículo 222 del citado cuerpo legal, en donde se contiene una definición del concepto de interés superior del niño, la cual, a su juicio, debiese ser complementaria a las ideas contempladas sobre el punto en la iniciativa legal en discusión.


De ese modo, resaltó, a fin de generar certeza sobre estas materias, es que la proposición incorpora al Código Civil dentro de los parámetros interpretativos que se deben considerar en la hermenéutica de los preceptos del proyecto de ley en estudio.


Lo anterior, añadió, teniendo en cuenta que el Código de Bello no considera sólo reglas formales de interpretación, sino que también principios sustantivos que no pueden ser inobservados sin mayor reflexión.

Por último, expresó que la alusión directa al Código Civil permitiría dejar en claro que el proyecto no genera ningún tipo de derogación tácita en este ámbito.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, observó que la propuesta incorpora, como regla especial de interpretación del presente proyecto de ley, a los principios contemplados por el Código Civil.


El Asesor del Honorable Senador señor Ossandón, señor José Tomás Hughes, señaló que, efectivamente, ello se propone por la trascendental relevancia del citado cuerpo normativo en nuestro sistema legal, constituyendo el derecho común en nuestro ordenamiento jurídico.


Lo anterior, finalizó, además permitiría evitar interpretaciones arbitrarias de parte de los órganos jurisdiccionales.


La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, resaltó que, en su oportunidad, se analizó, en conjunto con el Ejecutivo, la posibilidad de incorpora.r, en esta parte del articulado, una proposición del siguiente tenor:


“Lo anterior, sin perjuicio de la aplicación subsidiaria de las reglas generales de interpretación de la ley establecidas en los artículos 19 a 24 del Código Civil.”.

Dicha propuesta, agregó, no prosperó y se procedió a su retiro debido a que no se generó consenso con la Subsecretaría de la Niñez al respecto.


En efecto, explicó, tal propuesta incorporaba, de manera subsidiaria, las reglas de interpretación de la ley contenidas en el Código Civil al presente proyecto, precisamente por estar en discusión, en el artículo 3 en examen, de qué modo se deberá desarrollar la actividad hermenéutica sobre los preceptos de la iniciativa.


Por último, resaltó que nunca se ha puesto en duda la vigencia del Código Civil, siendo del todo errado sostener que, de algún modo, se generaría una derogación tácita de este último en el caso de no nombrarlo expresamente en este punto del articulado.


La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, a su turno, manifestó su respaldo a la proposición del Honorable Senador señor Ossandón, expresando que es más recomendable remitirse directamente al cuerpo normativo de que se trate, en este caso el Código Civil, que a disposiciones o artículos concretos.


La Honorable Senadora señora Von Baer, concordó con lo sostenido por quien le precedió en el uso de la palabra.


La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, resaltó que las reglas de interpretación que se configuran en el artículo 3 en examen son de carácter especial respecto de otras, precisamente porque se trata de un estatuto especial de protección de derechos, cuyos destinatarios son los niños, niñas y adolescentes.


Por tal razón, subrayó, no se pueden establecer, en el mismo nivel, las reglas ordinarias de interpretación de la ley del Código Civil, con las reglas especiales de interpretación para este cuerpo legal, justamente por requerir este último de una comprensión interpretativa distinta y específica.

El Honorable Senador señor Montes, lamentó no haberse generado consenso en torno a la propuesta mencionada anteriormente por la señora Gómez, en tanto ser un texto razonable que permitía dejar claro el particular de mejor manera.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, manifestó que es incorrecto, en términos conceptuales, sostener una derogación orgánica tácita a partir del tenor actual del artículo 3, precisamente por establecer el mismo sólo reglas especiales de interpretación de los preceptos del proyecto de ley en estudio.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 de Reglamento de Senado, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto favorable de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, rechazó la propuesta en examen.

Inciso segundo
Indicación Nº 42


42.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazarlo por el siguiente:


“Dicha interpretación deberá fundarse en el principio del interés superior del niño y el derecho preferente y el deber de los padres a educar a sus hijos, así como en su edad, sexo y grado de desarrollo y madurez.”.


En discusión esta indicación, la Honorable Senadora señora Von Baer, explicó que la misma propone que en la interpretación del proyecto de ley, además de atenderse al interés superior del niño, niña o adolescente, se deba sopesar también el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos, como asimismo la edad, sexo, grado de desarrollo y madurez del niño.


La Asesora Legislativa de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, resaltó que la redacción del texto aprobado en general ya contempla dos reglas de interpretación, a saber, la de aplicación más favorable a la vigencia efectiva del derecho, que constituye una herramienta hermenéutica propia del ámbito de los derechos humanos, y el interés superior del niño.


Por consiguiente, sugirió que la Comisión determinase si el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos se va a considerar sólo en esa calidad, o, además, se va a incorporar como principio interpretativo.


La Honorable Senadora señora Von Baer, afirmó que es relevante fijar, como criterio de interpretación, al derecho y deber en comento, al que debe sumarse la edad, sexo, grado de desarrollo y madurez propia del niño de que se trate.


El Profesor de la Red de Universidades Unidas por la Infancia, señor Isaac Ravetlat, observó que pareciera más apropiado consagrar a las prerrogativas en comento como un derecho-deber propiamente tal, más que como un principio, cuestión que, por cierto, no implica que se dejará de lado la visión de los padres.


Se hizo presente que pudiere resultar problemático, en términos interpretativos, a la hora de resolver una controversia jurídica que envuelva al niño y sus padres, tener una regla que sopese, al mismo tiempo, al interés superior del primero y el derecho-deber de los segundos a educarlo.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, señaló que la incorporación del referido derecho-deber como máxima interpretativa, en algún sentido relevante, circunscribe el número de conflictos que pudiera resolverse conforme a dichos principios, en tanto supone un escenario en el cual los padres y el niño, de alguna forma, presentan intereses coherentes, por lo que dicha prerrogativa, del modo propuesto, no serviría para resolver conflictos de intereses de aquéllos entre sí.

Así, aseveró, en la práctica, siempre la máxima que termina siendo la fundamental es el principio de interés superior del niño.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en primer lugar, indicó que concuerda con la inclusión de la regla interpretativa de aplicación más favorable a la vigencia efectiva del derecho, a la cual debiese añadirse los demás elementos antes por ella enunciados.


Posteriormente, subrayó que la incorporación del citado derecho-deber no significa que, en un conflicto entre el niño y sus padres, no primará el interés superior del primero.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, resaltó que el particular atraviesa la discusión de todo el proyecto de ley, sin perjuicio de destacar que el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos es una prerrogativa reconocida por la legislación.


Por tal razón, solicitó analizar una redacción que permita conciliar de buena forma las distintas posiciones en este punto, a fin de que el mismo concite el mayor grado respaldo.


En tal sentido, se consigna que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron la siguiente propuesta de redacción al presente inciso segundo:

“Se aplicarán las reglas especiales de interpretación sistémica, no restrictiva, pro-homine y más favorable a la vigencia de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.”.

La Honorable Senadora señora Von Baer, reiteró la necesidad de que, si bien cualquier ejercicio interpretativo en este ámbito debe considerar, primeramente, el interés superior del niño, también debe sopesar el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos, en consideración a su edad, sexo, desarrollo y madurez.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, por su parte, y en relación con la proposición de la que es coautora, explicó que, conceptualmente, una cosa son los principios rectores de un sistema jurídico, y otra las reglas de interpretación de los preceptos que lo conforman.


En esa línea, precisó que tales máximas siempre se aplicarán e informarán la labor del intérprete, por lo que no es necesario repetirlas.


Asimismo, indicó que las reglas de interpretación constituyen normas técnicas y específicas para resolver controversias sobre disposiciones jurídicas, las que, en el caso del particular, son especiales, ya que regulan el proceso de atribución de sentido de derechos fundamentales, diferenciándose, por ejemplo, de las contenidas en el Código Civil.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, señaló que la incorporación, en la propuesta de los Honorables Senadores, del criterio interpretativo pro-homine, generaría incluir una máxima hermenéutica que alcanzaría a todas las personas, y no en especial a los niños, lo que no sería coherente con el propósito perseguido por el proyecto de ley en estudio.


La Honorable Senadora señora Von Baer, consultó luego al Ejecutivo acerca de la incorporación, en este punto, del derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos.

La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, respondió expresando que tal máxima siempre se considerará como un principio rector de la iniciativa, sin perjuicio de que pareciera no ser necesaria su reiteración e inclusión como regla especial de interpretación.


La Honorable Senadora señora Von Baer, posteriormente, advirtió que la propuesta de los Honorables Senadores contiene varios de los elementos que ya están presentes en el inciso segundo del texto aprobado en general, por lo que recomendó que se conservara este último.


En consecuencia, y en su calidad de autora de la presente indicación, procedió al retiro de la misma.


Asimismo, los Honorables Senadores autores de la proposición, la retiraron.

Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó sustituir, en el texto del inciso segundo aprobado en general, el término “niño”, por la expresión “niño, niña o adolescente”.

De igual forma, en el inciso tercero del texto aprobado en general, y en conformidad a la disposición reglamentaria previamente citada, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó agregar, luego de la expresión “excepcionales,”, la palabra “aplicarse”.
Inciso cuarto
Indicación Nº 43


43.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “de los niños”, por la siguiente: “del niño”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó aprobarla con modificaciones, siguiendo la misma nomenclatura ya acordada por la Comisión, esto es, “niños, niñas y adolescentes”.


En votación la indicación N° 43, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente señalados.

REAPERTURA DEL DEBATE


No obstante lo anteriormente consignado, se deja constancia que, con posterioridad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, acordaron reabrir el debate del artículo 3.


De ese modo, se hace presente que el Honorable Senador señor Ossandón, efectuó, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la propuesta de incorporación del siguiente inciso final, nuevo.


“Las interpretaciones deberán tener siempre presente los principios rectores del interés superior del niño, niña y adolescente y el derecho preferente y deber de los padres y/o madres de educar a sus hijos.”.

En discusión esta proposición, la Honorable Senadora señora Von Baer, manifestó su respaldo a la misma, indicando que es relevante que las reglas de interpretación siempre deban considerar al derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que el punto ya se encuentra resuelto en los artículos 8 y 9 de la iniciativa en análisis, por lo que no es procedente repetir tal prerrogativa parental a lo largo del articulado.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 de Reglamento de Senado, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto favorable de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, rechazó la propuesta en examen.
ARTÍCULO 4


El artículo 4 aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que la aplicación del proyecto de ley en examen procederá respecto de todo niño que se encuentre bajo la jurisdicción del Estado de Chile, sin perjuicio de las normas especiales que regulen estas materas.


Se deja constancia de que, si bien no se presentó ninguna indicación a este precepto, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión debatió acerca de una propuesta al respecto efectuada por la Asociación Nacional de Magistrados, del siguiente tenor:


“Artículo 4.- Aplicación de la ley. Esta ley se aplicará a todo niño, niña o adolescente que se encuentre bajo la jurisdicción del Estado en Chile, con independencia de su situación administrativa, sin perjuicio de las normas especiales que regulen estas materias.”.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, consultó acerca del alcance de la frase “con independencia de su situación administrativa”.


El Profesor de la Red de Universidades Unidas por la Infancia, señor Isaac Ravetlat, respondió que con aquélla se pretende no dejar dudas acerca de que los niños que se encuentran en una situación irregular, como por ejemplo los menores migrantes, estarán, de igual forma, cubiertos por los derechos y garantías que el presente proyecto de ley entrega.


La Honorable Senadora señora Von Baer, estimó que no es necesaria la incorporación de dicha fórmula para el propósito antes mencionado, en tanto, en su opinión, el punto queda claro con la expresión “todo niño bajo la jurisdicción del Estado de Chile”.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, preguntó si existe alguna situación que amerite contemplar no sólo una locución general, sino que una referencia explícita, en los términos antes indicados.


En esa línea, señaló que, por ejemplo, tal frase no alcanzaría a los niños que se encontraren bajo el amparo de alguna misión diplomática.


El Profesor de la Red de Universidades Unidas por la Infancia, señor Isaac Ravetlat, resaltó que, teóricamente, con la frase “todo niño bajo la jurisdicción del Estado de Chile”, el particular debiese quedar resuelto, pero ello no es concordante con los casos que se observan en la práctica, en donde se advierten hipótesis de niños que tienen problemas para acceder a la salud o educación debido a que no cuentan con un número de cédula nacional de identidad.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, expresó que, efectivamente, existen muchas situaciones que, por problemas relativos a la situación administrativa del niño, el mismo se ve expuesto a carencias o vulneraciones de sus derechos.


Así, agregó, hay hipótesis en que el Servicio de Registro Civil e Identificación se niega a otorgar cédula nacional de identidad a algunos niños, entre otros casos de similar naturaleza, algunos de los cuales son resueltos en tribunales mediante la interposición del respectivo Recurso de Protección.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que, a la luz de los planteamientos antes descritos, no bastaría sólo con aludir a una expresión genérica en este contexto.


La Honorable Senadora señora Von Baer, manifestó que su aprehensión en este punto es de técnica legislativa, referente a que, en caso de que se opte por una fórmula distinta de la genérica, se deje fuera de la protección luego a otros grupos de niños en especial situación de vulnerabilidad.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, subrayó que, en cualquier estatuto de protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, no es bueno que existan enunciados ambiguos, ya que, como señaló previamente, los problemas en la práctica efectivamente se suscitan y no son menores.


El Honorable Senador señor Montes, por su parte, sostuvo que la frase en debate no genera ningún daño a los niños, por el contrario, explicita y refuerza más la universalidad que pretende otorgar la presente iniciativa.


En seguida, señaló que en la realidad se verifican problemas graves con los niños producto de su situación administrativa, lo que conlleva a problemas en el acceso a muchos servicios como salud, educación, entre otros.


Así, indicó que él experimentó personalmente estos problemas con sus hijos en el exilio de él y de su familia en México, sin perjuicio de que la Constitución de ese país establecía la protección de los niños.


El Asesor Legislativo del Honorable Senador señor Ossandón, señor José Tomás Hughes, consultó por el alcance del término “bajo la jurisdicción del Estado de Chile”, toda vez que, en lo referente a la aplicación de la ley, entran en juego dos principios, el de territorialidad y el de nacionalidad. Esta última máxima, agregó, permite, eventualmente, en determinados casos, establecer las situaciones de extraterritorialidad de la ley, es decir, aplicar la legislación aún afuera del territorio donde la misma fue dictada.


Asentado lo anterior, expresó que, en su opinión, si el proyecto de ley trata de materias relativas a los derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes, los dos principios antes enunciados debiesen regir en la aplicación de la iniciativa en estudio.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó que, respecto del contenido de los Títulos I y II del proyecto, podría sostenerse su extraterritorialidad, no así en lo referente a la protección administrativa o en la bajada territorial de los dispositivos de protección.


El Profesor de la Red de Universidades Unidas por la Infancia, señor Isaac Ravetlat, observó que la propuesta sólo pretende reforzar la inclusión de determinados colectivos de niños en la concepción universal de la iniciativa.


En votación esta propuesta, la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, la aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la reapertura del debate del artículo 4.

Se consigna que, en conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó sustituir el texto ya aprobado del artículo 4 por el que sigue:


“Artículo 4.- Aplicación de la ley. Los derechos y garantías de los niños, niñas y adolescentes son universales. Esta ley se aplicará a todo niño, niña o adolescente que se encuentre bajo la jurisdicción del Estado de Chile.”.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que la propuesta en cuestión pretende precisar, de mejor forma, el carácter universal del presente proyecto de ley.

ARTÍCULO 5


El artículo 5 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 5.- Obligaciones de la Administración del Estado. Los órganos de la Administración del Estado cumplirán con las obligaciones que esta ley establece, dentro del marco de sus competencias legales, asegurando el goce y ejercicio de los derechos, hasta el máximo de los recursos disponibles en el país y en caso de no ser suficientes, acudiendo a la cooperación internacional, velando en todo caso por una aplicación eficaz, eficiente y equitativa de los recursos.”

A este artículo se presentaron cuatro indicaciones, signadas con los Nos 44, 44 bis, 45 y 45 bis.
Indicación Nº 44


44.- De S.E. la Ex Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 5º.- Obligaciones de los órganos de la Administración del Estado. Los órganos de la Administración del Estado cumplirán con las obligaciones que la presente ley establece, dentro del marco de sus competencias legales, asegurando, en su caso, el acceso a las prestaciones que les corresponde entregar o garantizar de manera progresiva y velando por una aplicación eficaz, eficiente y equitativa de los recursos de que disponga el país y sus respectivos presupuestos, conforme a lo dispuesto en el artículo 4 de la Convención de Derechos del Niño, promulgada por el decreto supremo Nº 830, de 1990, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y a las normas de Administración Financiera del Estado.”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la presente indicación.

Indicación Nº 44 bis


44 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 5.- Obligaciones de los órganos del Estado. Los órganos del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en la presente ley. En lo que respecta a los derechos económicos, sociales y culturales, los órganos del Estado adoptarán estas medidas hasta el máximo de los recursos de que dispongan para estos efectos y, cuando sea necesario, dentro del marco de la cooperación internacional, velando en todo caso por una aplicación eficaz, eficiente y equitativa de los recursos.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente propuesta al respecto, a fin de concordar el texto de aquélla con la fórmula de financiamiento, ya acordada por la Comisión, adoptada a lo largo del articulado.


“Artículo 5.- Obligaciones de la Administración del Estado. Los órganos de la Administración del Estado cumplirán con las obligaciones que esta ley establece, dentro del marco de sus competencias legales, asegurando el goce y ejercicio de los derechos, hasta el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado, velando en todo caso por una aplicación eficaz, eficiente y equitativa de los recursos.”.


El Honorable Senador señor Montes, se mostró partidario, en este contexto, de no aludir al máximo de los recursos disponibles por parte del Estado, en tanto ello encontrarse implícito en las políticas públicas que se desplieguen.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recordó que dicha fórmula de texto es la que se adoptó para todos los preceptos que hacen referencia a cuestiones de financiamiento.


El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que la propuesta no hace sino reconocer una lógica de realismo en el sector, en donde se realizarán los máximos esfuerzos presupuestarios, sin que ello implique colocar al Estado en una posición deficitaria.


En votación la indicación N° 44 bis, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, y el voto en contra del Honorable Senador señor Montes, la aprobó con modificaciones, siguiendo el mismo tenor de la propuesta antes descrita.

Indicación Nº 45


45.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la siguiente frase: “, hasta el máximo de los recursos disponibles en el país y en caso de no ser suficientes, acudiendo a la cooperación internacional”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió aprobarla en los mismos términos que el texto final de la proposición anterior.


En votación la indicación N° 45, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, y el voto en contra del Honorable Senador señor Montes, la aprobó con modificaciones, siguiendo el mismo tenor resultante de la indicación N° 44 bis.

Indicación Nº 45 bis


45 bis.- Del Honorable Senador señor Galilea, para sustituir la palabra “acudiendo” por la locución “podrá acudir”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó entenderla como subsumida bajo idéntica redacción que el texto final de la indicación N° 44 bis.


En votación la indicación N° 45 bis, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, y el voto en contra del Honorable Senador señor Montes, la aprobó con modificaciones, siguiendo el mismo tenor resultante de la indicación N° 44 bis.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la reapertura del debate del artículo 5.

Se consigna que, en conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó sustituir la siguiente frase del texto ya aprobado del artículo 5: “hasta el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado, velando en todo caso por una aplicación eficaz, eficiente y equitativa de los recursos”, por la que sigue: “mediante una aplicación eficaz, eficiente y equitativa de los recursos públicos, los que empleará hasta el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado, tratándose de los derechos económicos, sociales y culturales”.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó que la proposición aprobada tiene por objeto concordar este artículo con lo acordado, en lo pertinente, en el artículo 2, esto es, que el resguardo por medio de la disposición del máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado, sólo resulta procedente en el caso de los derechos económicos, sociales y culturales, ya que respecto de los derechos civiles y políticos, el Estado siempre deberá garantizar su vigencia.

ARTÍCULO 6


El artículo 6 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 6.- Sujetos de derecho. Los niños son sujetos de derecho. Todo niño es titular y goza plenamente de los derechos reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.”.

A este artículo se presentaron cuatro indicaciones, signadas con los Nos 46 y 46 bis, 46 ter y 46 quáter.
Indicación Nº 46


46.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “Los niños son sujetos”, por la siguiente: “El niño es sujeto”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó aprobarla con modificaciones, siguiendo la misma nomenclatura ya acordada por la Comisión, esto es, “niños, niñas y adolescentes”.


En votación la indicación N° 46, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente señalados.
Indicaciones Nos 46 bis, 46 ter y 46 quáter


46 bis.- De S.E. el Presidente de la República; 46 ter.- de la Honorable Senadora señora Von Baer, y 46 quáter.- del Honorable Senador señor Chahuán, para intercalar a continuación de la frase “demás tratados internacionales” la expresión “de derechos humanos”.


En discusión estas indicaciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que las mismas recogen un concepto, el de “tratados internacionales de derechos humanos”, ya acordado por esta instancia en partes previas del articulado.


En votación las indicaciones Nos 46 bis, 46 ter y 46 quáter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, las aprobó sin enmiendas.

Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó sustituir, en el texto del artículo 6, la expresión “Todo niño”, por el vocablo “Todo niño, niña o adolescente”.


En consecuencia, el texto resultante del citado artículo 6 es el que sigue:

“Artículo 6.- Sujetos de derecho. Los niños, niñas y adolescentes son sujetos de derecho. Todo niño, niña o adolescente es titular y goza plenamente de los derechos reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.”.
ARTÍCULO 7


El artículo 7 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 7.- Autonomía progresiva. Todo niño, en conformidad a la ley, podrá ejercer sus derechos por sí mismo, en consonancia con la evolución de sus facultades, su edad y madurez.

Los padres y/o madres, representantes legales o las personas que los tengan legalmente a su cuidado deberán prestarles orientación y dirección en el ejercicio de sus derechos.”.

A este artículo se presentaron trece indicaciones, signadas con los Nos 47, 47 bis, 48.a, 48.b, 48.c, 48.d, 48, 49, 49 bis, 49 ter, 50, 50 bis y 50 ter.
Indicación Nº 47


47.- Del ex Senador señor Espina, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 7º. Autonomía progresiva. Todo niño podrá ejercer sus derechos por sí mismo, teniendo en cuenta la evolución de sus facultades, edad y madurez, bajo la guía y orientación de sus padres, representantes legales o de quienes los tengan legalmente a su cuidado, de conformidad a la ley.”.


En discusión esta indicación, se consignó que se presentaron dos propuestas al respecto, una de la Asociación Nacional de Magistrados, y la otra de la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón.


La primera proposición es del siguiente tenor:


“Artículo ...- Autonomía progresiva. Todo niño, niña y adolescente puede ejercer y defender sus derechos de manera autónoma, en consonancia con la evolución de sus facultades, su edad y madurez, salvo que la ley limite este ejercicio. 


Las limitaciones a la capacidad de ejercicio de los niños, niñas y adolescentes deben interpretarse siempre de modo restrictivo. 


Los niños, niñas y adolescentes, con el objeto de pedir información, asesoramiento, orientación o asistencia, pueden dirigirse personalmente, a los órganos de la Administración del Estado encargados de su atención y protección, incluso sin el conocimiento de su padre y/o madre, representantes legales o personas que los tengan legalmente a su cuidado, en particular si la comunicación con éstos puede frustrar la finalidad que se pretende. Con el mismo objetivo también pueden dirigirse al Ministerio Público, a la Defensoría de los Derechos de la Niñez, a las oficinas locales de la niñez, o ante cualquier autoridad.


Las administraciones locales, en función de su proximidad a la ciudadanía y de acuerdo con la legislación vigente, son el primer nivel de información, asesoramiento y atención de niños, niñas y adolescentes. 


En caso de que los niños, niñas o adolescentes no tengan la capacidad de ejercicio suficiente para actuar de manera autónoma, pueden hacerlo en su representación el padre y/o madre, representantes legales, o personas que lo tengan legalmente a su cuidado, siempre que no haya contraposición de intereses. En caso de existir intereses contradictorios el niño, niña o adolescente deberá actuar representado por un abogado, de conformidad a la presente ley.”.

La segunda propuesta reza así:


“Artículo ...- Autonomía progresiva. Todo niño, niña y adolescente, de conformidad al Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia, podrá ejercer sus derechos en consonancia con la evolución de sus facultades, atendiendo a su edad, madurez, y grado de desarrollo que manifiesten, salvo que la ley limite este ejercicio, en cuyo caso las limitaciones deben interpretarse siempre de modo restrictivo. 


Los padres y/o madres, representantes legales o las personas que los tengan legalmente a su cuidado deberán prestarles orientación y dirección en el ejercicio de sus derechos. Es deber del Estado respetar, promover y proteger el ejercicio de esta responsabilidad. 


Con el objeto de pedir información, asesoramiento, orientación o asistencia, pueden dirigirse personalmente, siempre atendiendo a su edad y estado de madurez, a los órganos de la Administración del Estado, a las Oficinas Locales de la Niñez, al Ministerio Público, o a la Defensoría de los Derechos de la Niñez, sin perjuicio del derecho y deber preferente de los padres y/o madres a educar a sus hijos.”.

La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, respaldó la última proposición descrita, con la salvedad de la última frase del inciso primero de la misma. Lo anterior, en tanto, en su opinión, sólo ciertos derechos pueden ser limitados exclusivamente por la ley, por lo que el ejercicio de las facultades de los padres para delimitar algunas prerrogativas de los niños es perfectamente procedente.


La Honorable Senadora señora Von Baer, concordó con quien le precedió en el uso de la palabra, especialmente respecto de la supervisión de los padres en el ejercicio del derecho a la información que realiza el niño.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, observó que la redacción propuesta por la Honorable Senadora señora Rincón determina de buena forma el ámbito de actuación de los niños, niñas y adolescentes, respecto de lo que pueden o no hacer en conformidad con su desarrollo, lo que da cuenta de la realidad normativa sobre el punto.


La Asesora Legislativa de la Honorable Senadora Rincón, señora Paulina Gómez, precisó que la delimitación de los derechos fundamentales se realiza siempre por ley, especialmente si se trata de un estatuto jurídico que está reconociendo a los niños su titularidad respecto de tales prerrogativas.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, para resolver el punto en debate, sugirió intercalar, en el primer inciso de la propuesta de la Honorable Senadora señora Rincón, entre las frases “salvo que la ley limite este ejercicio,”, y “en cuyo caso las limitaciones deben interpretarse siempre de modo restrictivo”, la expresión “tratándose de derechos fundamentales,”.


Por consiguiente, se hizo presente que el texto resultante del presente artículo sería el que sigue:


“Artículo ...- Autonomía progresiva. Todo niño, niña y adolescente, de conformidad al Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia, podrá ejercer sus derechos en consonancia con la evolución de sus facultades, atendiendo a su edad, madurez, y grado de desarrollo que manifiesten, salvo que la ley limite este ejercicio, tratándose de derechos fundamentales, en cuyo caso las limitaciones deben interpretarse siempre de modo restrictivo. 


Los padres y/o madres, representantes legales o las personas que los tengan legalmente a su cuidado deberán prestarles orientación y dirección en el ejercicio de sus derechos. Es deber del Estado respetar, promover y proteger el ejercicio de esta responsabilidad. 


Con el objeto de pedir información, asesoramiento, orientación o asistencia, pueden dirigirse personalmente, siempre atendiendo a su edad y estado de madurez, a los órganos de la Administración del Estado, a las Oficinas Locales de la Niñez, al Ministerio Público, o a la Defensoría de los Derechos de la Niñez, sin perjuicio del derecho y deber preferente de los padres y/o madres a educar a sus hijos.”.


En votación la indicación N° 47, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, y el voto en contra del Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el texto de la proposición antes descrita.
Indicación Nº 47 bis


47 bis.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, para suprimirlo.


En votación la indicación No 47 bis, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechaza la indicación en referencia.
Inciso primero

Indicación Nº 48.a


48.a.- De S.E. el Presidente de la República, para modificarlo de la siguiente forma:


a) Intercálase a continuación de la frase “evolución de sus facultades,” la expresión “atendiendo a”.


b) Elimínase a continuación de la frase “su edad” la expresión “y,”.


c) Agrégase antes del punto final la expresión “y grado de desarrollo que manifiesten”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió acogerla con el mismo texto resultante de la indicación N° 47, antes aprobada.


En votación la indicación N° 48.a, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, y el voto en contra del Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los mismos términos, en lo pertinente, que el texto final de la indicación N° 47.


Se consigna que, luego de haberse reabierto la discusión de la indicación N° 47, el tenor resultante de esta última fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.


En consecuencia, también se procedió a reabrir el debate de la indicación N° 48.a, por lo que la Honorable Senadora señora Von Baer, solicitó que se votase el tenor original de la misma.


En votación la indicación N° 48.a, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 48.b


48.b.- Del Honorable Senador señor Galilea, para reemplazar la frase “podrá ejercer sus derechos por sí mismo” por “serán titulares de los derechos”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que la misma se encontraría subsumida en la redacción aprobada en la indicación N° 47.


En votación la indicación N° 48.b, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, y el voto en contra del Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los mismos términos, en lo pertinente, que el texto final de la indicación N° 47.


En consecuencia, también se procedió a reabrir el debate de la indicación N° 48.b, por lo que la Honorable Senadora señora Von Baer, solicitó que se votase el tenor original de la misma.


En votación la indicación N° 48.b, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la rechazó.

Indicaciones Nos 48.c y 48.d


48.c.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, y 48.d.- del Honorable Senador señor Chahuán, para agregar después de la expresión “facultades,” la locución “atendiendo a”.


En discusión estas indicaciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó, al igual que la proposición anterior, entenderla subsumida en el texto resultante de la indicación N° 47.


En votación las indicaciones Nos 48.c y 48.d, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, y el voto en contra del Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los mismos términos, en lo pertinente, que el texto final de la indicación N° 47.


En consecuencia, también se procedió a reabrir el debate de las indicaciones Nos 48.c y 48.d, por lo que la Honorable Senadora señora Von Baer, solicitó que se votase el tenor original de la misma.


En votación las indicaciones N° 48.c y 48.d, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, las rechazó.

Indicación Nº 48


48.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 7º.- Todo niño podrá ejercer sus derechos por sí mismo, teniendo en cuenta la evolución de sus facultades, edad y madurez, bajo la dirección y orientación de sus padres, representantes legales o las personas que los tengan legalmente a su cuidado, de conformidad a la ley.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, resaltó que la misma se encontraría recogida en el texto resultante de la indicación N° 47.


En votación la indicación N° 48, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, y el voto en contra del Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los mismos términos, en lo pertinente, que el texto final de la indicación N° 47.


En consecuencia, también se procedió a reabrir el debate de la indicación N° 48, por lo que la Honorable Senadora señora Von Baer, solicitó que se votase el tenor original de la misma.


En votación la indicación N° 48, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la rechazó.

Inciso segundo

Indicación Nº 49


49.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminarlo.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que la misma sería incompatible con lo previamente acordado en este ámbito.


En votación la indicación No 49, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
Indicación Nº 49 bis


49 bis.- Del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la expresión “padres y/o madres” por “padre y/o madre”.


En votación la indicación No 49 bis, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
Indicación Nº 49 ter


49 ter.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para suprimir la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 49 ter, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
- - - - - - -

Inciso tercero, nuevo

Indicación Nº 50


50.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:


“El hijo debe respeto y obediencia a sus padres, representantes legales o a las personas que lo tuvieran legalmente bajo su cuidado.”.


En votación la indicación N° 50, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, siguiendo el tenor final de la indicación N° 7.
- - - - - -

Indicación Nº 50 bis


50 bis.- Del Honorable Senador señor Montes, para agregar el siguiente inciso, nuevo:


“Solo a través de una ley podrán establecerse limitaciones a la capacidad de los niños para ejercer sus derechos, las que se interpretarán siempre en forma restrictiva.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, al igual que con proposiciones previas, expresó que la misma se encuentra recogida en el texto resultante de la indicación N° 47, previamente aprobada.


En votación la indicación N° 50 bis, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, y el voto en contra del Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los mismos términos, en lo pertinente, que el texto final de la indicación N° 47.


Se consigna que, luego de haberse reabierto la discusión de la indicación N° 47, el tenor resultante de esta última fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.


En consecuencia, también se procedió a la reapertura del debate de la indicación No 50 bis, la que quedó, asimismo, aprobada con modificaciones, en lo pertinente, bajo idéntica votación.

- - - - - - -

Indicación Nº 50 ter


50 ter.- Del Honorable Senador señor De Urresti, para contemplar un inciso, nuevo, del tenor que sigue:


“Las limitaciones a la capacidad de los niños para ejercer sus derechos se entenderán siempre de manera restrictiva y deberán establecerse por ley.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó aprobarla con modificaciones, entendiéndola subsumida en la redacción acordada de la indicación N° 47.


En votación la indicación N° 50 ter, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, y el voto en contra del Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los mismos términos, en lo pertinente, que el texto final de la indicación N° 47.

Se consigna que, luego de haberse reabierto la discusión de la indicación N° 47, el tenor resultante de esta última fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.


En consecuencia, también se procedió a la reapertura del debate de la indicación No 50 ter, la que quedó, asimismo, aprobada con modificaciones, en lo pertinente, bajo idéntica votación.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron las propuestas de enmienda al texto resultante de la indicación N° 47, en los términos que a continuación se pasan a describir.

Inciso segundo


El inciso segundo previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor.


“Los padres y/o madres, representantes legales o las personas que los tengan legalmente a su cuidado, deberán prestarles orientación y dirección en el ejercicio de sus derechos. Es deber del Estado respetar, promover y proteger el ejercicio de esta responsabilidad.”.

La primera propuesta, sustituye tal inciso por los siguientes:


“Durante su proceso de crecimiento los niños, niñas y adolescentes van desarrollando nuevas capacidades y profundizando otras que les permiten, progresivamente, requerir menor dirección y orientación por parte de un tercero, junto con un aumento paulatino en su capacidad de responsabilización y toma de decisión respecto de aspectos que afectan su vida. El desarrollo y profundización de capacidades que favorecen la autonomía de los niños, niñas y adolescentes, se ve afectado, no sólo por la edad, sino también por aspectos culturales y por las experiencias individuales y colectivas que configuran su trayectoria de vida.


Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a ser protagonistas activos de sus vidas, y para ello requieren experimentar el balance permanente entre la autonomía para el ejercicio de sus derechos y la necesidad simultánea de recibir protección. Los padres y/o madres, representantes legales o las personas que los tengan legalmente a su cuidado, deberán prestarles orientación y dirección en el ejercicio de sus derechos. Es deber del Estado respetar, promover y proteger el ejercicio de este derecho.”.

En discusión esta proposición, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que la presentación de la misma obedece a las recomendaciones efectuadas por parte de la UNICEF sobre el particular.


La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, expresó que el respaldo del Ejecutivo a tal propuesta, implica mantener, en el último inciso la referencia al artículo 10 del proyecto de ley en estudio, para, precisamente, no restar relevancia al derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos en este ámbito.


La Honorable Senadora señora Von Baer, manifestó que, en su opinión, es más adecuado conservar el inciso segundo ya aprobado por la Comisión, ya que consagra el rol de los padres o representantes legales de orientar al niño en el ejercicio de sus derechos, aludiendo tal disposición, además, que el Estado debe proteger y promover tal prerrogativa.


En una línea distinta, agregó, la propuesta sustituye tales elementos, estableciendo que la dirección y orientación del niño se radicará en un tercero, figura la cual la proposición no identifica o especifica.


Por consiguiente, añadió, el texto propuesto, a su juicio, constituye un retroceso respecto de los acuerdos antes alcanzados, ya que no se responsabiliza a los padres, representantes legales o cuidadores del desarrollo del niño, no obstante ser aquéllos, junto con las familias, los primeros llamados a desempeñar tal función.


El Honorable Senador señor Montes, por su parte, manifestó que, por cierto, no está en contra de una articulación constante del niño con sus padres durante su ciclo de desarrollo, relación que, evidentemente, es fundamental para el primero.


Sin embargo, añadió, no se puede desconocer que dicho proceso no es estático, sino que, por el contrario, es algo dinámico, en el cual el niño, de manera paulatina, va alcanzando una mayor independencia, pudiendo tomar progresivamente decisiones y debiendo responsabilizarse por las mismas de manera gradual.


La Especialista en Políticas Sociales de UNICEF, señora Paula Pacheco, en la misma dirección, indicó que el espíritu de la recomendación efectuada sobre el particular por parte de la organización que representa, es describir conceptualmente a la idea de autonomía progresiva, considerándola como un proceso paulatino que experimenta el niño, en donde él va desarrollando y profundizando distintas capacidades, y en el cual, por ende, va transitando gradualmente hacia etapas en la cuales requiere de un menor nivel de dirección y orientación por parte de sus padres, en tanto generar un mayor grado de independencia.

Tal proceso, resaltó, no es algo estático, sino dinámico, en donde entran en consideraciones factores tales como la edad del niño, sus características culturas, sus experiencias personales y sociales, entre otros.


La Honorable Senadora señora Von Baer, resaltó que nadie está negando el desarrollo de espacios de autonomía en la persona del niño, de acuerdo a su madurez.

En efecto, el reparo sobre el punto, subrayó, se genera a partir del texto de la proposición, en la cual no se establece la responsabilidad y guía primordial de los padres y la familia durante tal proceso de desarrollo del niño.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, destacó que la propuesta no excluye a la responsabilidad parental en comento, como tampoco el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos, sino que sólo describe la forma en que opera la autonomía progresiva.

En seguida, indicó que la alusión a la figura del “tercero”, se trata de una alusión en general respecto a las personas que pueden estar a cargo del niño, sin perjuicio que en el segundo inciso de la proposición se alude explícitamente a los padres.


En votación la indicación N° 47, la Comisión, por tres votos a favor de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, en lo que respecta a los incisos en cuestión, en los términos previamente descritos.


Posteriormente, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió sustituir, en el inciso segundo, antes aprobado, la expresión “un tercero”, por la frase “los padres y/o madres, representantes legales o las personas que los tengan legalmente a su cuidado”, a fin de concordar la terminología utilizada, en este punto, en todo el articulado de la iniciativa.

La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, respaldó dicha propuesta.


En votación la indicación N° 47, la Comisión, por tres votos a favor de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer y el voto en contra del Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, en lo referente a la frase antes descrita.
Inciso final


El inciso final previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor.


“Con el objeto de pedir información, asesoramiento, orientación o asistencia, pueden dirigirse personalmente, siempre atendiendo a su edad y estado de madurez, a los órganos de la Administración del Estado, a las Oficinas Locales de la Niñez, al Ministerio Público o a la Defensoría de los Derechos de la Niñez, sin perjuicio del derecho y deber preferente de los padres y/o madres a educar a sus hijos.

La segunda propuesta, elimina la frase “, sin perjuicio del derecho y deber preferente de los padres y/o madres a educar a sus hijos”.

En discusión esta proposición, el Honorable Senador señor Montes, expresó que la frase que se propone suprimir se refiere a una materia latamente tratada en el proyecto, por lo que no resulta de mayor utilidad su reiteración, además, en esta parte del articulado.

Sin perjuicio de lo anterior, añadió, la autonomía progresiva supone el tránsito del niño por distintas etapas de desarrollo, proceso que se construye por medio de la interacción de este último con los padres, su barrio, su escuela y la sociedad en general.


En ese sentido, añadió, es fundamental asumir la realidad actual de dicho desarrollo en el niño de hoy, cuestión que es complejo de construir, y que, a partir de su relación con el medio a través de redes sociales y plataformas digitales, aquél es mucho menos dependiente que el niño de antes.

La Honorable Senadora señora Von Baer, expresó su postura contraria a la supresión de la frase en comento, ya que la misma se inserta en un precepto en que se faculta a los niños a solicitar información en distintos órganos del Estado, por lo que tal eliminación genera una especie de tensión entre tales entidades públicas y los padres, no obstante ser estos últimos los primeros responsables en el proceso de desarrollo del niño, para lo cual se debe apoyar a las familias.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recalcó que la prerrogativa parental en comento está garantizada en los dos artículos siguientes, estructurándose el presente precepto bajo un orden descriptivo lógico del proceso de autonomía progresiva, a la luz de las directrices efectuadas por UNICEF.

La Honorable Senadora señora Provoste, subrayó que es del todo conveniente balancear el rol de los padres y del Estado en la protección de los derechos de los niños, a fin de evitar que el segundo se desligue de sus labores de apoyo, por ejemplo, en el caso de resguardar del derecho de educación, prerrogativa que, en el marco de la crisis sanitaria, se ha visto seriamente afectada por el hecho de que, alrededor de un 60% de los estudiantes, no cuentan con las condiciones sociales y materiales para desarrollar el telestudio adecuadamente.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó una segunda reapertura del debate del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que la Honorable Senadora señora Rincón (Presidenta), efectuó la siguiente propuesta sustitutiva del artículo previamente aprobado por la Comisión.

“Artículo 11.- Autonomía progresiva. Todo niño, niña y adolescente, de conformidad al Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia, podrá ejercer sus derechos en consonancia con la evolución de sus facultades, atendiendo a su edad, madurez y grado de desarrollo que manifieste, salvo que la ley limite este ejercicio, tratándose de derechos fundamentales, en cuyo caso las limitaciones deben interpretarse siempre de modo restrictivo.


Durante su proceso de crecimiento los niños, niñas y adolescentes van desarrollando nuevas capacidades y profundizando otras que les permiten, progresivamente, requerir menor dirección y orientación por parte de los padres y/o madres, representantes legales o las personas que los tengan legalmente a su cuidado, junto con un aumento paulatino de su capacidad de responsabilización y toma de decisión respecto de aspectos que afectan su vida. El desarrollo y profundización de capacidades que favorecen la autonomía de los niños, niñas y adolescentes se ve afectado, no sólo por la edad, sino también por aspectos culturales y por las experiencias individuales y colectivas que configuran su trayectoria de vida.


Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a ser protagonistas activos de sus vidas, y para ello requieren experimentar el balance permanente entre la autonomía para el ejercicio de sus derechos y la necesidad simultánea de recibir protección. Los padres y/o madres, representantes legales o las personas que los tengan legalmente a su cuidado, deberán prestarles orientación y dirección en el ejercicio de sus derechos. Es deber del Estado respetar, promover y proteger el ejercicio de este derecho.


Con el objeto de pedir información, asesoramiento, orientación o asistencia, pueden dirigirse personalmente, siempre atendiendo a su edad y estado de madurez, a los órganos de la Administración del Estado, a las Oficinas Locales de la Niñez, al Ministerio Público o a la Defensoría de los Derechos de la Niñez.”.


En discusión esta proposición, el Honorable Senador señor Quintana, sugirió suprimir las dos últimas oraciones del inciso tercero de la propuesta.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que la inclusión de aquéllas sólo dice relación con la obligación que corresponden a los padres en este ámbito, a fin de que, además, la redacción resulte coherente con lo que se establece luego en el siguiente artículo, referente al derecho y deber preferente de los padres a educar y cuidar a sus hijos.


La Honorable Senadora señora Von Baer, expresó que, a su juicio, la autonomía progresiva del niño tiene como correlato el derecho y deber preferente de sus padres a educarlo, lo que implica, además, la prerrogativa de estos últimos a orientar a los primeros en el ejercicio de sus derechos.

En seguida, indicó que las dos oraciones finales del inciso tercero de la proposición, a las que hizo alusión el Honorable Senador señor Quintana, no resultan del todo congruentes con la estructura de la propuesta, ya que no queda claro si el deber estatal ahí contemplado, relativo a respetar, promover y proteger, se refiere al derecho de autonomía progresiva o al derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos.


Por tal razón, agregó, se debiese incorporar, en dicho inciso, en lo pertinente, la frase “tienen el derecho y deber de prestarles orientación y dirección en el ejercicio de sus derechos”.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, replicó señalado que, con lo anterior, se estaría remitiendo a la regulación de lo que versa el siguiente artículo del proyecto, el que aborda, justamente, la prerrogativa parental en examen.

Así, indicó que, eventualmente, siguiendo esa lógica, sea más conveniente sacar del citado inciso tercero sus dos oraciones finales, dejando que el precepto siguiente desarrolle toda la regulación al respecto.


La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, a su turno, manifestó que, si bien el Ejecutivo respalda la idea de autonomía progresiva del niño, no está de acuerdo que esta última tenga por única limitante a la ley, sin que se haga mención al derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos.


En efecto, añadió, el balance que se genera en este contexto no es entre la autonomía progresiva y la protección del niño, ya que esta última siempre debe ser provista, sino que entre la autonomía progresiva del niño y su educación por parte de sus padres.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en la misma línea de quien le precedió en el uso de la palabra, sostuvo que el correlato que debe regularse es entre la autonomía progresiva y el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos, por lo que el texto que finalmente norme el particular debe expresar tal situación.


En consecuencia, observó que, por cierto, producto de su proceso de crecimiento y maduración, el niño va avanzando en el ejercicio de sus derechos, debiendo sus padres, en tal ciclo de desarrollo, educarlo en la forma de ejercer sus prerrogativas.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, resaltó que es en la siguiente disposición del articulado en donde se regula la prerrogativa parental en cuestión, por lo que no se está haciendo ningún tipo de omisión al respecto.

En efecto, subrayó, lo lógico es que en el precepto en examen se configure la autonomía progresiva del niño de acuerdo al reconocimiento de su ciclo de desarrollo, para lo cual la propuesta ha recogido los parámetros sugeridos por la UNICEF al efecto.


El Honorable Senador señor Quintana, a su turno, destacó que, como es evidente, el presente artículo regula a la autonomía progresiva y el próximo al derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos.


Ambos, prosiguió, son principios esenciales que se deben siempre tener en consideración al momento de interpretar los preceptos del proyecto de ley en estudio, de modo que, incorrectamente, se podría sostener que se podría “eludir” en tal ejercicio a la prerrogativa parental en cuestión.


Bajo esa lógica, añadió, no parece razonable que se fije una nueva limitante a la autonomía progresiva del niño, que vaya más allá de la ley.


Así, finalizó, un cuadro de esa naturaleza resultaría del todo complejo en un escenario en que, por ejemplo, un niño de dieciséis años necesitara de un trasplante de algún órgano y sus padres, por razones religiosas, se opusieran a ello.

En votación la indicación N° 47, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el tenor de la propuesta antes descrita.


El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que su rechazo se debe a que estima que la autonomía progresiva es prácticamente inaplicable en la realidad, de la forma en que se está configurando, por lo que no cree, personalmente, en tal facultad.


La Honorable Senadora señora Von Baer, fundó su voto negativo del siguiente modo.


En primer lugar, explicó que la autonomía progresiva del niño es una facultad que se le reconoce a este último a medida que el mismo se va desarrollando, en tanto, obviamente, va aumentando su madurez y, por ende, es evidente que va a contar con un mayor espacio para tomar sus decisiones. En lo anterior, añadió, a su juicio, no existen mayores diferencias al interior de la Comisión.


En efecto, prosiguió, las discrepancias sobre el particular radican en el límite del ejercicio de tal autonomía, el que, de acuerdo al tenor resultante de esta indicación, lo constituye única y exclusivamente la ley, sin hacer mención, en este punto. al derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos 


En esa línea, sostuvo que dicha prerrogativa parental es fundamental, ya que no sólo dice relación la orientación que deben brindar los padres, sino también con la educación que estos últimos deben otorgar a sus hijos en el ejercicio de la referida autonomía progresiva.


Así, añadió, el texto antes aprobado no reconoce a tal derecho y deber preferente en este contexto, por lo que el mismo no aparece como un límite a la citada autonomía.

En seguida, indicó que, tal como lo afirmó en su oportunidad el Honorable Senador señor Montes, si con el tiempo se ha perdido el rol de los padres en la educación, guía, cuidado y orientación de sus hijos, lo que se hace necesario es reforzar dicha responsabilidad, debiendo el Estado respetar, promover y proteger la misma.


Luego, resaltó que, en la redacción acordada por la Comisión con anterioridad, el mencionado derecho y deber se reconocía y protegía por el órgano estatal, mientras que ahora la proposición establece que este último debe cumplir tales acciones, pero sólo respecto de la autonomía progresiva, eliminándose de nuevo la referencia a la prerrogativa parental.


Lo anterior, añadió, con la lógica que el derecho y deber preferente en análisis ilumine a toda la normativa recogida por el proyecto de ley en examen.


Por consiguiente, expresó que, en su opinión, el texto recientemente aprobado se orienta en la dirección incorrecta.


Por último, dispuso que la redacción aprobada se aparta y contradice por la Constitución Política de la República al respecto, por lo que efectuó expresa reserva de constitucionalidad en este punto del articulado.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, fundó, a su turno, su voto a favor de la indicación, entre otras razones, precisamente por uno de los argumentos mencionados por quien le precedió en el uso de la palabra.


En efecto, y tal como lo expresó la Honorable Senadora señora Von Baer, si el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos es una máxima que ilumina a todos los preceptos de la iniciativa en examen, es evidente que también alcanza a la autonomía progresiva, precisamente por estar contemplada en uno de los artículos del proyecto.


Por tal razón, agregó, es que, bajo ningún respecto, se está privando a los padres de su derecho y deber preferente de educar y cuidar a sus hijos.


Asimismo, prosiguió, la única lectura que se puede dar sobre el particular es que los niños, en virtud de la autonomía progresiva que les asiste, podrán ejercer sus derechos en consonancia con la evolución de sus facultades, atendiendo a su edad, madurez y grado de desarrollo que manifiesten, salvo que la ley limite este ejercicio, tratándose de derechos fundamentales, en cuyo caso las limitaciones deben interpretarse siempre de modo restrictivo. De igual forma, el Estado debe respetar, promover y proteger este derecho.


En esa línea, subrayó que el tenor de la proposición aprobada recoge los parámetros entregados por la UNICEF, sin perjuicio de, además, establecer claramente la obligación de los padres de prestarles orientación y dirección en el ejercicio de sus derechos, debiendo. 

- - - - - - -

ARTÍCULO 8º, NUEVO

Indicación Nº 51


51.- Del ex Senador señor Espina, para incorporar un artículo 8, nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes: 


“Artículo 8º. Derecho preferente y deber de los padres de educar a sus hijos. El cuidado, asistencia, protección, desarrollo, formación y educación de todo niño, así como la guía y orientación en el ejercicio de los derechos reconocidos en esta ley, corresponde preferentemente a sus padres, a sus representantes legales o a quien lo tenga legalmente a su cuidado.


Los padres ejercerán este deber de modo activo, equitativo y permanentemente, sea que vivan o no en el mismo hogar.


Es deber del Estado, especialmente, respetar, promover y proteger el ejercicio de este derecho.”.


En discusión esta indicación, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, manifestó que el Ejecutivo se encuentra de acuerdo con la misma.


Sin perjuicio de lo anterior, agregó, se requiere precisar, en el inciso segundo de la proposición, que los padres deben ejercer su rol educativo respecto de sus hijos siempre, vivan o no con éstos.


En consecuencia, sugirió incorporar, al final del inciso segundo, la frase “con sus hijos”.


El Honorable Senador señor Montes, por su parte, resaltó que, si bien la familia cumple un rol socializador fundamental, se debe tener presente que existe un porcentaje de niños importante que no cuenta con respaldo o apoyo de su grupo familiar, respecto de los cuales el derecho en examen no tendría mayor impacto, cuestión que, a su juicio, el proyecto debe asumir y atender.


Así, prosiguió, la prerrogativa en análisis sólo aborda la situación de los niños a los cuales sus padres les brindan orientación y educación.


Finalmente, terminó aseverando que, lo precedentemente indicado, por cierto, no implica que se pretenda reemplazar a la familia por el Estado.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, expresó que, en los casos señalados por quien le antecedió en el uso de la palabra, otras figuras, distintas de los padres, juegan un rol significativo para el niño, por ejemplo, alguien de su familia extensa.


Sin perjuicio de lo anterior, observó que el fenómeno de la disgregación familiar es una realidad a nivel mundial, en donde se observan familias cada vez menos estructuradas, lo que en muchas ocasiones genera déficits considerables en el cuidado del niño.


El Profesor de la Red de Universidades Unidas por la Infancia, señor Isaac Ravetlat, a su turno, resaltó que la indicación en debate sitúa el derecho-deber en comento en un lugar adecuado en el articulado del proyecto.


En seguida, recomendó que, al final del primer inciso, se conjuguen tales prerrogativas con el interés superior del niño, mediante la incorporación de la siguiente frase final:


“, siempre atendiendo a su interés superior”.

En votación la indicación N° 51, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el siguiente texto:


“Artículo 8.-. Derecho preferente y deber de los padres y/o madres de educar a sus hijos. El cuidado, asistencia, protección, desarrollo, formación y educación de todo niño, niña o adolescente, así como la guía y orientación en el ejercicio de los derechos reconocidos en esta ley, corresponde preferentemente a sus padres y/o madres, a sus representantes legales o a quien lo tenga legalmente a su cuidado, siempre atendiendo al interés superior del niño, niña o adolescente.


Los padres y/o madres ejercerán este deber de modo activo, equitativo y permanentemente, sea que vivan o no en el mismo hogar con sus hijos.


Es deber del Estado, especialmente, respetar, promover y proteger el ejercicio de este derecho.”.


Se consigna que, luego de haberse reabierto la discusión de este precepto, el tenor resultante de este último fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.


En consecuencia, también se procedió a la reapertura del debate de la indicación No 51, la que quedó rechazada por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.


Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, acordó suprimir el artículo 8 del texto aprobado en general.
REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la reapertura del debate del referido artículo 8, nuevo.


Se consigna que la Honorable Senadora señora Rincón (Presidenta), en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, presentó dos proposiciones al precepto en examen.


La primera propuesta, sustituye el título de la disposición en examen, reemplazando la expresión “Derecho preferente y deber de los padres y/o madres de educar a sus hijos”, por la siguiente: “Preferencia de los padres y/o madres”.

En discusión esta proposición, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, se manifestó en contra de la misma, ya que la prerrogativa en comento está recogida, en la Constitución Política de la República, bajo la nomenclatura ya aprobada por la Comisión.


Por la razón expresada previamente, los Honorables Senadores autores de la proposición, procedieron a su retiro.

La segunda propuesta, reemplaza el texto del artículo 8 por el que sigue.


“Artículo 8.- Derecho de los niños, niñas y adolescentes a ser cuidados y educados preferentemente por sus padres y/o madres. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a ser cuidados, protegidos, formados, educados y asistidos en todas las etapas de su desarrollo preferentemente por sus padres y/o madres, sus representantes legales o a quien lo tenga legalmente a su cuidado, así como a ser guiados y orientados por aquellos en el ejercicio de los derechos reconocidos en esta ley, conforme al aumento paulatino de su capacidad de responsabilización y toma de decisión.

Los padres y/o madres tienen el deber de ejercer el cuidado, protección, educación y guía a las que se refiere el inciso primero de esta disposición, y están obligados a cumplir tales deberes de modo activo, equitativo y permanentemente, sea que vivan o no en el mismo hogar con sus hijos. Deberán orientarlos en el ejercicio de sus derechos desarrollando un balance permanente entre el derecho de los niños, niñas y adolescentes a actuar con grados crecientes de autonomía y su necesidad simultánea de recibir protección.


Es deber del Estado respetar, promover y proteger el ejercicio de este derecho, así como el cumplimiento de los deberes paternos y /o maternos.”.

En discusión esta proposición, la Honorable Senadora señora Von Baer, resaltó que el actual artículo aprobado por la Comisión, consagra el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos, en conformidad a lo dispuesto por la Constitución Política de la República sobre el particular, de ahí que esta prerrogativa se centre como algo que deben ejercer los padres respecto de los niños.


Por el contrario, añadió, en una redacción que, a su juicio, no resulta del todo claro, la proposición configura este principio como un derecho de los niños a ser educados preferentemente por sus padres.


En esa línea, lamentó que la proposición en examen altere el equilibrio alcanzado, en este punto, de manera previa por la Comisión.

De igual forma, destacó que se ha señalado, durante todo el debate del proyecto, que la actual configuración del presente artículo no hace necesaria su remisión, en distintos preceptos relevantes de la iniciativa, precisamente por estar en esta disposición a salvo la prerrogativa en comento.


La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, explicó que la presentación de la propuesta en examen obedece a que, en la actualidad, la Constitución Política de la República ya reconoce el derecho y deber preferente en cuestión, como también lo hace, a nivel legal, el Código Civil.


De ahí, agregó, que se hace necesario consagrar la contrapartida de tal prerrogativa, esto es, el derecho de los niños a ser educados preferentemente por sus padres, en tanto no estar contemplado en nuestro ordenamiento jurídico.


Por consiguiente, añadió, parece prudente contemplar tal derecho en la presente ley de garantías, especialmente si con ello se pretende reforzar el hecho de que sea la familia de origen del niño quien, preferentemente, sea quien lo eduque.


Sin perjuicio de lo anterior, resaltó que, de igual forma, en el inciso segundo de la proposición se consagra el deber de los padres a educar a sus hijos, por lo que se reconocen ambas facetas de los derechos en examen.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió emplear, en el inciso segundo de la propuesta, el término “derecho y deber”, a fin de uniformar el uso de este concepto en este contexto.

La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, resaltó que, en opinión del Ejecutivo, ni en el presente proyecto de ley ni en ninguna otra iniciativa legal se puede considerar al niño como un sujeto aislado, sino que dentro del entorno familiar y nunca en contraposición a sus padres.


En ese sentido, agregó, las indicaciones presentadas por S.E. el Presidente de la República en el año 2018 precisaban los derechos y uniformaban su contenido de acuerdo a la Constitución Política de la República y la Convención sobre los Derechos del Niño.


Así, prosiguió, se apuntó a potenciar el principio del rol protector de la familia y el derecho y deber preferente de los padres a educar sus hijos. De igual modo, expresó, se crearon las Oficinas Locales de la Niñez como dispositivos de protección administrativa, las cuales intervienen de manera voluntaria en el ámbito familiar, evitando de esa forma una intromisión indebida en este espacio, enfocando sus acciones, asimismo, en la prevención.

En seguida, indicó que, al igual que la Honorable Senadora señora Von Baer, lamentó que se haya terminado con el equilibrio logrado previamente por la Comisión, y se haya insistido en debilitar el rol de los padres respecto de sus hijos, eliminando, en algunos derechos, la referencia a la prerrogativa parental en referencia.


Por el contrario, subrayó, desde el Ejecutivo se sostiene que tanto los padres como la familia son vitales en la educación y desarrollo del niño, por lo que con el reforzamiento de esos roles se está protegiendo de mejor manera a aquéllos, y no limitando sus derechos.

Lamentablemente, continuó, en derechos tales como la autonomía progresiva, se dispone de un escenario opuesto a lo previamente señalado.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, manifestó que lo aseverado por quien le precedió en el uso de la palabra es incorrecto, debido a que en tal principio, lo que se establece es que la autonomía del niño queda limitada por la ley.


Lo anterior, añadió, es perfectamente compatible y coherente con lo fijado por el texto constitucional, el que asegura derechos a todas las personas, incluidos, por cierto, los niños. En esa línea, el proyecto sólo realiza la delimitación, a nivel legal, de prerrogativas ya reconocidas, dotándolas de la especificidad necesaria de acuerdo a las características de los niños.


La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, subrayó que, bajo la configuración resultante del principio de autonomía progresiva, este último sólo queda limitado por la ley, por lo que, eventualmente los padres no tendrían mucho que decir, por ejemplo, en caso de que un niño de once años quisiera ir a una manifestación.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que, nuevamente, el panorama descrito por quien le precedió en el uso de la palabra es incorrecto, ya que si bien la autonomía progresiva queda limitada por la ley, esta última ya considera, en distintos cuerpos normativos, la autoridad parental, la que deberá ser ejercida en el caso previamente descrito.


Posteriormente, enfatizó que lamenta las distorsiones que muchas veces se introducen en debates como el presente, en donde se sigue una línea argumental que no dice relación con lo aprobado.


El Honorable Senador señor Quintana, en línea con lo sostenido por quien le precedió en el uso de la palabra, indicó que, en el texto resultante del principio de autonomía progresiva, se hace expresa alusión al rol de los padres, por lo que sostener que se ha socavado a este último simplemente no se condice con la realidad del articulado aprobado.

De esa forma, resaltó, bajo ningún respecto se está concibiendo en el proyecto al niño como un sujeto aislado, siendo ello simplemente incorrecto a la luz de la estructura aprobada de la iniciativa.


La Honorable Senadora señora Von Baer, expresó que podría estar de acuerdo con quien le precedió en el uso de la palabra de haberse conservado el acuerdo previamente adoptado por la Comisión, manteniéndose, en consecuencia, en el artículo en examen, el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos, prerrogativa que, por lo demás, está recogida en todos los tratados internacionales adoptados sobre estas materias.


El Subsecretario General de la Presidencia, señor Juan José Ossa, señaló que, a partir del debate previamente desarrollado, entiende que no está en cuestionamiento que el niño sea persona, sino que la convicción de que los padres de aquél tienen un rol fundamental en la educación y desarrollo del mismo.


Así, agregó, de existir consenso al respecto, no comprende las razones de no contemplar tal prerrogativa como un principio.


Luego, añadió, si se pretende otorgar cierta preeminencia a la autonomía progresiva en este ámbito, quizás debiese examinarse la extensión y contenido de esta máxima, para efectos de la historia fidedigna de la ley, ya que justamente se está reemplazando el derecho y deber preferente en comento.

Lo anterior, finalizó, en tanto existir una relación entre ambos principios.

El Honorable Senador señor Montes, a su turno, expresó que en esta discusión lo central es el niño, y bajo esa lógica la autonomía progresiva sólo asume un proceso dinámico que aquél experimenta durante su desarrollo, en donde va asumiendo distintos tipos de roles y responsabilidades, dependiendo de factores tales como su edad, y de, por cierto, el tipo de entendimiento con sus padres.

Lo anterior, además, es algo muy propio de la realidad actual.


Sin perjuicio de lo anterior, prosiguió, al día de hoy se advierte un déficit de la labor de los padres, en donde se advierte que se necesitan en ellos más capacidades de formación, orientación y acompañamiento de sus hijos, especialmente en la adolescencia.


En esa línea, indicó, el Estado, como organización institucional de la sociedad, debe acompañar y resguardar los derechos de los niños en tal proceso.


Por último, cuestionó la buena fe con que se debaten estos temas, en donde existe un interés en provocar un conflicto sobre la base de planteamientos que simplemente no se han sostenido en la discusión.


La Honorable Senadora señora Von Baer, reiteró que el acuerdo previamente alcanzado en la Comisión establecía un equilibrio en el particular, estableciendo, en determinados artículos, la referencia al derecho y deber preferente de los padres.

Sin perjuicio de lo anterior, y aún con la eliminación de tales remisiones, se generaba algún tipo de balance a través de la existencia, como principio, de la citada prerrogativa parental.


Por el contrario, agregó, con la sustitución que efectúa la propuesta, se reemplaza y cambia el sentido del derecho y deber preferente en cuestión.


En ese orden de cosas, resaltó que no entiende la razón de dicha sustitución, en tanto la prerrogativa parental en comento es perfectamente congruente con una ley de garantías a la niñez, especialmente si en el propio texto resultante del principio de autonomía progresiva se alude al rol de guía y educación de los padres.


El Subsecretario General de la Presidencia, señor Juan José Ossa, por su parte, resaltó que la sustitución en examen no es baladí, ya que, tal como lo precisó quien le precedió en el uso de la palabra, en la máxima de autonomía progresiva sólo se alude, en términos menos categóricos, al rol de guía y orientación de los padres, faltando, en consecuencia, el derecho y deber preferente que asiste a ellos en la educación de sus hijos, a fin de configurar de buena forma a ambos principios.


El Honorable Senador señor Montes, recomendó generar un entendimiento con el Ejecutivo, a fin de consensuar algún texto en este ámbito.


Posteriormente, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó una nueva propuesta sustitutiva, del siguiente tenor.


“Artículo…- Derecho y deber preferente de los padres y/o madres a cuidar y educar a sus hijos. Los padres y/o madres tienen el derecho preferente de ejercer el cuidado, protección, educación y guía de sus hijos, y el deber de hacerlo permanentemente, de modo activo y equitativo sea que vivan o no en el mismo hogar con sus hijos.

Correlativamente, los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a ser cuidados, protegidos, formados, educados y asistidos en todas las etapas de su desarrollo preferentemente por sus padres y/o madres, sus representantes legales o quienes los tengan legalmente a su cuidado, y tienen derecho a ser guiados y orientados por aquéllos en el ejercicio de los derechos reconocidos en esta ley.

Es deber del Estado respetar, promover y proteger el ejercicio de este derecho, así como el cumplimiento de los deberes paternos y /o maternos.”.


Al respecto, la Honorable Senadora señora Von Baer, destacó que no tiene el mismo efecto disponer, en primer lugar, en este punto del articulado, al derecho de cuidado de los padres respecto de sus hijos, que el derecho a su educación.

En efecto, explicó, en la Constitución Política de la República, en el numeral 10° de su artículo 19, se establece el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos.


En esa línea, agregó, el texto previamente acordado por la Comisión, además, fijaba el deber del Estado de respetar, promover y proteger el ejercicio de dicha responsabilidad parental, cuestión que en la propuesta desaparece.


Finalmente, subrayó que, en la redacción consensuada previamente por la Comisión, ambas posiciones cedieron en aras a arribar a un tenor que pudiera generar acuerdo.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó no tener objeción disponer, en primer lugar, el derecho y deber preferente de los padres a la educación de sus hijos, antes que el derecho y deber preferente a su cuidado.


Lo anterior, teniendo claridad que en el presente artículo sólo se está regulando la prerrogativa parental en examen, mientras que en el anterior se consagra la autonomía progresiva del niño.


El Honorable Senador señor Montes, además de concordar con el cambio descrito por quien le precedió en el uso de la palabra, por las razones antes señaladas, destacó que, de acuerdo a estudios recientes sobre el particular, el actual proceso de educación del niño se genera, mayormente, con su medio, con sus pares, en el establecimiento educacional, entre otros factores, mientras que sólo entre un veinte a veinticinco por ciento de tal proceso se verifica en su familia.


Lo anterior, observó, contrasta con realidades anteriores, en donde el ochenta por ciento del desarrollo educativo del niño se realizaba en la familia.


Posteriormente, prosiguió, en ese escenario le preocupa que los padres efectivamente ejerzan su deber preferente de educar a sus hijos, ya que, en la actualidad, muchos no lo hacen.


El Honorable Senador señor Quintana, observó que, más allá de estimar que el cuidado debería ser dispuesto en primer orden en el enunciado del presente artículo, en tanto involucra factores tales como la salud, integridad y protección del niño, no obstante la relevancia de la educación, en aras a resolver el particular, aprobará favorablemente la totalidad de la proposición.


El Honorable Senador señor Ossandón, sin perjuicio de reconocer una mejoría en la redacción de la propuesta en examen, resaltó que, a su juicio, su configuración está en estrecha relación con el texto aprobado del artículo sobre la autonomía progresiva, facultad esta última con la cual no está de acuerdo.

Así, estimó que el rol del Estado se ha dispuesto de un modo tal que genera una cierta tensión con las prerrogativas parentales, ya que son estos últimos, y no el aparataje estatal, los primeros que deben brindar protección a los derechos de los últimos.


Por último, reiteró que existió un mejor trabajo en la redacción y análisis de la última propuesta en examen.


La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, consultó la razón de que la propuesta haya eliminado, del texto ya aprobado por la Comisión, la referencia al rol de los padres en la guía y orientación en el ejercicio, por parte de sus hijos, de los derechos reconocidos por el proyecto.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, explicó que la supresión de tal referencia se debió a que la misma era restrictiva, ya que tales roles de guía y orientación se supeditaban sólo al ejercicio de los derechos reconocidos en la presente iniciativa, quedando fuera del ámbito de tal prerrogativa los demás derechos.


Por consiguiente, sostuvo que se hace necesario que los deberes de orientación y guía se ejerzan respecto del ejercicio de todos los derechos que asisten a los niños.


Sin perjuicio de lo anterior, y a fin de recoger algunas de las observaciones previamente efectuadas en el debate, presentó una nueva proposición sustitutiva del siguiente tenor.


“Artículo 10.- Derecho y deber preferente de los padres y/o madres a educar y cuidar a sus hijos. Los padres y/o madres tienen el derecho preferente de educar, cuidar, proteger y guiar a sus hijos, y el deber de hacerlo permanentemente, de modo activo y equitativo sea que vivan o no en el mismo hogar con sus hijos. 


En razón de lo señalado en el inciso precedente, los niños, niñas y adolescentes tienen el derecho a ser cuidados, protegidos, formados, educados y asistidos en todas las etapas de su desarrollo preferentemente por sus padres y/o madres, sus representantes legales o quienes los tengan legalmente a su cuidado, y tienen derecho a ser guiados y orientados por aquellos en el ejercicio de los derechos reconocidos en esta ley.


Es deber del Estado, especialmente, respetar, promover y proteger el ejercicio de este derecho, así como el cumplimiento de los deberes paternos y /o maternos.”.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer, presentó la siguiente proposición de redacción del precepto en examen.


“Artículo 10.- Derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos. Los padres y/o madres tienen el derecho preferente y el deber de educar a sus hijos, así como de ejercer su cuidado, protección, formación, asistencia y guía. Será su derecho y deber, ejercer estas prerrogativas de modo activo, equitativo y permanente, sea que vivan o no en el hogar común. Asimismo, corresponde a los padres y/o madres la guía y orientación en el ejercicio de los derechos de niños, niñas y adolescentes, siempre atendiendo a su interés superior.

Es deber del Estado otorgar, en forma activa, un especial respeto, facilitación, promoción y protección en el ejercicio de este derecho.”.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, observó que la última proposición no considera los elementos recogidos en el inciso segundo de la primera propuesta, como tampoco hace referencia al deber de cuidado en su enunciado.


Sin perjuicio de lo anterior, señaló que no aprecia diferencias sustanciales entre ambas proposiciones, no obstante considerar que la propuesta de su autoría presenta una mejor redacción.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en primer lugar, expresó que el enunciado de su propuesta repite el contenido en el numeral 10° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, de ahí que no se haya incluido una referencia al deber de cuidado, el cual está desarrollado en el cuerpo de la proposición.


Sin embargo, manifestó no tener inconvenientes en la inclusión de dicho deber en el enunciado inicial del artículo propuesto.


Posteriormente, señaló que, a su juicio, las proposiciones si presentan algunas diferencias de fondo. En tal sentido, agregó, la propuesta de su autoría explícitamente dispone el derecho y deber de los padres de realizar las prerrogativas contempladas, mientras que en la propuesta de la Honorable Senadora señora Rincón se habla de derecho preferente.


Asimismo, añadió, esta última propuesta no establece que el rol de guía y orientación de los padres siempre debe enmarcarse en atender al interés superior del niño.


Por último, resaltó que, en su proposición, se dispone expresamente el deber del Estado de otorgar, de manera activa, respeto facilitación, promoción y protección a las prerrogativas parentales en examen.


Finalizó sosteniendo que los aspectos antes señalados se encuentran, a su juicio, más claros en la propuesta de su autoría.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, reparó, en primer lugar que, a diferencia de lo indicado por quien le precedió en el uso de la palabra, en su proposición sí se establece el derecho y deber preferente en cuestión, al disponer la misma que “los padres y/o madres tienen el derecho preferente de educar, cuidar, proteger y guiar a sus hijos, y el deber de hacerlo permanentemente”.


Asimismo, prosiguió, la propuesta, además fija, como un derecho correlativo, a la prerrogativa de los hijos de ser “cuidados, protegidos, formados, educados y asistidos en todas las etapas de su desarrollo preferentemente por sus padres y/o madres”.


Finalmente, concordó con la Honorable Senadora señora Von Baer en hacer una referencia al interés superior del niño en este contexto.


La Honorable Senadora señora Von Baer, resaltó que la idea de que corresponde a los padres la guía y orientación de los niños en el ejercicio de sus derechos, está lograda de mejor forma en su propuesta.


Se deja constancia que, a partir de los planteamientos previamente vertidos, la redacción final de las proposiciones en comento fue la siguiente.


Proposición Honorable Senadora señora Rincón.


“Artículo 10.- Derecho y deber preferente de los padres y/o madres a educar y cuidar a sus hijos. Los padres y/o madres tienen el derecho preferente de educar, cuidar, proteger y guiar a sus hijos, y el deber de hacerlo permanentemente, de modo activo y equitativo, sea que vivan o no en el mismo hogar con sus hijos. 


En razón de lo señalado en el inciso precedente, los niños, niñas y adolescentes tienen el derecho a ser cuidados, protegidos, formados, educados y asistidos en todas las etapas de su desarrollo preferentemente por sus padres y/o madres, sus representantes legales o quienes los tengan legalmente a su cuidado, y tienen derecho a ser guiados y orientados por aquéllos en el ejercicio de los derechos reconocidos en esta ley.


Todo lo anterior, siempre atendiendo al interés superior del niño, niña o adolescente.


Es deber del Estado, especialmente, respetar, promover y proteger el ejercicio de este derecho, así como el cumplimiento de los deberes paternos y/o maternos.”.

Proposición Honorable Senadora señora Von Baer.

“Artículo 10.- Derecho y deber preferente de los padres a educar y cuidar a sus hijos. Los padres y/o madres tienen el derecho preferente y el deber de educar a sus hijos, así como de ejercer su cuidado, protección, formación, asistencia y guía. Será su derecho y deber, ejercer estas prerrogativas de modo activo, equitativo y permanente, sea que vivan o no en el hogar común. Asimismo, corresponde a los padres y/o madres la guía y orientación en el ejercicio de los derechos de niños, niñas y adolescentes, siempre atendiendo a su interés superior.

Es deber del Estado otorgar, en forma activa, un especial respeto, facilitación, promoción y protección en el ejercicio de este derecho.”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, siguiendo la proposición presentada por la Honorable Senadora señora Rincón.


A su turno, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, rechazó la proposición de la Honorable Senadora señora Von Baer.
- - - - - - -

Indicación Nº 51 bis


51 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para incorporar el siguiente artículo 8 nuevo, pasando el actual a ser 9 y así sucesivamente.

“Artículo 8.- Fortalecimiento del rol protector de la familia. La familia es el núcleo fundamental de la sociedad y la primera encargada de brindar protección a los niños, de su cuidado y su educación. Es deber del Estado dar protección a la familia y propender a su fortalecimiento, de manera de otorgarle a los padres y cuidadores las herramientas necesarias para el ejercicio de su función.


El ejercicio de los derechos establecidos en el presente Título II deberá considerar el derecho preferente y el deber de los padres de educar a sus hijos, según lo establece la Constitución Política de la República en su artículo 19 N° 10.”.

En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, se manifestó a favor de la misma, sin perjuicio de sugerir que se elimine, en su último inciso, la referencia al artículo 19 N° 10 de la Constitución Política de la República, en tanto, eventualmente, en el caso de que se apruebe un nuevo orden constitucional, la numeración del articulado se vería alterada.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, sin perjuicio de concordar con la supresión recomendada por quien le antecedió en el uso de la palabra, resaltó que la introducción del nuevo artículo incorporado por la indicación pretende reforzar el ámbito familiar.


En efecto, explicó que no sólo basta proteger los derechos de los niños, sino también entregarle herramientas de todo tipo a las familias, a fin de que ellas puedan ejercer su derecho y deber preferente a la educación de sus hijos.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sin perjuicio de lo previamente indicado, hizo presente que se debe emplear en el texto de la indicación la nomenclatura previamente acordada, esto es, “padres y/o madres”.


Se hizo presente que el texto resultante de este artículo seguiría la siguiente redacción:


“Artículo 9.- Fortalecimiento del rol protector de la familia. La familia es el núcleo fundamental de la sociedad y la primera encargada de brindar protección a los niños, niñas y adolescentes de su cuidado y su educación. Es deber del Estado dar protección a la familia y propender a su fortalecimiento, de manera de otorgarle a los padres y/o madres y cuidadores las herramientas necesarias para el ejercicio de su función.


El ejercicio de los derechos establecidos en el presente Título II deberá considerar el derecho preferente y el deber de los padres y/o madres de educar a sus hijos, según lo establece la Constitución Política de la República.”.

En votación la indicación N° 51 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el texto de la proposición antes descrita.

- - - - - - -

ARTÍCULO 8


El artículo 8 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 8.- Derecho y deber preferente de los padres y/o madres a orientar y educar a sus hijos. La responsabilidad por el cuidado, asistencia, protección, desarrollo, formación y educación, así como la guía y orientación en el ejercicio de los derechos reconocidos en esta ley, corresponde preferentemente a los padres y/o madres del niño, sus representantes legales o a quien lo tenga legalmente a su cuidado. 


Los padres y/o madres ejercerán esta responsabilidad activa, equitativa y permanentemente, sea que vivan o no en el mismo hogar.


Es deber del Estado respetar, promover y proteger el ejercicio de esta responsabilidad.”.

A este artículo se presentaron veinte indicaciones, signadas con los Nos 52.a, 52.b, 52, 53, 53 bis, 53 ter, 53 quáter, 54.a, 54.b, 54, 55, 55 bis, 56, 56 bis, 56 ter, 56 quáter, 57, 57 bis, 58 y 59.
Inciso primero
Indicaciones Nos 52.a y 52.b


52.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 52.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la expresión “de los padres y/o madres” por la que sigue: “del padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 52.a y 52.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
Indicación Nº 52


52.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar, luego de la frase “deber preferente de los padres”, la expresión “y/o madres”. 


En votación la indicación No 52, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
Indicación Nº 53


53.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar, luego del punto seguido, la expresión “La responsabilidad”, por la siguiente frase: “El derecho preferente, deber y responsabilidad”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió que la misma quedase recogida, en lo pertinente, en la redacción final de la indicación N° 51, referente, precisamente, al derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos.


En votación la indicación N° 53, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente expresados.


Se consigna que, luego de haberse reabierto la discusión de la indicación N° 51, el tenor resultante de esta última fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.


En consecuencia, también se procedió a reabrir el debate de la indicación N° 53, por lo que la Honorable Senadora señora Von Baer, solicitó que se votase el tenor original de la misma.


En votación la indicación N° 53, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 53 bis


53 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la expresión “La responsabilidad” por “El derecho y deber preferente”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que, al igual que la anterior proposición, el contenido de la propuesta en comento se encontraría recogida en el texto resultante de la indicación N° 51, antes aprobada.


En votación la indicación N° 53, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, de la forma antes señalada.

Se consigna que, luego de haberse reabierto la discusión de la indicación N° 51, el tenor resultante de esta última fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.


En consecuencia, también se procedió a reabrir el debate de la indicación N° 53 bis, por lo que la Honorable Senadora señora Von Baer, solicitó que se votase el tenor original de la misma.


En votación la indicación N° 53 bis, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la rechazó.
Indicaciones Nº 53 ter y 53 quáter


53 ter.- De S.E. el Presidente de la República, y 53 quáter.- del Honorable Senador señor Chahuán para eliminar, a continuación de la palabra “corresponde” la palabra “preferentemente”.


En discusión estas indicaciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en la misma línea seguida con anteriores proposiciones que se orientan en idéntica orientación, recomendó entenderlas como subsumidas en el redacción final adoptada con ocasión de la aprobación de la indicación N° 51.


En votación las indicaciones Nos 53 ter y 53 quáter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, las aprobó con modificaciones, en los términos previamente expresados.

Se consigna que, luego de haberse reabierto la discusión del precepto sobre el derecho-deber en cuestión, el tenor resultante de este último fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.


En consecuencia, también se procedió a reabrir el debate de las indicaciones Nos 53 ter y 53 quáter, por lo que la Honorable Senadora señora Von Baer, solicitó que se votase el tenor original de las mismas.

En votación las indicaciones Nos 53 ter y 53 quáter, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, las rechazó.
Indicaciones Nos 54.a y 54.b


54.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 54.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la expresión “a los padres y/o madres” por la siguiente: “al padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 54.a y 54.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
Indicación Nº 54


54.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar, luego de la frase “corresponde preferentemente a los padres”, la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 54, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
Inciso segundo
Indicación Nº 55


55.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar, antes de la frase “ejercerán esta responsabilidad”, la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 55, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
Indicación Nº 55 bis


55 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la frase “esta responsabilidad” por “este derecho y deber de manera corresponsable, en forma”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió que la misma quedase recogida, en lo pertinente, en la redacción final de la indicación N° 51, referente, precisamente, al derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos.


En votación la indicación N° 55 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente expresados.


Se consigna que, luego de haberse reabierto la discusión del precepto sobre el derecho-deber en cuestión, el tenor resultante de este último fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.

En consecuencia, también se procedió a reabrir el debate de la indicación N° 55 bis, por lo que la Honorable Senadora señora Von Baer, solicitó que se votase el tenor original de la misma.


En votación la indicación N° 55 bis, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 56


56.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “esta”, por la siguiente frase: “este derecho preferente, deber y”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que, al igual que la anterior proposición, el contenido de la propuesta en comento se encontraría recogida en el texto resultante de la indicación N° 51, antes aprobada.


En votación la indicación N° 56, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, de la forma antes señalada.

Se consigna que, luego de haberse reabierto la discusión del precepto sobre el derecho-deber en cuestión, el tenor resultante de este último fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.

En consecuencia, también se procedió a reabrir el debate de la indicación N° 56, por lo que la Honorable Senadora señora Von Baer, solicitó que se votase el tenor original de la misma.


En votación la indicación N° 56, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 56 bis


56 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la palabra “permanentemente” por “permanente”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en la misma línea seguida con anteriores proposiciones que se orientan en idéntica orientación, recomendó entenderlas como subsumidas en el redacción final adoptada con ocasión de la aprobación de la indicación N° 51.


En votación la indicación No 56 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente expresados.

Se consigna que, luego de haberse reabierto la discusión del precepto sobre el derecho-deber en cuestión, el tenor resultante de este último fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.

En consecuencia, también se procedió a reabrir el debate de la indicación N° 56 bis, por lo que la Honorable Senadora señora Von Baer, solicitó que se votase el tenor original de la misma.


En votación la indicación N° 56 bis, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la rechazó.
Indicaciones Nº 56 ter y 56 quáter


56 ter.- De S.E. el Presidente de la República, y 56 quáter.- del Honorable Senador señor Chahuán, para agregar, antes del punto aparte, la frase “con sus hijos”.


En discusión estas indicaciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que las mismas se encontrarían recogidas en el inciso segundo del texto resultante de la indicación N° 51.


En votación las indicaciones Nos 56 ter y 56 quáter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, las aprobó con modificaciones, de la forma antes señalada.


Se consigna que, luego de haberse reabierto la discusión de la indicación N° 51, el tenor resultante de esta última fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.


En consecuencia, también se procedió a la reapertura de las indicaciones Nos 56 ter y 56 quáter, por lo que la Honorable Senadora señora Von Baer, solicitó que se votase el tenor original de las mismas.


En votación las indicaciones Nos 56 ter y 56 quáter, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, las rechazó.
Inciso tercero
Indicación Nº 57


57.- De los Honorables Senadores señores Quintana y Lagos, para reemplazarlo por el siguiente:


“Es deber del Estado respetar, promover y proteger el ejercicio de esta responsabilidad, atendiendo siempre al interés superior del niño o niña.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió que la misma quedase recogida, en lo pertinente, en la redacción final de la indicación N° 51, referente, precisamente, al derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos.


En votación la indicación N° 57, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente expresados.


Se consigna que, luego de haberse reabierto la discusión del precepto sobre el derecho-deber en cuestión, el tenor resultante de este último fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.

En consecuencia, también se procedió a la reapertura del debate de la indicación N° 57, la que quedó, asimismo, aprobada con modificaciones, en lo pertinente, bajo idéntica votación.

Indicación Nº 57 bis


57 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la expresión “esta responsabilidad” por “este derecho y deber”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que, al igual que la anterior proposición, el contenido de la propuesta en comento se encontraría recogida en el texto resultante de la indicación N° 51, antes aprobada.


En votación la indicación N° 57 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, de la forma antes señalada.

Se consigna que, luego de haberse reabierto la discusión de la indicación N° 51, el tenor resultante de esta última fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.


En consecuencia, también se procedió a reabrir el debate de la indicación N° 57 bis, por lo que la Honorable Senadora señora Von Baer, solicitó que se votase el tenor original de la misma.


En votación la indicación N° 57 bis, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la rechazó.
Indicación N° 58


58.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para intercalar, entre la palabra “responsabilidad” y el punto final, la siguiente expresión: “, derecho preferente y deber”. 


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en la misma línea seguida con anteriores proposiciones que se orientan en idéntica orientación, recomendó entenderlas como subsumidas en el redacción final adoptada con ocasión de la aprobación de la indicación N° 51.


En votación la indicación No 58, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente expresados.

Se consigna que, luego de haberse reabierto la discusión de la indicación N° 51, el tenor resultante de esta última fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.


En consecuencia, también se procedió a reabrir el debate de la indicación N° 58, por lo que la Honorable Senadora señora Von Baer, solicitó que se votase el tenor original de la misma.


En votación la indicación N° 58, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 59


59.- Del ex Senador señor Walker, don Patricio, para intercalar, entre la palabra “responsabilidad” y el punto aparte, la frase “, atendiendo siempre al interés superior del niño o niña”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que la misma se encontraría recogida en el inciso primero del texto resultante de la indicación N° 51.


En votación la indicación No 59, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, de la forma antes señalada.


Se consigna que, luego de haberse reabierto la discusión de la indicación N° 51, el tenor resultante de esta última fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.


En consecuencia, también se procedió a la reapertura del debate de la indicación N° 59, la que quedó, asimismo, aprobada con modificaciones, en lo pertinente, bajo idéntica votación.

ARTÍCULO 9


El artículo 9 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 9.- Igualdad y no discriminación arbitraria. Los niños tienen derecho a la igualdad en el goce, ejercicio y protección de sus derechos sin discriminación arbitraria.


Ningún niño podrá ser discriminado en forma arbitraria en razón de su raza, etnia, nacionalidad, cultura, estatus migratorio, carácter de refugiado o asilado, idioma, opinión política o ideología, afiliación o asociación, religión o creencia; situación de discapacidad, socioeconómica, de maternidad o paternidad; nacimiento, sexo, orientación sexual, identidad de género, expresión de género, características sexuales; estado civil, edad, desarrollo intrauterino, filiación, apariencia personal, salud, estar o haber sido imputado, acusado o condenado por aplicación de la ley N° 20.084, que Establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, o en razón de cualquier otra condición, actividad o estatus suyo o de sus padres y/o madres, familia, representantes legales o de quienes lo tengan legalmente a su cuidado.


Es deber de los órganos del Estado reconocer y proteger los derechos de los niños en condiciones de igualdad y velar por su efectividad. En particular, es deber de los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, hasta el máximo de los recursos disponibles en el país y en caso de no ser suficientes, acudiendo a la cooperación internacional, y de conformidad con lo dispuesto en el plan de acción establecido en el título V, adoptar medidas concretas para:


a) Identificar a aquellos niños o grupos de niños que requieran la adopción de medidas especiales o reforzadas para la reducción o eliminación de las causas que llevan a su discriminación arbitraria.


b) Eliminar las causas que llevan a la discriminación arbitraria de un niño o grupo de niños.


c) Contribuir a la adecuación del entorno físico y social, a las necesidades específicas de aquellos niños o grupos de niños que sean o puedan ser objeto de discriminación.”


A este artículo se presentaron veinticinco indicaciones, signadas con los Nos 60, 61, 62.a, 62.b, 62, 63, 64, 65, 66.a, 66.b, 66, 67, 68, 69, 70, 70 bis, 70 ter, 70 quáter, 70 quinquies, 71, 72, 72 bis, 72 ter, 72 quáter y 73.
Inciso primero
Indicación Nº 60


60.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 9º.- No discriminación arbitraria. El niño tiene derecho al goce, ejercicio y protección de sus derechos, sin discriminación arbitraria, en conformidad a la Constitución y las leyes.”.


En discusión esta indicación, se hizo presente una proposición sobre el punto, de la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, del siguiente tenor:

“Artículo ...- Igualdad y no discriminación arbitraria. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la igualdad en el goce, ejercicio y protección de sus derechos, sin discriminación arbitraria, en conformidad con la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño y otros tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes y la ley.
. 


Ningún niño podrá ser discriminado en forma arbitraria en razón de su raza, etnia, nacionalidad, cultura, estatus migratorio, carácter de refugiado o asilado, idioma, opinión política o ideología, afiliación o asociación, religión o creencia; situación de discapacidad, socioeconómica, de maternidad o paternidad; nacimiento, sexo, orientación sexual, identidad de género, expresión de género, características sexuales,; estado civil, edad, filiación, apariencia personal, diferencias que el niño, niña o adolescente tenga o haya tenido a causa de su desarrollo intrauterino, salud, estar o haber sido imputado, acusado o condenado por aplicación de la ley N° 20.084, que Establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, o en razón de cualquier otra condición, actividad o estatus suyo o de sus padres y/o madres, familia, representantes legales o de quienes lo tengan legalmente a su cuidado.


Es deber de los órganos del Estado reconocer y proteger los derechos de los niños, niñas y adolescentes en condiciones de igualdad y velar por su efectividad. En particular, es deber de los referidos órganos, dentro del ámbito de sus competencias, hasta el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado, y de conformidad con lo dispuesto en el plan de acción establecido en el título V, adoptar medidas concretas para:

a) Identificar a aquellos niños o grupos de niños que requieran la adopción de medidas especiales o reforzadas para la reducción o eliminación de las causas que llevan a su discriminación arbitraria.


b) Eliminar las causas que llevan a la discriminación arbitraria de un niño o grupo de niños.


c) Contribuir a la adecuación del entorno físico y social, a las necesidades específicas de aquellos niños o grupos de niños que sean o puedan ser objeto de discriminación arbitraria.”.

El Honorable Senador señor Montes, consultó a los Magistrados su parecer acerca de efectuar, en este punto del articulado, una referencia a las categorías contempladas en la ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación.


Lo anterior, agregó, en tanto entiende que una remisión de esa naturaleza sería más acotada que la planteada por la proposición en examen.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, respondiendo la pregunta antes formulada, indicó que el cuerpo de ley en comento considera un catálogo amplio de categorías que se consideran discriminatorias.


No obstante ello, añadió, en caso de que se estimase que tal listado es insuficiente para incorporarlo en el ámbito de la niñez y adolescencia, se pudiese agregar una cláusula final abierta que permita cubrir las distintas situaciones que se pretenden proteger por medio del derecho a la igualdad.


El Profesor de la Red de Universidades Unidas por la Infancia, señor Isaac Ravetlat, recomendó no incluir referencias a una determinada normativa, en tanto, frente a eventuales cambios legislativos, las remisiones generan confusiones e incertezas, de ahí que sugirió incluir las categorías que se considerarán discriminatorias explícitamente en el proyecto de ley en estudio.


La Asesora Legislativa de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, en la misma línea de quien le antecedió en el uso de la palabra, señaló que la presente iniciativa trata acerca de una regulación proteccional especial para los niños, niñas y adolescentes, considerando las características particulares de ellos, a diferencia de la citada ley N° 20.609, que es una legislación de carácter general.


La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, manifestó su apoyo a la propuesta, con excepción de las referencias que la misma hace a las categorías de “orientación sexual, identidad de género y expresión de género”.


De ese modo, y en conformidad a lo establecido en el artículo 164 del Reglamento de Senado, solicitó votación separada al respecto, para la eliminación de dichos términos.


Por último, recomendó suprimir del texto de la proposición la referencia a medidas especiales o reforzadas, conservando sólo el concepto de medidas reforzadas, a fin de ser coherente con lo previamente acordado por la Comisión en el articulado del proyecto.


En votación la indicación N° 60, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Quintana, la aprobó con modificaciones, bajo la redacción de la proposición en comento, con excepción de las categorías en antes enunciadas.


En votación las categorías previamente aludidas del texto de la propuesta, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, las aprobó.

Por consiguiente, el texto resultante de la indicación pasó a ser el que sigue:


“Artículo 8.- Igualdad y no discriminación arbitraria. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la igualdad en el goce, ejercicio y protección de sus derechos, sin discriminación arbitraria, en conformidad con la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño y otros tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes y la ley.

Ningún niño, niña o adolescente podrá ser discriminado en forma arbitraria en razón de su raza, etnia, nacionalidad, cultura, estatus migratorio, carácter de refugiado o asilado, idioma, opinión política o ideología, afiliación o asociación, religión o creencia, situación de discapacidad o socioeconómica, de maternidad o paternidad, nacimiento, sexo, orientación sexual, identidad de género, expresión de género, características sexuales, estado civil, edad, filiación, apariencia personal, diferencias que el niño, niña o adolescente tenga o haya tenido a causa de su desarrollo intrauterino, salud, estar o haber sido imputado, acusado o condenado por aplicación de la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, o en razón de cualquier otra condición, actividad o estatus suyo o de sus padres y/o madres, familia, representantes legales o de quienes lo tengan legalmente a su cuidado.

Es deber de los órganos del Estado reconocer y proteger los derechos de los niños, niñas y adolescentes en condiciones de igualdad y velar por su efectividad. En particular, es deber de los referidos órganos, dentro del ámbito de sus competencias, hasta el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado, y de conformidad con lo dispuesto en el plan de acción establecido en el Título V, adoptar medidas concretas para:

a) Identificar a aquellos niños, niñas o adolescentes o grupos de niños, niñas y adolescentes que requieran la adopción de medidas reforzadas para la reducción o eliminación de las causas que llevan a su discriminación arbitraria.

b) Eliminar las causas que llevan a la discriminación arbitraria de un niño, niña o adolescente o grupo de niños, niñas o adolescentes.

c) Contribuir a la adecuación del entorno físico y social, a las necesidades específicas de aquellos niños, niñas y adolescentes o grupos de niños, niñas o adolescentes que sean o puedan ser objeto de discriminación arbitraria.”.
Inciso segundo
Indicación Nº 61


61.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazarlo por otro del siguiente tenor:


“Ningún niño podrá ser discriminado en forma arbitraria de acuerdo a lo dispuesto en la Ley Nº 20.609.”.


En votación la indicación No 61, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
Indicaciones Nos 62.a y 62.b


62.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 62.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para eliminar la locución “identidad de género, expresión de género, características sexuales;”.


En votación las indicaciones Nos 62.a y 62.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicación Nº 62


62.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la siguiente frase: “de género, expresión de género, características sexuales”. 


En votación la indicación No 62, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
Indicaciones Nos 63, 64 y 65


63.- De S.E. la Ex Presidenta de la República; 64.- del Honorable Senador señor Letelier y 65.- de los Honorables Senadores señores Quintana y Lagos, para eliminar la expresión “desarrollo intrauterino,”.


Se hizo presente que la indicación N° 63 fue retirada por S.E. el Presidente de la República, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018.


En discusión las indicaciones Nos 64 y 65, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió rechazarlas, producto del texto resultante de la indicación N° 60, antes aprobada.


En votación las indicaciones Nos 64 y 65, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, las rechazó.

Indicaciones Nos 66.a y 66.b  


66.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 66.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la expresión “sus padres y/o madres” por la que sigue: “su padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 66.a y 66.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicación Nº 66


66.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres”. 


En votación la indicación No 66, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
Inciso tercero
Indicación Nº 67


67.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “de los niños”, por la siguiente: “del niño”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó aprobarla con modificaciones, siguiendo la misma nomenclatura ya acordada por la Comisión, esto es, “niños, niñas y adolescentes”.


En votación la indicación N° 67, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente señalados.
Indicaciones Nos 68, 69, 70, 70 bis y 70 ter


68.- De la ex Presidenta de la República; 69.- del Honorable Senador señor Letelier; 70.- de la Honorable Senadora señora Von Baer; 70 bis .- de S.E. el Presidente de la República, y 70 ter.- del Honorable Senador señor Chahuán para eliminar la expresión “, hasta el máximo de los recursos disponibles en el país y en caso de no ser suficientes, acudiendo a la cooperación internacional,”.


En discusión estas indicaciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió entenderlas aprobadas con modificaciones, bajo la fórmula de texto aprobada en la indicación N° 60, esto es, “hasta el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado”, habiendo sido la redacción que la Comisión acordó plasmar a lo largo de todo el articulado en materia de financiamiento estatal.


En votación las indicaciones Nos 68, 69, 70, 70 bis y 70 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, las aprobó con modificaciones, de la forma antes expresada.
Indicación Nº 70 quáter


70 quáter.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, para suprimir la frase “y en caso de no ser suficientes, acudiendo a la cooperación internacional,”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó entenderla subsumida, en lo pertinente, en el tenor final aprobado de la indicación N° 60


En votación la indicación N° 70 quáter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente señalados.
Indicación Nº 70 quinquies


70 quinquies.- Del Honorable Senador señor Galilea, para sustituir el vocablo “acudiendo” por la expresión “podrá acudir”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó proceder de la misma forma que en la proposición precedente.


En votación la indicación N° 70 quinquies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente señalados.
Letra a)
Indicación Nº 71


71.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la frase “aquellos niños o grupos de niños que requieran”, por la siguiente: “aquel niño o grupo de niños que requiera”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó aprobarla con modificaciones, siguiendo la misma nomenclatura ya acordada por la Comisión, esto es, “niños, niñas y adolescentes”.


En votación la indicación N° 71, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente señalados.
Letra c)
Indicación Nº 72


72.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la frase “aquellos niños o grupos de niños que sean o puedan”, por la siguiente: “aquel niño o grupo de niños que sea o pueda”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó proceder, respecto de aquélla, del mismo modo que con la proposición anterior.


En votación la indicación N° 72, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, de la forma antes descrita.
Indicaciones Nos 72 bis, 72 ter y 72 quáter


72 bis.- De S.E. el Presidente de la República; 72 ter.- de la Honorable Senadora señora Von Baer, y 72 quáter.- del Honorable Senador señor Chahuán, para agregar, antes del punto final, la palabra “arbitraria”.


En discusión estas indicaciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que la misma ya se encuentra recogida literalmente en el texto resultante de la indicación N° 60.


El Honorable Senador señor Montes, por su parte, sin perjuicio de concordar con la regla en estudio, referente a una proscripción general de las diferenciaciones arbitrarias en materia de niñez y adolescencia, estimó que se debe contemplar un precepto especial para los niños en estado de discapacidad, a fin de que se visibilice su condición, fomentando que la institucionalidad pública tome las medidas pertinentes para abordar su situación desde una perspectiva integral.


En votación las indicaciones Nos 72 bis, 72, ter y 72 quáter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, las aprobó sin enmiendas.
Indicación Nº 73


73.- Del ex Senador señor Espina, para reemplazar la expresión “discriminación”, por “discriminación arbitraria”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, al igual que con la propuesta anterior, expresó que la misma ya se encuentra recogida en la redacción final de la indicación N° 60, en idénticos términos.


En votación la indicación No 73, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.
ARTÍCULO 10


El artículo 10 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 10.- Interés superior del niño. Todo niño tiene derecho a que en las actuaciones y decisiones que le afecten, sea que provengan de autoridades legislativas, judiciales o administrativas, de las organizaciones de la sociedad civil, de instituciones privadas, o de los padres y/o madres, representantes legales o personas que los tengan legalmente a su cuidado, se considere primordialmente su interés superior, entendido como la máxima satisfacción, integral y simultánea de los principios, derechos y garantías reconocidos en virtud del artículo 1.


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, y hasta el máximo de los recursos disponibles, debiendo en caso de ser insuficientes, acudir a la cooperación internacional, deben tener en especial consideración el diseño y ejecución de normativas, políticas, servicios y prestaciones destinadas a la promoción, protección y garantía de los derechos del niño; procurando priorizar su financiamiento en sus respectivos presupuestos. En la cuenta pública que deban realizar en conformidad con el artículo 72 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, los órganos de la Administración del Estado deberán incluir la información relativa a la gestión de políticas, planes, programas, acciones y a la priorización y ejecución presupuestaria de los recursos destinados a la niñez, a las iniciativas destinadas a ella, aprobadas y en ejecución.


Para efectos de determinar el interés superior del niño en el caso concreto, la autoridad administrativa o judicial deberá considerar conjuntamente los siguientes elementos:


a) Los derechos actuales o futuros del niño que deban ser respetados, promovidos o protegidos por la decisión de la autoridad.


b) La opinión que el niño exprese.


c) La identidad del niño y las necesidades que de ella se derivan, sean éstas físicas, emocionales, sociales, culturales o de origen étnico.


d) La autonomía del niño y su grado de desarrollo.


e) Cualquier situación de especial desventaja en la que se encuentre el niño que haga necesaria una protección reforzada para el goce y ejercicio efectivos de sus derechos.


f) La necesidad de estabilidad de las soluciones que se adopten para promover la efectiva integración y desarrollo del niño considerando su entorno de vida.


g) La opinión de los padres y/o madres, representantes legales o de quien lo tuviere legalmente a su cuidado, salvo que sea improcedente.


h) Otras circunstancias que resulten pertinentes en el caso concreto que se conoce, tales como los efectos probables que la decisión pueda causar en su desarrollo futuro.


Tratándose de actos o decisiones que se refieran a la totalidad de los niños o a un grupo de ellos, se deberá evaluar el interés superior del niño atendiendo a las circunstancias generales o a las específicas del grupo al que se refiera la decisión.”.

A este artículo se presentaron veintiocho indicaciones, signadas con los Nos 74.a, 74.b, 74, 75, 75 bis, 76, 77, 78, 79, 80, 80 bis, 80 ter, 80 quáter, 81, 82, 82.a, 82.b, 82.c, 82.d, 82 bis, 82 ter, 82 quáter, 82 quinquies, 82 sexies, 82 septies, 82 octies, 82 nonies y 82 decies.
Inciso primero
Indicaciones Nos 74.a y 74.b


74.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 74.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la expresión “de los padres y/o madres” por la que sigue: “del padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 74.a y 74.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicación Nº 74


74.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres”. 


En votación la indicación No 74, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
Indicaciones Nos 75 y 75 bis

75.- De la Honorable Senadora señora Von Baer y 75 bis.- de S.E. el Presidente de la República, para eliminar la expresión “, entendido como la máxima satisfacción, integral y simultánea de los principios, derechos y garantías reconocidos en virtud del artículo 1”.


En discusión estas indicaciones, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, señaló que las mismas se encuentran en sintonía con lo dispuesto en la Observación N° 114 del Comité de los Derechos del Niño, que recomienda al Estado de Chile no establecer un concepto rígido de interés superior del niño, en tanto ser una figura cuyo contenido es dinámico.


Asimismo, señaló que resulta complejo materializar la fórmula adoptada por el texto aprobado en general, que dispone que dicho principio implica la máxima satisfacción integral y coetánea de los derechos que asisten al niño, de ahí que sugirió eliminar la referencia a la idea de “simultaneidad” en este punto.


Lo anterior, resaltó, no quiere decir que haya un fraccionamiento en el cumplimiento y protección de las prerrogativas que asisten a los menores.


La Honorable Senadora señora Von Baer, concordó con quien le antecedió en el uso de la palabra, en lo referente a que el concepto de interés superior del niño es un término cuyo significado es cambiante, por lo que no resulta conveniente definirlo detalladamente en la ley, siendo razonable, por el contrario, que su alcance sea determinado caso a caso por la jurisprudencia.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, respaldó la proposición de la señora Subsecretaria (S) para eliminar el término “y simultánea” del texto aprobado en general en este punto.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, a su turno, sostuvo que, si bien no se recomienda que el concepto de interés superior del niño se defina con detalle en la ley, es apropiado establecer una idea general al respecto, lo que es coherente con la Convención sobre los Derechos del Niño y con las Observaciones Generales del Comité.


El Profesor de la Red de Universidades Unidas por la Infancia, señor Isaac Ravetlat, siguiendo la misma línea de quien le precedió en el uso de la palabra, aseveró que, por cierto, en la ley sólo deben estar los parámetros generales del principio en comento, a modo de entenderlo como un concepto jurídico indeterminado, cuyo contenido concreto se materializa respecto de cada caso, en atención a las necesidades que requiere el niño de que se trate, precisamente para facilitar una interpretación dinámica de esta idea.


El Honorable Senador señor Montes, expresó que el principio de interés superior del niño, a su juicio, dice relación con un concepto más bien de carácter psicológico que el Derecho de Familia ha recogido, que impone el deber de atender al desarrollo del menor, de sus talentos y de su singularidad al momento de establecer decisiones respecto de su futuro.


Tal proceso valorativo, agregó, no se debe ligar exclusivamente con determinados derechos, en tanto el contenido de los mismos cambia a lo largo del tiempo.


Ello, resaltó, a fin de evitar que se considere una estandarización de tal principio, sin atender a las particularidades propias de cada niño.


Por último, y conforme a lo previamente sostenido, sugirió agregar, al final del inciso primero del artículo 10 del texto aprobado en general, la siguiente frase: “, conforme a su individualidad”.


La Asesora Legislativa de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, esgrimió que el sentido de establecer un concepto general en este ámbito dice relación con tratar de objetivar al mismo, evitando así que su contenido quede en manos de la subjetividad propia de cada juez.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, en la misma línea de quien le antecedió en el uso de la palabra, sostuvo que la idea de fijar un concepto general sobre el interés superior del niño, es que luego los parámetros contenidos en tal máxima se conviertan en criterios que el juez no pueda desatender en el caso concreto.


El Honorable Senador señor Montes, posteriormente, expresó, a modo de ejemplo, que el interés superior de un niño cuya inclinación sexual es distinta de las características biológicas que presenta, es muy distinto que el de otros menores, debiendo siempre tutelarse por la protección de la individualidad que el niño revista, por sobre cualquier otra consideración.


El Secretario del Bloque por la Infancia, señor Jorge Martínez, a su turno, indicó que la máxima en cuestión es, al mismo tiempo, un principio y un mecanismo para tomar decisiones respecto del niño, para lo cual se requiere que en su conceptualización se consideren parámetros amplios para una interpretación dinámica de dicha idea, sopesando los elementos concretos de cada caso.

En votación las indicaciones Nos 75 y 75 bis, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.

Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, procedió a eliminar del inciso final del artículo 10 del texto aprobado en general la expresión “y simultánea” y a agregar, al final del mismo, la siguiente frase “, conforme a su individualidad”.

Indicación Nº 76


76.- De S.E. la Ex Presidenta de la República, para sustituir la frase “la máxima satisfacción, integral y simultánea de los principios, derechos y garantías reconocidos en virtud del artículo 1”, por la expresión “el disfrute y satisfacción de sus derechos”.

Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la presente indicación.

Indicación Nº 77


77.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la frase “en virtud del artículo 1”, por la siguiente: “en la Constitución Política de la República, la Convención de Derechos del Niño y las demás leyes”.


En votación la indicación No 77, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
Inciso segundo
Indicaciones Nos 78, 79, 80, 80 bis y 80 ter


78.- De la Ex Presidenta de la República, 79.- del Honorable Senador señor Letelier, 80.- de la Honorable Senadora señora Von Baer y 80 bis.- de S.E. el Presidente de la República, y 80 ter.- del Honorable Senador señor Chahuán para eliminar la frase “, y hasta el máximo de los recursos disponibles, debiendo en caso de ser insuficientes, acudir a la cooperación internacional”.


En discusión estas indicaciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió entenderlas subsumidas bajo la fórmula de texto empleado en todo el articulado, en lo referente al financiamiento del sistema, esto es, “hasta el máximo de los recursos de que pueda disponer el Estado”.


En votación las indicaciones Nos 78, 79, 80, 80 bis y 80 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, las aprobó con modificaciones, del modo antes señalado.
Indicación Nº 80 quáter


80 quáter.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, para eliminar la siguiente frase: “debiendo en caso de ser insuficientes, acudir a la cooperación internacional,”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó proceder en los mismos términos que con la propuesta anterior.


En votación la indicación N° 80 quáter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, de la forma previamente expresada.
Indicación Nº 81


81.- Del ex Senador señor Espina, para sustituir la voz “información”, por la expresión “información, claramente identificada,”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó aprobarla, ya que precisa la calidad informativa de los datos que deben proporcionar los órganos estatales pertinentes en estas materias.


Sin perjuicio de lo anterior, sugirió ubicar el aspecto abordado por la presente propuesta en el artículo referente a la prioridad a los niños, niñas y adolescentes en la formulación y ejecución de las políticas públicas y en el acceso y atención de los servicios sociales.

En votación la indicación N° 81, la Comisión, Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, las aprobó con modificaciones, en los términos previamente referidos.
Inciso tercero
Indicación Nº 82


82.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazarlo por otro del siguiente tenor:


“Para efectos de determinar el interés superior del niño en el caso concreto, la autoridad administrativa o judicial deberá considerar conjuntamente los siguientes elementos:


a) Los derechos actuales o futuros del niño que deban ser respetados, promovidos o protegidos por la decisión de la autoridad.


b) La opinión que el niño exprese.


c) La opinión de los padres, representantes legales o de quien lo tuviere legalmente a su cuidado.


d) La identidad del niño y las necesidades que de ella se derivan, sean éstas físicas, emocionales, sociales, culturales o de origen étnico.


e) La autonomía del niño y su grado de desarrollo.


f) Cualquier situación de especial desventaja en la que se encuentre el niño que haga necesaria una protección reforzada para el goce y ejercicio efectivos de sus derechos.


g) La necesidad de estabilidad de las soluciones que se adopten para promover la efectiva integración y desarrollo del niño considerando su entorno de vida.


h) Otras circunstancias que resulten pertinentes en el caso concreto que se conoce, tales como los efectos probables que la decisión pueda causar en su desarrollo futuro.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente propuesta:


“Artículo...- Interés superior del niño, niña o adolescente. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a que en las actuaciones y decisiones que le afecten, sea que provengan de autoridades legislativas, judiciales o administrativas, de las organizaciones de la sociedad civil, de instituciones privadas, o de los padres y/o madres, representantes legales o personas que los tengan legalmente a su cuidado, se considere primordialmente su interés superior, entendido como la máxima satisfacción integral de los principios, derechos y garantías reconocidos en virtud del artículo 1, conforme a su individualidad.

Para efectos de determinar el interés superior del niño, niña o adolescente en el caso concreto, la autoridad administrativa o judicial deberá considerar conjuntamente los siguientes elementos:


a) Los derechos actuales o futuros del niño, niña o adolescente que deban ser respetados, promovidos o protegidos por la decisión de la autoridad.


b) La opinión que el niño, niña o adolescente exprese cuando ello sea posible conforme a su edad y madurez.


c) La opinión de los padres y/o madres, representantes legales o de quien lo tuviere legalmente a su cuidado, salvo que sea improcedente.

d) El bienestar físico, mental, espiritual, moral, cultural y social del niño, niña o adolescente.

e) La identidad del niño, niña o adolescente y las necesidades que de ella se derivan, sean éstas físicas, emocionales, sociales, culturales o de origen étnico.

f) La autonomía progresiva del niño, niña o adolescente y su grado de desarrollo.


g) Cualquier situación de especial desventaja en la que se encuentre el niño, niña o adolescente que haga necesaria una protección reforzada para el goce y ejercicio efectivos de sus derechos.


h) La necesidad de estabilidad de las soluciones que se adopten para promover la efectiva integración y desarrollo del niño, niña o adolescente considerando su entorno de vida.


i) Otras circunstancias que resulten pertinentes en el caso concreto que se conoce, tales como los efectos probables que la decisión pueda causar en su desarrollo futuro.”.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, explicó que la misma recoge los aspectos planteados por la Honorable Senadora señora Von Baer y por el Ejecutivo sobre el punto.


El Honorable Senador señor Ossandón, en virtud de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, solicitó votación separada de la letra f) propuesta.


En votación la indicación N° 82, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el tenor de la propuesta antes referida, con excepción de su letra f).


En votación esta última letra, la Comisión, por dos votos a favor, de las Honorables Senadoras señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y el voto en contra del Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó.


Se consiga que el presente precepto pasó a ser artículo 7, de acuerdo a la reordenación de los artículos del proyecto, en conformidad a las modificaciones introducidas al mismo.

Encabezamiento
Indicación Nº 82.a


82.a.- Del Honorable Senador señor Galilea, para eliminar la expresión “la autoridad administrativa o”.


En votación la indicación N° 82.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la rechazó.

Letra b)
Indicaciones Nos 82.b y 82.c


82.b.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, y 82.c.- del Honorable Senador señor Chahuán, para agregar después de la palabra “exprese” la frase “cuando ello sea posible en atención a su edad y madurez”.


En discusión estas indicaciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que las mismas se encuentran recogidas en el texto resultante de la indicación N° 82, antes aprobada.


En votación las indicaciones Nos 82.b y 82.c, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, las aprobó con modificaciones, del modo antes expresado.
Indicación Nº 82.d


82.d.- Del Honorable Senador señor Galilea, para agregar después de la palabra “exprese” la frase “, en función de su edad y madurez.”


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió proceder en los mismos términos empleados en la proposición anterior.


En votación la indicación N° 82.d, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones.
Indicación Nº 82 bis


82 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para agregar, antes del punto aparte, la siguiente frase: “, cuando ello sea posible de acuerdo a su autonomía progresiva”. 


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que la misma es coherente con el texto resultante de la indicación N° 82, antes aprobada, por lo que debiese quedar la primera subsumida, en lo pertinente, en la redacción final de la segunda.


En votación la indicación N° 82 bis, la Comisión, por dos votos a favor, de las Honorables Senadoras señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y el voto en contra del Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos antes expresados.

- - - - - -

Letra c), nueva
Indicación Nº 82 ter


82 ter.- De S.E. el Presidente de la República, para intercalar la siguiente letra c) nueva, pasando la actual a ser d) y así sucesivamente: “c) La opinión de los padres, representantes legales o de quien lo tuviere legalmente a su cuidado, salvo que sea improcedente.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que la misma se encuentra recogida en la letra c) del texto final de la indicación N° 82, ya aprobada.


En votación la indicación N° 82 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, del modo previamente señalado.
- - - - - - -

Letra e), nueva
Indicación Nº 82 quáter


82 quáter.- De S.E. el Presidente de la República, para intercalar, a continuación de la actual letra c) que pasa a ser letra d), la siguiente letra e), nueva: “e) El bienestar físico, mental, espiritual, moral, cultural y social del niño.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que la misma se encuentra recogida en la letra d) del texto resultante de la indicación N° 82, antes aprobada.


En votación la indicación N° 82 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, del modo previamente señalado.

- - - - - -

Letra d)
Indicación Nº 82 quinquies


82 quinquies.- De S.E. el Presidente de la República, para agregar, a continuación de la palabra “autonomía”, la expresión “progresiva”.


En discusión esta indicación, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, observó que todo niño desarrolla de manera paulatina su autonomía, de acuerdo al avance de sus capacidades, de ahí que, por cierto, un infante no presente el mismo grado de independencia que un adolescente.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que el contenido de la indicación se recoge, en lo pertinente, en la letra f) del texto resultante de la indicación N° 82.


En votación la indicación N° 82 quinquies, la Comisión, por dos votos a favor, de las Honorables Senadoras señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y el voto en contra del Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, del modo antes señalado.

Letra g)
Indicación Nº 82 sexies


82 sexies.- De S.E. el Presidente de la República, para eliminarla.


En votación la indicación N° 82 sexies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la rechazó.

Indicaciones Nos 82 septies y 82 octies


82 septies.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 82 octies.- del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la expresión “de los padres y/o madres” por la que sigue: “del padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 82 septies y 82 octies, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicación Nº 82 nonies


82 nonies.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para suprimir la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 82 nonies, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
Indicación Nº 82 decies


82 decies.- Del Honorable Senador señor Chahuán, para suprimir la frase “, salvo que sea improcedente”.


En votación la indicación N° 82 decies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la rechazó.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la reapertura del debate del texto aprobado del presente artículo.

Se consigna que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, presentaron ocho proposiciones al precepto en examen.

Incisos primero 


El inciso primero aprobado por la Comisión, reviste el siguiente tenor.


“Artículo...- Interés superior del niño, niña o adolescente. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a que en las actuaciones y decisiones que le afecten, sea que provengan de autoridades legislativas, judiciales o administrativas, de las organizaciones de la sociedad civil, de instituciones privadas, o de los padres y/o madres, representantes legales o personas que los tengan legalmente a su cuidado, se considere primordialmente su interés superior, entendido como la máxima satisfacción integral de los principios, derechos y garantías reconocidos en virtud del artículo 1 de la presente ley, conforme a su individualidad.”.


La primera propuesta, sustituye el inciso primero por los siguientes:


“Artículo 7.- Interés superior del niño, niña o adolescente. El interés superior del niño, niña y adolescente es un derecho, un principio y una norma de procedimiento, que se basa en una evaluación de todos los elementos del interés de uno o varios niños en una situación concreta.


Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a que en la toma de decisiones sobre cuestiones que le afecten, se considere primordialmente su interés superior, entendido como la máxima satisfacción posible de los principios, derechos y garantías reconocidos en virtud del artículo 1 de la presente ley, cuando se evalúen y sopesen los distintos intereses involucrados en el asunto, sea que la decisión deban tomarla autoridades legislativas, judiciales o administrativas, organizaciones de la sociedad civil, instituciones privadas, padres y/o madres, representantes legales o personas que los tengan legalmente a su cuidado.


Conforme a este principio, ante distintas interpretaciones, siempre se elegirá aquella que satisfaga de manera más efectiva el interés superior del niño, niña o adolescente.


En el procedimiento para la evaluación y determinación de este interés, se deberán cumplir con las garantías procesales de objetividad, motivación y justificación de la decisión. En la justificación, se deberán indicar los elementos objetivos que se han considerado pertinentes, el contenido de estos en el caso concreto, su ponderación, cómo se relaciona la decisión con la opinión del niño, niña o adolescente y las consideraciones que prevalecieron al interés superior del niño, niña o adolescente, en el caso que ello haya ocurrido.”.

En votación la indicación N° 82, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, adoptando el citado tenor en los primeros cuatro incisos de la presente disposición.


En consecuencia, en los mismos términos, y bajo idéntica votación, resultaron aprobadas, en lo pertinente, las indicaciones Nos 82.b, 82.c, 82.d, 82 bis, 82 ter, 82 quáter y 82 quinquies.

Inciso segundo, que pasó a ser inciso quinto
Encabezado


El encabezado del inciso segundo, que pasó a ser inciso quinto, aprobado por la Comisión, reza así.


“Para efectos de determinar el interés superior del niño, niña o adolescente en el caso concreto, la autoridad administrativa o judicial deberá considerar conjuntamente los siguientes elementos:”.


La segunda propuesta, reemplaza el encabezado del referido inciso por el siguiente.


“Para su determinación se deberán considerar, conjuntamente, los siguientes elementos:”.

En votación la indicación N° 82, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, adoptando el citado tenor en el encabezado del inciso quinto de la presente disposición.


En consecuencia, en los mismos términos, y bajo idéntica votación, resultaron aprobadas, en lo pertinente, las indicaciones Nos 82.b, 82.c, 82.d, 82 bis, 82 ter, 82 quáter y 82 quinquies.


La tercera propuesta, agrega una letra b), nueva, en el inciso segundo, del siguiente tenor:


“b) El carácter indivisible e interdependiente de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.”.

En discusión esta proposición, la Honorable Senadora señora Von Baer, consultó el alcance del término “indivisible” en este ámbito.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, respondió señalando que, en los tratados internacionales de derechos humanos, siempre se alude al carácter indivisible de estos últimos, lo que dice relación con el hecho de que las personas titulares de tales prerrogativas lo son en su plenitud, es decir, respecto de todo el contenido protectivo de tales derechos, y no sólo de una porción del mismo.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la presente propuesta.


Por consiguiente, se consigna que las letras b), c), d), e), f), g), h) e i), del inciso segundo del artículo en examen, pasaron a ser letras c), d), e), f), g), h), i) y j).

Letra b), que pasó a ser letra c)


La letra b), que pasó a ser letra c), previamente aprobada por la Comisión, reviste el siguiente tenor:


“b) La opinión que el niño, niña o adolescente exprese cuando ello sea posible conforme a su edad y madurez.”.

La cuarta propuesta, agrega, antes de la expresión “La opinión”, lo siguiente: “Los deseos, sentimientos, y” 


En discusión esta proposición, la Honorable Senadora señora Von Baer, resaltó que los deseos y sentimientos sólo pueden conocerse una vez que los mismos son expresados, en tanto no poder saber lo que piensa la persona en su fuero interno.


De ahí, agregó, que los mismos sean materializados en una determinada opinión.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, señaló que, a su juicio, la propuesta apunta a los niños de corta edad, o de bajo grado de madurez, los que no pueden formular opiniones propiamente tales, sino sólo expresar en bruto algún deseo o sentimiento, por ejemplo, tomar distancia de alguno de sus padres.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en la misma línea, señaló que de la forma antes descrita es como se expresan niños pequeños o que se encuentran en shock, quienes se manifiestan por medio de determinadas acciones o sentimientos.


La Honorable Senadora señora Von Baer, a partir de los argumentos sostenidos previamente, indicó que, sin perjuicio de concordar en el fondo con la proposición, resulta necesario mejorar la redacción de la misma.


A partir de los planteamientos previamente expuestos, los Honorables Senadores autores de la presente proposición, la retiraron.


La quinta propuesta, intercala, entre las expresiones “edad” “y madurez”, el término “, grado de desarrollo”

La sexta propuesta, agrega, a continuación de la expresión “madurez”, la siguiente frase: “y/o su estado afectivo si no pudiere o no quisiere manifestarla”.

En votación la indicación N° 82, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, incorporando tales enmiendas el tenor de la letra b) de la presente disposición, que pasó a ser letra c).

La séptima propuesta, incorpora el siguiente inciso penúltimo, nuevo:


“De concurrir cualquier otro interés legítimo junto al interés superior del niño, niña o adolescente, deberán priorizarse las medidas que, respondiendo a este interés superior, respeten también los otros intereses. En caso de que no puedan armonizarse todos los intereses legítimos concurrentes, deberá primar el interés superior del niño, niña o adolescente sobre los demás.”.


En discusión esta proposición, la Honorable Senadora señora Von Baer, preguntó qué otro interés legítimo se debiera cautelar en este contexto, ya que el primordial a resguardar es el interés superior del niño.


La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, indicó que situaciones de concurrencia de interés se configuran recurrentemente en la práctica, por ejemplo, en el caso de que se genere un sobrecupo en alguna entidad, en donde se debe sopesar el interés superior del niño con el interés de la organización en cuestión de recibir el aporte financiero respectivo para poder solventar los gastos del tratamiento que corresponda prestarse al niño.

Asimismo, agregó, un caso similar ocurre en caso de que se impida visitar a un niño en una determinada vivienda, no obstante ser de propiedad de alguno de los progenitores, precisamente para resguardar el interés superior del niño.


Así, finalizó, la propuesta en examen pretende establecer una regla de resolución de conflictos de derechos, en un escenario en donde concurren diversos intereses, debiendo siempre priorizarse al interés superior del niño.


El Asesor del Honorable Senador señor Montes, señor Luis Díaz, subrayó que la propuesta en análisis, en su primera parte, establece una forma de armonizar los intereses concurrentes en una situación que involucra al niño, mientras que la segunda parte de la proposición, establece que, en caso de que no se pueda efectuar tal armonización, se debe priorizar el interés superior del niño.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, explicó que la proposición sólo precisa que, en caso de existir intereses legítimos concurrentes con el interés superior del niño, se deben priorizar las medidas que respondan a este último, respetando también los demás intereses.


En caso de no ser posible dicha armonización, añadió, primará el interés superior del niño.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la propuesta en referencia.


La octava proposición, agrega el siguiente inciso final, nuevo:


“Los factores enumerados anteriormente deben ser valorados conjuntamente antes de determinar una medida de protección, conforme a los principios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, de forma que la medida que se adopte en el interés superior del niño, niña o adolescente no restrinja o limite más derechos que los que ampara.”.

En discusión esta propuesta, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó su respaldo a la misma, en tanto ser coherente con la proposición antes aprobada.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la propuesta antes descrita.
- - - - - - - - 
NUEVO ARTÍCULO


Se hace presente que la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, incorporó la siguiente disposición relativa al derecho a la inclusión.


“Artículo 19.- Principio de inclusión. Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, establecerán las medidas necesarias para facilitar la realización personal y la inclusión social y educativa de todos los niños, niñas y adolescentes y, en especial, por sus circunstancias físicas y psíquicas, o por cualquier otra situación o circunstancia personal, familiar, social o económica, puedan ser susceptibles de recibir un trato discriminatorio.

Se entiende por inclusión toda acción que proporcione la disminución o eliminación de las barreras para el aprendizaje, la participación y la socialización.

Los niños, niñas y adolescentes extranjeros que se encuentren en territorio chileno, con independencia de su situación administrativa, deben disfrutar de los mismos derechos que los niños, niñas y adolescentes nacionales.”.


Se consiga que esta proposición se recogió como artículo 19, de acuerdo a la reordenación de los artículos del proyecto.
- - - - - - - - 
ARTÍCULO 11


El artículo 11 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 11.- Prioridad. Los órganos del Estado deberán entregar la debida prioridad a los niños en la formulación y ejecución de las políticas públicas y en el acceso y atención de los servicios sociales, sean éstos públicos o privados, de lo que se deberá dar cuenta pública de conformidad a su normativa vigente.”

A este artículo se presentaron tres indicaciones signadas con los Nos 83, 83 bis y 84.
Indicación Nº 83


83.- De S.E. la ex Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de la palabra “Estado”, la frase “, de conformidad a su normativa,”.


En votación la indicación N° 83, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la rechazó.

Indicación Nº 83 bis


83 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para eliminar la expresión “sean éstos públicos o privados,”.


En votación la indicación N° 83 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 84


84.- Del ex Senador señor Espina, para incorporar, luego del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente expresión: “Especial prioridad tendrán los niños vulnerados e infractores de ley en la atención en los servicios de salud, educación y rehabilitación de drogas y alcohol.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, se manifestó a favor del énfasis que la misma hace respecto de los niños con problemas de consumo de alcohol y drogas.


Sin perjuicio de lo anterior, expresó que sólo se debiese cambiar la nomenclatura empleada por la indicación, cambiando el término “niños”, por “niños, niñas y adolescentes”, tanto en la propuesta como en el texto aprobado en general.

En votación la indicación N° 84, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, sustituyendo el término “niños” por “niños, niñas y adolescentes”.


Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, incorporó los siguientes dos incisos al precepto en examen:


“Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, hasta el máximo de los recursos de los que puedan disponer, deben tener en especial consideración el diseño y ejecución de normativas, políticas, servicios y prestaciones destinadas a la promoción, protección y garantía de los derechos del niño, niña o adolescente; procurando priorizar su financiamiento en sus respectivos presupuestos. En la cuenta pública que deban realizar en conformidad con el artículo 72 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, los órganos de la Administración del Estado deberán incluir la información, claramente identificada, relativa a la gestión de políticas, planes, programas, acciones y a la priorización y ejecución presupuestaria de los recursos destinados a la niñez, a las iniciativas destinadas a ella, aprobadas y en ejecución.

Del mismo modo, en la discusión de la Ley de Presupuestos de la Nación, procurarán considerar prioritariamente el financiamiento del diseño y ejecución de normativas, políticas, servicios y prestaciones destinadas a la promoción, protección y garantía de los derechos del niño, niña y adolescente.”.

Se consiga que el artículo 11 aprobado en general pasó a ser artículo 16, de acuerdo a la reordenación de los artículos del proyecto, en conformidad a las modificaciones introducidas al mismo.
- - - - - - - - 
NUEVO ARTÍCULO


Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió la incorporación de la siguiente disposición, relativa a la perspectiva de género.


“Artículo 14.- Perspectiva de género. Los órganos del Estado deben introducir la perspectiva de género en el desarrollo, puesta en práctica y evaluación de las medidas que adopten en relación con los niños, niñas y adolescentes, de modo que, en todas las políticas públicas, actuaciones, servicios y programas dirigidos a ese sector poblacional se tome en consideración la variable del género.”

En discusión esta proposición, el Honorable Senador señor Ossandón, consultó a qué se refiere el concepto de “perspectiva de género”.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que tal idea dice relación con permitir superar las diferencias de género entre hombres y mujeres, sin perjuicio de considerar las distinciones propias de unas y otros.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, por su parte, explicó que tal concepto ya se encuentra actualmente contemplado en la Ley orgánica del Ministerio de la Mujer y Equidad de Género, estableciendo que en todas las políticas públicas que despliegue dicha Secretaría de Estado, tal perspectiva de género debe estar presente.


En votación la proposición en comento, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la aprobó, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.


Se consiga que esta propuesta quedó fijada como artículo 13, de acuerdo a la reordenación de los artículos del proyecto, en conformidad a las modificaciones introducidas al mismo.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del presente artículo

De ese modo, se hace presente que el Honorable Senador señor Ossandón, efectuó, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la propuesta de enmienda que a continuación se pasa a describir.


La propuesta, agrega la siguiente oración final: “Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 8 de esta ley.”.


En conformidad con la citada disposición reglamentaria, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, rechazó la proposición en examen.

- - - - - - - - 
ARTÍCULO 12


El artículo 12 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 12.- Efectividad de los derechos. Es deber del Estado adoptar todas las medidas administrativas, legislativas y de cualquier otra índole, necesarias para dar efectividad a los derechos que le son reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.”

A este artículo, se presentaron tres indicaciones, signadas con los Nos 85.a, 85.a.a y 85.a.b.
Indicación Nº 85.a


85.a.- De S.E. el Presidente de la República, para eliminarlo.


En votación la indicación N° 85.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la rechazó.

Indicaciones Nos 85.a.a y 85.a.b


85.a.a- De la Honorable Senadora señora Von Baer, y 85.a.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para agregar después del vocablo “internacionales” la expresión “de derechos humanos”.


En discusión estas indicaciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que el concepto de “tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes”, ya se encuentra recogido en acuerdos previos adoptados por la Comisión.


En votación las indicaciones Nos 85.a.a y 85.a.b, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, las aprobó sin modificaciones.


Se consiga que el artículo 12 conservó su ubicación en el articulado, no obstante la reordenación de los preceptos del proyecto, en conformidad a las modificaciones introducidas al mismo.

ARTÍCULO 13


El artículo 13 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 13.- Participación. Los órganos del Estado promoverán que las opiniones de los niños sean escuchadas a través de un proceso permanente de intercambio de ideas, las que deberán considerarse para detectar sus necesidades, adoptar decisiones, formular políticas, así como al realizar labores de evaluación, en todos los ámbitos en que se desarrollan los niños, sean público, familiar, comunitario, social, escolar, científico, cultural, deportivo o recreacional, entre otros.


Este principio se manifestará a través de los derechos a ser oído, de reunión, asociación, libertad de expresión e información.


Para la correcta aplicación de este principio, los órganos del Estado promoverán especialmente la inclusión de todos los niños o grupos de niños y la educación en sus derechos.”.


A este artículo se presentaron seis indicaciones, signadas con los Nos 85.b, 85.c, 85.d, 85.e, 85 y 86.
Inciso primero
Indicación 85.b


85.b.- De S.E. el Presidente de la República, para intercalar, a continuación de la expresión “sean escuchadas”, la frase “, cuando ello sea posible de acuerdo a su autonomía progresiva,”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente proposición para el artículo completo.


“Artículo 18.- Participación Social. Los niños, niñas y adolescentes tienen el derecho a participar plenamente en la vida social, familiar, escolar, científica, cultural, artística, deportiva o recreacional, entre otros, de su entorno, cuando ello sea posible de acuerdo a su autonomía progresiva. 


Los órganos del Estado promoverán las oportunidades y mecanismos nacionales y locales necesarios para que se incorporen progresivamente a la ciudadanía activa, de acuerdo con su edad y grado de desarrollo personal, a fin de que sus opiniones sean escuchadas a través de procesos permanentes de intercambio de ideas y sean consideradas en la identificación de necesidades e intereses, en la adopción de decisiones, formulación de políticas, planes y programas que les afecten, así como al realizar la evaluación de las mismas.


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, promoverán que las opiniones de los niños, niñas y adolescentes sean escuchadas en todos los temas que los afecten, cuando ello sea posible de acuerdo a su autonomía progresiva. Este principio se manifestará a través de los derechos a ser oído, de reunión, asociación, libertad de expresión e información, sin perjuicio del derecho y deber preferente de los padres y/o madres a educar a sus hijos.”.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, solicitó explicar el alcance de la expresión “ciudadanía activa”.


El Profesor de la Red de Universidades Unidas por la Infancia, señor Isaac Ravetlat, respondió indicando que dicho término sólo tiene por finalidad evocar la idea de que los niños están situados en un determinado contexto social, por lo que debiesen ser consultados, o al menos su opinión considerada, en los procesos de tomas de decisiones del mundo que los rodea.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, a su turno, señaló que en el último Congreso efectuado con los distintos actores de la infancia y adolescencia, incluidas las universidades, se consultó el parecer, a un conjunto de adolescentes, respecto de distintas materias, como por ejemplo, qué les parecía la interrupción de la prueba de selección universitaria (PSU), manifestándose, en su mayoría, en contra de ello.


Lo anterior, recalcó, da cuenta de la necesidad de que el parecer de niños, niñas y adolescentes sea considerado en los diversos procesos sociales e institucionales que los involucran.

La Honorable Senadora señora Von Baer, sin perjuicio de respaldar la propuesta en examen, recomendó que, al final de la misma se hiciera una mención a las prerrogativas de los padres en la información que puedan obtener sus hijos, debido a los riesgos que existen en las redes digitales.


De acuerdo a lo anterior, se sugirió la incorporación de la siguiente frase final:


“, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10 de esta ley”.


El Honorable Senador señor Ossandón, en virtud de lo establecido en el artículo 164 del Reglamento del Senado, solicitó votación separada de la propuesta en comento, respecto de la alusión al término “autonomía progresiva”, respecto del cual, destacó, no se encuentra de acuerdo, a diferencia del respecto de la proposición.


En votación la indicación N° 85.b, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los mismos términos que la propuesta antes descrita, con excepción de la alusión al concepto de “autonomía progresiva”.


En votación, posteriormente, la incorporación de la idea de autonomía progresiva, la Comisión, por dos votos a favor, de las Honorables Senadoras señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y el voto en contra del Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó.


Por consiguiente, el texto resultante de este precepto es el siguiente:


“Artículo 18.- Participación Social. Los niños, niñas y adolescentes tienen el derecho a participar plenamente en la vida social, familiar, escolar, científica, cultural, artística, deportiva o recreacional, entre otros, de su entorno, cuando ello sea posible de acuerdo a su autonomía progresiva.

Los órganos del Estado promoverán las oportunidades y mecanismos nacionales y locales necesarios para que se incorporen progresivamente a la ciudadanía activa, de acuerdo con su edad y grado de desarrollo personal, a fin de que sus opiniones sean escuchadas a través de procesos permanentes de intercambio de ideas y sean consideradas en la identificación de necesidades e intereses, en la adopción de decisiones, formulación de políticas, planes y programas que les afecten, así como al realizar la evaluación de las mismas.

Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, promoverán que las opiniones de los niños, niñas y adolescentes sean escuchadas en todos los temas que los afecten, cuando ello sea posible de acuerdo a su autonomía progresiva. Este principio se manifestará a través de los derechos a ser oído, de reunión, asociación, libertad de expresión e información, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10.”.


Se consiga que este pasó a ser artículo 18, de acuerdo a la reordenación de los artículos del proyecto, en conformidad a las modificaciones introducidas al mismo.


Indicaciones Nos 85.c y 85.d


85.c.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, y 85.d.- del Honorable Senador señor Chahuán, para agregar después de la palabra “escuchadas” la frase “cuando ello sea posible en atención a su edad y madurez,”.


En discusión estas indicaciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que las mismas ya se encuentran recogidas en los contenidos del texto resultante de la indicación N° 85.b.


En votación las indicaciones Nos 85.c y 85.d, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, las aprobó con modificaciones, en los mismos términos antes expresados.

No obstante lo anterior, se deja constancia que, una vez reabierto el debate de la indicación N° 82.b, se procedió a eliminar, del inciso final del artículo en examen, la referencia al derecho y deber preferente de los padres, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.


Ello, generó que la Comisión reabriera, asimismo, el debate de las presentes indicaciones, por lo que la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó que se procediera a votar el tenor original de las mismas.

En votación las indicaciones Nos 85.c y 85.d, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, las rechazó.

Indicación Nº 85.e


85.e.- Del Honorable Senador señor Galilea, para agregar después de la palabra “escuchadas” la frase “, en función de su edad y madurez,”.

En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó proceder en los mismos términos empleados para la proposición anterior.


En votación la indicación N° 85.e, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, de la forma previamente expresada.


No obstante lo anterior, se deja constancia que, una vez reabierto el debate de la indicación N° 82.b, se procedió a eliminar, del inciso final del artículo en examen, la referencia al derecho y deber preferente de los padres, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.


Ello, generó que la Comisión reabriera, asimismo, el debate de la presente indicación, por lo que la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó que se procediera a votar el tenor original de la misma.

En votación la indicación No 85.e, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la rechazó.

Indicación Nº 85


85.- Del ex Senador señor Espina, para agregar, luego del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Especialmente relevante se considerará la participación de los niños vulnerados e infractores de ley.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó proceder en los mismos términos empleados para la proposición anterior.

En votación la indicación No 85, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, del modo previamente señalado.

No obstante lo anterior, se deja constancia que, una vez reabierto el debate de la indicación N° 82.b, se procedió a eliminar, del inciso final del artículo en examen, la referencia al derecho y deber preferente de los padres, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.


Ello, generó que la Comisión reabriera, asimismo, el debate de la presente indicación, por lo que la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó que se procediera a votar el tenor original de la misma.

En votación la indicación No 85, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la rechazó.

Inciso segundo
Indicación Nº 86


86.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para intercalar, entre la palabra “información” y el punto aparte, la siguiente frase: “, sin perjuicio del derecho preferente y deber de los padres de educar a sus hijos”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que la misma ya se encuentra recogida en el texto resultante de la indicación N° 85.b, antes aprobada.


En votación la indicación N° 86, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos antes señalados.

No obstante lo anterior, se deja constancia que, una vez reabierto el debate de la indicación N° 82.b, se procedió a eliminar, del inciso final del artículo en examen, la referencia al derecho y deber preferente de los padres, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.


Ello, generó que la Comisión reabriera, asimismo, el debate de la presente indicación, por lo que la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó que se procediera a votar el tenor original de la misma.

En votación la indicación No 86, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la rechazó.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que la Honorables Senadora señora Rincón (Presidenta), efectuó, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la propuesta de enmienda que a continuación se pasa a describir.

Inciso final


El inciso final previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor:


“Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, promoverán que las opiniones de los niños, niñas y adolescentes sean escuchadas en todos los temas que los afecten, cuando ello sea posible de acuerdo a su autonomía progresiva. Este principio se manifestará a través de los derechos a ser oído, de reunión, asociación, libertad de expresión e información, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10.”.


La propuesta, suprime de tal inciso la frase “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10”.

En discusión esta proposición, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que la misma elimina la frase en cuestión ya que el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos ya se encuentra consagrado en el proyecto como un principio, y que, por ende, en tal calidad, ilumina todo el articulado de la iniciativa.


La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, observó que el precepto en cuestión, tal como hace un énfasis en el principio de autonomía progresiva del niño, también lo debería hacer con la prerrogativa parental en comento, a fin de establecer un equilibrio sobre el punto.


De lo contrario, agregó, se debiesen eliminar las alusiones a todas las demás máximas consideradas en el texto del artículo.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, explicó que la mención de la autonomía progresiva en este precepto se hace debido a que, como es evidente, la participación social del niño sólo será posible si cuenta con un determinado grado de independencia, por lo que se deben considerar las particularidades del niño para el ejercicio de este derecho.


De ese modo, la incorporación de tal principio no se hace de manera aislada, sino que, precisamente para la apropiada configuración del derecho en examen.


Por último, resaltó que la prerrogativa parental antes mencionada, siempre estará presente, precisamente debido al carácter de principio rector bajo el cual la misma está recogida en el articulado del proyecto.


La Honorable Senadora señora Von Baer, a su turno, subrayó que el derecho en análisis faculta al niño a participar en distintas actividades, en conformidad, por cierto, a su desarrollo y edad, por lo que considera positivo que, con tal efecto, se reafirme el principio de autonomía mencionándolo explícitamente.

Sin perjuicio de lo anterior, destacó, se debe tener presente que la alusión al derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos se inserta en un determinado inciso, el que establece, en lo pertinente, que la participación del niño se manifestará a través de los derechos a ser oído, de reunión, asociación, libertad de expresión e información, incorporándose la prerrogativa parental en cuestión como una forma de resaltar, adecuadamente, el necesario rol de guía y orientación de los padres en el ejercicio de dichos derechos.


En tal sentido, prosiguió, el presente artículo da cuenta de lo complementario que resultan, entre sí los principios de autonomía progresiva del niño y el derecho y deber de los padres a educar a sus hijos, requiriéndose que ambas máximas se encuentren mencionadas en la disposición.


Por último, lamentó que la propuesta supresiva en examen contradiga el acuerdo anterior que la Comisión había adoptado sobre el particular.


El Honorable Senador señor Quintana, por su parte, señaló que el presente derecho es una de las materias más propias de la autonomía progresiva, toda vez que, por ejemplo, el derecho del niño a manifestarse, de diversas formas, supone en determinado desarrollo mental en su persona, a fin de que pueda generar y adoptar determinadas posiciones y decisiones, lo cual no se hace necesariamente con el permiso de los padres, precisamente por la paulatina libertad que se le reconoce al niño en sus procesos.


En votación la indicación N° 85.b, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, suprimiendo de su texto la frase en cuestión.

- - - - - - -

NUEVO ARTÍCULO


Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió la incorporación de la siguiente disposición relativa a la difusión de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

“Artículo…- Difusión de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. A efectos de garantizar el mejor conocimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y favorecer el ejercicio responsable de estos derechos, los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, deben encargarse de difundirlos permanentemente a toda la población, y especialmente a los propios niños, niñas y adolescentes, a sus padres y/o madres, representantes legales y personas que tengan su cuidado, a los medios de comunicación y a las personas que trabajan profesionalmente en la promoción de sus derechos y en su atención.”.

La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, señaló que de la forma en que está redactada esta propuesta pudiese vulnerar la esfera de iniciativa exclusiva presidencial, al incorporar las funciones de difusión de derechos de niños, niñas y adolescentes a todos los órganos del Estado.


Dichas labores, precisó, en la actualidad están reservadas a la Subsecretaría de la Niñez, a la Defensoría de los Derechos de la Niñez y demás órganos especializados.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, replicó sosteniendo que el reproche de constitucionalidad se encontraría salvado por medio de la expresión “en el ámbito de sus competencias”, considerada por la proposición en examen.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, para despejar cualquier duda de constitucionalidad en este punto, intercalar, entre las frases “los órganos de la Administración del Estado,” y “en el ámbito de sus competencias”, el vocablo “son responsables”, adecuando el resto de la redacción.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, por su parte, sugirió que, en el inciso segundo se reemplace la expresión “deben incorporar y desarrollar”, por “propenderán la incorporación y desarrollo de”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, concordó con tales proposiciones.


Sin perjuicio de lo anterior, solicitó eliminar la referencia a la acción de “garantizar” en el inciso tercero de la propuesta.


En consecuencia, se hizo presente que el texto resultante sería el siguiente:


“Artículo 20.- Difusión de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. A efectos de garantizar el mejor conocimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y favorecer el ejercicio responsable de estos derechos, los órganos de la Administración del Estado, son responsables, en el ámbito de sus competencias, de su difusión permanente a toda la población, y especialmente a los propios niños, niñas y adolescentes, a sus padres y/o madres, representantes legales y personas que tengan su cuidado, a los medios de comunicación y a las personas que trabajan profesionalmente en la promoción de sus derechos y en su atención. 


Para que los niños, niñas y adolescentes conozcan sus derechos y deberes, los programas y las actividades de los sistemas educativos propenderán a la incorporación y desarrollo de los contenidos relativos a estos derechos y deberes. 

Corresponde a los órganos de la Administración del Estado, de acuerdo con sus competencias, que los itinerarios formativos que reciban los y las profesionales que tengan incidencia sobre niños, niñas y adolescentes incluyan los aspectos vinculados a los derechos y deberes de los mismos. Estos aspectos también deben formar parte de los temarios y los programas de los concursos públicos.”.


En votación esta proposición, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la aprobó bajo la redacción antes señalada, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.


Se consiga que esta disposición se consignó como artículo 20 del proyecto, a partir de la reordenación de sus preceptos.
- - - - - - -

ARTÍCULO 14


El artículo 14 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 14.- Responsabilidad de la Administración del Estado. Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, tendrán la obligación indelegable de controlar y garantizar los programas públicos destinados a la satisfacción de los derechos del niño, sea que los ejecuten por sí mismos o a través de entidades privadas.”

A este artículo se presentaron cuatro indicaciones signadas con los Nos 87, 87 bis, 88 y 89.
Indicación Nº 87


87.- Del ex Senador señor Espina, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 14.- Responsabilidad de la Administración del Estado. Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, tendrán la obligación indelegable de controlar, evaluar y garantizar los programas públicos destinados a la satisfacción de los derechos del niño, sea que los ejecuten por sí mismos o a través de entidades privadas.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, manifestó su respaldo a la misma, con la sola salvedad de incorporar, en el texto de aquélla, la expresión “proporcionar,”, después del vocablo “indelegable de”. Lo anterior, a fin de otorgar mayor claridad en las responsabilidades a las que se someterá la Administración del Estado en este ámbito.


Además, recomendó sustituir el término “niño” por “niño, niña o adolescente”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, observó que puede resultar complejo garantizar programas en este ámbito.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que es en el Estado en el cual recae siempre la responsabilidad de garantizar la ejecución de los programas públicos contemplados en la ley, por lo que no se estaría innovando al respecto.


En votación la indicación N° 87, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, introduciendo las enmiendas antes explicadas.


En consecuencia, se consignó que el texto resultante de este precepto es el siguiente:


“Artículo 14.- Responsabilidad de la Administración del Estado. Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, tendrán la obligación indelegable de proporcionar, controlar, evaluar y garantizar los programas públicos destinados a la satisfacción de los derechos del niño, niña o adolescente, sea que los ejecuten por sí mismos o a través de entidades privadas.”.

Se consiga que este precepto conservó su ubicación como artículo 14, no obstante la reordenación de los artículos del proyecto, en conformidad a las modificaciones introducidas al mismo.

Indicación Nº 87 bis


87 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para reemplazar la expresión “indelegable de controlar y garantizar” por “de proporcionar”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó aprobarla con modificaciones, en los mismos términos, en lo pertinente, que la indicación N° 87.


En votación la indicación N° 87 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente descritos.

Indicación Nº 88


88.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la palabra “controlar”, por “supervisar”. 


La Honorable Senadora señora Von Baer, en su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

Indicación Nº 89


89.- De S.E. la ex Presidenta de la República, para reemplazar las palabras “controlar y garantizar”, por la expresión “evaluar y controlar la gestión de”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la presente indicación.
ARTÍCULO 15


El artículo 15 del texto aprobado en general por el Honorable Senado, reviste el siguiente tenor.


“Artículo 15.- Protección social de la infancia. Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, deben asegurar políticas, programas y asistencia apropiados para que la familia pueda asumir y ejercer adecuadamente la responsabilidad del cuidado de los niños, y para que los padres y/o madres asuman, en igualdad de condiciones, sus responsabilidades y obligaciones.


Es deber del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, colaborar con las familias, especialmente ofreciendo a éstas la asistencia necesaria para desempeñar las labores de crianza del niño; ayudando a los padres y/o madres y a otras personas responsables a dar efectividad a sus derechos mediante el otorgamiento de asistencia y programas de apoyo que les permitan proveer debidamente la protección, el cuidado y el desarrollo de los niños, haciendo uso con ese fin del máximo de los recursos disponibles en el país, los recursos complementarios de la sociedad civil y, en caso de ser éstos insuficientes, acudir a la cooperación internacional.”.


A este artículo, se presentaron dieciocho indicaciones, signadas con los Nos 90, 90 bis, 90 ter, 91, 92.a, 92.b, 92, 93, 94, 95.a, 95.b, 95, 95 bis, 95 ter, 95 quáter, 95 quinquies, 96 y 97.
Indicación Nº 90

90.- Del ex Senador señor Espina, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 15.- Protección social de la infancia. Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, deben asegurar políticas, programas y asistencia apropiados para el fortalecimiento de la familia y para que ésta pueda asumir y ejercer adecuadamente el deber de cuidado y protección de los niños, promoviendo que los padres asuman en igualdad de condiciones sus deberes y obligaciones para con sus hijos.”.

En discusión esta indicación, se consignó que, respecto de las materias abordadas por aquélla, se presentó, además, una propuesta adicional de la Asociación Nacional de Magistrados, del siguiente tenor:


“Articulo 15.- Protección social de la infancia. Se entenderá por protección social al conjunto de acciones que se implementan a partir de normas, planes, políticas y programas sociales para garantizar el ejercicio integral de los derechos de la infancia. Estas acciones configuran la base de protección social que, desde el Estado, se implementa para el desarrollo de la niñez, con acceso igualitario, garantizado y acorde con su ciclo vital, necesidades y entorno familiar, comunitario y territorial. Estas acciones pueden ser ejecutadas de manera directa por el Estado o en coordinación con la sociedad civil, y son el correlato de los derechos reconocidos para la infancia, lo que permite su operacionalización, pertinencia y exigibilidad. Dentro de este piso se consideran medidas de protección reforzada dirigida a los grupos de especial protección, tales como la niñez indígena, en situación de discapacidad, migratoria, vulnerabilidad y/o bajo protección del Estado, en conflicto con la ley penal, en situación de emergencia y LGBTIQ+.


Es deber del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, colaborar con las familias, especialmente ofreciendo a éstas la asistencia necesaria para desempeñar las labores de crianza del niño, niña o adolescente; ayudando a los padres y/o madres y a otras personas responsables de garantizar sus derechos mediante el otorgamiento de asistencia y programas de apoyo que les permitan proveer debidamente la protección, el cuidado y el desarrollo de los niños, haciendo uso con ese fin del máximo de los recursos disponibles en el país, los recursos complementarios de la sociedad civil y, en caso de ser éstos insuficientes, acudir a la cooperación internacional.”.

Respecto de la proposición en examen, el Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, señaló que, en el texto de aquélla, entre otros elementos, se recoge la lógica apropiada que debe revestir el derecho-deber preferente entre los padres y los hijos en relación a su cuidado y educación. En efecto, explicó, el sentido correcto en que tales prerrogativas deben ser entendidas, es que éstas les asisten a los segundos respecto de los primeros, por lo que son los niños que tienen el derecho a ser cuidados y educados por sus padres y/o madres, para lo cual el Estado debe brindar la protección necesaria.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, por su parte, indicó que el artículo en análisis dice relación con el piso mínimo que se debe brindar a las familias para que ellas puedan realizar los deberes de protección respectivo, en relación a los niños bajo su cuidado, velando por el respecto de los derechos de estos últimos.


Desde esa perspectiva, agregó, el Ejecutivo se encuentra de acuerdo con el texto de la indicación en examen, en tanto entiende que es el Estado el que debe brindar herramientas para el resguardo de los menores por parte de sus familias, asumiendo que la protección social es sólo una parte de la protección integral de los niños, niñas y adolescentes.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, señaló que, a su juicio, la proposición previamente descrita desarrolla el particular de mejor forma que la indicación en estudio, en tanto la primera incorpora en el concepto de protección social a los distintos actores relevantes en este ámbito, a fin de delinear luego los aspectos más específicos de tal protección.


La Honorable Senadora señora Von Baer, a su turno, manifestó su respaldo al artículo 15 del texto aprobado en general por el Honorable Senado, en tanto en dicha redacción, en su opinión, se establecen de manera directa los deberes que le corresponden a los órganos de Estado en este ámbito, señalándose que estos últimos deben asegurar las políticas, programas y acciones de asistencia a la familia.


En esa línea, subrayó que no se debe perder el foco del punto en debate, a saber, que se debe explicitar el modo en que el Estado apoyará a la familia para la protección de los derechos de los niños.


Así, añadió, un ejemplo de lo mencionado es el programa “Chile Crece Contigo”, a cargo del Ministerio de Desarrollo Social y Familia.


Por último, aseveró que la propuesta de la Asociación Nacional de Magistrados es, a su juicio, demasiado general, sin concretizar adecuadamente los deberes estatales en este contexto, de ahí que estime conveniente conservar el texto aprobado en general del citado artículo 15, con las modificaciones contempladas en las indicaciones Nos 90 bis, 90 ter y 91.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, posteriormente, afirmó que el contenido de la protección social de la infancia dice relación con garantizar el ejercicio integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, por medios que permitan hacer efectiva su exigibilidad.


De ese modo, tales acciones pasan a configurar la base protectora que la sociedad, en su conjunto, otorga a los niños.


Por tales razones, indicó que el texto aprobado en general del artículo 15, antes aludido, resulta insuficiente, por presentar una redacción, a su entender, muy genérica.

La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó que la propuesta de la Asociación Nacional de Magistrados es similar al contenido del texto final aprobado el artículo 2 de la iniciativa en análisis.


En seguida, señaló que no resulta razonable que se exija determinadas acciones a las familias, sin que se les provea de condiciones mínimas para ello.


Así, agregó, la responsabilidad del Estado debe ser el brindar medidas de protección de derechos que permitan a los grupos familiares hacer frente a sus carencias, impidiendo poner al niño en una situación de vulnerabilidad.


Lo anterior, concluyó, parece más apropiado de plasmar en esta parte del articulado, que la fijación del modo en que el niño podrá ejercer derechos en este contexto.


El Honorable Senador señor Montes, por su parte, sostuvo que no es suficiente que el Estado sólo colabore con las familias, sino que aquél debe velar por el fortalecimiento de las mismas.


De ahí, precisó, que el aparataje estatal provea de diversos elementos para superar los déficits que se detectan en las familias, a fin de evitar vulneraciones en los derechos de los niños.


Sin perjuicio de lo anterior, destacó que la protección social de la niñez también debe considerar el resguardo de las prerrogativas de todos aquellos menores que no cuentan con una familia, elemento fundamental en el presente debate.


Finalmente, señaló que, en este punto, no advierte una contradicción entre Estado y familia, entendiendo que la Comisión tampoco vislumbra tal tensión, sino que sólo se debe resolver la forma en que aquél provea de acciones y medidas a los grupos familiares para asegurar que los derechos de los niños no se verán lesionados por ciertas carencias que puedan afectar a las familias.


Por último, manifestó su apoyo a la propuesta efectuada por parte de la Asociación Nacional de Magistrados, en tanto, a su juicio, desarrollar de mejor manera el particular.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en la misma dirección sostenida por quien le precedió en el uso de la palabra, expresó que ni en la proposición ni en la indicación existe una contradicción este Estado y familia.


No obstante ello, prosiguió, la referida propuesta no apunta directamente a establecer la responsabilidad del aparato estatal en el apoyo que el mismo debe brindar a las familias.


La Asesora de la Fundación San Carlos de Maipo, señora María José Pérez, subrayó que, en primer lugar, se debe definir a la protección social de la infancia, para luego contemplar, como contenido de la misma, el que ella apunta a garantizar el ejercicio integral de los derechos que le asisten a los niños, niñas y adolescentes.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, a su turno, sugirió considerar una redacción que considere los elementos antes señalados.

De ese modo recomendó que el inciso primero del artículo en examen adoptase la siguiente redacción:

“Artículo 15.- Protección social de la infancia. Se entiende por Protección Social de la Infancia y Adolescencia el conjunto de políticas y acciones en diversos ámbitos cuyo objetivo es promover el ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales, y satisfacer las necesidades básicas de alimentación, salud, educación, vivienda y cuidado, entre otros, que tienen los niños, niñas y adolescentes, de un modo acorde a su etapa vital, en caso de que su familia no se encuentre en condiciones de proveérselos por sus propios medios.”.

Respecto de esta proposición, expresó que la misma relaciona la definición del concepto en debate con los derechos que se pretenden satisfacer por medio del mismo.


La Honorable Senadora señora Von Baer, observó que el proyecto de ley en estudio sigue una lógica de universalidad, esto es, que tiene como destinatarios a todos los niños, niños y adolescentes.


Así, señaló que la propuesta se aleja de dicho razonamiento, ya que dispone que la protección social de la infancia sólo operaría en caso de que las familias no pudieran hacerse cargo de la satisfacción de determinados derechos de los niños, disponiendo, asimismo, que tales ayudas procederían directamente a estos últimos, excluyéndose la perspectiva familiar en este punto.


En efecto, resaltó, lo más razonable es que la idea de protección social infancia apunte a que los beneficios o medidas se destinen a las familias, a fin de que luego ellas se hagan cargo del resguardo de los derechos de los niños.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, explicó que el énfasis de la propuesta es que el Estado debe asegurar la vigencia de los derechos sociales y necesidades básicas de los niños, en caso de que sus familias no lo puedan efectuar.


Lo anterior, agregó, sin perjuicio de que ello no implica perder la mirada universal en este ámbito, ni tampoco sostener que se separará al niño de sus familias para ejecutar las medidas de apoyo social.


Por último, precisó que la propuesta hace mención directamente al niño, ya que, justamente, es este último el titular de los derechos en cuestión.


La Honorable Senadora señora Von Baer, replicó expresando que, si se observa el texto aprobado en general en este punto, se dispone que la protección social de la infancia apunta a brindar apoyo a las familias, para que éstas luego se hagan cargo de los derechos y necesidades del niño.


De esa forma, agregó, se trata de una garantía configurada dentro del contexto familiar.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, a su turno, indicó que la protección social en comento se activa cuando las familias no pueden resguardar los derechos del niño, por lo que no se trata de un concepto que, en principio, se aplique respecto de todos.


Así, añadió, se trata de una garantía que pretende ser coherente con la idea de que el Estado deba asegurar las prerrogativas de los niños. 


En consecuencia, explicó, se trata de algo distinto del rol estatal de fortalecimiento del rol de las familias, que constituye otro aspecto del cual la institucionalidad pública, asimismo, debe velar.


Posteriormente, se consigna que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, conjuntamente con el Ejecutivo, concordaron la siguiente redacción sobre el particular.


“Artículo 15.- Protección Social de la Infancia y Adolescencia. Se entiende por Protección Social de la Infancia y Adolescencia el conjunto de políticas y acciones en diversos ámbitos cuyo objetivo es promover el ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales, y satisfacer las necesidades básicas de alimentación, salud, educación, vivienda y cuidado, entre otros, que tienen los niños, niñas y adolescentes, de un modo acorde a su etapa vital, en caso de que su familia no se encuentre en condiciones de proveérselos por sus propios medios. 


Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a vivir en las condiciones adecuadas para su desarrollo físico, mental, intelectual, ético, espiritual y social. Sin perjuicio de la responsabilidad primordial de las familias, los órganos del Estado deben adoptar todas las medidas administrativas, legislativas y judiciales necesarias para dar efectividad a este derecho, cuando los padres y/o madres u otras personas responsables por el niño, carezcan de los medios suficientes para hacerlo por sí mismas.


La Administración del Estado debe asegurar políticas, programas y asistencia apropiados para el fortalecimiento de las familias, que consideren el entorno social en el que se desenvuelven, a fin de que éstas puedan asumir y ejercer adecuadamente el deber de cuidado y protección de sus hijos y contar con el apoyo de la comunidad escolar, cultural, adultos relevantes y pares. Por medio de estas políticas y programas se asegurará, también, que padres y/o madres asuman, en igualdad de condiciones, sus responsabilidades y obligaciones.


Con el fin de que los niños, niñas y adolescentes pertenecientes a las familias que viven en pobreza extrema y/o en pobreza multidimensional, gocen efectivamente de su derecho al desarrollo, y en tanto no existan políticas sociales que les permitan superar la pobreza, el Estado proporcionará asistencia material para satisfacer las necesidades básicas de niños, niños y adolescentes, y programas de apoyo particularmente con respecto a la nutrición, el vestuario, la vivienda, la asistencia médica, la educación y los servicios sociales necesarios, haciendo uso con ese fin del máximo de los recursos de los que pueda disponer el país y los recursos complementarios de la sociedad civil.”.


Al respecto, la Honorable Senadora señora Von Baer, consultó la pertinencia de la frase “y protección de sus hijos y contar con el apoyo de la comunidad escolar, cultural, adultos relevantes y pares”, consignada en el inciso tercero de la proposición, si con ella se está refiriendo a las familias.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, explicó que con dicha frase se pretende aludir y fortalecer las redes de apoyo de las familias.


La Honorable Senadora señora Von Baer, consultó a qué se refieren, en dicho contexto, las expresiones “adultos relevantes y pares”.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, respondió que con tales vocablos se evoca, entre otros, a los abuelos o tíos con los que se relaciona la familia, en tanto formar parte de su red de apoyo para la crianza del niño.


La Jefa de la División de Promoción y Prevención de la Subsecretaría de la Niñez, señora Blanquita Honorato, a su turno, señaló que la proposición, en el punto en debate, replica lo que harán las Oficinas Locales de la Niñez, las que, entre otras cosas, podrán gestionar el establecimiento de redes de apoyo a la crianza de los niños, entre, por ejemplo, pares de las familias, como pueden ser vecinos de confianza, o con otros padres cuyos hijos cuenten con necesidades especiales

En votación la indicación N° 90, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobaron con modificaciones, siguiendo el texto de la última proposición descrita.

Indicación Nº 90 bis


90 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la palabra “infancia” por “niñez”.


En votación la indicación N° 90 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobaron con modificaciones, siguiendo el texto resultante, en lo pertinente, de la indicación N° 90.
Indicación Nº 90 ter


90 ter.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la frase “para que la familia pueda” por “para el fortalecimiento de la familia y para que ésta pueda primordialmente”.


En votación la indicación N° 90 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobaron con modificaciones, siguiendo el texto resultante, en lo pertinente, de la indicación N° 90.
Indicación Nº 91

91.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para sustituir la frase “la responsabilidad del cuidado”, por la expresión “el deber de cuidado”. 


En votación la indicación N° 91, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobaron con modificaciones, siguiendo el texto resultante, en lo pertinente, de la indicación N° 90.
Indicaciones Nos 92.a y 92.b


92.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 92.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la expresión “los padres y/o madres” por la siguiente: “el padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 92.a y 92.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en examen.
Indicación Nº 92


92.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 92, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
Indicación Nº 93

93.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la frase “sus responsabilidades y obligaciones”, por “sus derechos, deberes, responsabilidades y obligaciones”. 


En votación la indicación N° 93, la Comisión, por dos votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes, y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Von Baer, la rechazó.

Inciso segundo

Indicación Nº 94

94.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “las familias, especialmente ofreciendo a éstas”, por la siguiente: “la familia, especialmente ofreciendo a ésta”.


En votación la indicación N° 94, la Comisión, por dos votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes, y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Von Baer, la rechazó.

Indicaciones Nos 95.a y 95.b


95.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 95.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la expresión “a los padres y/o madres” por la siguiente: “al padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 95.a y 95.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en examen.
Indicación Nº 95

95.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 95, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
Indicación Nº 95 bis


95 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la frase “haciendo uso con ese fin del máximo de los recursos disponibles en el país, los recursos complementarios de la sociedad civil y, en caso de ser éstos insuficientes, acudir a la cooperación internacional” por la expresión “de conformidad al artículo 5° de la presente ley”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó que la misma adopte la redacción antes aprobada en estas materias, sustituyendo el texto de aquélla, en lo pertinente, por el siguiente: “, haciendo uso con ese fin del máximo de los recursos de los que pueda disponer el país y los recursos complementarios de la sociedad civil.”.

En votación la indicación N° 95 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, en los términos antes referidos.

Indicación Nº 95 ter


95 ter.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, para reemplazar el texto que señala “haciendo uso con ese fin del máximo de los recursos disponibles en el país, los recursos complementarios de la sociedad civil”, por el que sigue: “haciendo uso con ese fin del máximo de los recursos disponibles en el país y de los recursos complementarios de la sociedad civil”.


En votación la indicación N° 95 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, bajo el mismo tenor final que la indicación N° 95 bis.
Indicación Nº 95 quáter


95 quáter.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, para suprimir la expresión “y, en caso de ser éstos insuficientes, acudir a la cooperación internacional”.


En votación la indicación N° 95 quáter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, bajo idéntica redacción que la indicación N° 95 bis.
Indicación Nº 95 quinquies


95 quinquies.- Del Honorable Senador señor Galilea, para sustituir el vocablo “acudir” por la expresión “podrá acudir”.


En votación la indicación N° 95 quinquies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, bajo el mismo tenor final que la indicación N° 95 bis.

Indicaciones Nos 96 y 97


96.- De la ex Presidenta de la República y 97.- de la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la frase “, haciendo uso con ese fin del máximo de los recursos disponibles en el país, los recursos complementarios de la sociedad civil y, en caso de ser éstos insuficientes, acudir a la cooperación internacional”.


En votación las indicaciones Nos 96 y 97, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, las aprobó con modificaciones, bajo idéntica redacción que la indicación N° 95 bis.
ARTÍCULO 16


El artículo 16 del texto aprobado en general por el Honorable Senado, reviste el siguiente tenor.


“Artículo 16.- Progresividad y no regresividad. Las obligaciones del Estado señaladas en el artículo 2 se cumplirán de manera progresiva procurando el desarrollo pleno e integral de los derechos de los niños. En casos de crisis económicas, catástrofes naturales u otras emergencias, se procurará no afectar los recursos destinados a los niños.”.

A este artículo, se presentaron dos indicaciones, signadas con los Nos 98 y 99.

Indicación Nº 98

98.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “de los niños”, por la siguiente: “del niño”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió reemplazar, el texto de la misma, por la nomenclatura previamente adoptada, es decir, “niños, niñas y adolescentes”.


En votación la indicación N° 98, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente referidos.

Indicación Nº 99

99.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la oración: “En casos de crisis económicas, catástrofes naturales u otras emergencias, se procurará no afectar los recursos destinados a los niños.”.

En discusión esta indicación, se consignó que, respecto de las materias abordadas por aquélla, se presentó, además, una propuesta de la Asociación Nacional de Magistrados, del siguiente tenor:


- Reemplazar al artículo 16 del texto aprobado en general, por el siguiente:


“Artículo 17.- Progresividad y no regresividad. Las obligaciones del Estado señaladas en el artículo 2 se cumplirán de manera progresiva, procurando el desarrollo pleno e integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. En casos de crisis económicas, catástrofes naturales u otras emergencias, se procurará asegurar los recursos destinados a ellos y ellas.”.

La Honorable Senadora señora Von Baer, manifestó que su único reparo frente a tal proposición, es que la redacción de la misma no conduzca a que se limite el uso de recursos en contextos de catástrofes.


Lo anterior, agregó, en tanto no se tendrá certeza de si se podrán garantizar todos los derechos de los niños ante episodios de esta naturaleza.


El Honorable Senador señor Montes, precisó que el texto de la propuesta emplea el verbo “procurar”, fórmula que sólo establece que el Estado vele por el aseguramiento de derechos, asumiendo que, en un contexto de emergencia, la concretización efectiva de la garantía es compleja.


La Honorable Senadora señora Von Baer, posteriormente, en su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.


En consecuencia, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, procedió a someter a votación la proposición en comento.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, siguiendo el tenor de la proposición previamente descrita.


Se consigna que este precepto pasó a ser artículo 17, de acuerdo a la reordenación de los artículos del proyecto, en conformidad a las modificaciones introducidas al mismo.
REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la reapertura del debate del texto resultante del artículo en examen.


De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las propuestas de enmiendas que a continuación se pasan a describir.

- La primera propuesta, agrega, después de la palabra “regresividad” la expresión “de derechos”.

- La segunda proposición, sustituye su primera oración por las siguientes:

“Los derechos de niños, niñas y adolescentes son progresivos, tanto en la gradualidad que implica su plena consecución, como en la mejora sostenida de su disfrute. El Estado asegurará su efectividad y pleno goce mediante acciones y programas de corto, mediano y largo plazo, los que siempre deberán mejorar el disfrute de los derechos, prohibiéndose su regresividad.”.

- La tercera propuesta, contempla a su segunda oración como inciso segundo, sustituyendo la expresión “procurará asegurar”, por el término “priorizarán”.

En discusión estas proposiciones, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, manifestó su acuerdo con las mismas, en tanto estimar que ellas definen de mejor forma el derecho en examen.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, incorporando las enmiendas antes descritas en el texto resultante de la misma.

En consecuencia, se consigna que el tenor final del precepto en análisis, aprobado unánimemente, es el siguiente:


“Artículo 17.- Progresividad y no regresividad de derechos. Los derechos de los niños, niñas y adolescentes son progresivos, tanto en la gradualidad que implica su plena consecución, como en la mejora sostenida de su disfrute. El Estado asegurará su efectividad y pleno goce mediante acciones y programas de corto, mediano y largo plazo, los que siempre deberán mejorar el disfrute de los derechos, prohibiéndose su regresividad.

En casos de crisis económicas, catástrofes naturales u otras emergencias, se priorizarán los recursos destinados a ellos y ellas.”.
- - - - - - - -
Propuesta de reordenación de artículos


Posteriormente, se consigna que la reordenación de los artículos, antes consignados en el presente Informe, surgió con ocasión de una propuesta en tal sentido, de parte de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, quienes, precisamente efectuaron, inicialmente la siguiente proposición de reubicación de los artículos del Párrafo 1° del Título II del proyecto de ley.

- Interés superior.

- Igualdad.

- Autonomía progresiva.

- Perspectiva de género.

- Efectividad.

- Responsabilidad del Estado.

- Derecho y deber preferente de los padres y/o madres a educar a sus hijos.

- Fortalecimiento del rol protector de la familia.


- Protección Social.

- Prioridad.

- Difusión.

- Progresividad y no regresividad de derechos.

- Intersectorialidad (que está en el Título IV).

- Participación Ciudadana (que está en el Título IV).


En discusión esta propuesta, la Honorable Senadora señora Von Baer, destacó que en la misma el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos y el principio de fortalecimiento del rol de la familia aparecen luego de, incluso, la responsabilidad del Estado, lo que no resulta adecuado, a la luz de la relevancia de dichas máximas en el desarrollo del niño, más aún cuando se ha sostenido que las mismas no se encuentran en entredicho a lo largo de la discusión del proyecto de ley en estudio.

El Honorable Senador señor Ossandón, señaló que la reordenación propuesta, a su juicio, es del todo inconveniente, ya que altera la importancia esencial que tiene la familia para el desarrollo del niño, siendo ello algo de sentido común.

En esa línea, agregó, le parece increíble que los principios a los que aludió quien le precedió en el uso de la palabra estén rezagados respecto de, por ejemplo, la responsabilidad del Estado.


En efecto, destacó, la primera responsabilidad hacia el niño viene de parte de sus padres y sus familias, en la mayoría de los casos, por lo que no reconocer tal situación simplemente significa pretender cambiar, por medio de la ley, algo que ocurre en la realidad naturalmente.


La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, precisó que la proposición sólo fija una reordenación de los preceptos, sin establecer una prelación entre los mismos. Lo anterior, siguiendo la lógica del proyecto, de ahí que las primeras máximas que se fijan dicen relación con principios que directamente atañen al niño.

El Honorable Senador señor Quintana, expresó que, al parecer, no existe controversia respecto del orden de los primeros cinco principios, en tanto los mismos se relacionan directamente con la calidad de sujeto de derecho del niño.


El problema, añadió, se suscita al momento de establecer el rol del Estado y de los padres en este ámbito.


En esa línea, indicó que el rol que cumple el Estado es fundamental para garantizar la protección de los derechos de los niños, especialmente cuando los padres o sus familias no puedan hacerlo, de ahí que se requiera que el punto quede bien establecido.


Por último, concordó con lo sostenido por quien le precedió en el uso de la palabra, referente a que la propuesta sólo contiene una reordenación lógica de las disposiciones, mas no establece un orden de prelación entre ellas.


El Honorable Senador señor Ossandón, señaló que, en su opinión, el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos debiese consagrarse inmediatamente después del principio de interés superior del niño, precisamente por la relevancia que dicha prerrogativa parental reviste para el desarrollo de este último.


El Honorable Senador señor Montes, sugirió revisar el orden sugerido por la propuesta, a fin de evitar que se generen falsas disputas sobre el particular.


En seguida, recalcó que nunca se ha propuesto que el Estado sustituya al rol que tienen los padres en el desarrollo del niño, siendo ello un error.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó que se ubicaran, en primer lugar, las cinco máximas referentes a los niños, luego el derecho y deber preferente de los padres y/o madres a educar a sus hijos, posteriormente el principio de responsabilidad del Estado y luego los demás preceptos.

En esa línea, sugirió que se reordenaran las máximas en referencia de la siguiente manera.

Párrafo 1° De los principios


Artículo 6.- Sujeto de derechos.


Artículo 7.- Interés superior del niño, niña o adolescente.

Artículo 8.- Igualdad y no discriminación arbitraria.

Artículo 9.- Fortalecimiento del rol protector de la familia.


Artículo 10.- Derecho y deber preferente de los padres y/o madres a educar y cuidar a sus hijos.


Artículo 11.- Autonomía Progresiva.


Artículo 12.- Efectividad de los derechos.

Artículo 13.- Perspectiva de Género.


Artículo 14.- Responsabilidad de la Administración del Estado.


Artículo 15.- Protección Social de la Infancia y Adolescencia.

Artículo 16.- Prioridad.


Artículo 17.- Progresividad y no regresividad de derechos.


Artículo 18.- Participación Social.


Artículo 19.- Principio de inclusión.


Artículo 20.- Difusión de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


Artículo 21.- Principio de intersectorialidad.


Artículo 22.- Principio de participación y colaboración ciudadana.


Al respecto, la Honorable Senadora señora Von Baer, indicó que estaría de acuerdo con la siguiente reordenación: 1. Sujeto de derechos; 2. Interés superior; 3. Igualdad; 4. Derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos; 5. Fortalecimiento del rol protector de la familia; 6. Autonomía Progresiva; 7. Perspectiva de Género; 8. Efectividad; 9. Responsabilidad del Estado; 10. Protección Social; 11. Prioridad; 12. Gratuidad; 13. Progresividad y no regresividad de derechos; 14. Difusión; 15. Intersectorialidad y 16. Participación Ciudadana (actualmente ubicado en el Título IV).


El Honorable Senador señor Ossandón, por su parte, expresó que, a su juicio, el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos debe ser uno de los primeros principios que sean consagrados en esta parte del articulado.


Sin perjuicio de lo anterior, expresó que la ordenación en comento no puede ser vista como un listado de prelación, sino que debe ser el juez el que se encargue de ponderar estas máximas para la resolución del caso concreto.


El Honorable Senador señor Montes, resaltó que la reordenación en comento no es excluyente entre sí, en términos jerárquicos, no pretende fijar un orden de prelación entre los principios.


En efecto, agregó, sólo pretende ordenar lógicamente tales máximas, partiendo con aquellas más próximas al niño como sujeto de derecho y pasando luego a las referentes al rol de la familia y de los padres.


De ese modo, se manifestó a favor de la proposición en comento.


Posteriormente, destacó que la responsabilidad del Estado en este ámbito es clave, ya que este último no es, como se quiere sostener por parte de algunos sectores, sólo un mero aparato burocrático, sino que representa a la sociedad organizada institucionalmente.


De ese modo, y bajo tal prisma, añadió, es evidente que los organismos estatales en este contexto deben ser eficaces para la protección de los derechos del niño.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en la misma de quien le antecedió en el uso de la palabra, señaló que la reordenación no establecen un orden de prioridad o de prelación entre las máximas, sino que sólo establece estructura lógicamente en el articulado del proyecto los criterios y principios que se tienen que tener a la vista por los operadores jurídicos al momento de interpretar los preceptos del proyecto de ley en estudio.

La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, manifestó que, en opinión del Ejecutivo, la presente propuesta es mejor que la primera presentada en este contexto.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, aprobó la última propuesta de reordenación efectuada por la Honorable Senadora señora Rincón, previamente descrita.

- - - - - - - -

NUEVO ARTÍCULO


Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió la incorporación de la siguiente disposición relativa a los derechos civiles y políticos de los niños, niñas y adolescentes, al inicio del Párrafo 2° del Título II del proyecto de ley en estudio.


“Artículo 23.- Derechos civiles y políticos. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a ejercer los derechos civiles y políticos sin otras limitaciones que las fijadas por las leyes.

Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, adoptarán todas las medidas necesarias para facilitar a los niños, niñas y adolescentes el pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos.”.


En votación la propuesta en referencia, la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó.

- - - - - - - -

ARTÍCULO 17

El artículo 17 del texto aprobado en general por el Honorable Senado, reviste el siguiente tenor.


“Artículo 17.- Derecho a la vida. Todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida. El Estado garantizará en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del niño.”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó sustituir, las dos veces que sale mencionado, el término “niño”, por la expresión “niño, niña o adolescente”.

Se consigna que este precepto pasó a ser artículo 24, de acuerdo a la reordenación de los artículos del proyecto, en conformidad a las modificaciones introducidas al mismo.
ARTÍCULO 18


El artículo 18 del texto aprobado en general por el Honorable Senado, reviste el siguiente tenor.


“Artículo 18.- Nivel de vida, desarrollo y entorno adecuado. Todo niño tiene derecho a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral, social y cultural. 


Los padres y/o madres tienen obligaciones comunes en la crianza y el desarrollo del niño. Corresponderá a los padres y/o madres, o en su caso, a los representantes legales o a quienes tuvieren legalmente al niño a su cuidado, la responsabilidad preferente de la crianza y el desarrollo del niño. Deberán proporcionar, dentro de sus posibilidades, las condiciones de vida que sean necesarias para su pleno desarrollo. Su preocupación fundamental será el interés superior del niño.


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, y hasta el máximo de los recursos disponibles, debiendo en caso de ser insuficientes, acudir a la cooperación internacional, adoptarán las medidas apropiadas para velar por la satisfacción de estos derechos, a través de políticas, servicios y programas de apoyo a las familias, salvo que no sea procedente. En particular, deberán promover el acceso a servicios sociales, nutrición, accesibilidad al agua potable y alcantarillado, recreación y a vivir en entornos seguros, inclusivos y adecuados a las especiales características de los niños. 


En la elaboración de las políticas de vivienda y urbanismo y en la dotación de equipamientos, instalaciones y mobiliario urbano y rural se tendrán en consideración las características de los niños, especialmente en situación de discapacidad, para efectos de promover que disfruten del entorno en condiciones de salud, seguridad y accesibilidad adecuadas.


Los órganos del Estado promoverán el conocimiento, respeto y disfrute del medio ambiente por parte de los niños, fomentando la participación activa de éstos en la protección, conservación y mejora del entorno en el marco de un desarrollo sustentable, además de velar por que sus actividades se desarrollen en un ambiente libre de contaminación.


El Ministerio de Desarrollo Social realizará mediciones socioeconómicas de conformidad a lo dispuesto en las letras e), t) y w) del artículo 3
 de la ley N° 20.530, que Crea el Ministerio de Desarrollo Social. Un reglamento dictado por dicho Ministerio, suscrito además por el Ministro de Hacienda, determinará como se considerarán adaptaciones necesarias para la medición y seguimiento de las condiciones de vida de los niños.”.


A este artículo, se presentaron diecisiete indicaciones, signadas con los Nos 100, 100.a, 100.b, 100.c, 100.d, 100.e, 100 bis, 100 ter, 101, 101.a, 101.b, 101 bis, 102, 103, 104, 105 y 106.
Inciso segundo

Indicación Nº 100

100.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazarlo por el siguiente:


“Los padres tienen deberes y obligaciones comunes en lo que respecta a la educación, crianza y el desarrollo del niño. Corresponderá a los padres, o en su caso, a los representantes legales o a quienes tuvieren legalmente al niño a su cuidado, el derecho y deber preferente de la educación, crianza y desarrollo del niño. Deberán proporcionar, dentro de sus posibilidades, las condiciones de vida que sean necesarias para su pleno desarrollo.”.


En discusión esta indicación, la Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, reparó en que, tratándose el proyecto de ley en estudio de una iniciativa que pretende establecer un estatuto especial de prerrogativas de los niños, lo lógico es configurar a la prerrogativa en examen como un derecho del niño respecto de sus padres, y no de manera viceversa.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó que, el contexto del derecho en examen, dice relación con la provisión, hacia el niño, de un nivel de vida y desarrollo en un entorno adecuado.


En ese sentido, explicó, no se trata de que el menor se auto provea de tales medios, sino que tal obligación recae en sus padres y en su familia.


De ese modo, si bien el derecho en cuestión recae por cierto en el niño, la responsabilidad de su garantía recae en sus padres y familia.


El Honorable Senador señor Montes, por su parte, expresó que el término “educación”, contenido en la redacción de la presente indicación, genera una confusión conceptual, toda vez que no se vislumbra con claridad el alcance de aquél.


Lo anterior, en tanto, del tenor de la propuesta, no se puede determinar fehacientemente, si se está aludiendo al concepto de educación como proceso institucional formal de enseñanza, en el cual, por cierto, el rol de los padres es muy necesario, o si se alude a tal término como sinónimo de orientación y crianza.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, manifestó que, a su juicio, la redacción del punto está mejor lograda en el tenor que reviste el inciso segundo del artículo 18 del texto aprobado en general.


La Honorable Senadora señora Von Baer, señaló que, sin perjuicio de entender el punto efectuado por el Honorable Senador señor Montes, el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos se encuentra en la Constitución, por lo que no se trata de un concepto cuyo contenido sea incierto.


Por ende, recalcó, es ése el sentido que se debe brindar al término “educación” incorporado por la indicación en estudio.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que no es lo mismo referirse a tal prerrogativa constitucional que a la educación como proceso institucional, en tanto, sin perjuicio de ser sutil la diferencia entre ambos términos, estos últimos tienen significados diferentes.


En votación la indicación N° 100, la Comisión, por dos votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes, y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Von Baer, la rechazó.

Indicaciones Nos 100.a y 100.b


100.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 100.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la expresión “Los padres y/o madres” por la siguiente: “El padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 100.a y 100.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en examen.
Indicaciones Nos 100.c y 100.d


100.c.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 100.d.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la locución “los padres y/o madres” por la siguiente: “el padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 100.c y 100.d, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en examen.
Indicación Nº 100.e


100.e.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres” las dos veces que aparece.


En votación la indicación No 100.e, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
Indicación Nº 100 bis


100 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para intercalar, a continuación de la expresión “obligaciones comunes en la crianza”, el término “, educación”.


Se consigna que, previo a la discusión de la presente indicación, el Ejecutivo procedió al retiro de la misma.

Indicación Nº 100 ter


100 ter.- De S.E. el Presidente de la República, para intercalar, a continuación de la expresión “responsabilidad preferente de la crianza”, el vocablo “,educación”.


Se consigna que, previo a la discusión de la presente indicación, el Ejecutivo procedió al retiro de la misma.


Sin perjuicio de lo anterior, se consigna que la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobó, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, las siguientes enmiendas en el presente inciso segundo:


- Sustituir el término “niño”, la primera, segunda y cuarta vez que sale mencionado, por la expresión “niño, niña o adolescente”.


- Reemplazar la frase “la responsabilidad preferente de la crianza y el desarrollo del niño”, por la siguiente: “el derecho y deber preferente de su crianza y desarrollo”.

Inciso tercero

Indicación Nº 101

101.- Del Honorable Senador señor Letelier, para eliminar la frase ", en el ámbito de sus competencias, y hasta el máximo de los recursos disponibles, debiendo en caso de ser insuficientes, acudir a la cooperación internacional,".


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente proposición, para reemplazar el texto de aquélla, por la siguiente redacción, la que sustituiría el inciso tercero del artículo 18 del texto aprobado en general.


“Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, y hasta el máximo de los recursos de los que puedan disponer, tratándose de los derechos sociales, económicos y culturales, adoptarán las medidas apropiadas para velar por la satisfacción de estos derechos, a través de políticas, servicios y programas de apoyo a los padres y/o madres, a las familias, a los representantes legales o a quienes tuvieren legalmente el cuidado del niño, niña o adolescente, salvo que no sea procedente. En particular, deberán promover el acceso a servicios sociales, nutrición, accesibilidad al agua potable y alcantarillado, recreación y a vivir en entornos seguros, inclusivos y adecuados a las especiales características de los niños, niñas y adolescentes.”.

En votación la indicación N° 101, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, bajo la redacción antes descrita.

Indicación Nº 101.a


101.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, para eliminar el siguiente texto: “debiendo en caso de ser insuficientes, acudir a la cooperación internacional,”.

En votación la indicación N° 101.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, bajo el mismo tenor final que la indicación N° 101.

Indicación Nº 101.b


101.b.- Del Honorable Senador señor Galilea, para reemplazar la palabra “debiendo” por la expresión “podrá,”.


En votación la indicación N° 101.b, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, bajo idéntica redacción que la indicación N° 101.
Indicación Nº 101 bis


101 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la frase “hasta el máximo de los recursos disponibles, debiendo en caso de ser insuficientes, acudir a la cooperación internacional” por “de conformidad al artículo 5° de la presente ley”.


En votación la indicación N° 101 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, bajo el mismo tenor final que la indicación N° 101.
Indicaciones Nos 102 y 103


102.- De la Ex Presidenta de la República y 103.- de la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la frase: “y hasta el máximo de los recursos disponibles, debiendo en caso de ser insuficientes, acudir a la cooperación internacional,”.


En votación las indicaciones Nos 102 y 103, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, las aprobó con modificaciones, bajo idéntica redacción que la indicación N° 101.
Indicación Nº 104

104.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “las familias”, por la siguiente: “la familia”.


En votación la indicación N° 104, la Comisión, por dos votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes, y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Von Baer, la rechazó.

Indicación Nº 105

105.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar, antes de la expresión “, salvo que no sea procedente”, la siguiente frase: “y a los padres, representantes legales o a quienes tuvieren legalmente el cuidado del niño”.


En votación la indicación N° 105, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, bajo el mismo tenor final que la indicación N° 101.
Indicación Nº 106

106.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, parar intercalar, entre la expresión “salvo que no sea procedente” y el punto seguido, la siguiente frase: “, que se orienten al cumplimiento de sus derechos y deberes relacionados con la crianza y educación”.

En votación la indicación N° 106, la Comisión, por dos votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes, y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Von Baer, la rechazó.

Incisos cuarto, quinto y sexto


Posteriormente, se consigna que, sin perjuicio de no existir indicaciones presentadas a los incisos cuarto, quinto y sexto del artículo 18 aprobado en general por el Honorable Senado, la Comisión debatió sobre su contenido, a fin de analizar si su ubicación en el articulado del proyecto era o no correcta.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, expresó que, en su opinión, los tres incisos finales del artículo 18 en comento no son del todo coherentes con el resto del precepto, por lo que debiesen contemplarse en una disposición diferente, en tanto abordar un derecho distinto.


En efecto, a su juicio, tales incisos no se refieren al derecho del niño a un nivel de vida adecuado, sino que se refieren al deber del Estado de proporcionar espacios públicos adecuados a los niños (por lo que opera también como un derecho de estos últimos).


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, discrepó con lo sostenido por quien le antecedió en el uso de la palabra, en tanto, resaltó, el propio título del artículo se refiere al nivel de vida, desarrollo y entorno adecuado del niño, de lo que se puede desprender que los aspectos contenidos en los tres incisos finales en examen son parte integrante de ese artículo, en tanto dicen relación con la vivienda y el espacio en que se desenvolverán los niños, niñas y adolescentes.


El Honorable Senador señor Montes, concordó con quien le precedió en el uso de la palabra, señalando que la fórmula general empleada por tales incisos, no obsta a su inclusión en esta parte del articulado.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó que la referencia explícita que el precepto hace a la vivienda, en tanto ser un concepto fundamental vinculado al nivel de vida de los niños, sólo homologa, en nuestra legislación, lo ya contemplado por la Convención sobre los Derechos del Niño.


La Asesora de la Fundación San Carlos de Maipo, señora María José Pérez, resaltó que, tratándose de derechos sociales como la vivienda, se debe explicitar el rol que el Estado tendrá en la protección de los mismos, a fin de evidenciar las diferencias existentes con los derechos civiles, que siempre deben ser garantizados por la institucionalidad pública.


A partir de las consideraciones antes expuestas, se recomendó conservar el tenor de los incisos en cuestión, modificando sólo el inciso sexto, a fin de reemplazar, en primer lugar, el término “Ministerio de Desarrollo Social”, la primera vez que sale mencionado, por “Ministerio de Desarrollo Social y Familia”, y, en segundo orden suprimir la frase “que crea el Ministerio de Desarrollo Social”. Lo anterior, por razones de técnica legislativa y de coherencia con la nomenclatura empleada en el articulado de la iniciativa.


De igual modo, se recomendó reemplazar el término “niños”, presente en los incisos cuarto, quinto y sexto del texto aprobado en general, por la expresión “niños, niñas y adolescentes”, a fin de adecuar la terminología empleada en el articulado.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, aprobó las referidas proposiciones.

Se consigna que, producto de la reordenación de los artículos que experimentó el proyecto de ley, el artículo 18 del texto aprobado en general quedó consignado como artículo 25.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la reapertura del debate de los incisos primero y tercero del presente artículo

De ese modo, se hace presente que la Honorable Senadora señora Von Baer, efectuó, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las dos propuestas de enmiendas que a continuación se pasan a describir.

Inciso primero


El inciso primero previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor:


“Artículo 25.- Nivel de vida, desarrollo y entorno adecuado. Todo niño tiene derecho a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral, social y cultural.”.

La primera propuesta, sustituye tal inciso por el que sigue:


“Artículo 25.- Derecho a un nivel de vida, desarrollo y entorno adecuado. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a un nivel de vida que le permita su mayor realización física, mental, espiritual, moral, social y cultural posible.”.


En discusión esta proposición, la Honorable Senadora señora Von Baer, expresó que, en la redacción actual del inciso primero del artículo en examen, resulta complejo determinar el alcance del concepto “adecuado” en este contexto, en términos de los estándares a los cuales el mismo aludiría.


Por eso, agregó, resulta más razonable incorporar un criterio que haga referencia a que el niño tiene derecho a un nivel de vida que permita su mayor realización posible, en distintos ámbitos.

De ese modo, añadió, en caso de que, por ejemplo, un niño cuente con buenas condiciones atléticas, en virtud de la presente prerrogativa se podrá sostener que su mayor realización posible será verificable a través de la disposición de un espacio en donde pueda hacer deporte. 


En la misma línea, precisó, un niño que requiera de un mayor desarrollo mental para la evolución de sus facultades, deberá contar con un especialista para su mayor realización posible.


El Honorable Senador señor Montes, concordó con lo sostenido por quien le precedió en el uso de la palabra.


El Honorable Senador señor Quintana, señaló que, al igual que la Honorable Senadora señora Von Baer, estima el término “adecuado” resulta algo vago en este punto, por lo que estima recomendable otorgarle mayor sustancia al mismo.


Lo anterior, destacó, sin perjuicio de que la enunciación de los ámbitos a los que alude la proposición podría quedarse corto, respecto de otras áreas de relevancia para el desarrollo del niño.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, consignó que la propuesta en análisis viene a definir el concepto de nivel de vida “adecuado” en este artículo, la que dice relación con un estándar básico de condiciones que se deben asegurar para el máximo desarrollo posible del niño.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la proposición en referencia.

Inciso tercero


El inciso tercero previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor:


“Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, y hasta el máximo de los recursos de los que puedan disponer, tratándose de los derechos sociales, económicos y culturales, adoptarán las medidas apropiadas para velar por la satisfacción de estos derechos, a través de políticas, servicios y programas de apoyo a los padres y/o madres, a las familias, a los representantes legales o a quienes tuvieren legalmente el cuidado del niño, niña o adolescente, salvo que no sea procedente. En particular, deberán promover el acceso a servicios sociales, nutrición, accesibilidad al agua potable y alcantarillado, recreación y a vivir en entornos seguros, inclusivos y adecuados a las especiales características de los niños, niñas y adolescentes.”.

La segunda propuesta, elimina la segunda oración de este inciso.


En discusión esta proposición, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, manifestó su desacuerdo con la supresión de la oración en examen, ya que la misma sólo dispone el deber especial de promoción, por parte de los órganos del Estado, de proveer determinados servicios sociales básicos.


La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, indicó que la eliminación propuesta apunta a evitar la exclusión de determinados ámbitos que, en un futuro próximo, puedan ser del todo vitales para el desarrollo del niño, los que no quedarían sujetos a este deber especial de promoción, precisamente por no estar enunciados en el listado consignado por la oración en análisis.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, subrayó que el listado en comento sólo hace relación a cuestiones sociales mínimas, siendo un sustrato básico para el desarrollo de todo niño.


El Honorable Senador señor Quintana, a su turno, reparó en que en la citada oración no se hace mención a la educación.


La Honorable Senadora señora Von Baer, resaltó que, precisamente por el tipo de omisiones advertidas por quien le precedió en el uso de la palabra, es que propone suprimir la oración en cuestión, evidenciando, asimismo, que no hay referencias a la cultura, al deporte, entre otros espacios de relevancia para el desarrollo del niño.

Por último, expresó que con las enumeraciones siempre se corre el riesgo de dejar fuera a aspectos relevantes.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió analizar una redacción no taxativa para abordar adecuadamente el particular.


En esa línea, los Honorables Senadores señora Rincón, y señores Montes y Quintana, sugirieron la siguiente fórmula de texto para reemplazar la segunda oración del inciso tercero del presente artículo.


“En particular, deberán proveer programas, dentro del ámbito de sus competencias, para satisfacer las necesidades básicas de niños, niños y adolescentes, programas de apoyo, beneficios de seguridad social y servicios sociales con respecto a la nutrición, accesibilidad al agua potable y alcantarillado, vestuario, vivienda en entornos seguros, atención médica, educación, cultura, deporte y recreación.”.

En votación la indicación N° 101, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, en lo que respecta a la última oración del inciso tercero de la disposición en examen, bajo la redacción previamente descrita.

ARTÍCULO 19

El artículo 19 del texto aprobado en general por el Honorable Senado, reviste el siguiente tenor.


“Artículo 19.- Identidad. Todo niño tiene derecho, desde su nacimiento, a tener un nombre, una nacionalidad y una lengua de origen; a conocer la identidad de sus padres y/o madres; a preservar sus relaciones familiares de conformidad con la ley; a conocer y ejercer la cultura de su lugar de origen y, en general, a preservar y desarrollar su propia identidad e idiosincrasia, incluida su identidad de género.


Los niños que pertenezcan a colectivos étnicos, indígenas, religiosos o lingüísticos tienen derecho, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión, a emplear su propio idioma y a intervenir en los procedimientos de consulta cuando lo establezca la ley.


El Servicio de Registro Civil e Identificación dispondrá de procedimientos sencillos y rápidos que permitan la inscripción de nacimiento de los recién nacidos, su identificación oportuna y la de su nacionalidad, con independencia de su estatus migratorio o del de sus padres y/o madres. En el caso que se desconozca la identidad de éstos, el niño deberá ser registrado con nombre y dos apellidos convencionales, dejándose constancia en la partida correspondiente, y sin perjuicio del derecho a reclamar posteriormente la determinación de su identidad.”.


A este artículo, se presentaron veintitrés indicaciones, signadas con los Nos 107, 108, 108 bis, 109, 109 bis, 109 ter, 109 quáter, 109 quinquies, 109 sexies, 109 septies, 109 octies, 109 nonies, 109 decies, 109 undecies, 110, 111.a, 111, 112, 113, 114.a, 114.b, 114 y 115.
Inciso primero

Indicación Nº 107

107.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 19.- Identidad. Todo niño tiene derecho a conocer y preservar su identidad, incluidos el derecho a tener nombre, una nacionalidad y una lengua de origen; a conocer la identidad de sus padres y su origen biológico; a preservar sus relaciones familiares de conformidad con la ley; a conocer y ejercer la cultura de su lugar de origen y, en general, a conocer y preservar su propia identidad e idiosincrasia.”.

En discusión esta indicación, se consignó que la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, presentó una propuesta para sustituir el artículo en cuestión, por el siguiente:


“Artículo 26.- Derecho a la identidad. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho, desde su nacimiento, a tener un nombre, una nacionalidad, una lengua de origen y a ser inscrito en el Servicio de Registro Civil e Identificación, sin dilación. Tendrá derecho a la nacionalidad chilena cuando corresponda, de acuerdo con lo establecido en el ordenamiento jurídico nacional. Ningún niño, niña o adolescente será privado arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiarla.


Asimismo, tiene derecho a conocer la identidad de sus padres y/o madres, de su origen biológico, a preservar sus relaciones familiares de conformidad con la ley, a conocer y ejercer la cultura de su lugar de origen y, en general, a preservar y desarrollar su propia identidad e idiosincrasia, incluida su identidad de género, conforme a la legislación vigente.


Las personas adoptadas tendrán el derecho a buscar y conocer sus orígenes. El servicio encargado de adopciones tomará las medidas oportunas para conservar la documentación relativa a los orígenes de los niños, niñas o adolescentes. Asimismo, proporcionará el asesoramiento, mediación confidencial y ayuda oportunas para hacer efectivo el derecho a conocer sus orígenes, en conformidad a la ley.


Estos derechos no se verán afectados ni serán restringidos de manera alguna por la irregularidad migratoria de cualquiera de sus padres y/o madres, sus representantes o de quienes lo tuvieren bajo su cuidado.


Cuando un niño, niña o adolescente sea privado ilegalmente de alguno de los elementos de su identidad, o de todos ellos, se deberá prestar la asistencia y protección apropiada en miras a restablecerla rápidamente.


Los niños, niñas y adolescentes que pertenezcan a grupos étnicos, indígenas, religiosos o lingüísticos tienen derecho, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión, a emplear su propio idioma y a intervenir en los procedimientos de consulta cuando lo establezca la ley.

El Servicio de Registro Civil e Identificación dispondrá de procedimientos sencillos y rápidos que permitan la inscripción de nacimiento de los recién nacidos, su identificación oportuna y la de su nacionalidad, con independencia de su estatus migratorio o del de sus padres y/o madres. En el caso que se desconozca la identidad de éstos, se presumirá su nacionalidad chilena. El niño, niña o adolescente deberá ser registrado con nombre y dos apellidos convencionales, dejándose constancia en la partida correspondiente, y sin perjuicio del derecho a reclamar posteriormente, la determinación de su identidad.”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, se mostró a favor de la proposición previamente descrita, con la salvedad de la incorporación del concepto de identidad de género.


En consecuencia, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, solicitó votación separada del término “, incluida su identidad de género”.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que la alusión al concepto en comento, se realiza sólo en concordancia con lo establecido en la Ley N° 21.120, que reconoce el derecho a la identidad de género, a toda persona, a partir de los catorce años de edad.


Lo anterior, agregó, sin perjuicio del derecho que asiste a todo niño a realizar la búsqueda de sus orígenes.


En votación la propuesta en referencia, con excepción de la expresión “, incluida su identidad de género”, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó.


En votación la incorporación, en la antedicha proposición, del término “, incluida su identidad de género”, la Comisión, por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes, y el voto en contra de la Honorable Senadora señora Von Baer, la aprobó.

En consecuencia, la indicación N° 107 resultó aprobada con modificaciones, siguiendo el tenor de la proposición en comento.

Indicación Nº 108

108.- Del ex Senador señor Walker, don Patricio, para reemplazarlo por el siguiente: 


“Artículo 19.- Identidad. Todo niño tiene derecho, desde su nacimiento, a tener un nombre, una nacionalidad, una lengua de origen y a ser inscrito en el Servicio de Registro Civil e Identificación, sin dilación. Asimismo, tendrá derecho a la nacionalidad chilena cuando corresponda, de acuerdo con lo establecido en el ordenamiento jurídico nacional. Ningún niño será privado arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiarla. Estos derechos no se verán afectados ni serán restringidos de manera alguna por la irregularidad migratoria de cualquiera de sus padres, sus representantes o de quienes lo tuvieren bajo su cuidado.”.


En votación la indicación N° 108, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, bajo el mismo tenor final que la indicación N° 107.
Indicación Nº 108 bis


108 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente: 


“Artículo 19.- Identidad. Todo niño tiene derecho a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de conformidad con la ley y sin injerencias ilegales o arbitrarias. Cuando un niño sea privado ilegalmente de alguno de los elementos de su identidad o de todos ellos, se deberá prestar la asistencia y protección apropiada en miras a restablecerla rápidamente.”.


En votación la indicación No 108 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, bajo idéntica redacción que la indicación N° 107.
Indicación Nº 109

109.- De los Honorables Senadores señores Quintana y Lagos, para agregar, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Estos derechos no se verán afectados ni serán restringidos de manera alguna por la posible irregularidad migratoria de cualquiera de sus padres, sus representantes o de quienes lo tuvieren bajo su cuidado.”.


En votación la indicación N° 109, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, bajo el mismo tenor final que la indicación N° 107.
Indicaciones Nos 109 bis y 109 ter


109 bis.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, y 109 ter.- del Honorable Senador señor Chahuán, para eliminar la frase “, desde su nacimiento,”.


En votación las indicaciones Nos 109 bis y 109 ter, la Comisión, por dos votos en contra de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes, y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Von Baer, las rechazó.

Indicaciones Nos 109 quáter y 109 quinquies


109 quáter.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 109 quinquies.- del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la expresión “sus padres y/o madres” por la siguiente: “su padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 109 quáter y 109 quinquies, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en examen.
Indicaciones Nos 109 sexies, 109 septies, 109 octies y 109 nonies


109 sexies.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, 109 septies.- de la Honorable Senadora señora Von Baer, 109 octies.- del Honorable Senador señor Chahuán, y 109 nonies.- del Honorable Senador señor Galilea, para eliminar la locución “, incluida su identidad de género”.


En votación las indicaciones Nos 109 sexies, 109 septies, 109 octies y 109 nonies, la Comisión, por dos votos en contra de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes, y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Von Baer, las rechazó.

Indicación Nº 109 decies


109 decies.- Del Honorable Senador señor Montes, para agregar la siguiente oración final: “Las instituciones públicas y privadas estarán obligadas al reconocimiento y respeto de la identidad de los niños, en conformidad con lo dispuesto precedentemente.”.


En discusión esta indicación, la Honorable Senadora señora Von Baer, consultó acerca del alcance de la expresión “en conformidad con lo dispuesto precedentemente”.


El Honorable Senador señor Montes, respondió afirmando que tal frase pretende establece la obligación de las instituciones, públicas y privadas, de reconocer al niño en su propia identidad, sin distorsionarla de ninguna manera, reafirmando lo ya establecido en múltiples disposiciones del proyecto, como también en el presente artículo.


Finalmente, sugirió cambiar, en el texto de la indicación, el término “niños”, por la expresión “niños, niñas y adolescentes”, a fin de concordar la nomenclatura con la terminología ya adoptada en el articulado de la iniciativa legal en estudio.


En votación la indicación N° 109 decies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, efectuando la enmienda previamente descrita.

Indicación Nº 109 undecies


109 undecies.- Del Honorable Senador señor De Urresti, para agregar la siguiente oración final: “Las instituciones públicas o privadas estarán obligadas al reconocimiento y respeto de la identidad de los niños en conformidad con lo dispuesto anteriormente.”.


En votación la indicación N° 109 undecies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, en los mismos términos que el texto resultante de la indicación N° 109 decies.
- - - - - -

Incisos segundo y tercero, nuevos

Indicación Nº 110

110.- Del ex Senador señor Walker, don Patricio, para agregar unos nuevos incisos segundo y tercero, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto y así sucesivamente, del siguiente tenor: 


“Cualquier niño o niña nacido en territorio nacional que se encontrare en alguna de las excepciones señaladas en el numeral 1° del artículo 10 de la Constitución Política de la República, y no tenga derecho a otra nacionalidad, será considerado nacional desde su nacimiento.


Todo niño tiene derecho a conocer la identidad de sus padres y/o madres; a preservar sus relaciones familiares de conformidad con la ley; a conocer y ejercer la cultura de su lugar de origen y, en general, a preservar y desarrollar su propia identidad e idiosincrasia, incluida su identidad de género.”.

Se hizo presente que, sin perjuicio del mérito de la indicación en examen, se estima que la misma sería inadmisible por ser inconstitucional, toda vez que, en su inciso primero, se está otorgando la nacionalidad chilena a todos los niños que se encuentran en las excepciones del numeral 1° del texto fundamental.


En ese sentido, se está reconociendo, por la vía legal, una exclusión que realiza la propia Constitución, generándose una antinomia que, en este caso, se resuelve en favor de la Carta Política, producto de la supremacía constitucional en juego.


En otras palabras, sólo la Constitución puede establecer quiénes serán nacionales de nuestro país, no pudiendo la ley disponer algo en sentido contrario.


Por los argumentos antes descritos, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 110 como inadmisible.

- - - - - -

Inciso tercero

Indicación Nº 111.a


111.a.- De S.E. el Presidente de la República, para eliminarlo.


En votación la indicación N° 111.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la rechazó.

Indicación Nº 111

111.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “de los recién nacidos”, por la siguiente: “del recién nacido”.


En votación la indicación No 111, la Comisión, por dos votos en contra de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes, y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Von Baer, las rechazó.

Indicación Nº 112

112.- Del ex Senador señor Walker, don Patricio, para eliminar la frase “, con independencia de su estatus migratorio o del de sus padres y/o madres”.


En votación la indicación N° 112, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la rechazó.

Indicación Nº 113

113.- Del Honorable Senador señor Letelier, para sustituir la frase "con independencia de su estatus migratorio o del de sus padres y/o madres", por la siguiente: "con independencia de su estatus o situación migratoria de sus padres y/o madres, sus representantes o de quienes lo tuvieren bajo su cuidado. Ningún niño será privado arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiarla".


En votación la indicación N° 113, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, bajo el mismo tenor final que la indicación N° 107.
Indicaciones Nos 114.a y 114.b


114.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 114.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la expresión “sus padres y/o madres” por la siguiente: “su padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 114.a y 114.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en examen.
Indicación Nº 114

114.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 114, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
Indicación Nº 115

115.- Del ex Senador señor Walker, don Patricio, para intercalar, luego de la palabra “éstos”, la frase “, se presumirá su nacionalidad chilena”.

En votación la indicación N° 115, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, siguiendo, en lo pertinente, el mismo tenor final que la indicación N° 107.

Se consigna que, producto de la reordenación de los artículos que experimentó el proyecto de ley, el artículo 19 del texto aprobado en general quedó consignado como artículo 26.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la reapertura del debate del inciso tercero del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que la Honorable Senadora señora Von Baer, efectuó, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la propuesta de enmienda que a continuación se pasa a describir.

Inciso tercero


El inciso tercero previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor:


“Las personas adoptadas tendrán el derecho a buscar y conocer sus orígenes. El servicio encargado de adopciones tomará las medidas oportunas para conservar la documentación relativa a los orígenes de los niños, niñas o adolescentes. Asimismo, proporcionará el asesoramiento, mediación confidencial y ayuda oportunas para hacer efectivo el derecho a conocer sus orígenes, en conformidad a la ley.”.

La propuesta reemplaza la expresión “en conformidad a la ley”, por la frase “de acuerdo a la normativa de adopción vigente”.

En discusión esta proposición, la Honorable Senadora señora Von Baer, señaló que la finalidad de la misma es utilizar, en este punto, la misma nomenclatura empleada en el proyecto de ley que crea el Servicio de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia (Boletín N° 12.027-07), para hacer referencia a la regulación de la adopción.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que le genera algunas dudas la fórmula propuesta, ya que puede provocar algunas dificultades interpretativas al momento de determinar la fecha de entrada de la vigencia de la normativa de que se trate, especialmente teniendo en consideración que se encuentra en actual tramitación legislativa un proyecto que introduce cambios integrales sobre el particular.


Por último, preguntó porqué no conservar la redacción actual sobre el puntual.


La Honorable Senadora señora Von Baer, respondió sosteniendo que le parece más clara, y de mayor coherencia con el proyecto de ley antes indicado, el tenor contemplado en la propuesta.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en seguida, indicó que la propuesta deja afuera la remisión a los tratados internacionales sobre el particular.


La Honorable Senadora señora Von Baer, expresó que la referencia a la normativa de adopción, tiene por finalidad que la ley de garantías sea coherente con tal sistema jurídico, en términos de los derechos ahí recogidos.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, rechazó la presente proposición.
ARTÍCULO 20


El artículo 20 del texto aprobado en general por el Honorable Senado, reviste el siguiente tenor.


“Artículo 20.- Vivir en familia. Todo niño tiene derecho a vivir en familia, preferentemente en la de origen y completar así su adecuado desarrollo.


Los órganos del Estado velarán por el ejercicio de este derecho cuando el niño no pudiere habitar con sus padres y/o madres, porque se encontrare privado de su libertad o sujeto a algún régimen de tratamiento residencial, en conformidad con la ley y de un modo acorde con dichas circunstancias especiales. De igual manera velarán por el ejercicio de este derecho ante la separación del niño de sus padres y/o madres, por situaciones de catástrofes, emergencias o conflictos que impidan su cuidado.


Ningún niño podrá ser separado de sus padres y/o madres o de quien lo tenga legalmente a su cuidado sin una orden judicial en la que se fundamente la necesidad y pertinencia de dicha medida de conformidad con las causales contempladas en la ley. La mera carencia de recursos materiales no podrá ser fundamento de la resolución que ordene la separación de un niño de su familia. Sólo en caso de acreditarse vulneración de derechos, el niño podrá ser incorporado a una modalidad temporal de cuidado alternativo que se ajuste a su propio interés superior, o a una solución definitiva de cuidado en familia adoptiva, en conformidad con lo dispuesto en la ley. 


Para cumplir con sus obligaciones de velar por el derecho a vivir en familia, los órganos del Estado en el ámbito de sus competencias podrán tomar en consideración las Directrices de Naciones Unidas sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, y los demás instrumentos internacionales de igual naturaleza. 


Para estos efectos, el plan de acción de la política nacional de la niñez contendrá un plan intersectorial que integrará políticas que favorezcan las funciones y responsabilidades que desarrollan respecto del niño los padres y/o madres y las personas a cuyo cuidado se encuentren legalmente y, en especial, la conciliación del trabajo con la vida familiar. En la adopción de acciones afirmativas para estos fines se deberá tener en especial consideración a los padres y/o madres que presenten alguna situación de discapacidad. La separación del niño de sus padres y/o madres no podrá fundarse en la sola situación de discapacidad de éstos. 


En los procesos de separación del niño respecto de sus padres y/o madres o de quien lo tenga legalmente a su cuidado, el Estado procurará la no separación de los hermanos biológicos, y la no separación de los padres y/o madres adolescentes respecto de su hijo o hija. Con todo, estas medidas deberán considerar el interés superior de todos los niños involucrados.”.


A este artículo, se presentaron treinta y siete indicaciones, signadas con los Nos 116.a, 116.b, 116, 117, 118.a, 118.b, 118, 118 bis, 119, 120.a, 120.b, 120, 121, 121 bis, 121 ter, 122.a, 122, 122 bis, 123, 124.a, 124.b, 124, 125.a, 125.b, 125, 126.a, 126.b, 126, 127, 128, 129.a, 129.b, 129, 130, 131.a, 131.b y 131.
Inciso primero

Indicación Nº 116.a


116.a.- Del Honorable Senador señor Montes, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 20.- Vivir en familia. Todo niño tiene derecho a vivir en familia, cualquiera sea la composición de ésta, preferentemente en la de origen y completar así su adecuado desarrollo. El Estado tiene el deber de velar por la protección y reconocimiento de la familia del niño, cualquiera sea su composición.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente proposición, para reemplazar el texto de aquélla, por la siguiente redacción, la que sustituiría el inciso primero del artículo 20 del texto aprobado en general:


“Artículo...- Vivir en familia, Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a vivir en familia, preferentemente en la de origen, y completar así su adecuado desarrollo. El Estado tiene el deber de velar por la protección y reconocimiento de la familia del niño, niña o adolescente, cualquiera sea su composición.


Frente a tal propuesta, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, señaló que la única observación del Ejecutivo es el empleo del término “reconocimiento”, el que estiman debiese ser cambiado por el de “consideración”, a fin de que la familia sea tomada en cuenta por la institucionalidad en los distintos ámbitos y para las diferentes finalidades que procedan, sin que ello se circunscriba a uno solo propósito, como pudiera interpretarse a partir de la primera expresión.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, concordó con lo planteado por quien le antecedió en el uso de la palabra.


Por consiguiente, se sugirió que la proposición en comento adoptase la siguiente redacción.


“Artículo 27.- Derecho a vivir en familia. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a vivir en familia, preferentemente en la de origen, y completar así su adecuado desarrollo. El Estado tiene el deber de velar por la protección y consideración de la familia del niño, niña o adolescente, cualquiera sea su composición.”.


En votación la indicación N° 116.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, siguiendo el tenor previamente descrito.

Indicación Nº 116.b


116.b.- Del Honorable Senador señor De Urresti, para sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 20.- Artículo 20. Derecho a vivir en familia. Todo niño tiene derecho a vivir en familia, cualquiera sea su composición, preferentemente en la de origen, y completar así su adecuado desarrollo. El Estado tiene el deber de velar por la protección y reconocimiento de la familia del niño, cualquiera sea su composición.”.


En votación la indicación N° 116.b, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, bajo el mismo tenor final que la indicación N° 116.a.
Inciso segundo

Indicación Nº 116

116.- De la Ex Presidenta de la República, para sustituir la frase “Los órganos del Estado velarán por el ejercicio de este derecho cuando el niño no pudiere habitar con sus padres y/o madres, porque se encontrare privado de su libertad o sujeto”, por la oración “Los órganos del Estado velarán por el ejercicio de este derecho cuando el niño no pudiere habitar con sus padres y/o madres, porque aquél o éstos se encontraren privados de su libertad o sujetos”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la presente indicación.
Indicación Nº 117


117.- Del ex Senador señor Espina, para reemplazar la oración: “Los órganos del Estado velarán por el ejercicio de este derecho cuando el niño no pudiere habitar con sus padres y/o madres, porque se encontrare privado de su libertad o sujeto a algún régimen de tratamiento residencial, en conformidad con la ley y de un modo acorde con dichas circunstancias especiales”, por: “Los órganos del Estado velarán por el ejercicio de este derecho cuando el niño no pudiere vivir con sus padres, porque se encontrare privado de su libertad o sujeto a algún régimen de cuidado alternativo, en conformidad con la ley y de un modo acorde con dichas circunstancias especiales”.

En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente proposición, para reemplazar el texto de aquélla, por la siguiente redacción, la que sustituiría el inciso segundo del artículo 20 del texto aprobado en general:


“Los órganos del Estado velarán por el ejercicio de este derecho cuando el niño, niña o adolescente no pudiere habitar con sus padres y/o madres, porque se encontrare privado de su libertad o sujeto a algún régimen de cuidado alternativo, en conformidad con la ley y de un modo acorde con dichas circunstancias especiales. De igual manera velarán por el ejercicio de este derecho ante la separación del niño, niña o adolescente de sus padres y/o madres, por situaciones de catástrofes, emergencias o conflictos que impidan su cuidado.”.


En votación la indicación N° 117, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, siguiendo el tenor de la propuesta antes referida.

Indicaciones Nos 118.a y 118.b


118.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 118.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la expresión “sus padres y/o madres” por la siguiente: “su padre y/o madre”, las dos veces que aparece.


En votación las indicaciones Nos 118.a y 118.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en examen.
Indicación Nº 118

118.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar luego de la frase “cuando el niño no pudiere habitar con sus padres”, la expresión “y/o madres”. 


En votación la indicación No 118, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
Indicación Nº 118 bis


118 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la frase “privado de su libertad o sujeto a algún régimen de tratamiento residencial” por “sujeto a medidas o sanciones privativas de libertad o sujeto a algún régimen de cuidado alternativo”.


En votación la indicación N° 118 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, bajo idéntica redacción, en lo pertinente, que la indicación N° 117.
Indicación Nº 119

119.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar, luego de la frase “ante la separación del niño de sus padres”, la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 119, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
Inciso tercero

Indicaciones Nos 120.a y 120.b


120.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 120.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la expresión “sus padres y/o madres” por la siguiente: “su padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 120.a y 120.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en examen.
Indicación Nº 120

120.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 120, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
Indicación Nº 121


121.- Del ex Senador señor Espina, para intercalar, entre la voz “necesidad” y la conjunción “y”, la expresión “, proporcionalidad”.

En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente proposición, para reemplazar el texto de aquélla, por la siguiente redacción, la que sustituiría el inciso tercero del artículo 20 del texto aprobado en general:


“Ningún niño, niña o adolescente podrá ser separado de sus padres y/o madres, o de quien lo tenga legalmente a su cuidado, sin una orden judicial en la que se fundamente la necesidad y pertinencia de dicha medida de conformidad con las causales contempladas en la ley. La mera carencia de recursos materiales no podrá ser fundamento de la resolución que ordene la separación de un niño, niña o adolescente de su familia. Sólo en caso de acreditarse vulneración de derechos, el niño, niña o adolescente podrá ser incorporado a una modalidad temporal de cuidado alternativo que se ajuste a su propio interés superior, prefiriéndose las modalidades basadas en familia o una solución definitiva de cuidado en familia adoptiva, en conformidad con lo dispuesto en la ley. En ningún caso esta medida podrá fundamentarse en las categorías prohibidas de discriminación consagradas en el artículo 2º de la ley 20.609, que establece medidas en contra de la discriminación.”.

En votación la indicación N° 121, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, siguiendo el tenor de la propuesta antes descrita.

Indicación Nº 121 bis


121 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para intercalar, a continuación de la expresión “interés superior”, la frase “procurando siempre su desarrollo integral,”.


En votación la indicación N° 121 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, siguiendo el mismo tenor final que la indicación N° 121.
Indicación Nº 121 ter


121 ter.- Del Honorable Senador señor De Urresti, para agregar la siguiente oración final: “En ningún caso esta medida podrá fundamentarse en las categorías prohibidas de discriminación establecidas en el artículo 2º de la ley 20.609, que establece medidas en contra de la discriminación.”.


En votación la indicación N° 121 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, bajo idéntica redacción, en lo pertinente, que la indicación N° 121.
Inciso cuarto

Indicación Nº 122.a


122.a.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:


“Respecto de aquellos niños que se encuentren sujetos a cuidado alternativo, se procurará mantener al niño lo más cerca posible de su lugar de residencia habitual, a fin de facilitar el contacto con su familia y la posible revinculación con ella.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, propuso sustituir el inciso cuarto por el siguiente.

“Para cumplir con sus obligaciones de velar por el derecho a vivir en familia, los órganos del Estado en el ámbito de sus competencias tomarán en consideración las Directrices de Naciones Unidas sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, y los demás instrumentos internacionales de igual naturaleza.”.

Ante tal proposición, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, explicó que las Directrices de Naciones Unidas no son necesariamente vinculantes a nivel legal, como tampoco responden a los estándares existentes en cada país, en tanto ser herramientas de carácter general a nivel mundial.


En ese sentido, indicó que las Directrices vigentes sobre el particular, están recogidas en el texto de la indicación, en lo referente a procurar mantener al niño sujeto a una medida de cuidado alternativo, lo más cerca posible de su lugar de residencia habitual, a fin de facilitar el contacto con su familia y la posible revinculación

La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, a su turno, afirmó que el instrumento internacional en comento fija una hoja de ruta a los Estados respecto de las acciones a adoptar en este ámbito, de ahí que concuerde que con el contenido de la indicación del Ejecutivo.


En efecto, agregó, en la práctica, se dificulta considerablemente el trabajo con la familia de origen del niño sujeto a cuidado residencial, cuando la primera se encuentra en un lugar distante de donde se encuentra el segundo, lo que dificulta una revinculación familiar, generando que el niño pase más tiempo en una institución.


La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, por su parte, explicó que es en el debate acerca de la configuración del derecho a vivir en familia del niño, en donde se debe hacer referencia a las Directrices en cuestión, ya que precisamente en ellas se abordan las medidas que se deben adoptar en caso de que un niño se encuentre sujeto a una medida de cuidado alternativo, en lo que se refiere a derechos que asisten a aquél, procedimientos que se deben seguir al inicio, durante y al término de la medida, entre otros aspectos relevantes sobre el punto.

La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, previno que las Directrices en comento no son ratificadas por los Estados.


No obstante ello, resaltó, si se deja constancia de que las mismas se consideran como guías orientadoras, el Ejecutivo no tendría inconvenientes en su incorporación como referencia.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, sugirió añadir, además, el criterio temporal de que la medida de cuidado alternativo se extienda por el menor tiempo posible.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, para resolver lo previamente planteado, sugirió intercalar, en el texto de la indicación, entre las expresiones “se procurará mantener” y “al niño”, la frase “, por el menor tiempo posible”.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, concordó con la recomendación antes efectuada, por lo que solicitó a la Secretaría sugerir una redacción que refunda los elementos de la indicación con los de la propuesta inicialmente planteada por ella.


De ese modo, se recomendó que la redacción del inciso cuarto de la disposición en estudio siguiera el siguiente tenor:


“Respecto de aquellos niños, niñas y adolescentes que se encuentren sujetos a cuidados alternativos, se procurará mantener, por la menor cantidad de tiempo posible, al niño, niña o adolescente lo más cerca de su lugar de residencia habitual, a fin de facilitar el contacto con su familia y la posible revinculación con ella. Lo anterior, tomándose en consideración las Directrices de Naciones Unidas sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, niñas y adolescentes, y los demás instrumentos internacionales de igual naturaleza.”.

En votación la indicación N° 122.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, siguiendo el texto previamente descrito.

Indicaciones Nos 122 y 122 bis


122.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, y 122 bis.- del Honorable Senador señor Chahuán, para eliminarlo.


En votación las indicaciones Nos 122 y 122 bis, la Comisión, por dos votos en contra de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes, y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Von Baer, las rechazó.

Inciso quinto

Indicación Nº 123

123.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazarlo por el siguiente:


“El Plan de Acción de la Política Nacional de la niñez contendrá un plan intersectorial que integrará políticas que favorezcan las funciones y deberes que desarrollan respecto del niño, los padres y las personas a cuyo cuidado se encuentren legalmente y, en especial, la conciliación del trabajo con la vida familiar. En la adopción de acciones afirmativas para estos fines, se deberá tener en especial consideración a los padres que presenten alguna situación de discapacidad. La separación del niño de sus padres no podrá fundarse en la sola situación de discapacidad de éstos.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, propuso separar su contenido en dos incisos distintos, del siguiente tenor:


“Para estos efectos, el Plan de Acción de la Política Nacional de la Niñez y Adolescente contendrá un plan intersectorial que integrará políticas que favorezcan las funciones y deberes que desarrollan, respecto del niño, niña o adolescente, los padres y/o madres y las personas a cuyo cuidado se encuentren legalmente y, en especial, la conciliación del trabajo con la vida familiar.


En la adopción de acciones afirmativas para estos fines, se deberá tener en especial consideración a los padres y/o madres que presenten alguna situación de discapacidad. La separación del niño, niña o adolescente de sus padres y/o madres no podrá fundarse en la sola situación de discapacidad de éstos.”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, expresó que sólo tiene dos observaciones respecto de la proposición en comento. En primer lugar, sugirió cambiar, en el primer inciso, el término “responsabilidades” por “deberes”, y en el segundo inciso, recomendó eliminar la expresión “sola”, tal como lo dispone la indicación N° 127.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, concordó con las enmiendas sugeridas por quien le antecedió en el uso de la palabra.


En virtud de ello, se dejó constancia de que la indicación en estudio sería reemplazada por dos incisos, que pasarían a ser incisos quinto y sexto del artículo en examen, los que revestirían la siguiente redacción:


“Para estos efectos, el Plan de Acción de la Política Nacional de la Niñez y Adolescencia contendrá un plan intersectorial que integrará políticas que favorezcan las funciones y deberes que desarrollan, respecto del niño, niña o adolescente, los padres y/o madres y las personas a cuyo cuidado se encuentren legalmente y, en especial, la conciliación del trabajo con la vida familiar.

En la adopción de acciones afirmativas para estos fines, se deberá tener en especial consideración a los padres y/o madres que presenten alguna situación de discapacidad. La separación del niño, niña o adolescente de sus padres y/o madres no podrá fundarse en la situación de discapacidad de éstos.”.

En votación la indicación N° 123, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, siguiendo el tenor de la propuesta previamente descrita.

Indicaciones Nos 124.a y 124.b


124.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 124.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la locución “los padres y/o madres” por la siguiente: “el padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 124.a y 124.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en examen.
Indicación Nº 124

124.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar, luego de la frase “que desarrollan respecto del niño los padres”, la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 124, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
Indicaciones Nos 125.a y 125.b


125.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 125.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la expresión “a los padres y/o madres” por la siguiente: “a el padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 125.a y 125.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en examen.
Indicación Nº 125

125.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar, luego de la frase “se deberá tener en especial consideración a los padres”, la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 125, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
Indicaciones Nos 126.a y 126.b


126.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 126.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la expresión “sus padres y/o madres” por la siguiente: “su padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 126.a y 126.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en examen.
Indicación Nº 126

126.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar, luego de la frase “La separación del niño de sus padres”, la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 126, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
Indicación Nº 127

127.- Del ex Senador señor Espina, para eliminar el término “sola”.

En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que la misma ya se recogió sin enmiendas, en lo pertinente, del texto resultante de la indicación N° 123.


En votación la indicación N° 127, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó.

Inciso sexto

Indicación Nº 128

128.- Del ex Senador señor Espina, para sustituirlo por el siguiente: 


“En los procesos de separación del niño respecto de sus padres o de quien lo tenga legalmente a su cuidado, el Estado resguardará la no separación de los hermanos biológicos, salvo que la medida sea fundamentada, necesaria y pertinente conforme al interés superior de los niños involucrados.”.

En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, propuso reemplazar su texto por otro del siguiente tenor, que pasaría ser el inciso séptimo del artículo en estudio:


“En los procesos de separación del niño, niña o adolescente respecto de sus padres y/o madres, o de quien lo tenga legalmente a su cuidado, el Estado resguardará la no separación de los hermanos y la no separación de los padres y/o madres adolescentes respecto de sus hijos o hijas, salvo que la medida sea fundamentada, necesaria y pertinente conforme al interés superior de los niños involucrados.”.


En votación la indicación N° 128, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, siguiendo la redacción previamente descrita.

Indicaciones Nos 129.a y 129.b


129.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 129.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la expresión “sus padres y/o madres” por la siguiente: “su padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 129.a y 129.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en examen.
Indicación Nº 129

129.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar, luego de la expresión “En los procesos de separación del niño respecto de sus padres”, la siguiente frase: “y/o madres”. 


En votación la indicación No 129, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
Indicación Nº 130

130.- De la Ex Presidenta de la República, para eliminar la palabra “biológicos”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que la misma ya se recogió sin enmiendas, en lo pertinente, del texto resultante de la indicación N° 128.


En votación la indicación N° 130 la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó.

Indicaciones Nos 131.a y 131.b


131.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 131.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la locución “de los padres y/o madres adolescentes” por la siguiente: “del padre y/o madre adolescente”.


En votación las indicaciones Nos 131.a y 131.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en examen.
Indicación Nº 131

131.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar, luego de la frase “y la no separación de los padres”, la expresión “y/o madres”.

En votación la indicación No 131, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
- - - - - -

Nuevos incisos finales

Con posterioridad al examen de las indicaciones recaídas a la presente disposición, se consigna que la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió acerca de la incorporación de un inciso final a este artículo, propuesto por la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, del siguiente tenor:


“Los órganos de la Administración del Estado adoptarán las medidas necesarias para prevenir y combatir traslados y retenciones ilícitas de niños, niñas y adolescentes en el extranjero, sea por parte de sus progenitores, padres, tutor legal o por cualquier tercero. Asimismo, celebrarán o suscribirán al efecto, los acuerdos bilaterales, multilaterales o la adhesión a acuerdos vigentes con países, delegaciones extranjeras u organizaciones no gubernamentales.”.

Ante esta propuesta, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, manifestó sus reparos a la incorporación de la misma al articulado.


Lo anterior, agregó, desde una perspectiva práctica de la política pública en este ámbito. 


En efecto, indicó que existen mujeres que, frente a violencia por parte de sus parejas o cónyuges, escapan a nuestro país, sacando a sus hijos irregularmente del Estado de origen. En Chile, añadió, se tratan de otorgar facilidades para que puedan solucionar sus problemas, dentro de los márgenes que el ordenamiento otorga, lo que muchas veces no impide que las mismas deban volver a su país a cumplir sanciones.


Atendido lo anterior, y sin perjuicio de estar completamente a favor de prohibir con el máximo énfasis la trata de niños, niñas y adolescentes, señaló que su incorporación, en este punto, generaría una obligación explícita del Estado en estas materias, lo que pudiese conllevar problemas en el ámbito internacional, justamente por las consideraciones antes expuestas.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, por su parte, señaló que Chile suscribió el respectivo Convenio de la Haya que regula estas materias, en virtud del cual se puede rechazar una demanda de secuestro internacional cuando el motivo de la retención, aun cuando sea ilícita, sea una violación estructural o institucional de Derechos Humanos en el país de origen.


En ese sentido, indicó que, recientemente, en el año 2019, él dictó un fallo al respecto, en el caso de un niño venezolano cuya madre lo retuvo ilícitamente y se trasladó con él a nuestro país. Así, precisó que, no obstante la ilicitud en cuestión, se falló en favor de esta última en tanto no existían las condiciones suficientes en Venezuela, en términos de protección a los derechos humanos, para que el menor retornara.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, observó que, en tanto ya regularse por el mencionado instrumento internacional el particular, y, además, haberse hecho la remisión. a lo largo de todo el articulado del proyecto, a los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, estimó que no sería necesario regular esta materia expresamente acá, en tanto las especificidades del punto estar contenidas en otros cuerpos normativos.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, replicó sosteniendo que se necesite abordar en esta iniciativa el tópico en comento, en tanto tratarse de un proyecto que pretende reforzar el ámbito de protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, propuso agregar, luego del nuevo inciso final en examen, otro del siguiente tenor, a fin de superar las aprensiones antes expresadas:


“Con todo, lo señalado en el inciso anterior no obstará a la adopción de medidas en la protección de los niños, niñas y adolescentes.”.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, reiteró que, si bien entiende que el precepto en cuestión pretende disponer de medidas en contra de las retenciones y secuestros ilegales a otros países, cuestión que el Ejecutivo por cierto apoya, entiende que no es conveniente dejar demasiado regulado el particular, en tanto ya existe legislación que aborda estas materias en concreto.


En esa línea, resaltó, casos como el que a continuación describirá, generarían inconvenientes de normar con demasiado detalle estos temas.


En efecto, indicó que hace un tiempo, salió la luz un caso en el que una chilena se casó con un suizo, en el cual ambos se radicaron en el país de este último, en donde tuvieron hijos, los cuales objeto de abusos sexuales por parte del padre.


Ante tal situación, añadió, la madre toma a sus hijos y sale del país con visa turista, por lo que formalmente se trata de una retención ilícita de los niños.


De ese modo, el padre presenta la respectiva demanda en Suiza, por lo que se ordena a la madre volver al país europeo a cumplir con su sanción, mientras que los hijos vuelven a estar en manos del vulnerador, lo que es, evidentemente, un cuadro desgarrador.


Tales hipótesis, resaltó, son las que deben ser analizadas cautelosamente antes de disponer de una regla especial en este contexto.

La Honorable Senadora señora Von Baer, señaló no contar con todos los elementos para tomar una determinación sobre esta materia, la que es altamente compleja y sensible.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que no existe controversia respecto del cumplimiento de la normativa internacional, por lo que la cuestión para resolver este debates sería de qué modo se abordan las situaciones excepcionales en este ámbito, como el caso previamente descrito.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, resaltó que el propósito de la norma en examen es establecer el deber de adopción de medidas para prevenir y combatir las retenciones ilícitas, en consideración de que los casos excepcionales ya cuentan con la normativa internacional pertinente, ratificada por Chile, para su resolución.


En seguida, se manifestó a favor de la proposición efectuada por la Honorable Senadora señora Rincón.

Posteriormente, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en conjunto con los Honorables Senadores señores Montes y Quintana, presentaron la siguiente propuesta para resolver este punto.


“Es obligación del Estado adoptar todas las medidas necesarias para prevenir, y combatir los traslados ilícitos y la retención ilícita de niños, niñas y adolescentes en el extranjero, realizados por su padre, su madre, representantes legales, cuidadores, o terceras personas, y prestar toda la ayuda necesaria a los afectados con el objeto de poner fin a dicha vulneración de derechos y lograr la reunificación familiar.


En particular, la Administración del Estado suscribirá acuerdos bilaterales o multilaterales o adherirá a los acuerdos existentes con otros Estados, o con organizaciones no gubernamentales que colaboren en la prevención y solución de traslados y retenciones ilícitas de niños, niñas y adolescentes.”.

La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó que el Ejecutivo se encuentra, en principio, de acuerdo con esta última proposición, sugiriendo sólo añadir, en el último inciso propuesto, luego del término “suscribirá”, la expresión “, cuando corresponda,”.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, manifestó su respaldo al agregado sugerido por quien le precedió en el uso de la palabra.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó los incisos previamente descritos, incorporando la enmienda antes descrita.

Se consigna que, producto de la reordenación de los artículos que experimentó el proyecto de ley, el artículo 20 del texto aprobado en general quedó consignado como artículo 27.
- - - - - -

NUEVA DISPOSICIÓN

Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió la incorporación, luego del precepto antes analizado, la siguiente disposición relativa a los derechos sexuales de los niños, niñas y adolescentes.


“Artículo …- Derechos sexuales. Los niños, niñas y adolescentes serán protegidos contra cualquier tipo de coacción, con móvil discriminatorio, por razones de orientación sexual, identidad o expresión de género. Los órganos de la Administración crearán y fomentarán programas sobre los derechos sexuales y respeto a la diversidad de los niños, niñas y adolescentes, que incluya, en su caso, el acompañamiento social a quienes lo soliciten, sin perjuicio de la posibilidad del servicio a ofrecerlos libremente.”.

En discusión esta propuesta, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, indicó que, si bien el Ejecutivo respalda esta proposición, estima que la misma repetiría lo consagrado en el artículo 8, ya aprobado, y en el artículo 31 del texto aprobado en general de la iniciativa.


Sin perjuicio de lo anterior, añadió, los programas de derechos sexuales constituirían una nueva atribución a los órganos del Estado, sin perjuicio de ser, asimismo, un nuevo derecho dentro del listado recogido en la Convención.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que, por ende, el problema del precepto no es de fondo, sino de la ubicación del contenido del mismo.


De ese modo, sugirió que la propuesta en examen se contemplara como inciso quinto del artículo 36 referente al derecho de protección contra la violencia, bajo el siguiente tenor:


“Los niños, niñas y adolescentes serán protegidos de cualquier tipo de violencia sexual o coacción por razones de orientación sexual, identidad o expresión de género. Los órganos de la Administración, en el ámbito de sus competencias, difundirán información sobre su derecho a la indemnidad sexual, sobre la salud, la seguridad y el auto cuidado afectivo y sexual, y el respeto a la diversidad, de acuerdo a las diferentes etapas de su desarrollo.”.

La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, resaltó que, con independencia de la proposición que se adopte, la protección en contra de la violencia sexual o coacción, debiese ser por cualquier tipo de razón, no sólo por circunstancias relativas a la orientación sexual, identidad o expresión de género del niño, por lo que sugirió incorporar, en lo pertinente, el vocablo “entre otras”.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, concordó con la sugerencia efectuada por quien le antecedió en el uso de la palabra.


La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, expresó que prefiere conservar la primera propuesta efectuada en este punto, en tanto estimar que la misma es más precisa y clara.


De igual modo, propuso incorporar la siguiente oración final: “Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10 de la presente ley.”.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, a partir de los planteamientos antes expresados, sugirió mantener el tenor de la propuesta original, agregando la incorporación señalada por el Ejecutivo y añadiendo la última proposición de la Honorable Senadora señora Von Baer, quedando todo lo anterior recogido como inciso quinto del artículo referente al derecho de protección contra la violencia.


Se hizo presente que el inciso en cuestión resultaría del siguiente tenor:


“Los niños, niñas y adolescentes serán protegidos contra cualquier tipo de coacción, con móvil discriminatorio, por razones de orientación sexual, identidad o expresión de género, entre otras. Los órganos de la Administración crearán y fomentarán programas sobre los derechos sexuales y respeto a la diversidad de los niños, niñas y adolescentes, que incluya, en su caso, el acompañamiento social a quienes lo soliciten, sin perjuicio de la posibilidad del servicio a ofrecerlos libremente. Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10 de la presente ley.”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la proposición antes descrita, quedando dicho inciso contemplado como inciso quinto del artículo 36.
REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, por una parte, y la Honorable Senadora señora Von Baer, por otra, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las propuestas de enmienda que a continuación se pasan a describir.


La primera proposición, elimina, del presente inciso la siguiente oración: “Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10 de la presente ley.”.

En discusión esta propuesta, la Honorable Senadora señora Von Baer, resaltó lo necesario que resulta que, en programas de educación sexual, los niños sean acompañados y guiados por sus padres, siendo ello un factor de relevancia, especialmente cuando, además se les quiere proteger de cualquier tipo de acciones con móviles discriminatorios


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, por su parte, calificó como desproporcionada a la inclusión de la frase en cuestión en este punto, ya que no hay ninguna privación al derecho y deber de los padres a educar a sus hijos, toda vez que esta prerrogativa parental se encuentra expresamente consagrada como un principio que inspira todo el articulado del proyecto.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, aprobó la propuesta supresiva en cuestión.


La segunda proposición, agrega la siguiente oración final en el inciso en examen: “Lo anterior no podrá atentar de forma alguna el derecho que tienen los padres a educar a sus hijos, en el resguardo y protección del interés superior del niño.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, rechazó la propuesta en referencia.


Sin perjuicio de lo anterior, y a partir de la aprobación de la supresión previamente descrita, la Comisión, en virtud de la citada norma reglamentaria, procedió a someter nuevamente a votación la totalidad del presente inciso quinto, aprobándose por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.
- - - - - -

ARTÍCULO 21


El artículo 21 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 21.- Derecho a ser oído. Todo niño tiene derecho a que sus opiniones sean oídas y debidamente consideradas, de acuerdo con el desarrollo de sus facultades, en los procedimientos o actuaciones administrativas o judiciales en que se decida sobre alguna cuestión particular cuya determinación pueda afectar sus derechos o intereses, especialmente en el ámbito familiar, escolar, sanitario, comunitario, administrativo y/o judicial. 


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, velarán para que en los procedimientos en que participe directamente un niño existan medios adecuados a su edad y madurez, con el objeto que éste pueda formarse un juicio propio y pueda expresarlo. Especialmente, velarán por el empleo de un lenguaje y entrega de información necesaria de un modo adecuado a su capacidad de entendimiento y procurarán que se tengan en cuenta las necesidades lingüísticas de los niños pertenecientes a grupos que lo requieran.


Los órganos del Estado deberán establecer mecanismos efectivos para garantizar este derecho en los procedimientos administrativos y judiciales.


Los establecimientos educacionales, de salud o cualquier otra institución que provea servicios destinados a la protección o satisfacción de los derechos del niño deberán disponer los medios para oír efectivamente a los niños cuyos derechos estén siendo afectados. Cuando no sea posible atender a las opiniones del niño, la autoridad respectiva deberá explicarle de un modo comprensible las razones de ello y dejar constancia fundada de esta decisión, en la resolución respectiva.”.

A este artículo, se presentaron dos indicaciones, signadas con los Nos 131 bis y 132.a.
Inciso primero

Indicación Nº 131 bis


131 bis.- Del Honorable Senador señor Galilea, para agregar, a continuación de la expresión “facultades,”, lo siguiente: “edad y madurez,”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, presentó una propuesta, respaldada por la Asociación Nacional de Magistrados, para sustituir el inciso primero en cuestión, por el siguiente:

“Artículo ...- Derecho a ser oído. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a que sus opiniones sean oídas y debidamente consideradas, de acuerdo con su edad, madurez y grado de desarrollo, y en cualquier caso, a partir de los catorce años de edad, en los procedimientos o actuaciones administrativas o judiciales en que se decida sobre alguna cuestión particular cuya determinación pueda afectar sus derechos o intereses, especialmente en el ámbito familiar, escolar, sanitario, comunitario, administrativo y/o judicial. En el ejercicio del derecho se resguardarán las condiciones de discreción, intimidad, seguridad, recepción de apoyo, libertad y adecuación de la situación.”.

La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, manifestó que el reparo del Ejecutivo a la aludida proposición dice relación la referencia a los catorce años de edad, en tanto se fija dicho rango etario como un límite a partir del cual, siempre y en todo caso se debe escuchar la opinión del niño, lo que no siempre es posible.


En efecto, destacó, un menos que presente un grave retraso en su desarrollo, no podrá emitir tal opinión a tal edad.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, indicó que la alusión en cuestión trata de hacer la diferenciación entre el niño o niña, y el adolescente.


En tal sentido, añadió, el punto en comento sólo pretende evitar que los niños no sean oídos incluso cuando tengan la edad para ello.


Por último, resaltó que la situación descrita por el Ejecutivo se trata de una hipótesis excepcional, de ahí que no pueda ser entendida como regla general.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que el problema aparece por la laxitud de la redacción, la que da a entender que todos los niños a partir de los catorce años deben ser escuchados, sin considerar las excepciones que se pueden presentar, por ejemplo, por razones de discapacidad.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, en esa línea, señaló que es perfectamente posible que un niño de, por ejemplo, doce años ya cuente con la madurez suficiente para que su opinión sea considerada, por lo que no resulta conveniente establecer aquí una referencia a un determinado rango etario.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, coincidió con quien le precedió en el uso de la palabra, precisando, además, que el derecho a ser oído efectivamente es un imperativo, el cual, para su ejercicio, debe considerar, entre otros factores, la edad del niño, criterio ya recogido en la propuesta.


De ahí, que coincidió que es más razonable fijar un estándar general, que la disposición de un límite concreto.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, en el mismo sentido, observó que, por cierto, el niño siempre debe ser escuchado, para lo cual se deben considerar los criterios expuestos en el texto de la propuesta, sin que sea necesario fijar una edad específica.


La Honorable Senadora señora Von Baer, manifestó que la redacción de la proposición sugiere que, en cualquier caso, todo niño de catorce años debe ser oído, por lo que genera un verdadero quiebre para el ejercicio de este derecho.


Por el contrario, agregó, lo más razonable sería que el mismo se ejerciera de manera progresiva, de acuerdo a la madurez y condiciones que presenta el niño.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, resaltó que en la Región del Maule hay una persona de veintisiete años de edad que es considerada, para efectos jurídicos, como un niño, en atención de sus condiciones, lo que le impediría, en este caso, emitir su opinión.


De ese modo, añadió, una regla categórica en este ámbito no sería razonable.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, a su turno, explicó que la regla en examen busca enfatizar que, especialmente, desde los catorce años de edad en adelante sea escuchada la opinión del niño cuando sus condiciones lo permitan.


Ello, agregó, a fin de que tal prerrogativa no sea inobservada, como en muchos casos en la actualidad.


Lo anterior, resaltó, sin perjuicio de que todos los niños deban ser escuchados en los procedimientos judiciales o administrativos en que se vean envueltos.


La Honorable Senadora señora Von Baer, señaló que el artículo en discusión ya consagra el derecho de los niños a que sus opiniones sean siempre oídas, de acuerdo a su edad, madurez y grado de desarrollo.


En tal sentido, reparó que incluso el establecimiento de un límite puede generar un efecto contrario al deseado, a saber, que los niños menores de catorce años de edad no sean oídos, escudándose las autoridades en tal rango etario para considerar que los niños no tienen la edad necesaria para ser escuchados.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, coincidió con el planteamiento previamente expuesto.


La Honorable Senadora señora Von Baer, subrayó que si al día de hoy no se está verificando la observancia del derecho en análisis, precisamente para revertir esta situación es que se está debatiendo la presente Ley de Garantías, confiando que, con el articulado de la misma, la práctica judicial al respecto cambie, debiendo los órganos jurisdiccionales escuchar y considerar la opinión de los niños.


De lo contrario, afirmó, no existiría confianza en la judicatura si quiera respecto del contenido de las sentencias que se dictan.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que a partir de los planteamientos antes vertidos, sería recomendable que se eliminare de la proposición la referencia al rango etario en comento, estimándose más adecuado que la opinión de los niños sea debidamente considerada a partir de su edad y otros factores relevantes en su desarrollo.


De acuerdo a lo previamente sostenido, se sugirió que la proposición en examen sustituyera al texto de la indicación, a fin de reemplazar el inciso primero en debate por el siguiente:


“Artículo 28.- Derecho a ser oído. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a que sus opiniones sean oídas y debidamente consideradas, de acuerdo con su edad, madurez y grado de desarrollo, en los procedimientos o actuaciones administrativas o judiciales en que se decida sobre alguna cuestión particular cuya determinación pueda afectar sus derechos o intereses, especialmente en el ámbito familiar, escolar, sanitario, comunitario, administrativo y/o judicial. En el ejercicio del derecho se resguardarán las condiciones de discreción, intimidad, seguridad, recepción de apoyo, libertad y adecuación de la situación.”.

En votación la indicación N° 131 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la aprobó con modificaciones, siguiendo la redacción previamente descrita.
Incisos segundo, tercero y cuarto

Indicación Nº 132.a


132.a.- De S.E. el Presidente de la República, para modificarlos de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “edad y madurez” por “edad, madurez y grado de desarrollo”.


b) Intercálase en el inciso tercero, a continuación de la palabra “deberán”, la expresión “, en el ámbito de sus competencias,”.


c) Elimínase en el inciso final la frase “, en la resolución respectiva”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó estar de acuerdo con su contenido, sin perjuicio de precisar que en las letras a) y c), se debiese modificar la nomenclatura empleada en los incisos segundo y cuarto de este precepto, a fin de que en tales preceptos se hiciera referencia a los niños, niñas y adolescentes.


En votación la indicación N° 132.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la aprobó con modificaciones, contemplando, además de sus enmiendas, la sustitución, en los incisos pertinentes, de los términos “niño” y “niños” por las expresiones “niño, niña o adolescente” y “niños, niñas y adolescentes”, respectivamente.

- - - - - -

Nuevo inciso tercero


Con posterioridad al examen de las indicaciones recaídas a la presente disposición, se consigna que la Comisión debatió acerca de la incorporación de un inciso tercero a este artículo, propuesto por la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, del siguiente tenor:


“Los niños, niñas y adolescentes podrán manifestar su opinión por sí mismos o a través de la persona que designen. En los casos en que esto no fuere posible, los órganos de la Administración o la autoridad judicial dispondrán de las medidas necesarias, presenciales o electrónicas, para el cumplimiento del derecho.”.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, manifestó la aprobación del Ejecutivo respecto de la proposición en análisis, con la sola observación de que el término “electrónicas” debiese ser reemplazado por la expresión “remotas”, a fin de que la comunicación se pudiese realizar por cualquier medio no presencial.


En votación la propuesta en referencia, la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la aprobó, con la modificación antes descrita.


Se consigna que, producto de la reordenación de los artículos que experimentó el proyecto de ley, el artículo 21 del texto aprobado en general quedó consignado como artículo 28.
- - - - - -

ARTÍCULO 22


El artículo 22 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 22.- Libertad de expresión y comunicación. Todo niño tiene derecho a expresar y difundir libremente sus opiniones, sin censura previa, a través de cualquier medio, con las restricciones que establezca la ley. Cuando se encuentre impedido de expresarlas por sí mismo podrá hacerlo mediante sus representantes legales o la persona que designe para tal efecto.


Los niños tienen derecho a buscar, recibir y utilizar la información en cualquier medio, especialmente aquella contenida en soportes digitales, de una forma adaptada a cada etapa de su desarrollo, que les permita actuar en estos medios de un modo seguro y responsable.


Los prestadores de servicios de telecomunicaciones entregarán información dirigida a los niños para identificar situaciones de riesgo derivadas del uso de las nuevas tecnologías de la información y comunicación, así como las habilidades, herramientas y estrategias para afrontarlas y protegerse de ellas.


Los órganos del Estado, velarán para que sus mensajes dirigidos a los niños promuevan los valores de libertad, igualdad, solidaridad, no discriminación arbitraria, solución pacífica de los conflictos, respeto a todas las personas, y se eviten imágenes de violencia, explotación, tratos degradantes, sexismo o discriminación.


Los órganos del Estado fomentarán la comunicación audiovisual para los niños en situación de discapacidad, así como el uso de buenas prácticas, con el fin de evitar cualquier discriminación o repercusión negativa a su respecto. Por su parte, los prestadores de servicios de telecomunicaciones, en sus diversas especies, fomentarán la comunicación audiovisual para los niños en situación de discapacidad en los medios.”.

A este artículo, se presentaron veintitrés indicaciones, signadas con los Nos 132, 133.a, 133.b, 133.c, 133.d, 133, 133 bis134, 135, 135 bis, 135 ter, 136.a, 136.b, 136, 136 bis, 137, 137 bis, 138, 139, 140, 141, 141 bis y 142.
Inciso primero
Indicación Nº 132


132.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la frase “que establezca la ley”, por la siguiente: “establecidas en la Constitución y las leyes”. 


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que, sin perjuicio de estar de acuerdo con ella, la misma debiese, además, considerar la sustitución del término “Todo niño tiene”, por el vocablo “Los niños, niñas y adolescentes tienen”.


En votación la indicación N° 132, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la aprobó con modificaciones, contemplando, además de su enmienda, la sustitución antes descrita.

Inciso segundo
Indicaciones Nos 133.a, 133.b y 133.c


133.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, 133.b.- de la Honorable Senadora señora Von Baer, y 133.c.- del Honorable Senador señor Chahuán, para suprimirlo.


En discusión estas indicaciones, la Honorable Senadora señora Von Baer, expresó que la propuesta de eliminación del presente inciso dice relación, en su opinión, con el hecho de que dicho precepto se configura en términos demasiado amplios, en tanto dispone que los niños puedan buscar, recibir y utilizar información en cualquier medio, especialmente la contenida en soportes digitales.


En esa línea, resaltó que, justamente, en el uso de estos últimos dispositivos o plataformas, se precisa de la supervisión de los padres.


En una primera votación de las indicaciones Nos 133.a, 133.b y 133.c, se verificó el siguiente resultado: dos votos en contra de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes, una abstención del Honorable Senador señor Galilea y un voto a favor de la Honorable Senadora señora Von Baer, las rechazó.


En virtud de lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, se procedió a repetir la votación, verificándose idéntico resultado, por lo que, en conformidad con dicha disposición reglamentaria, las indicaciones Nos 133.a, 133.b y 133.c fueron rechazadas por tres votos en contra y uno a favor.

Indicación Nº 133.d


133.d.- Del Honorable Senador señor Galilea, para agregar, después de la expresión “Los niños”, la siguiente frase: “, bajo la supervisión de sus padres o quien tiene a cargo su cuidado”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Montes, expresó que, si bien entiende que el niño deba tener acceso a la información, los padres tienen la prerrogativa de restringir determinados contenidos en atención al grado de desarrollo, madurez y edad del niño.


En esa línea, señaló que cualquier interpretación que impidiera ejercer tal facultad parental, a su juicio, sería inapropiada.


El Honorable Senador señor Galilea, coincidió con el planteamiento sostenido por quien le antecedió en el uso de la palabra.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, posteriormente, efectuó la siguiente proposición, sustitutiva del texto de la indicación, a fin de reemplazar el inciso segundo en debate por el siguiente:


“Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a buscar, recibir y utilizar la información en cualquier medio, adecuada a su edad, madurez y grado de desarrollo, especialmente contenida en soportes digitales, que les permita actuar en estos medios de un modo seguro y responsable.”.


Sin perjuicio de lo anterior, concordó con los planteamientos de los Honorables Senadores señores Montes y Galilea, respecto de la necesidad de incluir en este punto el derecho de los padres a supervisar el contenido de la información a la que acceden los niños.


Lo anterior, agregó, entre otras razones, ya que son los padres quienes pagan los servicios respectivos que proveen los medios a partir de los cuales los menores extraen tal información.


El Honorable Senador señor Montes, precisó que se debe procurar que no se disponga que el acceso al contenido deba siempre contar con la supervisión de los padres.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, coincidió con lo afirmado por quien le antecedió en el uso de la palabra, expresando que no es necesario, para que el niño acceda la información, la supervisión de los padres, sino que tal facultad es ejercida durante el proceso informativo, siendo ello un elemento de la esencia del derecho.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, recomendó, a fin de recoger los planteamientos previamente descritos, incorporar al inciso la siguiente oración final:


“Lo anterior, sin perjuicio de la supervisión que de ello puedan hacer sus padres y/o madres o quien tenga a cargo su cuidado.”.


En consecuencia, se hizo presente que la redacción final del inciso quedaría contemplada bajo el siguiente tenor:


“Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a buscar, recibir y utilizar la información en cualquier medio, adecuada a su edad, madurez y grado de desarrollo, especialmente contenida en soportes digitales, que les permita actuar en estos medios de un modo seguro y responsable. Lo anterior, sin perjuicio de la supervisión que de ello puedan hacer sus padres y/o madres o quien tenga a cargo su cuidado.”.


En votación la indicación N° 133.d, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente descritos.

Indicación Nº 133


133.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “Los niños tienen”, por la siguiente: “El niño tiene”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que la misma ya estaría recogida en el texto aprobado en la propuesta anterior, en donde se dispuso la nomenclatura adoptada en todo el articulado de la iniciativa, a saber “niños, niñas y adolescentes”.


En votación la indicación N° 133, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la aprobó con modificaciones, del modo antes referido.

Indicación Nº 133 bis


133 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la expresión “la información en cualquier medio, especialmente aquella contenida en soportes digitales, de una forma adaptada a cada etapa de desarrollo” por la frase “información en cualquier medio, adecuada a su edad, madurez y grado de desarrollo, especialmente aquella contenida en soportes digitales,”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que la misma se recogió, en idénticos términos, en la redacción final de la indicación N° 133.d.


En consecuencia, aquélla ya se encontraría aprobada sin enmiendas.


En votación la indicación N° 133 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la aprobó.
Indicación Nº 134


134.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para intercalar, entre la palabra “responsable” y el punto aparte, la siguiente frase: “, sin perjuicio del derecho preferente y deber de los padres de educar a sus hijos”.


En votación la indicación N° 134, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la aprobó con modificaciones, en los mismos términos, en lo pertinente, que el texto final de la indicación N° 133.d.
Indicación Nº 135


135.- Del ex Senador señor Espina, para intercalar, entre la expresión “responsable” y el punto aparte, la frase: “, considerando el derecho y deber preferente de los padres de educar a sus hijos”.


En votación la indicación N° 135, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la aprobó con modificaciones, en idénticos términos, en lo pertinente, que el texto resultante de la indicación N° 133.d.

Inciso tercero
Indicaciones Nos 135 bis y 135 ter


135 bis.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 135 ter.- del Honorable Senador señor Chahuán, para eliminarlo.

En discusión estas indicaciones, la Honorable Senadora señora Von Baer, expresó no estar de acuerdo con la supresión por ellas propuesta, ya que el inciso en cuestión pretende otorgar información a las personas que están a cargo del cuidado de los niños. En ese sentido, añadió, es relevante que aquéllas cuenten con todo el apoyo posible respecto del uso de nuevas tecnologías, a fin de guiar a los niños, niñas y adolescentes en el uso de estas últimas.

El Honorable Senador señor Montes, sin perjuicio de expresar su respaldo a que los prestadores de servicios de telecomunicaciones deben brindar orientaciones mínimas en este ámbito, señaló que estas compañías también deben desplegar acciones que den cuenta de su preocupación por el desarrollo de los niños, especialmente respecto de los contenidos a los que los menores acceden, debiendo disponer de filtros parentales al respecto.


El Honorable Senador señor Galilea, expresó que existen plataformas como Facebook que, dentro de sus condiciones de uso, exigen al usuario declarar que tiene una determinada edad, obligación que es burlada por lo menores por medio de un click, por lo que se deben analizar la posibilidad de contar con medidas de control adicionales.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que situaciones como las descritas previamente se han verificado incluso respecto de aplicaciones de delivery, en donde los niños mienten sobre su edad a fin de poder acceder, por ejemplo, a bebidas alcohólicas, sin que el repartidor en cuestión se preocupe mayormente de cerciorarse si aquéllos son o no mayores de dieciocho años.


Por todas estas situaciones, agregó, es que la supervisión de los padres resulta fundamental.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, por su parte, precisó que esta materia se encuentra regulada más adelante en el articulado, en lo referente a las normas que abordan al niño como consumidor de bienes y servicios.


De ese modo, indicó que el precepto en examen sólo dice relación con limitaciones a la libertad de información, referentes a los riesgos en el uso de nuevas tecnologías.


En votación las indicaciones Nos 135 bis y 135 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, las rechazó.

Indicación Nº 136.a


136.a.- De S.E. el Presidente de la República, para agregar, a continuación de la frase “entregarán información”, la frase “de interés social y cultural”.


En discusión esta indicación, la Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, expresó que la información en este contexto es sólo la relativa a los resguardos y cautelas en el uso de tecnologías modernas, por lo que la propuesta en comento no resultaría adecuada.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, coincidió con lo sostenido por quien le antecedió en el uso de la palabra.


En votación la indicación No 136.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la rechazó.

Indicación Nº 136.b


136.b.- Del Honorable Senador señor Galilea, para sustituir la frase “dirigida a los niños” por la que sigue: “a los padres o a quien tiene a cargo su cuidado”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente proposición sustitutiva del inciso tercero en examen, en donde se dispone que se otorgue información, en este ámbito, tanto a padres como a los niños, sin perjuicio de recoger, además, los elementos considerados por la indicación en análisis.


“Los prestadores de servicios de telecomunicaciones entregarán información especialmente dirigida a los niños, niñas y adolescentes, como también a los padres y/o madres o a las personas que los tengan a su cuidado, para identificar situaciones de riesgo derivadas del uso de las nuevas tecnologías de la información y comunicación, así como las habilidades, herramientas y estrategias para afrontarlas y protegerse de ellas.”.

En votación la indicación N° 136.b, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la aprobó con modificaciones, bajo el tenor de la proposición antes descrita.

Indicación Nº 136


136.- Del ex Senador señor Espina, para reemplazar la expresión “a los niños”, por “a los niños y los padres”.


En votación la indicación N° 136, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la aprobó con modificaciones, bajo idéntica redacción, en lo pertinente, que el texto final de la indicación N° 136.b.
Indicación Nº 136 bis


136 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para eliminar la frase “para identificar situaciones de riesgo derivadas del uso de las nuevas tecnologías de la información y comunicación, así como las habilidades, herramientas y estrategias para afrontarlas y protegerse de ellas”.


En discusión esta indicación, la Honorable Senadora señora Von Baer, consultó las razones de la supresión propuesta por la misma.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó que, al momento de la presentación de esta proposición, existía un entendimiento diferente del sentido de este inciso, de ahí que se prefiera el texto finalmente aprobado de la indicación N° 136.b.


En votación la indicación N° 136 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la rechazó.

Inciso cuarto

Indicación Nº 137


137.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazarlo por otro del siguiente tenor:


“Los órganos del Estado, velarán para que sus mensajes dirigidos a los niños promuevan los valores de libertad, igualdad, solidaridad, no discriminación arbitraria, solución pacífica de los conflictos, respeto a todas las personas, y evitarán aquellos que atenten contra los principios mencionados.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente proposición para sustituir el texto de la misma:


“Los órganos del Estado velarán para que sus mensajes dirigidos a los niños promuevan los valores de libertad, igualdad, justicia, solidaridad, no discriminación arbitraria, solución pacífica de los conflictos, respeto a todas las personas, y se eviten imágenes de violencia, explotación, tratos degradantes, sexismo o discriminación arbitraria.”.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, a su turno, precisó que el Ejecutivo también presentó una indicación en este punto (indicación N° 137 bis), cuyo sentido es no fijar en este ámbito un listado taxativo de valores a seguir, sino que, más bien, disponer los objetivos finales que se pretenden promover.


La Honorable Senadora señora Von Baer, coincidió con quien le precedió en el uso de la palabra, respecto de que no es conveniente realizar un listado de estas materias, en tanto existe el riesgo de que algún elemento valioso quede excluido.


El Honorable Senador señor Montes, por su parte, sin perjuicio de manifestar su respaldo a la proposición en comento, observó que no resulta conveniente hacer una mención a los contenidos que se deben evitar, ya que con ello se pierde el sentido positivo de la norma.


A su vez, añadió, se requiere enunciar expresamente los principios que se pretenden promover, no bastando, en su opinión, sólo la enunciación genérica de los fines que se buscan alcanzar, sino que también se deben enunciar los valores que se consideran que deben estar presentes en la formación y desarrollo del niño.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en esa línea, sugirió que la propuesta se apruebe hasta el término “todas las personas”.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, así como los Honorables Senadores señores Galilea y Montes, coincidieron con tal recomendación.

De ese modo, se señaló que el texto final de la proposición quedaría del modo que sigue:


“Los órganos del Estado velarán para que sus mensajes dirigidos a los niños, niñas y adolescentes promuevan los valores de libertad, igualdad, justicia, solidaridad, no discriminación arbitraria, solución pacífica de los conflictos y respeto a todas las personas.”.


En votación la indicación N° 137, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la aprobó con modificaciones, en los términos antes referidos.

Indicación Nº 137 bis


137 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente: 


“Los órganos del Estado, velarán para que sus mensajes dirigidos a los niños promuevan su bienestar social, espiritual y moral y su salud física y mental.”.


En votación la indicación No 137 bis, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Galilea, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
Indicación Nº 138


138.- Del ex Senador señor Espina, para intercalar, entre “libertad,” e “igualdad”, la expresión “justicia,”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que la misma se recogió, en idénticos términos, en el texto resultante de la indicación N° 137, antes aprobada.


En votación la indicación N° 137, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la aprobó.
Indicación Nº 139


139.- Del ex Senador señor Espina, para agregar, luego de la palabra “discriminación”, la última vez que aparece, la expresión “arbitraria”.


En votación la indicación N° 139, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la aprobó con modificaciones.
Inciso quinto
Indicación Nº 140


140.- De los Honorables Senadores señores De Urresti, Quintana y Navarro, para agregar, a continuación de la expresión “Los órganos del Estado”, la siguiente frase: “y los prestadores de servicios de radiodifusión”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió cambiar el concepto de “prestadores de servicios de radiodifusión”, por el de “prestadores de servicios de telecomunicaciones”.


De ahí que sugirió cambiar el texto de la indicación en tal sentido.


En votación la indicación N° 140, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la aprobó con modificaciones, en los términos antes reseñados.
Indicación Nº 141


141.- Del ex Senador señor Espina, para incorporar, luego de la voz “discriminación”, la palabra “arbitraria”.


En votación la indicación N° 141, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la aprobó.
Indicación Nº 141 bis


141 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para intercalar, a continuación de la frase “cualquier discriminación”, la expresión “arbitraria”.


En votación la indicación N° 141 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la aprobó.

Sin perjuicio de lo anterior, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, aprobó la sustitución, en el presente inciso quinto, del término “niños”, las dos veces que sale mencionado, por la expresión “niños, niñas y adolescentes”.
- - - - -

Inciso sexto, nuevo
Indicación Nº 142


142.- De los Honorables senadores señores De Urresti, Quintana y Navarro, para agregar un inciso sexto, nuevo, del siguiente tenor:


“Los órganos de la Administración del Estado velarán, dentro del ámbito de su competencia, por la existencia de un mecanismo de calificación de los contenidos a los que puedan tener acceso los niños, de modo que los padres o quienes sean responsables de su cuidado, puedan determinar la conveniencia o inconveniencia de que dichos contenidos sean percibidos por ellos, de acuerdo con su desarrollo emocional e intelectual y su madurez.”.


En discusión esta indicación, la Honorable Senadora señora Von Baer, explicó que la calificación de contenidos lo realiza actualmente el Consejo Nacional de Televisión, por lo que una remisión tan genérica, como la que efectúa la propuesta en análisis, a los “órganos de la Administración del Estado”, no resulta útil sino se especifica con mayor detalle el punto.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, observó que el Consejo Nacional de Televisión cumple un rol importante en estas materias, habiendo desarrollado acciones relevantes en lo concerniente a la generación de contenidos para los niños.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, precisó que el punto abordado por la indicación en examen ya se encuentra recogido en el artículo 27 aprobado en general.


El Honorable Senador señor Montes, explicó que, por cierto, la calificación en este contexto está a cargo del Consejo Nacional de Televisión, en tanto órgano especializado sobre el particular, por lo que entiende que en este ámbito lo que debe existir, más bien, es una evaluación de los contenidos, para lo cual tanto la Subsecretaría de la Niñez como la Defensoría de los Derechos de la Niñez debiesen poder emitir una opinión.


En votación la indicación N° 142, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la rechazó.

Se consigna que, producto de la reordenación de los artículos que experimentó el proyecto de ley, el artículo 22 del texto aprobado en general quedó consignado como artículo 29.
- - - - - -

ARTÍCULO 23


El artículo 23 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 23.- Libertad de pensamiento, conciencia y religión. Todo niño tiene derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y religión, y podrá profesar cualquier religión, culto o creencia que no sea contraria a la Constitución Política de la República ni a las leyes, como también es libre de no profesar ninguna de ellas.


Los padres y/o madres, los representantes legales o quienes tengan al niño legalmente a su cuidado, tienen la responsabilidad prioritaria de guiar y orientar al niño en el ejercicio de esta libertad conforme al desarrollo de sus facultades. Sin perjuicio de respetar su autonomía, es deber del Estado respetar a los padres y/o madres, a los representantes legales o a quienes tengan al niño legalmente a su cuidado, en el debido ejercicio de dicha responsabilidad.”.

A este artículo, se presentaron once indicaciones, signadas con los Nos 143.a, 143.b, 143.c, 143, 144, 144 bis, 144 ter, 144 quáter, 144 quinquies, 144 sexies y 144 septies.
Inciso primero
Indicación Nº 143.a


143.a.- De S.E. el Presidente de la República, para agregar, a continuación de la expresión “podrá profesar”, la siguiente frase “de forma pública o privada”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Galilea, se manifestó contrario a la misma, ya que la frase que aquélla propone agregar debiese ser incluida en todas las alusiones normativas al particular, lo que resulta del todo inoficioso, en tanto no afecta en forma alguna el contenido del derecho en comento.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, coincidió con quien le precedió en el uso de la palabra, estimando que la indicación resulta innecesaria, sin perjuicio de ser evidente que el ejercicio del derecho fundamental en cuestión, evidentemente, puede ser realizado de manera pública o privada.


En votación la indicación N° 143.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la rechazó.

Indicación Nº 143.b


143.b.- De S.E. el Presidente de la República, para reemplazar, la expresión “que no sea contraria a” por la siguiente “, conforme a lo establecido en el artículo 19 N° 6 de”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que, en su opinión, no es conveniente la remisión a normas de la Constitución, especialmente si, eventualmente, esta última termina luego siendo reemplazada por otra nueva.


En votación la indicación N° 143.b, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la rechazó.

Indicación Nº 143.c


143.c.- De S.E. el Presidente de la República, para eliminar, antes del punto aparte, la frase “ni a las leyes, como también es libre de no profesar ninguna de ellas”.


En votación la indicación N° 143.c, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la rechazó.

Sin perjuicio de lo anterior, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, aprobó sustituir, en el presente inciso, el término “niño”, por la expresión “niño, niña o adolescente”.

Inciso segundo
Indicación Nº 143


143.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazarlo por el siguiente:


“Los padres, los representantes legales o quienes tengan al niño legalmente a su cuidado, tienen el derecho y deber preferente de educar al niño en el ejercicio de esta libertad conforme al desarrollo de sus facultades. Sin perjuicio de respetar su autonomía, es deber del Estado respetar a los padres, a los representantes legales o a quienes tengan al niño legalmente a su cuidado, en el debido ejercicio de dicho deber. En especial, se respetará el derecho que tienen los padres de educar a sus hijos conforme a sus propias convicciones éticas, morales y religiosas.”.


En votación la indicación No 143, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Galilea, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
Indicación Nº 144


144.- Del ex Senador señor Espina, para sustituirlo por el siguiente: 


“Los padres, los representantes legales o quienes tengan al niño legalmente a su cuidado, tienen el derecho y el deber preferente de guiar y orientar al niño en el ejercicio de esta libertad conforme al desarrollo de sus facultades. Sin perjuicio de respetar su autonomía, es deber del Estado respetar a los padres, a los representantes legales o a quienes tengan al niño legalmente a su cuidado, en el debido ejercicio de este derecho.”.


En votación la indicación N° 144, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la rechazó.
Indicación Nº 144 bis


144 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituirlo, por el siguiente: 


“El Estado respetará los derechos y deberes de los padres y, en su caso, de los representantes legales, de orientar y guiar al niño en el ejercicio de este derecho, de modo conforme a la evolución de sus facultades.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, se manifestó a favor de la misma, sugiriendo que, por razones de la nomenclatura adoptada en el proyecto, se sustituya el término “niño”, por “niño, niña o adolescente”.


El Honorable Senador señor Galilea, a su turno, por razones gramaticales, sugirió eliminar la expresión “de modo”, del texto de la indicación.


En votación la indicación N° 144 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la aprobó con modificaciones, incorporando en su texto las enmiendas previamente descritas.
Indicaciones Nos 144 ter y 144 quáter


144 ter.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 144 quáter.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la locución “Los padres y/o madres” por la siguiente: “El padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 144 ter y 144 quáter, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en examen.
Indicaciones Nos 144 quinquies y 144 sexies


144 quinquies.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 144 sexies.- del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la expresión “los padres y/o madres” por la siguiente: “el padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 144 quinquies y 144 sexies, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en examen.
Indicación Nº 144 septies


144 septies.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres” las dos veces que aparece.


En votación la indicación No 144 septies, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.

Se consigna que, producto de la reordenación de los artículos que experimentó el proyecto de ley, el artículo 23 del texto aprobado en general quedó consignado como artículo 30.

- - - - - - - -

NUEVO ARTÍCULO


Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió la incorporación, luego del precepto antes analizado, de la siguiente disposición, relativa a la libertad de asociación y reunión de los niños, niñas y adolescentes.


“Artículo …- Libertad de asociación y reunión. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a asociarse libremente con otras personas, con fines sociales, culturales, deportivos, recreativos, religiosos, políticos o de cualquier otra índole, sin otras restricciones que las previstas en la Constitución Política de la República y en las leyes. Este derecho incluye, especialmente, el derecho a crear asociaciones, de pertenecer a ellas y de formar parte de sus órganos directivos, de conformidad con la legislación vigente.


Ningún niño, niña o adolescente puede ser obligado a ingresar a una asociación ni a permanecer contra su voluntad.


Los órganos del Estado adoptarán todas las medidas necesarias para garantizar la adecuada protección de los intereses de los niños, niñas y adolescentes, en el caso de que existan indicios razonables de que la pertenencia de un niño, niña o adolescente o de sus representantes legales a una asociación dificulte o perjudique su desarrollo integral.


Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a tomar parte en reuniones públicas y manifestaciones pacíficas convocadas de acuerdo con lo establecido por la ley.


Asimismo, y en las mismas condiciones, también tienen derecho a promoverlas y convocarlas por sí mismos, en atención a su edad y condiciones de madurez, o con la autorización expresa de sus padres y/o madres, los representantes legales o los que tengan al niño, niña o adolescente legalmente a su cuidado.”.

En discusión esta propuesta, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, indicó que, si bien el Ejecutivo se encuentra, en general, de acuerdo con los principios contenidos en la proposición, tiene observaciones respecto del inciso segundo de esta última.


En efecto, agregó, pareciera adecuado que se contemplen determinados espacios en los cuales el padre o la madre puedan decidir que el niño forme parte de alguna organización que contribuya a su desarrollo, en conformidad con su edad y madurez, por ejemplo, a una organización que le ayude a su rehabilitación (en caso de que padezca alguna adicción).


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, por su parte, señaló que, bajo la premisa sostenida por quien le antecedió en el uso de la palabra, un padre podría obligar a un niño a ingresar a un partido político o a una institución religiosa.


Lo anterior, añadió, sin perjuicio de la posibilidad de que los padres puedan persuadir al niño en este contexto.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, a su turno, destacó la relevancia del inciso en cuestión, en tanto resuelve con claridad el punto, evitando así la judicialización de controversias en este ámbito, por ejemplo, en caso de que uno de los padres quiera determinar al niño a que se adscriba a un cierto culto.


La Honorable Senadora señora Von Baer, expresó que la regla en debate genera tensión, asimismo, desde el punto de vista del derecho preferente de los padres a educar a sus hijos, en tanto parece razonable que en ejercicio de esta prerrogativa los padres puedan decidir que el niño participe de alguna actividad, o cumpla con algún deber, que irá en beneficio de su desarrollo.


Ante tal determinación, añadió, es posible que exista resistencia del niño, lo que no puede conducir a sostener que los padres lo estén obligando. Es más, agregó, en muchas ocasiones luego el niño agradece que lo hayan hecho participar en un grupo, por ejemplo, en un club deportivo.


En esa línea, indicó que resultaría adecuado fijar el alcance del término “obligar” en este contexto, siendo más propicio, en su opinión, emplear la expresión “forzar”, debiendo la proscripción en comento recaer sobre esta última acción.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió, a fin de superar la aprehensión antes señalada, que la prohibición recaiga respecto del ingreso y la permanencia, sin perjuicio de incorporar el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos.


De ese modo, sólo se permite luego que el niño pueda ser retirado de la asociación en cuestión, en caso de manifestar su voluntad de no querer permanecer en ella.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, por su parte, explicó que la libertad de asociación y reunión es un derecho de la personalidad de todo ser humano, por lo que no se puede entregar a un tercero un poder coercitivo sobre el mismo.


Por lo anterior, resaltó, es que se necesita explicitar tal prerrogativa para el caso de los niños, niñas y adolescentes.


La Honorable Senadora señora Von Baer, manifestó que no le parece adecuado que los padres no puedan ejercer ninguna facultad en caso de que las organizaciones que creen los niños, o a las cuales se incorporen, no sean positivas para su desarrollo.


El Jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales, señor Máximo Pavez, a su turno, señaló que el inciso primero de la propuesta contempla un principio general aplicable a todas las personas, el que ya se consagra en el numeral 15° del artículo 19 de la Constitución Política de la República.


En efecto, añadió, la libertad de asociación, en términos constitucionales, encuentra sus restricciones en la moral, las buenas costumbres y el orden público, y sus limitaciones, en el caso de los niños, en el derecho preferente de los padres a educar a sus hijos.


En esa lógica, precisó, bastaría sólo el inciso primero de la propuesta, precisamente porque el mismo ya señala que el ejercicio de la libertad de asociación se realizará en los términos fijados por la Constitución, antes explicados.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó que el problema en este punto reside en zanjar de qué modo se garantiza la libertad de asociación cuando el deber de formar parte de una organización no es algo resuelto en el ordenamiento jurídico.


En tal sentido, a su juicio, el mero inciso primero no señala una respuesta clara al respecto.


El Honorable Senador señor Montes, destacó que si bien debe existir un grado de autoridad de los padres en este ámbito, se debe establecer hasta qué punto, sin que ello afecte el contenido del derecho fundamental en comento.


En ese sentido, se deben equilibrar las facultades propias de los padres para velar por el desarrollo de sus hijos, con las prerrogativas de estos últimos, sin que en ningún caso se llegue a forzar a los niños.


El Jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales, señor Máximo Pavez, posteriormente, explicó que el inciso tercero del referido numeral 15° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, ya establece que ninguna persona puede ser obligada a pertenecer a una asociación.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó que, en tanto ya estar reglado el punto constitucionalmente, no habría problema en disponerlo en el proyecto en estudio.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, expresó que el inciso en cuestión sólo otorga coherencia, en el plano legal, respecto de los niños, al precepto constitucional pertinente, que ya aborda el particular.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, en la misma línea, expresó que el inciso en comento sólo establece la bajada legal de una regla constitucional vigente.


El Honorable Senador señor Galilea, por su parte, entiende que las controversias en este contexto, cuando superen todo grado de razonabilidad entre los padres y los hijos, deben necesariamente ser definidos por una autoridad administrativa o judicial, no requiriéndose que la ley se ponga en cada uno de los casos se pueden configurar.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, reparó en que tales conflictos generalmente se verifican en una posición en donde no existe igualdad entre las partes, por lo que surgen lógicas de negociación del todo esperables.


Ello, resaltó, precisamente da cuenta de que no se puede obligar al niño a ingresar a una determinada organización.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en virtud de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, solicitó votación separada de los incisos de la propuesta en debate.


Posteriormente, sugirió incorporar, en el primer inciso de tal proposición, el contenido de las indicaciones Nos 146 y 147, de su autoría.

De ese modo, se consignó que el inciso primero de la propuesta en examen resultaría del siguiente modo:


“Artículo 31.- Libertad de asociación y reunión. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a asociarse libremente con otras personas, con fines sociales, culturales, deportivos, recreativos, religiosos, políticos o de cualquier otra índole, sin otras restricciones que las previstas en la Constitución Política de la República y en las leyes, y sin perjuicio del derecho y deber preferente de los padres y/o madres de educar y proteger a sus hijos. Este derecho incluye, especialmente, el derecho a crear asociaciones, de pertenecer a ellas y de formar parte de sus órganos directivos, de conformidad con la legislación vigente.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, aprobó el referido inciso primero bajo la redacción antes descrita.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en lo que respecta al inciso segundo, propuso, en conjunto con los Honorables Senadores señores Montes y Quintana, incorporar, luego de la expresión “permanecer”, la locución “en ella”, resultando dicho inciso del siguiente tenor:


“Ningún niño, niña o adolescente puede ser obligado a ingresar a una asociación ni a permanecer en ella contra su voluntad.”.

La Honorable Senadora señora Von Baer, reiteró que, en virtud de la proposición en examen, se proscribiría la posibilidad de que los padres, en caso de que el niño no quiera ingresar a una asociación, éstos lo puedan a obligar a ello, incluso cuando ello sea favorable a su bienestar y desarrollo.

En ese sentido, sostuvo que la fórmula propuesta es demasiada amplia, por lo que la prohibición en cuestión puede ser contraproducente incluso para el propio interés del niño.


En la misma línea, señaló que los padres, en ciertas ocasiones, obligan al niño a hacer determinadas acciones, en tanto las mismas contribuyen a su desarrollo, por ejemplo, en el caso de la realización de alguna actividad deportiva o cultural.


Por último, indicó que, con la amplitud de la proposición, incluso podría impedirse a que los padres obliguen a un niño a someterse a un determinado tratamiento, si este último implica su ingreso a algún tipo de asociación.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, subrayó que los padres siempre tienen la posibilidad de persuadir o convencer a sus hijos, pero no pueden imponer su ingreso a una asociación, ni a su permanencia en la misma, en tanto ser acciones que pueden violentar al niño, atentando en contra de su voluntad.

Lo anterior, resaltó, independientemente de que en tiempos pasados ello haya sido socialmente aceptable.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de la Honorable Senadora señora Von Baer, aprobó el referido inciso segundo bajo la redacción antes descrita.

Posteriormente, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sometió a votación el inciso tercero de la proposición.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, aprobó el referido inciso tercero bajo la redacción previamente descrita.


A continuación, en lo que respecta al inciso cuarto de la propuesta, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó que el Ejecutivo podría concordar con el contenido de tal precepto, si es que se dispone, expresamente, que las prerrogativas allí contenidas serán ejercidas siempre que no atenten contra el interés del niño, y sin perjuicio del derecho preferente de los padres a educar a sus hijos.


La Honorable Senadora señora Von Baer, señaló que, a su juicio, se debiese requerir la autorización de los padres para que el niño participara en reuniones públicas y manifestaciones pacíficas, como también para su promoción y convocatoria.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, por otra parte, indicó que el punto tiene también relación respecto de los eventuales daños que pueden resultar con ocasión de dichas reuniones y manifestaciones, pudiendo, eventualmente, trasladar la responsabilidad de ello a los padres, aun cuando ellos pudieren no haber dado autorización a sus hijos.


Así, añadió, y para evitar confusiones en este punto, se requiere otorgar la libertad al niño, conforme a su madurez y grado de desarrollo, conduciendo de ese modo a que los padres velen y se responsabilicen por las actuaciones de sus niños.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, precisó que, en caso de que el niño tenga catorce años de edad o más, responderá conforme a las reglas contempladas en la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente, y en caso de ser menor de catorce años, se aplicará el procedimiento contravencional a cargo de los tribunales de familia.


De igual modo, explicó, en caso de haber daños de por medio, se aplicarán las reglas generales respecto del punto.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, sugirió, a su turno, reemplazar el inciso final de la propuesta en examen por el siguiente:


“Todo lo anterior, en atención a su edad y condiciones de madurez, y con la autorización expresa de sus padres y/o madres, sus representantes legales o quienes tengan al niño, niña o adolescente legalmente a su cuidado.”.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, resaltó que, de aprobarse la proposición antes descrita, por ejemplo, la Asamblea Coordinadora de Estudiantes Secundarios (ACES), no podría llamar a una marcha o a una reunión pública, ya que tendrían que contar con la autorización de sus padres. 


De ser así, subrayó, se introduciría un elemento que pondría a los niños en un verdadero estado de interdicción en este ámbito.


En esa línea, destacó que, de acuerdo al ordenamiento vigente, existe todo el derecho para convocar a reuniones, sin que para ello se requiera de una autorización parental. Por tal motivo, agregó, es que en caso de que se produzcan daños, se tenga previsto un régimen de responsabilidad y civil aplicable.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, consultó respecto de las sanciones contempladas en estas hipótesis.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, respondió que, tal como lo indicó la señora Jeldres, si el menor cometió un acto delictual y es mayor de catorce años de edad, se le aplicará la Ley de Responsabilidad Penal Adolescentes, en caso de que no tenga tal rango etario se le someterá a un procedimiento infraccional cuyo conocimiento está radicado en la judicatura de familia.


En lo relativo a la responsabilidad civil, finalizó, se aplicará el régimen de responsabilidad civil extracontractual.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, por su parte, observó que la exigencia de autorización de los padres dice relación, además, con las situaciones de niños que padecen vulneraciones de sus derechos en manifestaciones o reuniones públicas, a fin de tener claridad, en caso de que algo les pase a los menores, acerca de la persona que responsabiliza por ello.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, preguntó si, de aprobarse los incisos en comento (cuarto y quinto de la propuesta), perderían fuerza las facultades de orientación y guía de los padres en este ámbito.


El Honorable Senador señor Montes, afirmó que es evidente que los padres tienen atribuciones en este punto, pero algo muy distinto es que se limiten ciertas actuaciones de los niños, por no contar con la autorización expresa de los primeros, por lo que no está de acuerdo con esto último.

El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, resaltó que, en el articulado del proyecto, ha quedado bastante claro la vigencia del derecho preferente de los padres a educar y a guiar a sus hijos, por lo que no estima que las reglas en examen mermen tales prerrogativas.


En tal sentido, expresó que una cosa son dichas facultades, y algo distinto es la obediencia o desobediencia que puede existir al respecto por parte del niño, que es algo contingente, que siempre puede ocurrir.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, destacó que la libertad de asociación, en congruencia con la proposición en análisis, ya recoge los contenidos considerados por los incisos en comento.


El Honorable Senador señor Montes, sugirió revisar el tema con mayor profundidad, a fin de que se logra una redacción que deje en claro las facultades de los padres en el particular, por una parte, y que ellas no afectarán el derecho del niño en este contexto, por otra.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recogiendo la sugerencia efectuada por quien le precedió en el uso de la palabra, realizó la siguiente propuesta de redacción de los dos incisos finales de la presente disposición.


“Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a tomar parte en reuniones públicas y manifestaciones pacíficas convocadas conforme a la ley, sean de carácter festivo, deportivo, cultural, artístico, social, religioso, o de cualquier otra índole, en compañía de sus padres y/o madres, otros adultos responsables, o por sí solos, si su edad y el grado de autonomía con el que se desenvuelven así lo permitiere. 

Asimismo, tienen derecho a promover y convocar reuniones y/o manifestaciones públicas de conformidad a la ley, o por sí mismos, si su edad, grado de madurez y la autonomía con la que se desenvuelven así lo permitieren.”.

Al respecto, la Honorable Senadora señora Von Baer, expresó que sus reparos acerca de la propuesta antes descrita se fundan, entre otros, en que no se encuentra definida la edad a partir de la cual los niños podrían asistir, por sí mismos a una manifestación.


Lo anterior es del todo relevante, añadió, en caso que en tales reuniones se generan daños, ya que serán los padres quienes deberán responder por estos últimos. Ello, agregó, se complejiza significativamente si aquéllos no tienen conocimiento de que los niños concurrieron a dichas manifestaciones, por lo que difícilmente podrán hacerse cargo de los daños en cuestión.


Por tal razón, prosiguió, se advierte un problema de lógica en la proposición, ya que genera una tensión entre los derechos y deberes en este ámbito.


En efecto, explicó, si los niños podrán asistir a manifestaciones y reuniones públicas sin la autorización de los padres, parece poco razonable atribuir a estos últimos la responsabilidad por los daños causados por los primeros, ya que ellos siempre podrán argumentar que no tenían conocimiento de la situación, en tanto es la propia ley quien le otorga directamente la facultad autónoma a los niños en este contexto, no siendo coherente exigir a los padres la responsabilidad sobre hechos respecto de los cuales no tienen control.


De ese modo, resaltó, se está creando un derecho sin el correspondiente deber, ya que, por las razones antes indicadas, no resulta lógico exigir responsabilidad a los padres, como tampoco procede responsabilizar a los niños por ser menores de edad.

Por tales razones, y con el objetivo de morigerar tales efectos, es que propuso que se incorporase un inciso final del siguiente tenor: “Todo lo anterior sin perjuicio de lo establecido en el artículo 8 de la presente ley.”.

Así, finalizó, en virtud del derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos, se podría generar un equilibrio que condujese a que ambos pudieran llegar a un acuerdo en este punto, en lo referente a la asistencia a manifestaciones y reuniones públicas.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, replicó afirmando que, en este punto, no existe cuestionamiento acerca del deber preferente de cuidado de los padres, resaltando que el problema es que esta prerrogativa, en muchas ocasiones, no es ejercida por aquéllos, ya que resulta más fácil excusarse en la inexistencia de un permiso, que preocuparse efectivamente del niño y de sus acciones.

Por consiguiente, aseveró que la propuesta es congruente con la idea de legislar un estatuto normativo que asegure los derechos de los niños, sin que ello implique la privación de los derechos o de las responsabilidades parentales.


En esa línea, expresó que, de incorporarse el inciso final propuesto por quien le precedió en el uso de la palabra, los padres siempre podrán invocar tal precepto para excusarse de sus obligaciones, dejando de atender la permanente responsabilidad que deben observar en este ámbito.


El Honorable Senador señor Ossandón, a su turno, manifestó su plena concordancia con lo sostenido por la Honorable Senadora señora Von Baer, siendo tales planteamientos algo de sentido común.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto favorable de los Honorables Senadores señora Von Baer y Senador Ossandón, rechazó la propuesta de incorporación de un inciso final que haga referencia, en este punto, al artículo 10 del proyecto de ley.


Posteriormente, y en conformidad a la disposición reglamentaria antes citada, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y Senador Ossandón, aprobó como incisos finales del presente artículo a los siguientes:

“Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a tomar parte en reuniones públicas y manifestaciones pacíficas convocadas conforme a la ley, sean de carácter festivo, deportivo, cultural, artístico, social, religioso, o de cualquier otra índole, en compañía de sus padres y/o madres, otros adultos responsables, o por sí solos, si su edad y el grado de autonomía con el que se desenvuelven así lo permitiere.


Asimismo, tienen derecho a promover y convocar reuniones y/o manifestaciones públicas de conformidad a la ley, o por sí mismos, si su edad, grado de madurez y la autonomía con la que se desenvuelven así lo permitieren.”.

La Honorable Senadora señora Von Baer, fundó su voto negativo en el hecho de que la proposición en cuestión, a su juicio, priva a los padres de su prerrogativa de poder educar preferentemente a sus hijos en este ámbito, ya que los mismos no necesitarán de su autorización o consentimiento para asistir a manifestaciones y reuniones públicas, no pudiendo negarles la posibilidad de participar en dichos eventos.


Por tal razón, agregó, no se puede abogar por una mayor responsabilización de los padres en este punto, precisamente porque a estos últimos se les está suprimiendo sus facultades en este contexto.


Por último, destacó que, por más preocupación y compromiso que los padres presenten en el cuidado de sus hijos, en caso de existir diferencias entre ellos respecto del particular, el caso desembocará en los tribunales para su resolución, viéndose ambos enfrentados en la instancia judicial.


Finalmente, precisó que la proposición tampoco define el grado de madurez y autonomía que requiere el niño para poder asistir, por sí mismo, a dichas manifestaciones, sino que sólo se emplean fórmulas genéricas, evitando así que ello pueda ser determinado por los padres.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, por su parte, expresó que su respaldo a la proposición ya aprobada, se basa en que se reconoce el derecho del niño de formar parte de todo tipo de manifestaciones y reuniones públicas convocadas conforme a le ley, en compañía de sus padres o adultos responsables, pudiendo concurrir por sí solos cuando su grado de independencia lo permita.

Lo anterior, añadió, posibilita evidenciar el desarrollo del niño en conformidad con su autonomía progresiva, proceso el cual depende, en gran medida, de la relación de aquél con sus padres, quienes deben estar en contacto y cuidado permanente, acompañándolos y guiándolos.
REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, por una parte, y la Honorable Senadora señora Von Baer, por otra, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las propuestas de enmienda que a continuación se pasan a describir.

Inciso primero


El inciso primero previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor.


“Artículo 31.- Libertad de asociación y reunión. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a asociarse libremente con otras personas, con fines sociales, culturales, deportivos, recreativos, religiosos, políticos o de cualquier otra índole, sin otras restricciones que las previstas en la Constitución Política de la República y en las leyes, y sin perjuicio del derecho y deber preferente de los padres y/o madres de educar y proteger a sus hijos. Este derecho incluye, especialmente, el derecho a crear asociaciones, de pertenecer a ellas y de formar parte de sus órganos directivos, de conformidad con la legislación vigente.”.

La primera proposición, de autoría de la Honorable Senadora señora Von Baer, sustituye el inciso primero por el que sigue.


“Artículo…- Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a asociarse libremente con otras personas, con fines sociales, culturales, deportivos, recreativos, religiosos, políticos o de cualquier otra índole, debiendo contar la orientación y autorización de los padres, representantes legales o la persona que los tengan igualmente a su cuidado, y sin otras limitaciones que las previstas en la Constitución Política de la República y en las leyes. Este derecho incluye, especialmente, el derecho a crear asociaciones, de pertenecer a ellas y de formar parte de sus órganos directivos, de conformidad con la legislación vigente.”.


En discusión esta propuesta, la Honorable Senadora señora Von Baer, explicó que la presentación de la misma se hace como respuesta a la proposición siguiente, que pretende eliminar, en este punto, la referencia al derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos.


Tal remisión, recordó, fue parte del acuerdo construido previamente por la Comisión, a fin de generar un equilibrio entre la libertad de asociación y reunión del niño con la prerrogativa parental en cuestión.


Dicho balance, prosiguió, había sido acordado anteriormente por la Comisión en distintos artículos del proyecto, que abordaban puntos sensibles en la discusión.


Posteriormente, en lo que respecta al contenido de su proposición, indicó que la misma, justamente, pretende preservar el mencionado equilibrio, a fin de que en situaciones que, por ejemplo, envuelvan la participación del niño en una marcha, ello se haga con permiso de sus padres o de quien lo tenga legalmente bajo su cuidado.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, manifestó respaldar el texto actualmente aprobado, siendo necesario revisar la eliminación de la frase que hace alusión al derecho y deber preferente en comento.

Lo anterior, explicó, toda vez que dicha prerrogativa parental ya fue aprobada y consagrada como un principio que ilumina a todos los artículos del proyecto, por lo que carece de sentido hacer las remisiones a esta última máxima en distintos preceptos de la iniciativa.


La Honorable Senadora señora Von Baer, reiteró que, de conformidad con el acuerdo previamente adoptado por la Comisión, no obstante la aprobación de un artículo en específico en donde se configura el derecho y deber preferente de los padres, también se hacía alusión a esta facultad en algunas disposiciones con la finalidad de generar un equilibrio con derechos especialmente sensibles.

La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, concordó con lo sostenido por quien le precedió en el uso de la palabra, señalando que el Ejecutivo es partidario de mantener el texto actualmente aprobado del inciso primero en examen, en su integridad.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, resaltó que, además del artículo en donde se contempla expresamente la prerrogativa parental en discusión, el inciso segundo del precepto relativo al fortalecimiento del rol de la familia establece, de manera explícita, que “el ejercicio de los derechos establecidos en el presente Título II deberá considerar el derecho preferente y el deber de los padres y/o madres de educar a sus hijos, según lo establece la Constitución Política de la República”.


Por tales razones, expresó no entender la intención de seguir reiterando el punto constantemente, en tanto no existir duda acerca de la vigencia y aplicación del mencionado principio.


De igual modo, cuestionó que sólo se haga referencia a dicha máxima en determinados derechos.


La Honorable Senadora señora Von Baer, expresó que su principal preocupación respecto de la redacción actual del inciso primero en análisis, es que este último dispone que el ejercicio del derecho a la libertad de asociación y reunión no tendrá otras restricciones que las previstas en la Constitución Política de la República y en las leyes, por lo que queda claro que, en este artículo, el derecho y deber preferente en cuestión no constituye un límite.

En seguida, afirmó que, si tal como lo indica quien le antecedió en el uso de la palabra, está totalmente asentado que la citada prerrogativa parental irradia a todo el articulado del proyecto, no existiría problema alguno en hacer una remisión al mismo en la presente disposición, en tanto se lograría el mismo efecto jurídico.

Luego, señaló que ello se hace necesario toda vez que permite reafirmar la prerrogativa parental en comento en disposiciones en donde ello es especialmente relevante, al igual que en otros preceptos del articulado se hace alusión a la autonomía progresiva.


A continuación, explicó que la referencia al derecho-deber en cuestión no debe entenderse como un cercenamiento o condicionamiento de la libertad de asociación de reunión del niño, ni menos interpretarse como que, a partir de ello, se genera una contraposición entre este último y sus padres, sino que, por el contrario, sólo se releva el necesario rol de guía y orientación de estos últimos en el ejercicio del derecho en cuestión.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, resaltó que está suficientemente asentado en el proyecto que el derecho y deber preferente de los padres ilumina el ejercicio hermenéutico de todo el articulado de la iniciativa, ya que, precisamente, el artículo 10 lo considera como un principio de esta última, mientras que la disposición referente al fortalecimiento del rol protector de la familia, en su inciso segundo, explícitamente establece que la prerrogativa parental en examen debe ser considerada en la interpretación de los derechos consagrados en el proyecto.


El Honorable Senador señor Montes, manifestó que, a su juicio, es incorrecto incorporar a la autorización de los padres para el ejercicio del derecho en examen.


Lo anterior, precisó, ya que la prerrogativa de aquéllos es la interacción con sus hijos, guiándolos, educándolos y orientándolos, lo que no implica que éstos deban autorizar a los segundos respecto de aspectos que tales como la adhesión del niño a un club deportivo o la determinación de su opción sexual, cuestiones que, finalmente, van desarrollando la personalidad de este último.

El Honorable Senador señor Ossandón, por su parte, concordó en que sí se debe contar con la autorización de los padres en determinados ámbitos, especialmente en lo relativo a las personas con las cuales el niño se asocia.


En efecto, añadió, los padres tienen la responsabilidad de evitar que tales reuniones afecten el desarrollo del niño.

Por consiguiente, en caso de que no se disponga la autorización en comento, existe, a su juicio, un debilitamiento cierto de las prerrogativas parentales.


El Honorable Senador señor Quintana, expresó que es válido con que existan diferencias de enfoque sobre el particular, señalando que, a su juicio, no se puede condicionar el ejercicio de ciertos derechos de los niños, niñas y adolescentes, por medio de autorizaciones parentales, en tanto ser ellos sujetos de derechos.

Lo anterior, no quiere decir que se desconozca la importancia del rol de los padres en la guía y orientación de los niños, prueba de ello que se explicita en la redacción del precepto que los límites al ejercicio de la libertad de asociación y reunión del niño serán las leyes y la Constitución, cuerpos normativos que, por cierto, reconocen la prerrogativa parental en comento.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón, y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, rechazó la propuesta en comento.


La segunda propuesta, de autoría de los Honorables Senadores señora Rincón, y señores Montes y Quintana, elimina la siguiente frase: “, y sin perjuicio del derecho y deber preferente de los padres y/o madres de educar y proteger a sus hijos”.

En discusión esta proposición, la Honorable Senadora señora Von Baer, se manifestó en contra de la supresión que la misma establece, ya que, a su juicio, es necesario mantener un equilibrio entre el derecho en examen y la necesaria guía y orientación de los padres en este ámbito.


En efecto, añadió, si se extrae la frase en cuestión un niño, sin pedir permiso alguno a sus padres, reunirse en cualquier tipo de actividad, por ejemplo, de carácter política o cultural. Lo anterior, precisó, ya que la redacción del artículo, sin la referencia en debate, sólo establece como limitación para el ejercicio de este derecho a la ley y la Constitución, sin que el derecho y deber preferente de los padres opere en tal calidad.

En seguida, expresó que, más allá que la aludida prerrogativa parental ya se encuentre recogida como un principio, es del todo razonable expresarla en ciertos derechos, en donde se hace necesario destacar el rol de acompañamiento, guía y educación de los padres en el ejercicio de los derechos que el niño haga.


En el particular, finalizó, el punto todavía se hace más relevante en el caso de los adolescentes.


El Honorable Senador señor Ossandón, en la misma línea, subrayó que, a su parecer, la supresión en discusión genera una fuerte disminución de la autoridad de los padres.


En tal sentido, resaltó que el punto se hace más grave a medida que el niño va creciendo, ya que, a partir de la redacción del artículo sin la frase que se propone eliminar, el niño tiene plena libertad de manifestarse, lo que podría conducir a que este último, por ejemplo, respaldara a un grupo violentista o a uno de corte neonazi, sin que los padres tuvieran mayor poder de decisión al respecto.


De ese modo, prosiguió, si bien en muchas ocasiones puede ser que el niño se asocie en diversos ámbitos con otros sujetos, no es menos cierto que en determinados casos el juntarse con algunas personas puede no ser bueno para su desarrollo, afectándolo considerablemente.


En consecuencia, señaló que con la eliminación en debate se genera un debilitamiento de un derecho y deber natural de los padres a educar a sus hijos.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, replicó sosteniendo no entender la razón de que se interprete que se está eliminando el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos si, por el contrario, tal prerrogativa está contemplada en el proyecto como un principio que ilumina a todo su articulado.

El Honorable Senador señor Ossandón, señaló que el riesgo de la supresión de la mención al derecho-deber en comento, es que, con ello, se pueda efectuar una interpretación aislada de este precepto, a partir de la cual se pueda afirmar que el niño es libre de asociarse con cualquier persona por motivos sociales, culturales, deportivos, recreativos, religiosos, políticos o de cualquier otra índole, por sobre las prerrogativas de sus padres.


De ese modo, añadió, los padres no podrían prohibirle al niño, por ejemplo, el acudir a una actividad deportiva en la cual, luego de finalizada la misma, se consumiera alcohol en grandes cantidades, precisamente por la amplia redacción del artículo en examen.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, reiteró que, bajo ningún respecto, se podría afirmar que la disposición en estudio pudiese interpretarse aisladamente, ni menos que, por la eliminación de la frase en discusión, se estaría suprimiendo el derecho y deber los padres a educar a sus hijos, precisamente porque esta última prerrogativa se recoge explícitamente como principio del proyecto, no obstante que, además, el inciso segundo del artículo referente al fortalecimiento del rol protector de la familia, dispone expresamente que el ejercicio de los derechos establecidos en el Título II de la iniciativa deberá considerar el derecho preferente y el deber de los padres y/o madres de educar a sus hijos, según lo establece la Constitución Política de la República.

La Honorable Senadora señora Von Baer, indicó que si, efectivamente, la prerrogativa parental en comento ilumina todo el articulado de la iniciativa, no existe entonces problema lógico alguno de que aquélla se plasme explícitamente en este precepto.


En efecto, agregó, de existir algún problema con ello, también sería válido sostener que las menciones a la autonomía progresiva en ciertos derechos tendrían que ser eliminadas.


Por tal razón, y en tanto entender la relevancia de ambos principios, considerada del todo apropiado que, en el caso del derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos, esta prerrogativa se refuerce y explicite en esta disposición, destacando la guía y orientación de los padres en el ejercicio de la libertad de asociación y reunión de los niños.


El Honorable Senador señor Quintana, por su parte, expresó que, si existe responsabilidad penal desde los catorce años de edad, y la posibilidad de que desde los quince años el niño pueda trabajar, en las condiciones fijadas por el Convenio 138 de la Organización Internacional del Trabajo, es del todo razonable reconocer, asimismo, la libertad del niño de asociarse y reunirse con distintos fines.


En seguida, resaltó que, bajo ninguna óptica puede sostenerse que la eliminación de la referencia a la prerrogativa parental en comento pudiese conllevar, en el caso de este artículo, a su interpretación aislada respecto de las demás disposiciones del proyecto, precisamente porque el referido derecho-deber ha sido consagrado en la iniciativa como un principio rector.


Afirmar lo contrario, prosiguió, pareciera simplemente esconder la intención de relativizar la autonomía progresiva del niño, a que ello se esclarezca y se diga derechamente.


Por último, subrayó que, incluso, durante el primer mandato de S.E. el Presidente de la República, se recogió la idea de autonomía progresiva durante la discusión de la actual ley N° 21.057, que regula las entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo a los niños víctimas de delitos sexuales.

La Oficial de Protección de UNICEF, señora Ludmila Palazzo, a su turno, señaló que, para la organización que representa, constituye un gran avance que el proyecto de ley en estudio sea principalista, tal como lo es la Convención sobre los Derechos del Niño, consagrando, en ese sentido, como una de sus máximas al principio de autonomía progresiva, sin perjuicio de amparar también el derecho y deber de los padres a educar a sus hijos, siendo ambos aspectos cuestiones transversales en la iniciativa.

No obstante lo anterior, resaltó que no resulta apropiado condicionar el ejercicio de derechos básicos, ya reconocidos en el citado instrumento internacional por más de treinta años, toda vez que ello conduce a que el derecho en cuestión no se garantice.


En efecto, subrayó que, de condicionarse l aseguramiento de tales prerrogativas, es simplemente mejor no contar una ley de garantías.


El Honorable Senador señor Ossandón, indicó que, a partir de las palabras de quien lo precedió en el uso de la palabra, queda claro que el propósito del proyecto es garantizar los derechos de los niños por sobre todo, incluso respecto del rol de los padres.


En seguida, recalcó que no se puede asumir como un dogma a la Convención, de ahí que se deba destacar a la guía y educación que brindan los padres a los niños, cuestión que deriva, en muchas ocasiones, a que los primeros le digan que no a los segundos en determinadas circunstancias, por su propio bien y desarrollo, escenario que nadie puede sostener que constituye una afectación de los derechos del niño.


Por último, en lo relativo a lo señalado por el Honorable Senador señor Quintana acerca de la responsabilidad penal juvenil, observó que se debe diferenciar a los niños que han incurrido en esta última, respecto de los cuales, por cierto, la institucionalidad pública debe actuar, protegiendo y restituyendo sus derechos, de los niños que, afortunadamente, cuentan con la preocupación y guía de sus padres, en los cuales no es procedente una intromisión de parte del Estado.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, reparó que en el particular no se está planteando una intervención estatal sobre las prerrogativas paternas, ni menos privando a los padres de estas últimas, sólo se pretende que se consagren derechos sin que su ejercicio se condicione o supedite a un determinado principio.

La Honorable Senadora señora Von Baer, en primer lugar, refiriéndose al ejemplo previamente citado por el Honorable Senador señor Quintana, concerniente al derecho de los niños mayores de quince años de trabajar, indicó que, para el ejercicio de esta facultad, se requiere la suscripción de un permiso para ello por parte de sus padres, lo que da cuenta del derecho y deber de estos últimos a educar a sus hijos, sin perjuicio de ser, además, responsables por ellos, incluso en términos civiles.


Lo anterior, prosiguió, permite advertir que, en el caso de los niños, el tratamiento normativo no es igual que el para los adultos, cuestión que resulta obvia si se reconoce el hecho de que los primeros necesitan de la orientación y educación de sus padres durante su proceso de maduración.

Bajo esa lógica, es evidente que no se le pueden reconocer a los niños los derechos en los mismos términos que los adultos, precisamente porque se entiende que, de manera paulatina y bajo la guía de sus padres, es que ellos progresivamente van ejerciendo sus derechos.


En ese sentido, prosiguió, no es correcto calificar al acompañamiento de los padres como un condicionamiento al ejercicio de los derechos de los niños, ni menos sostener que a partir de ello se genere una suerte de contraposición ambos.


En efecto, explicó, la guía, orientación, acompañamiento y educación parental permite, en derechos como el que se encuentra en examen, que el ejercicio de los mismos se realice en sintonía con un desarrollo favorable del niño, siendo importante que el Estado respete dicho espacio y responsabilidad.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, replicó afirmando que la importancia del derecho y deber de los padres a educar a sus hijos es tal, que dicha prerrogativa se consagra en el proyecto como un principio que inspira la interpretación de todos los preceptos de la iniciativa, por lo que no existe cuestionamiento alguna a la vigencia de dicha máxima.


Sostener lo contrario, resaltó, significa instalar en la opinión pública un debate falso.


Por último, explicó que la eliminación de la frase en discusión sólo obedece, tal como lo indicó la representante de Unicef, a evitar que se condicione el ejercicio de determinados derechos en los cuales se encuentra presente tal locución.

El Honorable Senador señor Montes, por su parte, indicó que, en su opinión, el Honorable Senador señor Ossandón malinterpretó lo señalado por la señora Palazzo, la que sólo explicó que, en tanto el proyecto contempla un catálogo de derechos, lo adecuado es que se regulen, en los artículos en que cada uno de ellos es abordado, propiamente tales prerrogativas en vez de los principios que inspiran a todo el articulado, a fin de que no se condicione su ejercicio.

Posteriormente, expresó que nadie ha afirmado que la familia y los padres no tengan responsabilidades respecto de los niños, sino que, por el contrario, aquéllos debiesen cumplir un rol en toda la vida de la persona, como también la sociedad en que se sitúan.


Luego, precisó que el rol de los padres respecto del niño no es algo estático en la vida de este último, sino que el mismo va cambiando a partir de la autonomía progresiva que se le va reconociendo al primero, lo que conduce a que no se pueda anteponer la referida prerrogativa parental, sino que se le debe respetar tal máxima en el ciclo de desarrollo del niño.


En efecto, agregó, en el caso de que, por ejemplo, el niño manifieste una determinada opción sexual, si bien los padres podrán interactuar con aquél al respecto, precisamente guiándolo y orientándolo, ciertamente no podrán anteponer su autoridad en este ámbito, 


De ese modo, afirmó que resulta claro que las discrepancias en estas materias son muchas veces artificiales, estimando que en el fondo de estos contenidos existe acuerdo entre los miembros de la Comisión.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, aprobó la propuesta supresiva antes descrita.


A partir de lo anterior, se procedió a votar nuevamente la totalidad del artículo, quedando este último aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.
ARTÍCULO 24


El artículo 24 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 24.- Participación. Todo niño tiene derecho a participar activamente en los asuntos que les conciernan o les afecten, de conformidad con la ley.


Los órganos del Estado velarán por incorporar progresivamente a los niños en el ejercicio de los derechos y responsabilidades ciudadanas. La política nacional de la niñez y su plan de acción, establecidos en el título V, determinarán las medidas concretas para promover la participación de los niños y los mecanismos que permitan recoger sus opiniones en relación a las políticas, proyectos, programas o decisiones que les afecten. Supletoriamente se aplicarán las disposiciones del título IV de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.


Todo niño tiene derecho a asociarse libremente y celebrar reuniones pacíficas con otras personas, con fines sociales, culturales, deportivos, recreativos, religiosos, políticos o de cualquier otra índole, sin otras restricciones que las previstas en la Constitución Política de la República y en las leyes. Este derecho incluye, especialmente, el derecho de crear asociaciones, de pertenecer a ellas y de formar parte de sus órganos directivos, de conformidad con la legislación vigente.”.


A este artículo, se presentaron tres indicaciones, signadas con los Nos 145, 146 y 147.
Inciso segundo
Indicación Nº 145


145.- Del ex Senador señor Espina, para intercalar, entre la expresión “afecten” y el punto seguido, la frase “, considerando la guía y orientación de los padres”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, por su parte, por razones de técnica legislativa y a fin de dar coherencia a la nomenclatura empleada por el artículo, recomendó sustituir su texto por el siguiente:


“Artículo 32.- Derecho a la participación. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a participar activamente en los asuntos que les conciernan o les afecten, de conformidad con la ley.


Los órganos del Estado velarán por incorporar progresivamente a los niños, niñas y adolescentes en el ejercicio de los derechos y responsabilidades ciudadanas. La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción, establecidos en el Título V, determinarán las medidas concretas para promover la participación de los niños, niñas y adolescentes y los mecanismos que permitan recoger sus opiniones en relación a las políticas, proyectos, programas o decisiones que les afecten. Supletoriamente se aplicarán las disposiciones del Título IV de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.

Al respecto, precisó que el inciso final del texto aprobado en general no se considera, ya que el contenido del mismo se recogió en el nuevo artículo aprobado por la Comisión sobre Libertad de asociación y reunión.


La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, sugirió incorporar en el texto de la propuesta, en lo pertinente, la siguiente frase: “, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10 de esta ley”.


Lo anterior, a fin de hacer referencia al derecho preferente de los padres a educar a sus hijos.


En votación la indicación N° 145, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Galilea y Montes, la aprobó con modificaciones, siguiendo el tenor de la proposición descrita, incorporando en ella la enmienda antes referida.

Inciso tercero
Indicación Nº 146


146.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar, entre las expresiones “Constitución Política de la República” y “en las leyes”, la conjunción “y” por una coma (,).


En votación la indicación N° 146, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 147


147.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para intercalar, entre la expresión “en las leyes” y el punto seguido, la siguiente frase: “y sin perjuicio del derecho y deber preferente de los padres de educar y proteger a sus hijos”.


En votación la indicación N° 147, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la rechazó.

Se consigna que, producto de la reordenación de los artículos que experimentó el proyecto de ley, el artículo 24 del texto aprobado en general quedó consignado como artículo 32.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que la Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, y los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, por otra, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las propuestas de enmiendas que a continuación se pasa a describir.

Inciso primero

El inciso primero previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor.


“Artículo 32.- Derecho a la participación. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a participar activamente en los asuntos que les conciernan o les afecten, de conformidad con la ley.”.

La primera proposición, sustituye el inciso primero por el que sigue.


“Artículo 32.- Participación. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a participar activamente en los asuntos que les conciernan o les afecten, de conformidad con la ley y con la orientación y autorización de los padres, representantes legales o la persona que los tengan legalmente a su cuidado.”.

En discusión esta propuesta, la Honorable Senadora señora Von Baer, en su calidad de autora de la misma, explicó que esta última apunta a establecer la relevancia de que los padres cuenten con la facultad de autorizar la participación del niño en diversas actividades, de acuerdo a su edad.


Lo anterior, agregó, no debe ser visto como algo perjudicial para el niño, sino que, por el contrario, una forma de promover que los padres sepan y conversen con sus hijos respecto de las decisiones que este último va adoptando, en lo concerniente a las actividades que va desarrollando, dando cuenta del carácter familiar de este proceso.


Asimismo, expresó que, bajo esa lógica, la autorización no se convierta en un medio de confrontación entre los padres y sus hijos, sino en una herramienta de los primeros para guiar y orientar a personas que se encuentran en desarrollo y que, por lo mismo, requieren de una educación en el ejercicio de sus derechos.


El Honorable Senador señor Montes, resaltó que, en su opinión, lo que define la interacción entre los padres y los niños no es una autorización de los primeros hacia los segundos en las acciones que estos últimos realizan, sino el modo en que ese proceso es conversado, guiado y orientado, a fin de que el niño vaya gradualmente desarrollando su personalidad a medida que se reconoce su mayor nivel de autonomía.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que no resulta necesario referirse nuevamente a la prerrogativa parental en comento en el presente artículo, ya que aquélla ha sido consagrada expresamente como principio rector de todas las disposiciones de la iniciativa.

Inciso segundo


El inciso segundo previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor.


“Los órganos del Estado velarán por incorporar progresivamente a los niños, niñas y adolescentes en el ejercicio de los derechos y responsabilidades ciudadanas. La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción, establecidos en el Título V, determinarán las medidas concretas para promover la participación de los niños, niñas y adolescentes y los mecanismos que permitan recoger sus opiniones en relación a las políticas, proyectos, programas o decisiones que les afecten, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10 de esta ley. Supletoriamente se aplicarán las disposiciones del Título IV
 de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

La segunda propuesta, elimina la siguiente frase: “, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10 de esta ley”.

En discusión esta proposición, la Honorable Senadora señora Von Baer, se manifestó en contra de la misma, señalando que es necesario reformar el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos en este ámbito, a fin de que los primeros puedan orientar y guiar a los segundos en su participación en los distintos asuntos que les conciernen o afectan.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, explicó que la propuesta pretende suprimir la frase en cuestión ya que la prerrogativa parental se encuentra ya recogida en el proyecto como un principio que ilumina a todo el articulado, sin que sea necesario explicitar su mención en determinados artículos.


El Honorable Senador señor Montes, resaltó que, por cierto, en el ejercicio de sus roles parentales los padres, en el marco de la ley, pueden limitar determinadas actividades del niño que vayan en detrimento de su desarrollo, cuestiones que no están en dudas.

El problema, subrayó, surge cuando se intenta que el ejercicio de los derechos y de la autonomía progresiva del niño dependa de los padres.

En votación la indicación N° 145, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, eliminando de su texto final la frase en cuestión.

Por tal razón, se procedió luego a votar la totalidad del artículo, por lo que el tenor resultante del mismo, recogido por la indicación N° 145, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.
- - - - - - 

ARTÍCULO 25


El artículo 25 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 25.- Vida privada. Todo niño tiene derecho a desarrollar su vida privada, a gozar de intimidad y a mantener comunicaciones sin injerencias arbitrarias o ilegales.


Los padres y/o madres, o quienes tengan legalmente el cuidado del niño, o los que por cualquier motivo lo tengan a su cargo, la sociedad y las autoridades deben respetar este derecho, promover y orientar su ejercicio, y protegerlo de cualquier quebrantamiento arbitrario de su intimidad.”.

A este artículo, se presentaron doce indicaciones, signadas con los Nos 148, 148 bis, 149, 150, 150 bis, 150 ter, 151, 151 bis, 151 ter, 151 quáter, 151 quinquies y 151 sexies.
Indicación Nº 148


148.- Del ex Senador señor Espina, para reemplazar el artículo 25 por el siguiente:


“Artículo 25.- Protección de la vida privada. Ningún niño puede ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su intimidad, su familia, su domicilio o su correspondencia.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente proposición para sustituir el texto de la misma, a fin de reemplazar íntegramente al artículo en discusión:


“Artículo 33.- Derecho a la vida privada y a la protección de datos personales. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a desarrollar su vida privada. Ningún niño, niña o adolescente podrá ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia.

Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la protección de sus datos personales, así como a impedir el tratamiento o la cesión de estos sin su consentimiento o, en su caso, el de su padre y/o madre, representantes legales o persona que los tenga legalmente a su cuidado, según lo establecido en la legislación vigente.


Se presumirá que toda persona mayor de catorce años tiene la capacidad suficiente para poder consentir por sí misma el tratamiento de sus datos de carácter personal, salvo que la ley exija para su prestación la asistencia de su padre y/o madre, representantes legales o persona que los tenga legalmente a su cuidado. En este último caso siempre deberá escucharse al niño, niña o adolescente si tiene suficiente grado de madurez. 


En ningún caso podrán obtenerse del niño, niña o adolescente datos que permitan acceder a información sobre el resto de los miembros del grupo familiar, o sobre sus características, como las relativas a los datos profesionales del padre y/o madre, representantes legales o persona que los tenga legalmente a su cuidado, información económica, datos sociológicos o cualquiera del mismo estilo, sin el consentimiento de sus respectivos titulares.


Cuando el tratamiento esté referido a datos de niños, niñas y adolescentes, la información dirigida a los mismos deberá expresarse en un lenguaje que sea fácilmente comprensible para aquellos.


Los funcionarios públicos, las organizaciones de la sociedad civil que se relacionen con la niñez y su personal, deberán guardar reserva y confidencialidad sobre los datos personales de los niños, niñas y adolescentes a los que tengan acceso, a menos que su divulgación resulte indispensable para la protección de sus derechos y siempre que se tomen los resguardos necesarios para evitar un daño mayor.”.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que la proposición antes descrita se encuentra en línea y recoge los elementos presentes en la indicación en examen, al igual que los contenidos en la siguiente, a saber, la indicación N° 148 bis, de autoría de S.E. el Presidente de la República.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, manifestó que el Ejecutivo se encuentra de acuerdo con la propuesta en cuestión, con la sola objeción de sus incisos segundo y tercero, en donde sugirió no entrar en mayor una regulación del particular, en tanto se encuentra en debate una gran reforma en este ámbito (Boletín N° 11.144-07).


La Honorable Senadora señora Von Baer, solicitó que incorporar en el contenido de la proposición los aspectos abordados por las indicaciones Nos 149, 150, 150 bis, 150 ter, 151 quinquies y 151 sexies, referentes al derecho y deber preferente de los padres en el contexto del artículo en estudio.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó no tener inconveniente en agregar tales elementos.


A fin de recoger tales planteamientos, se recomendó la siguiente redacción para el primero inciso de la proposición:


“Artículo 33.- Derecho a la vida privada y a la protección de datos personales. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a desarrollar su vida privada. Ningún niño, niña o adolescente podrá ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia.”.

Posteriormente, en lo que respecta al segundo inciso de la propuesta, la Honorable Senadora señora Von Baer, concordó con lo expresado, en su oportunidad, por la señora Honorato, estimando más apropiado el que se efectué remisión a la legislación vigente en estas materias, precisamente por tratarse de aspectos en actual discusión legislativa.


De ese modo, se recomendó que el inciso segundo en comento siguiera la siguiente redacción:


“Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la protección de sus datos personales, así como a impedir el tratamiento o la cesión de éstos, según lo establecido en la legislación vigente.”.

El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, por su parte, en lo que respecta al inciso tercero de la propuesta, indicó la necesidad de reconocer las diferencias, en este ámbito, entre el niño o niña y los adolescentes.


Estos últimos, agregó, tienen un grado de autonomía en estas materias que debe ser cautelado y reconocido como regla general.


En ese sentido, resaltó, es que se orienta la proposición en examen, proveyendo de normas que otorgar protección y regulación a los datos de los niños, niñas y adolescentes y a su tratamiento.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que si bien está de acuerdo con la diferenciación entre las etapas de la niñez y adolescencia, no se haría necesario regular en detalle el punto de existir ya los preceptos que abordar el particular, debiendo centrarse la discusión sólo en aquellos puntos en donde no haya normativa.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, observó que no se debe perder de visto que la iniciativa en examen pretende fijar reglas especiales sobre los derechos de la niñez y la adolescencia, en tanto proyectarse como el estatuto comprensivo de estos tópicos, con independencia de que ya existan normas al respecto en otros cuerpos legales.


En efecto, explicó, justamente de lo que trata la idea de protección especial de la infancia es, en este caso, de detallar es estatutos específicos las prerrogativas en cuestión.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, por su parte, señaló que el Ministerio Público ha tomado conocimiento de muchos casos en los cuales personas han intentado pagar, o derechamente han pagado, a niños y niñas para que estos últimos muestren fotos íntimas, en plataformas tales como Instagram, por lo que establecer la presunción de la plena capacidad de los mayores de catorce años a consentir, por sí mismos, respecto del tratamiento de sus datos personales pareciera ser algo que, al menos, merece de una mayor reflexión.


Asimismo, se preguntó, al tenor del citado inciso tercero, si en los casos en los cuales se requieran los datos del niño para propósitos médicos, también se requeriría el consentimiento de este último para proceder a su remisión y procesamiento. Sin duda, resaltó, una situación compleja de resolver si sólo se tiene en consideración este precepto.


Por tal razón, sugirió que, al igual que con el inciso anterior, se efectuara una remisión genérica a la legislación vigente, justamente para no entrar en la casuística de cada una de las hipótesis que se pueden generar.


El Honorable Senador señor Montes, por su parte, señaló que, a su entender, el proyecto de reforma integral a la protección de datos personales (Boletín N° 11.144-07) no trata, en específico, la regulación de estas materias en el caso de los niños.


De ahí, agregó, que sea necesaria una mayor explicitación del punto, a fin de generar una protección específica respecto de los niños en materia informática. 


Lo anterior, destacó, en tanto, con el reconocimiento de su autonomía en este contexto, se está afirmando que el niño cuenta con capacidades para generar una esfera de privacidad de la cual pueda hacerse responsable, lo cual no quiere indicar la exclusión de la responsabilidad de los padres en este ámbito, ni menos la supresión de la labor de guía y orientación que sobre ellos recae.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, estimó que las aprensiones sobre este inciso, a su juicio, están superadas por la referencia, en el texto del mismo, a que el tratamiento autónomo de los datos, por parte del niño, sólo procederá en caso de que la ley no exija para ello la asistencia de sus padres o de quien lo tenga legalmente a su cuidado.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, a su turno, afirmó que el contar con una norma específica en este punto, puede servir de incentivo para que se regule el particular en otras partes del ordenamiento, con el objetivo de aunar criterios en la legislación, atendido el dinamismo del sector.


La Honorable Senadora señora Von Baer, observó que no existe claridad acerca de las normativas legales en donde se exige la autorización de los padres para el tratamiento de los datos personales del niño.


Sin perjuicio de lo anterior, indicó que le resulta preocupante que se disponga que, cualquier niño mayor de catorce años, pueda consentir libremente la entrega de sus datos personales.


Por todas esas razones, agregó, parece más razonable que sólo se haga referencia una referencia a la legislación vigente que regula la obtención, procesamiento y tratamiento de datos generales.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, coincidió con quien le precedió en el uso de la palabra.


El Honorable Senador señor Montes, señaló no entender cuál sería la supuesta inconsistencia del inciso tercero en comento, ya que, precisamente, el particular no se encuentra normado, independientemente, como ya se señaló, que se encuentre en tramitación un proyecto que aborda integralmente el punto.


En efecto, manifestó que se requiere de definiciones básicas en este contexto, las que, en su opinión, de modo alguno colisionan con otras prerrogativas.


En tal sentido, señaló que el inciso en examen no está entregando una capacidad absoluta al menor en el tratamiento de sus propios datos, sino que sólo le está reconociendo, en conformidad a su autonomía progresiva, un grado mayor de independencia en estos aspectos, sin perjuicio de que luego, en el inciso siguiente, se fijen limitaciones y una serie de restricciones a tal actividad.


La Honorable Senadora señora Von Baer, sostuvo que el inciso tercero otorga la capacidad del mayor de catorce años de edad a que, por sí mismo, y sin ninguna asistencia o autorización parental, pueda consentir en el tratamiento de sus datos personales, mientras que el inciso cuarto, establece la limitación, sólo en ese entendido, de que no se pueda obtener datos de la familia o padres del niño.


En esa lógica, expresó que le parece grave que se esté fijando una prerrogativa de tal entidad a niños que recién cumplen los catorce años, especialmente en consideración a prácticas tan dañinas en el ámbito digital o virtual como el phishing y ante vulneraciones latentes, en tales espacios, a la privacidad o imagen del niño, como lo puede ser el envío de una foto íntima o sensible.


De esa forma, indicó su rechazo y desacuerdo con el contenido de los incisos en cuestión.


El Honorable Senador señor Ossandón, por su parte, observó que, si bien es evidente el manejo que tienen los adolescentes de las plataformas digitales y de las redes sociales, no se debe pasar por alto el hecho de que aquéllos todavía son niños en desarrollo, por lo que puede resultar muy peligroso para tal propósito que no existan resguardos en este punto.


En esa línea, destacó, es muy fácil que se generen engaños hacia los menores en tales ámbitos, con la finalidad de obtener información de sus padres o miembros de su familia.


Por último, expresó que tener como parámetro, para la aplicación de tal regla, a la madurez del niño, no es del todo razonable, ya que se trata de un criterio muy subjetivo y que varía caso a caso.


A partir de las posiciones previamente descritas, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en virtud de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, sometió a votación separada a los incisos tercero y cuarto de su proposición.


En votación los citados incisos tercero y cuarto, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes, y por la negativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.


Por consiguiente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar los incisos en cuestión.

Posteriormente, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, procedió a someter a votación los incisos primero, segundo, quinto y sexto de su propuesta, con las modificaciones antes descritas a los dos primeros, a fin de que su texto proceda a reemplazar al texto de la indicación en debate, recogiendo sus elementos, al igual que el de la indicación N° 148 bis.


En consecuencia, el texto resultante de la indicación N° 148 sería el siguiente:


“Artículo 33.- Derecho a la vida privada y a la protección de datos personales. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a desarrollar su vida privada. Ningún niño, niña o adolescente podrá ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10 de la presente ley.


Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la protección de sus datos personales, así como a impedir el tratamiento o la cesión de éstos, según lo establecido en la legislación vigente.


Cuando el tratamiento esté referido a datos de niños, niñas y adolescentes, la información dirigida a los mismos deberá expresarse en un lenguaje que sea fácilmente comprensible para aquellos.


Los funcionarios públicos, las organizaciones de la sociedad civil que se relacionen con la niñez y su personal, deberán guardar reserva y confidencialidad sobre los datos personales de los niños, niñas y adolescentes a los que tengan acceso, a menos que su divulgación resulte indispensable para la protección de sus derechos y siempre que se tomen los resguardos necesarios para evitar un daño mayor.”.


En votación la indicación N° 148, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el tenor antes descrito.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate de la presente indicación.

De ese modo, se hace presente que la Honorable Senadora señora Von Baer, por una parte, y los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, por otra, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las propuestas de enmiendas que a continuación se pasa a describir.

Inciso primero


El inciso primero previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor.


“Artículo 33.- Derecho a la vida privada y a la protección de datos personales. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a desarrollar su vida privada. Ningún niño, niña o adolescente podrá ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 8 de la presente ley.”.


La primera proposición, reemplaza al inciso primero por otro del siguiente tenor.


“Artículo 33.- Derecho a la vida privada y a la protección de datos personales. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a desarrollar su vida privada. Ningún niño, niña o adolescente podrá ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia Los padres, representantes legales o la persona que los tengan igualmente a su cuidado, en el interés superior del niño, niña y adolescente, podrán limitar este derecho, orientando, autorizando y educando a sus hijos.”.

En discusión esta propuesta, la Honorable Senadora señora Von Baer, en su calidad de autora de la misma, señaló que la misma pretende posibilitar que los padres tengan cierto grado de injerencia en la información y datos privados que manejan los niños, especialmente aquellos relacionados con el uso de Internet, en virtud del grado de exposición al que se ven enfrentados en la red.

Así, agregó, es razonable que los padres puedan saber si los niños están haciendo una buena utilización de las herramientas digitales, para lo cual se requiere poder revisar y acceder a dicha información, con el objetivo de que luego los padres puedan adoptar las medidas que se requieran para enfrentar las complejidades o problemas que detecten.


En seguida, indicó que estas son materias de discusión actual, especialmente con los adolescentes, por lo que la propuesta se orienta a dar una garantía de protección para los niños. para lo cual es especialmente valioso hacer una referencia a las prerrogativas parentales en este contexto.


El Honorable Senador señor Montes, por su parte, observó que, ante sospechas de que el niño se encuentra mal utilizando las plataformas virtuales, o se encuentra expuesto a algún riesgo, no existen dudas de que los padres tienen facultades para intervenir, lo cual debe desarrollarse dentro de los límites de la interacción propia entre ambos, y bajo una lógica de guía, cuidado y orientación.

Lo anterior, resaltó, es muy distinto a que sean los padres quienes supediten el ejercicio del niño a su vida y espacios privados por medio de autorizaciones, lo que, a su juicio, conllevada a no reconocer a este último sus derechos en este ámbito.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, a su turno, resaltó que no se encuentra en discusión, en este o en cualquier otro artículo del proyecto, el rol de los padres referente a la guía, acompañamiento y educación permanente que deben brindar a sus hijos, siendo ello relevante, por cierto, también en el ámbito digital y virtual.

En votación esta proposición, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la rechazó.


La segunda propuesta, elimina del inciso primero previamente aprobado por la Comisión, la siguiente oración: “Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10 de la presente ley.”.

En discusión esta proposición, la Honorable Senadora señora Von Baer, señaló que, a su juicio, el presente artículo es uno de los más preceptos más importantes del proyecto, en donde necesariamente se requiere relevar el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos.


Lo anterior, agregó, en tanto la vida privada y los datos personales se encuentran en considerable riesgo en el contexto actual, debido al nivel de exposición que tienen los niños con la actual tecnología digital, la que, por cierto, complejiza muchas veces el acompañamiento parental.

En ese sentido, añadió, no parece razonable que la redacción del precepto impida que los padres tengan injerencia en estos espacios, precisamente por lo peligroso de ello para el desarrollo del niño.


De ahí, resaltó, que se requiera enfatizar la capacidad de los padres de guiar a sus hijos en el mundo virtual y digital por el cual estos últimos transcurren, a fin de que se posibilite a los primeros controlar las redes sociales en las cuales participan sus hijos, revisar eventualmente sus dispositivos para verificar el contenido que están consumiendo y disponer de los controles parentales que estimen pertinentes.


Por todos estos factores, es que sugirió la búsqueda de acuerdos sobre el particular, a fin de que el proyecto aborde de buena forma los resguardos necesarios a los niños en este ámbito.


El Honorable Senador señor Ossandón, en la misma línea, manifestó que, en el contexto digital actual, la posibilidad de que los niños sean manipulados en la red es, sin duda, un grave riesgo.

En efecto, explicó, en Instagram se han conocido públicamente casos en donde personas compran packs con fotos de niños, en ocasiones de connotación sexual o erótica, en donde la propia imagen de aquéllos se ve totalmente vulnerada.


De igual modo, prosiguió, hace un tiempo atrás se conoció la situación en donde una niña fue asesinada producto de la manipulación de una persona a través de medios digitales.


Por consiguiente, destacó, en estos espacios virtuales, hoy más que nunca, el rol de los padres resulta fundamental, a fin de que éstos cuenten con las facultades para controlar las redes en donde participan los niños, cuánto tiempo pasan en ellos, qué contenido ven, entre otros puntos de relevancia.


El Honorable Senador señor Quintana, por su parte, expresó que, por cierto, el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos resulta trascendental para orientar y guiar a los niños en el empleo que ellos hagan de las herramientas digitales, no siendo ello algo que la presente proposición ponga en duda, ya que, como se ha reiterado en el debate, tal prerrogativa parental se encuentra consagrado como un principio inspirador de todo el articulado de la iniciativa.


Asentado lo anterior, resaltó que, si se analiza el tenor del artículo en comento, queda en evidencia que, justamente, se busca resguardar y proteger al niño en su vida privada y datos personales, por lo que sólo una interpretación descontextualizada podría llevar a sostener que, en este precepto, por el contrario, se están debilitando los resguardos del niño en este ámbito.


El Honorable Senador señor Montes, sostuvo que los buenos padres educan, guían y preparan a sus hijos para el empleo de la tecnología digital, enseñándoles a discernir y, por cierto, estableciéndoles limites en tal proceso.


Lo anterior, subrayó, no quiere decir que la interferencia en la esfera privada del niño sea la única vía para que el niño se desarrolle en estos contextos.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que, hace unos días atrás, una madre le comentó que no era posible que se posibilitara que su hijo se encierre en su pieza, sin que nadie pueda intervenir.


Así, señaló que su respuesta fue que los padres son los responsables de generar las condiciones necesarias para entablar un diálogo permanente con sus hijos, para orientarlos en este tipo de situaciones, por lo que no se puede pretender que la ley, por sí sola, cumpla el rol que los padres, en muchas ocasiones, no se encuentran desarrollando.


Posteriormente, concordó con lo planteado por el Honorable Senador señor Quintana en lo que respecta a la finalidad del artículo en examen, la cual no es otra que proteger a la vida privada del niño y sus datos personales, estableciendo, además, resguardos al tratamiento de dicha información.


Por último, resaltó el derecho y deber de los padres a educar a sus hijos se encuentra consagrado expresamente como un principio que ilumina la interpretación de todos los preceptos del articulado del proyecto de ley.


En votación la indicación N° 148, en lo referente a eliminar del texto de la misma la frase antes descrita, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, aprobó tal supresión.

Por tal razón, se procedió luego a votar la totalidad del artículo, por lo que el tenor resultante del mismo, recogido por la indicación N° 148, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.
Indicación Nº 148 bis


148 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente: 


“Artículo 25.- Vida privada. Todo niño tiene derecho a desarrollar su vida privada. Ningún niño podrá ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia.”.

En votación la indicación N° 148 bis, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, siguiendo, en lo pertinente, la redacción final de la indicación N° 148.

Inciso primero
Indicación Nº 149


149.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar, luego de la palabra “ilegales”, la siguiente expresión: “, respetando lo establecido en el artículo 8° de la presente ley”.


En votación la indicación N° 149, la Comisión, inicialmente, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, siguiendo, en lo pertinente, el tenor resultante de la indicación N° 148.

No obstante lo anterior, se deja constancia que, una vez reabierto el debate de la indicación N° 148, se procedió a eliminar del inciso primero del artículo en examen la referencia al derecho y deber preferente de los padres, lo que generó que, a su vez, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, rechazara la presente indicación N° 149.
Indicación Nº 150


150.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar, luego de la palabra “ilegales”, la siguiente expresión: “, sin perjuicio del derecho preferente y deber de los padres de educar y proteger a sus hijos”.


En votación la indicación N° 150, la Comisión, inicialmente, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, siguiendo, en lo pertinente, la redacción final de la indicación N° 148.

No obstante lo anterior, se deja constancia que, una vez reabierto el debate de la indicación N° 148, se procedió a eliminar del inciso primero del artículo en examen la referencia al derecho y deber preferente de los padres, lo que generó que, a su vez, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, rechazara la presente indicación N° 150.
Indicaciones Nos 150 bis y 150 ter


150 bis.- Del Honorable Senador señor Chahuán, y 150 ter.- del Honorable Senador señor Galilea, para agregar a continuación de la palabra “ilegales” la siguiente frase: “, sin perjuicio del derecho preferente de los padres a educar a sus hijos”.


En votación las indicaciones Nos 150 bis y 150 ter, la Comisión, inicialmente, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, las aprobó con modificaciones, siguiendo, en lo pertinente, el tenor resultante de la indicación N° 148.

No obstante lo anterior, se deja constancia que, una vez reabierto el debate de la indicación N° 148, se procedió a eliminar del inciso primero del artículo en examen la referencia al derecho y deber preferente de los padres, lo que generó que, a su vez, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, rechazara las presentes indicaciones Nos 150 bis y 150 ter.
Inciso segundo
Indicación Nº 151


151.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminarlo.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en su calidad de autora de la misma, la retiró.

Indicaciones Nos 151 bis y 151 ter


151 bis.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 151 ter.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la locución “Los padres y/o madres” por la siguiente: “El padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 151 bis y 151 ter, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en examen.
Indicación Nº 151 quáter


151 quáter.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 151 quáter, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en examen.
Indicación Nº 151 quinquies


151 quinquies.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, para agregar a continuación del vocablo “intimidad” la siguiente frase: “, sin perjuicio de las limitaciones que a este derecho el padre y/o la madre consideren razonable establecer en virtud del interés superior del niño”.


En votación la indicación N° 151 quinquies, la Comisión, inicialmente, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, siguiendo, en lo pertinente, la redacción final de la indicación N° 148.

No obstante lo anterior, se deja constancia que, una vez reabierto el debate de la indicación N° 148, se procedió a eliminar del inciso primero del artículo en examen la referencia al derecho y deber preferente de los padres, lo que generó que, a su vez, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, rechazara la presente indicación N° 151 quinquies.
Indicación Nº 151 sexies


151 sexies.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar la siguiente oración final: “Lo anterior, sin perjuicio de las restricciones que estos puedan imponer al ejercicio de este derecho en razón su derecho y deber preferente de educar a sus hijos.”.

En votación la indicación No 151 sexies, la Comisión, inicialmente, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, siguiendo, en lo pertinente, el tenor resultante de la indicación N° 148.

No obstante lo anterior, se deja constancia que, una vez reabierto el debate de la indicación N° 148, se procedió a eliminar del inciso primero del artículo en examen la referencia al derecho y deber preferente de los padres, lo que generó que, a su vez, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, rechazara la presente indicación N° 151 sexies.


Se consigna que, producto de la reordenación de los artículos que experimentó el proyecto de ley, el artículo 25 del texto aprobado en general quedó consignado como artículo 33.

ARTÍCULO 26


El artículo 26 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 26.- Honra y propia imagen. Todo niño tiene derecho a su propia imagen, honra y reputación.


Toda persona, sea natural o jurídica, debe respetar este derecho. Los medios de comunicación y los profesionales de la comunicación, en el desempeño de su rol y ejercicio de sus funciones, deberán tener especial respeto por el interés superior del niño, resguardando su identidad, imagen, honra y reputación.


Los medios de comunicación deberán evitar la exhibición y divulgación de toda información que pueda estigmatizar a un niño o afectar su imagen, honra o reputación. Esta obligación deberá considerarse especialmente para la interpretación en sede judicial o administrativa del alcance de las obligaciones y la procedencia y gravedad de las sanciones administrativas, civiles o penales establecidas en las leyes para las violaciones a este derecho, ya sea que éstas se establezcan para todas las personas o para los niños en particular. 


Se prohíbe divulgar la imagen, la identidad o los datos necesarios para la identificación de todo niño, salvo su consentimiento expreso conforme a su edad y grado de madurez; y la autorización de sus padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tengan legalmente a su cuidado, cuando corresponda.


Se prohíbe divulgar la imagen, identidad o los datos necesarios para la identificación de todo niño que fuere imputado o condenado por la comisión de un delito como autor, cómplice o encubridor; que fuere víctima o testigo de un delito o que se encontrare sujeto a procedimientos administrativos o judiciales. Quienes intervengan en estos procedimientos estarán obligados a guardar reserva sobre la imagen, identidad y datos personales de los niños involucrados, a menos que su divulgación resulte indispensable para la protección de sus derechos y siempre que se tomen los resguardos necesarios para evitar un daño mayor. 


Los funcionarios públicos, las organizaciones de la sociedad civil que se relacionen con la niñez y su personal, deberán tener estricto apego a esta disposición, y deberán adoptar las medidas para proteger toda la información que pueda afectar a un niño, especialmente, la relativa a la participación de éstos en los procedimientos judiciales o administrativos.”.

A este artículo, se presentaron ocho indicaciones, signadas con los Nos 152, 153, 154, 155.a, 155.b, 155.c, 155 y 156.
Inciso primero
Indicación Nº 152


152.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazarlo por otro del siguiente tenor:


“Artículo 26.- Honra y propia imagen. Todo niño tiene derecho a su propia imagen, y a la honra y reputación de él y su familia.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente proposición para sustituir el texto de la misma, con el objetivo de reemplazar íntegramente al artículo en discusión:


“Artículo 34.- Derecho a la honra, intimidad y propia imagen. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a su honra, intimidad, propia imagen y reputación. Estos derechos comprenden también la inviolabilidad del domicilio familiar y de la correspondencia, así como el derecho a reserva de las comunicaciones, incluidas las producidas a través de las tecnologías de la información y la comunicación.

El ejercicio del derecho a la protección de la intimidad y la propia imagen corresponde al niño, niña o adolescente de acuerdo con su edad y grado de madurez, y siempre en atención a su interés superior. En caso contrario, corresponde a sus padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tengan legalmente a su cuidado, escuchar siempre la opinión del niño, niña o adolescente si tiene madurez suficiente y en atención a su interés superior. 


Se presumirá que toda persona mayor de catorce años tiene la capacidad suficiente para poder ejercer por si la protección de la intimidad y la propia imagen, a menos que la ley, atendiendo a sus propios intereses, establezca lo contrario.


Toda persona, sea natural o jurídica, debe respetar estos derechos. Especial respeto por estos derechos deberán tener los medios de comunicación y los profesionales de la comunicación, en el desempeño de su rol y ejercicio de sus funciones.


Se prohíbe la exhibición y divulgación de toda información que pueda estigmatizar a un niño, niña o adolescente o afectar su imagen, honra o reputación, causarle menoscabo o dañar sus intereses y en particular, divulgar la imagen y la identidad de todo niño, niña o adolescente que fuere imputado o condenado por la comisión de un delito como autor, cómplice o encubridor; que fuere víctima o testigo de un delito o que se encontrare sujeto a procedimientos administrativos o judiciales. Los intervinientes en estos procedimientos estarán obligados a guardar reserva sobre la imagen e identidad de los niños, niñas o adolescentes involucrados, a menos que su divulgación resulte indispensable para la protección de sus derechos y siempre que se tomen los resguardos necesarios para evitar un daño mayor.


Los funcionarios públicos, las organizaciones de la sociedad civil que se relacionen con la niñez y su personal, deberán tener estricto apego a esta disposición, y deberán adoptar las medidas para proteger toda la información que pueda afectar a un niño, niña o adolescente, especialmente, la relativa a la participación de éstos en los procedimientos judiciales o administrativos.


Las sanciones administrativas, civiles o penales establecidas en las leyes para las violaciones al derecho a la honra, intimidad y e imagen de las personas en general, o de los niños, niñas y adolescentes en particular, se considerarán agravadas cuando el afectado sea un menor de edad.”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, explicó que la indicación en examen, al igual que las indicaciones Nos 153, 154 y 156, incorporan a la familia dentro del contenido del derecho a la honra del niño, en tanto este último, por cierto, forma parte de un grupo familiar y no se encuentra aislado para estos efectos.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, por su parte, expresó que en caso de afectarse la honra, por ejemplo, de los padres de un niño, ello también genera efectos en el menor, en tanto no ser ajeno ni inmune a lo que acontece en la agrupación familiar.


El Honorable Senador señor Montes, a su turno, señaló que el honor de los miembros de la familia del niño se puede afectar en tanto ser seres humanos titulares del derecho fundamental a la honra.


En esa lógica, agregó, no le parece razonable ligar a la familia en el contenido protectivo de tal derecho, precisamente por tratarse, en este contexto, de una prerrogativa especial que asiste al niño.


Así, indicó que, de incorporarse tal referencia, no se generaría mayor aporte al particular.


Posteriormente, y en relación al debate del artículo anterior (vida privada y protección de datos personales), manifestó su preocupación por la forma en que se desenvolvió tal discusión, en tanto no le parece razonable no reconocer en un niño de catorce años su capacidad para evaluar una situación privada y poder responsabilizarse de la misma, en conformidad con su autonomía progresiva, especialmente si en el mismo rango etario ya existe responsabilidad penal para dichos sujetos.


En ese sentido, añadió, se trata de una reflexión profunda que se debe hacer como sociedad, sincerando que el niño sí cuenta con espacios de independencia, sin perjuicio de la guía y orientación de sus padres, especialmente en consideración al hecho de que la infancia ya no es la misma de décadas atrás, sino que ha cambiado con una gran dinamicidad, advirtiéndose un mayor grado de complejidad en su entendimiento y análisis.

Por último, refiriéndose a la propuesta de la Honorable Senadora señora Rincón sobre el artículo en examen, sostuvo que la misma otorga densidad al proyecto, por lo que se encuentra a favor de ella.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, aseveró que, en esta parte del articulado, el texto aprobado en general desconoce, por un lado, la capacidad que tiene un adolescente en este ámbito, y por otro, su contenido centra su atención en terceros más que en la persona del niño, no obstante ser este último el que cuenta con derecho a la honra y a su propia imagen.


De ese modo, añadió, la proposición rescata la figura del niño en este punto y lo pone en el centro del ejercicio de su propia prerrogativa.


El Honorable Senador señor Ossandón, manifestó su desacuerdo con lo sostenido previamente por el Honorable Senador señor Montes, expresando que el sólo hecho que los adolescentes se manejen en las nuevas tecnologías no quiere decir que los mismos tengan la madurez suficiente para que se otorgue una capacidad o independencia absoluta en este ámbito.


En ese sentido, añadió, la responsabilidad y crianza de los padres siempre deben estar presentes, no siendo razonable que una regulación legal o sentencia judicial las reemplacen. 


Lo anterior, prosiguió, precisamente para resguardar al niño de los peligros que pueden generarse en el contexto en comento.


El Honorable Senador señor Montes, observó que el tema en cuestión se trata de un debate fundamental en el proyecto de ley en estudio, por lo que se precisa de una mayor reflexión al respecto.


En tal sentido, indicó que, en tanto estar debatiéndose una Ley de Garantías a la Niñez y Adolescencia, es del todo procedente que se reconozcan ciertas facultades a los niños conforme a su autonomía progresiva, lo que no significa privar a los padres de su facultad de intervenir en los procesos de desarrollo del menor.


En esa línea, es lógico reconocer prerrogativas a los niños, alcanzada cierta edad, siendo ello un rol civilizatorio en la sociedad más que una definición de política pública.


Así, sin perjuicio de los límites propios de las facultades de los niños, y de la supervisión control parental que exista, lo cierto es que en determinados rasgos etarios es innegable que el niño genera cierta independencia, lo que debe conducir a que se le permita responsabilizarse, entre otras cosas, respecto del tipo de información que entrega, por cierto, con las delimitaciones antes descritas.


Por consiguiente, afirmó que es un error suponer que el niño, a una determinada edad, tiene más dependencia de la que efectivamente tiene o que razonablemente tendría que tener conforme a su desarrollo en el contexto actual.


La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, resaltó que el inciso cuarto del texto aprobado en general no se encuentra, a su juicio, recogido en la proposición.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que la propuesta recoge los elementos del citado inciso cuarto de un modo más amplio, a fin de proteger de mejor forma la divulgación de la información del niño.


Posteriormente, resaltó que, más allá de las responsabilidades que por ley se fijen a los padres, lo cierto es que, en los hechos, muchas veces estos últimos simplemente renuncian a ejercerla, en tanto no supervisan ni orientan a los niños en la información que estos proporcionan, o la imagen que proyectan en espacios digitales.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, subrayó que en el inciso segundo de la propuesta se dispone que sólo cuando el niño ni pueda ejercer por sí mismo el derecho a la protección de su intimidad y propia imagen es que los padres podrán intervenir, por lo que se configura un modelo parental subsidiario.


Ello, añadió, no parece del todo apropiado, en tanto los padres debiesen poder supervigilar y guiar al niño en forma paralela al ejercicio de su prerrogativa.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que el citado inciso segundo no obsta a que los padres puedan adoptar resguardos en este contexto, sino que sólo diferencia entre el niño y sus padres a efectos del ejercicio de la prerrogativa en examen.


La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, expresó que, desde la teoría general de los Derechos Humanos, se debe tener en consideración que el cuerpo normativo en debate se trata de una ley para la protección de los derechos de los niños.


En tal sentido, prosiguió, es del todo congruente disponer de un ámbito de transición entre los derechos de los adultos y los de los niños, específicamente para el caso de los adolescentes.


Así, resaltó, la pregunta que debe resolver la Comisión es qué espacio de prerrogativas reconozco a los niños en cada derecho, sin que ello se agote en una mera referencia general a la legislación del punto respectivo.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, señaló que el Ejecutivo está a favor del reconocimiento de determinadas capacidades a los niños, a fin de que ellos puedan, de por sí, ejercer sus derechos.


Ello, añadió, no significa que los padres no tengan nada que decir al respecto, o sólo actúen en una lógica subsidiaria, sino que, por el contrario, el rol parental siempre se encuentra al alero del desarrollo del menor.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en una línea similar, indicó que, a su juicio, el problema con el inciso segundo de la propuesta es la expresión “En caso contrario”, en tanto genera que los padres sólo intervengan en este derecho de manera supletoria, sólo cuando el niño no pueda ejercer de por sí esta facultad.


En tal sentido, afirmó que, a su juicio, no existe tensión entre los padres y el niño en este contexto, sino que ambos cumplen roles paralelos y complementarios en la protección de esta facultad respecto de terceros.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, explicó que la idea de que el niño pueda ejercer, de por sí, la prerrogativa en cuestión, cobra relevancia en casos en los cuales, por ejemplo, ante una publicación ofensiva de parte de un tercero, el propio niño o adolescente pueda presentar la respectiva acción judicial en su defensa.


Ello, precisó, no obsta a que los padres puedan acudir a la justicia en caso de que el niño no quiera o no pueda, pero se debe otorgar el espacio para que el menor pueda ejercer el derecho de por sí.


A partir de las posiciones previamente descritas, se sugirió que el inciso segundo adoptase la siguiente redacción:


“El ejercicio del derecho a la protección de la intimidad y la propia imagen corresponde al niño, niña o adolescente, de acuerdo con su edad y grado de madurez, y siempre en atención a su interés superior. Lo anterior, sin perjuicio del derecho que les corresponde a sus padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tengan legalmente a su cuidado. En todo caso, se deberá escuchar siempre la opinión del niño, niña o adolescente si tiene madurez suficiente, en atención a su interés superior.”.


El Honorable Senador señor Montes, por otra parte, sugirió reflexionar en profundidad acerca de lo sostenido por la señora Gómez previamente, en lo referente a disponer en los derechos del proyecto de ley de un espacio en donde se aborden las especificidades de los adolescentes, a fin de visibilizar su autonomía progresiva y reconocer las capacidades con las que cuentan para hacerse responsables y deliberar en diferentes ámbitos.


En efecto, afirmó que en la adolescencia la persona alcanza un grado de independencia que no se puede negar, lo que debe traducirse en el texto, explicitando las diferentes prerrogativas que asistirán a los niños de una determinada edad.


Lo anterior, resaltó, sin perjuicio de la guía y orientación de los padres que siempre estará disponible para el niño para su resguardo y desarrollo.


Finalizó sosteniendo que tal visibilización de las facultades del adolescente permitiría superar, no sólo una visión adultocéntrica del particular, sino también una mirada infantocéntrica de estas materias.


El Honorable Senador señor Ossandón, manifestó no tener inconvenientes en reconocer ciertas prerrogativas a los niños, sin perjuicio de destacar que, en su opinión, una parte de los problemas que tenemos como sociedad es el resultado de tratar a los niños como adultos, y por no haber asumido los padres o cuidadores del menor sus roles y responsabilidades, en cualquier tipo de familia de que se trate, deberes que, a su juicio, se desprenden de la propia naturaleza humana de las personas.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, a su turno, sugirió revisar el contenido de la propuesta con el articulado de la ley N° 19.628, a fin de que exista congruencia entre ambos cuerpos legales.


La Honorable Senadora señora Von Baer, indicó que, precisamente para mantener tal coherencia normativa, es que el Ejecutivo propuso que se hagan referencias generales a la legislación pertinente.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, en línea con lo sostenido por quien le precedió en el uso de la palabra, recomendó hacer referencia a la legislación vigente en el último inciso de la propuesta en examen.


El Honorable Senador señor Montes, por otra parte, en lo concerniente al inciso relativo a la calificación de los contenidos de los niños, sugirió hacer una remisión a la actual normativa, cuya institucionalidad, afirmó, se ha desenvuelto de buena manera.


De ese modo, y a partir de los postulados expresados previamente en el debate, se consignó que el tenor de la propuesta sería el siguiente:


“Artículo 34.- Derecho a la honra, intimidad y propia imagen. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a su honra, intimidad, propia imagen y reputación. Estos derechos comprenden también la inviolabilidad del domicilio familiar y de la correspondencia, así como el derecho a reserva de las comunicaciones, incluidas las producidas a través de las tecnologías de la información y la comunicación.


El ejercicio del derecho a la protección de la intimidad y la propia imagen corresponde al niño, niña o adolescente, de acuerdo con su edad y grado de madurez, y siempre en atención a su interés superior. Lo anterior, sin perjuicio del derecho que les corresponde a sus padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tengan legalmente a su cuidado. En todo caso, se deberá escuchar siempre la opinión del niño, niña o adolescente si tiene madurez suficiente, en atención a su interés superior.


Se presumirá que toda persona mayor de catorce años tiene la capacidad suficiente para poder ejercer de por sí la protección de la intimidad y la propia imagen, a menos que la ley, atendiendo a sus propios intereses, establezca lo contrario.


Toda persona, sea natural o jurídica, debe respetar estos derechos. Especial respeto deberán tener los medios de comunicación y los profesionales de la comunicación, en el desempeño de su rol y ejercicio de sus funciones.


Se prohíbe la exhibición y divulgación de toda información que pueda estigmatizar a un niño, niña o adolescente o afectar su imagen, honra o reputación, causarle menoscabo o dañar sus intereses, y en particular, divulgar la imagen y la identidad de todo niño, niña o adolescente que fuere imputado o condenado por la comisión de un delito como autor, cómplice o encubridor; que fuere víctima o testigo de un delito o que se encontrare sujeto a procedimientos administrativos o judiciales. Los intervinientes en estos procedimientos estarán obligados a guardar reserva sobre la imagen e identidad de los niños, niñas o adolescentes involucrados, a menos que su divulgación resulte indispensable para la protección de sus derechos y siempre que se tomen los resguardos necesarios para evitar un daño mayor.


Lo dispuesto en el inciso anterior, es sin perjuicio de las excepciones calificadas contempladas en la ley.

Los funcionarios públicos, las organizaciones de la sociedad civil que se relacionen con la niñez y su personal, deberán tener estricto apego a esta disposición, y deberán adoptar las medidas para proteger toda la información que pueda afectar a un niño, niña o adolescente, especialmente, la relativa a la participación de éstos en los procedimientos judiciales o administrativos. 


Las sanciones administrativas, civiles o penales establecidas en las leyes para las violaciones al derecho a la honra, intimidad e imagen de las personas en general, o de los niños, niñas y adolescentes en particular, se considerarán agravadas cuando el afectado sea un menor de edad, conforme a la legislación vigente.”.

La Honorable Senadora señora Von Baer, en virtud de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, solicitó votación separada del inciso tercero de la proposición en examen.


En votación el citado inciso tercero, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes, y por la negativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.


Por consiguiente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar los incisos en cuestión.

Posteriormente, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, procedió a someter a votación los demás incisos de su propuesta, siguiendo el tenor antes descrito, a fin de que su texto proceda a reemplazar al texto original de la indicación en debate, reemplazando, asimismo, a la redacción del artículo 26 del texto aprobado en general.


En consecuencia, el texto resultante de la indicación N° 152 sería el siguiente:


“Artículo 34.- Derecho a la honra, intimidad y propia imagen. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a la honra, intimidad, propia imagen y reputación de él y de su familia. Estos derechos comprenden también la inviolabilidad del domicilio familiar y de la correspondencia, así como el derecho a reserva de las comunicaciones, incluidas las producidas a través de las tecnologías de la información y la comunicación.


El ejercicio del derecho a la protección de la intimidad y la propia imagen corresponde al niño, niña o adolescente, de acuerdo con su edad y grado de madurez, y siempre en atención a su interés superior. Sin perjuicio de ello, corresponde a sus padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tengan legalmente a su cuidado, escuchar siempre la opinión del niño, niña o adolescente si tiene madurez suficiente y en atención a su interés superior. 


Toda persona, sea natural o jurídica, debe respetar estos derechos. Especial respeto deberán tener los medios de comunicación y los profesionales de la comunicación, en el desempeño de su rol y ejercicio de sus funciones.


Se prohíbe la exhibición y divulgación de toda información que pueda estigmatizar a un niño, niña o adolescente o afectar su imagen, honra o reputación, causarle menoscabo o dañar sus intereses, y en particular, divulgar la imagen y la identidad de todo niño, niña o adolescente que fuere imputado o condenado por la comisión de un delito como autor, cómplice o encubridor; que fuere víctima o testigo de un delito o que se encontrare sujeto a procedimientos administrativos o judiciales. Los intervinientes en estos procedimientos estarán obligados a guardar reserva sobre la imagen e identidad de los niños, niñas o adolescentes involucrados, a menos que su divulgación resulte indispensable para la protección de sus derechos y siempre que se tomen los resguardos necesarios para evitar un daño mayor.


Lo dispuesto en el inciso anterior, es sin perjuicio de las excepciones calificadas contempladas en la ley.


Los funcionarios públicos, las organizaciones de la sociedad civil que se relacionen con la niñez y su personal, deberán tener estricto apego a esta disposición, y deberán adoptar las medidas para proteger toda la información que pueda afectar a un niño, niña o adolescente, especialmente, la relativa a la participación de éstos en los procedimientos judiciales o administrativos.

Las sanciones administrativas, civiles o penales establecidas en las leyes para las violaciones al derecho a la honra, intimidad e imagen de las personas en general, o de los niños, niñas y adolescentes en particular, se considerarán agravadas cuando el afectado sea un menor de edad, conforme a la legislación vigente.”.

En votación la indicación N° 152, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el tenor antes descrito.

Inciso segundo
Indicación Nº 153


153.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para intercalar, entre la palabra “reputación” y el punto aparte, la siguiente expresión: “, de él y su familia”.


En votación la indicación N° 153, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, siguiendo, en lo pertinente, la redacción final de la indicación N° 152.
Inciso tercero

Indicación Nº 154


154.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para intercalar, entre la palabra “reputación” y el punto seguido, la siguiente expresión: “, de él y su familia”.


En votación la indicación N° 154, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, siguiendo, en lo pertinente, el tenor resultante de la indicación N° 152.
Inciso cuarto
Indicación Nº 155.a


155.a.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:


“Se prohíbe divulgar la imagen, la identidad o los datos necesarios para la identificación de todo niño, que pueda causar su menoscabo o que sea contraria a sus intereses.”.


En votación la indicación N° 155.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, siguiendo, en lo pertinente, la redacción final de la indicación N° 152.
Indicaciones Nos 155.b y 155.c


155.b.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 155.c.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la expresión “sus padres y/o madres” por la siguiente: “su padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 155.b y 155.c, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicación Nº 155


155.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres”. 


En votación la indicación No 155, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
Inciso sexto
Indicación Nº 156


156.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para intercalar, entre la palabra “niño” y la coma que le sigue, la siguiente expresión: “y su familia”.


En votación la indicación N° 154, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, siguiendo, en lo pertinente, el tenor resultante de la indicación N° 152.

Se consigna que, producto de la reordenación de los artículos que experimentó el proyecto de ley, el artículo 26 del texto aprobado en general quedó consignado como artículo 34.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la reapertura del debate del inciso primero del presente artículo

De ese modo, se hace presente que el Honorable Senador señor Ossandón, efectuó, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la propuesta de enmienda que a continuación se pasa a describir.

Inciso primero


El inciso primero previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor:


“Artículo 34.- Derecho a la honra, intimidad y propia imagen. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a su honra, intimidad, propia imagen y reputación. Estos derechos comprenden también la inviolabilidad del domicilio familiar y de la correspondencia, así como el derecho a reserva de las comunicaciones, incluidas las producidas a través de las tecnologías de la información y la comunicación.”.

La propuesta agregar la siguiente oración final en tal inciso: “Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10 de esta ley.”.

En discusión esta proposición, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, manifestó el respaldo del Ejecutivo a la misma.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó su desacuerdo con la propuesta en examen, ya que, a su juicio, la constante referencia al derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos, no sólo es reiterativa, sino que desequilibra la concepción de los derechos de los niños hacia una visión tutelar, bajo la cual se concibe a aquéllos como incapaces.

Tal perspectiva, resaltó, es contraria a la mirada de los niños, niñas y adolescentes como sujetos de derecho, la que conforma la base del presente proyecto de ley.


En efecto, agregó, toda vez que los niños son personas en desarrollo y titulares de derechos, la prerrogativa en cuestión tiene tanta importancia como la autonomía progresiva de aquéllos en el ejercicio de sus derechos.


Por consiguiente, destacó, ambas máximas revisten la misma relevancia, estando ya consagradas en el Título II de la iniciativa legal en estudio.


Por tal razón, prosiguió, además de resultar innecesario repetir, en cada derecho, la citada visión tutelar, ello le resta importancia a los niños como sujetos de derecho.


De ese modo, subrayó que en este punto se debe tomar una decisión de coherencia en el articulado de la ley, por lo que propuso, a fin de superar esta controversia, que se aluda tanto a la autonomía progresiva (artículo 11) como al derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos, en las distintas disposiciones del proyecto que se estime conveniente, a fin de lograr un equilibrio en estas materias.


El Asesor del Honorable Senador señor Ossandón, señor José Tomás Hughes, señaló que si bien la propuesta en comento se ha repetido en otros pasajes del proyecto de ley en estudio, en concreto la presente propuesta surge como consecuencia de entender la existencia de un rol preponderante del derecho y deber preferente de los padres de educar a sus hijos en este punto, entendiendo a tal prerrogativa como un principio rector de la iniciativa legal en examen.

En efecto, aseveró que, si bien los niños, a medida que van desarrollándose, van contando con mayor responsabilidad y ejerciendo más derechos, su bienestar no radica exclusivamente en esto último, sino que fundamentalmente en conseguir su mayor realización espiritual y material posible, proceso en el cual juegan un rol preponderante y primordial los padres, especialmente en la temprana edad del niño.


Por tales razones, agregó, es que la propuesta pretende reforzar la aludida prerrogativa, con carácter de preponderante dentro del conjunto de máximas consagradas en la iniciativa.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recalcó que nunca, durante toda la discusión del proyecto de ley en examen, se ha puesto en duda la vigencia del derecho y deber de los padres a educar a sus hijos, ni tampoco se ha sostenido privar a los padres de determinados derechos.

Así, resaltó, lo que se pretende es fijar garantías explícitas para los niños, de ahí que estime pertinente, para superar el conflicto suscitado en este punto, incorporar la referencia conjunta a la autonomía progresiva del niño y a la mencionada prerrogativa parental.


La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, señaló que la inclusión y referencia al derecho-deber en cuestión depende del derecho de que se trate, teniendo, en su opinión, mucho sentido en el presente artículo.


Lo anterior, añadió, en tanto la guía preferente de los padres, por ejemplo, en el uso de las redes sociales por parte del niño, es sumamente relevante, precisamente por los riesgos que se verifican en tales espacios para la honra o identidad del niño.


El Honorable Senador señor Montes, a su turno, resaltó que jamás se ha cuestionado, durante el debate del proyecto de ley en análisis, la responsabilidad y el derecho preferente de los padres a educar a sus hijos, no siendo ello un eje en el debate, siendo prueba de ello la aprobación de un derecho parental explícito que recoge dicha prerrogativa (artículo 10).

Quien asegure lo contrario, añadió, está creando una tensión o un conflicto que no es tal.


Luego, explicó que el Estado debe colaborar a que los padres cumplan ciertas responsabilidades para con los niños, garantizando, la protección de los derechos de estos últimos en caso de que los padres no se hagan cargo.

Lamentablemente, prosiguió, la historia ha dejado en evidencia que un porcentaje no menor de padres no asumen sus responsabilidades en este ámbito (en Inglaterra, expresó, entiende que en algún punto se advirtió que un 20% de los padres no cumplían su rol de tales), por lo que se precisa que el Estado, en ese escenario, asegure la vigencia de los derechos de los niños.


Idealmente, agregó, sería que el niño contase con buenos padres y familia, que se hicieran cargo plenamente de él y de la protección de sus prerrogativas, ya que se requeriría de poco apoyo público.


Por el contrario, subrayó, no es eso lo que se observa en la realidad.


Bajo esa lógica, concordó con la proposición planteada por la Honorable Senadora señora Rincón, de incorporar la mención de los artículos en referencia.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, destacó que el artículo en análisis reconoce el derecho a la honra, a la propia imagen y reputación de los niños, en donde el rol de orientación y de guía de los padres nunca se ha cuestionado.

La Honorable Senadora señora Aravena, señaló que, en su opinión, la inclusión de la referencia a los artículos sobre autonomía progresiva y sobre el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos, le parece adecuada, ya que equilibra el contenido del derecho.


En efecto, indicó que, durante su desarrollo y maduración, es evidente que el niño va contando con una autonomía progresiva, proceso en el cual los padres debieran acompañarlo, orientarlo y guiarlo.


Por consiguiente, entiende que la propuesta efectuada por la Honorable Senadora señora Rincón se ajusta con esta visión complementaria, que es coherente, además, con la estructura del proyecto de ley en examen.


Por último, expresó que, lamentablemente, se debe tener en consideración que, en muchos casos, la responsabilidad parental que debiese existir, no siempre exista, por lo que se deben disponer de fórmulas que asuman tal realidad.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que la referencia conjunta de los principios zanjaría la discusión en todo el articulado del proyecto.

La Honorable Senadora señora Von Baer, observó que, a su juicio, no tiene mucho sentido la incorporación de ambos preceptos en los distintos artículos en donde ello se estime propicio.


Lo anterior, añadió, toda vez que la idea de aludir a la prerrogativa parental en comento pretende superar la tensión que, en algunos preceptos, se advierte entre los hijos y los padres, en donde se pueda apreciar una cierta contraposición entre los derechos de los primeros y las facultades de los segundos.


En esa línea, agregó, el tenor actual del artículo sobre el derecho a la privacidad de los niños, pareciera que dejase inviolable, a cierta edad, tal prerrogativa incluso a la guía que pudieran brindar los padres al respecto, lo que no parece razonable ni beneficioso para el propio interés del niño.

Por consiguiente, la incorporación de la remisión al artículo 8 tiene el propósito de relevar la responsabilidad parental y su derecho-deber preferente en el cuidado y educación del niño en el ejercicio de la prerrogativa contenida en el presente artículo.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, resaltó que el derecho-deber en cuestión está plasmado actualmente en el ordenamiento jurídico, por lo que no está en tela de duda su vigencia.


En seguida, explicó que no se debe perder de vista que el proyecto de ley busca que los derechos constitucionales y fundamentales que gozan todas las personas, cuenten con un correcto, para los niños, a nivel legal, en donde se recojan y resguarden las características propias de estos últimos.


En votación la propuesta del Honorable Senador señor Ossandón, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Montes y Quintana, y el voto favorable de las Honorables Senadoras señoras Aravena y Von Baer, la rechazó.


El Honorable Senador señor Quintana, lamentó que no se haya recogido la proposición planteada por la Honorable Senadora señora Rincón, y respecto de la cual se manifestó a favor también la Honorable Senadora señora Aravena, explicando esta última de buena forma los alcances de la misma.


El Honorable Senador señor Montes, expresó que su voto en contra se debe, justamente, a la no inclusión de ambos principios en juego en la disposición en análisis.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, lamentó que no se haya podido construir un acuerdo en este punto, a partir de la proposición efectuada por su persona.

ARTÍCULO 27


El artículo 27 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 27.- Información. Todo niño tiene derecho a ser informado sobre cualquier actuación o medida que pueda afectar el ejercicio de sus derechos, cualquiera sea el soporte en que se encuentre. Todo niño tiene derecho a acceder a información pública, conforme a la ley, sin que a este respecto tenga aplicación incapacidad alguna. 


Los niños tienen derecho a buscar, acceder y recibir contenidos informativos, por cualquier medio. Los órganos del Estado sólo podrán establecer limitaciones o restricciones al ejercicio de este derecho mediante ley y siempre que vayan en beneficio del pleno desarrollo físico, mental, espiritual, moral, social y cultural del niño, de acuerdo con su interés superior. 


Los órganos de la Administración del Estado velarán por que la información relevante para el desarrollo de los niños sea fácilmente accesible y esté disponible en un formato y lenguaje apropiados para ellos, para lo cual tomará en consideración especialmente a los niños en situación de discapacidad. Los órganos de la Administración del Estado velarán, dentro del ámbito de su competencia, por la existencia de un mecanismo de calificación de los contenidos a los que puedan tener acceso los niños, de modo que los padres y/o madres, o quienes los tengan legalmente a su cuidado, puedan determinar la conveniencia o inconveniencia de que dichos contenidos sean percibidos por ellos, de acuerdo con su desarrollo y madurez.


El Estado promoverá, a través de la política nacional de la niñez y su plan de acción, que los medios de comunicación difundan información y materiales de interés social y cultural para los niños. Asimismo, promoverá la consideración de las distintas necesidades de los grupos de niños que lo requieran, especialmente las de carácter lingüístico.”.

A este artículo, se presentaron diecisiete indicaciones, signadas con los Nos 157.a, 157, 158, 158 bis, 159.a, 159.a.a, 159.a.b, 159.b, 159, 159 bis, 159 ter, 159 quáter, 159 quinquies, 159 sexies, 159 septies y 160.
Inciso primero
Indicación Nº 157.a


157.a.- De S.E. el Presidente de la República, para eliminar la frase “, cualquiera sea el soporte en que se encuentre. Todo niño tiene derecho a acceder a información pública, conforme a la ley, sin que a este respecto tenga aplicación incapacidad alguna”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente propuesta para reemplazar el texto de la misma, así como para sustituir el tenor del inciso primero en examen:


“Artículo 35.- Derecho a la información. Los niños, niñas, y adolescentes tienen derecho a ser informados, de acuerdo con su edad, madurez y grado de desarrollo, y de modo comprensible para su edad, sobre cualquier actuación o medida que pueda afectar al ejercicio de sus derechos, y a acceder a la información pública, conforme a la ley, sin que a este respecto tenga aplicación incapacidad alguna.”.


En relación a esta proposición, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que la misma recoge el contenido de las indicaciones Nos 157.a, 157 y 158 bis.


El Honorable Senador señor Montes, expresó que en este punto se requiere informar a los niños y adolescentes no sólo de sus derechos, sino también de las responsabilidades que les asisten y del modo de actuación conforme a ellas, a fin de generar una discusión respecto de su rol en la sociedad.


La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, en línea con lo sostenido por quien le precedió en el uso de la palabra, expresó que se debe otorgar un espacio adicional, o un margen de responsabilización, en el tránsito desde los derechos de la infancia hacia los derechos de la adultez.


Ello, resaltó, no se observa con claridad en la estructura del proyecto de ley en estudio, de ahí que surjan confusiones en estos puntos en el debate de cada artículo, especialmente cuando se trae a colación constantemente el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos.


En efecto, precisó, si bien nadie pone en duda la vigencia dicha máxima (la cual, al igual que todos los principios, informa a toda la iniciativa), no resulta pertinente, desde un punto de vista de técnica legislativa, hacer referencia a la misma en cada sección del articulado, ya que, de seguirse esa lógica, lo mismo habría que hacer con cada uno de los principios del proyecto.


Posteriormente, agregó, se debe tener presente que los derechos contemplados en este estatuto deben contemplar una potencia normativa tal que permitan, luego, por medio de otros cuerpos legales, desarrollar su contenido, evitando que tales prerrogativas queden, en esta iniciativa, como figuras cerradas.


A partir de lo previamente expresado, se sugirió la siguiente redacción:


“Artículo 35.- Derecho a la información. Los niños, niñas, y adolescentes tienen derecho a ser informados, de acuerdo con su edad, madurez y grado de desarrollo, y de modo comprensible, sobre cualquier actuación o medida que pueda afectar al ejercicio de sus derechos, y a acceder a la información pública, conforme a la ley, sin que a este respecto tenga aplicación incapacidad alguna.”.

En votación la indicación N° 157.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo la redacción previamente descrita.

Indicación Nº 157


157.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión: “, sin que a este respecto tenga aplicación incapacidad alguna”.


En votación la indicación N° 157, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
Indicación Nº 158


158.- Del ex Senador señor Espina, para incorporar, luego del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente expresión: “Lo anterior, considerando el derecho y deber preferente de orientación y guía de los padres.”.


En votación la indicación N° 158, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
- - - - - -

Inciso segundo, nuevo

Indicación Nº 158 bis


158 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para intercalar el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual a ser tercero, y así sucesivamente: “En aquellos casos en que el deber de información se refiera a una medida que afecte al derecho de un niño en particular, deberá cumplirse de manera que entienda adecuadamente aquello que se le está informando, de acuerdo a su edad, madurez y grado de desarrollo. Todo niño tiene derecho a acceder a información pública, conforme a la ley.”.


En votación la indicación N° 158 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, siguiendo, en lo pertinente, el tenor resultante de la indicación N° 157.a.
- - - - - -

Inciso segundo
Indicación Nº 159.a


159.a.- De S.E. el Presidente de la República, para agregar, luego de la frase “contenidos informativos”, la frase “adecuados a su edad, madurez y grado de desarrollo”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente propuesta para sustituir el texto de la misma, así como para reemplazar el tenor del inciso segundo en examen:


“Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a buscar, acceder y recibir contenidos informativos adecuados a su edad, madurez y grado de desarrollo por cualquier medio. Los órganos del Estado sólo podrán establecer limitaciones o restricciones al ejercicio de este derecho mediante ley y siempre que vayan en beneficio del pleno desarrollo físico, mental, espiritual, moral, social y cultural del niño, niña o adolescente, de acuerdo con su interés superior.”.

La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, sin perjuicio de expresar su respaldo a la proposición en comento, indicó que surgen dudas de que sólo por medio de la ley se puedan establecer limitaciones o restricciones al derecho en comento, en tanto, por ejemplo, a su entender, el Consejo Nacional de Televisión califica como contenido restringido a alguna programación por medio de resoluciones administrativas.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, concordó con el hecho de que las limitaciones al derecho en cuestión no sólo deben tener como fuente directa a la ley, sino que pueden materializarse a través de normativa infralegal, como lo puede ser una resolución administrativa del Consejo Nacional de Televisión. Lo anterior, por cierto, en base a una facultad legal entregada al órgano público de que se trate.


El Asesor del Honorable Senador señor Ossandón, señor José Tomás Hughes, sugirió que, eventualmente, las distinciones en este ámbito se produzcan a los catorce años de edad, diferenciándose para estos efectos, la necesidad o no del niño de contar con autorización o no del padre.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó su desacuerdo con tal proposición, resaltando que las prerrogativas parentales se entienden siempre presentes.


La Honorable Senadora señora Von Baer, a su juicio, la progresividad del menor se aborda de buena forma en la propuesta por medio de los conceptos de edad, madurez y grado de desarrollo del niño.


En virtud de los planteamientos anteriormente señalados, se recomendó la siguiente redacción:

“Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a buscar, acceder y recibir contenidos informativos adecuados a su edad, madurez y grado de desarrollo por cualquier medio. Los órganos del Estado sólo podrán establecer limitaciones o restricciones al ejercicio de este derecho, según su normativa, y siempre que vayan en beneficio del pleno desarrollo físico, mental, espiritual, moral, social y cultural del niño, niña o adolescente, de acuerdo con su interés superior.”.

En votación la indicación N° 159.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo la redacción previamente descrita.

Indicaciones Nos 159.a.a 159.a.b y 159.a.c.


159.a.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, 159.a.b.- de la Honorable Senadora señora Von Baer, y 159.a.c.- del Honorable Senador señor Chahuán, para agregar a continuación de la expresión “por cualquier medio” la siguiente frase: “, con la previa autorización de su padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 159 a.a, 159 a.b y 159 a.c, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicación Nº 159.b


159.b.- De S.E. el Presidente de la República, para eliminar la frase “. Los órganos del Estado sólo podrán establecer limitaciones o restricciones al ejercicio de este derecho mediante ley y siempre que vayan en beneficio del pleno desarrollo físico, mental, espiritual, moral, social y cultural del niño”.


En votación la indicación N° 159.b, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, siguiendo, en lo pertinente, el tenor resultante de la indicación N° 159.a.
Indicación Nº 159


159.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar, luego del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente expresión: “Lo anterior, se entenderá sin perjuicio del derecho preferente y deber de los padres de educar y proteger a sus hijos.”.


En votación la indicación N° 159, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
Inciso tercero
Indicación Nº 159 bis


159 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para eliminar la expresión “de la Administración”, las dos veces que aparece.


En votación la indicación N° 159 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la rechazó.

Indicación Nº 159 ter


159 ter.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la frase “por que la información relevante” por “, dentro del ámbito de sus competencias, porque la información relevante y adecuada”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente propuesta para sustituir el texto de la misma, así como para reemplazar el tenor del inciso tercero en examen:


“Los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, velarán por el cumplimiento de los siguientes objetivos:


a) Que los niños, niñas y adolescentes reciban una alfabetización crítica y responsable en el uso de las tecnologías de la información y la comunicación.


b) Que la información relevante para el desarrollo de los niños sea fácilmente accesible y esté disponible en un formato y lenguaje apropiados para ellos, para lo cual tomarán en consideración, especialmente, a los niños en situación de discapacidad. 


c) La existencia de un mecanismo de calificación de los contenidos a los que puedan tener acceso los niños, niñas y adolescentes, de modo que los padres y/o madres, o quienes los tengan legalmente a su cuidado, puedan determinar la conveniencia o inconveniencia de que dichos contenidos sean percibidos por ellos, de acuerdo con su edad, madurez y grado de desarrollo.”.


En votación la indicación N° 159 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, siguiendo el tenor previamente descrito.
Indicación Nº 159 quáter


159 quáter.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir el término “desarrollo y madurez” por “edad, madurez y grado de desarrollo”.


En votación la indicación N° 159 quáter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, siguiendo, en lo pertinente, la redacción final de la indicación N° 159 ter.
Indicaciones Nos 159 quinquies y 159 sexies


159 quinquies.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 159 sexies.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la locución “los padres y/o madres” por la siguiente: “el padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 159 quinquies y 159 sexies, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicación Nº 159 septies


159 septies.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 159 septies, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
Inciso cuarto
Indicación Nº 160


160.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para intercalar, entre la palabra “niños” y el punto seguido, la siguiente expresión: “, promoviendo el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales, así como el respeto a sus padres, de su propia identidad cultural, de su idioma, sus valores y el medio ambiente”.


En votación la indicación No 160, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.

Sin perjuicio de lo anterior, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente propuesta para reemplazar el inciso cuarto del texto aprobado en general:


“El Estado promoverá, a través de la Política Nacional de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción, que los medios de comunicación difundan información y materiales de interés social y cultural especial para los niños, niñas y adolescentes y consideren las distintas necesidades de los grupos de niños que lo requieran, especialmente las de carácter lingüístico.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la aludida proposición.

- - - - - - -

Nuevo inciso final


De igual modo, se hace presente que la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, incorporó, asimismo, el siguiente inciso final:


“Asimismo, los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, promoverán acciones dirigidas a facilitar a los niños, niñas y adolescentes una información precisa acerca de sus derechos y responsabilidades, así como de los medios de los que disponen para hacerlos efectivos.”.

Se consigna que, producto de la reordenación de los artículos que experimentó el proyecto de ley, el artículo 27 del texto aprobado en general quedó consignado como artículo 35.

- - - - - - -
REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que la Honorable Senadora señora Von Baer, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la propuesta de enmienda que a continuación se pasa a describir.

Inciso segundo


El inciso segundo previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor.


“Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a buscar, acceder y recibir contenidos informativos adecuados a su edad, madurez y grado de desarrollo por cualquier medio. Los órganos del Estado sólo podrán establecer limitaciones o restricciones al ejercicio de este derecho, según su normativa, y siempre que vayan en beneficio del pleno desarrollo físico, mental, espiritual, moral, social y cultural del niño, niña o adolescente, de acuerdo con su interés superior.”.

La propuesta, sustituye tal inciso por el que sigue.


“Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a buscar, acceder y recibir contenidos informativos adecuados a su edad, madurez y grado de desarrollo por cualquier medio. Los padres, en el resguardo del interés superior del niño, tendrán el derecho y deber de orientar, guiar y educar a sus hijos. Los órganos del Estado sólo podrán establecer limitaciones o restricciones al ejercicio de este derecho, según su normativa, y siempre que vayan en beneficio del pleno desarrollo físico, mental, espiritual, moral, social y cultural del niño, niña o adolescente, de acuerdo con su interés superior.”.

En discusión esta proposición, la Honorable Senadora señora Von Baer, explicó que la misma es de simple sentido común, en tanto parte de la base que, en la actualidad, los niños tienen acceso a mucha información, por lo que se requiere que los padres los acompañen, guíen, orienten y eduquen en el procesamiento de tales datos, ya que, muchas veces, dicha información no resulta adecuada para su edad.

Atendido lo anterior, agregó, se precisa resaltar y especificar el rol parental en este contexto, ya que el artículo reconoce el derecho del niño de buscar, acceder y recibir contenidos informativos adecuados a su edad, madurez y grado de desarrollo, por cualquier medio.

De ahí, añadió, que se proponga explicitar el necesario involucramiento parental en la revisión del contenido al que acceden los niños, mediante la oración “Los padres, en el resguardo del interés superior del niño, tendrán el derecho y deber de orientar, guiar y educar a sus hijos”.


Por último, señaló que, en tiempos anteriores, los profesores jugaban un rol importante en el rol y guía de la información que llegaba a las manos de los niños, cuestión que ha cambiado radicalmente en la actualidad, debido a que el acceso a los datos, en virtud de las tecnologías digitales, es ahora inmediato y directo.


El Honorable Senador señor Montes, señaló que, más allá de no estar en desacuerdo con la nueva oración que incorpora la propuesta, lo cierto es que el derecho y deber de los padres a educar a sus hijos está fuera de discusión, ya que se ha consignado expresamente como un principio orientador de la interpretación de todas las disposiciones del articulado del proyecto.

Finalmente, indicó que, probablemente, en el contexto tecnológico actual, el desafío moderno para garantizar los derechos de los niños, es desarrollar en los padres para entender, comprender, acompañar. Orientar y guiar a los primeros en los medios digitales, y su interacción con el resto de la sociedad a partir de ello.


El Honorable Senador señor Quintana, señaló, al igual que quien le precedió en el uso de la palabra, que la prerrogativa parental en comento está plenamente asentada en la iniciativa, por lo que no resulta necesario reiterarla nuevamente en este punto del proyecto.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, lamentó que se trate de instalar una problemática que simplemente no es verdadera, como es el sostener que se está privando a los padres de su derecho y deber preferente de educar, guiar y orientar a sus hijos, no obstante considerarse explícitamente como un principio orientador de todos los preceptos del proyecto.

En votación esta propuesta, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la rechazó.

ARTÍCULO 28


El artículo 28 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 28.- Derecho preferente de los niños a ser orientados y educados por sus padres y/o madres. La responsabilidad por el cuidado, asistencia, protección, desarrollo, formación y educación del niño, así como la guía y orientación en el ejercicio de los derechos reconocidos en esta ley, corresponde preferentemente a sus padres y/o madres, a sus representantes legales o a quien lo tenga legalmente a su cuidado. 


Es deber del Estado respetar, promover y proteger el ejercicio de esta responsabilidad.”.

A este artículo, se presentaron seis indicaciones, signadas con los Nos 161, 162, 162 bis, 162 ter, 162 quáter y 163.
Indicaciones Nos 161 y 162


161.- Del ex Senador señor Espina y 162.- de la Honorable Senadora señora Von Baer, para suprimirlo.


En votación las indicaciones Nos 161 y 162, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, las aprobó.

Inciso primero
Indicaciones Nos 162 bis y 162 ter


162 bis.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 162 ter.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la locución “sus padres y/o madres” por la siguiente: “su padre y/o madre”, las dos veces que aparece.


En votación las indicaciones Nos 162 bis y 162 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, las rechazó.
Indicación Nº 162 quáter


162 quáter.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres” las dos veces que aparece.


En votación la indicación No 162 quáter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la rechazó.
Inciso segundo
Indicación Nº 163


163.- De los Honorables Senadores señores Quintana y Lagos, para incorporar, luego del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Exceptuándose los casos previstos en la ley Nº 21.030.”.


En votación la indicación No 163, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la rechazó.
ARTÍCULO 29


El artículo 29 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 29.- Protección contra la violencia. Todo niño tiene derecho a ser tratado con respeto. Ningún niño podrá ser sometido a violencia, malos tratos físicos o psíquicos, descuidos o tratos negligentes, abusos sexuales o de cualquier otra índole, venta, trata, explotaciones, castigos corporales, tortura o a cualquier otro trato ofensivo o degradante, especialmente en los ámbitos familiar, escolar, sanitario, institucional y social.


Toda forma de maltrato a un niño, incluido el maltrato prenatal, está prohibido y no puede justificarse por ninguna circunstancia.


Es deber de las familias, de los órganos del Estado, de la sociedad y especialmente de las organizaciones de la sociedad civil que se relacionen con la niñez, asegurar a los niños, la protección contra la violencia y los cuidados necesarios para su pleno desarrollo y bienestar. El cumplimiento de este deber corresponde prioritariamente a los padres y/o madres, a sus representantes legales o a quienes los tengan a su cuidado. 


El Comité Interministerial de Desarrollo Social establecerá mecanismos de coordinación institucional eficientes y eficaces en materia de maltrato infantil, abuso sexual y toda forma de explotación. Asimismo, deberá promover el buen trato hacia los niños en todo ámbito, especialmente en aquellos casos en que se encuentren de manera temporal o permanente bajo el cuidado de instituciones, de personas distintas de sus padres y/o madres o de quien tenga su cuidado personal en conformidad a la ley.


El plan de acción, en cada uno de los niveles que corresponda, deberá establecer metas y medidas específicas para prevenir las diversas formas de violencia contra los niños, especialmente en aquellos casos en que se encuentren de manera temporal o permanente bajo el cuidado de instituciones, de personas distintas de sus padres y/o madres o de quien tenga su cuidado personal en conformidad a la ley.


El Estado tomará las medidas conducentes a prevenir, prohibir y sancionar civil, penal y/o administrativamente, según corresponda, toda forma de castigo corporal o maltrato infantil.”.

A este artículo, se presentaron veintiocho indicaciones, signadas con los Nos 164, 165, 166, 167, 167 bis, 168, 168 bis, 168 ter, 169, 170, 171.a, 171.b, 171, 172.a, 172, 173, 174.a, 174.b, 174, 175, 176, 177.a, 177.b, 177, 178, 178 bis, 178 ter y 178 quáter. 
Inciso primero
Indicación Nº 164


164.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para intercalar, entre la palabra “sometido” y la letra “a”, la siguiente expresión: “, por ningún motivo y en ningún ámbito,”.


En votación la indicación N° 164, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, siguiendo la misma redacción resultante que la indicación N° 165.

Indicación Nº 165


165.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “, castigos corporales”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente propuesta para sustituir el texto de la misma, así como para reemplazar el tenor del inciso primero en examen:


“Artículo 36.– Derecho a la protección contra la violencia. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a ser tratado con respeto. Ningún niño, niña o adolescente podrá ser sometido a violencia, malos tratos físicos o psíquicos, descuidos o tratos negligentes, abusos sexuales o de cualquier otra índole, venta, trata, explotaciones, tortura u otro trato ofensivo o degradante.”.

En votación la indicación N° 165, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los mismos términos que la proposición antes descrita.

Indicación Nº 166


166.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la frase: “, especialmente en los ámbitos familiar, escolar, sanitario, institucional y social”.


En votación la indicación N° 166, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó.
Inciso segundo
Indicaciones Nos 167 y 167 bis


167.- De S.E. la Ex Presidenta de la República y 167 bis.- del Honorable Senador señor Letelier, para suprimir la frase “, incluido el maltrato prenatal,”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la indicación N° 167.


En consecuencia, la Comisión procedió a debatir sólo la indicación N° 167 bis, de idéntico tenor.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, realizó la siguiente propuesta para sustituir el texto de la misma, así como para reemplazar el tenor del inciso segundo en examen:


“Toda forma de maltrato a niños, niñas y adolescentes está prohibida, y no puede justificarse por ninguna circunstancia. Toda violencia en contra de una mujer embarazada se considerará como una agravante de responsabilidad penal.”.

El Honorable Senador señor Ossandón, señaló que la incorporación, en la propuesta en comento, de la violencia contra la mujer embarazada, implica abordar una temática distinta a las abordadas en el presente proyecto de ley.


En efecto, si bien es del todo relevante erradicar tales acciones, no se debe sinonimizar el concepto de maltrato prenatal con el maltrato a la mujer embarazada.


La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, explicó que la referencia a la violencia en contra de la mujer embarazada dice relación con el hecho de que, en el precepto en examen, no se contempla como sujeto de derecho al nasciturus, de ahí que la protección del mismo debe efectuarse por medio del resguardo de la mujer que lo lleva en su vientre.


Por la misma razón, es que se contempla a dicha violencia como una agravante de la responsabilidad penal.


El Honorable Senador señor Montes, coincidió con el Honorable Senador Ossandón en evitar mezclar estas temáticas.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, a fin de llegar a un consenso en el punto, recomendó conservar el texto del inciso segundo aprobado en general, y sólo en ese entendido proceder a desechar la presente indicación.


En votación la indicación N° 167 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la rechazó.


Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, sustituyó, en el texto del inciso segundo aprobado en general, el término “niño”, por “niño, niña o adolescente”.

Indicación Nº 168


168.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar, luego de la expresión “maltrato”, la siguiente frase: “, físico o corporal,”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en virtud de lo acordado con ocasión del debate de la indicación anterior, y en su calidad de autora de la presente proposición, la retiró.

Indicación Nº 168 bis


168 bis.- Del Honorable Senador señor Montes, para agregar la siguiente oración final: “Ninguna institución pública o privada podrá realizar acciones o prestaciones que tengan como objetivo modificar la orientación sexual, identidad y expresión de género del niño.”.


El Honorable Senador señor Montes, en virtud de lo acordado con ocasión del debate de la indicación N° 167 bis, y en su calidad de autor de la presente proposición, la retiró.
Indicación Nº 168 ter


168 ter.- Del Honorable Senador señor De Urresti, para agregar la siguiente oración final: “Toda forma de maltrato a un niño, está prohibido y no puede justificarse por ninguna circunstancia. Ninguna institución pública o privada podrá realizar acciones o prestaciones que tengan como objetivo modificar la orientación sexual, identidad y expresión de género del niño.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó proceder respecto de ella del mismo que con la indicación N° 167, rechazándola sólo a efectos de conservar el texto aprobado en general del inciso segundo, como propuesta de consenso.

En votación la indicación N° 168 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la rechazó.

Inciso tercero
Indicación Nº 169


169.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “las familias”, por la siguiente: “la familia”.


En votación la indicación No 169, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.

Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, sustituyó, en el texto del inciso tercero aprobado en general, el término “niños”, por “niños, niñas y adolescente”.

Indicación Nº 170


170.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la palabra “especialmente”.


En votación la indicación N° 168 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó.
Indicaciones Nos 171.a y 171.b


171.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 171.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la locución “los padres y/o madres” por la siguiente: “el padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 171.a y 171.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicación Nº 171


171.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 171, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
Inciso cuarto
Indicación Nº 172.a


172.a.- De S.E. el Presidente de la República, para intercalar, a continuación de la expresión “Desarrollo Social”, el término “de la Niñez”.


En discusión esta indicación, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, sugirió sustituir el texto de la misma por la expresión “, Familia y Niñez”.


Lo anterior, en tanto el organismo en cuestión se denomina actualmente Comité Interministerial de Desarrollo Social, Familia y Niñez.


En votación la indicación N° 172.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, sustituyendo de su texto el término “de la Niñez”, por la expresión “, Familia y Niñez”.

Indicación Nº 172


172.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “de manera temporal o permanente”.


En votación la indicación N° 172, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó.
Indicación Nº 173


173.- Del ex Senador señor Espina, para reemplazar la expresión “instituciones”, por “instituciones o familias de acogida”.


En votación la indicación N° 173, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó.

Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, sustituyó, en el texto del inciso cuarto aprobado en general, el término “niños”, por “niños, niñas y adolescentes”.
Indicaciones Nos 174.a y 174.b


174.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 174.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la expresión “sus padres y/o madres” por la siguiente: “su padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 174.a y 174.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicación Nº 174


174.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 174, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
Inciso quinto
Indicación Nº 175


175.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la frase “aquellos casos en que se encuentren de manera temporal o permanente bajo el cuidado de instituciones, de personas distintas de sus padres y/o madres o de quien tenga su cuidado personal en conformidad a la ley”, por la siguiente: “los casos mencionados en el inciso anterior”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, realizó la siguiente propuesta para sustituir el texto de la misma, así como para reemplazar el tenor del inciso quinto en examen:


“El Plan de Acción de la Política Nacional de la Niñez y Adolescencia, en cada uno de los niveles que corresponda, deberá establecer metas y medidas específicas para prevenir las diversas formas de violencia contra los niños, niñas y adolescentes, especialmente en los casos en los que no se encuentren al cuidado de sus padres y/o madres, señalados en el inciso cuarto de este artículo.”.


En votación la indicación N° 175, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el tenor previamente descrito.


Se consigna que, con ocasión de haberse aprobado, en su oportunidad, la incorporación de un nuevo inciso quinto a este precepto, durante la discusión de la disposición sobre los derechos sexuales de los niños, el presente inciso pasó a ser inciso sexto.

Indicación Nº 176


176.- Del ex Senador señor Espina, para sustituir la voz “instituciones”, por “instituciones o familias de acogida”.


En votación la indicación N° 176, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, siguiendo, en lo pertinente, la redacción final de la indicación N° 175.
Indicaciones Nos 177.a y 177.b


177.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 177.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la expresión “sus padres y/o madres” por la siguiente: “su padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 177.a y 177.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicación Nº 177


177.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 177, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
- - - - - - -

Inciso séptimo, nuevo


Luego, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, propuso el siguiente inciso séptimo, nuevo:


“Los niños, niñas y adolescentes serán protegidos contra cualquier tipo de violencia, con móvil discriminatorio por razones de orientación sexual, identidad o expresión de género. Los órganos de la Administración crearán y fomentarán programas sobre los derechos sexuales y respeto a la diversidad de los niños, niñas y adolescentes.”.


En discusión esta proposición, el Honorable Senador señor Ossandón, estimó que la misma sería innecesaria, en tanto no existir cuestionamientos acerca de la ilicitud e improcedencia de acciones discriminatorias en las materias en cuestión.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, destacó que las temáticas contenidas en la propuesta se enmarcan en la lógica del proyecto, el que persigue ser un estatuto integral de garantías de los niños, en donde se aborden los distintos aspectos que rodean su desarrollo.


El Honorable Senador señor Ossandón, indicó que la legislación en debate abarca las garantías y derechos para la universalidad de niños, niñas y adolescentes, sin que quepa duda que la titularidad de tales prerrogativas corresponde a cada uno de los menores, sin que sea necesario entrar a especificar las distintas categorías o grupos de ellos.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, explicó que la propuesta sólo pretende establecer un resguardo adicional frente a grupos de niños especialmente vulnerables a acciones discriminatorias por parte de terceros.


La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, precisó que, en la lógica de un sistema de derechos, siempre se identifican grupos especiales de protección. En el caso en examen, agregó, si bien la niñez y adolescencia ya se reconocen como etapas del desarrollo de una persona que requieren de una protección especial, todavía se necesita de un mayor resguardo respecto de determinados sujetos expuestos a formas más intensas de discriminación, a partir de determinadas prácticas en la sociedad, tal como ocurre, por ejemplo, con los niños migrantes.


Por tales razones, finalizó, es que resulta pertinente la incorporación de la propuesta en examen.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, en línea con lo planteado por el Honorable Senador señor Ossandón, recomendó conservar de la proposición sólo su primera parte, esto es, hasta la alusión del término “móvil discriminatorio”.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, por su parte, señaló que la propuesta en comento responde a la idea de reforzar los derechos de determinados grupos de niños, especialmente vulnerables, en un estatuto de garantías de la niñez y adolescencia, examinando la realidad existente en nuestro país.


En efecto, añadió, tal análisis arroja que, en materia de violencia, una parte considerable de la misma se encuentra asociada a, por ejemplo, a la orientación sexual, lo que tiene como consecuencia que en Chile se observen tasas de suicidio considerablemente altas por estas razones.


De ahí, resaltó, que el particular se configura como un área de protección sensible, cuya regulación resulta del todo pertinente.


El Consejero del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señor Branislav Marelic, a su turno, sugirió que el particular pudiese ser resuelto mediante la remisión a las categorías prohibidas de discriminación contempladas en la Ley N° 20.609.


Sin perjuicio de lo anterior, indicó que, en el Informe del año 2017 del organismo que representa, se abordó, especialmente, la condición de la infancia trans e intersexual, verificándose que se trata de una población altamente discriminada.


La Honorable Senadora señora Von Baer, coincidió con lo sostenido por el Honorable Senador señor Ossandón y por la señora Subsecretaria (S), en tanto distintos grupos de niños, además de los recogidos por la proposición, se ven expuestos a una discriminación constante, como lo son aquellos pertenecientes a pueblos originarios, a determinadas agrupaciones culturales entre otros.


Por ello, añadió, resulta más conveniente sólo dejar el texto de la propuesta hasta el término “móvil discriminatorio”, a fin de que se establezca la protección de los niños frente a cualquier tipo de violencia con una intencionalidad discriminatoria.


Por consiguiente, en virtud de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, solicitó votación separada de la propuesta del modo antes descrito.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, preguntó la razón de excluir la segunda oración de la proposición.


La Honorable Senadora señora Von Baer, indicó que ello se debe a que en tal oración sólo existe un mandato a crear y fomentar cierto tipo de programas respecto de determinado tipo de discriminaciones.


En consecuencia, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la siguiente frase de la proposición:


“Los niños, niñas y adolescentes serán protegidos contra cualquier tipo de violencia con móvil discriminatorio.”.


En conformidad a la citada disposición reglamentaria, se procedió luego a votar el resto del texto de la propuesta. 


En una primera votación, se verificó un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes, y por la negativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar el resto de la proposición.
- - - - - - -

Inciso sexto
Indicaciones Nos 178 y 178 bis


178.- De la Honorable Senadora señora Von Baer y 178 bis.- de S.E. el Presidente de la República, para eliminar la expresión “castigo corporal o”.


En discusión estas indicaciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, realizó la siguiente propuesta para sustituir el texto de las mismas, así como para reemplazar el tenor del inciso sexto del texto aprobado en general:


“El Estado tomará las medidas conducentes a prevenir, investigar y sancionar civil, penal y/o administrativamente, según corresponda, toda forma de violencia en contra de niños, niñas y adolescentes.”.


En votación las indicaciones Nos 178 y 178 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, las aprobó con modificaciones, siguiendo el tenor previamente descrito.


Se consigna que este precepto pasó a ser inciso final del artículo en examen.

- - - - - - - - -

Indicaciones Nos 178 ter y 178 quáter


178.- Del Honorable Senador señor Montes, y 178 quáter.- del Honorable Senador señor De Urresti, para agregar un inciso final, del tenor que se señala:


“Los establecimientos educacionales deberán contar con protocolos para prevenir, sancionar y reparar las conductas constitutivas de cualquier tipo de acoso y violencia sexual.”.


En discusión estas indicaciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, realizó la siguiente proposición para sustituir el texto de las mismas, considerando al nuevo inciso propuesto, como inciso penúltimo del artículo en análisis:

“Los establecimientos educacionales deberán contar con protocolos para prevenir, sancionar y reparar las conductas constitutivas de cualquier tipo de acoso y violencia sexual. Así como mecanismos de prevención, resolución y reparación de las distintas formas de bullying escolar.”.

En votación las indicaciones Nos 178 ter y 178 quáter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, las aprobó con modificaciones, siguiendo la redacción antes referida.

Se consigna que, producto de la reordenación de los artículos que experimentó el proyecto de ley, el artículo 29 del texto aprobado en general quedó consignado como artículo 36.

- - - - - - -
REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la reapertura del debate del inciso segundo del presente artículo

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la propuesta de enmienda que a continuación se pasa a describir.

Inciso segundo


El inciso previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor:


“Toda forma de maltrato a un niño, niña o adolescente, incluido el maltrato prenatal, está prohibido y no puede justificarse por ninguna circunstancia.”.

La propuesta agrega en este inciso la siguiente oración final: 

“El maltrato corporal relevante y el trato degradante, que menoscabe gravemente su dignidad, constituyen delitos de conformidad con lo prescrito en los artículos 403 bis y 403 ter del Código Penal.”.

En discusión esta proposición, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, manifestó el respaldo del Ejecutivo a la misma.


La Honorable Senadora señora Von Baer, consultó acerca del contenido de los ilícitos penales a los que se remite la propuesta.


Se consignó que los delitos en cuestión revisten el siguiente tenor.


“Art. 403 bis.- El que, de manera relevante, maltratare corporalmente a un niño, niña o adolescente menor de dieciocho años, a una persona adulta mayor o a una persona en situación de discapacidad en los términos de la ley N° 20.422 será sancionado con prisión en cualquiera de sus grados o multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito de mayor gravedad.


El que teniendo un deber especial de cuidado o protección respecto de alguna de las personas referidas en el inciso primero, la maltratare corporalmente de manera relevante o no impidiere su maltrato debiendo hacerlo, será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho fuere constitutivo de un delito de mayor gravedad, caso en el cual se aplicará sólo la pena asignada por la ley a éste.”.


“Art. 403 ter.- El que sometiere a una de las personas referidas en los incisos primero y segundo del artículo 403 bis a un trato degradante, menoscabando gravemente su dignidad, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo.”.


La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, a su turno, manifestó que el Ejecutivo está de acuerdo con la proposición, sin perjuicio de sugerir que se haga una referencia general hacia la normativa penal en este punto, más que respecto de artículos determinados, los que pueden cambiar de numeración con el tiempo.


A partir de lo anterior, se sugirió que la propuesta en cuestión revistiera el siguiente tenor.


“El maltrato corporal relevante y el trato degradante, que menoscabe gravemente su dignidad, constituyen delitos de conformidad a la legislación penal vigente.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidente), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, aprobó la presente proposición, bajo la redacción previamente descrita.
ARTÍCULO 30


El artículo 30 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 30.- Salud. Todo niño tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud y a los servicios, acciones y tratamientos que sean necesarios para la promoción, protección y recuperación de la salud y su rehabilitación. Todos los niños son titulares de los derechos establecidos en el título II de la ley Nº 20.584, que Regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud. Los órganos de la Administración del Estado adoptarán, dentro de su ámbito de competencia, las medidas para propender a su plena efectividad en el sistema público de salud, incluyendo aquellas que resulten necesarias para la promoción de una vida saludable, la prevención, tratamiento y recuperación de las enfermedades que afecten o puedan afectar a la población infantil, sea que las padezcan tanto en su desarrollo intrauterino como extrauterino. Asimismo, dentro del ámbito de sus competencias adoptarán las medidas para que el sistema privado de salud cumpla con dichos derechos. Todo niño tiene derecho a contar con la compañía de familiares, cuidadores o personas significativas para él, tanto en las atenciones ambulatorias como en las hospitalizaciones, salvo cuando motivos clínicos aconsejen lo contrario, debiendo el Estado velar por la efectividad de este derecho. 


Los prestadores de salud públicos y privados adoptarán las medidas pertinentes para que los niños sean debidamente informados sobre su estado de salud, acorde a su situación, edad y madurez, en concordancia con sus padres y/o madres, representantes legales o quienes los tengan legalmente a su cuidado, cuando corresponda, resguardando la confidencialidad de dicha información. Los órganos de la Administración del Estado velarán por el cumplimiento de esta obligación. Asimismo, todo niño que se encuentre internado en un establecimiento de salud será informado del tratamiento que recibe y de las demás circunstancias propias de su internación, en cada oportunidad que sea examinado.


Para el caso de que se requiera contar con el consentimiento establecido en el artículo 14 de la ley Nº 20.584, deberá dejarse constancia de que el niño ha sido informado y que se le ha oído, tomando en consideración su edad y madurez.


La situación de discapacidad de un niño nunca podrá emplearse como fundamento para negarle los derechos de que trata esta ley, en especial, se prohíbe toda práctica que tenga por finalidad la desinformación sobre su sexualidad, suspender la entrega de métodos anticonceptivos o la esterilización de niños confines contraceptivos. 


Las acciones dirigidas a la protección o tratamiento de la salud física o mental de un niño que se encuentre internado para dichos fines, no se podrán impedir, restringir, obstaculizar o interrumpir en virtud de motivos ideológicos, morales o religiosos.”.

A este artículo, se presentaron veintidós indicaciones signadas con los Nos 179.a, 179, 179 bis, 180, 181, 182, 182 bis, 183, 184.a, 184, 185.a, 185.b, 185, 186, 186 bis, 186 ter, 186 quáter, 187, 188, 189, 189 bis y 189 ter.
Inciso primero
Indicación Nº 179.a


179.a.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la frase “Todo niño tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud y a los servicios, acciones y tratamientos que sean necesarios para la promoción, protección y recuperación de la salud y su rehabilitación.” por “Todo niño tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó una propuesta de reemplazo de la misma, a fin de sustituir enteramente el texto aprobado en general de este artículo por el que sigue:


“Artículo 38.- Salud. Todo niño, niña y adolescente, con independencia de su edad y estatus migratorio, tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios y procedimientos de medicina preventiva, tratamiento de las enfermedades y rehabilitación de la salud. Los niños, niñas y adolescentes son titulares de los derechos establecidos en el Título II de la ley Nº 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, en la forma prescrita en dicha ley y sus reglamentos. En especial, tienen derecho a contar con la compañía de familiares, cuidadores o personas significativas para él, tanto en las atenciones ambulatorias como en las hospitalizaciones, salvo cuando motivos clínicos aconsejen lo contrario, debiendo el Estado velar por la efectividad de este derecho. 


Los órganos de la Administración del Estado adoptarán, dentro de su ámbito de competencia, las medidas para propender a su plena efectividad en el sistema público y privado de salud, incluyendo aquellas que resulten necesarias para la promoción de una vida saludable, la prevención, tratamiento y recuperación de las enfermedades que afecten o puedan afectar a la población infantil.


La situación de discapacidad de un niño, niña o adolescente nunca podrá emplearse como fundamento para negarle los derechos de que trata esta ley, en especial, se prohíbe toda práctica que tenga por finalidad la desinformación sobre su sexualidad, suspender la entrega de métodos anticonceptivos o la esterilización de niños con fines contraceptivos. 


Las acciones dirigidas a la protección o tratamiento de la salud física o mental de un niño que se encuentre internado para dichos fines, no se podrán impedir, restringir, obstaculizar o interrumpir en virtud de motivos ideológicos, morales o religiosos, salvo los casos establecidos en la ley.


El Estado deberá garantizar que los establecimientos de salud públicos y privados cumplan con las disposiciones legales de la ley N° 21.030, sobre interrupción voluntaria del embarazo, en relación con niñas menores de 18 años.”.


Al respecto, subrayó que la proposición en referencia rescata elementos de diversas indicaciones presentadas al precepto en examen.


El Honorable Senador señor Montes, sin perjuicio de concordar con el contenido de la propuesta, resaltó que la protección, en este ámbito, del embarazo es algo que nuestro sistema sanitario impulsó desde que Salvador Allende y Cruz-Coke eran Ministros de Salud, siendo Chile líder en la región en estas materias.


Sin perjuicio de lo valioso de lo anterior, resaltó que las problemáticas actuales en el sector dicen relación, mayormente, con el consumo de drogas y con la salud mental, debiendo incluirse alguna normativa en tal sentido en este artículo.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, manifestó que el Ejecutivo en principio está de acuerdo con la proposición en comento, encontrándose a favor de debatir la inclusión de una disposición sobre las materias antes expresadas.

Sin perjuicio de lo anterior, sugirió incluir, en el inciso segundo de la proposición, antes del punto aparte, la frase “sea que las padezcan tanto en su desarrollo intrauterino como extrauterino”.


Con la inclusión de las observaciones antes descritas, expresó que se respaldaría la propuesta en examen.


Posteriormente, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Montes y Quintana, sugirieron realizar las siguientes enmiendas al texto de la propuesta.


- Reemplazar la expresión “Salud”, por “Derecho a la salud y a los servicios de salud”. 


Agregar, luego de la expresión “posible de salud”, el vocablo “física y mental,”. 


Contemplar a la segunda y tercera oración del primer inciso como inciso segundo.

A partir de estas modificaciones propuestas, se hizo presente que el texto de los dos primeros incisos del artículo resultaría del siguiente modo.


“Artículo 38.- Derecho a la salud y a los servicios de salud. Todo niño, niña y adolescente, con independencia de su edad y estatus migratorio, tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental, y a servicios y procedimientos de medicina preventiva, tratamiento de las enfermedades y rehabilitación de la salud. 

Los niños, niñas y adolescentes son titulares de los derechos establecidos en el Título II de la ley Nº 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, en la forma prescrita en dicha ley y sus reglamentos. En especial, tienen derecho a contar con la compañía de familiares, cuidadores o personas significativas para él, tanto en las atenciones ambulatorias como en las hospitalizaciones, salvo cuando motivos clínicos aconsejen lo contrario, debiendo el Estado velar por la efectividad de este derecho.”.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en virtud de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, procedió a votar separadamente estos dos primeros incisos, considerándolos como el texto resultante, en este punto, de la indicación en examen, bajo la redacción antes descrita.


En votación la indicación N° 179.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, la aprobó con modificaciones, reemplazando su texto, en lo que concierne a los dos primeros incisos del precepto en análisis, por las proposiciones previamente descritas.

Posteriormente, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió, en conformidad de la citada disposición reglamentaria, continuar el análisis del texto final de la indicación en examen, a partir del tenor de la propuesta en cuestión y los cambios que a la misma se le introduzcan.


De ese modo, luego los Honorables Senadores señora Rincón y señores Montes y Quintana, sugirieron sustituir el inciso segundo de la proposición, que pasó a ser inciso tercero, por el siguiente:


“El Estado debe garantizar a todos los niños, niñas y adolescentes, acceso universal e igualitario a planes, programas y servicios de prevención, promoción, protección, tratamiento y rehabilitación de la salud. Asimismo, debe asegurarles acceso a servicios médicos y odontológicos periódicos, y a servicios de salud mental, adoptando todas las medidas necesarias para su plena efectividad, sea en el sistema público o en el sistema privado de salud. Los niños, niñas y adolescentes, deberán contar con su propia credencial de pertenencia a un sistema de salud, sea público o privado.”.

Al respecto, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, expresó que el contenido de este último inciso propuesto, aborda materias de iniciativa exclusiva presidencial, ya que dispone la garantía de determinadas acciones públicas-sanitarias, lo que, por cierto, involucra gasto fiscal no previsto.


La Honorable Senadora señora Von Baer, sugirió examinar si en otra parte del articulado las materias consideradas por esta propuesta estuviesen recogidas, a fin de evitar reparos de inadmisibilidad al respecto, sin perjuicio de la necesidad de modificar la redacción actual para, precisamente, evitar tales dificultades.


No obstante lo señalado, indicó que es del todo relevante regular, en este punto, acciones relativas a la rehabilitación del uso de drogas y otras referentes a salud mental.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó analizar una fórmula de texto que permita superar las observaciones precedentemente planteadas.


En esa línea, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, presentó la siguiente proposición.

“El Estado debe garantizar progresivamente a todos los niños, niñas y adolescentes, acceso universal e igualitario a planes, programas y servicios de prevención, promoción, protección, tratamiento y rehabilitación de la salud. Asimismo, debe asegurarles acceso a servicios médicos y odontológicos periódicos, y a servicios de salud mental, adoptando todas las medidas necesarias para su plena efectividad, sea en el sistema público o en el sistema privado de salud. Los niños, niñas y adolescentes, deberán contar con su propia credencial de pertenencia a un sistema de salud, sea público o privado.”.


En discusión esta propuesta, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, manifestó que, en opinión del Ejecutivo, la misma se inmiscuye en la esfera de la iniciativa exclusiva presidencial, toda vez que ella genera gastos, afectando, de esa forma la administración financiera del Estado.

Posteriormente, indicó que, en conjunto con el Ministerio de Salud, se arribó a la siguiente propuesta de consenso.


“Los órganos de la Administración del Estado adoptarán, dentro de su ámbito de competencia y conforme a sus atribuciones y medios, las medidas para propender a la plena efectividad del derecho de salud de niños, niñas y adolescentes, en el sistema público o privado de salud, incluyendo aquellas medidas que resulten adecuadas y proporcionales para la promoción de una vida saludable, la prevención, tratamiento y eventual recuperación de las enfermedades que afecten o puedan afectar la salud física y mental de los niños, niñas y adolescentes.”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, coincidió con quien le precedió en el uso de la palabra, en lo referente a estimar que la propuesta de la Honorable Senadora señora Rincón vulnera la iniciativa exclusiva presidencial, precisamente por irrogar gasto fiscal.


El Honorable Senador señor Ossandón, por su parte, advirtió que la proposición asegura diversos aspectos de resorte estatal en el ámbito de la salud, lo que ciertamente puede resultar de compleja materialización.


El Honorable Senador señor Montes, a su turno, expresó que si el Estado no se impone ciertas exigencias finalmente no se logran concretar los avances que se necesitan, especialmente en materia de protección de la niñez. 


Lo anterior, agregó, entendiendo a la presente propuesta bajo la forma de una garantía en materia sanitaria.


En seguida, resaltó que, de no haberse seguido este raciocinio en la historia de Chile, por ejemplo, en las medidas impulsadas por Salvador Allende y Cruz Coke (ambos, al momento de ser Ministros de Salud) para reforzar la natalidad infantil, los logros obtenidos a la fecha no se hubieren verificado.


Así, subrayó, lo propio de una garantía es no relativizar a aquello que se está asegurando, siendo ello lo característico de un Estado moderno, precisamente lo contrario a lo contemplado en la propuesta descrita por el Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Quintana, en línea con lo aseverado por quien le precedió en el uso de la palabra, observó que si no se avanza en asegurar determinadas cuestiones, la ley se torna en letra muerta, por lo que es necesario disponer de un compromiso estatal claro, con determinados programas e instrumentos mínimos, para efectivizar los derechos.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, destacó que la proposición de su autoría, de manera explícita, contiene el elemento de progresividad en el cumplimiento de las medidas contempladas, esto es, que las mismas se cumplirán a medida que se cuente con los recursos para ello.

Por tanto, subrayó, es una propuesta del todo admisible y se orienta, además, en la dirección conversada (por su parte) en su oportunidad con el ex Ministro de Desarrollo Social y Familia, señor Cristián Monckeberg.


El Subsecretario General de la Presidencia, señor Juan José Ossa, expresó que el texto alternativo descrito por la señora Subsecretaria contiene obligaciones bastante significativas, que se orientan en la misma dirección que algunas de las propuestas aprobadas por la Comisión Mixta que se constituyó con ocasión de la discusión del proyecto de ley que crea el Servicio de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia (Boletín N° 12.027-07).


El Honorable Senador señor Montes, señaló que la propuesta viene a establecer una exigencia de construir, progresivamente, sistemas que garanticen el acceso a determinados programas y servicios de salud.


En esa línea, manifestó que cuando la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, impulsó la creación del programa Chile Crece Contigo, ello constituyó un avance de continuidad de los servicios de salud creados en su momento, lo que da cuenta que estas materias deben seguir un avance paulatino, a fin de ir asegurando el ciclo de desarrollo del niño.


El Honorable Senador señor Ossandón, en seguida, observó que, efectivamente, la incorporación de la idea de progresividad produce un efecto concreto, cambiando el sentido de la garantía, desde lo inmediato a lo paulatino.

La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, por su parte, preguntó a qué se refiere la proposición al referirse a la “credencial del niño” (último inciso de la propuesta).


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó que simplemente es el instrumento que permite identificar y asocial al niño con un determinado sistema de salud.


El Honorable Senador señor Quintana, por su parte, expresó que no apoyar la propuesta significaría, en su opinión, dejar a los programas de salud mental, de rehabilitación de consumo de drogas y otros similares, sin respaldo.


La Honorable Senadora señora Von Baer, replicó señalando que no se trata de estar en contra de tales programas, sino de respetar la Constitución Política de la República, velando por la vigencia de la iniciativa exclusiva presidencial en materia de administración financiera del Estado.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que la propuesta es del todo admisible ya que el concepto de progresividad contenido en ello, apunta a que el Estado debe desarrollar programas de corto, mediano y largo plazo de acuerdo a las decisiones que, al respecto, adopte el Ejecutivo, según lo determine de acuerdo a sus propias facultades en la discusión anual de la Ley de Presupuestos.

En votación la indicación N° 179.a, la Comisión, por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes, Ossandón y Quintana, y el voto en contra de la Honorable Senadora señora Von Baer, la aprobó con modificaciones, adoptando el texto de la proposición antes descrita, como inciso tercero del artículo en estudio.

Luego de la votación, el Subsecretario General de la Presidencia, señor Juan José Ossa, observó que no se analizó en detalle que, al tenor de la propuesta antes aprobada, la locución “progresivamente” sólo se menciona al inicio de aquélla, y no en los demás deberes contemplados por la misma.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó que la expresión “asimismo”, justamente cumple la función de establecer que, al igual que el deber consignado al inicio de la proposición, los demás contenidos en la propuesta se deben cumplir de manera progresiva.


Por último, señaló que la obligación referente a la credencial, por razones obvias, no contiene el vocablo en cuestión, en tanto se trata de algo que actualmente ya se hace en materia sanitaria.

Posteriormente, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió aprobar los incisos tercero y cuarto de la proposición, que pasaron a ser incisos cuarto y quinto. Lo anterior, en tanto no haberse manifestado reparos u observaciones al respecto.

En votación la indicación N° 179.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, la aprobó con modificaciones, en los términos antes descritos.


Luego, se consigna que el Honorable Senador señor Ossandón, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, presentó una proposición para suprimir el inciso quinto de la propuesta, que pasó a ser inciso sexto.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, se manifestó en contra de tal eliminación, ya que, a su juicio, implicaría retroceder en materia de derechos y garantías.


La Honorable Senadora señora Aravena, sin perjuicio de indicar su apoyo a la proposición, señaló que sería más apropiado agregar en este inciso temas relativos a la objeción de conciencia, en vez de la mera eliminación de aquél.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos en contra de los Honorables Senadores señores Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de las Honorables Senadoras señoras Aravena y Von Baer, rechazó la propuesta supresiva en comento.


En votación la indicación N° 179.a, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de las Honorables Senadoras señoras Aravena y Von Baer, la aprobó con modificaciones, reemplazando su texto, en lo pertinente, por la redacción contemplada en el inciso en referencia propuesto.


De ese modo, se consignó que el texto resultante de la indicación N° 179.a sería el siguiente:


“Artículo ...- Derecho a la salud y a los servicios de salud. Todo niño, niña y adolescente, con independencia de su edad y estatus migratorio, tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental, y a servicios y procedimientos de medicina preventiva, tratamiento de las enfermedades y rehabilitación de la salud.

Los niños, niñas y adolescentes son titulares de los derechos establecidos en el Título II de la ley Nº 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, en la forma prescrita en dicha ley y sus reglamentos. En especial, tienen derecho a contar con la compañía de familiares, cuidadores o personas significativas para él, tanto en las atenciones ambulatorias como en las hospitalizaciones, salvo cuando motivos clínicos aconsejen lo contrario, debiendo el Estado velar por la efectividad de este derecho.

El Estado debe garantizar progresivamente a todos los niños, niñas y adolescentes, acceso universal e igualitario a planes, programas y servicios de prevención, promoción, protección, tratamiento y rehabilitación de la salud. Asimismo, debe asegurarles acceso a servicios médicos y odontológicos periódicos, y a servicios de salud mental, adoptando todas las medidas necesarias para su plena efectividad, sea en el sistema público o en el sistema privado de salud. Los niños, niñas y adolescentes, deberán contar con su propia credencial de pertenencia a un sistema de salud, sea público o privado.

La situación de discapacidad de un niño, niña o adolescente nunca podrá emplearse como fundamento para negarle los derechos de que trata esta ley, en especial, se prohíbe toda práctica que tenga por finalidad la desinformación sobre su sexualidad, suspender la entrega de métodos anticonceptivos o la esterilización de niños con fines contraceptivos.


Las acciones dirigidas a la protección o tratamiento de la salud física o mental de un niño que se encuentre internado para dichos fines, no se podrán impedir, restringir, obstaculizar o interrumpir en virtud de motivos ideológicos, morales o religiosos, salvo los casos establecidos en la ley.


El Estado deberá garantizar que los establecimientos de salud públicos y privados cumplan con las disposiciones legales de la ley N° 21.030, sobre interrupción voluntaria del embarazo, en relación con niñas menores de 18 años.”.

Indicación Nº 179


179.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la frase “Todos los niños son titulares”, por la siguiente: “Todo niño es titular”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

Indicación Nº 179 bis


179 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para intercalar, entre la expresión “vinculadas a su atención en salud”, y el punto seguido, la frase “, de la forma prescrita en dicha ley y sus reglamentos respectivos”.


En votación la indicación N° 179 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, la aprobó con modificaciones, en los mismos términos resultantes, en lo pertinente, que la indicación N°179.a.
Indicación Nº 180


180.- Del ex Senador señor Espina, para incorporar, luego de la expresión “sistema público”, la siguiente: “y privado”.


En votación la indicación N° 180, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, la aprobó con modificaciones, en los mismos términos resultantes, en lo pertinente, que la indicación N°179.a.
Indicaciones Nos 181, 182 y 182 bis


181.- De S.E. la ex Presidenta de la República y 182.- del Honorable Senador señor Letelier, 182 bis.- del Honorable Senador señor De Urresti, para eliminar la frase “, sea que las padezcan tanto en su desarrollo intrauterino como extrauterino”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la indicación N° 181.


En votación las indicaciones Nos 182 y 182 bis, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de las Honorables Senadoras señoras Aravena y Von Baer, las aprobó con modificaciones, en los mismos términos resultantes, en lo pertinente, que la indicación N°179.a.
Indicación Nº 183


183.- Del ex Senador señor Walker, don Patricio, para eliminar la siguiente oración: “Asimismo, dentro del ámbito de sus competencias adoptarán las medidas para que el sistema privado de salud cumpla con dichos derechos.”.


En votación la indicación N° 183, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, la aprobó con modificaciones, en los mismos términos resultantes, en lo pertinente, que la indicación N°179.a.
Inciso segundo

Se consigna que el contenido de este inciso fue incorporado en el nuevo artículo relativo al derecho a la información de la salud y al consentimiento informado, el cual se trata más adelante en este Informe.
Indicación Nº 184.a


184.a.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la expresión “edad y madurez” por “edad, madurez y grado de desarrollo”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó rechazarla, sólo en razón de la reubicación de los contenidos del presente inciso segundo del texto aprobado en general en un nuevo precepto.


En votación la indicación N° 184.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, la rechazó.
Indicación Nº 184


184.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la frase “en concordancia con”, por la siguiente: “al igual que”. 


La Honorable Senadora señora Von Baer, en su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
Indicaciones Nos 185.a y 185.b


185.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 185.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la locución “sus padres y/o madres” por la siguiente: “su padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 185.a y 185.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicación Nº 185


185.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres”. 


En votación la indicación No 185, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicaciones Nos 186 y 186 bis


186.- De la Honorable Senadora señora Von Baer y 186 bis.- de S.E. el Presidente de la República, para suprimir la expresión “cuando corresponda,”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en su calidad de autora de la indicación N° 186, la retiró.

En discusión la indicación N° 186 bis, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó rechazarla, sólo en razón de la reubicación de los contenidos del presente inciso segundo del texto aprobado en general en un nuevo precepto.


En votación la indicación N° 186 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, la rechazó.
Indicación Nº 186 ter


186 ter.- De S.E. el Presidente de la República, para intercalar, a continuación de la expresión “de su internación,”, la frase “de acuerdo a su edad, madurez y grado de desarrollo”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó rechazarla, sólo en razón de la reubicación de los contenidos del presente inciso segundo del texto aprobado en general en un nuevo precepto.


En votación la indicación N° 186 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, la rechazó.
Inciso tercero

Se consigna que el contenido de este inciso fue incorporado en el nuevo artículo relativo al derecho a la información de la salud y al consentimiento informado, el cual se trata más adelante en este Informe.

Indicación Nº 186 quáter


186 quáter.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la expresión “edad y madurez” por “edad, madurez y grado de desarrollo”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó rechazarla, sólo en razón de la reubicación de los contenidos del presente inciso segundo del texto aprobado en general en un nuevo precepto.


En votación la indicación N° 186 quáter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, la rechazó.
Inciso cuarto
Indicación Nº 187


187.- De los Honorables Senadores señores Quintana y Lagos, para incorporar, luego del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Adicionalmente, deberán promover que los establecimientos educacionales otorguen el debido respeto a la diversidad étnica, cultural y religiosa de los niños y niñas, así como promover ambientes educativos libres de violencia, maltrato y bullying.”.


En votación la indicación N° 187, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, la aprobó con modificaciones, en los mismos términos resultantes, en lo pertinente, que la indicación N°179.a.
Inciso quinto
Indicación Nº 188


188.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la frase “, morales o religiosos”.


En votación la indicación No 188, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de las Honorables Senadoras señoras Aravena y Von Baer, la rechazó.
Indicación Nº 189


189.- Del ex Senador señor Espina, para intercalar, entre la expresión “religiosos” y el punto aparte, la frase “, salvo los casos establecidos en la ley”.


En votación la indicación N° 189, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, la aprobó con modificaciones, en los mismos términos resultantes, en lo pertinente, que la indicación N°179.a.
- - - - - - - -

Indicaciones Nos 189 bis y 189 ter


189 bis.- Del Honorable Senador señor Montes, y 189 ter.- del Honorable Senador señor De Urresti, para agregar un inciso final, del tenor que se señala:


“El Estado deberá garantizar que los establecimientos de salud públicos y privados cumplan con las disposiciones legales de la ley N° 21.030, sobre interrupción voluntaria del embarazo, en relación con niñas menores de 18 años.”.


En votación las indicaciones Nos 189 bis y 189 ter, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de las Honorables Senadoras señoras Aravena y Von Baer, la aprobó con modificaciones, en los mismos términos resultantes, en lo pertinente, que la indicación N°179.a.
- - - - - - - - -
Nuevos incisos finales


Posteriormente, se consigna que los Honorables Senadores señora Rincón y señores Montes y Quintana, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, propusieron incorporar los siguientes incisos finales al artículo en estudio.

“Todos los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la inmunización contra las enfermedades prevenibles. El Estado debe asegurar programas gratuitos de vacunación obligatoria dirigidos a todos los niños, niñas y adolescentes. En estos programas, el Estado debe suministrar y aplicar las vacunas, mientras que los padres, madres o responsables legales de su cuidado, deben garantizar que los niños, niñas y adolescentes sean vacunados oportunamente.


Los órganos del Estado, con la activa participación de la sociedad, deben garantizar políticas y programas de prevención contra el uso ilícito de sustancias alcohólicas, estupefacientes y psicotrópicas. Asimismo, deben asegurar programas permanentes de atención especial para la recuperación de los niños, niñas y adolescentes dependientes y consumidores de estas sustancias.

Los padres, madres o responsables legales de su cuidado son los garantes inmediatos de la salud de sus hijos o de los niños, niñas y adolescentes que se encuentren bajo su responsabilidad, y están obligados a cumplir las instrucciones y los controles médicos que se prescriban, con el fin de velar por la salud de los niños, niñas y adolescentes.”.

En discusión esta proposición, la Honorable Senadora señora Von Baer, efectuó una contrapropuesta respecto del inciso final, del siguiente tenor.


“Los padres, madres, o responsables legales de su cuidado son los garantes inmediatos de la salud de sus hijos o de los niños, niñas y adolescentes que se encuentren bajo su responsabilidad, y están obligados a cumplir los controles médicos que se prescriban con el fin de velar por la salud de los niños, niñas y adolescentes.”.

Al respecto, expresó que su contraproposición responde al hecho de que pueden existir instrucciones distintas, por parte de diferentes médicos, respecto del mismo caso de un niño. Lo anterior, agregó, en tanto, profesionalmente hablando, puede haber posiciones divergentes respecto del tratamiento que debe seguir el niño.


Por ello, añadió, el disponer el cumplimiento imperativo de las instrucciones, tal como se propone en la redacción del último inciso, podría no dejar espacio a que los padres consulten una segunda opinión médica sobre el cuadro que afecta a su hijo, siendo ésa la inquietud que trata de resolver la presente propuesta.


La Honorable Senadora señora Aravena, por su parte, indicó que, conceptualmente hablando, no es lo mismo un control médico que una instrucción médica.


En ese sentido, explicó, el Ministerio de Salud cuenta con un Programa Nacional de controles médicos obligatorios, los cuales se deben observar por los padres o responsables legales de los niños, sea en establecimientos públicos o privados.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, a su turno, y a fin de superar el punto planteado por la Honorable Senadora señora Von Baer, recomendó hacer referencia a las “prescripciones, tratamientos y controles médicos”.

El Honorable Senador señor Quintana, manifestó su respaldo a la antedicha proposición.


La Honorable Senadora señora Von Baer, observó que, en su opinión, el término “prescripciones”, no permite soslayar el reparo efectuado previamente por su persona.


Ello, prosiguió, en tanto es perfectamente posible que el galeno no entregue la instrucción o prescripción médica adecuada.


Sin perjuicio de lo anterior, subrayó que su contrapropuesta se basó en la proposición de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Montes y Quintana, por lo que sería conveniente que alguno de éstos explicara el sentido de la propuesta en este respecto.


El Honorable Senador señor Quintana, precisó que dicha proposición pretende resguardar el derecho del niño a que se resguarde su salud, más allá de la negligencia, renuencia o poca preocupación de sus padres o de quienes tengan legalmente su cuidado.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en la misma línea expresada por quien le precedió en el uso de la palabra, señaló que, en caso de que los padres no estén de acuerdo con las instrucciones, prescripciones o tratamientos dispuestos por el profesional médico, podrán por cierto recurrir a una segunda opinión.

Sin embargo, resaltó, en caso de que no lo hicieren, la inobservancia de tales acciones afecta directamente los derechos del niño, evidenciando, además, un actuar negligente de aquéllos.


La Honorable Senadora señora Von Baer, concordó que, en caso de no proceder en la forma antes mencionada, se configuraría una negligencia en el cuidado del niño.


No obstante ello, destacó, el reparo que ella mantiene en este ámbito no dice relación con lo anterior, sino que busca atender situaciones en las que los padres no cumplen las prescripciones médicas en virtud de que las mismas pudieran estar erradas.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió incorporar, además de los conceptos antes enunciados, explícitamente la facultad parental de consultar la opinión de un segundo especialista para el análisis de la situación médica del niño.


La Honorable Senadora señora Von Baer, estimó que, a su juicio, hay un problema de redacción en el inciso, por lo que, eventualmente, podría examinarse una fórmula que, estableciera que, sin perjuicio del tratamiento otorgado por un médico, los padres podrán informada o fundadamente, corroborar tal análisis.


La Honorable Senadora señora Aravena, indicó que, sin perjuicio de entender la preocupación manifestada por quien le antecedió en el uso de la palabra, es urgente asegurar la salud de los niños, especialmente en la actualidad, en donde se ha comenzado a gestar una tendencia, en determinados grupos de personas, de no vacunar a los niños, lo que ha desencadenado incluso algunos rebrotes de ciertas enfermedades.


La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, recomendó que el inciso final propuesto revistiera el siguiente tenor para superar el punto en debate.

“Los padres, madres o responsables legales de su cuidado, son los garantes inmediatos de la salud de sus hijos o de los niños, niñas y adolescentes que se encuentren bajo su responsabilidad, y están obligados a cumplir con los controles médicos y adoptar todas las medidas necesarias con el fin de velar por la salud de los niños, niñas y adolescentes.”.


El Honorable Senador señor Montes, expresó su respaldo a tal proposición, afirmando que es más adecuado una fórmula genérica en este contexto.


La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, posteriormente, manifestó el respaldo del Ejecutivo con los demás incisos de la propuesta, con la sola salvedad de agregar en el penúltimo inciso propuesto, después de la expresión “Los órganos del Estado,”, la frase “en el ámbito de sus competencias y conforme a sus atribuciones y medios”.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió aprobar la proposición en comento, con las modificaciones previamente descritas.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, aprobó los incisos finales propuestos, con las enmiendas antes explicadas.

- - - - - - - -

NUEVO ARTÍCULO


Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió la incorporación, luego del precepto antes analizado, de la siguiente disposición, relativa al derecho a atención médica de emergencia.


“Artículo 39.- Derecho a atención médica de emergencia. Todos los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a recibir atención médica de emergencia. 

Todos los centros y servicios de salud públicos deben prestar atención médica inmediata a los niños, niñas y adolescentes en los casos de emergencia. 

Todos los centros y servicios de salud privados deben prestar atención médica inmediata a los niños, niñas y adolescentes en los casos de emergencia en que, la ausencia de atención médica o la remisión del afectado o afectada a otro centro o servicio de salud, implique un peligro inminente a su vida o daños graves irreversibles y evitables a su salud.

En ningún caso podrá negarse la atención de emergencia al niño, niña o adolescente alegando razones injustificadas, tales como, la ausencia del padre, la madre, o responsables legales, la carencia de documentos de identidad o de recursos económicos del niño, niña, adolescente o su familia, o la no entrega de garantía de pago de los servicios. La negativa a la atención de emergencia se sancionará de acuerdo a la legislación vigente.”.

En discusión esta propuesta, el Honorable Senador señor Montes, expresó que, a su entender, la obligación de los centros de salud privados de atender a niños en situaciones de emergencia, no sólo dice relación con casos en que aquél se encuentra en riesgo vital o de padecer daños graves, irreversibles y evitables a su salud, sino que se extiende más allá, considerando el ordenamiento, en este ámbito, un estándar legal más amplio.


La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, recomendó que el artículo nuevo propuesto, en este punto, se remitiera a la normativa vigente.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, explicó que la proposición pretende enfatizar que, en situaciones de riesgo vital o de la integridad física de un niño, bajo ningún caso pueda negarse su atención.


La Honorable Senadora señora Von Baer, señaló que, tal como lo indicó el Honorable Senador señor Montes, resultaría conveniente saber cuál es la regla general en esta materia, ya que sería un despropósito contemplar una fórmula de menor extensión en este punto.


La Honorable Senadora señora Aravena, sugirió revisar qué pasa en aquellos casos en que el niño concurre sin la compañía de un adulto y qué prioridades de atención proceden en este ámbito en los establecimientos sanitarios.


Por otra parte, resaltó que el proyecto no contempla sanciones ni acciones específicas del Estado en caso en que se verifiquen inobservancias, por parte de los padres o de los responsables del niño, a los controles médicos a los cuales este último debe asistir, como también a las vacunas que se le deben proveer.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que, efectivamente, las hipótesis consideradas por la Ley de Urgencias son más extensas que las contenidas en la propuesta, ya que se dispone la posibilidad de acceder a una atención médica en caso de presentar una condición física que implique riesgo vital o secuela funciona grave, certificada como emergencia por un médico o cirujano de la unidad de emergencia, pública o privada, en donde la persona sea atendida.

En consecuencia, expresó que faltaría incorporar en el texto de la proposición el concepto de “secuela funcional grave”.


La Jefa de la División de Promoción y Prevención de la Subsecretaría de la Niñez, señora Blanquita Honorato, por otro lado, recomendó que el inciso final del artículo nuevo propuesto, en vez de hacer referencia a un determinado artículo del Código Penal, efectuara una remisión general a la legislación en vigor.


A partir de los planteamientos antes descritos, se sugirió la siguiente redacción final del artículo en cuestión.


“Artículo 39.- Derecho a atención médica de emergencia. Todos los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a recibir atención médica de emergencia. 


Todos los centros y servicios de salud públicos deben prestar atención médica inmediata a los niños, niñas y adolescentes en los casos de emergencia. 


Todos los centros y servicios de salud privados deben prestar atención médica inmediata a los niños, niñas y adolescentes en los casos de emergencia en que, la ausencia de atención médica o la remisión del afectado o afectada a otro centro o servicio de salud, implique un peligro inminente a su vida, una secuela funcional grave o daños graves irreversibles y evitables a su salud.


En ningún caso podrá negarse la atención de emergencia al niño, niña o adolescente alegando razones injustificadas, tales como la ausencia del padre, la madre, o responsables legales, la carencia de documentos de identidad o de recursos económicos del niño, niña, adolescente o su familia, o la no entrega de garantía de pago de los servicios. La negativa a la atención de emergencia se sancionará de acuerdo a la legislación vigente.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, aprobó el presente artículo nuevo propuesto, bajo el tenor previamente indicado.
- - - - - - - -

NUEVO ARTÍCULO


Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió la incorporación, luego del precepto antes analizado, de la siguiente disposición, relativa a la información sobre la salud y el consentimiento informado.


“Artículo 40.- De la información sobre la salud y el consentimiento informado. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho, de acuerdo con su edad y estado de madurez, a obtener información completa sobre su salud y su desarrollo, así como sobre el proceso sanitario que deban recibir. Los prestadores de salud público y privados adoptarán las medidas pertinentes para garantizar este derecho, siempre de conformidad con el principio del interés superior del niño, niña o adolescente. Asimismo, todo niño, niña o adolescente que se encuentre internado en un establecimiento de salud será informado del tratamiento que recibe y de las demás circunstancias propias de su internación de acuerdo a su edad, madurez, grado de desarrollo y estado, en cada oportunidad que sea examinado.


Para el caso de que se requiera contar con el consentimiento establecido en el artículo 14 de la Ley Nº 20.584, deberá dejarse constancia de que el niño, niña o adolescente ha sido informado y que se le ha oído, tomando en consideración su edad, madurez y grado de desarrollo.

Tienen derecho a que esta información y su historial clínico sean confidenciales, y a participar en la toma de decisiones que afecten a su salud a través del consentimiento informado, de acuerdo con la normativa vigente. Esta información debe comunicarse en un lenguaje comprensible y adecuado y en un formato accesible de acuerdo con la edad y grado de madurez del niño, niña o adolescente.”.


En discusión esta proposición, El Honorable Senador señor Ossandón, indicó que no es razonable, a su juicio, que el particular se defina en la ley, en tanto se trata de un asunto profesional-médico, además de ser un tema cuya definición debe ser abordada en el ámbito familiar, ya que informar imperativamente a un niño sobre alguna enfermedad grave que le pueda afectar no parece ser lo mejor para su persona, por ejemplo, en el caso de una patología terminal.


En esa línea, reparó en que, a partir de lo establecido en el inciso tercero de la proposición en examen, incluso cuando la familia del niñor no quiera comunicar a este último de, por ejemplo, la enfermedad que le afecta, el profesional médico respectivo estaría en la obligación de hacerlo.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, resaltó que la legislación en debate se trata de una Ley de Garantías a la Niñez y Adolescencia. En ese entendido, explicó, parte de la lógica que la iniciativa persigue es configurar los derechos que ya existen para las personas adultas, en términos tales de que dichas prerrogativas también puedan ser ejercidas por los niños, de acuerdo a su grado de madurez.


En esa línea, destacó, el derecho de ser informado acerca de las prestaciones de salud a las que se someterá es una facultad que le corresponde a toda persona, por lo que la proposición no está innovando en materia de derechos en este punto, sino que sólo reconociendo tal prerrogativa a los niños.


De igual modo, expresó que, en el caso de enfermedades graves, hechas mención por quien le antecedió en el uso de la palabra, lo correcto sería informarle al niño por medio de un lenguaje comprensible para él, de acuerdo a su grado de madurez y características personales.


Por último, señaló que, más allá de las providencias que se consagren en la ley, el criterio con que actúe el profesional médico en cuestión es algo que se encuentra más allá de lo que puede cubrir la legislación.


La Honorable Senadora señora Von Baer, a su turno, solicitó que en el inciso primero de la propuesta en examen se incluyera la remisión al artículo 10 del proyecto.


En seguida, subrayó que en el inciso tercero de la proposición se otorga, en términos amplios, la facultad al niño de participar en la toma de decisiones que afecten su salud, aspecto con el cual no está de acuerdo, en tanto ser un tema bastante delicado y que cuyo alcance dependerá en gran medida de la madurez del niño.


La Jueza de Familia y Miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Pamela Lobos, por su parte, explicó que, en el ejercicio de la judicatura, siempre el adjudicador está obligado a oír a los niños, debiendo ponderar, de manera criteriosa, su parecer.


En esa lógica, agregó, el derecho de informar al niño de las prestaciones médicas a las que se someterá, no implica, bajo ningún respecto, la transgresión de la protección que se le debe otorgar a aquél, por lo que ello se le deberá comunicar en términos comprensibles y en atención a su grado de madurez.


Asentado lo anterior, resaltó que el sentido de la normativa en discusión se orienta en la dirección de fijar derechos que recaen directamente en la titularidad de los niños, por lo que tales prerrogativas no dependen de un tercero para su ejercicio.


Dichos derechos, añadió, por cierto, serán ejercidos de acuerdo a la autonomía progresiva del niño. Así, añadió, en caso de que este último sea muy pequeño, evidentemente es más probable que la opinión de sus padres sea la que finalmente prepondere, justamente por ser más complejo el recabar el parecer del niño.


Sin perjuicio de lo anterior, prosiguió, cuando el niño alcanza una mayor edad, es razonable que su opinión adquiera más peso, en tanto ser más consciente de los actos que ejecuta, encontrándose en condiciones de asumir las consecuencias de los mismos. Muestra de ello, resaltó, es la Ley sobre Responsabilidad Penal Adolescente, la cual comienza su aplicación desde los catorce años de edad.


Por consiguiente, precisó, es ese mismo sentido interpretativo el que debe otorgarse a la autonomía progresiva del niño, en relación con sus derechos y deberes, sopesándose, además, en cada caso, su interés superior.


En seguida, indicó que, si bien en la presente discusión se puede efectuar una lectura de las normas desde una perspectiva personal y desde la posición de padres y madres, en la realidad se constata que los roles parentales no siempre se ejercen adecuadamente en función del interés del niño.


En efecto, señaló que se advierten, por cierto, extremos, en donde se verifica a padres del todo negligentes, por un lado, y padres abusivos, por otro.


En el intermedio de este espectro, añadió, es perfectamente posible encontrar modelos parentales más o menos permisivos, o más o menos directivos.


Por último, explicó que la prerrogativa consagrada en el artículo 10 del proyecto se trata de un derecho-deber preferente que los padres tienen en función de que el niño se pueda desarrollar bien, y que no pretende excluir a la autonomía progresiva de aquél.


El Honorable Senador señor Ossandón, manifestó no compartir los planteamientos sostenidos por quien le antecedió en el uso de la palabra, en tanto el descriterio respecto de las decisiones del niño, a su juicio, no proviene exclusivamente de los padres, sino también de la judicatura, en tanto no existe la infalibilidad en este tipo de situaciones.


Posteriormente, retomando el debate sobre la propuesta en examen, reiteró que no es razonable obligar al equipo médico de que se trate a informar al niño de su situación de salud, o de las prestaciones a las que se someterá, debiendo ser ello resorte de su familia, en tanto ser esta última quien conoce de mejor forma al niño, por lo que sabe la mejor forma de aproximarse a este último en estos casos.


De igual modo, expresó que el otorgar el derecho al niño de participar en las decisiones que puedan afectar su salud puede implicar, eventualmente, una oposición de aquél a un tratamiento o a una intervención que vaya en su propio bien, o que lo requiera para su recuperación.


Por todas las razones anteriores, subrayó, no se encuentra de acuerdo con el inciso tercero de la proposición en análisis.


La Honorable Senadora señora Von Baer, expresó que, durante la presente discusión parlamentaria, siempre ha actuado en su calidad de representante de una parte de la sociedad, y no directamente como madre.


Asentado lo anterior, y en lo concerniente a la propuesta en examen, señaló que, a su juicio, resulta mejor abordado el particular en el inciso segundo del artículo 30 del texto aprobado en general, en tanto se equilibra de mejor forma el modo en que la familia puede acompañar al niño en su tratamiento. Lo anterior, agregó, sin fijar imperativamente que sea este último quien deba recibir la información médica y tomar una decisión a partir de la misma, que es lo que puede interpretarse a partir del inciso tercero de la propuesta en análisis.


El Honorable Senador señor Navarro, por su parte, resaltó que el abandono de los niños por parte del Estado, en contraste de su rol de garante de los derechos de éstos, ha constituido a este ámbito como uno de los grandes fracasos de nuestra institucionalidad pública.


En seguida, resaltó que el interés superior del niño debe ser el foco de la discusión de la presente iniciativa, en términos de derechos y garantías.


Luego, observó que el debate acerca de la autonomía progresiva de los niños se remonta a la discusión de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente, en la cual sectores conservadores estuvieron de acuerdo en reconocer que, a los catorce años de edad, una persona cuenta con el discernimiento suficiente como para fijarle responsabilidad penal por sus actos, por lo que tal graduación ya cuenta con reconocimiento legal.


En ese sentido, prosiguió, le parece una contradicción que ahora, en el presente debate, se trate de privar al niño de su derecho a la información en materia de prestaciones de salud, negándole de esa forma, en su opinión, el reconocimiento de su autonomía progresiva en este contexto.


En esa línea, subrayó que aprensiones de la misma naturaleza se expresaron durante la discusión de la Ley de Identidad de Género en el seno de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía (instancia legislativa que presidió), en donde también se intentó relativizar el alcance de la autonomía progresiva del niño.


Sin perjuicio de lo anterior, resaltó que el hecho de que el niño tenga derecho a imponerse de las prestaciones de salud que le afecten no implica la exclusión de los padres, los que siempre podrán guiarlo en tales decisiones.


No obstante ello, subrayó, se debe tener presente que el mayor número de episodios de violencia y abuso en contra de los niños provienen de los propios padres o familiares.


Por tal razón, consultó a la señora Lobos qué organismo defendería al niño en caso de que los padres le negaran la información médica a aquél, en virtud del rol del Estado como garante de los derechos en este ámbito.


El Honorable Senador señor Ossandón, señaló que los padres también son garantes de los derechos del niño, siendo ello parte de un proceso natural.


Posteriormente, reiteró la inconveniencia de que el médico, en virtud del inciso tercero de la propuesta en comento, se vea obligado a informar al niño de su situación médica, debiendo tal definición recaer en la familia, especialmente por la desmejorada situación que presenta un niño aquejado por alguna patología, y en tanto ser el grupo familiar quien más conoce al niño, sabiendo el modo más adecuado en que la situación debe ser comunicada a este último.


La Jueza de Familia y Miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Pamela Lobos, respondiendo a la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Navarro, indicó que en el caso de que un padre le negare la información médica al niño, la situación debiese ser resuelta por los tribunales de justicia.


Luego, por otra parte, expresó que el límite de los catorce años empleado por la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente es un parámetro explícito debido a la naturaleza de dicho cuerpo legal, que requiere de una definición de edad expresa en orden de poder aplicar la ley desde algún rango etario en adelante.


Ello, precisó, no se considera de igual forma en la propuesta, en donde sólo se recurre a los criterios de edad y madurez del niño para efectos de poder ejercer su derecho a la información en este ámbito, dejando de ese modo un estándar más amplio en donde se puedan analizar las particularidades de cada caso.


La Honorable Senadora señora Von Baer, señaló que, en su opinión, la redacción del inciso tercero de la propuesta otorga el derecho al niño de participar en la toma de decisiones de las prestaciones de salud que lo afecten, independientemente de su edad. Ello, precisamente, por la amplitud del texto en cuestión.


El Honorable Senador señor Montes, subrayó que, a su juicio, el proyecto de ley presenta una ambigüedad, en términos de prerrogativas y espacios de autonomía, entre niños y niñas, por una parte, y adolescentes, por otra.


En efecto, afirmó que se prolonga la vigencia de normas propias de la infancia hacia la adolescencia, justamente por la indiferenciación del articulado en este punto.


En ese sentido, expresó que el mismo debate suscitado con ocasión de la presente propuesta se desarrolló en la discusión acerca del derecho de los niños a entregar, de por sí, datos de su persona, en donde algunas posiciones pretendían que el niño no pudiera proveer información personal sin autorización parental.


Al parecer, agregó, el problema real de algunos sectores respecto de la autonomía progresiva es más bien de carácter ideológico.


En seguida, en lo referente al acceso a la información por parte de los niños, indicó que estos últimos obtienen tales datos de maneras y formas más expeditas que los padres, cuestión que se debe tener presente, sin excluir la posibilidad obvia de aquéllos de imponer ciertas restricciones en tal ámbito.


De ese modo, añadió, en casos graves de colisión de ambas prerrogativas, serán los tribunales los que deben resolver tales situaciones.


Posteriormente, aseveró que es vital que el proyecto aborde adecuadamente la idea de que un niño mayor de catorce años tiene más capacidades y responsabilidades que otro de menor edad, por lo que la regulación debe reconocer tales espacios de independencia y autonomía, a la par de su responsabilización por los deberes que inobserva o infringe. Lo anterior, subrayó, es el rol educativo que la sociedad debe cumplir en el desarrollo de los niños.


Por último, se manifestó a favor de la proposición en examen, en tanto la misma refuerza la capacidad del adolescente en el ámbito en discusión, sin dejar de lado las obligaciones que el mismo debe respetar, superando así una mirada de mayor dependencia o de sobreprotección sobre el niño.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, concordó con lo sostenido por quien le antecedió en el uso de la palabra, resaltando que la proposición en ningún sentido excluye el rol de los padres en este contexto.


La Honorable Senadora señora Von Baer, reiterando que no le parece razonable que la toma de decisión sobre un tratamiento o prestación médica recaiga en el niño, solicitó, en virtud de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, la votación separada del inciso tercero de la proposición en comento.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, en una primera votación, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Navarro y Ossandón, aprobó los incisos primero y segundo de la proposición.


En una segunda votación, la Comisión, en conformidad a la disposición previamente citada, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Navarro, y dos votos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, aprobó el inciso tercero de la propuesta.
REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, aprobó la reapertura del debate del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que la Honorable Senadora señora Von Baer, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, efectuó la siguiente enmienda, la que se pasa a describir.


La propuesta, incorpora el siguiente inciso final al precepto en examen.

“Todo lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10.”.

En discusión esta proposición, la Honorable Senadora señora Von Baer, resaltó que, en el artículo en examen, se establece el derecho del niño a que su información sanitaria sea confidencial, como también a participar de las decisiones que afecten a su salud.


De ese modo, subrayó que, muchas veces, los niños no están preparados para asumir ese tipo de determinaciones, especialmente cuando se trata de enfermedades o patologías complejas, por lo que requieren del acompañamiento de sus padres en tal proceso.


Así, resaltó que el punto antes descrito no se encuentra recogido en la redacción actual del artículo en estudio.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sostuvo que, en su opinión, a la luz del tenor del precepto en examen, queda claro que tanto el derecho del niño a la información de su registro clínico, como también su facultad de participar de las decisiones que atañen su salud, son prerrogativas que se ejercen de acuerdo a su edad y madurez.


Por consiguiente, explicó, estos últimos parámetros se refieren a ambos derechos, y no sólo a la prerrogativa referente a la información, por lo que el modo en que el niño participa en las decisiones en torno a su salud, también se evalúa de acuerdo a su edad y madurez.

La Honorable Senadora señora Von Baer, reparó en que, al menos a la luz del inciso final del artículo en análisis, pareciera ser que tales criterios no se consideran para el ejercicio del derecho de participación en comento.


De ahí, resaltó, que se haga necesario que en este ámbito los padres ejerzan un rol de acompañamiento.


La Honorable Senadora señora Aravena, en la misma línea, afirmó que, por cierto, los criterios de edad y madurez deben considerarse al momento de que las prerrogativas en cuestión sean ejercidas por el niño.


Sin embargo, agregó, es fundamental que los padres compartan y acompañen el proceso médico de su hijo, especialmente tratándose de enfermedades de alta complejidad.

De igual modo, destacó que, usualmente, la familia del niño, o de cualquier paciente en general, sabe del tratamiento que se seguirá respecto de este último, incluso antes que aquél.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, subrayó que el proyecto de ley en estudio se trata de una ley de garantías a la niñez y adolescencia, por lo que pretende desarrollar, en el plano legal, los derechos fundamentales que le asisten a todos los niños.


Sin perjuicio de lo anterior, el rol de los padres en el cuidado y educación de sus hijos ya se encuentra expresamente consagrado en el artículo 10 de esta iniciativa, proyectándose tal prerrogativa respecto de todo el articulado, no encontrándose, en consecuencia, en duda su vigencia.


Por último, resaltó que nunca ha estado en entredicho la existencia y vigencia de dicho derecho-deber en la discusión de la iniciativa legal en examen.


El Honorable Senador señor Quintana, a su turno, recalcó que el punto ya se encuentra lo suficientemente resuelto en el debate del proyecto de ley, precisamente por las razones explicadas por quien le precedió en el uso de la palabra.

No obstante ello, añadió, se debe considerar que la presente iniciativa apunta a la universalidad de niños en nuestro país, muchos de los cuales no cuentan con el apoyo de sus padres, por lo que resulta fundamental reforzar sus derechos, especialmente respecto de prerrogativas referentes a su información de salud confidencial.


El Honorable Senador señor Montes, por su parte, indicó que, de acuerdo al tenor del artículo ya aprobado, el niño participa en las decisiones de salud que le atañen, a través del consentimiento informado que se le debe proporcionar, proceso en el cual, por cierto, se debe considerar la opinión de otros, y no exclusivamente de aquél.


Ello, subrayó, precisamente atendiendo a las condiciones que el niño presenta, en términos de edad y madurez.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, reiteró que, de acuerdo a la redacción del artículo en examen, los criterios antes expresados se evalúan tanto respecto del derecho del niño a su información sanitaria, como también en lo relativo a su prerrogativa de participar en la toma de decisiones que involucran su salud.

La Honorable Senadora señora Von Baer, destacó que no se desprende de la redacción del precepto en análisis que, en el proceso de toma de decisiones antes mencionado, pueda existir un acompañamiento efectivo de los padres o familiares del niño, sino que, por el contrario, se puede interpretar que este último puede tomar la determinación por sí.


Por consiguiente, señaló que el debate sobre el punto no es ideológico, sino que práctico.


La Honorable Senadora señora Aravena, sugirió mejorar la redacción del último inciso del artículo en estudio, a fin de plasmar las observaciones antes planteadas.


El Honorable Senador señor Montes, reparó en que no es fácil determinar desde qué edad concreta un niño puede participar en el proceso de toma de decisiones en comento, siendo complejo prever un escenario en que no necesite el acompañamiento o asistencia de un adulto, en beneficio del bienestar del propio niño.


En seguida, indicó que, a su entender, la confidencialidad de que habla el precepto en análisis no alcanza a los padres del niño.

La Oficial de Protección de UNICEF, señora Ludmila Palazzo, señaló que existe un destacado estudio de la Unión Europea, el cual incluso fue galardonado internacionalmente como el mejor sobre el particular, relativo a las edades mínimas sobre consentimiento informado y demás procesos de tomas de decisiones en los que participa el niño.

Así, expresó que remitiría a la Comisión tal documento.


La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, subrayó que la discusión sobre el rol de los padres ya se encuentra superada en el articulado de la iniciativa, toda vez que el derecho y deber preferente de aquellos de educar a sus hijos se encuentra explícitamente consagrado en el artículo 10 como un principio, por lo que informa a toda la preceptiva de esta iniciativa.


Del mismo modo, recalcó, opera la máxima relativa a la autonomía progresiva de los niños.


De esa forma, explicó, es como se reguló la eventual tensión que pueda existir entre la autoridad paterna y el crecimiento natural del niño.


Asentado lo anterior, precisó que el derecho del niño a su información médica y a participar de los procesos de toma de decisiones que atañen su salud, se trata de una facultad que, por cierto, aquél no está obligado a ejercer, sino que ello procederá, evidentemente, de acuerdo a su edad, madurez y educación, y toda vez que se interese en recibir tal información.


Por último, indicó que, en el ámbito en análisis, resulta sumamente complejo efectuar una graduación de las edades en las cuales el niño podría ejercer plenamente las prerrogativas en examen, ya que, a partir de la realidad existente en nuestro país, se podrían generar significativas limitaciones a los niños más vulnerables.


El Honorable Senador señor Quintana, señaló que el concepto de autonomía progresiva se encuentra bien afianzado, por lo que no se trata de un término abstracto, sino que algo concreto, en el cual entran a jugar criterios tales como la edad y madurez del niño.

Luego, reiteró que resulta inoficioso hacer mención al artículo 10 del proyecto, si no está en duda el rol de los padres en este ámbito, precisamente por haberse consagrado como máxima para toda la iniciativa en la aludida disposición.


La Honorable Senadora señora Von Baer, recalcó que, en el inciso final del artículo en estudio, si bien se alude a la autonomía progresiva, mediante la referencia a parámetros como la edad y madurez del niño, no hay remisión alguna al derecho y deber preferente de los padres en este contexto, por lo que se verifica un desequilibrio entre ambos principios en la configuración del precepto en análisis, haciendo énfasis en uno por sobre el otro.


En ese sentido, añadió, resulta del todo adecuado plasmar la posibilidad de que, en las decisiones referentes a la salud del niño, los padres o familiares de éste lo puedan acompañar y guiar.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, manifestó que los niños tienen el derecho a recibir, de acuerdo a su edad, madurez y desarrollo, la información completa de su estado de salud, tratamientos y demás circunstancias relevantes dentro del proceso médico al que están sujetos, debiendo los prestadores garantizar tales aspectos, en atención del interés superior del niño.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos en contra de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto favorable de las Honorables Senadoras señoras Aravena y Von Baer, rechazó la proposición antes descrita.
- - - - - - - -

ARTÍCULO 31


El artículo 31 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 31.- Educación. Los niños tienen derecho a ser educados en el desarrollo de su personalidad, aptitudes y capacidades hasta el máximo de sus posibilidades. La educación tendrá como propósito inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales, así como el respeto de sus padres y/o madres, de su propia identidad cultural, de su idioma, sus valores y el medio ambiente.


Para el Estado es obligatorio promover la educación parvularia, para lo que financiará un sistema gratuito a partir del nivel medio menor, destinado a asegurar el acceso a éste y sus niveles superiores. El segundo nivel de transición es obligatorio, y es requisito para el ingreso a la educación básica. 


La educación básica y la educación media son obligatorias. El Estado deberá financiar un sistema gratuito con tal objeto, destinado a asegurar el acceso a ellas de toda la población. 


Los órganos de la Administración del Estado competentes velarán por que ningún niño sea excluido del sistema educacional o vea limitado su derecho a la educación por motivos que puedan ser constitutivos de discriminación arbitraria.


Es deber del Estado garantizar el ingreso al sistema educacional o su continuidad en el mismo, según corresponda, a los niños que estén temporal o permanentemente privados de su entorno familiar.


Las medidas pedagógicas y disciplinarias que puedan adoptarse en conformidad a la ley y los reglamentos, respecto de los niños en el contexto de la actividad educacional, deberán siempre basarse en un procedimiento que garantice el pleno respeto de sus derechos y ser compatibles con los fines de la educación y con la dignidad del niño.


En ningún establecimiento se podrá negar la constitución y funcionamiento de los centros de alumnos u otra forma de asociación y organización, en conformidad a la ley y al proyecto educativo del respectivo establecimiento. Asimismo, los reglamentos escolares deberán ajustarse a la legislación vigente y a las obligaciones legales emanadas de los tratados internacionales que hayan sido ratificados por Chile que se encuentren vigentes.”.

A este artículo, se presentaron nueve indicaciones, signadas con los Nos 190, 190 bis, 191, 192.a, 192.b, 192, 192 bis, 192 ter y 193.
Inciso primero
Indicación Nº 190


190.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la frase “Los niños tienen derecho a ser educados”, por la siguiente: “Todo niño tiene derecho a ser educado”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en su calidad de autora de la misma, la retiró.

Indicación Nº 190 bis


190 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la expresión “como propósito” por “entre sus propósitos”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió incluir, en el texto de la misma, el término “esenciales”.


La Jueza de Familia y Miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Pamela Lobos, expresó que, en este ámbito educacional, si bien el Estado garantiza el derecho a la educación, se observa cotidianamente en la actividad de los tribunales una considerable cantidad de niños desescolarizados.


En efecto, el problema que se detecta con ellos es la falta de alternativas educativas oportunas para su reinserción en este contexto.


En tal sentido, indicó que, por ejemplo, en caso de que el niño presente rezago escolar, se debe esperar todo un año para que su situación se aborde por el programa respectivo, lo que evidentemente agudiza su retraso y complejiza aún más su situación. 


En la misma línea, explicó que los programas “2x1”, que permiten en un año aprobar dos cursos, sólo están disponibles una vez que el niño cumple la mayoría de edad.


De igual modo, agregó, el sistema de exámenes libres sólo procede cuando el niño está atrasado en su aprendizaje de acuerdo a su edad.


Así, resaltó que, si bien en el espíritu de la normativa se advierte la intención de recoger estos aspectos, el punto no se encuentra abordado de manera expresa, a fin de poder superar las limitaciones prácticas antes descritas.


Finalmente, observó que, probablemente, el disuasivo más significativo para que un niño vuelva a la comunidad escolar es su diferencia de edad respecto de sus pares en el curso correspondiente.

El Honorable Senador señor Montes, manifestó que comparte plenamente lo sostenido por quien le precedió en el uso de la palabra, expresando que, aproximadamente, quinientos veinte mil niños se encuentran en situación de desescolarización.


A continuación, señaló que el Ministerio de Educación, por muchos años, ha contado con recursos para hacerse cargo del particular, no siendo la excepción el presente presupuesto de dicha Cartera de Estado, sin que se hayan podido obtener buenos resultados con las acciones que se han desplegado.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que el punto se encuentra abordado más adelante en el articulado.


El Honorable Senador señor Navarro, por su parte, indicó que la Comisión de Educación recibió, en su oportunidad, a distintos expertos en materia de discapacidad e inclusión, quienes recalcaron la necesidad de regular con vigor tales materias, por lo que espera que estos tópicos también sean abordados en el presente proyecto de ley.


En votación la indicación N° 190 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Navarro y Ossandón, la aprobó con modificaciones, agregando al texto de la misma el término “esenciales”.


Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Navarro y Ossandón, sustituyó, en primer lugar, el nombre del artículo por “Derecho a la educación”, y, en segundo orden, en el texto del inciso primero aprobado en general, el término “niños”, por la expresión “niños, niñas y adolescentes”, y la voz “niño” por la locución “niño, niña o adolescente”.
Indicación Nº 191


191.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar, luego de la expresión “personalidad, aptitudes y capacidades”, la siguiente frase: “, así como en el perfeccionamiento de sus facultades intelectuales y morales,”.


En votación la indicación N° 191, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Navarro y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el tenor resultante, en lo pertinente, de la indicación N° 190 bis.

Indicación Nos 192.a y 192.b


192.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 192.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la locución “sus padres y/o madres” por la siguiente: “su padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 192.a y 192.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicación Nº 192


192.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 192, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
- - - - -
Inciso cuarto, nuevo

Indicaciones Nos 192 bis y 192 ter


192 bis.- Del Honorable Senador señor Montes, y 192 ter.- del Honorable Senador señor De Urresti, para consultar a continuación del inciso tercero un inciso nuevo, del tenor que sigue:


“Asimismo, el Estado está obligado a promover una educación sexual y afectiva integral, de carácter laico y no sexista, en todos los niveles de educación.”.


En discusión estas indicaciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente proposición que, si bien recoge su contenido, añade otros elementos de igual forma para complementar de mejor forma este nuevo inciso.


“El Estado está obligado a promover una educación sexual y afectiva integral, de carácter laico y no sexista, en todos los niveles de educación, acorde con su edad y grado de desarrollo. Y velará que los establecimientos educacionales otorguen el debido respeto a la diversidad étnica, cultural y religiosa de los niños niñas y adolescentes, así como promover ambientes educativos libres de violencia, maltrato y bullying.”.


El Honorable Senador señor Ossandón, se manifestó a favor de tal propuesta, siempre y cuando se eliminara la frase “, en todos sus niveles de educación”, ya que la pedagogía en estas materias se encuentra ligada a los procesos de madurez del niño.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó no tener inconveniente con la supresión de tal frase.


En consecuencia, se hizo presente que el nuevo inciso seguiría el siguiente tenor:


“El Estado está obligado a promover una educación sexual y afectiva integral, de carácter laico y no sexista, acorde con su edad y grado de desarrollo. Y velará por que los establecimientos educacionales otorguen el debido respeto a la diversidad étnica, cultural y religiosa de los niños niñas y adolescentes, así como por promover ambientes educativos libres de violencia, maltrato y bullying.”.


En votación las indicaciones Nos 192 bis y 192 ter, la Comisión, por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes, Navarro y Ossandón, y el voto en contra de la Honorable Senadora señora Von Baer, las aprobó con modificaciones, siguiendo el tenor antes descrito.

- - - - -

Inciso sexto, nuevo
Indicación Nº 193


193.- De S.E. la Ex Presidenta de la República, para intercalar el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando los actuales incisos sexto y séptimo a ser incisos séptimo y octavo, respectivamente:


“Es deber del Estado propender a asegurar a todas las personas una educación inclusiva de calidad. Asimismo, es deber del Estado promover que se generen las condiciones necesarias para el acceso y permanencia de los estudiantes con necesidades educativas especiales en establecimientos de educación regular o especial, según sea el interés superior del niño o pupilo, de conformidad con el decreto con fuerza de ley Nº2, de 2009, del Ministerio de Educación.”.


Se hizo presente que, por medio de Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró esta indicación.

Sin perjuicio de lo anterior, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en virtud de lo dispuesto en el artículo 132 del Reglamento de Senado, hizo suya esta indicación.


De ese modo, sólo recomendó sustituir el término “niño o pupilo” por “niño, niña y adolescentes”.


En votación la indicación N° 193, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Navarro y Ossandón, la aprobó con modificaciones, con la enmienda previamente descrita.

- - - - - -


Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Navarro y Ossandón, sustituyó, en el texto del inciso cuarto aprobado en general, el término “niño”, por la expresión “niño, niña o adolescente”, y en el inciso quinto aprobado en general, la voz “niños”, por el vocablo “niños, niñas y adolescentes”.

Asimismo, y en conformidad a la disposición reglamentaria citada previamente, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Navarro y Ossandón, sustituyó, en el texto del inciso sexto aprobado en general, el término “niños”, por “niños, niñas y adolescentes”, y la expresión “niño” por “niño, niña o adolescente”.


Se consigna que, producto de la reordenación de los artículos que experimentó el proyecto de ley, el artículo 31 del texto aprobado en general quedó consignado como artículo 41.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, aprobó la reapertura del debate del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las propuestas de enmiendas que a continuación se pasan a describir.

Inciso segundo


El inciso segundo previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor:


“Para el Estado es obligatorio promover la educación parvularia, para lo que financiará un sistema gratuito a partir del nivel medio menor, destinado a asegurar el acceso a éste y sus niveles superiores. El segundo nivel de transición es obligatorio, y es requisito para el ingreso a la educación básica. 


La primera propuesta, sustituye la frase “Para el Estado es obligatorio promover”, por la expresión “El Estado garantizará”.

Inciso cuarto


El inciso cuarto previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor:

“El Estado está obligado a promover una educación sexual y afectiva integral, de carácter laico y no sexista. Y velará por que los establecimientos educacionales otorguen el debido respeto a la diversidad étnica, cultural y religiosa de los niños niñas y adolescentes, así como por promover ambientes educativos libres de violencia, maltrato y bullying.

La segunda propuesta, sustituye la frase “El Estado está obligado a promover”, por la expresión “El Estado garantizará”.

Inciso quinto

El inciso quinto previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor:

“Los órganos de la Administración del Estado competentes velarán para que ningún niño, niña o adolescente sea excluido del sistema educacional o vea limitado su derecho a la educación por motivos que puedan ser constitutivos de discriminación arbitraria.”.

La tercera proposición, sustituye la palabra “velarán”, por la expresión “tomarán todas las medidas necesarias”.
Inciso sexto

El inciso sexto previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor:

“Es deber del Estado propender a asegurar a todas los niños, niñas y adolescentes una educación inclusiva de calidad. Asimismo, es deber del Estado promover que se generen las condiciones necesarias para el acceso y permanencia de los estudiantes con necesidades educativas especiales en establecimientos de educación regular o especial, según sea el interés superior del niño, niña o adolescente de conformidad con el decreto con fuerza de ley Nº2, de 2009, del Ministerio de Educación.”.


La cuarta proposición, sustituye las palabras “propender a asegurar”, por el término “asegurar”.
Inciso final

El inciso final previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor:

“Los órganos de la Administración del Estado deben poner especial atención en prevenir y, en su caso, detectar los casos de no escolarización, absentismo y abandono escolar y deben adoptar de forma coordinada las medidas necesarias para hacer frente a estas situaciones, mediante los correspondientes protocolos.”.


La quinta propuesta, sustituye la expresión “hacer frente a estas situaciones”, por la frase “la más pronta restitución del derecho a la educación”.

En discusión estas proposiciones, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, expresó su respaldo a la misma, con la sola salvedad que en aquellas propuestas que aluden a garantizar o a asegurar algún aspecto del derecho en análisis, se debiese agregar la fórmula “, en el ámbito de sus competencias y conforme a sus atribuciones y medios”.

De ese modo, se consignó que la primera y segunda propuesta pasarían a revestir el siguiente tenor:


“El Estado garantizará, en el ámbito de sus competencias y conforme a sus atribuciones y medios”.

Mientras que la cuarta propuesta seguiría la siguiente redacción:


“asegurar, en el ámbito de sus competencias y conforme a sus atribuciones y medios,”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, aprobó la primera, tercera y quinta proposiciones, en los términos antes referidos.

En votación las indicaciones Nos 192 bis y 192 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, las aprobó con modificaciones, efectuando en su texto resultante la enmienda contemplada por la segunda proposición previamente examinada.


En votación la indicación N° 193, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, la aprobó con modificaciones, efectuando en su texto resultante la enmienda contemplada por la cuarta propuesta antes analizada.


Posteriormente, y en virtud de la citada disposición reglamentaria, el Honorable Senador señor Ossandón, presentó una propuesta al referido inciso cuarto, para agregar en este último la siguiente oración final: “Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10 de esta ley.”.

En conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto favorable de las Honorables Senadoras señoras Aravena y Von Baer, rechazó la proposición previamente descrita.
REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, aprobó una segunda reapertura del debate del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las propuestas de enmiendas que a continuación se pasan a describir.


La primera proposición, sustituye, en el inciso segundo previamente aprobado, la frase “El Estado garantizará, en el ámbito de sus competencias y conforme a sus atribuciones y medios”, por la expresión “El Estado garantizará progresivamente”.

En discusión esa proposición, la Honorable Senadora señora Von Baer, expresó que la misma es inadmisible, ya que no respeta la iniciativa exclusiva presidencial en materia de administración financiera del Estado, fijada por la Constitución Política de la República.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, por el contrario, sostuvo que la proposición es del todo admisible ya que el concepto de progresividad contenido en ella, apunta a que el Estado deba desarrollar programas de corto, mediano y largo plazo de acuerdo a las decisiones que, al respecto, adopte el Ejecutivo, según lo determine de acuerdo a sus propias facultades en la discusión anual de la Ley de Presupuestos.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Ossandón y Quintana, y el voto en contra de la Honorable Senadora señora Von Baer, aprobó la presente proposición.


La segunda propuesta, incorpora, en el inciso segundo previamente aprobado, luego del punto aparte, la siguiente oración final: “No obstante, ningún niño o niña será retrasado o impedido de iniciar su educación básica por no cumplir el requisito al que se refiere este inciso si el Estado no ha asegurado su acceso gratuito al segundo nivel de transición.”.

En discusión esta proposición, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, expresó que, consultado el Ministerio de Educación sobre este punto, este último organismo señaló no estar de acuerdo con la propuesta, ya que, en primer lugar, se aparta del texto originalmente aprobado, el cual recoge, en los mismos términos, lo dispuesto por la Constitución Política de la República en el numeral 10° de su artículo 19, por lo que se puede cuestionar su admisibilidad, y, en segundo orden, ya que es contraria al proyecto de ley del Ejecutivo que establece la obligatoriedad del segundo nivel de transición de la educación parvularia.


El Honorable Senador señor Quintana, indicó que el particular ha sido un tema largamente discutido.


No obstante ello, precisó que la proposición sólo establece que ningún niño pueda ser retrasado o impedido de iniciar su educación básica por no cumplir con su educación parvularia, si el Estado no ha asegurado su acceso gratuito al segundo nivel de transición en tal etapa.

Así, destacó, es del todo coherente con una mayor protección de los derechos el fijar que nadie pueda impedir el derecho a la educación al primer ciclo básico de los niños por la razón antes mencionada, precisamente porque supeditaría tal acceso, lo que significaría un retroceso en este ámbito.


La Honorable Senadora señora Von Baer, subrayo que la discusión sobre el kinder obligatorio tiene por finalidad determinar si, para avanzar a la etapa escolar básica, el niño debe cumplir o no con su educación parvularia.


En ese sentido, agregó, la proposición le resta el carácter imperativo a tal medida, por lo que no se encuentra de acuerdo con la misma, justamente por ser partidaria de la vigencia del kínder obligatorio en nuestro país.


El Honorable Senador señor Montes, recordó que, desde hace bastante tiempo, el kinder es obligatorio en nuestro país, habiendo flexibilizado el Estado su normativa para que dicho ciclo educativo pudiese ser impartido por distintos tipos de establecimientos educacionales, además de haberse destinado subvenciones para tal efecto.

Por consiguiente, añadió, al día de hoy la cobertura en este contexto es de alrededor de un noventa y seis o noventa y siente por ciento.


Lamentablemente, destacó, existe un tres o cuatro por ciento de los niños que, por distintas razones, no pueden acudir a la educación parvularia, por lo que parece razonable que ellos no se vean impedidos de acceder a la educación básica por dicha falta de condiciones.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que, en la lógica de que la educación parvularia sea garantizada progresivamente, es razonable que no se impida a los niños que no puedan acceder a aquélla su ingreso a la educación básica, sino hasta cuando el acceso a los niveles pre básicos se encuentren efectivamente asegurado.

De lo contrario, afirmó, se encontraría vulnerado su derecho a la educación.


El Honorable Senador señor Quintana, en la misma línea, recordó que, desde la reforma constitucional aprobada el año 2013, poco se ha avanzado en la cobertura del segundo nivel de transición (kínder), encontrándose estancados los indicadores en alrededor de un noventa y seis por ciento.


Así, señaló que el cuatro por cierto restante de niños no acude a la educación parvularia, mayormente por encontrarse alejados sus domicilios de los establecimientos, cuestión que sucede, por ejemplo, en zonas cordilleranas de la Región de La Araucanía.


De igual forma, subrayó que el ausentismo escolar, producto de la pandemia en desarrollo, ha complejizado más la situación, generando una nueva realidad sobre el particular, por lo que se hace más necesario aprobar la proposición, a fin de evitar impedir el acceso de niños a la educación básica que no han podido cumplir con su educación parvularia, por no contar con oferta disponible.


La Honorable Senadora señora Von Baer, a su turno, sostuvo que el kinder es, al día de hoy, un nivel garantizado y gratuito.

En seguida, explicó que, de acuerdo a la información de la encuesta CASEN, no son los niños de sectores rurales o alejados quienes no se encuentran asistiendo a tal ciclo educativo, sino que la ausencia en este ámbito se debe a cuestiones, más que nada culturales, de los padres, quienes le restan importancia a dicha formación pre-básica, de ahí que se requiera revertir tal visión, precisamente porque ello acarrea que los niños presenten retrasos en su educación.


El Honorable Senador señor Quintana, replicó aseverando que, si el principal motivo de la no asistencia de los niños a kínder se debe a razones culturales de los padres, se debe ser coherente, también en este punto, respecto de la vigencia del derecho y deber que asiste a ellos en la educación de sus hijos.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes, Ossandón y Quintana, y el voto en contra de la Honorable Senadora señora Von Baer, aprobó la presente propuesta.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que la proposición no es bajo ningún respecto inadmisible, en tanto es congruente con la formulación constitucional de obligatoriedad de la educación parvularia, pero a la vez también respeta el derecho a la educación de los niños.

De no procederse de esta manera, agregó, sería la ley la que estuviera configurando una vulneración al texto constitucional, en tanto por la vía legal se estaría afectando el derecho a la educación básica de los niños, sin que existiera, previamente, una garantía de acceso gratuito y efectivo a la educación parvularia (prerrequisito para la anterior).


La Honorable Senadora señora Von Baer, manifestó que su voto de rechazo, además de las razones previamente mencionadas por su persona, se debe a que no tiene claridad si la propuesta es contraria al texto constitucional, en tanto encontrarse al límite de inobservar el imperativo de kinder obligatorio dispuesto por el Código Político.

- - - - - - - -

NUEVO ARTÍCULO


Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió la incorporación, luego del precepto antes analizado, del siguiente artículo, relativo a la no escolarización, absentismo y abandono escolar.


“Artículo…- Los órganos de la Administración del Estado deben poner especial atención en prevenir y, en su caso, detectar los casos de no escolarización, absentismo y abandono escolar y deben adoptar de forma coordinada las medidas necesarias para hacer frente a estas situaciones, mediante los correspondientes protocolos.”.


En discusión esta proposición, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, consignó que el empleo del término “absentismo” (y no “ausentismo”), responde al hecho de que con el mismo se hace referencia a la práctica habitual del niño de no concurrir al establecimiento educacional de que se trate.


El Honorable Senador señor Montes, señaló que el absentismo es uno de los principales problemas que afecta a los niños entre catorce hasta antes de los dieciocho años de edad, coincidiendo con tal diagnóstico el señor Benito Baranda, el que cuenta con una vasta expertise en estas materias.


Lo anterior, añadió, sin perjuicio de que existen recursos para tal propósito; prueba de ello fue un modelo implementado por la Municipalidad de Peñalolén hace un tiempo atrás.

La Honorable Senadora señora Von Baer, sin perjuicio de manifestarse a favor de la proposición en estudio, sugirió que la misma fuese contemplada como inciso final del artículo anterior, en vez de considerarla como un precepto nuevo.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, concordó con lo planteado por quien le precedió en el uso de la palabra.

El Honorable Senador señor Navarro, indicó que con la proposición en comento lo que se pretende es que todos los niños se integren al aula.


En seguida, recordó que en los años 80´, sólo el 63% de los niños asistía a la educación media, incrementándose tal cifra a un 92% en los años 90´.


De ese modo, señaló que durante el proceso en comento, se incorporaron al aula muchos niños con problemas complejos, cuyo tratamiento requería la intervención de diversos profesionales, no siendo suficiente el rol del profesor. 


Ello, añadió, generó una significativa carga laboral al profesorado, quienes no son especialistas multidisciplinarios, lo que conllevó una serie de consecuencias para el gremio y para el propio proceso educativo.


Por consiguiente, subrayó que se debe tener presente que la mera incorporación del niño al aula no resuelve la problemática de fondo, por lo que, si bien se requiere avanzar en el particular, el punto debe ser revisado a la luz de las experiencias anteriores en este ámbito.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sin perjuicio de concordar con quien le precedió en el uso de la palabra, señaló que exceden las competencias de esta instancia legislativa el determinar la forma de procesar, en términos educacionales, el proceso en comento, sin perjuicio de poder avanzar en este tema en una lógica de derechos.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Navarro y Ossandón, aprobó la proposición en examen, contemplándola como inciso final del artículo anterior, referente al derecho a la educación (artículo 41).
- - - - - - - -

NUEVO ARTÍCULO


Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió la incorporación, luego del precepto antes analizado, del siguiente artículo, relativo a la atención de la diversidad educativa.


“Artículo 42.- Derecho a la atención a la diversidad educativa. Los niños, niñas y adolescentes con necesidades educativas especiales deben recibir una formación educativa y profesional que les permita la inclusión social, el desarrollo, la realización personal y el acceso a un puesto de trabajo digno.


Los niños, niñas y adolescentes en situación de discapacidad tienen derecho a disfrutar de un sistema de educación inclusivo, con acceso a la educación obligatoria en las mismas condiciones que los demás miembros de la comunidad, sin exclusión alguna, así como a los ajustes y apoyos necesarios para potenciar el máximo desarrollo académico, personal y social.


Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, deben tomar todas las medidas administrativas, legislativas o de cualquier otra índole necesarias, para hacer efectivo el derecho a una formación inclusiva, que atienda de manera equitativa las necesidades educativas específicas de los niños, niñas y adolescentes que, por razón de cualquier condición o circunstancia personal, familiar o social, lo necesiten.

Es deber del Estado garantizar a los padres de niños, niñas y adolescentes con necesidades educativas especiales la libre elección del establecimiento educacional.”.


En discusión esta propuesta, el Honorable Senador señor Navarro, expresó que el último inciso de la misma contrasta con una brutal realidad actual del particular, en tanto no todos los establecimientos educacionales están dispuestos a recibir a niños con capacidades especiales, ya que no tienen, muchas veces, ni la preparación ni las condiciones para ello.


Sin perjuicio de lo anterior, resaltó lo positivo de la incorporación de dicha medida en la presente iniciativa, en tanto el punto constituye un deber del Estado.


El Honorable Senador señor Montes, observó que, en la actualidad, la ley ya exige, con carácter obligatorio, que los niños con capacidades especiales vayan a un establecimiento educativo.


Al respecto, explicó que, básicamente, la discusión giró en torno a las particularidades que presentan los modelos cubano y español en este ámbito.


Este último modelo, precisó, que ya fue superado por los propios ibéricos, postula que todos los niños deben ser integrados en los establecimientos.


Sin perjuicio de lo anterior, agregó, estudios más recientes han comprobado que dicha regla debe ser aminorada, en tanto existen casos en los cuales los niños, en vista de su interés y desarrollo, deben concurrir a alguna institución especial para luego ser integrados, o viceversa, por lo que se trata de un examen siempre muy concreto, dependiente de las particularidades del niño de que se trate.


Por último, expresó que, sin perjuicio de un cierto grado de ambigüedad del texto en cuestión, coincidió con que este tema debe ser incorporado en la iniciativa en estudio.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, concordó con lo expresado por quienes le precedieron en el uso de la palabra, en lo referente a, por una parte, las dificultades que tienen los padres de los niños en este ámbito para encontrar un establecimiento educacional, y por otra, de que las necesidades pedagógicas que se requieren para brindar educación al niño dependen de cada caso.


Ejemplo de lo anterior, añadió, es el caso de unos padres que conoció hace un tiempo atrás, de la Región del Maule, que tenían dificultades para encontrar una institución para su hijo sordo, ya que éstos primeramente aprenden el lenguaje para sordos y luego el español.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Navarro y Ossandón, aprobó la proposición en examen.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, aprobó la reapertura del debate del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las propuestas de enmiendas que a continuación se pasan a describir.

Inciso tercero


El inciso tercero previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor:


“Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, deben velar por una formación inclusiva, y que atienda de manera equitativa las necesidades educativas específicas de los niños, niñas y adolescentes por razón de cualquier condición o circunstancia personal, familiar o social.”.

La primera propuesta, sustituye la expresión “velar por”, por la frase “tomar todas las medidas necesarias administrativas, legislativas o de cualquier otra índole, para hacer efectivo el derecho a”.

La segunda proposición, elimina la conjunción “y”, la primera vez que sale mencionada.

La tercera propuesta, intercala, entre las palabras “adolescentes” y “por”, el término “que,”.

La cuarta proposición, agrega, antes del punto final, las palabras “la necesiten”.

En discusión estas propuestas, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, expresó que el Ejecutivo se encuentra de acuerdo con las mismas, sin perjuicio de necesitar que se uniforme el tenor del precepto con la fórmula antes aprobada por la Comisión, a saber, “en el ámbito de sus competencias, y conforme a sus atribuciones y medios”.

El Honorable Senador señor Quintana, resaltó que dicha fórmula no es inocua, en tanto puede servir de excusa para que un Gobierno luego no despliegue todas las medidas necesarias en este ámbito, escudándose en que falta presupuesto para ello.

El Honorable Senador señor Montes, concordó con lo planteado por quien le precedió en el uso de la palabra, señalando que existe muy poco desarrollo en los procesos educativos institucionales para atender los requerimientos de los estudiantes con necesidades especiales.


En efecto, subrayó, los establecimientos existentes que lo hacen, en muchas ocasiones, no reúnen las condiciones suficientes para ello.


En la misma línea, destacó que el brindar una educación idónea y efectiva a los niños con capacidades especiales sólo viene a atender a una obligación adquirida por el Estado de Chile hace muchos años atrás, por lo que se deben buscar y destinar los recursos necesarios para alcanzar tal objetivo.


El Honorable Senador señor Quintana, expresó que lo anteriormente señalado se hace todavía más apremiante en el escenario post pandemia que se proyecta, por lo que esta materia surge como algo prioritario a resguardar.


Por último, reiteró que, a su parecer, la fórmula propuesta por el Ejecutivo relativiza la eficacia de la disposición en examen.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó que, en su opinión, sólo basta con hacer referencia a las competencias del Estado u órgano público de que se trate, habiendo sido ésa la redacción adoptada a lo largo del articulado del proyecto.


La Honorable Senadora señora Von Baer, resaltó que la fórmula acordada con el Ejecutivo en las disposiciones anteriores permitió, además de generar consenso unánime, evitar que las proposiciones revistieren vicios de inconstitucionalidad, por generar gasto fiscal.


La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, concordó con lo sostenido por quien le precedió en el uso de la palabra.


El Honorable Senador señor Quintana, manifestó que es más que suficiente hacer la remisión genérica a las competencias con las que cuentan los órganos del Estado para asegurar los derechos considerados en la iniciativa en estudio. Lo anterior, agregó, ya que dentro de tal ámbito de atribuciones la autoridad podrá priorizar y evaluar si cuenta con los recursos suficientes para cumplir plenamente las distintas tareas a su cargo.


Sin embargo, prosiguió, la incorporación del término “medios” en la fórmula propuesta por el Ejecutivo, le resta efectividad a la garantía de los derechos en un tema tan importante como lo es la educación de niños con capacidades o necesidades especiales.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que en diversos artículos del proyecto, en donde se garantizan o aseguran determinados derechos o prerrogativas, se ha empleado la fórmula genérica de remisión a las competencias de los órganos públicos de que se trate.


Así, agregó, dicha referencia se advierte en los preceptos relativos al deber general de los órganos del Estado en este ámbito, a la efectividad de los derechos, a la progresividad y no regresividad de los mismos, y en la definición de protección integral.


En todos ellos, finalizó, no se alude al concepto de medios propuesto por el Ejecutivo.


La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, recordó que en el texto resultante del artículo 5 del proyecto, ya se hace referencia al “máximo de recursos de los que pueda disponer el Estado”, por lo que recomendó hacer referencia a este último precepto.


El Honorable Senador señor Quintana, expresó que, justamente por ya estar explícitamente consagrada tal regla, resulta redundante reiterarla en diversas disposiciones de la iniciativa, especialmente si hasta el momento sólo se había hecho remisión a las competencias con las que contaban los órganos.

La Honorable Senadora señora Von Baer, lamentó que no se pueda seguir empleando la fórmula previamente acordada con el Ejecutivo, en tanto la misma permitió ir avanzando en las distintas materias abordadas por el proyecto.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de las Honorables Senadoras señoras Aravena y Von Baer, aprobó las cuatro propuestas previamente descritas.


El Honorable Senador señor Montes, fundó su voto favorable en el hecho de que, a diferencia de muchas materias reguladas por el presente proyecto de ley, no existe un tratamiento avanzando en la atención educativa que requieren los estudiantes con capacidades especiales, por lo que se requiere imperativamente dar un paso adelante en este ámbito, habiendo sido un tema que quedó pendiente en la última reforma educacional, no obstante haber alcanzando el país ingresos per cápita cercanos a los US$25.000.- (veinticinco mil dólares estadounidenses).

Lo anterior, añadió, a fin de corregir la significativa injusticia social que padecen los niños que precisan de un proceso educativo especial.


Así, expresó que, en ciertos casos, se hace inevitable relativizar el cumplimiento pleno de determinados objetivos o derechos, en los que se advierte que la sociedad no contará con todos los medios para hacerse cargo del particular de que se trate.


Lo anterior, destacó, no resulta aceptable en materia de diversidad educativa y atención a estudiantes que requieren de necesidades especiales.


En efecto, explicó que, desde hace mucho tiempo, se estableció la obligación del Estado de proveer de educación a todos los niños, debiendo estos últimos asistir a los establecimientos educacionales respectivos.


Lamentablemente, observó, en el ámbito de las necesidades especiales, se opera sólo bajo la lógica de lo que se pueda hacer, sin que se replique el mismo vigor exigido para la educación general.


En ese sentido, indicó que lo óptimo sería disponer de una regla bajo la cual Estado se fijara obligaciones claras en este punto, en tanto no se puede tolerar más que se siga acrecentando esta discriminación.


El Honorable Senador señor Quintana, concordó con quien le precedió en el uso de la palabra, sosteniendo que la fórmula planteada por el Ejecutivo no se condice con el modo en que se ha venido trabajando.

La Honorable Senadora señora Von Baer, resaltó que sus reparos, por cierto, no son respecto de asegurar los derechos de los niños que requieren de necesidades educativas especiales, cuestión que, sin duda, se debe fortalecer.


En esa línea, indicó que el problema es que, de no seguirse la fórmula propuesta por el Ejecutivo, se incurre en vicios de inconstitucionalidad.


Así, reiteró que, precisamente, gracias a la aludida fórmula se pudo avanzar unánimemente en distintos aspectos del proyecto.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, manifestó que el Estado ha sido muy mezquino en el resguardo de los niños que requieren de un proceso educativo especial, situación que no se puede mantener, de ahí que no resulte adecuado alterar la fórmula empleada a lo largo de todo el proyecto, en donde sólo se hace referencia a las competencias del Estado o de sus órganos.


La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, afirmó que la idea del Ejecutivo es que en el largo plazo se puedan garantizar el cien por ciento de los derechos consagrados por el proyecto de ley, en tanto no ser posible asegurar inmediatamente la plenitud de tales prerrogativas.

Sin perjuicio de ello, agregó, y a fin de evitar poner barreras en la discusión, se arribó a una fórmula que permitiera sortear los obstáculos materiales que existen para la garantía de dichos derechos, por lo que se propuso la fórmula en comento, a la cual, en su oportunidad, se le suprimió incluso el término “disponibles” (ahora sólo se propone hacer referencia a los “medios, no a los “medios disponibles”).


Por último, se deja constancia que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, acordaron, junto con el Ejecutivo, una redacción que propone sustituir el inciso final de la presente proposición por el siguiente.


“Es deber del Estado garantizar progresivamente a los padres de niños, niñas y adolescentes con necesidades educativas especiales la matrícula escolar, ya sea en una escuela especial o en un establecimiento educacional regular, de acuerdo a la elección de los padres y en función de sus requerimientos o necesidades educativas especiales.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la referida proposición.

- - - - - - - -

NUEVO ARTÍCULO


Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió la incorporación, del siguiente artículo, relativo al derecho a la seguridad social.


“Artículo 43.- Derecho a la seguridad social. Todos los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a ser inscritos, o a inscribirse y beneficiarse del Sistema de Seguridad Social. Al efecto, la Administración del Estado deberá poner a su disposición, o a la de sus padres, madres o cuidadores legales, una variedad de medios, simples y expeditos, que les garanticen el acceso rápido y oportuno a los beneficios, así como una credencial que les acredite como beneficiarios.


Queda prohibido a los padres, madres o cuidadores legales respecto de quienes los niños, niñas y adolescentes constituyan carga familiar, y que no vivan con sus hijos, apropiarse indebidamente de los beneficios sociales que a ellos correspondan, aplicándose, en estos casos, la responsabilidad penal procedente.”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la presente propuesta.

- - - - - - - -

ARTÍCULO 32


El artículo 32 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 32.- Recreación, participación en la vida cultural y en las artes. Los niños tienen derecho al descanso, al esparcimiento, al juego, al deporte y a las demás actividades recreativas propias de su ciclo vital, y a participar en la vida cultural y las artes. Igualmente, tienen derecho a que se les reconozca, respete y fomente el conocimiento y la vivencia de la cultura a que pertenezcan.


Es deber del Estado garantizar la libre elección del establecimiento educacional por parte de niños con necesidades educativas especiales, o de sus padres.”.

A este artículo, se presentaron cuatro indicaciones, signadas con los Nos 194, 195, 195 bis y 196.
Inciso primero
Indicación Nº 194


194.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “Los niños tienen”, por la siguiente: “Todo niño tiene”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió que la misma adoptase la nomenclatura incorporada en todo el proyecto, sustituyendo, en consecuencia, el término “niños”, por la expresión “niños, niñas y adolescentes”.

En votación la indicación N° 194, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Navarro y Ossandón, la aprobó con modificaciones, de la forma antes descrita.


De igual modo, la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó incorporar, antes del término “Recreación”, la expresión “Derecho a la”, y agregar, antes de la voz “participación”, la locución “a la”.
Inciso segundo
Indicaciones Nos 195 y 195 bis


195.- De la Ex Presidenta de la República y 195 bis.- de S.E. el Presidente de la República, para eliminarlo. 


En votación las indicaciones Nos 195 y 195 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Navarro y Ossandón, las aprobó.

Indicación Nº 196


196.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazarlo por el siguiente:


“Es deber del Estado garantizar a los padres de niños con necesidades educativas especiales la libre elección del establecimiento educacional.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que el contenido de la misma fue recogido en el inciso final del artículo anterior, referente a la atención de la diversidad educativa, por ende, sugirió aprobarla con modificaciones, reubicándola en el precepto previamente mencionado.


En votación la indicación N° 196, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Navarro y Ossandón, la aprobó con modificaciones, incorporando su contenido en el inciso final del artículo anterior, bajo el tenor resultante de tal precepto.
- - - - - - - -

Nuevos incisos


Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió, a proposición de la Honorable Senadora señora Rincón, la incorporación de los siguientes incisos nuevos al artículo en examen.


“El juego es un elemento esencial del crecimiento y la maduración de los niños, niñas y adolescentes. Los juegos, los juguetes y videojuegos deben adaptarse a las necesidades de los niños, niñas y adolescentes y deben ayudar al desarrollo psicomotor propio de cada etapa evolutiva. Deben reunir las condiciones de seguridad, adecuarse a la edad y al nivel de desarrollo del niño, niña o adolescente, y no contener mensajes violentos, ni incitar al odio o a la discriminación por razón de orientación sexual, identidad o expresión de género, nacimiento, raza, etnia o cualquier otra condición, actividad o status de acuerdo con lo establecido en la normativa aplicable.

Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, fomentarán las actividades deportivas como hábito de salud y mejora de la calidad de vida de los niños, niñas y adolescentes.


La participación de niños, niñas y adolescentes en deportes de competición debe ser siempre de carácter voluntaria. Los horarios, los métodos y los planes de entrenamiento deben ser conformes a su grado de desarrollo y condición física, a sus necesidades educativas y siempre tomando en consideración su interés superior.”.

En discusión los incisos propuestos, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, señaló que el primero de ellos, referente a la regulación de los videojuegos y juguetes, en opinión del Ejecutivo, trata materias propias de la esfera familiar del niño, por lo que no se considera apropiada su incorporación.


El Honorable Senador señor Ossandón, coincidió con lo señalado por quien le precedió en el uso de la palabra, señalando que, a su juicio, gran parte del contenido de los incisos en cuestión resulta innecesario, por abordar elementos que son del todo evidentes.


El Honorable Senador señor Navarro, indicó que los videojuegos son, en la actualidad, el principal elemento de recreación de los niños, pasando éstos un tiempo elevadísimo en ellos.


En esa línea, indicó que no se sabe con certeza el impacto que en los niños tiene la violencia en ellos contenida, además de que los intentos de regulación del particular siempre se han enfrentado con las dificultades propias de normar una ámbito digital y remoto.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, a partir de los planteamientos antes vertidos, procedió al retiro del primer inciso propuesto.


El Honorable Senador señor Ossandón, por su parte, expresó su rechazo al último inciso propuesto, por estimar que es evidente que el niño debe libremente elegir el deporte.


Sin embargo, agregó, pretender incluso regular los horarios en que realiza estas actividades, en su opinión, resulta excesivo.


Por último, en virtud del artículo 164 del Reglamento del Senado, solicitó votación separada del segundo y tercer inciso propuesto.


El Honorable Senador señor Navarro, a su turno, resaltó que los padres, muchas veces, tiene un fuerte grado de incidencia en la elección del deporte de los niños, por lo que no siempre tal opción es la libremente elegida por estos últimos.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Navarro y Ossandón, aprobó el segundo inciso propuesto.


Por su parte, asimismo, en conformidad al citado precepto reglamentario, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Navarro, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, aprobó el tercer inciso propuesto.


Se consigna que, producto de la reordenación de los artículos que experimentó el proyecto de ley, el artículo 32 del texto aprobado en general quedó consignado como artículo 44.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del inciso primero del presente artículo

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la propuesta de enmienda que a continuación se pasa a describir.

Inciso primero


El inciso previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor:


“Artículo 44.- Derecho a la recreación, a la participación en la vida cultural y en las artes. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho al descanso, al esparcimiento, al juego, al deporte y a las demás actividades recreativas propias de su ciclo vital, y a participar en la vida cultural y las artes. Igualmente, tienen derecho a que se les reconozca, respete y fomente el conocimiento y la vivencia de la cultura a que pertenezcan.”.


La proposición, agrega, luego de la expresión “recreación,”, el término “al deporte,”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la propuesta antes descrita.

- - - - - - - -

ARTÍCULO 33


El artículo 33 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 33.- Protección contra la explotación económica y el trabajo infantil. Los niños tienen derecho a estar protegidos contra la explotación económica y contra las peores formas de trabajo infantil. Los órganos del Estado deberán adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro tipo para erradicarlas.”.

A este artículo, se presentaron dos indicaciones, signadas con los Nos 197.a y 197.
Indicación Nº 197.a


197.a.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente: 


“Artículo 33.- Protección contra la explotación económica y el trabajo infantil. Los niños tienen derecho a estar protegidos contra la explotación económica y contra el desempeño de cualquier trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer su educación, o que sea nocivo para su salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social. Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, deberán adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro tipo para asegurar lo anterior.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente proposición sustitutiva del texto de la misma y del artículo en examen.


“Artículo 37.- Protección contra la explotación económica y el trabajo infantil. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a estar protegidos contra la explotación económica y el trabajo infantil.


Se entiende por trabajo infantil todo trabajo que priva a los niños, niñas y adolescentes de su niñez, su potencial y su dignidad, y que es perjudicial para su desarrollo físico y psicológico.


Se prohíbe la utilización de niños, niñas y adolescentes en cualquier trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer su educación, o que sea nocivo para su salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social. Los órganos del Estado deberán adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro tipo necesarias para erradicar dichas prácticas y para sancionar a los responsables.”.


El Honorable Senador señor Ossandón, manifestó su preferencia por el inciso primero del texto aprobado en general. En efecto, dicho precepto, agregó, sintetiza de mejor forma la idea en comento, debiendo, a su juicio, sólo reemplazarse la expresión “peores formas”, por “toda forma”, a fin de que se proscriba totalmente el trabajo infantil, evitando de ese modo que se generen espacios para eventuales excepciones en este ámbito.


El Honorable Senador señor Navarro, expresó que, de acuerdo al Código del ramo, se prohíbe el trabajo de los menores de quince años, pudiendo aquellos mayores de tal edad, pero menores de dieciocho años, trabajar con autorización legal de sus padres.


En seguida, señaló que existen, aproximadamente, doscientos diecinueve mil niños trabajando, lo que corresponde al 6,5% de la población en dicho rango etario.


Por tal razón, agregó, el particular debe ser abordado con especificidad en el proyecto de ley en estudio, ya que, de acuerdo a la OIT, Chile presenta graves problemas en este punto, debiendo adecuar su legislación para cumplir con distintos instrumentos internacionales ratificados por nuestro país en este ámbito.


Así, concluyó, si bien nadie pone en duda la capacidad formadora del trabajo, es imprescindible que la iniciativa en debate considere al particular de forma acorde con los compromisos internacionales al respecto, debiendo avanzar nuestro ordenamiento en esa dirección.


La Jueza de Familia y Miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Pamela Lobos, sin perjuicio de concordar con la proposición en comento, precisó que, en materia de responsabilidad adolescente, muchas veces los planes de intervención consideran la posibilidad de que el niño trabaje, en caso de que este último esté de acuerdo con ello, por lo que cualquier regulación al respecto no debiese eliminar esta alternativa.


La Honorable Senadora señora Von Baer, señaló que, eventualmente, la proposición podría colisionar con la normativa vigente sobre el punto.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que ello no se provocaría, ya que la proposición recogió los elementos que el propio Ejecutivo establece en la indicación en debate, además de la definición que la OIT dispone sobre el particular.


En votación la indicación N° 197.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Navarro y Ossandón, la aprobó con modificaciones, siguiendo el tenor de la propuesta previamente descrita.
Indicación Nº 197


197.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “Los niños tienen derecho a estar protegidos”, por la siguiente: “Todo niño tiene derecho a estar protegido”.

La Honorable Senadora señora Von Baer, en su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la reapertura del debate del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las propuestas de enmiendas que a continuación se pasan a describir.

Inciso primero


El inciso previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor:


“Artículo 37.- Protección contra la explotación económica y el trabajo infantil. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a estar protegidos contra la explotación económica y el trabajo infantil.”.

La primera propuesta, agrega, luego de las dos veces que sale mencionada la expresión “explotación económica”, el término “, explotación sexual comercial”. 


En discusión esta proposición, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, expresó su respaldo a la misma.

La Honorable Senadora señora Von Baer, preguntó si el alcance del concepto de “explotación económica” es más amplio que el de “explotación sexual comercial”.


Se precisó que la propuesta no sustituye tales conceptos, sino que sólo agrega al segundo, quedando en el precepto los tres términos, es decir, explotación económica, explotación sexual comercial y trabajo infantil.


En votación la indicación N° 197.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, y señores Montes y Quintana, la aprobó con modificaciones, añadiendo a su texto previamente acordado, la enmienda antes descrita.
Nuevos incisos


La segunda propuesta, agrega los siguientes incisos finales al artículo en examen.


“Se entiende por explotación sexual comercial infantil la utilización de los niños, niñas y adolescentes para la satisfacción sexual de y por adultos a cambio de remuneración en dinero o especies al niño, niña o adolescente, o a terceras personas. Constituye una forma de coacción y violencia contra los niños, niñas y adolescentes y una forma contemporánea de esclavitud.


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, deberán adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro tipo necesarias para erradicar dichas prácticas, tipificar sus diferentes manifestaciones como delito y sancionar a los responsables, proteger a las víctimas, disponer programas para su reparación y asegurarles tratamiento de riesgos asociados, como las infecciones de transmisión sexual y el VIH/ SIDA. 


En especial, el Estado adoptará medidas para combatir:


1. La tolerancia hacia la explotación sexual tanto por parte de la población nacional como extranjera.


2. La compra de sexo de niños, niñas y adolescentes que realizan adultos en espacios públicos como parques, calles, playas o locales comerciales como clubes nocturnos, bares y hoteles.


3. Los intermediarios, negocios y redes organizadas de explotadores.


4. La producción de pornografía infantil.


5. El aumento del uso del Internet para la divulgación de pornografía infantil y la promoción del turismo sexual.


6. El tráfico de personas menores de edad con fines sexuales y comerciales.


7. La impunidad de explotadores sexuales nacionales y extranjeros.”.

En discusión esta proposición, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, manifestó que el Ejecutivo está de acuerdo con la misma, sin perjuicio de estimar necesario incorporar, en el segundo inciso propuesto, luego de la expresión “Los órganos del Estado”, la frase “, dentro de sus competencias,”.


La Jefa de la División de Promoción y Prevención de la Subsecretaría de la Niñez, señora Blanquita Honorato, sugirió refundir a los numerales 4 y 5 del inciso tercero propuesto en sólo uno, que aluda a la producción y distribución de pornografía infantil, y a la promoción del turismo sexual.

Lo anterior, explicó, toda vez que la divulgación de la pornografía infantil no sólo se relaciona con el uso de Internet.


De ahí, agregó, que se emplee la fórmula de texto antes sugerida.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y el Honorable Senador señor Montes, concordaron con la recomendación efectuada por quien les precedió en el uso de la palabra.


La Honorable Senadora señora Von Baer, consultó por el alcance de la frase referente “a la adopción de todas las medidas para tipificar las diferentes manifestaciones de las acciones de explotación en comento como delitos”.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, explicó que con ello se alude a que, en caso de que se verifiquen nuevas prácticas o conductas de explotación, que no se encuentren contempladas como delitos, el Estado tiene el deber de tipificarlas como ilícitos de carácter penal.

La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, indicó que es necesario fijar tal deber, ya que, en la actualidad, por ejemplo, el grooming (ciberacoso), no se encuentra catalogado como delito, por lo que complejiza la investigación de tales hechos, así como la protección que se debe brindar a los niños al respecto.


Sin perjuicio de lo anterior, sugirió mejorar la redacción de la proposición en tal punto.


La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, preguntó si la numeración considerada por la propuesta es o no taxativa, ya que, en caso de serlo, puede dejar afuera acciones que sí merecen protección en este ámbito.


La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, sugirió agregar un número final de carácter genérico, a fin de que se puedan abordar las restantes situaciones que pueden configurarse en este contexto.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó analizar fórmulas de texto que permitan recoger las observaciones previamente planteadas,


En esa línea, sugirió, para resolver el punto, en conjunto con los Honorables Senadores señores Montes y Quintana, la incorporación de un número 8 del siguiente tenor.


“8. Cualquier otra forma en la que se manifieste la explotación sexual comercial infantil.”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la presente propuesta, con la incorporación del número 8 antes descrito.

NUEVO ARTÍCULO


Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió la incorporación, luego del precepto antes analizado, del siguiente artículo, relativo a las zonas y equipamientos recreativos.


“Artículo 46.- Zonas y equipamientos recreativos. El planeamiento urbanístico debe prever espacios y zonas recreativas públicas idóneas para que los niños, niñas y adolescentes puedan disfrutar del juego y de la entretención. 


La disposición de los espacios y zonas recreativas públicas debe tomar en consideración la diversidad de necesidades de entretención y de juego, en atención a los grupos de edad de los niños, niñas y adolescentes. En el diseño y la configuración de estos espacios, debe escucharse la opinión de los niños, niñas y adolescentes y promover su participación activa en instancias locales.


Asimismo, debe garantizarse que los niños, niñas y adolescentes que tienen una discapacidad física, psíquica o sensorial puedan acceder a los espacios y zonas recreativas públicas y puedan disfrutar de ellas, de acuerdo con la legislación vigente en materia de accesibilidad y de supresión de barreras arquitectónicas.”.


En discusión esta propuesta, el Honorable Senador señor Montes, indicó que las materias contempladas por ella, al igual que las referentes a los derechos y deberes de los niños en espacios urbanos, ya se encuentran recogidas en la Ley General de Urbanismo y Construcción.


Sin perjuicio de lo anterior, agregó, y en tanto tratarse la presente legislación de un estatuto especial de garantías para la niñez y adolescencia, no tiene inconveniente en abordar estos tópicos en esta iniciativa.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la propuesta antes descrita.

- - - - - - - -

NUEVO ARTÍCULO


Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió la incorporación, luego del precepto antes analizado, del siguiente artículo, relativo a los derechos y deberes de los niños en el espacio urbano.


“Artículo 47.- Derechos y deberes en el espacio urbano. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a desplazarse, disfrutar y desarrollarse socialmente en su entorno urbano, así como a disfrutar del mismo, y tienen el deber de respetar y tratar cuidadosamente los elementos urbanos al servicio de la comunidad y las instalaciones que forman parte del patrimonio público y privado.


Asimismo, los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a conocer su ciudad, pueblo y barrio, y a desarrollarse en él de una manera segura.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la propuesta antes descrita.

- - - - - - - -

NUEVO ARTÍCULO


Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió la incorporación, luego del precepto antes analizado, y a proposición de la Honorable Senadora señora Rincón, del siguiente artículo, relativo al medio ambiente y los niños.


“Artículo 48.- Medio ambiente. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a vivir en un medio ambiente saludable y sostenible, a conocerlo y a disfrutar del mismo. Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, adoptarán las medidas adecuadas para la protección y sostenibilidad del medio ambiente en favor de su disfrute por parte de niños, niñas y adolescentes.


El Estado considerará, en su política y planes de acción para la infancia, el desarrollo de actividades, regulares y gratuitas, de goce y disfrute de montañas, ríos, playas, boques y demás riquezas naturales de la nación y el disfrute, regular y gratuito, de parques nacionales y reservas naturales por parte de niños, niñas y adolescentes. Fomentará la colaboración de instituciones privadas para la realización permanente de estas actividades, en particular por parte de los niños, niñas y adolescentes que se hayan bajo protección del Estado y adolescentes que se encuentren en programas de reinserción social.


Asimismo, los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, promoverán programas formativos, divulgativos y de sensibilización para el uso responsable y sostenible de los recursos naturales y la adquisición de unos hábitos positivos para la conservación del medio ambiente y de mitigación de los efectos del cambio climático.


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, deben garantizar la participación de manera activa de los niños, niñas y adolescentes en la elaboración, aplicación y evaluación de las políticas públicas y las medidas de protección, conservación y mejora del medio ambiente a través del Consejo consultivo nacional de niños, niñas y adolescentes y de los Consejos consultivos municipales, entre otros.”.

En discusión esta propuesta, el Honorable Senador señor Montes, se manifestó a favor de la misma, sin perjuicio de estimar que no sería razonable conservar su inciso final, a fin de evitar que se hagan menciones a la orgánica en este contexto, cuestión que debe ser resuelta por la institucionalidad pertinente.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, además de coincidir con quien le precedió en el uso de la palabra, señaló que el Ejecutivo tiene reparos a las referencias, contenidas en el inciso segundo de la proposición en examen, a ciertas acciones y actividades permanentes y gratuitas.


Lo anterior, añadió, en tanto se tratan de nuevas funciones para el aparataje estatal, por una parte, y requieren de recursos, no contemplados actualmente, para su materialización. Ello, con independencia del mérito positivo de dichas ideas.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, concordó con lo expuesto por quienes le precedieron en el uso de la palabra, por lo que procedió a retirar el último inciso de la propuesta, solicitando, además, efectuar las modificaciones pertinentes en el inciso segundo de aquella, de acuerdo a lo indicado por la señora Honorato.


De ese modo, se consignó que la propuesta quedaría del siguiente tenor:


“Artículo 48.- Medio ambiente. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a vivir en un medio ambiente saludable y sostenible, a conocerlo y a disfrutar del mismo. Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, adoptarán las medidas adecuadas para la protección y sostenibilidad del medio ambiente en favor de su disfrute por parte de niños, niñas y adolescentes.


El Estado considerará, en su política y planes de acción para la infancia, el desarrollo de actividades de goce y disfrute de montañas, ríos, playas, boques y demás riquezas naturales de la nación y el disfrute de parques nacionales y reservas naturales por parte de niños, niñas y adolescentes. Fomentará la colaboración de instituciones privadas para la realización permanente de estas actividades, en particular por parte de los niños, niñas y adolescentes que se hayan bajo protección del Estado y adolescentes que se encuentren en programas de reinserción social.


Asimismo, los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, promoverán programas formativos, divulgativos y de sensibilización para el uso responsable y sostenible de los recursos naturales y la adquisición de unos hábitos positivos para la conservación del medio ambiente y de mitigación de los efectos del cambio climático.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la propuesta del modo antes referido.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del inciso primero del presente artículo

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y Honorables Senadores señores Montes y Quintana, concordaron junto con el Ejecutivo, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las propuestas de enmiendas que a continuación se pasa a describir.

Incisos primero y segundo


Los incisos previamente aprobados por la Comisión, son del siguiente tenor:


“Artículo 48.- Medio ambiente. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a vivir en un medio ambiente saludable y sostenible, a conocerlo y a disfrutar del mismo. Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, adoptarán las medidas adecuadas para la protección y sostenibilidad del medio ambiente en favor de su disfrute por parte de niños, niñas y adolescentes.


El Estado considerará, en su política y planes de acción para la infancia, el desarrollo de actividades de goce y disfrute de montañas, ríos, playas, boques y demás riquezas naturales de la nación y el disfrute de parques nacionales y reservas naturales por parte de niños, niñas y adolescentes. Fomentará la colaboración de instituciones privadas para la realización permanente de estas actividades, en particular por parte de los niños, niñas y adolescentes que se hayan bajo protección del Estado y adolescentes que se encuentren en programas de reinserción social.”.

La primera proposición, agrega, en el inciso primero, luego de la expresión “adoptarán”, el término “progresivamente”.

La segunda propuesta, sustituye, en el inciso segundo, la frase “considerará, en su política y planes de acción para la infancia, el desarrollo de”, por la siguiente: “adoptará progresivamente en su Política y Plan de Acción de la Niñez y Adolescencia,”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó las proposiciones de enmiendas antes descritas.

- - - - - - - -

ARTÍCULO 34


El artículo 34 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:

“Artículo 34.- Libertad personal y ambulatoria. Todo niño tiene derecho a ejercer su libertad personal y su autonomía según le permita su edad, grado de madurez y desarrollo. 


Ningún niño podrá ser privado de su libertad personal ni ésta restringida de manera ilegal o arbitraria.


En todo procedimiento en que interviene el Estado, este asegurará que todo niño cuente con un procedimiento breve, sencillo y expedito y con un defensor especializado que lo asista, para que por sí mismo o asistido por un adulto interesado pueda hacer valer los derechos y garantías que le confieren la Constitución Política de la República, los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes dictadas conforme a éstos.


Todo niño tiene derecho a transitar libremente por el territorio nacional, de conformidad con el progresivo desarrollo de sus facultades, salvo las restricciones legalmente establecidas.


Toda restricción o privación de libertad deberá llevarse a cabo conforme a la ley, durante el período más breve posible y será utilizada sólo como último recurso. La aplicación de la internación provisoria será excepcional.


Los padres y/o madres, los representantes legales o quienes tuvieren legalmente a su cuidado a un niño, tienen derecho a conocer su paradero y estado, cuando se le hubiere aplicado cualquier medida privativa de libertad. La autoridad correspondiente deberá siempre entregar esta información en la forma más expedita posible, velando asimismo por el contacto directo y regular entre los niños afectados por esta medida y los padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tuvieran legalmente a su cuidado. En aquellos casos en que se produzca la separación del niño de su familia, el Estado velará por la pronta restitución de su libertad ambulatoria y por la inmediata reunión con su familia, de conformidad a la ley.


Las sanciones privativas de libertad deberán ir siempre acompañadas de programas de reinserción social en los que se procurará involucrar a la familia del niño. Los niños deberán cumplir estas sanciones en el establecimiento más cercano a su domicilio y de fácil acceso para sus padres y/o madres, representantes legales o quienes los tengan legalmente a su cuidado.”.

A este artículo, se presentaron dieciséis indicaciones, signadas con los Nos 198, 198 bis, 199, 199 bis, 200, 201, 201 bis, 202, 202.a, 202.b, 202 bis, 202 ter, 203, 204.a, 204.b y 204.
Inciso primero
Indicación Nº 198


198.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminarlo. 


En votación la indicación Nos 198, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
Indicación Nº 198 bis


198 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la expresión “edad, grado de madurez y desarrollo” por “edad, madurez y grado de desarrollo”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente propuesta para, si bien recoger el contenido de la misma, reemplazar íntegramente el presente inciso primero, incorporando, además, elementos contenidos en otras indicaciones.


“Artículo 49.- Libertad personal y ambulatoria. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a ejercer su libertad personal y su autonomía según lo permita su edad, madurez y grado de desarrollo. Conforme a los mismos criterios, los adolescentes tienen derecho a transitar libremente por el territorio nacional, salvo las restricciones legalmente establecidas. Sus padres y/o madres, sus representantes legales, o quienes los tuvieren bajo su cuidado otorgarán a sus hijos la debida guía y orientación.”.


En votación la indicación N° 198 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos antes descritos.

Inciso segundo
Indicación Nº 199


199.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 34.- Libertad Personal y Ambulatoria. Ningún niño podrá ser privado de su libertad personal ni ésta restringida, sino en los casos y en la forma determinados por la Constitución y las leyes.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente propuesta para, si bien recoger el contenido de la misma, reemplazar íntegramente el presente inciso segundo, incorporando, además, otros elementos.


“Ningún niño, niña o adolescente podrá ser privado de su libertad personal ni ésta restringida, sino en los casos y en la forma determinados por la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño, los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes dictadas conforme a éstos. La privación o restricción de su libertad ambulatoria deberá realizarse durante el período más breve posible, y utilizada sólo como último recurso. Las medidas de cuidado alternativo en instituciones no pueden constituirse en privación de libertad, ni en una restricción arbitraria de la misma. La aplicación de la internación provisoria será excepcional.”.


En votación la indicación N° 199, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos antes descritos.
- - - - - - -

Nuevo inciso tercero


Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió la incorporación, a proposición de la Honorable Senadora señora Rincón, del siguiente inciso tercero, nuevo.


“El Estado garantizará una acción de amparo y el derecho a contar con la asistencia de un abogado en el lugar en el que se encuentre, a todos los niños, niñas o adolescentes detenidos o retenidos ilegal y/o arbitrariamente por las policías o cualquier otro agente estatal. Ésta podrá ser interpuesta por sí mismo, un letrado o por cualquier persona a su nombre.”.

En discusión esta proposición, la Honorable Senadora señora Von Baer, manifestó que, en su opinión, es más adecuado el contenido de la indicación N° 201 bis, ya que comprende la totalidad de acciones de privación de libertad que pueden afectar a un niño, y no sólo cuando ello proviene de la detención o retención ilegal de un policía o de otro agente estatal.


En consecuencia, añadió, prefiere sólo acoger el contenido de la citada indicación, a fin de que la regulación que el proyecto haga de estas materias no sea redundante.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, explicó que la diferencia entre ambos preceptos es que en el presente inciso se está otorgando una acción de habeas corpus, mientras que en la indicación N° 201 bis se establece una regla de legitimación activa, por lo que ambas disposiciones son complementarias.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, señaló que el contenido de la indicación N° 201 bis dice relación, mayormente, con los adolescentes, a quienes ya se le puede imputar responsabilidad penal, por lo que pretende otorgarles la posibilidad de impugnar, de por sí, su privación de libertad.


Por su parte, agregó, el contenido del inciso propuesto se refiere a la posibilidad, de cualquier niño, proceda o no respecto de él responsabilidad penal, de poder recurrir de por sí ante actuaciones de hecho que afecten ilegalmente su libertad ambulatoria.


La Jueza de Familia y Miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Pamela Lobos, en la misma línea sostenida por quien le precedió en el uso de la palabra, expresó que el inciso en análisis abarca las diferentes situaciones fácticas que pueden conducir a lesiones de la libertad ambulatoria del niño, como lo podría ser, por ejemplo, su secuestro o tráfico.


La Honorable Senadora señora Von Baer, observó que, tal como se encuentra redactado el inciso en comento, el mismo sólo aborda el amparo ante acciones de privación de libertad por la detención o retención ilegal del niño por parte de un policía o de otro agente estatal, por lo que no cubre la totalidad de situaciones fácticas en este contexto.


Así, añadió, con la finalidad de evitar especificidades, sugirió ampliar la redacción del precepto, con el objeto de cubrir las distintas hipótesis que pueden suscitarse.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, solicitó especificar que la acción de amparo a que se refiere el inciso en cuestión es la contenida en la Constitución Política de la República, a fin de evitar confusiones al respecto.


La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, indicó que, efectivamente, el inciso en comento pretende otorgar una protección ante privaciones o restricciones del derecho a la libertad ambulatoria de los niños por cualquier vía, por lo que se debiese ampliar, en la redacción del precepto, los sujetos que puedan causar tal afectación.


Por su parte, añadió, el contenido de la indicación N° 201 bis dice relación con la posibilidad del adolescente, ya en juicio, de poder impugnar la resolución judicial que decreta su privación de libertad.


A partir de los planteamientos previamente expuestos, se sugirió la siguiente redacción para el inciso propuesto:


“El Estado, según lo prescrito por la Constitución Política de la República, garantizará una acción de amparo y el derecho a contar con la asistencia de un abogado en el lugar en el que se encuentren, a todos los niños, niñas o adolescentes detenidos o retenidos ilegal y/o arbitrariamente por las policías o cualquier otro agente estatal. Ésta podrá ser interpuesta por sí mismo, un letrado o por cualquier persona a su nombre.”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó el inciso propuesto, bajo el tenor antes descrito.

- - - - - - -

Inciso tercero
Indicación Nº 199 bis


199 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente: 


“En todo procedimiento que tenga por objetivo la averiguación y establecimiento de la responsabilidad penal de un niño, se asegurará que éste cuente con un procedimiento breve, sencillo y expedito, y con un defensor especializado que lo asista, que pueda hacer valer los derechos y garantías que le confieren la Constitución Política de la República, los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes dictadas conforme a éstos.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, manifestó su respaldo a la misma, sin perjuicio de recomendar reemplazar el término “niño” por “adolescente”, y la expresión “que pueda”, por la locución “con el fin de”.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, concordó con las enmiendas recomendadas por quien le precedió en el uso de la palabra, en tanto la responsabilidad penal sólo procede respecto de los adolescentes, a partir de los catorce años de edad.


En votación la indicación N° 199 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, reemplazando de su texto el término “niño” por “adolescente”, y la expresión “que pueda”, por la locución “con el fin de”.


Se deja constancia que la disposición en análisis quedó consignada como inciso cuarto del artículo en examen.

Inciso cuarto
Indicación Nº 200


200.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para intercalar, entre la conjunción “con” y la expresión “el progresivo”, la siguiente frase: “lo que establezcan los padres, representantes legales o quienes lo tengan bajo su cuidado, quienes deberán tener en consideración su interés superior y”.


En votación la indicación N° 200, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el tenor resultante, en lo pertinente, de la indicación N° 198 bis.

Indicación Nº 201


201.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar, luego del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Los padres tendrán el derecho preferente y el deber de educar, guiar y proteger a sus hijos en el ejercicio de este derecho, de modo conforme al desarrollo de sus facultades, y velando siempre por su interés superior.”.


En votación la indicación No 201, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.

Sin perjuicio de lo anterior, y en conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, acordó eliminar el inciso cuarto del artículo 34 del texto aprobado en general, en tanto haber quedado recogido su contenido en la redacción final de la indicación N° 198 bis.

Inciso quinto
Indicación Nº 201 bis


201 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para agregar, después del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la frase: “Todo niño tendrá derecho a impugnar la legalidad de la privación de su libertad ante un tribunal competente, independiente e imparcial y a una pronta decisión sobre dicha acción.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente propuesta para recoger el contenido de la misma, incorporando, además, otros elementos, contemplando a este precepto como inciso quinto del artículo en comento.


“Todo niño, niña y adolescente, tendrá derecho a impugnar la legalidad de la privación de su libertad, por sí mismo, por un letrado o por cualquier persona a su nombre, ante un tribunal competente, independiente e imparcial y a una pronta decisión sobre dicha acción.”.

En votación la indicación N° 201 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el tenor antes referido.


Sin perjuicio de lo anterior, y en conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, acordó eliminar el inciso quinto del artículo 34 del texto aprobado en general, en tanto haber quedado recogido su contenido en la redacción final de la indicación N° 198 bis.
Inciso sexto
Indicaciones Nos 202.a y 202.b


202.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 202.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la locución “Los padres y/o madres” por la siguiente: “El padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 202.a y 202.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicaciones Nos 202 bis y 202 ter


202 bis.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 202 ter.- del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la expresión “los padres y/o madres” por la siguiente: “el padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 202 bis y 202 ter, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicación Nº 202


202.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar, en las dos oportunidades en que aparece, la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 202, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.

Sin perjuicio de lo anterior, y en conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, acordó reemplazar el inciso sexto del texto aprobado en general, por el siguiente:


“Los padres y/o madres, los representantes legales o quienes tuvieren legalmente a su cuidado, tienen derecho a conocer el paradero de los niños, niñas y adolescentes, cuando se le hubiere aplicado cualquier medida privativa de libertad. La autoridad correspondiente deberá siempre entregar esta información en la forma más expedita posible, y garantizará el contacto directo y regular entre los niños, niñas o adolescentes afectados por esta medida y los padres y/o madres, representantes legales o quienes los tuvieran legalmente a su cuidado. En aquellos casos en que se produzca la separación del niño, niña o adolescente de su familia, el Estado velará por la pronta restitución de su libertad ambulatoria y por la inmediata reunión con su familia, de conformidad a la ley.”.

Inciso séptimo
Indicación Nº 203


203.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “Los niños deberán”, por la siguiente: “El niño deberá”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

Indicaciones Nos 204.a y 204.b


204.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 204.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la locución “sus padres y/o madres” por la siguiente: “su padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 204.a y 204.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicación Nº 204


204.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 204, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.


Sin perjuicio de lo anterior, en conformidad con lo establecido en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó reemplazar, en el texto del inciso séptimo, la voz “niño”, por la palabra “adolescente”, como también sustituir la expresión “Los niños deberán”, por la locución “Este último deberá”.


Se consigna que, producto de la reordenación de los artículos que experimentó el proyecto de ley, el artículo 34 del texto aprobado en general quedó consignado como artículo 49.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del inciso primero del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que el Honorable Senador señor Ossandón, efectuó, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la propuesta de enmienda que a continuación se pasa a describir.

Inciso primero


El inciso primero previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor:


“Artículo 49.- Libertad personal y ambulatoria. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a ejercer su libertad personal y su autonomía según lo permita su edad, madurez y grado de desarrollo. Conforme a los mismos criterios, los adolescentes tienen derecho a transitar libremente por el territorio nacional, salvo las restricciones legalmente establecidas. Sus padres y/o madres, sus representantes legales, o quienes los tuvieren bajo su cuidado otorgarán a sus hijos la debida guía y orientación.”.

La propuesta, incorpora, después de la expresión “madurez y grado de desarrollo”, la siguiente frase: “, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10 de esta ley”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, rechazó la propuesta en referencia.

ARTÍCULO 35


El artículo 35 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 35.- Debido proceso, tutela judicial efectiva y especialización. Todo niño tiene derecho a que en todos los procedimientos administrativos y judiciales se le respeten las garantías de un proceso racional y justo, y que se le garantice, entre otros, el derecho de tutela judicial, el derecho a ser oído, el derecho a ser informado del procedimiento aplicable y los derechos que le corresponden en él, el derecho a una representación distinta de la de sus padres y/o madres o representantes legales en caso de intereses incompatibles, el derecho a una representación judicial especializada, a presentar pruebas idóneas e independientes, a recurrir, así como los derechos y garantías que le confieren la Constitución Política de la República, los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes. 


Los órganos del Estado propenderán a una efectiva especialización de todos los funcionarios cuyas tareas tengan relación con la protección de los derechos del niño, asegurando la promoción de sus derechos, fomentando, difundiendo y capacitando en estos derechos a familias, comunidades, municipios, administración, organismos de la sociedad civil y otros órganos del Estado.”.

A este artículo, se presentaron ocho indicaciones, signadas con los Nos 205.a, 205.b, 205, 206, 206 bis, 206 ter, 207 y 207 bis.
Inciso primero
Indicaciones Nos 205.a y 205.b


205.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 205.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la locución “sus padres y/o madres” por la siguiente: “su padre y/o madre”.


En votación las indicaciones Nos 205.a y 205. b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicación Nº 205


205.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres”.


En votación la indicación No 205, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.

Indicación Nº 206


206.- De S.E. la ex Presidenta de la República, para modificarlo en el siguiente sentido:


a) Sustituir la frase “en caso de intereses incompatibles”, por las palabras “cuando corresponda”.


b) Intercalar, a continuación de las palabras “representación judicial especializada”, la frase “, de conformidad al artículo 39”.


Se hizo presente que, por medio de Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró esta indicación.
Indicaciones Nos 206 bis y 206 ter


206 bis.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, y 206 ter.- del Honorable Senador señor Chahuán, para agregar después de la palabra “internacionales” la expresión “de derechos humanos”.


En discusión estas indicaciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente propuesta para, si bien recoger el contenido de las mismas, reemplazar íntegramente el presente inciso primero, incorporando, además, otros elementos.


“Artículo 50.- Debido proceso, tutela judicial efectiva y especialización. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a que en todos los procedimientos administrativos y judiciales se le respeten las garantías de un proceso racional y justo, y que se le aseguren, entre otros, el derecho de tutela judicial el derecho a ser oído; el derecho a ser informado del procedimiento aplicable y de los derechos que le corresponden en el proceso; el derecho a una representación judicial distinta de la de sus padres y/o madres,  representantes legales, o de quienes los tengan legalmente bajo sus cuidado, en caso de intereses incompatibles; el derecho a una representación judicial especializada; a presentar pruebas idóneas e independientes; a recurrir; así como los derechos y garantías que le confieren la Constitución Política de la República, los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes.”.

En votación las indicaciones Nos 206 bis y 206 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señor Montes (Presidente Accidental), señora Von Baer y señor Ossandón, las aprobó con modificaciones, siguiendo el tenor previamente descrito. 

Inciso segundo
Indicación Nº 207


207.- De S.E. la ex Presidenta de la República, para modificarlo en el siguiente sentido:


a) Intercalar, a continuación de las palabras “Los órganos del Estado”, la frase “, en el ámbito de sus competencias,”.


b) Sustituir la palabra “asegurando”, por la frase “a través de”.


Se hizo presente que, por medio de Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la letra b) de esta indicación.

En votación la letra a) de la indicación N° 207, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señor Montes (Presidente Accidental), señora Von Baer y señor Ossandón, la aprobó.
Indicación Nº 207 bis


207 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para eliminar la frase “, asegurando la promoción de sus derechos, fomentando, difundiendo y capacitando en estos derechos a familias, comunidades, municipios, administración, organismos de la sociedad civil y otros órganos del Estado”.


En votación la indicación N° 207 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señor Montes (Presidente Accidental), señora Von Baer y señor Ossandón, la aprobó.


Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señor Montes (Presidente Accidental), señora Von Baer y señor Ossandón, sustituyó, en el texto del inciso segundo aprobado en general, el término “niño”, por “niño, niña o adolescente”.

De igual modo, y en conformidad a la disposición reglamentaria antes citada, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señor Montes (Presidente Accidental), señora Von Baer y señor Ossandón, agregó, antes del punto final, la siguiente frase: “, y en particular, a la formación de letrados especializados en la defensa de los derechos de niños, niñas y adolescentes”.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del inciso primero del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las propuestas de enmienda que a continuación se pasan a describir.

Inciso primero


El inciso primero previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor.


“Artículo 50.- Debido proceso, tutela judicial efectiva y especialización. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a que en todos los procedimientos administrativos y judiciales se le respeten las garantías de un proceso racional y justo, y que se le aseguren, entre otros, el derecho de tutela judicial, el derecho a ser oído; el derecho a ser informado del procedimiento aplicable y de los derechos que le corresponden en el proceso; el derecho a una representación judicial distinta de la de sus padres y/o madres, representantes legales, o de quienes los tengan legalmente bajo sus cuidado, en caso de intereses incompatibles; el derecho a una representación judicial especializada; a presentar pruebas idóneas e independientes; a recurrir; así como los derechos y garantías que le confieren la Constitución Política de la República, los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes.”.


La primera propuesta, agrega, antes del término “judicial”, la primera vez que sale mencionado, la expresión “jurídica y/o”.

En votación las indicaciones Nos 206 bis y 206 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, las aprobó con modificaciones, incorporando en su texto la proposición antes descrita.

La segunda propuesta, agrega, luego del término “especializada”, la frase “para la defensa de sus derechos”.

En votación las indicaciones Nos 206 bis y 206 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, las aprobó con modificaciones, incorporando en su texto la proposición antes descrita.
Inciso segundo, nuevo


La tercera propuesta, intercala el siguiente inciso segundo nuevo: 


“El Estado proveerá la existencia de una oferta de programas con el objetivo garantizar progresivamente el derecho a defensa jurídica letrada, especializada y autónoma a los niños, niñas y adolescentes que enfrenten un proceso para la posible aplicación de una o más medidas de protección de sus derechos, desde las primeras actuaciones del procedimiento administrativo o judicial.”.


En discusión esta proposición, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, expresó que la misma vulnera la iniciativa exclusiva presidencial, ya que genera costos en la administración financiera del Estado, materia reservada por la Constitución a la iniciativa legislativa del Presidente de la República.


Sin perjuicio de lo anterior, señaló que se debe asegurar la defensa letrada en los procesos jurisdiccionales en este contexto, y no así en los procedimientos administrativos.


El Honorable Senador señor Montes, preguntó acerca de las implicancias del punto.


La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, respondió que, de asegurarse la asistencia de un abogado en los procedimientos administrativos en este ámbito, se estaría, de alguna forma, judicializando un proceso de carácter voluntario, como lo es el que se seguirá ante las Oficinas Locales de la Niñez.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en la misma línea sostenida por quien le precedió en el uso de la palabra, expresó que la Comisión ya discutió y definió que el procedimiento ante los referidos dispositivos locales se realizaría sin la presencia de abogados, justamente por su carácter voluntario.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recordó que en el procedimiento administrativo de medidas de protección ya se asegura, como un derecho del niño, el contar con asistencia letrada.


En ese sentido, observó que esta instancia legislativa, en el procedimiento administrativo de adopción de medidas de protección, ya aprobó la existencia de defensa jurídica, precisamente para asegurar la correcta adopción de tales arbitrios, a fin de resguardar la legalidad de los mismos.

Por último, resaltó, la inclusión del término “progresivamente”, fue uno de los puntos conversados, en su oportunidad, con el ex Ministro de Desarrollo Social y Familia, señor Cristián Monckeberg, a fin de superar las discrepancias sobre el punto con el Ejecutivo. 


La Honorable Senadora señora Von Baer, reiteró que resulta complejo fijar la presencia obligatoria de letrados en un procedimiento voluntario como es el que se seguirá ante las Oficinas Locales de la Niñez, precisamente porque lo que se busca es desjudicializar estos procesos, por lo que con la disposición imperativa de asistencia jurídica se está judicializando a un procedimiento que no reviste tal carácter, asimilando, de ese modo, la sede administrativa con la jurisdiccional en este ámbito, lo que no resulta positivo si el objetivo es reforzar la protección administrativa y otorgar un espacio al niño y a su familia para poder llegar a acuerdos en su beneficio.

La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, manifestó que, si bien el Ejecutivo respalda la incorporación del término “progresivamente” en el texto de la proposición, no está de acuerdo con establecer la asistencia letrada obligatoria en todos los procedimientos administrativos, por lo que sugirió suprimir tal remisión.


De igual modo, señaló que en vez de que la proposición se refiera a una defensa “autónoma”, se debiese aludir a una defensa del niño “distinta a la de sus padres o representantes legales”.


Así, expresó, de efectuarse tales cambios, la Subsecretaría respaldaría la propuesta en análisis.


La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, a su turno, observó que en el numeral cinco del artículo referente al procedimiento administrativo de adopción de medidas de protección, se consagra el derecho del niño de intervenir en tal proceso, facultándolo, además, a designar un abogado y a requerir defensa jurídica gratuita.

En consecuencia, prosiguió, forma parte de dicho procedimiento la participación del niño en los términos previamente descritos, por lo que la proposición sólo viene a dar cuenta de la referida garantía.


La Oficial de Protección de UNICEF, señora Ludmila Palazzo, subrayó que la propuesta en examen no establece la designación imperativa de un abogado en cada procedimiento administrativo en que se encuentre involucrado un niño (por ejemplo, uno que tenga por finalidad encontrar un cupo en un jardín infantil), sino que sólo busca asegurar el control judicial y la asesoría jurídica en la tramitación de las medidas de protección administrativas, las cuales, probablemente, durante la transición que se haga desde la institucionalidad actual, en donde existe un sistema altamente judicializado, a uno de carácter mixto, en donde la protección administrativa será complementaria a la sede jurisdiccional, aquéllas estarán sujetas a una considerable revisión por parte de la judicatura, precisamente para verificar que se han respetado los derechos de los niños.

Es en ese escenario, finalizó, y bajo tal mirada sistémica, es que la propuesta se inserta.

El Honorable Senador señor Quintana, expresó que la precisión realizada por quien le antecedió en el uso de la palabra es del todo correcta, ya que la proposición sólo apunta a posibilitar la orientación legal y la asesoría jurídica del niño en el procedimiento administrativo de medidas de protección, justamente para fortalecer a las Oficinas Locales de la Niñez.

La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, manifestó que se debe tener presente que la propuesta en debate no se estructura como una disposición transitoria, sino como un precepto permanente, por lo que, más allá del tránsito institucional al que hizo alusión la señora Palazzo, lo cierto es que la redacción de la proposición establece que deben involucrarse abogados en todos los procedimientos administrativos en este ámbito, lo que asemeja al proceso de las Oficinas Locales de la Niñez con el que se lleva a cabo por los tribunales de familia.

De ese modo, añadió, se genera un déficit en la positiva diferenciación que se busca entre ambas sedes en términos de una política de la infancia, asimilándose los roles y funciones en este contexto.


En efecto, prosiguió, con la proposición se está llevando la manera de operar de los órganos jurisdiccionales a los dispositivos locales administrativos, lo que, a su parecer, es justamente el déficit institucional que se pretende superar, evitando la excesiva judicialización en materia de infancia.

Lo anterior, resaltó, sin perjuicio de que en Chile, a su juicio, no sólo en este sector, sino que también en muchos otros rubros, se tiende a judicializar los conflictos.

Por último, advirtió que, eventualmente, de aprobarse la propuesta, estaremos en unos años más revisando nuevamente el punto, habiendo detectado que fue un error involucrar a los abogados en la funcionalidad de las Oficinas Locales de la Niñez, precisamente debido a que estas últimas se asimilaron a la judicatura.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, a su turno, replicó sosteniendo que la propuesta no pretende judicializar el funcionamiento de las referidas entidades administrativas, sino que dotar, en la operatividad de éstas, de herramientas que permitan velar por la correcta aplicación y ejercicio de las medidas de protección, posibilitando la defensa de los derechos de los niños en dichos procesos.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes, Ossandón y Quintana, y el voto en contra de la Honorable Senadora señora Von Baer, aprobó la propuesta antes descrita.
Inciso segundo, que pasó a ser tercero

El inciso segundo, que pasó a ser tercero, previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor.


“Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, propenderán a una efectiva especialización de todos los funcionarios cuyas tareas tengan relación con la protección de los derechos del niño, niña o adolescente, y en particular, a la formación de letrados especializados en la defensa de los derechos de niños, niñas y adolescentes.”.

La cuarta propuesta, sustituye el término “propenderán a”, por la expresión “asegurarán progresivamente”.


En discusión esta proposición, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, expresó que la misma vulnera la iniciativa exclusiva presidencial, ya que genera costos en la administración financiera del Estado, materia reservada por la Constitución a la iniciativa legislativa del Presidente de la República.


La Honorable Senadora señora Von Baer, concordó con lo sostenido por quien le precedió en el uso de la palabra.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que la propuesta no establece ninguna garantía inmediata, sino que sólo pretende disponer un aseguramiento paulatino de la especialización de los funcionarios relacionados con materias proteccionales.


Ello, resaltó, además se encuentra en línea con lo conversado con el ex Ministro del ramo, señor Cristián Monckeberg, el que estuvo de acuerdo con el punto, sin perjuicio de no comprometer la presentación de una propuesta al respecto.

El Honorable Senador señor Quintana, expresó que, a su juicio, la proposición sólo reemplaza un vocablo que resulta vago en este ámbito, como es el verbo “propenderán”.


Así, este último se sustituye por una fórmula que permite dar más consistencia al particular.


Sin perjuicio de lo anterior, resaltó que, en su opinión, para los efectos del artículo, tienen similar efecto los términos que se reemplazan.


El Honorable Senador señor Ossandón, discrepó con lo afirmado por quien le precedió en el uso de la palabra, señalando que la locución “asegurarán progresivamente” tiene un sentido diferente que el vocablo “propenderán”, ya que la primera presenta un nivel de imperatividad mayor que el segundo.


El Honorable Senador señor Quintana, a continuación, lamentó que el Ejecutivo, en cosas como estas, no de cuente de un compromiso efectivo con la protección de la infancia y adolescencia.


La Honorable Senadora señora Von Baer, señaló que el punto no radica en la no preocupación sobre el resguardo de los derechos de los niños, sino acerca del respeto a la Constitución, la que reserva a la iniciativa exclusiva presidencial la presentación de proposiciones que contengan gastos, en tanto tener efectos en la administración financiera del Estado.


En esa línea, indicó que la fórmula propuesta implica que, cada año, el presupuesto en este ámbito debiese aumentar, cuestión que, por cierto, genera una diferencia con el sentido del término “propenderán”, previamente aprobado por la Comisión.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, aseveró que la proposición en examen no es inadmisible, precisamente porque sólo asegura el particular de manera progresiva, en la medida en que estén disponibles los recursos en el presupuesto fiscal.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, aprobó la propuesta antes descrita.


La quinta proposición, agrega, luego del vocablo “formación”, la locución “continua y certificación periódica”.


En discusión esta proposición, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, expresó que la misma vulnera la iniciativa exclusiva presidencial, ya que genera costos en la administración financiera del Estado, materia reservada por la Constitución a la iniciativa legislativa del Presidente de la República.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, aprobó la propuesta antes descrita.

ARTÍCULO 36


El artículo 36 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 36.- Medidas de protección especial. Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, velarán por la recuperación física y psicológica y la reintegración social de todo niño vulnerado en sus derechos por ser víctima de cualquier forma de abandono, explotación o abuso; situación de discapacidad; situación de calle; tortura u otra forma de penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes, o conflictos armados.”.

A este artículo, se presentaron dos indicaciones, signadas con los Nos 208.a y 208.
Indicación Nº 208.a


208.a.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la frase “Medidas de” por “De la”.


En votación la indicación N° 208.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la rechazó.

Indicación Nº 208


208.- Del ex Senador señor Espina, para incorporar, luego del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Asimismo, velarán por la reinserción social, educativa y la rehabilitación contra las drogas y alcohol de los niños infractores de ley, sean estos imputables o inimputables.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente propuesta para, si bien recoger el contenido de la misma, reemplazar íntegramente el presente artículo, incorporando, además, otros elementos.


“Artículo 51.- Protección especial de los niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos y de los adolescentes en conflicto con la ley. Los niños, niñas y adolescentes vulnerados en el ejercicio de sus derechos tienen derecho a su recuperación física y psicológica, y a su reintegración social. Aquellos o aquellas que infrinjan la ley, sean o no imputables penalmente, tiene derecho a la reinserción social y educativa.


Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, velarán por la recuperación, reintegración familiar y reinserción social de todo niño, niña o adolescente vulnerado en sus derechos por abandono, explotación o abuso; situación de discapacidad; situación de calle; tortura u otra forma de penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes, conflictos armados, o cualquier otra causa de vulneración de sus derechos. Asimismo, velarán por la reinserción social de los que infrinjan a ley.


El Estado contará con servicios de protección especializada para la atención de la niñez y adolescencia vulnerada, y con servicios de reinserción social de adolescentes infractores de ley.”.

La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, en primer lugar, señaló que sería más apropiado referirse sólo a la protección reforzada de niños, niñas y adolescentes, en vez de aludir a la idea de protección especializada, a fin de evitar confusiones conceptuales en este ámbito.


Luego, señaló que la mencionada protección reforzada no sólo procede respecto de niños vulnerados en sus derechos, sino también, por ejemplo, en relación con niños que padecen de alguna discapacidad.


En seguida, en lo concerniente al inciso segundo, sugirió reordenar su contenido, a fin de distinguir aquellas situaciones de vulneración (exploración, abuso, tortura, penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes y conflictos armados), respecto de las que, en sí mismas, no constituyen tal afectación, como la discapacidad o la situación de calle de los niños, las que, reiteró, de igual modo requieren de protección reforzada.


Por último, recomendó eliminar el inciso final propuesto, en tanto ser redundante respecto de los incisos anteriores de la proposición.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en primer orden, concordó con que la discapacidad requiere de protección reforzada, pero no se debe necesariamente a una vulneración de los derechos de los niños.


Luego, discrepó con no calificar a la situación de calle como algo de evidente carácter vulneratorio.


La Honorable Senadora señora Von Baer, sugirió emplear una mejor redacción para precisar conceptualmente el particular, sin entrar en la casuística en detalle de estas materias.


Lo anterior, a fin de evitar, por ejemplo, que se discuta acerca de si la situación de calle o no de un niño es una vulneración, sin perjuicio de que es evidente que requiere de una protección reforzada.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, precisó que el niño en situación de calle no siempre precisa de protección especializada (sí de protección reforzada), en tanto la idea de vulneración de derechos se relaciona con la falta de acceso a la oferta de protección social.


A continuación, coincidió con lo planteado por quien le antecedió en el uso de la palabra, en lo referente a que no es necesario entrar en la casuística en estos tópicos, en tanto complejiza la comprensión de estas prerrogativas.


La Jueza de Familia y Miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Pamela Lobos, concordó con que se hace necesario hacer referencias no taxativas de las hipótesis en comento, a fin de que ninguna quede excluida.


Asimismo, y al igual que la Honorable Senadora señora Rincón, manifestó su desacuerdo en no calificar a la situación de calle como algo no vulneratorio de derechos, en tanto se trata de un estado permanente y no una cuestión meramente transitoria.


Por último, expresó que conductas tales como el consumo de drogas por parte de niños y adolescentes también debería ser considerado como un ámbito de la protección reforzada, ya que, por la temprana edad en que se comienza el uso de tales sustancias, produce un impacto físico y psicológico considerable en aquéllos.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, reiteró que existen diversas causas que explican la situación de calle de los niños, no siempre vinculadas a vulneraciones propiamente tales.


La Honorable Senadora señora Von Baer, sugirió que, a partir del contenido de la propuesta y del texto aprobado en general, eventualmente, se norme a la protección reforzada y a la protección especializada en dos preceptos distintos.


Posteriormente, los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron la siguiente propuesta de redacción de la presente indicación, a fin de sustituir el artículo en examen aprobado en general, por el que sigue.

“Artículo 51.- Protección reforzada y especializada de los niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos y de los adolescentes en conflicto con la ley. Los niños, niñas y adolescentes vulnerados tienen derecho a su recuperación física y psicológica, y a su reintegración familiar y social. Aquellos o aquellas que infrinjan la ley, sean o no imputables penalmente, tienen derecho a recibir protección especializada por polivictimización; derecho a su recuperación física y psicológica, y a la plena integración social y educativa.


El Estado contará con servicios de protección especializada para la atención de la niñez y adolescencia vulnerada, y con servicios de integración social de adolescentes infractores de ley, ambos de carácter especializados en su área, con personal, recursos financieros y despliegue territorial suficientes para dar atención oportuna y eficaz a todo niño, niña y adolescente que lo necesite.


Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia y el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, según corresponda, otorgarán las prestaciones necesarias para la recuperación, reintegración familiar e integración social y educativa de todo niño, niña o adolescente vulnerado en sus derechos por abandono, explotación o abuso; situación de discapacidad; situación de calle; tortura u otra forma de penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes, conflictos armados, o cualquier otra causa de vulneración. Asimismo, velarán por la integración social de los que infrinjan la ley.


Para el desarrollo integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, las entidades privadas que ejecuten la función pública de prestaciones de protección, promoción, prevención, restitución o reparación de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, deberán cumplir estrictamente los mismos principios y deberes que asisten a los organismos públicos en cuyas labores colaboran, y realizarán un trabajo colaborativo con los niños , niñas y adolescentes y sus familias, en el ámbito de sus acciones, orientado al resguardo de sus derechos.”.


Al respecto, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que el inciso final de la propuesta reubica, en este punto, el artículo referente al “Rol de colaboración y de prestación de las entidades privadas”, ubicado en el Título IV del proyecto.

La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, a su turno, manifestó que el Ejecutivo se encuentra de acuerdo con la última proposición efectuada, señalando que la misma responde a adecuaciones sugeridas por la Defensoría de los Derechos de la Niñez.


La Jefa de la División de Promoción y Prevención de la Subsecretaría de la Niñez, señora Blanquita Honorato, por su parte, señaló que la propuesta en examen, además, precisa de mejor forma el concepto de reinserción en este contexto.


En votación la indicación N° 208, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, siguiendo el tenor de la proposición antes descrita.


Se consigna que, producto de la reordenación de los artículos que experimentó el proyecto de ley, el artículo 36 del texto aprobado en general quedó consignado como artículo 51.

ARTÍCULO 37


El artículo 37 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 37.- Medidas de prevención y protección del embarazo, maternidad y paternidad de menores de 18 años. El Estado protegerá y promoverá condiciones dignas y equitativas para el adecuado desarrollo durante el embarazo, nacimiento, lactancia, apego y crianza del hijo, así como también la corresponsabilidad de los padres y/o madres.


Se prohíbe especialmente en los establecimientos educacionales impedir el acceso o la permanencia en éstos en razón del embarazo, maternidad o paternidad.


Asimismo, los niños tienen derecho a una educación sexual integral y responsable que incorpore la prevención de embarazos no deseados.


La mujer privada de libertad será especialmente asistida durante el parto y se le proveerán los medios adecuados para la crianza de su hijo mientras permanezca en el medio carcelario, facilitándole, entre otros, la comunicación con su familia a efectos de propiciar su integración a ella.


Estas medidas respetarán siempre los principios consagrados en esta ley.


La política nacional de la niñez tendrá entre sus objetivos prioritarios la protección de lo señalado. El Estado deberá informar y orientar las acciones adecuadas para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.”.

A este artículo, se presentaron doce indicaciones, signadas con los Nos 209.b, 209.c, 209, 209 bis, 209 ter, 210.a, 210, 211, 212, 212 bis, 213 y 214.
Inciso primero
Indicaciones Nos 209.a y 209.b


209.a.- De los Honorables Senadores señor Ossandón y señora Aravena, y 209.b.- del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la locución “de los padres y/o madres” por la siguiente: “del padre y/o la madre”.


En votación las indicaciones Nos 209.a y 209.b, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar las indicaciones en referencia.
Indicación Nº 209


209.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión “y/o madres”. 


En votación la indicación No 209, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
Indicaciones Nos 209 bis y 209 ter


209 bis.- Del Honorable Senador señor Montes, y 209 ter.- del Honorable Senador señor De Urresti, para agregar la siguiente oración final: “Toda niña tiene derecho a la interrupción voluntaria del embarazo en conformidad con lo dispuesto en la ley 21.030, sobre interrupción voluntaria del embarazo.”.


En discusión estas indicaciones, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó que la incorporación de esta remisión no resulta necesaria, en tanto el derecho a la interrupción voluntaria del embarazo ya se encuentra consagrado y regulado en la referida Ley N° 21.030, en los términos ahí establecidos.


En virtud de lo anteriormente señalado, el Honorable Senador señor Montes, procedió al retiro de la indicación N° 209 bis, en su calidad de autor de la misma.


En votación la indicación N° 209 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la rechazó.
Inciso tercero
Indicación Nº 210.a


210.a.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente: 


“Asimismo, los niños tienen derecho a recibir, en el contexto de su educación, una enseñanza sobre su sexualidad, de una manera integral y responsable, que incorpore la prevención de embarazos no deseados. El contenido de dicha enseñanza deberá ser aquel que sea apropiado y pertinente a la edad, madurez y grado de desarrollo de sus receptores.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente propuesta para, si bien recoger el contenido de la misma, reemplazar íntegramente el presente inciso tercero, además del primero y el segundo, por los siguientes.


“Artículo 45.- Medidas de prevención y protección del embarazo, maternidad y paternidad de menores de 18 años. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a recibir, en el contexto de su educación, una enseñanza sobre su sexualidad, de una manera integral y responsable, que incorpore la prevención de embarazos no deseados. El contenido de dicha enseñanza deberá ser apropiado y pertinente a la edad, madurez y grado de desarrollo de sus receptores.

El Estado tomará todas las medidas necesarias para asegurar la adecuada protección y desarrollo de las menores que enfrentan un embarazo temprano, así como condiciones dignas y equitativas para el nacimiento de sus hijas o hijos, su lactancia, apego y crianza, así como también la corresponsabilidad de los padres y/o madres. Tienen derecho a la protección del Estado en su doble condición de niños, niñas o adolescentes y de madres o padres.


Si las y los adolescentes deciden continuar con el embarazo, tienen derecho al apoyo para el ejercicio de su maternidad y/o paternidad, y no pueden ser presionados o forzados, en modo alguno, a entregar a sus hijos o hijas en adopción

Se prohíbe toda discriminación arbitraria en contra de niños, niñas o adolescentes que viven embarazo, maternidad y/o paternidad, especialmente impedirles el acceso o permanencia en establecimientos educacionales.”.


En votación la indicación N° 210.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el tenor antes descrito, reemplazando los tres primeros incisos del texto aprobado en general, por los cuatro previamente referidos.

Indicación Nº 210


210.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “los niños tienen”, por la siguiente: “todo niño tiene”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

Indicación Nº 211


211.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar, luego de la palabra “deseados”, la siguiente expresión: “, sin perjuicio del derecho preferente y deber de los padres de educar y proteger a sus hijos”.


En votación la indicación No 211, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
Inciso cuarto
Indicación Nº 212


212.- Del ex Senador señor Espina, para reemplazarlo por el siguiente:


“La mujer privada de libertad será especialmente asistida durante el embarazo para el cuidado y protección de ella y de su hijo, así como también en el momento del parto, proveyéndosele los medios adecuados, necesarios e indispensables para la crianza y educación de su hijo mientras permanezca en el medio carcelario, facilitándole, entre otros, la comunicación con su familia a efectos de propiciar su integración a ella.”.


En discusión esta indicación, la Honorable Senadora señora Von Baer, sugirió cambiar la nomenclatura de “mujer” por “adolescente o niña”.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, observó que la indicación pretende también otorgar protección al nasciturus, durante su desarrollo intrauterino.


Asimismo, resaltó que, de igual forma, se deben contemplar las hipótesis en donde la mujer se encuentra bajo cuidado alternativo.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió emplear el término “madre”, a fin de se utilice un concepto omnicomprensivo de todas las situaciones en comento.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, por su parte, sugirió reemplazar las referencias al “medio carcelario”, por el término “medio privativo de libertad”, en tanto la niña embarazada pudiese no todavía alcanzar la edad suficiente para ser penalmente responsable.

La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, recomendó reordenar la redacción de la indicación de modo tal de hacer referencia a ambas hipótesis al principio y al final del texto.


A partir de los postulados previamente descritos, se recomendó que la indicación adoptase el siguiente tenor:


“La madre privada de libertad será especialmente asistida durante el embarazo para el cuidado y protección de ella y de su hijo, así como también en el momento del parto, proveyéndosele los medios adecuados, necesarios e indispensables para la crianza y educación de su hijo, facilitándole, entre otros, la comunicación con su familia a efectos de propiciar su integración a ella.”.


En votación la indicación N° 212, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Aravena, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, bajo la redacción antes descrita.
Indicación Nº 212 bis


212 bis.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la frase “el parto y se le proveerán los medios adecuados para la crianza” por “el embarazo para el cuidado y protección de ella y su hijo, así como también en el momento del parto proveyéndosele los medios adecuados para la crianza y educación”.

En votación la indicación N° 212 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Aravena, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, bajo el tenor resultante, en lo pertinente, de la indicación N° 212.
Indicación Nº 213


213.- De S.E. la Ex Presidenta de la República, para sustituir las palabras “mujer privada de libertad”, por la frase “niña que se encuentre privada de libertad y que esté embarazada”.


Se hizo presente que, por medio de Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró esta indicación.
Inciso sexto
Indicación Nº 214


214.- De S.E. la ex Presidenta de la República, para modificarlo en el siguiente sentido:


a) Eliminar las palabras “la protección de”.


b) Intercalar, a continuación de las palabras “lo señalado”, la expresión “en este artículo”.


Se hizo presente que, por medio de Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró esta indicación.

Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Aravena, y señor Montes, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, eliminó el inciso quinto del texto aprobado en general y sustituyó el inciso sexto del texto aprobado en general por el siguiente:


“La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia tendrá entre sus objetivos prioritarios la protección a la que se refiere este artículo. El Estado deberá orientar las acciones adecuadas para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.”.

Se consigna que, producto de la reordenación de los artículos que experimentó el proyecto de ley, el artículo 37 del texto aprobado en general quedó consignado como artículo 45.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del inciso primero del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que la Honorable Senadora señora Von Baer, los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, y el Honorable Senador señor Ossandón, por otra, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las propuestas de enmienda que a continuación se pasan a describir.

Inciso primero


El inciso primero previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor:


“Artículo 45.- Medidas de prevención y protección del embarazo, maternidad y paternidad de menores de 18 años. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a recibir, en el contexto de su educación, una enseñanza sobre su sexualidad, de una manera integral y responsable, que incorpore la prevención de embarazos no deseados. El contenido de dicha enseñanza deberá ser apropiado y pertinente a la edad, madurez y grado de desarrollo de sus receptores.”.

La primera proposición, de autoría del Honorable Senador señor Ossandón, incorpora, después de la palabra “receptores”, la siguiente frase: “, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10 de esta ley”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, rechazó la propuesta en referencia.

Inciso segundo

El inciso segundo previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor:


“El Estado tomará todas las medidas necesarias para asegurar la adecuada protección y desarrollo de las menores que enfrentan un embarazo temprano, así como condiciones dignas y equitativas para el nacimiento de sus hijas o hijos, su lactancia, apego y crianza, así como también la corresponsabilidad de los padres y/o madres. Tienen derecho a la protección del Estado en su doble condición de menores y de madres o padres.”.

La segunda propuesta, de autoría de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Montes y Quintana, reemplaza, la primera vez que sale mencionado, el término “menores”, por la expresión “niñas y adolescentes”.

En votación la indicación N° 210.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, reemplazando en su texto el término previamente descrito.

La tercera propuesta, de autoría de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Montes y Quintana, sustituye, la segunda vez que sale mencionado, el término “menores”, por la expresión “niños, niñas y adolescentes,”.

En votación la indicación N° 210.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, reemplazando en su texto el término previamente descrito.
Inciso tercero

El inciso tercero previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor:


“Si las y los adolescentes deciden continuar con el embarazo, tienen derecho a apoyo para el ejercicio de su maternidad y/o paternidad, y no pueden ser presionados o forzados, en modo alguno, a entregar a sus hijos o hijas en adopción.”.


La cuarta proposición, de autoría de la Honorable Senadora señora Von Baer, elimina la siguiente frase: “deciden continuar con el embarazo”.

En discusión esta propuesta, la Honorable Senadora señora Von Baer, explicó que la misma tiene por finalidad establecer que todos los adolescentes deben ser apoyados en el ejercicio de su maternidad o paternidad, y no sólo algunos de ellos, sin que existan presiones de por medio.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió a quien le precedió en el uso de la palabra retirar la propuesta, a fin de que luego se acuerde, de manera consensuada, la sexta proposición presentada en este ámbito.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en virtud de la recomendación antes descrita, procedió al retiro de esta proposición.

Inciso cuarto, nuevo


La quinta propuesta, de autoría de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Montes y Quintana, intercala el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“Las niñas y adolescentes tienen derecho a la interrupción voluntaria del embarazo en las causales y condiciones que regula la ley N° 21.030, que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales.”.

Se hace presente que, de acuerdo a la sugerencia antes mencionada, los autores de esta propuesta procedieron a su retiro.


Los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes, fundamentaron el retiro de la proposición, además, en el hecho de que ya es un derecho para las adolescentes el poder interrumpir, de manera voluntaria, su embarazo de acuerdo a lo prescrito por el citado cuerpo legal.

Incisos tercero y cuarto

El inciso tercero previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor:


“Si las y los adolescentes deciden continuar con el embarazo, tienen derecho al apoyo para el ejercicio de su maternidad y/o paternidad, y no pueden ser presionados o forzados, en modo alguno, a entregar a sus hijos o hijas en adopción


Se prohíbe toda discriminación arbitraria en contra de niños, niñas o adolescentes que viven embarazo, maternidad y/o paternidad, especialmente impedirles el acceso o permanencia en establecimientos educacionales.”.


La sexta proposición, reemplaza a los incisos tercero y cuarto previamente aprobados por la Comisión, por el siguiente:


“Los niños, niñas y adolescentes, tienen derecho a apoyo para el ejercicio de su maternidad y/o paternidad, y no pueden ser presionados o forzados, en modo alguno, a entregar a sus hijos o hijas en adopción. Se prohíbe toda discriminación en contra de niños, niñas y adolescentes que viven embarazo, maternidad y/o paternidad, especialmente impedirles el acceso o permanencia en establecimientos educacionales.”.

En votación la indicación N° 210.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, reemplazando sus iniciales incisos tercero y cuarto, por el inciso previamente descrito.
- - - - -

ARTÍCULO 38, NUEVO

Indicación Nº 215


215.- Del ex Senador señor Walker, don Patricio, para agregar un nuevo artículo 38, en el Título ll, del siguiente tenor:


“Artículo 38. Niños/as con necesidad de protección internacional. Todo niño/a tiene derecho a solicitar y recibir protección como refugiado, en los términos establecidos por la ley N° 20.430, que establece disposiciones sobre protección de refugiados.


Todo niño/a tendrá derecho a solicitar y que se le reconozca su condición de apátrida en los términos determinados por las normas aplicables.


En los casos en los que los niños/as se encontraren no acompañados o separados de sus familias, la autoridad competente procurará remitir los antecedentes al juzgado de familia que corresponda para que proceda a la designación inmediata de un representante legal, el cual deberá intervenir en todas las etapas del procedimiento, bajo sanción de nulidad. 


Oportunamente, la autoridad competente deberá llevar adelante un procedimiento de determinación del interés superior para la identificación de soluciones duraderas apropiadas, tales como la reunificación familiar, la naturalización para el caso de los/as niños apátridas, así como sobre las medidas de cuidado y asistencia temporal, que deberán proveer un entorno seguro y protector en el que recibirán el cuidado físico y emocional apropiado, y en el que sus necesidades especiales serán satisfechas. 


La autoridad administrativa encargada del conocimiento de estas solicitudes, dará prioridad a la tramitación de estos casos, velando siempre por el interés superior del niño, niña o adolescente solicitante de la condición de refugiado o apátrida. 


Cuando los niños o niñas soliciten el reconocimiento de alguna de estas condiciones en frontera, la autoridad de control migratorio no podrá impedir el ingreso al territorio nacional, debiendo resguardar su ingreso en función de lo señalado en la ley respectiva.”.


En discusión esta indicación, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó que el Ejecutivo no estima del todo adecuado que se incorpore al proyecto el contenido de la presente proposición, toda vez que se encuentra en actual tramitación una reforma integral a la Ley de Migración (Boletín N° 8.970-06), en la cual se están debatiendo procedimientos y protocolos que no necesariamente quedarán recogidos de manera concordante con los aquí propuestos.


La Jueza de Familia y Miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Pamela Lobos, señaló que la iniciativa en cuestión, probablemente, no concluya su tramitación legislativa prontamente, como tampoco se recoge en la misma un tratamiento especializado de las situaciones que afectan a los niños migrantes, en donde se verifican casos de niños apátridas o sin documentos, lo que genera problemas significativos al momento de aplicar medidas de protección en su favor, hipótesis éstas que constituyen una realidad en el Chile actual.


Por último, recomendó cambiar la referencia a la designación de un “representante legal” por un “letrado”, a fin de garantizar su defensa jurídica.


La Directora de Abogacía y Estudios de la Oficina Nacional Aldeas Infantiles SOS, señora Paulina Fernández, sostuvo que, a su juicio, se hace necesario abordar el particular, toda vez que, en muchas ocasiones, a los niños no se les acompaña en su proceso de reintegración a su país de origen, sin saber la forma en que ello se lleva a cabo.


Lo anterior, agregó, sin perjuicio de que el SENAME ha implementado procedimientos en los cuales, ante situaciones como las previamente descritas, se investiga si el retorno al país de origen al niño es la mejor alternativa para él, atendido su interés superior.


Finalmente, indicó que Chile carece de políticas públicas en este ámbito, a diferencia de países México o Guatemala, en donde existen proyectos institucionales definidos en este contexto.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió que, atendida la observación efectuada inicialmente por la señora Honorato, el primer inciso de la indicación aluda a la legislación vigente.

A partir de las posiciones previamente vertidas, se sugirió que la indicación adoptase la siguiente redacción.


“Artículo 52.- Niños, niñas y adolescentes con necesidad de protección internacional. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a solicitar y recibir protección como refugiado, en los términos establecidos por la legislación correspondiente.


Todo niño, niña y adolescente tendrá derecho a solicitar y que se le reconozca su condición de apátrida en los términos determinados por las normas aplicables.


En los casos en los que los niños, niñas o adolescentes se encontraren no acompañados o separados de sus familias, la autoridad competente procurará remitir los antecedentes al juzgado de familia que corresponda para que proceda a la designación inmediata de un representante legal, el cual deberá intervenir en todas las etapas del procedimiento, bajo sanción de nulidad. 


Oportunamente, la autoridad competente deberá llevar adelante un procedimiento de determinación del interés superior para la identificación de soluciones duraderas apropiadas, tales como la reunificación familiar, la naturalización, para el caso de los niños, niñas y adolescentes apátridas, así como respecto de las medidas de cuidado y asistencia temporal que deberán proveer un entorno seguro y protector en el que recibirán el cuidado físico y emocional apropiado, y en el que sus necesidades especiales serán satisfechas. 


La autoridad administrativa encargada del conocimiento de estas solicitudes, dará prioridad a la tramitación de estos casos, velando siempre por el interés superior del niño, niña o adolescente solicitante de la condición de refugiado o apátrida. 


Cuando los niños, niñas o adolescentes soliciten el reconocimiento de alguna de estas condiciones en frontera, la autoridad de control migratorio no podrá impedir el ingreso al territorio nacional, debiendo resguardar su ingreso en función de lo señalado en la ley respectiva.”.


En votación la indicación N° 215, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Aravena, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, bajo el tenor antes descrito.
- - - - - -
NUEVO ARTÍCULO


Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió la incorporación, luego del precepto antes analizado, de la siguiente disposición, relativa a la protección y defensa de los niños como consumidores y usuarios.


“Artículo 53.- Protección y defensa como consumidores y usuarios. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a que los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, velen por la protección y defensa de sus derechos e intereses como consumidores de bienes y usuarios de servicios, públicos y privados, tomando en consideración sus necesidades y características particulares en la interpretación y aplicación de la normativa aplicable.


Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, fomentarán la sensibilización y la educación de los niños, niñas y adolescentes sobre el consumo sostenible y responsable.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Aravena, y señor Montes, aprobó la proposición antes descrita.

- - - - - -
NUEVO ARTÍCULO


Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió la incorporación, luego del precepto antes analizado, de la siguiente disposición, relativa a los bienes, productos o servicios comercializados para el uso o consumo de niños, niñas o adolescentes.


“Artículo 54.- Bienes, productos o servicios comercializados para el uso o el consumo de niños, niñas o adolescentes. Los bienes, los productos o los servicios comercializados para el consumo o uso de niños, niñas y adolescentes, no pueden contener sustancias perjudiciales y deben facilitar, de forma visible, la información suficiente sobre su composición, características y uso, así como la franja de edad, si procede, a la que están destinados.


Los bienes, los productos o los servicios comercializados para el uso o el consumo de niños, niñas o adolescentes, deben cumplir las medidas de seguridad suficientes para garantizar su inocuidad, tanto para el uso al que están destinados, como para evitar las consecuencias nocivas que puedan derivar de un uso inadecuado.”.


En discusión esta proposición, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, manifestó que el Ejecutivo no se encuentra a favor del primer inciso propuesto, toda vez que incorpora una nueva función a los órganos del Estado, generando, además, gastos no contemplados para este efecto.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, preguntó de qué modo la propuesta irroga gastos fiscales y contempla nuevas atribuciones al aparataje estatal.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, respondiendo a la consulta anterior, indicó que ello se explica toda vez que una entidad pública deberá definir las sustancias perjudiciales en las condiciones fijadas por la propuesta, regular el etiquetado conforme a las franjas de edad, además de disponer y controlar normativa referente a la composición y características de los productos comercializados para el uso de niños, del modo contemplado en la proposición.


La Honorable Senadora señora Von Baer, preguntó si en la actualidad se encuentra normado el etiquetado de productos por franjas de edad.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, respondió que el etiquetado por edad, en el caso de los juguetes, existe en determinados productos, sin que exista algún tipo de regulación de carácter legal.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que, a su juicio, la propuesta no tiene reparos de constitucionalidad, en tanto la misma no dispone de nuevos mandatos hacia el Ejecutivo, sino que hacia las empresas que producen los bienes en comento.


La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, indicó que, en tanto no existir regulación, queda en duda la forma en que la normativa propuesta se materializa.


La Honorable Senadora señora Aravena, a su turno, señaló que le parece del todo lógico que se haga referencia a que los productos infantiles no contengan sustancias perjudiciales, ya que sólo se estaría refrendando las disposiciones aplicables a todos los bienes.


Asimismo, expresó que es favorable que la proposición facilite la visibilización de la composición, características y uso de los productos en cuestión.


En seguida, precisó que la propuesta sólo alude a la franja de edad en los casos en que proceda, por lo que no comparte los reparos de constitucionalidad manifestados por el Ejecutivo, en tanto, tal como lo indicó la Honorable Senadora señora Rincón, la proposición fija obligaciones hacia los privados.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, a modo de ejemplo, señaló que, en virtud de este artículo, sería razonable que los recipientes de los bombones de licor contuviesen una leyenda advirtiendo que los mismos contienen un determinado grado de alcohol en su composición.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadoras señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, aprobó la proposición antes descrita.
- - - - - -
NUEVO ARTÍCULO


Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió la incorporación, luego del precepto antes analizado, de la siguiente disposición, relativa a la publicidad dirigida a los niños.


“Artículo 55.- De la publicidad. La publicidad dirigida a niños, niñas o adolescentes que se divulgue en cualquier medio escrito, audiovisual o telemático debe respetar los siguientes principios de actuación:


1) Adaptación a la edad y etapa de desarrollo de la audiencia a la que se dirige el mensaje.


2) Exclusión de la violencia, la discriminación y de cualquier mensaje que incite al odio


3) Publicidad veraz y no engañosa.


4) Publicidad informativa respecto de los riesgos o peligros involucrados para la salud en el consumo o uso de bienes, productos y servicios.


5) Publicidad informativa respecto de la sustentabilidad ecológica de los bienes y servicios ofrecidos.


6) No incitación al consumo desmedido, sin supervisión de adultos responsables.


7) No inducción al uso irresponsable del crédito o responsabilidad financiera.”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadoras señoras Rincón (Presidenta), Aravena y Von Baer, aprobó la proposición antes descrita.
- - - - - - - -

NUEVO ARTÍCULO


Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió la incorporación, luego del precepto antes analizado, de la siguiente disposición, relativa a los deberes y responsabilidades de los niños, niñas y adolescentes.


“Artículo 56.- Deberes y responsabilidades de los niños, niñas y adolescentes en el ejercicio de sus derechos. La formación de los niños, niñas y adolescentes en el ejercicio responsable de los derechos garantizados en esta norma, implica para sus familias y para el Estado su formación progresiva en el respeto de los derechos de los otros, en tanto a cada derecho corresponde siempre un deber correlativo, y en la asunción de las consecuencias y las responsabilidades derivadas de los comportamientos propios.


Con todo, el pleno respeto de los derechos del niño no está condicionado por el cumplimiento de sus deberes y responsabilidades y, en ningún caso, el incumplimiento de éstos justificará la vulneración de sus derechos.”.


En discusión esta propuesta, la Honorable Senadora señora Von Baer, señaló que en la indicación N° 7, de su autoría, que también aborda el particular, considera elementos adicionales a los recogidos por la proposición en análisis.


En efecto, agregó, dicha indicación establece que “el niño tiene los deberes que exige el respeto a los derechos y libertades fundamentales de todas las personas y al ordenamiento jurídico; el deber de respeto y obediencia a sus padres o los responsables legales de su cuidado y educación; y el deber de cumplimiento de sus responsabilidades escolares, familiares y comunitarias”. Asimismo, dispone que “el pleno respeto de los derechos del niño no está, sin embargo, condicionado por el cumplimiento de los deberes del inciso anterior y, en ningún caso, el incumplimiento de éstos justificará la vulneración de sus derechos”.


Así, resaltó que la propuesta en examen, básicamente, fija su punto central en la formación que las familias y el Estado deben entregar al niño, a fin de que este último ejerza responsablemente sus derechos. De ese modo, precisó, no se establece directamente el deber del niño de respetar los derechos y contenidos abordados por la citada indicación.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que quien le antecedió en el uso de la palabra, más que discrepar, a su juicio, con la proposición, sugiere efectuar una redacción más omnicomprensiva y expresa de los deberes en cuestión.


La Jueza de Familia y Miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Pamela Lobos, por su parte, indicó que no se debe perder de vista que la presente legislación se configura como una ley de derechos, lo que no significa, por cierto, que no existan deberes, sino destacar que el sentido de la normativa es proteger los derechos fundamentales de los niños.


De esa forma, agregó, no se debe pretender tratar de equilibrar, permanentemente, tales prerrogativas con los deberes en comento.


En efecto, añadió, el ordenamiento vigente ya contempla deberes que deben seguir los niños, por ejemplo, en el Código Civil.


Por consiguiente, afirmó que, si se busca establecer deberes distintos de los que ya existen en la normativa en vigor, ello se debe disponer de una forma determinada, ya que de lo contrario se genera incertidumbre y desprotección.


Por último, señaló que, si bien es razonable sostener que los niños deben obediencia a sus padres, también es cierto que ello puede abrir una ventana que posibilite el abuso infantil intrafamiliar.


En consecuencia, finalizó, se debe analizar con moderación el tenor con que se plasme tal deber, teniendo claro que el mismo no procede en forma absoluta, sino que debe ser ejercido por los padres para criar, educar, dirigir y corregir a sus hijos en función de los derechos e interés superior de estos últimos.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, a su turno, explicó que la letra c) del artículo 29 de la Convención sobre los Derechos del Niño recoge el punto en discusión, abordándolo, principalmente, desde el punto de vista del deber de formación que tiene el Estado en este ámbito, en términos de inculcar al niño el respeto por sus padres y por los derechos humanos y libertades fundamentales de las demás personas.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, subrayó que, si se revisan los diversos instrumentos internacionales sobre derechos humanos, se advierte que los deberes se consagran bajo una fórmula genérica.


En ese sentido, agregó, eventualmente podría configurarse una discriminación arbitraria, en el caso del presente proyecto de ley, si se disponen deberes específicos, especialmente si muchos de ellos ya se consideran en el Código Civil.


En la misma línea, resaltó que, en la propia Constitución Política de la República, no obstante garantizarse una serie de derechos fundamentales para las personas adultas, considera sólo un artículo respecto de los deberes, configurado en términos genéricos.

La Honorable Senadora señora Von Baer, destacó que está de acuerdo con incluir la referencia a la formación que, tanto la familia como el Estado, deben dar al niño para que ejerza responsablemente sus derechos.


Sin perjuicio de lo anterior, en su opinión, ello no impide que se pueda aludir directamente los deberes que debe observar el niño, en diversos ámbitos, entendiendo que una fórmula de esta naturaleza no genera un desequilibrio en la estructura del proyecto de ley en estudio, ya que sólo se trata de un artículo que fija ciertos deberes.


No obstante lo previamente sostenido, resaltó que en su propia indicación se señala que el pleno respeto a los derechos de los niños no está condicionado por el cumplimiento de los deberes en cuestión, y, en ningún caso, el incumplimiento de éstos justificará la vulneración de tales prerrogativas.

El Honorable Senador señor Montes, por su parte, expresó que se debe tener en consideración que la Convención sobre los Derechos del Niño fue redactada hace más de treinta años, en un contexto y bajo exigencias muy distintos de los que actualmente se verifican.


Así, añadió, es necesario que en la actualidad los derechos de los niños vayan acompañados de ciertos deberes, que permitan desarrollar en ellos un sentido de responsabilidad en su relación con la sociedad.


En ese sentido, agregó, y a modo de ejemplo, se aprecia que el niño estudiante, en muchas oportunidades, inobserva el deber de respeto hacia el profesor, lo que, al parecer, condiciona significativamente la dinámica en los roles al interior de la comunidad educativa.


Bajo esa lógica, concordó con lo sostenido por quien le precedió en el uso de la palabra, en lo referente a fijar determinados deberes básicos a los niños, más allá de la función formadora que de los mismos debe desarrollar la familia y el Estado.


Finalmente, señaló que, por cierto, el incumplimiento de los deberes por parte de los niños no puede, en ningún caso, validar una vulneración de sus derechos.


La Asesora de la Fundación San Carlos de Maipo, señora María José Pérez, recomendó emplear, eventualmente, una fórmula similar a la contenida en el artículo 32 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos.


La Honorable Senadora señora Von Baer, recomendó, a partir de los elementos indicados en la presente discusión, efectuar una redacción que los permitiera recoger en su integralidad.


Se consigna que, la presente propuesta fue contemplada, finalmente, como artículo 56. En tal sentido, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobaron con modificaciones las indicaciones Nos 7 y 50, con la redacción que a continuación se señala:

“Artículo 56.- Deberes y responsabilidades. El niño, niña y adolescente tiene los deberes que exige el respeto a los derechos y libertades fundamentales de todas las personas y del ordenamiento jurídico; el deber de respeto y obediencia a sus padres o los responsables legales de su cuidado y educación; y el deber de cumplimiento de sus responsabilidades escolares, familiares y comunitarias, siempre y cuando lo anterior no viole sus derechos y garantías o contravenga al ordenamiento jurídico.


El pleno respeto de los derechos del niño, niña o adolescente no está, sin embargo, condicionado por el cumplimiento de los deberes del inciso anterior y, en ningún caso, el incumplimiento de éstos justificará la vulneración de sus derechos.”.
- - - - - - - -

TÍTULO III

SISTEMA DE PROTECCIÓN ADMINISTRATIVA Y JUDICIAL


Se consigna que el Título III del texto aprobado en general por el Honorable Senado, consta de sólo dos artículos (artículos 38 y 39), por lo que, atendidas las indicaciones y proposiciones presentadas en este acápite, el Informe, en este punto, se estructurará de un modo tal que permita, de la mejor forma, describir los significativos cambios que experimentó este Título en su globalidad.

Enunciado


Se deja constancia que, en conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, y a proposición de la Honorable Senadora señora Von Baer, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadora señoras Rincón (Presidenta), Órdenes y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, sustituyó el enunciado del Título III, por el siguiente “De la Protección Integral”.
- - - - - - -

NUEVO ARTÍCULO


Se consigna que, antes de entrar al estudio de las indicaciones presentadas al Título III del proyecto de ley en estudio, la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, discutió la incorporación de un nuevo artículo, referente a las definiciones conceptuales del ámbito proteccional de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


De ese modo, teniendo presente la extensión del nuevo precepto, y en conformidad al artículo 164 del Reglamento del Senado, la Comisión pasó a discutirlo separadamente, en los términos que a continuación se indican.

Inciso primero

Encabezamiento y número 1


“Artículo 57.- Definiciones. Dentro del Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia, los términos que a continuación se señalan se entenderán conforme a las siguientes definiciones:

1. Protección Administrativa Universal.


El Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia incluye la protección administrativa universal de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


La protección administrativa de carácter universal es aquella que efectúa la Administración del Estado respecto de todo niño, niña o adolescente con el fin de promover sus derechos, prevenir riesgos de vulneración y protegerlos, garantizando que los niños, niñas y adolescentes gocen de manera efectiva, y sin discriminación arbitraria, de sus derechos humanos. Se efectúa mediante servicios, presupuestos y prestaciones generales, realizadas por los diversos Ministerios y órganos de la Administración, debidamente coordinados entre sí.

Corresponde al Ministerio de Desarrollo Social y Familia, en coordinación intersectorial con los demás Ministerios y órganos de la Administración del Estado pertinentes y, en particular, es ejecutada a nivel nacional, regional y comunal por la Subsecretaría de la Niñez, las Oficinas Locales de la Niñez y los organismos públicos regionales y comunales competentes.”.

En discusión esta propuesta, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó que la proposición en examen toma en consideración los elementos debatidos, en su oportunidad, referentes a la incorporación de un eventual Título Preliminar en el proyecto de ley que crea el Servicio de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia.


De ese modo, indicó que se trata de un aporte al desarrollo de la iniciativa en estudio.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, por su parte, señaló que, a su juicio, la definición en comento trata acerca de la protección universal, en vez de la protección administrativa universal, por lo que sugirió un eventual cambio en la nomenclatura.


Sin perjuicio de lo anterior, precisó que, con independencia del término que se adopte, la idea en cuestión no sólo abarca a los servicios, presupuestos y prestaciones generales, sino que también a políticas, planes y programas.


Por último, observó que puede existir una eventual contradicción entre el párrafo segundo y tercero del número en debate, en tanto el primero dispone que todos los órganos de la Administración deben realizar este tipo de protección, mientras que luego el siguiente fija tal labor en el Ministerio de Desarrollo Social y Familia.


El Honorable Senador señor Montes, concordó con dejar constancia de que, en la referencia a los “servicios, presupuestos y prestaciones generales”, se entiendan incorporados los planes, políticas y programas que puedan desplegar al efecto los distintos órganos públicos competentes.


Luego, por otra parte, consultó la dependencia institucional de las Oficinas Locales de la Niñez.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, respondió explicando que tales dispositivos cuentan con una doble dependencia, ya que, en términos administrativos, dependerán de las Municipalidades, pero en términos técnicos, lo harán respecto de la Subsecretaría de la Niñez.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, a su turno, en lo referente a lo señalado por la señora Jeldres, expresó que, a juicio, la denominación en cuestión es la pertinente, ya que luego, en las demás definiciones que se presentarán, se encuentran recogidos los otros tipos de protección.


En seguida, en lo relativo a la eventual tensión entre los párrafos segundo y tercero de la propuesta, explicó que el sentido que debe darse a tales preceptos es el siguiente, no obstante que todos los órganos públicos deban realizar, en el ámbito de sus atribuciones, la protección administrativa universal hacia los niños, será el Ministerio de Desarrollo Social y Familia el organismo que llevará a cabo la coordinación de tales acciones, entre las distintas reparticiones estatales competentes.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Órdenes y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó el encabezamiento del inciso primero de la propuesta, al igual que su número 1.
Número 2

Primer y segundo párrafo, y letra a)


“2. Protección Especializada


El Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia incluye la protección especializada de la niñez y adolescencia vulnerada en sus derechos. 


La protección especializada es la que se efectúa respecto de niños, niñas y adolescentes que se encuentran amenazados en el ejercicio de sus derechos, o que han padecido vulneraciones de los mismos, con el fin de restituir el pleno ejercicio de los derechos amenazados o vulnerados, y de reparar las consecuencias de las vulneraciones. Puede ser administrativa o judicial.


a) Protección Administrativa Especializada. Es aquella forma específica de protección que efectúan servicios especializados de la Administración del Estado, respecto de los niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos, a través de la planificación y coordinación de acciones, la provisión de servicios y prestaciones, y la ejecución de planes y programas especializados de intervención, focalizados en las situaciones concretas de amenaza o vulneración en que se encuentran.


Está a cargo y bajo responsabilidad del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, a través del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia y las Oficinas Locales de la Niñez, bajo la supervigilancia y fiscalización directa de la Subsecretaría de la Niñez, de conformidad con lo dispuesto en la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social y Familia y la ley Nº 21.090, que crea la Subsecretaría de la Niñez.


Es iniciada en el ámbito local por las Oficinas Locales de la Niñez en el entorno vital del niño y su familia, sin perjuicio de que los órganos del Estado, en las materias de su competencia, puedan arbitrar las medidas de protección directamente a solicitud del niño niña o adolescente, sus padres y/o madres, representantes legales, quien lo tenga a su cuidado o toda persona interesada en la protección de sus derechos, sin necesidad de acudir a la Oficina Local de la Niñez más cercana a su domicilio. 


Es ejecutada de manera directa por el Estado o por intermedio de instituciones privadas sin fines de lucro, acreditadas por la Subsecretaría de la Niñez, fiscalizadas por ésta y por el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia.


Se efectúa con carácter especializado, y es una instancia colaborativa y de apoyo a la función cuidadora de las familias en resguardo del interés superior del niño, niña o adolescente. En caso de perderse la voluntariedad y/o agravarse la vulneración, la autoridad administrativa debe derivar el caso al tribunal de familia competente.”.

En discusión esta proposición, la Honorable Senadora señora Von Baer, sugirió eliminar, en el tercer párrafo de la letra en análisis, la referencia a la Oficina Local de la Niñez “más cercana a su domicilio”, a fin de no generar dudas de que el niño podrá acudir a cualquiera de estas entidades, y no necesariamente a la más próxima a su residencia.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, concordó con la propuesta de supresión antes planteada, ya que, además de darle la aludida opción al niño, tampoco es bueno que el mismo quede sujeto sólo a una Oficina Local, ya que puede cambiar su domicilio, pasando a vivir, por ejemplo, con sus abuelos.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, manifestó su respaldo a la supresión en comento.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, sugirió que se explicitara que la protección en comento procediera, asimismo, respecto de grupos de niños, niñas y adolescentes, a fin de abordar situaciones que requieren de un tratamiento colectivo, como es el caso de, por ejemplo, el bullying.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, dejó constancia que la protección en examen se entiende que aborda no sólo a los niños, niñas y adolescentes individualmente considerados, sino también a agrupaciones de los mismos.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Órdenes y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó el primer y segundo párrafo del número 2, como también la letra a) de este último, suprimiendo del texto de la propuesta la frase “más cercana a su domicilio”.

Letra b)


“b. Protección Judicial. Es aquella protección específica de carácter especializado que corresponde a los tribunales de justicia ante casos de niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos fundamentales, con el objeto de restituir el ejercicio de sus derechos y reparar las consecuencias de las vulneraciones. Se realiza mediante el ejercicio de la función jurisdiccional especializada establecida en la ley N°19.968, que crea los Tribunales de Familia, y conforme a un debido proceso legal y a los demás derechos garantizados en la Constitución Política de la República y los tratados de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentran vigentes.

El cumplimiento oportuno y eficiente de las acciones de protección dispuestas por los Tribunales de Familia será de responsabilidad compartida del Poder Judicial y del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, a través de la Subsecretaría de la Niñez, las Oficinas Locales de Protección de la Niñez y el Servicio de Protección Especial de la Niñez y la Adolescencia, órganos que actuarán conjunta y coordinadamente, dentro del ámbito de sus respectivas competencias y atribuciones.

Conforme al principio de organización jerárquica, la coordinación nacional, corresponde al presidente de la Corte Suprema de Justicia o al ministro del mismo tribunal especialmente designado al efecto y al Ministro de Desarrollo Social y Familia. A nivel regional, compete a los presidentes de las Cortes de Apelaciones y a los Directores Regionales del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia que correspondan. A nivel comunal, es de responsabilidad de los Delegados Comunales del Servicio y los Jueces Presidentes de los Tribunales de Familia, en caso de Tribunales pluripersonales, del juez Titular del Tribunal de Familia o del Tribunal de Letras con competencia en lo civil competente, tratándose de tribunales unipersonales.”.


En discusión esta propuesta, la Honorable Senadora señora Von Baer, señaló que, a su juicio, no debe recaer en los tribunales de justicia la ejecución de las medidas que se adopten en este ámbito, sino que sólo la disposición de las mismas, por lo que sugirió que ello sea especificado de mejor forma en el primer párrafo de la letra en comento.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, en esa misma línea, explicó que los órganos jurisdiccionales no pueden responsabilizarse del cumplimiento efectivo de la medida de que se trate, sino que ello corresponde al organismo administrativo competente.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, destacó que, sin perjuicio de que a la judicatura no le sea exigible la materialización efectiva de la medida, sí le corresponde efectuar el seguimiento de esta última.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, replicó señalando que, por cierto, a los tribunales les corresponde dar seguimiento a las medidas, lo que no quiere decir que ellos sean responsables por la no concreción de aquéllas.


La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, sugirió analizar una fórmula de texto que permitiera delimitar las atribuciones y responsabilidades tanto de la judicatura como de los órganos administrativos competentes en este ámbito.


Lo anterior, resaltó, sin perjuicio de no existir dudas acerca de que no son los tribunales los responsables por la ejecución material de las medidas.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, por su parte, recomendó cambiar, en el segundo párrafo, el término “acciones de protección”, por “medidas de protección”, en tanto ser este último el concepto técnico-jurídico adecuado.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, a su turno, sugirió cambiar, en el tercer párrafo de la proposición, la referencia a “los Delegados comunales del Servicio”, por “las Oficinas Locales de la Niñez”.


El Honorable Senador señor Montes, señaló, en lo relativo a las funciones de la judicatura en este ámbito, que, a partir de la experiencia de los tribunales laborales, se ha advertido que, si bien se dictan las acciones pertinentes en los juicios respectivos, no se hace un seguimiento de las decisiones jurisdiccionales adoptadas, lo que genera un detrimento para la parte vencedora, especialmente cuando se trata del trabajador.


Lo anterior, destacó, no puede repetirse en este ámbito y en la nueva institucionalidad que se está impulsando, por lo que se deben delimitar las responsabilidades de los tribunales en este contexto, sin perjuicio de evaluar el establecimiento de sanciones cuando la Administración no cumpla con lo dispuesto por el órgano jurisdiccional.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, recordó que la Constitución Política de la República ya establece que a los tribunales de justicia les corresponde, de forma privativa, el conocimiento, juzgamiento y la ejecución de lo juzgado de los asuntos sometidos a la esfera de sus atribuciones.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, como forma de abordar los planteamientos antes expuestos, sugirió incorporar, en el primer párrafo de la letra en examen, luego de la palabra “corresponde”, el término “disponer”.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, por su parte, recomendó, por las razones previamente dichas respecto de la naturaleza de las atribuciones jurisdiccionales, eliminar la responsabilidad compartida que se considera en el párrafo segundo de la letra en análisis.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió aprobar el primer y tercer párrafo de la letra en debate, dejando pendiente la redacción final de su párrafo segundo.


En consecuencia, se consignó que la redacción de los párrafos primero y tercero sería del siguiente tenor.


“b. Protección Judicial. Es aquella protección específica de carácter especializado que corresponde disponer a los tribunales de justicia ante casos de niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos fundamentales, con el objeto de restituir el ejercicio de sus derechos y reparar las consecuencias de las vulneraciones. Se realiza mediante el ejercicio de la función jurisdiccional especializada establecida en la ley N°19.968, que crea los Tribunales de Familia, y conforme a un debido proceso legal y a los demás derechos garantizados en la Constitución Política de la República y los tratados de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentran vigentes.

Conforme al principio de organización jerárquica, la coordinación nacional, corresponde al presidente de la Corte Suprema de Justicia o al ministro del mismo tribunal especialmente designado al efecto y al Ministro de Desarrollo Social y Familia. A nivel regional, compete a los presidentes de las Cortes de Apelaciones y a los Directores Regionales del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia que correspondan. A nivel comunal, es de responsabilidad de las Oficinas Locales de la Niñez y los Jueces Presidentes de los Tribunales de Familia, en caso de Tribunales pluripersonales, del juez Titular del Tribunal de Familia o del Tribunal de Letras con competencia en lo civil competente, tratándose de tribunales unipersonales.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Órdenes y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó el primer y tercer párrafo de la letra b) del número 2 propuesto, bajo el tenor antes descrito.

Número 3

“3. Promoción o Prevención Primaria. Estará a cargo de las Oficinas Locales de la Niñez. Es parte de la protección administrativa general y se desarrolla respecto de todos los niños, niñas y adolescentes, con el fin de elevar el respeto de sus derechos, impulsar la evolución de los mismos y fomentar las condiciones que posibiliten su pleno ejercicio. Se realiza a partir de políticas públicas, generales y especiales, que determinan acciones concretas conforme a criterios de priorización temática, territorial y condiciones de vulnerabilidad.”.


En discusión esta proposición, la Honorable Senadora señora Von Baer, sugirió, por una parte, cambiar la nomenclatura de “protección administrativa general”, por “protección administrativa universal”, a fin de ser coherente con la denominación adoptada en el número 1 de la propuesta, y por otra, incorporar a las familias como parte de este tipo de protección, a fin de que apoye a los grupos familiares en el cuidado de sus niños.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, en la misma línea, sugirió incluir dentro de esta protección, además de las familias, a la comunidad en la que se sitúa el niño.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó que, si bien puede ser pertinente que la protección en comento se despliegue también respecto de la agrupación familiar del niño, estima que no se debe perder de vista que la presente legislación es de derechos y garantías del niño, por lo que no se debe ampliar mayormente los destinatarios de esta normativa.


La Honorable Senadora señora Órdenes, en el mismo sentido, señaló que el foco del proyecto de ley en discusión es el niño, por lo que la incorporación de las familias y la comunidad en este punto pudiese resultar no del todo pertinente.


En efecto, agregó, de lo que se trata es de proteger los derechos fundamentales de los niños, por lo que la inclusión de dichos destinatarios puede, eventualmente, generar un impacto no deseado luego en las políticas públicas que se desplieguen en este contexto.


El Honorable Senador señor Montes, precisó que la incorporación de las familias en este ámbito se debe hacer en lo referente a su rol protector de los niños, y no bajo una óptica de abordar en su integralidad a las complejidades propias de los grupos familiares.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, replicó sosteniendo que, en términos de promoción, el rol de la familia y la comunidad se requieren para, por ejemplo, evitar el abuso sexual infantil.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió sólo añadir a las familias en este punto, debido a su importancia y trascendencia en el desarrollo del niño.


A partir de los postulados previamente descritos, se recomendó la siguiente redacción para el número en examen.

“3. Promoción o Prevención Primaria. Estará a cargo de las Oficinas Locales de la Niñez. Es parte de la protección administrativa universal y se desarrolla respecto de todos los niños, niñas y adolescentes, y de sus familias, con el fin de elevar el respeto de sus derechos, impulsar la evolución de los mismos y fomentar las condiciones que posibiliten su pleno ejercicio. Se realiza a partir de políticas públicas, generales y especiales, que determinan acciones concretas conforme a criterios de priorización temática, territorial y condiciones de vulnerabilidad.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Órdenes y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó el número 3 propuesto, bajo el tenor antes descrito.

Número 4

“4. Prevención Secundaria o Prevención Selectiva. Estará a cargo de las Oficinas Locales de la Niñez. Es parte de la protección administrativa universal y se desarrolla respecto de niños, niñas y adolescentes que se encuentran en situación de riesgo de vulneración de sus derechos, al vivir y desarrollarse en un entorno familiar, barrial y escolar en los que predominan los factores ambientales de vulnerabilidad por sobre los de protección. Se realiza mediante acciones de protección de carácter local e integrador y la articulación de medidas destinadas a mejorar las condiciones psicosociales individuales y los contextos familiares y comunitarios en que se desenvuelven los niños, niñas y adolescentes.”.


En discusión esta proposición, la Honorable Senadora señora Von Baer, destacó que, de acuerdo a la redacción de esta propuesta, este tipo de prevención sólo se desarrolla en caso de que el niño en riesgo de afectación de sus derechos se encuentre en un entorno familiar, barrial o escolar en el que predominan los factores ambientales de vulnerabilidad.


Por consiguiente, añadió, y a fin de no circunscribir este tipo de acciones de prevención sólo respecto de ciertas familias que se estiman como socioeconómicamente vulnerables, sugirió eliminar la referencia al aludido entorno del niño. Lo anterior, resaltó, en tanto, a su juicio, la Oficina Local de la Niñez debe intervenir en los casos en que ello se requiera, sin que sus funciones se focalicen, únicamente, en familias de los niveles socioeconómicos más bajos.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, concordó con lo sostenido por quien le precedió en el uso de la palabra, indicando que la eliminación de la referencia antes enunciada impediría que se condicionaran las labores de prevención secundaria al entorno familiar, barrial o escolar en el que se desenvuelve el niño.


La Honorable Senadora señora Von Baer, precisó que, justamente, la supresión en cuestión permitiría que las acciones preventivas se desplegaran en cualquier situación de riesgo de vulneración de los derechos de un niño.


A partir de las posiciones previamente expresadas, se sugirió la siguiente redacción para el número en examen.


“4. Prevención Secundaria o Prevención Selectiva. Estará a cargo de las Oficinas Locales de la Niñez. Es parte de la protección administrativa universal y se desarrolla respecto de niños, niñas y adolescentes que se encuentran en situación de riesgo de vulneración de sus derechos. Se realiza mediante acciones de protección de carácter local e integrador y la articulación de medidas destinadas a mejorar las condiciones psicosociales individuales y los contextos familiares y comunitarios en que se desenvuelven los niños, niñas y adolescentes.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Órdenes y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó el número 4 propuesto, bajo el tenor antes descrito.

Número 5


“5. Intervención Especializada o Prevención Terciaria. Corresponde a la protección administrativa especializada, y como tal se desarrolla respecto de niños, niñas y adolescentes que se encuentran vulnerados en sus derechos con fines de restitución, reparación, reintegración familiar y comunitaria y reinserción social, según corresponda.”.


En discusión esta proposición, el Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, sugirió que el concepto en examen sólo hiciera referencia a la intervención especializada, en tanto, a su juicio, no pueden haber labores preventivas en los casos en que la vulneración de los derechos del niño ya ha ocurrido.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, replicó expresando que la idea de prevención terciaria es del todo procedente, en tanto, una vez configurada la afectación, se deben desplegar acciones de prevención para evitar la revictimización del niño.


La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, preguntó si las labores en comento serán realizadas por el Servicio de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, respondió afirmativamente.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en seguida, consultó si las labores de protección administrativa universal serían realizadas por el Servicio o por las Oficinas Locales de la Niñez.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, contestó que, en este caso en particular, el rol que juegan ambas entidades es compartido, ya que pueden existir casos en que hayan derivaciones directamente por parte de las Oficinas Locales de la Niñez, y otros en que las medidas de protección se dirijan al Servicio, sin pasar por los dispositivos locales.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Órdenes y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó el número 5 propuesto, bajo el tenor antes descrito.

Número 6


“6. Restitución. Es el conjunto de intervenciones especializadas diseñadas, implementadas y ejecutadas para poner fin a las amenazas de vulneración de derechos que afectan a un niño, niña y adolescente y/o para restablecer el goce y ejercicio de los derechos fundamentales afectados como consecuencia de vulneraciones de sus derechos. Incluye la reintegración familiar y comunitaria, y la reinserción social, según corresponda.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Órdenes y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó el número 6 propuesto, bajo el tenor antes descrito.
Número 7


“7. Reparación. Es el conjunto de intervenciones especializadas diseñadas, implementadas y ejecutadas con el fin de reparar, en los ámbitos físico, emocional, psicológico, social, y material, el daño o mal causado a un determinado niño, niña o adolescente, producto de las vulneraciones de derechos sufridas.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Órdenes y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó el número 6 propuesto, bajo el tenor antes descrito.

Luego de la aprobación de este artículo sobre definiciones, se consigna que se efectuaron las siguientes observaciones.


La Honorable Senadora señora Von Baer, sugirió examinar luego la reordenación de los numerales de la disposición en cuestión, a fin de que queden estructurados de manera lógica y coherente.


La Jueza de Familia y Miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Pamela Lobos, recomendó que las definiciones fuesen, eventualmente, revisadas, a fin de que los destinatarios de los conceptos identifiquen con claridad las acciones que deben realizar.


El Asesor de la Fundación San Carlos de Maipo, señor Gabriel Guzmán, por su parte, indicó que, en lo referente a la gestión pública de sistemas complejos, un árbol conceptual con un alto grado de especificidad puede aparejar efectos no deseados, especialmente en términos de fragmentación de la intervención social que se ejecute.


Posteriormente, señaló que la redacción del artículo antes aprobado, si bien refleja, en términos generales, las vulneraciones desde un enfoque familiar, se hace necesario, asimismo, explicitar aquellos casos en que las afectaciones provienen desde el Estado, a fin de que se pueda exigir a la institucionalidad la restitución de los derechos.


El Honorable Senador señor Ossandón, replicó aseverando que se deben fijar acciones posibles y viables para el Estado, a objeto de que este último pueda, en los hechos, materializarlas, evitando de esa forma ampliar el margen de responsabilidad que el aparataje estatal puede razonablemente asumir.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la reapertura del debate del inciso primero del presente artículo

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, junto con el Ejecutivo, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, consensuaron la siguiente propuesta sustitutiva, la que se pasa a describir.


“Artículo 57.- Definiciones. El Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia realiza sus funciones a partir de una serie de acciones destinadas al respeto, protección y cumplimiento de todos los derechos y garantías de niños, niñas y adolescentes establecidos en la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño, así como en esta ley y en otras normativas jurídicas nacionales en materia de niñez, a través de los cuales se asegura su goce efectivo y se desarrolla un mecanismo de exigibilidad de los mismos.


1. Medios de acción. La protección integral se desarrolla a partir de una red intersectorial integrada de diferentes medios de acción ejecutados a partir de políticas, planes, programas, servicios, prestaciones, procedimientos y medidas de protección de derechos, realizadas por diferentes órganos de la Administración del Estado, debidamente coordinados entre sí, así como por actores de la sociedad civil. Compete al Ministerio de Desarrollo Social y Familia, en coordinación intersectorial con los demás Ministerios y órganos de la Administración del Estado pertinentes y, en particular, es ejecutada a nivel nacional, regional y comunal por la Subsecretaría de la Niñez, las Oficinas Locales de la Niñez y los organismos públicos regionales y comunales competentes.


2. Ámbitos de acción. La protección integral de carácter universal es aquella que efectúa el Estado respecto de todo niño, niña o adolescente en los siguientes ámbitos:


a) Promoción y defensa de derechos: son acciones destinadas a elevar el respeto de todos los derechos de niños, niñas y adolescentes, garantizar su efectividad, fomentando las condiciones que posibiliten su pleno ejercicio. Se realiza a partir de políticas públicas, generales y especiales, que determinan acciones concretas conforme a criterios de priorización temática, territorial y condiciones de vulnerabilidad, destinadas a niños, niñas y adolescentes, así como a la población general.


b) Seguimiento y acompañamiento: son acciones destinadas a niños, niñas y adolescentes, familias y comunidades, cuyo objetivo es dar apoyo, protección y acompañamiento con el fin de asegurar las condiciones que sean necesarias, con pertinencia a cada situación, para lograr el desarrollo integral y equitativo de la niñez y adolescencia. Estas acciones comprenden el levantamiento de alertas para activar procedimientos reforzados y derivaciones. Se sustenta en el sistema de protección social que se rige bajo principios de universalidad, adaptabilidad y enfoque de ciclo vital, y en garantías reforzadas para grupos que se encuentran en una mayor situación de desventaja, exclusión o discriminación.


c) Protección de derechos: son acciones para preservar o restituir el ejercicio de derechos de niños, niñas y adolescentes, cuando se hayan detectado amenazas o vulneraciones, ya sea limitando o privando su ejercicio, por acción u omisión del Estado, la sociedad, las familias, los cuidadores o por sí mismos. Su objeto será impedir la situación, reparar las consecuencias y evitar una nueva concurrencia. La determinación de decisiones y desarrollo del proceso se realizará con estricto respeto del derecho del niño, niña y adolescente a que le sea considerado su interés superior y los otros principios dispuestos en la Convención sobre los Derechos del Niño. Las medidas de protección de derechos que se dispongan podrán ser administrativas o judiciales, dispuestas por resolución fundada de la autoridad competente.


La protección comprende la preservación y la restitución de derechos, la cual es el conjunto de prestaciones diseñadas, implementadas y ejecutadas para poner fin a las amenazas de vulneración de derechos que afectan a un niño, niña y adolescente y/o para restablecer el goce y ejercicio de los derechos fundamentales afectados como consecuencia de vulneraciones de sus derechos.


La reparación es el conjunto de acciones especializadas diseñadas, implementadas y ejecutadas con el fin de reparar, en los ámbitos físico, emocional, psicológico, social y material, el daño o mal causado a un determinado niño, niña o adolescente, producto de las vulneraciones de derechos sufridas.


3. Protección especial. Dentro de las acciones de protección de derechos se desarrollará la protección especial, la que está destinada a niños, niñas y adolescentes que necesitan de servicios y prestaciones que provean una atención diferenciada y especializada, incorporando acciones de reparación psicosocial y restitución de derechos, cuando éstos se han vistos amenazados o vulnerados.


La protección especial podrá ser administrativa o judicial, de acuerdo con las funciones y competencias señaladas en la presente ley.


El Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia proveerá de prestaciones en este marco de manera directa, o por intermedio de instituciones privadas sin fines de lucro, acreditadas por la Subsecretaría de la Niñez para el cumplimiento de esta función pública y fiscalizadas por ésta.


4. Procedimiento de la protección de derechos. La protección de derechos es iniciada, en el ámbito local, por las Oficinas Locales de la Niñez en el entorno vital del niño, niña y adolescente y ejecutada por los diferentes medios de acción dispuestos por esta ley.


El procedimiento se desarrolla como una instancia de colaboración, conciliación y de apoyo a la función cuidadora de las familias, en resguardo del interés superior del niño, niña o adolescente, y se ejecuta mediante la dictación de medidas de protección, las cuales pueden ser de carácter administrativo o judicial, según las competencias fijadas por el presente marco legal.


En caso de perderse la voluntariedad y/o requerirse la intervención judicial, en función de sus competencias, la autoridad administrativa debe derivar el caso al tribunal de familia competente.


5. Protección Judicial. Es aquella protección específica de carácter especializado que corresponde disponer a los tribunales de justicia ante casos de niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos fundamentales, con el objeto de restituir el ejercicio de sus derechos y reparar las consecuencias de las vulneraciones. Se realiza mediante el ejercicio de la función jurisdiccional especializada, establecida en la ley N°19.968, que crea los Tribunales de Familia, y conforme a un debido proceso legal y a los demás derechos garantizados en la Constitución Política de la República y en los tratados de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentran vigentes.


La protección judicial no es excluyente de la administrativa.


La coordinación necesaria para el cumplimiento efectivo y oportuno de la protección a nivel regional, compete a los Presidentes de las Cortes de Apelaciones y a los Directores Regionales del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia que correspondan. A nivel comunal, es de responsabilidad de las Oficinas Locales de la Niñez y de los jueces presidentes de los tribunales de familia, en caso de tribunales pluripersonales, del juez titular del tribunal de familia o del juzgado de letras competente, tratándose de tribunales unipersonales.”.


En discusión esta propuesta, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, precisó que se consideró necesario suprimir, en la estructura de la proposición, el siguiente inciso:

“El cumplimiento oportuno y eficiente de las medidas de protección, dispuestas por los Tribunales de Familia, será de responsabilidad compartida del Poder Judicial y del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, a través de la Subsecretaría de la Niñez, las Oficinas Locales de Protección de la Niñez y el Servicio de Protección Especial de la Niñez y la Adolescencia, órganos que actuarán conjunta y coordinadamente, dentro del ámbito de sus respectivas competencias y atribuciones.”.


Lo anterior, explicó, en tanto no se puede responsabilizar al Ministerio de Desarrollo Social y Familia por el cumplimiento de las medidas de protección dispuestas por los tribunales.


El Honorable Senador señor Montes, indicó que, más que la supresión de tal inciso, lo que debiese efectuarse es la diferenciación de roles, en este ámbito, entre la Administración y la judicatura, precisamente para delimitar las responsabilidades de una y otra en estas materias.


En efecto, agregó, por cierto que existe una relación con la Administración al momento en que el órgano jurisdiccional dispone de una medida de protección, en tanto la primera proveerá la oferta programática respectiva.


Sin perjuicio de lo anterior, resaltó que la eliminación en cuestión responde al hecho de que el tenor del citado precepto establecía la responsabilidad compartida entre los órganos administrativos y los tribunales en este contexto, lo que, por cierto, no es correcto ni pertinente.


La Jefa de la División de Promoción y Prevención de la Subsecretaría de la Niñez, señora Blanquita Honorato, en la misma línea expresada por quien le precedió en el uso de la palabra, subrayó que resulta conceptualmente problemático establecer la citada responsabilidad compartida, de ahí que se prefiera delimitar la esfera de responsabilidad a la que se sujetará la Administración, por una parte, y la judicatura, por otra, cuestión que, a su juicio, se logra de buena forma a lo largo del articulado del proyecto de ley en estudio.

El Honorable Senador señor Montes, expresó que uno de los grandes problemas que debe asumir la iniciativa en estudio y que, lamentablemente, excede al particular y se presenta en la forma en la que actúa nuestro Estado, es la dificultad que exhibe el aparataje estatal nacional para actuar coordinadamente en distintos ámbitos, siendo esto último, a su juicio, una de las grandes problemáticas públicas que debe ser asumida en los procesos de modernización del Estado.


Por tal razón, reiteró, no puede estar ausente la responsabilidad del Ejecutivo en la implementación de las medidas de protección dictadas por los órganos jurisdiccionales, por lo que más bien se deben separar los ámbitos de responsabilidades entre ambas entidades.


De ese modo, señaló que aprueba la propuesta en examen sólo porque la eliminación del inciso antes aludido se debe a que el mismo empleaba una fórmula conceptualmente errada, como lo es la compartición de responsabilidades entre la Administración y la judicatura.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la propuesta sustitutiva previamente descrita.
REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó una segunda reapertura del debate del del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la propuesta de enmienda que a continuación se pasa a describir.


La propuesta, incorpora el siguiente inciso penúltimo al artículo en referencia.


“La adopción y el cumplimiento oportuno y eficiente de las medidas de protección será de responsabilidad del Poder Judicial, el que ordena las medidas de protección judiciales. A la Subsecretaría de la Niñez corresponde la supervigilancia del trabajo de las Oficinas Locales de la Niñez, las que adoptan medidas de protección administrativas, y del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, que las ejecuta. Dichos órganos actuarán conjunta y coordinadamente, dentro del ámbito de sus respectivas competencias y atribuciones.”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la propuesta antes descrita.
- - - - - - - -

NUEVO ARTÍCULO


Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió la incorporación, luego del precepto antes analizado, de la siguiente disposición, relativa a las amenazas y vulneraciones no graves de derechos.

“Artículo 58.- De la amenaza y vulneración no grave de derechos. Se entenderá por amenaza a los derechos de niños, niñas y adolescentes, la situación de riesgo de vulneración de sus derechos, y por vulneración no grave, la limitación o perjuicio leve de su desarrollo y bienestar, por cualquier circunstancia personal, familiar o social.


Entre otras, son amenazas:


a) La falta de atención del niño, niña o adolescente por parte de sus padres, representantes legales o por quien lo tenga a su cuidado, cuando importe un perjuicio leve para su salud física o emocional.


b) La dificultad para la atención y cuidado adecuado al niño, niña o adolescente, a pesar de su voluntad de hacerlo, por parte de los padres, representantes legales o de quienes lo tengan a su cuidado, que pueda importarle un perjuicio leve. 


c) Las carencias de cualquier tipo que puedan producir marginación, inadaptación o afectación de sus derechos, cuando no puedan ser compensadas por la familia ni hayan sido tratadas por los servicios administrativos a impulso de ésta. 


d) La falta de escolarización en edad obligatoria, el absentismo y el abandono escolar.


e) La falta de controles periódicos de salud o de las inmunizaciones obligatorias.


f) El conflicto abierto y crónico entre los progenitores, separados o no, cuando anteponen sus necesidades a las del niño, niña o adolescente.


g) La imposibilidad o incapacidad de los padres y/o madres, representantes legales o de quienes lo tengan a su cuidado, de regular la conducta del niño, niña o adolescente, provocando un peligro evidente de hacerse daño a sí mismo o de perjudicar a terceros.


h) Cualquier otra circunstancia persistente que pueda evolucionar y derivar en la vulneración de los derechos del niño, niña o adolescente. 


La amenaza y vulneración no grave a los derechos requiere de la intervención de la Oficina Local de la Niñez competente para la adopción de medidas de protección que eliminen, reduzcan o compensen las dificultades o perjuicios que atraviesa el niño, la niña o el adolescente, así como su familia, siempre que para la protección efectiva no sea necesaria su separación del núcleo familiar. En todo caso, la intervención judicial no es excluyente de la administrativa.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la proposición en examen.
- - - - - - - -

NUEVO ARTÍCULO


Se hace presente que la Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, debatió la incorporación, luego del precepto antes analizado, de la siguiente disposición, relativa a las vulneraciones graves de derechos.

Incorporar el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo 59.- De la vulneración grave de derechos. Se entenderá por vulneración grave de derechos o garantías de los niños, niñas y adolescentes la limitación o perjuicio severo de su desarrollo y bienestar, por cualquier circunstancia personal, familiar o social.


En cualquier caso, son situaciones de amenaza o vulneración grave, entre otras:


a) El abandono por parte de sus padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tengan legalmente a su cuidado. 


b) La falta de atención por parte de sus padres y/o madres, representantes legales o por quien lo tenga a su cuidado, cuando importe un perjuicio grave.


c) La dificultad grave de los padres y/o madres, representantes legales o de quienes lo tengan a su cuidado, para su atención y cuidado adecuado, a pesar de su voluntad de hacerlo. 


d) Los malos tratos físicos o psíquicos, los abusos sexuales, explotación u otras situaciones de la misma naturaleza. 


e) La inducción a la mendicidad, a la comisión de delitos, al comercio sexual, al tráfico de estupefacientes, o situaciones de gravedad análoga. 


f) Las adicciones de los padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tengan legalmente a su cuidado, que repercutan gravemente en su desarrollo y bienestar. 


g) El suministro de drogas, estupefacientes o cualquier otra sustancia psicotrópica o tóxica.


h) La violencia de género, violencia intrafamiliar u otras circunstancias en el entorno sociofamiliar del niño, niña o adolescente que perjudiquen gravemente su desarrollo y bienestar. 


i) La negativa a participar, la obstaculización o falta de colaboración persistente y constatada de los padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tengan legalmente a su cuidado, en los procesos de protección administrativo o judicial, que ponga en peligro la seguridad del niño, niña o adolescente.


j) El maltrato prenatal que pueda originar graves secuelas al futuro nacimiento de un niño o niña debido a la falta de atención o cuidado de la mujer durante el proceso de gestación, o a la violencia ejercida en su contra por parte del progenitor o de terceras personas. 


Las amenazas y vulneraciones de derechos, así entendidas, competen a los tribunales de familia, sin perjuicio de que el caso siga siendo gestionado por la Oficina Local de la Niñez competente y que ésta adopte, respecto del mismo niño, niña o adolescente y/o de su familia, todas las medidas de protección administrativa que sean procedentes.


La protección judicial no es excluyente de la administrativa.”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la proposición en examen.
Indicación Nº 216.a.a


216.a.a.- De su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar el Título III por el siguiente:

“Título III

De la Protección Administrativa

Párrafo 1°

Cuestiones Preliminares


Artículo 38.- Deber de los órganos de la Administración del Estado. Los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, deben proveer los servicios sociales que correspondan para propender a la plena satisfacción de los derechos de los niños, niñas y adolescentes en forma oportuna y eficaz.


Sin perjuicio de lo anterior, la familia es quien tendrá la responsabilidad primordial de otorgar protección y asistencia a sus hijos menores de 18 años y a los niños, niñas y adolescentes que tengan legalmente bajo su cuidado, y será responsabilidad del Estado generar las condiciones sociales necesarias para que ésta pueda ejercer este rol.


Artículo 39.- De las Oficinas Locales de la Niñez. El Ministerio de Desarrollo Social y Familia, de conformidad al artículo 3° bis de la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social y Familia y modifica cuerpos legales que indica, deberá establecer Oficinas Locales de la Niñez con competencia en una comuna o agrupación de comunas, a lo largo de todo el territorio nacional, las que serán las encargadas de la protección administrativa de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, a través de la promoción de los mismos, la prevención de vulneraciones, y su protección general, mediante acciones de carácter administrativo. La coordinación y supervisión de las Oficinas Locales de la Niñez corresponderá al Ministerio de Desarrollo Social y Familia, a través de la Subsecretaría de la Niñez.


El Presidente de la República, mediante decretos supremos expedidos, a través del Ministerio de Desarrollo Social y Familia y suscritos además por el Ministro de Hacienda, establecerá la instalación de las Oficinas Locales de la Niñez necesarias, y el ámbito de su competencia territorial. El Ministerio de Desarrollo Social y Familia podrá celebrar convenios con una o más municipalidades para desarrollar las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez. De esta forma, la función establecida para las municipalidades en la letra m) del artículo 4 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, de Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, se cumplirá a través de los convenios celebrados con el Ministerio de Desarrollo Social y Familia para el desarrollo de las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez. Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social y Familia también podrá suscribir convenios de colaboración y/o transferencias con otros organismos públicos.


Para los efectos de la presente ley se entenderá por:


a) Promoción: toda acción destinada a la difusión de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, con el objetivo de sensibilizar y educar en su ejercicio y defensa.


b) Prevención: toda acción destinada a evitar situaciones que atenten contra la integridad personal y desarrollo integral de los niños, niñas y adolescentes. 


c) Protección general: toda acción destinada a la asistencia del niño, niña y adolescente, y de su familia en el resguardo de sus derechos, con el objeto de facilitar el acceso a los servicios, prestaciones o atenciones que sean requeridas para dar protección a los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


Las Oficinas Locales de la Niñez tendrán un coordinador local y un equipo multidisciplinario con gestores de casos, y su personal dependerá administrativamente de la entidad correspondiente.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia, y suscrito por el Ministro de Hacienda, determinará la normativa técnica y metodológica que deban cumplir las Oficinas Locales de la Niñez y las demás normas necesarias para su adecuado funcionamiento. Para tales efectos, la Subsecretaría de la Niñez será la encargada de proponer dicha normativa.


Artículo 40.- Principios de la Protección Administrativa. Serán principios de la protección administrativa la intersectorialidad, la coordinación, la progresividad, el enfoque intercultural, la desconcentración, la flexibilidad, la voluntariedad de la atención, la eficiencia y la eficacia.

Párrafo 2°

De las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez


Artículo 41.- De las funciones. Las Oficinas Locales de la Niñez deberán desarrollar la promoción, prevención y protección general de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, a través de las siguientes funciones:


a) Orientar a los niños, niñas y adolescentes y a sus familias, en el ejercicio de sus derechos.


b) Fortalecer e impulsar la participación de los niños, niñas y adolescentes, sus familias, comunidades y la sociedad civil en materias relacionadas con la protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


c) Detectar oportunamente riesgos de vulneraciones de derechos de un niño, niña y adolescente, teniendo en consideración los factores de riesgo y factores protectores de éste, su familia y su entorno.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia y suscrito por el Ministro de Hacienda regulará el instrumento de focalización necesario para la prevención y detección oportuna de riesgos de vulneraciones de derechos de un niño, niña y adolescente, y la entrega de su oferta. El Ministerio de Desarrollo Social y Familia, a través de la Subsecretaría de Evaluación Social, estará encargado de la definición, administración, coordinación y tratamiento de los datos personales del referido instrumento de focalización, de acuerdo al artículo 3 letra f) de la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social y Familia y modifica cuerpos legales que indica.


d) Derivar a los niños, niñas y adolescentes, y sus familias a los órganos competentes, a fin de que puedan acceder a las prestaciones necesarias para el debido resguardo de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, actuando de manera coordinada con dichos órganos. 


Especialmente, articulará la oferta de los servicios sociales vinculados al Subsistema de Protección Integral de la Infancia “Chile Crece Contigo”, a través de redes intersectoriales a nivel comunal, regional y nacional, procurando el acceso de los niños, niñas y adolescentes, a la oferta social disponible.


En caso de detectar necesidades de oferta para el desarrollo integral de los niños, niñas y adolescentes en su territorio, la Oficina Local de la Niñez deberá informar al secretario regional ministerial de Desarrollo Social y Familia correspondiente, quien, a su vez, anualmente, tendrá que comunicar de esta situación al Comité Interministerial de Desarrollo Social, Familia y Niñez y a la Subsecretaría de Evaluación Social, con el objetivo de analizar la pertinencia de una posible ampliación de la oferta o de nueva oferta en el territorio. 


Para llevar a cabo esta función, existirá una mesa de articulación interinstitucional a nivel regional, en la que participarán distintos órganos del Estado que tengan por objeto resguardar el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia determinará la integración y funcionamiento de dicha mesa. 


e) Realizar el seguimiento y monitoreo de los niños, niñas y adolescentes, atendidos por la Oficina Local de la Niñez, y de los que sean egresados de algún programa de protección especializada del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, cualquiera sea su denominación legal, cuando corresponda.


Artículo 42.- Del deber de reserva y confidencialidad. Los funcionarios de los órganos del Estado y toda persona que, en virtud de las funciones señaladas precedentemente, traten datos personales de niños, niñas y adolescentes, o de sus familias, deben guardar secreto o confidencialidad a su respecto y abstenerse de utilizar dicha información con una finalidad distinta de las funciones legales que les corresponda desempeñar o utilizarla en beneficio propio o de terceros.


Se encuentran especialmente sujetos a reserva y confidencialidad todo informe, registros jurídicos y médicos, actas de audiencia, historial de vida, así como documentos relacionados con la forma, contenido y datos de los diagnósticos o intervenciones a las que está o estuvo sujeto el niño, niña y adolescente.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la ley N° 18.834, que aprueba Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.


El que revelare o consintiere en que otro acceda a la información que poseyera bajo el deber de confidencialidad regulado en el inciso primero, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó una proposición para modificar los distintos artículos considerados por aquélla, los que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, fueron debatidos separadamente.
Propuesta de redacción del artículo sobre 
las Oficinas Locales de la Niñez


“Artículo 67.- De las Oficinas Locales de la Niñez. El Ministerio de Desarrollo Social y Familia, de conformidad al artículo 3° bis de la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social y Familia y modifica cuerpos legales que indica, deberá establecer Oficinas Locales de la Niñez con competencia en una comuna o agrupación de comunas, a lo largo de todo el territorio nacional, las que serán las encargadas de la protección administrativa de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, a través de la promoción de los mismos, la prevención de vulneraciones y la protección de sus derechos, tanto de carácter universal como especializada, mediante acciones de carácter administrativo. La coordinación y supervisión de las Oficinas Locales de la Niñez corresponderá al Ministerio de Desarrollo Social y Familia, a través de la Subsecretaría de la Niñez.

El Presidente de la República, mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, suscritos además por el Ministro de Hacienda, establecerá la instalación de las Oficinas Locales de la Niñez necesarias, y el ámbito de su competencia territorial. El Ministerio de Desarrollo Social y Familia podrá celebrar convenios con una o más municipalidades para desarrollar las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez. De esta forma, la función establecida para las municipalidades en la letra m) del artículo 4 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, de Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, se cumplirá a través de los convenios celebrados con el Ministerio de Desarrollo Social y Familia para el desarrollo de las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez. Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social y Familia podrá suscribir convenios de colaboración y/o transferencias con otros organismos públicos.


Las Oficinas Locales de la Niñez tendrán un coordinador local y un equipo multidisciplinario con gestores de casos, y su personal dependerá administrativamente de la municipalidad correspondiente y funcionalmente de la Subsecretaría de la Niñez

Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia, suscrito por el Ministro de Hacienda, determinará la normativa técnica y metodológica que deban cumplir las Oficinas Locales de la Niñez y las demás normas necesarias para su adecuado funcionamiento. Para tales efectos, la Subsecretaría de la Niñez será la encargada de proponer dicha normativa.”.


En votación el artículo referente a las Oficinas Locales de la Niñez incorporado en la indicación N° 216.a.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Órdenes y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, lo aprobó con modificaciones, reubicándolo en el Párrafo 3° del presente Título III, bajo la redacción antes descrita.
Propuesta de redacción del artículo sobre

las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez


“Artículo 68.- De las funciones. Las Oficinas Locales de la Niñez deberán desarrollar la promoción, prevención y protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, a través de las siguientes funciones:

a) Orientar a los niños, niñas y adolescentes y a sus familias, en el ejercicio de sus derechos.

b) Fortalecer e impulsar la participación de los niños, niñas y adolescentes, sus familias, comunidades y la sociedad civil en materias relacionadas con la protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


Lo anterior, se realizará por medio de la constitución de Consejos Consultivos Comunales, compuestos por niños, niñas y adolescentes, los que deberán sesionar periódicamente.

c) Detectar oportunamente riesgos de vulneraciones de derechos de un niño, niña o adolescente, teniendo en consideración los factores de riesgo y factores protectores de éste, su familia y su entorno.

Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia, suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará el instrumento de focalización necesario para la prevención y detección oportuna de riesgos de vulneraciones de derechos de un niño, niña o adolescente y la entrega de su oferta. El Ministerio de Desarrollo Social y Familia, a través de la Subsecretaría de Evaluación Social, estará encargado de la definición, administración, coordinación y tratamiento de los datos personales del referido instrumento de focalización, de acuerdo al artículo 3 letra f) de la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social y Familia y modifica cuerpos legales que indica.


d) Iniciar y gestionar los procesos de protección administrativa universal y/o especializada de los derechos de los niños, niñas o adolescentes destinados a adoptar las medidas de protección a las que se refiere el Párrafo 3° del presente Título III, de oficio o a petición del niño, niña o adolescente, sus padres y/o madres, sus representantes legales o quien lo tenga legalmente a su cuidado, o de cualquier persona interesada en el respeto de los derechos de niños, niñas y adolescentes, de conformidad con el procedimiento legal establecido en el artículo 74. Si se trata de procesos de protección universal se estará a lo dispuesto la letra e) y g) de esta misma disposición. Si se tratase de procesos de protección especializada se atenderá a lo dispuesto en las letras f) y g) de este artículo. 

e) Realizar los procesos de protección administrativa universal a los que se refiere la letra d) precedente, de los derechos de los niños, niñas y adolescentes ante la detección de riesgos de vulneración de cualquiera de sus derechos. La Oficina Local de la Niñez recepcionará los antecedentes y realizará un diagnóstico biopsicosocial del niño, niña o adolescente y su familia. El Coordinador de la Oficina Local de la Niñez adoptará la o las medidas de protección administrativa que correspondan conforme a los resultados del mencionado diagnóstico y elaborará un plan de intervención personalizado con el niño, niña o adolescente y su familia, si correspondiese.


Este plan de intervención será voluntario, se consignará en un acuerdo celebrado con el niño, niña o adolescente y su familia, si es que corresponde, y se construirá en base a procedimientos previamente establecidos a nivel reglamentario, en los que han de respetarse y resguardarse todos los derechos de los niños niñas y adolescentes, observándose las garantías de un debido proceso legal.

Adoptado el acuerdo, la Oficina Local de la Niñez dará inicio a la implementación de la o las medidas de protección administrativa, derivando a los niños, niñas y adolescentes, y sus familias, a los órganos competentes, en concordancia con el plan de intervención y el acuerdo mencionados en el párrafo precedente, a fin de que puedan acceder a las prestaciones sociales necesarias para el debido resguardo de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, actuando de manera coordinada con dichos órganos, quienes estarán obligados a ejecutar las acciones debidas en el tiempo y forma establecidas en los instrumentos públicos antes referidos, y a enviar a la Oficina Local de la Niñez los informes de resultados de las intervenciones solicitadas.

f) Realizar los procesos de protección administrativa especializada referidos en la letra d) de esta disposición, respecto de niños, niñas o adolescentes que se encontrasen vulnerados en uno o más de sus derechos. 

Si la Oficina Local de la Niñez realiza el diagnóstico biopsicosocial del niño, niña o adolescente y su familia, y resultare una sospecha de que éste se encuentra vulnerado en uno o más de sus derechos, lo derivará al programa de diagnóstico clínico especializado del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia más cercano a su domicilio, previa coordinación con la Dirección Regional que corresponda de dicho Servicio, a fin de confirmar o descartar la vulneración.

En el caso de que el diagnóstico clínico especializado constate una vulneración de derechos, la Oficina Local de la Niñez iniciará un proceso de protección administrativa especializado, elaborará un plan de intervención personalizado con el niño, niña o adolescente y su familia, si fuere del caso, de acuerdo con a los resultados del mencionado diagnóstico; y el Coordinador de la Oficina Local adoptará la o las medidas de protección administrativa que correspondan. De ser posible, y de acuerdo al procedimiento descrito en el artículo 74, las medidas deberán ser abordadas con el niño, niña o adolescente y/o su familia.

Decidido el plan de Intervención, la Oficina Local de la Niñez dará inicio a la implementación de la o las medidas de protección administrativa y coordinará su ejecución, derivando a los programas ambulatorios del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia a los que los niños, niñas y adolescentes, y/o sus familias requieran acceder, conforme al plan de intervención elaborado para estos fines.

En caso de que el niño, niña o adolescente y/o su familia no cumpla con el plan de intervención, no adhiera al programa de diagnóstico especializado, o al programa de intervención del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia al que la Oficina Local de la Niñez lo haya derivado en virtud del diagnóstico realizado, la Oficina Local de la Niñez deberá poner en conocimiento de aquello, inmediatamente, al tribunal de familia competente.

Las municipalidades, en conformidad con lo establecido en el artículo 4° de la ley N° 20.032, podrán acreditarse como colaboradores del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, para postular a la licitación de los programas de la línea de acción de diagnóstico clínico especializado, pericia y seguimiento de casos; y, en caso de adjudicársela, ejecutar directamente dichos programas.

g) Realizar el seguimiento y monitoreo de las medidas de protección de su competencia y de los planes de intervención contenidos en ellas, referidos en las letras d) y e) precedentes, así como de la situación vital de los egresados de los programas de protección especializada del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, cualquiera sea su denominación legal. Ello, sin perjuicio del seguimiento que el mencionado Servicio debe realizar de los procesos de protección especializada que ejecuta.

En base al seguimiento de cada caso, el Coordinador de la Oficina Local de la Niñez podrá decidir el cese, continuidad o modificación de las medidas de protección administrativas que hayan sido adoptadas.

Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia, en un plazo de doce meses desde la publicación de la presente ley, determinará los procedimientos detallados que las Oficinas Locales de la Niñez deberán seguir en el cumplimiento de sus funciones, en particular, el procedimiento para la apertura de procesos de protección administrativa, para la adopción de medidas de protección y para la derivación de casos a los tribunales de familia, los que, en todo caso, deberán respetar las garantías de un debido proceso y todos los derechos de los niños, niñas y adolescentes. 

h) Llevar un registro único de los niños, niñas y adolescentes y sus familias, que hayan sido sujetos de protección administrativa, tanto universal como especializada. Dicho registro se llevará a través del Sistema de Información de Protección Integral, el que será administrado por la Subsecretaría de Evaluación Social del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, del que deberá recibir información, así como proveerla cuando ello sea necesario y procedente.

i) Articular, especialmente, la oferta de los servicios sociales vinculados al Subsistema de Protección Integral de la Infancia “Chile Crece Contigo” y la oferta del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, a través de redes intersectoriales a nivel comunal, regional y nacional, procurando el acceso de los niños, niñas y adolescentes a la oferta social disponible y a los programas de protección especializados que se requieran.

En caso de detectar necesidades de oferta para el desarrollo integral de los niños, niñas y adolescentes en su territorio, o para su protección especializada, la Oficina Local de la Niñez deberá informar al Secretario Regional Ministerial del Ministerio de Desarrollo Social y Familia correspondiente, quien, a su vez, anualmente, tendrá que comunicar de esta situación al Comité Interministerial de Desarrollo Social, Familia y Niñez y a la Subsecretaría de Evaluación Social, con el objetivo de analizar la pertinencia de una posible ampliación de la oferta o de nueva oferta en el territorio.

Para llevar a cabo esta función, existirá una mesa de articulación interinstitucional a nivel regional, en la que participarán distintos órganos del Estado que tengan por objeto resguardar el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia determinará la integración y funcionamiento de dicha mesa.”.


En discusión este artículo, se consigna que concitaron respalde unánime de la Comisión, el encabezamiento del inciso primero y sus letras a), b) y c), por lo que se procedió a la votación inmediata de dichas disposiciones.


En votación el encabezado del inciso primero y sus las letras a), b) y c), propuestos al artículo referente a las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez de la indicación N° 216.a.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Órdenes y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, las aprobó con modificaciones, bajo la redacción previamente descrita.

Posteriormente, en discusión la letra d) propuesta, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, sugirió que ella hiciera alusión sólo a iniciar y gestionar el proceso de protección administrativa “en los términos contemplados en esta ley”, sin entrar en referencias específicas.


Lo anterior, agregó, en tanto todavía no se ha zanjado el elenco de medidas de protección que el proyecto de ley en estudio contendrá, como tampoco el procedimiento legal que seguirán estas últimas.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó no tener problemas con lo planteado por quien le precedió en el uso de la palabra.


Por consiguiente, y en virtud de lo sostenido previamente, se recomendó que la letra d) adoptase la siguiente redacción.


“d) Iniciar y gestionar los procesos de protección administrativa universal y/o especializada de los derechos de los niños, niñas o adolescentes destinados a adoptar las medidas de protección consignadas en la presente ley, de oficio o a petición del niño, niña o adolescente, sus padres y/o madres, sus representantes legales o quien lo tenga legalmente a su cuidado, o de cualquier persona interesada en el respeto de los derechos de niños, niñas y adolescentes, de conformidad con el procedimiento legal establecido en el artículo 74. Si se trata de procesos de protección universal se estará a lo dispuesto la letra e) y g) de esta misma disposición. Si se tratase de procesos de protección especializada se atenderá a lo dispuesto en las letras f) y g) de este artículo.”.


En votación la letra d) propuesta al artículo referente a las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez de la indicación N° 216.a.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), Órdenes y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el tenor previamente descrito.

Luego, en discusión la letra e) propuesta, la Honorable Senadora señora Von Baer, sugirió, que, al igual que en la letra d), no se hicieran remisiones específicas a preceptos, sino que se haga una referencia genérica a la presente ley, a fin de seguir la lógica adoptada en el debate de esta última letra.


De igual modo, pregunto si sería la propia Oficina Local de la Niñez la que realizará el diagnóstico biopsicosocial o su gestión podrá ser encomendada a un tercero.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, respondió expresando que la idea que se tiene es que sea la propia entidad local quien directamente realice tal diagnóstico, en tanto contar con un coordinador y un equipo multidisciplinario para tal efecto, estando ello costeado en el informe financiero del proyecto de ley en estudio.


Lo anterior, resaltó, teniendo en consideración, además, que tal documento no constituye un diagnóstico clínico especializado.


La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, indicó que, a su parecer, no es procedente en este punto la referencia al concepto “debido proceso legal”, contenido en el segundo párrafo de la letra en examen, ya que el plan de intervención del niño se trata de un acuerdo voluntario.


De ese modo, sugirió que tal párrafo concluyese con la referencia a los procedimientos reglamentarios que deben respetar y resguardar los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


Por último, siempre en el párrafo en comento, señaló que, además de aludirse a las familias, se debiera contemplar, asimismo, a quien tenga legalmente a su cuidado al niño.


La Presidenta de la Comisión, señora Rincón, concordó con la incorporación propuesta por quien le precedió en el uso de palabra.


En seguida, explicó que el concepto que debiese emplearse es el de “debido proceso”, debiendo eliminarse el término “legal”. Lo anterior, precisó, a fin de que el procedimiento reglamentario que se disponga contenga aspectos básicos de resguardo de los derechos de los partícipes, como por ejemplo, la bilateralidad del proceso, el derecho de que todos sean oídos, entre otros.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, en la misma línea, observó que no pueden omitirse estándares mínimos en el proceso de aprobación de un plan de intervención, en virtud del carácter voluntario del mismo, por lo que se requiere que se disponga, por ejemplo, las facultades que se otorgarán a las familias en ello.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, recogiendo lo planteado antes por la Honorable Senadora señora Von Baer, sugirió que se haga sólo referencia a que los procedimientos reglamentarios deban respetar y resguardar los derechos de los niños, niñas y adolescentes, ya que con ello se logra el objetivo de que prerrogativas tales como el derecho del niño a ser oído, o a su participación, sean efectivamente observadas en los procesos.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, se manifestó partidaria de conservar el concepto de debido proceso, a fin de que los procedimientos reglamentarios que se establezcan sigan determinados parámetros y criterios.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, por su parte, subrayó que las Oficinas Locales de la Niñez realizarán una protección de carácter administrativa, por lo que dictarán actos de esa naturaleza, en el marco de un procedimiento del mismo carácter.


De ese modo, añadió, la idea de debido proceso se ha considerado también aplicable al ámbito del Derecho Administrativo, por lo que es procedente en este contexto, precisamente para fijar parámetros en los procedimientos que se dispongan por parte de la autoridad administrativa de que se trate.

La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, concordó con la idea de conservar sólo el concepto de “debido proceso”, eliminando el término “legal”.


Posteriormente, destacó que los planes de intervención en este contexto son siempre de carácter voluntario, entre el niño, niña o adolescente y sus padres o familia. En ese sentido, agregó, el procedimiento que se establezca para arribar a tal acuerdo debe resguardar los derechos de cada uno de tales intervinientes.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, resaltó que, no obstante la remisión reglamentaria que se hace en el segundo párrafo de la letra e), se debiesen establecer aspectos procedimentales mínimos en el proyecto, en tanto luego el seguimiento de los mismos estará asociado a las responsabilidades propias de quienes estarán a cargo de las Oficinas Locales de la Niñez.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, sin perjuicio de concordar que se debiesen disponer procedimientos para resguardar los derechos de los niños, como también para reglar el proceso de las Oficinas Locales de la Niñez, expresó que se debe evaluar con mayor detención la inclusión de un procedimiento mínimo en el propio proyecto de ley en estudio.


El Honorable Senador señor Navarro, indicó que comparte el punto señalado por la señora Jeldres, toda vez que los reglamentos, a su juicio, muchas veces terminan reemplazando, en los hechos, a la ley, siendo confeccionados por personas que fueron ajenas al debate legislativo y de las que no se tiene mayor información para efectos de controlar su acción.


De ese modo, se manifestó a favor de que un procedimiento mínimo fuese fijado en la iniciativa legal, a fin de que luego el reglamento deba obedecer ciertos parámetros fundamentales o básicos que se dispongan en la presente iniciativa.


Lo anterior, subrayó, precisamente para hacerse cargo de las críticas que se hacen en este sector, referentes a que, en vista de los vacíos legales existentes, se entrega mucha discrecionalidad en la resolución de los casos a la judicatura.


Por último, sostuvo la necesidad de fijar plazos claros para la implementación del proyecto, a fin de que se sepa con certeza el momento a partir del cual se materializará el contenido del mismo.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, en la misma línea de quien le precedió en el uso de la palabra, señaló que la disposición de plazos en este ámbito es del todo necesaria, en virtud de que, al día de hoy, ni siquiera se observan los tiempos que se fijan por los tribunales de familia para la adopción de las medidas de que se trate, por lo que existen altas posibilidades de que tampoco se observen los plazos ordenados por las Oficinas Locales de la Niñez, en caso de que no se regle imperativamente este punto.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió aprobar el primer y tercer párrafo de la presente letra e), con las prevenciones antes señaladas, a fin de luego recoger, en una redacción distinta, los aspectos previamente planteados en la discusión del segundo párrafo.


En votación los párrafos primero y tercero de la letra e) propuesta al artículo referente a las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez de la indicación N° 216.a.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Navarro y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el tenor previamente descrito.

Luego, en discusión el primer párrafo de la letra f) propuesta, la Honorable Senadora señora Von Baer, sugirió, que, al igual que en la letra e), no se hicieran remisiones específicas a preceptos, sino que se haga una referencia genérica a la presente ley, a fin de seguir la lógica adoptada en el debate de esta última letra.


En votación el primer párrafo de la letra f) propuesta al artículo referente a las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez de la indicación N° 216.a.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Navarro y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el tenor previamente descrito.

Posteriormente, en discusión los párrafos segundo y tercero de la letra f), la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, sugirió, respecto del párrafo tercero, cambiar la referencia relativa a que la Oficina Local de la Niñez “inicie un proceso de protección administrativa especializado”, ya que ello no siempre estará a cargo de tales organismos, por lo que es más pertinente aludir a que dicho dispositivo local “adoptará una medida de protección administrativa”.


En seguida, sugirió eliminar la última oración del mencionado párrafo tercero, en tanto el contenido de la misma ya fue recogido previamente en el articulado.


La Honorable Senadora señora Von Baer, señaló que, en el caso de que la Oficina Local de la Niñez tuviese la sospecha de la existencia de vulneración (luego de haber realizado el diagnóstico biopsicosocial), por lo que le pide al Servicio la realización de un diagnóstico clínico especializado, y este último organismo confirma la verificación de una afectación de los derechos del niño, sería más apropiado, eventualmente, que el caso no volviera hacia la instancia local, sino que permaneciera en la esfera del Servicio.


La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, explicó que el informe clínico especializado del Servicio se remite a la Oficina Local de la Niñez para que esta última elabore el respectivo plan de intervención y decida las medidas de protección que procedan.


Lo anterior, explicó, en tanto el Servicio no contará con las competencias para la dictación de dichas medidas.


La Honorable Senadora señora Von Baer, replicó indicando que, por lo que se advierte del articulado del proyecto, el plan de intervención es siempre voluntario entre el niño y sus padres o familia.


La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, expresó que la voluntariedad dice relación con aquellos acuerdos celebrados en el contexto de la protección administrativa universal, referentes a situaciones de riesgo de afectación de los derechos del niño.


Lo que se diferencia, agregó, de las hipótesis en que la vulneración ya ha ocurrido y ha sido constatada, en donde se requiere de un procedimiento específico de protección especializada, el que no es voluntario.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, por su parte, a fin de explicar el flujograma propuesto por los párrafos en debate, señaló que el coordinador de la Oficina Local de la Niñez podrá solicitar al Servicio la emisión de un diagnóstico clínico especializado, en el caso de que se sospechare de la vulneración de los derechos del niño.


Ello, resaltó, sin perjuicio de que dicho programa de diagnóstico especializado pudiera ejecutarlo la propia Oficina Local de la Niñez, en caso de que postulare al proceso licitatorio respectivo que abra el Servicio.


De ese modo, en la hipótesis en que el dispositivo local solicitare al Servicio el informe en cuestión, la coordinación para ello deberá hacerlo la Dirección Regional respectiva de este último órgano, en tanto, en la nueva institucionalidad que se está impulsando, se propone que la gestión de la oferta disponible sea efectuada, precisamente, por dicha instancia territorial del Servicio.


Por último, indicó que, efectivamente, la Oficina Local de la Niñez no tiene facultades para obligar a las familias a suscribir el plan de intervención, sin perjuicio de la atribución que le asiste de derivar al tribunal la situación al tribunal en caso de estimar que existe una afectación a los derechos del niño.


Finalmente, observó que el Ejecutivo se encuentra de acuerdo con tal esquema procedimental.


El Honorable Senador señor Navarro, manifestó los déficits que se pueden generar en la gestión de los cupos disponibles, en tanto se trata de un tema altamente sensible, que está en estrecha relación con los recursos disponibles, y la responsabilidad y el criterio de la autoridad que adopta tales decisiones.


En seguida, aseveró que, eventualmente, la existencia de múltiples diagnósticos en el procedimiento que se siga, pudiese generar una revictimización en el niño.


La Asesora de la Corporación Opción, señora Camila de la Maza, expresó que, en su opinión, lo que no queda claro en la redacción de los párrafos en examen, es el alcance que tendrá el plan de intervención que disponga la Oficina Local de la Niñez, una vez que se envíe el informe de diagnóstico clínico especializado confirmando la existencia de una vulneración.


Lo anterior, agregó, precisamente teniendo en cuenta la labor de coordinación que se le asignará a dicho dispositivo local.


Finalmente, expresó que ello debe quedar clarificado a fin de evitar, por una parte, el tránsito institucional continuo de los niños, y por otra, la duplicidad de acciones en este ámbito.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, precisó que el fin último de las labores de monitoreo y seguimiento de las Oficinas Locales de la Niñez es el bienestar y desarrollo del niño.


Por consiguiente, añadió, la intervención de protección especializada se ejecutará por parte del Servicio (por sí o por medio de colaboradores acreditados), mientras que aspectos tales como la escolarización del niño, o la inscripción de este último en registros para que pueda recibir beneficios, serán realizados por parte de dichas Oficinas.


Lo anterior, a fin de que quienes se encuentran a cargo de la protección especializada sólo se enfoquen en tal tarea, sin que estén a cargo, como en la actualidad, de realizar una serie de acciones adicionales o complementarias a ello.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, precisó que el razonamiento del procedimiento en cuestión se explica de la siguiente forma.


Si un niño, sus padres o familia acuden a una Oficina Local de la Niñez, esta última procederá a realizar un diagnóstico biopsicosocial, cuyo nivel de profundidad será el equivalente al que se aprecia actualmente con los diagnósticos ambulatorios (DAM). De ese modo, agregó, en aproximadamente el 80% de los casos, eso será suficiente para determinar el plan de intervención que se deberá seguir.


Sin perjuicio de lo anterior, añadió, cuando se requiera profundizar en la situación, a fin de poder corroborar si existe o no una vulneración respecto del niño, se solicitará al Servicio un diagnóstico clínico especializado, con el objetivo de que la Oficina Local de la Niñez, con este último documento, pueda concluir con el examen del caso, procediendo a determinar el camino a seguir.


Así, añadió, puede ser posible que se suscriba voluntariamente un plan de intervención entre los niños, y sus padres o familia, o se precise disponer de una medida administrativa de protección por parte del dispositivo institucional local.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, complementó indicando que, en caso de advertirse una vulneración grave en el diagnóstico clínico especializado, el caso se debe remitir a la judicatura de familia.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, indicó que, efectivamente, la derivación a la vía jurisdiccional es procedente en cualquier etapa del procedimiento administrativo ante las Oficinas Locales de la Niñez, en el evento de constatarse una vulneración grave a los derechos del niño.


El Honorable Senador señor Ossandón, por otra parte, sugirió conservar, en el párrafo segundo propuesto, la alusión al “programa de diagnóstico clínico especializado más cercano al domicilio del niño, niña o adolescente”, a fin de que no se produzcan alteraciones presupuestarias no deseadas, como consecuencia de concurrir el niño o su familia a una instancia distinta a la que le corresponde.


Lo anterior, resaltó, con el objetivo de que la gestión pública de la oferta se pueda realizar adecuadamente.


El Honorable Senador señor Navarro, a su turno, preguntó si se encuentra estimado, en términos financieros, el número de profesionales con los que contarán las Oficinas Locales de la Niñez.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, respondió explicando que el proyecto de ley en estudio contempla treinta y cinco mil millones de pesos adicionales, los que se destinarán directamente a los territorios para hacerse cargo de las obligaciones que la iniciativa establece.


Asimismo, expresó que, con ocasión de la presentación de las indicaciones que creaban a las Oficinas Locales de la Niñez, el proyecto en estudio contó, por primera vez en su tramitación legislativa, con un informe financiero que considera gastos fiscales.


De igual modo, resaltó que los costos estimados se hicieron a partir de conversaciones con distintos representantes del mundo municipal, sin perjuicio de los pilotos que también se desplegaron para tal efecto, por lo que el Ejecutivo entiende que los recursos con los que se dispone son suficientes para llevar a cabo la implementación de la nueva institucionalidad.


Por último, indicó que, en caso de que los fondos resultaran no ser suficientes, el monto de los mismos siempre podrá ser revisado durante la discusión presupuestaria anual.


La Honorable Senadora señora Von Baer, por otra parte, precisó que la Oficina Local de la Niñez sólo hará las labores de coordinación y gestión de las prestaciones intersectoriales que requiera el niño, por medio de la adopción de las medidas respectivas, sin perjuicio de que no ejecutará estas últimas.


En otras palabras, resaltó, lo que hará es coordinar la ejecución de aquéllas, por lo el contenido de los párrafos en discusión debe ser interpretado de ese modo.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, concordó con quien le precedió en el uso de la palabra, dejando constancia de que es ése el sentido y alcance que se debe atribuir a los preceptos en debate.


Asimismo, dejó consignado que el diagnóstico clínico especializado es algo eventual, que se debe realizar sólo en caso de ser necesario para verificar si ha ocurrido o no una vulneración de los derechos del niño.


El Honorable Senador señor Navarro, volviendo al tema presupuestario, indicó que si se dividen los treinta y cinco mil millones por los doscientos diecinueve municipios que tienen presencia de población vulnerable en su territorio, se refleja un cuociente de ciento cincuenta y nueve millones al año por cada municipalidad, lo que arroja una cifra cercana a los trece millones trescientos mil pesos cada mes.


De ese modo, sostuvo que tal cantidad mensual, en su opinión, es del todo insuficiente para llevar a cabo, de manera exitosa, el despliegue de la nueva institucionalidad de la niñez, proceso en el cual no puede volver a repetirse el fracaso sistemático que ha presentado el Servicio Nacional de Menores en el resguardo de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


Finalmente, consultó de qué forma se abordaría una eventual oposición de los alcaldes a la implementación de las Oficinas Locales de la Niñez, en caso de que aquéllos estimaran que no pueden asumir una responsabilidad de esta naturaleza con recursos insuficientes.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, a su turno, explicó que, dentro de las indicaciones que el Ejecutivo presentó al proyecto de ley en estudio, se encuentra una modificación a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, precisamente para que la implementación de los dispositivos locales en comento no quede a la libre discreción del alcalde de turno, sino que sea una obligación para las entidades edilicias, contemplándose expresamente recursos para tal finalidad.


En la misma línea, resaltó que el esquema propuesto por el proyecto fue construido en conjunto con las municipalidades, con miras a que las Oficinas Locales de la Niñez puedan coordinar la oferta intersectorial que requiera el niño, procurando, además, el uso eficiente y eficaz de los fondos que ya existen para la protección de la niñez a nivel municipal.


Por último, destacó que otros noventa y cinco mil millones de pesos son incorporados para la creación del Servicio de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, con el objetivo de incrementar la oferta programática disponible en los territorios.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió incorporar, en el texto de los párrafos en discusión, las observaciones previamente expresadas en el debate, a fin de votarlos y proseguir con el debate de la siguiente letra.


Se hizo presente que, a partir de las posiciones antes vertidas, la redacción del segundo y tercer párrafo de la letra f) sería la siguiente:

“Si la Oficina Local de la Niñez realiza el diagnóstico biopsicosocial del niño, niña o adolescente y su familia, y resultare una sospecha de que éste se encuentra vulnerados en uno o más de sus derechos, lo derivará al programa de diagnóstico clínico especializado del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia más cercano a su domicilio, previa coordinación con la Dirección Regional que corresponda de dicho Servicio, a fin de confirmar o descartar la vulneración.

En el caso de que el diagnóstico clínico especializado constate una vulneración de derechos, la Oficina Local de la Niñez iniciará un proceso de protección administrativa especializado, elaborará un plan de intervención personalizado con el niño, niña o adolescente y su familia, si fuere del caso, de acuerdo con a los resultados del mencionado diagnóstico; y el Coordinador de la Oficina Local adoptará la o las medidas de protección administrativa que correspondan.”.


En votación el segundo y tercer párrafo de la letra f) propuesta al artículo referente a las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez de la indicación N° 216.a.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Navarro, la aprobó con modificaciones, bajo el tenor previamente descrito.

En discusión los párrafos cuarto, quinto y sexto de la letra f) propuesta, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, recomendó explicitar, en el párrafo cuarto, que la Oficina Local de la Niñez coordinará la ejecución de las medidas de protección adoptadas.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, recomendó, por su parte, que, en caso de inobservancia del plan de intervención, la situación también se ponga en conocimiento del órgano público respectivo, en tanto, en ciertas ocasiones, el incumplimiento de tal plan se debe, justamente, a la inactividad de los organismos del Estado.


El Honorable Senador señor Navarro, a su turno, preguntó si la implementación de las Oficinas Locales de la Niñez se llevará a cabo a través de un proceso licitatorio.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, respondió que tal procedimiento se realizará por medio de la celebración de convenios de transferencia de recursos desde el nivel central al local.


Sin perjuicio de lo anterior, precisó que, en el caso de los programas de diagnóstico clínico especializado, si bien se consideran dentro de las líneas de acción que el Servicio ejecutará, las municipalidades también podrán desarrollarlos, si es que cuentan con la capacidad y medios para hacerlo, previa certificación como colaboradores acreditados.


El Honorable Senador señor Navarro, reiteró que, a partir de las cifras entregadas por el Ejecutivo, se advierte que los recursos no alcanzarán para implementar exitosamente la nueva institucionalidad, especialmente si se considera como una obligación de las entidades edilicias.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, explicó que, como se dijo, el proceso de instalación de los dispositivos locales se hará por medio del respectivo convenio de transferencia de recursos desde el nivel central, por lo que no existen licitaciones consideradas para tal propósito.


De igual modo, precisó que habrá una Oficina Local de la Niñez por comuna o agrupación de comunas, siendo ello muy relevante y adecuado en el caso de localidades de menor tamaño, justamente para que se puedan cumplir las obligaciones establecidas en el proyecto.


Por último, señaló que, tal como lo indicó la señora Honorato, las municipalidades pueden certificarse como colaboradores acreditados del Servicio para poder ejecutar directamente los programas de diagnóstico clínico especializado, sin perjuicio de la posibilidad de que la Oficina Local de la Niñez le solicite tal gestión al propio Servicio, siendo ello coordinado por la Dirección Regional que corresponda.


Posteriormente, se consignó que, a partir de las posiciones antes vertidas, la redacción de los párrafos cuarto, quinto y sexto de la letra f) sería la siguiente:
“Decidido el plan de intervención, la Oficina Local de la Niñez dará inicio a la implementación de la o las medidas de protección administrativa y coordinará su ejecución, derivando a los programas ambulatorios del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia a los que los niños, niñas y adolescentes, y/o sus familias requieran acceder, conforme al plan de intervención elaborado para estos fines.

En caso que el niño, niña o adolescente y/o su familia no cumplan con el plan de intervención, no adhieran al programa de diagnóstico especializado, o al programa de intervención del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia al que la Oficina Local de la Niñez lo haya derivado en virtud del diagnóstico realizado, la Oficina Local de la Niñez deberá poner en conocimiento de aquello, inmediatamente, al tribunal de familia correspondiente y al órgano administrativo que corresponda.

Las municipalidades, en conformidad con lo establecido en el artículo 4° de la Ley 20.032, podrán acreditarse como colaboradores del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, para postular a la licitación de los programas de la línea de acción de diagnóstico clínico especializado, pericia y seguimiento de casos; y, en caso de adjudicársela, ejecutar directamente dichos programas.”.


En votación el cuarto, quinto y sexto párrafo de la letra f) propuesta al artículo referente a las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez de la indicación N° 216.a.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Navarro, la aprobó con modificaciones, bajo el tenor previamente descrito.

Luego, en discusión la letra g) propuesta, la Honorable Senadora señora Von Baer, resaltó que el coordinador de la Oficina Local de la Niñez sólo pueda dejar sin efecto una medida, o pueda ordenar el cese de la misma, basado en algún antecedente fundado, evitando así un mayor grado de discrecionalidad en este contexto.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, concordó con lo sostenido por quien le antecedió en el uso de la palabra, señalando que, a modo de ejemplo, para determinar el término de una medida que derive al niño a un tratamiento psicológico, se tendría que contar con el respectivo certificado de alta del profesional de que se trate.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, resaltó que, precisamente para evitar la arbitrariedad en este contexto, es que se requiere establecer reglas procedimentales mínimas en el proyecto.


El Honorable Senador señor Navarro, expresó su acuerdo con lo afirmado por quien le precedió en el uso de la palabra, toda vez que, en su opinión, la homogeneidad procedimental con la que debiesen actuar las Oficinas Locales de la Niñez resulta ser un aspecto clave para su éxito, lo que, por cierto, es una cuestión compleja de materializar, atendida la diversidad de prácticas y criterios existentes en cada una de las municipalidades.


Por último, preguntó que órgano público estará a cargo de la fiscalización de tales dispositivos locales.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, respondió que ello estará a cargo de la Subsecretaría de la Niñez.


El Honorable Senador señor Navarro, observó que, para tales labores de control, se debiese disponer de un departamento o repartición especial sólo dedicado a dicha función fiscalizadora.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, precisó que, en el órgano que representa, existe un Departamento de Programas de Niñez y Familia, a cargo de la implementación, a nivel nacional, de las Oficinas Locales de la Niñez.


Además, agregó, existe un coordinador en cada una de las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social y Familia, al igual que un equipo de supervisión, para llevar cabo el control en terreno.


En ese sentido, prosiguió, se ha seguido el modelo de supervisión técnica y administrativa del programa Chile Crece Contigo.


El Honorable Senador señor Navarro, recomendó aprender de las deficiencias de la experiencia del Servicio Nacional de Menores, para lo cual, a su juicio, se requiere del diseño de un verdadero plan de fiscalización para la nueva institucionalidad que se pretende desplegar en el sector.


En esa línea, señaló que, aproximadamente, a los seis meses de la puesta en marcha de la nueva orgánica se podrán apreciar los déficits que la misma presenta, siendo clave el rol que juegue el Ministerio de Hacienda, a fin de financiar los aspectos débiles que se aprecien en el esquema institucional.


La Jueza de Familia y Miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Pamela Lobos, por su parte, indicó que el concepto de “supervisión” presenta dificultades al momento de atribuir su sentido y alcance, no siendo sinónimo de la idea de “fiscalización”.


De ese modo, se debiese consignar que dentro del término supervisión se incluye el de fiscalización, a fin de alcanzar los propósitos que se persiguen por el proyecto de ley.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, dejó constancia que es ése el sentido que se debe otorgar al concepto de supervisión, como comprensivo, entre otros, del de fiscalización.


Lo anterior, con el objetivo de que la Subsecretaría de la Niñez efectivamente pueda controlar el accionar de las Oficinas Locales.


Posteriormente, se consignó que, a partir de las posiciones antes vertidas, la redacción de la letra g) sería la siguiente:
“g) Realizar el seguimiento y monitoreo de las medidas de protección de su competencia y de los planes de intervención contenidos en ellas, referidos en las letras d) y e) precedentes, así como de la situación vital de los egresados de los programas de protección especializada del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, cualquiera sea su denominación legal. Ello, sin perjuicio del seguimiento que el mencionado el Servicio debe realizar de los procesos de protección especializada que ejecuta.

En base al seguimiento de cada caso, el Coordinador de la Oficina Local de la Niñez podrá decidir, fundadamente, el cese, continuidad o modificación de las medidas de protección administrativas que hayan sido adoptadas.

Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia, en un plazo de doce meses desde la publicación de la presente ley, determinará los procedimientos detallados que las Oficinas Locales de la Niñez deberán seguir en el cumplimiento de sus funciones, en particular, el procedimiento para la apertura de procesos de protección administrativa, para la adopción de medidas de protección y para la derivación de casos a los tribunales de familia, los que, en todo caso, deberán respetar las garantías de un debido proceso y todos los derechos de los niños, niñas y adolescentes.”.


En votación la letra g) propuesta al artículo referente a las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez de la indicación N° 216.a.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Navarro, la aprobó con modificaciones, bajo el tenor previamente descrito.

Posteriormente, en discusión las letras h) e i) propuestas, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, solicitó al Ejecutivo un pronunciamiento acerca del modo en que se abordarán las brechas en el sistema de protección especializado.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó que, al respecto, se tiene contemplado que las Direcciones Regionales del Servicio deban informar acerca de tales brechas al nivel nacional, a fin de que se adopten las medidas que permitan superarlas. Lo anterior, recalcó, en lo referente a los déficits de oferta programática proteccional especializada que se detecten en la esfera competencial del Servicio.


Sin perjuicio de lo anterior, añadió, las Oficinas Locales de la Niñez también deberán informar de las brechas que verifiquen en sus funciones, especialmente en el intersector, ya que, precisamente, su labor es coordinar la entrega de las diversas prestaciones que el niño requiera para su protección integral.


El Honorable Senador señor Navarro, a su turno, consultó si con el término “oferta”, se está aludiendo a los organismos especializados en el tratamiento de los niños.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó que tal concepto dice relación con las respuestas institucionales disponibles a las demandas específicas de los niños.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, sugirió que se empleara la expresión “programas y servicios” para reemplazar el término “oferta”, al principio del segundo párrafo de la letra i).


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, concordó con tal proposición.


Posteriormente, preguntó al Ejecutivo si se tiene considerada la participación del Servicio de Protección Especializada en la mesa de articulación interinstitucional a que se hace referencia en el párrafo tercero de la letra i).


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, respondió afirmativamente, estando incorporada la inclusión del Servicio en la frase “órganos del Estado que tengan por objeto resguardar el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes”.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, por su parte, en lo referente a la aludida mesa de articulación, sugirió que en la misma estén presentes todas las entidades con atribuciones del sector.


El Honorable Senador señor Navarro, preguntó si en la actualidad existe alguna entidad de coordinación que se encuentre operando.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, respondió indicando que, si bien existen diversas instancias regionales de coordinación, las mismas no conversan entre sí, lo que genera que, en los hechos, “se pongan a competir” a los niños por la oferta disponible.


De ese modo, agregó, no se advierte en la actualidad una mesa de articulación interinstitucional única, con enfoque en derechos y con la mirada en el bienestar del niño, que pueda tomar decisiones respecto de todos los niños que estén en una determinada zona.


Por tal razón, añadió, se está impulsando una instancia que posibilite gestionar de manera más eficiente la oferta disponible, en la que se verifique la mirada antes descrita, evitando la sobre y subintervención del niño.


Por último, señaló que una experiencia positiva en estas materias ha sido la del programa Chile Crece Contigo.


El Honorable Senador señor Montes, expresó que la nueva institucionalidad que se proyecta tomará bastante tiempo en afiatarse, no sólo respecto de su propio funcionamiento, sino que también en lo referente a su relación e interacción con los demás organismos.


En ese sentido, añadió, se debe analizar lo ocurrido, en su momento, con la implementación de la Reforma Procesal Penal, la que fue desplegada progresivamente en el territorio, y donde existió capacitación y formación a profesionales y a directivos, lo que debiese replicarse en el particular, en tanto todo el proceso está compuesto por varios pasos de significativa complejidad.


Posteriormente, sugirió incorporar, como nueva tarea de las Oficinas Locales de la Niñez, el que periódicamente (eventualmente, una vez al año), aporten sus reflexiones para la formulación de políticas, programas, instrumentos y mecanismos de funcionamiento del sector.


Lo anterior, finalizó, a fin de que tales dispositivos locales puedan manifestar su opinión en este contexto, permitiendo que la misma, a la vez, pueda ser escuchada y tomada en consideración por las instancias decisorias a nivel central.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó que la proposición anterior se podría ligar, eventualmente, con los programas de mejoramiento de gestión (PMG) de las Oficinas Locales de la Niñez.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, recomendó que el punto fuese abordado en la discusión sobre la Política Nacional de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción.


Posteriormente, se consignó que, a partir de las posiciones antes vertidas, la redacción de las letras h) e i) sería la siguiente:

“h) Llevar un registro único de los niños, niñas y adolescentes y sus familias, que hayan sido sujetos de protección administrativa, tanto universal como especializada. Dicho registro se llevará a través del Sistema de Información de Protección Integral, el que será administrado por la Subsecretaría de Evaluación Social del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, del que deberá recibir información, así como proveerla cuando ello sea necesario y procedente.


i) Articular, especialmente, la oferta de los servicios sociales vinculados al Subsistema de Protección Integral de la Infancia “Chile Crece Contigo” y la oferta del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, a través de redes intersectoriales a nivel comunal, regional y nacional, procurando el acceso de los niños, niñas y adolescentes a la oferta social disponible y a los programas de protección especializados que se requieran.
En caso de detectar necesidades de programas o servicios para el desarrollo integral de los niños, niñas y adolescentes en su territorio, o para su protección especializada, la Oficina Local de la Niñez deberá informar al Secretario Regional Ministerial del Ministerio de Desarrollo Social y Familia correspondiente, quien, a su vez, anualmente, tendrá que comunicar de esta situación al Comité Interministerial de Desarrollo Social, Familia y Niñez y a la Subsecretaría de Evaluación Social, con el objetivo de analizar la pertinencia de una posible ampliación de la oferta o de nueva oferta en el territorio.

Para llevar a cabo esta función, existirá una mesa de articulación interinstitucional a nivel regional, en la que participarán todos los órganos del Estado competentes, dentro de ellos, el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, que tengan por objeto resguardar el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia determinará la integración y funcionamiento de dicha mesa.”.


En votación las letras h) e i) propuestas al artículo referente a las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez de la indicación N° 216.a.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Navarro, las aprobó con modificaciones, bajo el tenor previamente descrito.
Propuesta de redacción del artículo sobre los

Principios de la Protección Administrativa


“Artículo …- Principios de la Protección Administrativa. Serán principios de la protección administrativa el interés superior del niño, niña o adolescente, el pleno respeto de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, y en particular, los principios de colaboración, igualdad de los intervinientes, imparcialidad, celeridad, confidencialidad, debido proceso, derecho de defensa y gratuidad. 

La Administración del Estado, así como los organismos privados colaboradores del Estado en la atención especializada de la niñez y adolescencia vulnerada, y de los jóvenes en proceso de reinserción social, actuarán con enfoque intercultural y de género, intersectorial y de modo coordinado, eficaz, eficiente y flexible.”.


En discusión esta propuesta, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, manifestó el respaldo del Ejecutivo a la misma.


Sin perjuicio de ello, sugirió, en el inciso primero de la proposición, la incorporación del principio de voluntariedad, y en el inciso segundo, la eliminación de la expresión “privados”, a fin de uniformar la nomenclatura empleada para referirse a los organismos colaboradores.


El Honorable Senador señor Navarro, preguntó si se tiene contemplado algún mecanismo de certificación de las instituciones de la sociedad civil para que las mismas puedan ser calificadas como colaboradores acreditados.


Lo anterior, agregó, en tanto, en ciertas ocasiones, frente a la creación de una nueva institucionalidad, se generan incentivos para que nuevos actores, sin mayor experiencia y capacidades, ingresen al sector, poniendo en riesgo, en este caso, la calidad de las prestaciones que se provean a los niños.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, respondió señalando que en el proyecto de ley que crea el Servicio de Protección Especializada (Boletín N° 12.027-07), se tiene considerado un mecanismo de acreditación conjunto, entre la Subsecretaría de la Niñez y el Consejo de Expertos que se crea en tal iniciativa, el que constituye un proceso reglado y riguroso que permite asegurar estándares cualitativos en las prestaciones que se entregan a los niños.


Posteriormente, se consignó que, a partir de las posiciones antes vertidas, la redacción de este artículo sería la siguiente:

“Artículo…- Principios de la Protección Administrativa. Serán principios de la protección administrativa el interés superior del niño, niña o adolescente, el pleno respeto de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, y en particular, los principios de colaboración, igualdad de los intervinientes, imparcialidad, voluntariedad, celeridad, confidencialidad, debido proceso, derecho de defensa y gratuidad. 


La Administración del Estado, así como los organismos colaboradores del Estado en la atención especializada de la niñez y adolescencia vulnerada, y de los jóvenes en proceso de reinserción social, actuarán con enfoque intercultural y de género, intersectorial y de modo coordinado, eficaz, eficiente y flexible.”.


En votación el artículo referente a los Principios de la Protección Administrativa de la indicación N° 216.a.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Navarro, lo aprobó con modificaciones, bajo el tenor previamente descrito.
Propuesta de redacción del artículo sobre el 

Deber de los órganos de la Administración del Estado


“Artículo 63.- Deber general de la Administración del Estado. Los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, están obligados a proveer los servicios sociales y los servicios de protección especializados que correspondan para garantizar la plena satisfacción de los derechos de los niños, niñas y adolescentes que se encuentren en territorio chileno, sin distinción, en forma oportuna y eficaz.”.


En votación el artículo referente al Deber de los órganos de la Administración del Estado de la indicación N° 216.a.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Navarro, lo aprobó con modificaciones, bajo el tenor previamente descrito.

De igual modo, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó incorporar, antes del artículo anterior previamente descrito, el siguiente epígrafe referente a un nuevo Párrafo 2°:

“Párrafo 2°

De los deberes de la Administración del Estado”

Asimismo, por la misma votación y en conformidad a la citada disposición reglamentaria, consideró al siguiente Párrafo 3°, nuevo, siguiendo su epígrafe la siguiente denominación:

“Párrafo 3°
De las Oficinas Locales de la Niñez”


Se consigna que este epígrafe quedó ubicado, precisamente, antes del artículo referido a las Oficinas Locales de la Niñez.

Indicación N° 216.a.a

Propuesta de redacción del artículo sobre 
el Deber de Reserva y confidencialidad

“Artículo 66.- Deber de reserva y confidencialidad. Los organismos, entidades e instituciones públicas y privadas actuarán con la obligada reserva en el ámbito de la atención y protección a la infancia y la adolescencia, adoptando las medidas oportunas para garantizar la efectividad de su derecho a la vida privada, a la honra y propia imagen en el tratamiento confidencial de la información con la que cuenten y de los registros en los que conste dicha información.

El mismo deber de reserva se hará extensivo a las autoridades y personas que, por su profesión o función, conozcan de casos en los que podría existir o exista una situación de amenaza o de vulneración, o que tengan acceso a la información citada en el inciso anterior, quienes deberán abstenerse de utilizar dicha información con una finalidad distinta de las funciones legales que les corresponda desempeñar o utilizarla en beneficio propio o de terceros.

Se encuentran especialmente sujetos a reserva los registros jurídicos, médicos y escolares de los niños, niñas y adolescentes, salvo requerimiento judicial. Sin perjuicio de ello, el niño, niña o adolescente, su familia, quien lo tenga legalmente a su cuidado o su abogado, puede solicitar al juez de familia competente conocer los datos o información personal que se halle en poder de cualquier entidad pública o privada, debiendo aquél, en única instancia, resolver atendiendo a su edad, madurez e interés superior.

En todo caso, la información referida a niños, niñas y adolescentes que se guarde en registros públicos o de organismos privados colaboradores del Estado, siempre podrá utilizarse de modo innominado, para fines científicos o de investigación.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la ley N° 18.834, que aprueba Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan. 

El que revelare o consintiere en que otro acceda a la información que poseyera bajo el deber de confidencialidad regulado en el inciso primero, fuera de los casos establecidos en esta ley, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio.”.


En votación el artículo referente al deber de reserva y confidencialidad incorporado en la indicación N° 216.a.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, lo aprobó con modificaciones, reubicándolo en el Párrafo 2° del presente Título III, bajo la redacción antes descrita.
REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate de la indicación 216.a.a.

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las propuestas de enmiendas que a continuación se pasan a describir.

Epígrafe del Párrafo 1°


El epígrafe previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor: “Cuestiones preliminares”.

La primera propuesta, sustituye tal epígrafe por el que sigue: “Normas de aplicación general”.

En votación el epígrafe en cuestión de la indicación N° 216.a.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, lo aprobó con modificaciones, bajo el tenor previamente descrito.
Artículo sobre Principios de la Protección Administrativa


El artículo previamente aprobado por la Comisión, sobre el particular, es del siguiente tenor:


“Artículo 60.- Principios de la Protección Administrativa. Serán principios de la protección administrativa el interés superior del niño, niña o adolescente, el pleno respeto de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, y en particular, los principios de colaboración, igualdad de los intervinientes, imparcialidad, voluntariedad, celeridad, confidencialidad, debido proceso, derecho de defensa y gratuidad. 


La Administración del Estado, así como los organismos colaboradores del Estado en la atención especializada de la niñez y adolescencia vulnerada, y de los jóvenes en proceso de reinserción social, actuarán con enfoque intercultural y de género, intersectorial y de modo coordinado, eficaz, eficiente y flexible.”.


La segunda propuesta, reubica a este artículo en el primer párrafo (“Normas de aplicación general”) del presente Título III, luego del nuevo artículo relativo a la vulneración grave de derechos, bajo la siguiente redacción.


“Artículo 60.- Principios rectores de los procesos de protección. En todos los procesos de protección de derechos, sean de carácter administrativo o judicial, así como en las decisiones que con ese fin adopten autoridades o funcionarios públicos, o privados que ejerzan funciones públicas, se respetarán los principios que rigen el  Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia regulados en el Título II de este cuerpo legal, así como los establecidos en la ley que crea el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia y la ley que crea el Servicio de Reinserción  Social Juvenil.


Asimismo, se respetarán los derechos y garantías que a los niños, niñas y adolescentes corresponden de conformidad con el artículo 1 de este cuerpo legal, en particular, los referidos en el Titulo II de esta ley.”.


En votación el artículo referente a los Principios de la Protección Administrativa de la indicación N° 216.a.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, lo aprobó con modificaciones, bajo el tenor previamente descrito.
Artículo sobre las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez


Las propuestas tercera, cuarta, quinta, sexta, séptima, octava, novena y décima recaen sobre el artículo en referencia, cuyo texto previamente aprobado es del siguiente tenor:


“Artículo 68.- De las funciones. Las Oficinas Locales de la Niñez deberán desarrollar la promoción, prevención y protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, a través de las siguientes funciones:


a) Orientar a los niños, niñas y adolescentes y a sus familias, en el ejercicio de sus derechos.


b) Fortalecer e impulsar la participación de los niños, niñas y adolescentes, sus familias, comunidades y la sociedad civil en materias relacionadas con la protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


Lo anterior, se realizará por medio de la constitución de Consejos Consultivos Comunales, compuestos por niños, niñas y adolescentes, los que deberán sesionar periódicamente.


c) Detectar oportunamente riesgos de vulneraciones de derechos de un niño, niña o adolescente, teniendo en consideración los factores de riesgo y factores protectores de éste, su familia y su entorno.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia, suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará el instrumento de focalización necesario para la prevención y detección oportuna de riesgos de vulneraciones de derechos de un niño, niña o adolescente y la entrega de su oferta. El Ministerio de Desarrollo Social y Familia, a través de la Subsecretaría de Evaluación Social, estará encargado de la definición, administración, coordinación y tratamiento de los datos personales del referido instrumento de focalización, de acuerdo al artículo 3 letra f) de la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social y Familia y modifica cuerpos legales que indica.

d) Iniciar y gestionar los procesos de protección administrativa universal y/o especializada de los derechos de los niños, niñas o adolescentes destinados a adoptar las medidas de protección consignadas en la presente ley, de oficio o a petición del niño, niña o adolescente, sus padres y/o madres, sus representantes legales o quien lo tenga legalmente a su cuidado, o de cualquier persona interesada en el respeto de los derechos de niños, niñas y adolescentes, de conformidad con el procedimiento legal establecido en el artículo 74. Si se trata de procesos de protección universal se estará a lo dispuesto en las letra e) y g) de esta misma disposición. Si se tratase de procesos de protección especializada se atenderá a lo dispuesto en las letras f) y g) de este artículo.

e) Realizar los procesos de protección administrativa universal, de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, de los derechos de los niños, niñas y adolescentes ante la detección de riesgos de vulneración de cualquiera de sus derechos. La Oficina Local de la Niñez recepcionará los antecedentes y realizará un diagnóstico biopsicosocial del niño, niña o adolescente y su familia. El Coordinador de la Oficina Local adoptará la o las medidas de protección administrativa que correspondan conforme a los resultados del mencionado diagnóstico y elaborará un plan e intervención personalizado con el niño, niña o adolescente y su familia, si correspondiese.

Este plan de intervención será voluntario, se consignará en un acuerdo celebrado con el niño, niña o adolescente y su familia, si es que corresponde, y se construirá en base a procedimientos previamente establecidos a nivel reglamentario, en los que han de respetarse y resguardarse todos los derechos de los niños niñas y adolescentes, observándose las garantías de un debido proceso.

Adoptado el acuerdo, la Oficina Local de la Niñez dará inicio a la implementación de la o las medidas de protección administrativa, derivando a los niños, niñas y adolescentes, y sus familias, a los órganos competentes, en concordancia con el plan de intervención y el acuerdo mencionados en el inciso precedente, a fin de que puedan acceder a las prestaciones sociales necesarias para el debido resguardo de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, actuando de manera coordinada con dichos órganos, quienes estarán obligados a ejecutar las acciones debidas en el tiempo y forma establecidas en los instrumentos públicos antes referidos, y a enviar a la Oficina Local de la Niñez los informes de resultados de las intervenciones solicitadas.

f) Realizar los procesos de protección administrativa especializada referidos en la presente ley, respecto de niños, niñas o adolescentes que se encontrasen vulnerados en uno o más de sus derechos. 


Si la Oficina Local de la Niñez realiza el diagnóstico biopsicosocial del niño, niña o adolescente y su familia, y resultare una sospecha de que éste se encuentra vulnerados en uno o más de sus derechos, lo derivará al programa de diagnóstico clínico especializado del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia más cercano a su domicilio, previa coordinación con la Dirección Regional que corresponda de dicho Servicio, a fin de confirmar o descartar la vulneración.


En el caso de que el diagnóstico clínico especializado constate una vulneración de derechos, la Oficina Local de la Niñez iniciará un proceso de protección administrativa especializado, elaborará un plan de intervención personalizado con el niño, niña o adolescente y su familia, si fuere del caso, de acuerdo con los resultados del mencionado diagnóstico; y el Coordinador de la Oficina Local adoptará la o las medidas de protección administrativa que correspondan.


Decidido el plan de intervención, la Oficina Local de la Niñez dará inicio a la implementación de la o las medidas de protección administrativa y coordinará su ejecución, derivando a los programas ambulatorios del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia a los que los niños, niñas y adolescentes, y/o sus familias, requieran acceder, conforme al plan de intervención elaborado para estos fines.


En caso de que el niño, niña o adolescente, y/o su familia, no cumplan con el plan de intervención, no adhieran al programa de diagnóstico especializado, o al programa de intervención del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia al que la Oficina Local de la Niñez lo haya derivado en virtud del diagnóstico realizado, la Oficina Local de la Niñez deberá poner en conocimiento de aquello, inmediatamente, al tribunal de familia competente y al órgano administrativo que corresponda.

Las municipalidades, en conformidad con lo establecido en el artículo 4° de la ley N° 20.032, podrán acreditarse como colaboradores del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, para postular a la licitación de los programas de la línea de acción de diagnóstico clínico especializado, pericia y seguimiento de casos; y, en caso de adjudicársela, ejecutar directamente dichos programas.


g) Realizar el seguimiento y monitoreo de las medidas de protección de su competencia y de los planes de intervención contenidos en ellas, referidos en las letras d) y e) precedentes, así como de la situación vital de los egresados de los programas de protección especializada del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, cualquiera sea su denominación legal. Ello, sin perjuicio del seguimiento que el mencionado Servicio debe realizar de los procesos de protección especializada que ejecuta.


En base al seguimiento de cada caso, el Coordinador de la Oficina Local de la Niñez podrá decidir, fundadamente, el cese, continuidad o modificación de las medidas de protección administrativas que hayan sido adoptadas.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia, en un plazo de doce meses desde la publicación de la presente ley, determinará los procedimientos detallados que las Oficinas Locales de la Niñez deberán seguir en el cumplimiento de sus funciones, en particular, el procedimiento para la apertura de procesos de protección administrativa, para la adopción de medidas de protección y para la derivación de casos a los tribunales de familia, los que, en todo caso, deberán respetar las garantías de un debido proceso y todos los derechos de los niños, niñas y adolescentes. 


h) Llevar un registro único de los niños, niñas y adolescentes y sus familias, que hayan sido sujetos de protección administrativa, tanto universal como especializada. Dicho registro se llevará a través del Sistema de Información de Protección Integral, el que será administrado por la Subsecretaría de Evaluación Social del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, del que deberá recibir información, así como proveerla cuando ello sea necesario y procedente.


i) Articular, especialmente, la oferta de los servicios sociales vinculados al Subsistema de Protección Integral de la Infancia “Chile Crece Contigo” y la oferta del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, a través de redes intersectoriales a nivel comunal, regional y nacional, procurando el acceso de los niños, niñas y adolescentes a la oferta social disponible y a los programas de protección especializados que se requieran.


En caso de detectar necesidades de programas o servicios para el desarrollo integral de los niños, niñas y adolescentes en su territorio, o para su protección especializada, la Oficina Local de la Niñez deberá informar al Secretario Regional Ministerial del Ministerio de Desarrollo Social y Familia correspondiente, quien, a su vez, anualmente, tendrá que comunicar de esta situación al Comité Interministerial de Desarrollo Social, Familia y Niñez y a la Subsecretaría de Evaluación Social, con el objetivo de analizar la pertinencia de una posible ampliación de la oferta o de nueva oferta en el territorio.


Para llevar a cabo esta función, existirá una mesa de articulación interinstitucional a nivel regional, en la que participarán todos los órganos del Estado competentes, dentro de ellos, el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, que tengan por objeto resguardar el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia determinará la integración y funcionamiento de dicha mesa.”.


La tercera propuesta, sustituye, en la letra d), el término “legal”, por la expresión “de protección administrativa”.


La cuarta proposición, reemplaza el segundo párrafo de la letra e) por el que sigue:


“El plan de intervención será sugerido por el gestor de casos y se consignará en un acuerdo celebrado con el niño, niña o adolescente y su familia quienes voluntariamente se comprometerán con su cumplimiento. El plan se construirá en forma coparticipativa, en base a los procedimientos establecidos en los reglamentos a los que se refiere la letra g) de este artículo, en los que se respetarán y resguardarán los derechos de los niños, niñas y adolescentes, y se observarán las garantías de un debido proceso.”. 


La quinta propuesta, incorpora, como párrafo cuarto de la letra e), al siguiente:


“En los casos en los que los padres, madres, personas responsables de su cuidado o cualquier otra persona impidan la ejecución de la medida acordada, la incumplan de modo grave o de manera reiterada e injustificada, la Oficina Local de la Niñez comunicará los hechos al tribunal de familia competente. El tribunal podrá ordenar los apremios pertinentes para su cumplimiento forzado, devolviendo el caso a la Oficina Local de la Niñez o, en su caso, de estimar que procede alguna de las medidas de protección de su exclusiva competencia, retendrá el asunto e iniciará un procedimiento de adopción de medidas de protección, notificando la decisión a la Oficina Local de la Niñez.”.

La sexta proposición, agrega, antes del punto aparte del penúltimo párrafo de la letra f), la siguiente frase: “, de acuerdo con lo prescrito en el párrafo 4° de la letra e) de este artículo”.

La séptima propuesta, sustituye, en el primer párrafo de la letra g), las expresiones “d) y e)”, por “e) y f)”.


La octava proposición, agrega, en el tercer párrafo de la letra g), después de la expresión “tribunales de familia”, la siguiente frase: “de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 73 y 74”.

La novena propuesta, agrega, en el primer párrafo de la letra i), luego del término “Articular”, la siguiente frase: “la oferta dirigida a niños, niñas y adolescentes”.


La décima proposición, sustituye el párrafo final de la letra i), por los siguientes:


“Para llevar a cabo esta función, existirán mesas de articulación interinstitucional a nivel nacional, regional y comunal, en la que participarán todos los órganos del Estado competentes, dentro de ellos, el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, que tengan por objeto resguardar el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Dichas mesas serán lideradas por la Subsecretaría de la Niñez, las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social y Familia y las Oficinas Locales de la Niñez, respectivamente. Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia determinará la integración y funcionamiento de dichas mesas.


Las mesas funcionarán de manera paralela y complementaria a las Comisiones Coordinadoras establecidas en el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia. Los asuntos conocidos en las Comisiones, que no fueren decididos, serán planteados en las mesas para su resolución.”.

En discusión estas propuestas, la Honorable Senadora señora Von Baer, consultó si resulta adecuado incorporar, en la cuarta proposición, el término “debido proceso”.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, respondió afirmativamente, precisando que dicho término es un concepto legal empleado en el Derecho Administrativo, al momento de determinar ciertos estándares aplicables, justamente, a procedimientos administrativos.


La Honorable Senadora señora Von Baer, indicó que su aprensión sobre el particular reside en la eventual asimilación que se haga del procedimiento que llevarán las Oficinas Locales de la Niñez, con el proceso jurisdiccional a cargo de los tribunales de familia.


En votación el artículo referente a las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez de la indicación N° 216.a.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, lo aprobó con modificaciones, bajo el tenor del texto antes aludido, incorporando las modificaciones previamente descritas.
Artículo sobre el deber de reserva y confidencialidad

La undécima proposición, reubica a este precepto en el segundo párrafo (“De los deberes de la Administración del Estado”) del presente Título III, luego del artículo relativo al deber de denuncia, bajo la siguiente redacción.


“Artículo 66.- Deber de reserva y confidencialidad. Los organismos, entidades e instituciones públicas y privadas actuarán con la obligada reserva en el ámbito de la atención y protección a la infancia y la adolescencia, adoptando las medidas oportunas para garantizar la efectividad de su derecho a la vida privada, a la honra y propia imagen en el tratamiento confidencial de la información con la que cuenten y de los registros en los que conste dicha información.


El mismo deber de reserva se hará extensivo a las autoridades y personas que, por su profesión o función, conozcan de casos en los que podría existir o exista una situación de amenaza o de vulneración, o que tengan acceso a la información citada en el inciso anterior, quienes deberán abstenerse de utilizar dicha información con una finalidad distinta de las funciones legales que les corresponda desempeñar o utilizarla en beneficio propio o de terceros.


Se encuentran especialmente sujetos a reserva los registros jurídicos, médicos y escolares de los niños, niñas y adolescentes, salvo requerimiento judicial. Sin perjuicio de ello, el niño, niña o adolescente, su familia, quien lo tenga legalmente a su cuidado o su abogado, puede solicitar al juez de familia competente conocer los datos o información personal que se halle en poder de cualquier entidad pública o privada, debiendo aquél, en única instancia, resolver atendiendo a su edad, madurez e interés superior, sin perjuicio de lo establecido en el Párrafo 4° del Título III de la Ley que crea el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia.


En todo caso, la información referida a niños, niñas y adolescentes que se guarde en registros públicos o de organismos privados colaboradores del Estado, siempre podrá utilizarse de modo innominado, para fines científicos o de investigación.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la ley N° 18.834, que aprueba Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan. 


El que revelare o consintiere en que otro acceda a la información que poseyera bajo el deber de confidencialidad regulado en el inciso primero, fuera de los casos establecidos en esta ley, y en el Párrafo 4° del Título III de la Ley que crea el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, será sancionado conforme a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 33 de dicho cuerpo legal.”.

En votación el artículo referente al deber de reserva y confidencialidad de la indicación N° 216.a.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, lo aprobó con modificaciones, bajo el tenor previamente descrito.
- - - - - -

Indicación Nº 216.a


216.a.- De S.E. el Presidente de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“Título III

De la Protección Administrativa

Párrafo 1°

Cuestiones Preliminares


Artículo 38.- Deber de los órganos de la Administración del Estado. Los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, deben proveer los servicios sociales que correspondan para propender a la plena satisfacción de los derechos de los niños en forma oportuna y eficaz.


Sin perjuicio de lo anterior, la familia es quien tendrá la responsabilidad primordial de otorgar protección y asistencia a sus hijos menores de 18 años y a los niños que tengan legalmente bajo su cuidado, y será responsabilidad del Estado generar las condiciones sociales necesarias para que ésta pueda ejercer este rol.


Artículo 39.- De las Oficinas Locales de la Niñez. El Ministerio de Desarrollo Social, de conformidad al artículo 3° bis de la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social y modifica cuerpos legales que indica, podrá establecer Oficinas Locales de la Niñez, las que serán las encargadas de la protección administrativa de los derechos de los niños, a través de la promoción de los mismos, la prevención de vulneraciones, y su protección general, mediante acciones de carácter administrativo. La coordinación y supervisión de las Oficinas Locales de la Niñez corresponderá al Ministerio de Desarrollo Social, a través de la Subsecretaría de la Niñez.


El Presidente de la República, mediante decretos supremos expedidos, a través del Ministerio de Desarrollo Social y suscritos además por el Ministro de Hacienda, establecerá la instalación de las Oficinas Locales de la Niñez necesarias, y el ámbito de su competencia territorial. El Ministerio de Desarrollo Social podrá celebrar convenios con una o más municipalidades para desarrollar las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez. También podrá suscribir convenios de colaboración y/o transferencias con organismos públicos e instituciones privadas.


Para los efectos de la presente ley se entenderá por:


a) Promoción: toda acción destinada a la difusión de los derechos de los niños, con el objetivo de sensibilizar y educar en su ejercicio y defensa.


b) Prevención: toda acción destinada a evitar situaciones que atenten contra la integridad personal y desarrollo integral de los niños. 


c) Protección general: toda acción destinada a la asistencia del niño y de su familia en el resguardo de sus derechos, con el objeto de facilitar el acceso a los servicios, prestaciones o atenciones que sean requeridas para dar protección a los derechos de los niños.


Las Oficinas Locales de la Niñez tendrán un coordinador local y su personal dependerá administrativamente de la entidad correspondiente.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social, y suscrito por el Ministro de Hacienda, determinará la normativa técnica y metodológica que deban cumplir las Oficinas Locales de la Niñez y las demás normas necesarias para su adecuado funcionamiento. Para tales efectos, la Subsecretaría de la Niñez será la encargada de proponer dicha normativa.


Artículo 40.- Principios de la Protección Administrativa. Serán principios de la protección administrativa la intersectorialidad, la coordinación, la progresividad, el enfoque intercultural, la desconcentración, la flexibilidad, la voluntariedad de la atención, la eficiencia y la eficacia.

Párrafo 2°

De las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez


Artículo 41.- De las funciones. Las Oficinas Locales de la Niñez deberán desarrollar la promoción, prevención y protección general de los derechos de los niños, a través de las siguientes funciones:


a) Orientar a los niños y a sus familias, en el ejercicio de sus derechos.


b) Fortalecer e impulsar la participación de los niños, sus familias, comunidades y la sociedad civil en materias relacionadas con la protección integral de los derechos de los niños.


c) Detectar oportunamente riesgos de vulneraciones de derechos de un niño, teniendo en consideración los factores de riesgo y factores protectores de éste, su familia y su entorno. 


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y suscrito por el Ministro de Hacienda regulará el instrumento de focalización necesario para la prevención y detección oportuna de riesgos de vulneraciones de derechos de un niño y la entrega de su oferta. El Ministerio de Desarrollo Social, a través de la Subsecretaría de Evaluación Social, estará encargado de la definición, administración, coordinación y tratamiento de los datos personales del referido instrumento de focalización, de acuerdo al artículo 3 letra f) de la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social y modifica cuerpos legales que indica.


d) Derivar a los niños y sus familias a los órganos competentes, a fin de que puedan acceder a las prestaciones necesarias para el debido resguardo de los derechos de los niños, actuando de manera coordinada con dichos órganos. 

Especialmente, coordinará la oferta de los servicios sociales vinculados al Subsistema de Protección Integral de la Infancia “Chile Crece Contigo”, procurando el acceso de los niños a la oferta social disponible.


En caso de detectar necesidades, la Oficina Local de la Niñez deberá informar al secretario regional ministerial de Desarrollo Social correspondiente, quien, a su vez, anualmente, tendrá que comunicar de esta situación al Comité Interministerial de Desarrollo Social de la Niñez y a la Subsecretaría de Evaluación Social, con el objetivo de analizar la pertinencia de una posible ampliación de la oferta o de nueva oferta en el territorio. 


Para llevar a cabo esta función, existirá una mesa de coordinación interinstitucional a nivel regional, en la que participarán distintos órganos del Estado que tengan por objeto resguardar el ejercicio de los derechos de los niños. Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social determinará la integración y funcionamiento de dicha mesa. 


e) Realizar el seguimiento y monitoreo de los niños atendidos por la Oficina Local de la Niñez, o de los que sean egresados de algún programa de protección especializada del Servicio de Protección a la Niñez, cualquiera sea su denominación legal, cuando corresponda.  


Artículo 42.- Del deber de reserva y confidencialidad. Los funcionarios de los órganos del Estado y toda persona que, en virtud de las funciones señaladas precedentemente, traten datos personales de niños, o de sus familias, deben guardar secreto o confidencialidad a su respecto y abstenerse de utilizar dicha información con una finalidad distinta de las funciones legales que les corresponda desempeñar o utilizarla en beneficio propio o de terceros.


Se encuentran especialmente sujetos a reserva y confidencialidad todo informe, registros jurídicos y médicos, actas de audiencia, historial de vida, así como documentos relacionados con la forma, contenido y datos de los diagnósticos o intervenciones a las que está o estuvo sujeto el niño.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125° de la ley N° 18.834 que aprueba Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan. 


El que revelare o consintiere en que otro acceda a la información que poseyera bajo el deber de confidencialidad regulado en el inciso primero, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio.”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la indicación N° 216.a.
- - - - - 

Epígrafe
Indicación Nº 216


216.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazarlo por otro del siguiente tenor: “Sistema de Protección y Prevención Administrativa”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

- - - - -

PÁRRAFO 1°, NUEVO

Indicación Nº 217


217.- De S.E. la Ex Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del epígrafe del Título III, el siguiente Párrafo 1°, nuevo:

“Párrafo 1°

Reglas generales”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la indicación N° 217.
- - - - - -

ARTÍCULOS 38, NUEVOS

Indicación N° 218


218.- De S.E. la Ex Presidenta de la República, para intercalar el siguiente artículo 38, nuevo, readecuando la numeración correlativa:


“Artículo 38.- Titularidad. Todo niño, sus padres, representantes legales, quien lo tenga legalmente a su cuidado o cualquier persona que invoque un interés fundado en éste, puede interponer ante la autoridad administrativa o judicial competente las acciones y medios de impugnación pertinentes para exigir a los obligados por esta ley, u otras leyes relativas a la protección y ejercicio de los derechos de los niños, que den efectivo cumplimiento a los deberes que ellas les imponen y que realicen las actuaciones tendientes a ello.”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la indicación N° 218.
Indicación N° 219


219.- Del ex Senador señor Walker, don Patricio, para intercalar el siguiente artículo 38, nuevo, readecuando la numeración correlativa:


“Artículo 38.- Titularidad. Todo niño, sus padres, representantes legales, quien lo tenga legalmente a su cuidado o cualquier persona que invoque un interés fundado en éste, puede interponer ante la autoridad administrativa o judicial competente las acciones y medios de impugnación pertinentes para exigir a los obligados por esta ley, u otras leyes relativas a la protección y ejercicio de los derechos de los niños, que den efectivo cumplimiento a los deberes que ellas les imponen y que realicen las actuaciones tendientes a ello.


Es deber de los órganos del Estado disponer de mecanismos que permitan canalizar y dar respuesta en forma oportuna y eficaz a dichas acciones y medios de impugnación, de conformidad a las leyes respectivas.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó una propuesta para reemplazar el texto de la misma por el siguiente:


“Artículo 62.- Acción de cautela de garantías. Todo niño, niña o adolescente, o cualquier persona en su nombre e interés, podrá interponer una acción de cautela de garantía de los derechos de los niños , niñas y adolescentes ante la Secretaria Regional Ministerial del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, las Direcciones Regionales del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia o las Oficinas Locales de la Niñez, en razón de riesgos, amenazas o vulneraciones que afecten los derechos y garantías que a ellos corresponden, con el fin de que los órganos competentes tomen las medidas necesarias para hacer cesar la afectación de sus derechos.

La acción señalada en el inciso precedente será resuelta en el plazo máximo de 10 días, salvo que se trate de la adopción de medidas urgentes, las que deberán ser adoptadas en el plazo máximo de 24 horas desde la interposición de la acción.

Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia regulará el procedimiento necesario para garantizar un debido proceso y la efectiva cautela de los derechos.”.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, sugirió que en la propuesta en cuestión se precisara que la acción administrativa en examen pudiese ser interpuesta ante los órganos públicos en cuestión, “en el ámbito de sus competencias”.


Lo anterior, explicó, a fin de que no se interprete que cada organismo realizará las mismas acciones ante la interposición de tal arbitrio, sino que, por el contrario, se desplegarán las medidas que correspondan en atención a las atribuciones diferenciadas con las que cuentan dichas entidades.


En seguida, recomendó no incorporar plazos en este punto, ya que eso asemeja a esta figura a una inmersa en un proceso jurisdiccional.


La Presidenta de la Rincón, Honorable Senadora señora Rincón, sin perjuicio de concordar con la incorporación, en lo pertinente, de la expresión “en el ámbito de sus competencias” en el texto de la propuesta, observó que no le parece conveniente que no se contemplen plazos en este contexto.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, precisó que no sólo los procesos judiciales contemplan plazos, sino que también los procedimientos administrativos, lo que no hace perder su naturaleza a estos últimos.


Lo anterior, destacó, se aprecia con claridad en la Ley N° 19.880, de bases de procedimientos administrativos, en la cual se consagran diversos tipos de plazos, de acuerdo a las diferentes instancias de los procesos en esta sede.

Posteriormente, se hizo presente que, a partir de las posiciones antes vertidas en el debate, el texto del artículo incorporado por la presente indicación sería del siguiente tenor.


“Artículo 62.- Acción de cautela de garantías. Todo niño, niña o adolescente, o cualquier persona en su nombre e interés, podrá interponer una acción de cautela de garantía de los derechos de los niños, niñas y adolescentes ante la Secretaria Regional Ministerial del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, las Direcciones Regionales del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia o las Oficinas Locales de la Niñez, en el ámbito de sus competencias, en razón de riesgos, amenazas o vulneraciones que afecten los derechos y garantías que a ellos corresponden, con el fin de que los órganos competentes tomen las medidas necesarias para hacer cesar la afectación de sus derechos.

La acción señalada en el inciso precedente será resuelta en el plazo máximo de 10 días, salvo que se trate de la adopción de medidas urgentes, las que deberán ser adoptadas en el plazo máximo de 24 horas desde la interposición de la acción.

Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia regulará el procedimiento necesario para garantizar un debido proceso y la efectiva cautela de los derechos.”.


En votación la indicación N° 219, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, siguiendo la redacción previamente descrita.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la propuesta de enmienda que a continuación se pasa a describir.


La proposición, reubica este artículo en el primer párrafo (“Normas de aplicación general”) del presente Título III, luego del artículo relativo a las reglas generales para la adopción y aplicación de medidas de protección administrativas y judiciales, bajo la siguiente redacción.


“Artículo 62.- Acción de tutela administrativa de derechos. Todo niño, niña o adolescente, o cualquier persona en su nombre e interés, podrá interponer una acción de garantía de los derechos de los niños , niñas y adolescentes ante la Secretaria Regional Ministerial del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, las Direcciones Regionales del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia o las Oficinas Locales de la Niñez , en razón de riesgos, amenazas o vulneraciones que afecten los derechos y garantías que a ellos corresponden, con el fin de que los órganos competentes tomen las medidas necesarias para hacer cesar la afectación de sus derechos.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia regulará el procedimiento necesario para garantizar un debido proceso y la efectiva cautela de los derechos.”. 

En votación la indicación N° 219, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, siguiendo la redacción previamente descrita.

ARTÍCULO 38


El artículo 38 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 38.- Defensa jurídica. Todo niño tiene derecho a contar con la debida defensa jurídica especializada y autónoma ante los tribunales de justicia y entidades administrativas, para el ejercicio de sus derechos en conformidad a la ley.”.

A este artículo, se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 220 y 221.

Indicación Nº 220


220.- De S.E. la Ex Presidenta de la República, para modificarlo en el siguiente sentido:


a) Intercalar, a continuación de las palabras “tiene derecho”, la frase “, de conformidad a la ley,”.


b) Suprimir las palabras “y autónoma”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la indicación N° 220.
Indicación Nº 221


221.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “ley”, por la siguiente: “Constitución y las leyes”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.


Sin perjuicio de lo anterior, se consigna que, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la supresión del presente artículo 38.


Dicha supresión se efectúa en atención de que los contenidos del precepto en cuestión fueron recogidos en el nuevo artículo 50 aprobado por la Comisión.

ARTÍCULO 40, NUEVO

Indicación Nº 222


222.- De S.E. la Ex Presidenta de la República, para intercalar a continuación del artículo 38, que ha pasado a ser 39, el siguiente artículo 40, nuevo:


“Artículo 40.- Protección judicial y administrativa. Todo niño que haya sido privado del ejercicio o goce de sus derechos, o cuyo goce o ejercicio se encuentre amenazado, tendrá derecho a que los Tribunales de Justicia y los órganos de la Administración del Estado, según corresponda, conforme a sus respectivas competencias, adopten en su beneficio las medidas y efectúen las prestaciones y actuaciones que procedan para restablecer el goce y ejercicio de sus derechos o evitar la afectación de los mismos.”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la indicación N° 222.
- - - - - -

ARTÍCULO 41, NUEVO

Indicación Nº 223


223.- De S.E. la Ex Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del artículo 40, nuevo, el siguiente artículo 41, nuevo, readecuando la numeración correlativa:


“Artículo 41.- Medidas de protección de derechos. Toda medida administrativa o judicial de protección de los derechos del niño deberá:


a) Encontrarse expresamente contemplada por una ley.


b) Adoptarse en un procedimiento que contemple las garantías del debido proceso pertinentes a su ámbito de aplicación, con celeridad y especial diligencia.


c) Determinarse sólo cuando ella sea necesaria y proporcional, se oriente hacia la satisfacción integral y óptima de los derechos del niño afectados, considere su contexto familiar y comunitario, y propenda al ejercicio del conjunto de dichos derechos.


d) Establecerse por el mínimo tiempo necesario y tener una duración determinada.


e) Adoptarse sólo una vez que se haya oído al niño a quien pudiere afectar.


f) Revocarse o sustituirse, según sea el caso, si cambian las circunstancias que motivaron su adopción.


g) Renovarse sólo si persisten las circunstancias que motivaron su adopción y existen antecedentes de que la actuación ha resultado idónea, para cumplir los fines que se tuvieron en cuenta al momento de adoptarse.”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la indicación N° 223.
- - - - - -

ARTÍCULO 39, NUEVO

Indicación Nº 224


224.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar un nuevo artículo 39, pasando el actual a ser 40, del siguiente tenor:


“Artículo 39.- Prevención administrativa. El Estado tiene el deber de generar programas y políticas públicas de prevención de todo foco de conflicto que pueda afectar a un niño dentro de su familia, debiendo promover el fortalecimiento de los lazos familiares, especialmente los establecidos con sus padres. Para ello, deberá contribuir a crear las condiciones sociales para que los padres, representantes legales o quienes tengan legalmente el cuidado personal de un niño, cumplan de la mejor manera posible con sus derechos y deberes de educación, protección y crianza.”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

- - - - - -

ARTÍCULO 39


El artículo 39 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 39.- Deber general. Los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, deben proveer los servicios sociales que correspondan para propender a la plena satisfacción de los derechos de los niños en forma oportuna y eficaz.”

A este artículo, se presentaron dos indicaciones, signadas con los Nos 225 y 226.
Indicación Nº 225


225.- Del ex Senador señor Walker, don Patricio, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 39.- Deber general. Los órganos del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, están obligados a proveer los servicios sociales que correspondan para garantizar la plena satisfacción de los derechos de los niños, niñas y adolescentes que se encuentren en territorio chileno, sin distinción, en forma oportuna y eficaz. 


Sin perjuicio de los recursos administrativos ordinarios de reposición y jerárquico, todo niño o niña, o cualquier persona que actúe en su representación, podrá formular reclamos y solicitudes ante los órganos de la Administración del Estado que tengan por función atender las necesidades de los niños, mediante los procedimientos que establece la ley al efecto.


Los organismos, entidades e instituciones públicas y privadas actuarán con la obligada reserva en el ámbito de la atención y protección a la infancia y la adolescencia, adoptando las medidas oportunas para garantizar, en aplicación del derecho a la vida privada, a la honra y propia imagen en el tratamiento confidencial de la información con la que cuenten y de los registros en los que conste dicha información.


El mismo deber de reserva se hará extensivo a las autoridades y personas que, por su profesión o función, conozcan de casos en los que podría existir o exista una situación de amenaza o de vulneración o que tengan acceso a la información citada en el párrafo anterior.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió aprobarla, bajo el mismo tenor resultante que la indicación N° 216.a.a, en lo referente al artículo sobre el Deber general de la Administración del Estado.


En votación la indicación N° 225, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadoras señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente descritos.

Indicación Nº 226


226.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “de los niños”, por la siguiente: “del niño”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

- - - - - -

ARTÍCULOS, NUEVOS
Indicaciones Nos 227 y 228

227.- De la Ex Presidenta de la República y 228.- del ex Senador señor Walker, don Patricio, para intercalar, a continuación del artículo 39, que ha pasado a ser 42, el siguiente artículo 43, nuevo:


“Artículo 43.- Inexcusabilidad. Requerido un órgano de la Administración del Estado para que otorgue determinados servicios o prestaciones, acciones o medidas, no podrá excusarse de conocer y pronunciarse sobre el requerimiento. 


Si el requerimiento no versa sobre materias de su competencia, deberá efectuar todas las diligencias que resulten necesarias para poner éste a disposición del órgano competente. En estos casos, la autoridad que no tenga competencia deberá siempre:


a) Registrar los datos del niño solicitante, de sus padres, representantes legales, quienes legalmente lo tengan a su cuidado o de la persona que concurre fundadamente en interés de éste según sea el caso;


b) Informar a la autoridad competente por el medio más eficiente posible, dentro del plazo máximo de 5 días hábiles contados desde su recepción; y


c) Informar al solicitante su incompetencia y la derivación de la solicitud al órgano competente, por el medio más expedito posible y sin dilación. En cualquier caso, deberá siempre notificarse por cualquier medio idóneo que dé fe de su conocimiento efectivo, dentro del plazo de 5 días hábiles contados desde su recepción.”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la indicación N° 227.


En consecuencia, la Comisión procedió a debatir sólo la indicación N° 228, de idéntico tenor.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, manifestó su respaldo a la misma, sugiriendo, en primer lugar, cambiar la nomenclatura empleada en su letra a), reemplazando el término “niño”, por la expresión “niño, niña o adolescente”, y, en segundo orden, sustituir su primer inciso por el siguiente:


“Artículo 64.- Inexcusabilidad. Requerido un órgano de la Administración del Estado para que intervenga ante situaciones de riesgo, amenaza o vulneración de derechos de niños, niñas o adolescentes, no podrá excusarse de conocer y pronunciarse sobre el requerimiento.”.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, señaló que, sin perjuicio de contener la indicación en análisis plazos, lo que acerca la regulación contenida en ella a un proceso judicial, el Ejecutivo se encuentra, en principio, de acuerdo con la misma, así como también con los cambios sugeridas por la Honorable Senadora señora Rincón. 


Lo anterior, resaltó, en tanto el deber de inexcusabilidad, en este ámbito, forma parte del Acuerdo Nacional por la Infancia.


En votación la indicación N° 228, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, incorporando las enmiendas previamente descritas.
REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate de la presente indicación.

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la propuesta de enmienda que a continuación se pasa a describir.

Inciso primero


El inciso primero previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor.


“Artículo 64.- Inexcusabilidad. Requerido un órgano de la Administración del Estado para que intervenga ante situaciones de riesgo, amenaza o vulneración de derechos de niños, niñas o adolescentes, no podrá excusarse de conocer y pronunciarse sobre el requerimiento.”.

La propuesta, agrega, antes de la palabra “Inexcusabilidad” la expresión “Deber de”.

En votación la indicación N° 228, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, incorporando las enmienda previamente descritas, incluida la última.
- - - - - - -

ARTÍCULO 44, NUEVO

Indicación Nº 229

229.- Del ex Senador señor Walker, don Patricio, para agregar un nuevo artículo 44, del siguiente tenor:


“Artículo 44.- Principios comunes para la aplicación de medidas de protección administrativas y judiciales. Toda medida administrativa o judicial de protección de los derechos del niño deberá:


a) Adoptarse en un procedimiento que contemple las garantías del debido proceso pertinentes a su ámbito de aplicación, con celeridad y especial diligencia;


b) Determinarse sólo cuando ella sea necesaria y proporcional, se oriente hacia la satisfacción integral y óptima de los derechos del niño amenazados o afectados, considerando su contexto familiar y comunitario;


c) Establecerse por el tiempo necesario que asegure la protección del niño y garantizar su revisión periódica por la autoridad que la haya decretado;


d) Adoptarse sólo una vez que se haya oído al niño a quien pudiere afectar, en el caso que corresponda, atendiendo a su desarrollo y madurez;


e) Revocarse o sustituirse, según sea el caso, si cambian las circunstancias que motivaron su adopción; y


f) Renovarse sólo si persisten las circunstancias que motivaron su adopción y existen antecedentes de que la actuación ha resultado idónea, para cumplir los fines que se tuvieron en cuenta al momento de imponerse.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó cambiar el nombre del artículo por “Reglas comunes para la aplicación de medidas de protección administrativas y judiciales”.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó que la propuesta en examen responde a la idea de que se debe disponer, en la ley, de un mínimo diseño para la fijación de un procedimiento de adopción de medidas administrativas o judiciales de protección.


Por tal razón, señaló que el Ejecutivo se encuentra a favor de esta indicación, cambiando sólo, en la propuesta de título de la Honorable Senadora señora Rincón, el término “Reglas”, por “Bases”.


Lo anterior, agregó, en tanto la idea de bases pareciera más coherente con la idea que se persigue en este punto, a saber, que a partir de esta disposición se puedan elaborar todos los reglamentos referentes a las medidas en comento.


La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, sugirió que se explicitara que las decisiones que se tomen en este ámbito deban ser fundadas, a fin de dichas determinaciones se sustenten en argumentos o antecedentes que las validen fehacientemente.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, expresó que los actos siempre deben ser fundados, sean ellos jurisdiccionales o administrativos, a fin de que luego los mismos puedan ser sujetos a control o revisión por parte de la autoridad de que se trate.


Sin perjuicio de lo anterior, sugirió incorporar, en lo pertinente, en la letra a) de la indicación, el vocablo “fundadamente”, en tanto las razones que justifican de dichas medidas, al igual que sus cambios, deben estar presentes desde el momento de su adopción.


Por último, dejó constancia que el término “bases” sugerido por la señora Honorato, permitiría que las disposiciones del presente artículo operasen como criterios para la toma de decisiones en este ámbito y a nivel de elaboración de los reglamentos respectivos.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, en primer lugar, recomendó que este precepto, eventualmente, pudiese quedar reubicado dentro del párrafo del Título III referente a, propiamente, las medidas de protección.


Posteriormente, sugirió que se profundizara en la incorporación de aspectos procedimentales mínimos en este ámbito. Lo anterior, añadió, ya que las medidas de protección dictadas por las Oficinas Locales de la Niñez, serán de naturaleza administrativa, por lo que entrarán a jugar, en los vacíos procesales que se dejen, las disposiciones de la Ley N° 19.880, lo que puede generar una cierta indeterminación de cuál será, en definitiva, el proceso que se seguirá en este contexto.


Asimismo, explicó que, de acuerdo a la Constitución Política de la República, los procedimientos deben ser racionales y justos, para lo cual se requiere de la disposición de reglas más concretas.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que, de acuerdo a conversaciones que se han sostenido con el Ejecutivo, se pretende fijar una norma transitoria que establezca que, en el plazo de un año, se deba regular el procedimiento de las medidas de protección en su integralidad, en cuyo texto, a su entender, ya se encuentra trabajando el Ministerio.


Por ello, añadió, en el presente cuerpo legal sólo se considerarán las bases de tales procesos.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, señaló que el proceso de estudio y elaboración de tal procedimiento se remonta al Gobierno anterior, por lo que se le dará continuidad a tales trabajos.


Posteriormente, se hizo presente que, a partir de las posiciones antes vertidas en el debate, el texto del artículo incorporado por la presente indicación sería del siguiente tenor.


“Artículo 61.- Bases para la aplicación de medidas de protección administrativas y judiciales. Toda medida administrativa o judicial de protección de los derechos del niño, niña o adolescente deberá:


a) Adoptarse fundadamente en un procedimiento que contemple las garantías del debido proceso pertinentes a su ámbito de aplicación, con celeridad y especial diligencia;

b) Determinarse sólo cuando ella sea necesaria y proporcional, se oriente hacia la satisfacción integral y óptima de los derechos del niño, niña o adolescente amenazados o afectados, considerando su contexto familiar y comunitario;

c) Establecerse por el tiempo necesario que asegure la protección del niño, niña o adolescente y garantizar su revisión periódica por la autoridad que la haya decretado;

d) Adoptarse sólo una vez que se haya oído al niño, niña o adolescente a quien pudiere afectar, en el caso que corresponda, atendiendo a su desarrollo y madurez;

e) Revocarse o sustituirse, según sea el caso, si cambian las circunstancias que motivaron su adopción; y

f) Renovarse sólo si persisten las circunstancias que motivaron su adopción y existen antecedentes de que la actuación ha resultado idónea, para cumplir los fines que se tuvieron en cuenta al momento de imponerse.”.


En votación la indicación N° 229, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo el tenor previamente descrito.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate de la presente indicación.

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la propuesta de enmienda que a continuación se pasa a describir.


La proposición, reubica este artículo en el primer párrafo (“Normas de aplicación general”) del presente Título III, luego del artículo relativo a los principios rectores de los procesos de protección, bajo la siguiente redacción.


“Artículo 61.- Reglas generales para la adopción y aplicación de medidas de protección administrativas y judiciales. Toda medida administrativa o judicial de protección de los derechos del niño, niña o adolescente deberá:


a) Adoptarse fundadamente en un procedimiento que contemple las garantías del debido proceso pertinentes a su ámbito de aplicación, con celeridad y especial diligencia;


b) Determinarse sólo cuando ella sea necesaria y proporcional, se oriente hacia la satisfacción integral y óptima de los derechos del niño, niña o adolescente amenazados o afectados, considerando su contexto familiar y comunitario;


c) Establecerse por el tiempo necesario que asegure la protección del niño, niña o adolescente y garantizar su revisión periódica por la autoridad que la haya decretado;


d) Adoptarse sólo una vez que se haya oído al niño, niña o adolescente a quien pudiere afectar, en el caso que corresponda, atendiendo a su desarrollo y madurez, y a sus padres, madres, representantes o personas que lo tengan bajo su cuidado.

e) Revocarse o sustituirse, según sea el caso, si cambian las circunstancias que motivaron su adopción; y


f) Renovarse sólo si persisten las circunstancias que motivaron su adopción y existen antecedentes de que la actuación ha resultado idónea, para cumplir los fines que se tuvieron en cuenta al momento de imponerse.”.

En votación la indicación N° 229, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, bajo el tenor previamente descrito.

- - - - - - -
ARTÍCULO 45, NUEVO

Indicación Nº 230


230.- Del ex Senador señor Walker, don Patricio, para agregar un nuevo artículo 45, del siguiente tenor:


“Artículo 45.- Protección Administrativa. Todo niño tiene derecho a la protección administrativa, la cual está constituida por el conjunto de servicios y prestaciones sociales otorgadas por el Estado para la plena satisfacción de sus derechos.

Es deber de los órganos del Estado impetrar las medidas necesarias para que la oferta de estos servicios y prestaciones sociales estén disponibles en todo el territorio nacional, a través de las Oficinas de Protección de Derechos, que deberán articular la respuesta estatal en este sentido.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió aprobarla, bajo el mismo tenor resultante que la indicación N° 216.a.a, en lo referente al artículo sobre el Deber general de la Administración del Estado.


En votación la indicación N° 230, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadoras señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente descritos.

- - - - - - -
PÁRRAFO 2°, NUEVO

Indicación Nº 231


231.- De S.E. la Ex Presidenta de la República, para intercalar el siguiente Párrafo 2°, nuevo, y los artículos 44 a 49 que forman parte de él:

“Párrafo 2°

De la protección administrativa


Artículo 44.- Principio de colaboración. La protección administrativa tenderá a generar soluciones colaborativas, apoyando a los padres, o quienes tengan al niño legalmente a su cuidado, generando para ello las articulaciones necesarias entre los organismos públicos y privados.


Artículo 45.- Supuesto de adopción de medidas administrativas. El Ministerio de Desarrollo Social realizará las actuaciones que correspondan, cuando un niño sea privado en el ejercicio de cualquiera de sus derechos, y dictará medidas de protección administrativas cuando la causa de esa privación se relacione con la necesidad de apoyar a quienes ejercen su cuidado personal.


Artículo 46.- Medidas administrativas de protección de derechos. En los casos señalados en el artículo anterior, el Ministerio de Desarrollo Social adoptará una o más de las siguientes medidas de protección:


a) Disponer el ingreso del niño o sus padres o responsables legales a programas ambulatorios establecidos de conformidad a la ley y a la oferta programática. Estos programas consistirán en intervenciones de apoyo escolar; fortalecimiento familiar; médico y de salud mental, de consumo problemático de alcohol o drogas; u otros que se requieran.


b) Disponer la asistencia del niño, de las personas que lo tengan bajo su cuidado o a algún miembro de su familia a tratamientos médicos, psicológicos o siquiátricos.


c) Solicitar, como último recurso, al tribunal competente que disponga la separación del niño de uno o ambos padres o de quienes lo tengan bajo su cuidado, así como de su entorno familiar y social. En este caso, el Ministerio de Desarrollo Social deberá remitir los antecedentes al tribunal con competencia en materias de familia, proponiendo el acogimiento familiar, de acuerdo a las reglas establecidas en el artículo 50 de esta ley. Determinada judicialmente la separación a que se refiere este literal, el Ministerio de Desarrollo Social, a través de la oferta programática que articule, acompañará y entregará apoyo al niño y, en su caso, a su entorno familiar y social.


d) Cualquier otra medida dirigida a la protección de los derechos del niño y que se encuentre prevista en las leyes.


Artículo 47.- Bases del Procedimiento administrativo. Para la adopción de las medidas que correspondan de conformidad a este Título, el Ministerio de Desarrollo Social iniciará un procedimiento administrativo en el que deberán observarse las siguientes formalidades:


a) Se individualizará al niño cuyo desarrollo o bienestar pudiera encontrarse limitado o perjudicado.


b) Se describirán los hechos que dan lugar a la adopción de la medida.


c) Se citará al niño a efectos de que ejerza su derecho a ser oído.


d) Se oirá a los padres del niño o a quienes lo tuvieren a su cuidado y a las demás personas que la autoridad determine.


e) Se recabará la información y se ordenará la realización de las pericias, informes o diligencias que se estimen necesarias con el fin de determinar los supuestos y fundamentos para la adopción de las medidas.


f) La resolución que adopte la medida deberá identificar el o los derechos afectados, la necesidad de apoyo detectada, la determinación de la medida y su plazo de duración.


Este procedimiento concluirá con la dictación de una resolución administrativa que determine fundadamente la vulneración de derechos establecidos en esta ley, y la aplicación de una medida administrativa en los casos en que corresponda.


La autoridad administrativa competente propenderá a poner término anticipado al procedimiento con acuerdo de los participantes, promover soluciones colaborativas e instar por procesos de mediación, oyendo siempre al niño.


Artículo 48.- Ejecución y revisión periódica de las medidas de protección de derechos. El Ministerio de Desarrollo Social velará por la correcta y completa ejecución de las medidas de protección de derechos, pudiendo revisar su pertinencia, idoneidad y oportunidad en cualquier momento.


Asimismo, podrá prorrogar las medidas adoptadas mediante resolución fundada respecto de su pertinencia, idoneidad y oportunidad en relación al objetivo que se tuvo en consideración al adoptar la medida.


En caso que las circunstancias fácticas o los fundamentos jurídicos que sirvieron de antecedentes para su adopción hayan cambiado o cesado, la medida deberá sustituirse por una más adecuada a las nuevas circunstancias o revocarse, según sea el caso.


Artículo 49.- Impugnación judicial. Los afectados que estimen que la resolución de la autoridad administrativa es ilegal, podrán reclamar de la misma dentro del plazo que señale la ley ante el tribunal con competencia en materias de familia correspondiente al domicilio del reclamante, quien conocerá de conformidad con la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia.”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la indicación N° 231.
- - - - - - -

PÁRRAFO 3°, NUEVO

Indicación Nº 232


232.- De S.E. la Ex Presidenta de la República, para intercalar el siguiente párrafo 3°, nuevo, y los artículos 50 a 56 que forman parte de él:

“Párrafo 3°

De la protección judicial y de la acción de tutela

Artículo 50.- Medida judicial de protección de derechos del niño. Los tribunales con competencia en materias de familia tendrán facultades exclusivas para decretar la medida de protección de derechos del niño que conlleve la separación de uno o ambos padres, de las personas que lo tienen bajo su cuidado y/o de su entorno familiar y social.


En la aplicación de esta medida, deberán priorizarse especialmente modalidades de acogimiento familiar. Sólo a falta de ellas y mediante resolución especialmente fundada en el interés superior del niño, se procederá a ordenar la internación residencial en establecimientos administrados por el Estado o por colaboradores acreditados. La concurrencia de la voluntad del niño cuya separación se ordene y/o la de sus padres, representantes legales o personas que lo tuvieren bajo su cuidado, no obstará al cumplimiento de las exigencias señaladas.


En caso que el tribunal, en el procedimiento de protección respectivo, estime que no concurren las circunstancias que justifiquen dicha separación, podrá adoptar alguna o algunas de las medidas de protección contempladas en la ley. 


La autoridad administrativa podrá, excepcionalmente, como medida cautelar, resolver fundadamente la separación del niño de sus padres, de las personas que lo tienen bajo su cuidado y/o de su entorno familiar cuando, de no adoptarse tal medida, la vida o integridad del niño corriere grave riesgo. En este supuesto, la autoridad administrativa deberá enviar de inmediato todos los antecedentes al tribunal con competencia en materias de familia. El tribunal deberá resolver en primera audiencia, adoptando alguna de las medidas cautelares especiales contempladas en el artículo 71 de la ley N° 19.968.


Artículo 51.- Acción de Tutela. Todo niño tiene derecho a solicitar al tribunal competente el restablecimiento del ejercicio de sus derechos cuando una acción u omisión arbitraria o ilegal haya impedido o limitado su ejercicio. 


Se entenderá por derechos del niño aquellos reconocidos en el Título II de la presente ley.


Artículo 52.- Legitimación activa. Todo niño, su padre o madre, quien lo tenga legalmente a su cuidado o cualquiera a su nombre podrá interponer la presente acción, en conformidad al artículo 51, en contra de un particular o de una autoridad, funcionario u órgano del Estado.


Artículo 53.- Tribunal Competente. La presente acción se interpondrá ante el tribunal con competencia en materia de familia del lugar en que hubiere ocurrido la acción u omisión definida en el artículo 51 o en el domicilio del niño, a elección de éste, dentro del plazo fatal de 30 días corridos contados desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión o, según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticias o conocimiento cierto de los mismos, lo que se hará constar en autos.


Artículo 54.- Admisibilidad. La presente acción deberá interponerse por escrito o verbalmente, en cuyo caso se levantará el acta respectiva, señalando el nombre y domicilio del solicitante; el nombre y domicilio del niño a favor de quien se interpone, si se conociere; la individualización del particular, autoridad, funcionario u órgano del Estado contra quien se interpone o los datos que permitan individualizarlo; los hechos que constituyen la infracción, y se  acompañarán los antecedentes disponibles en los que se fundamente. 


El Tribunal declarará inadmisible la acción en los siguientes casos:


a) Si es incompetente.


b) Si la acción no se ha interpuesto dentro de plazo.


c) Si no se señalan los hechos que constituyen la acción u omisión arbitraria o ilegal.


d) Si la acción adolece de manifiesta falta de fundamento.


e) Si la acción se ha interpuesto contra el contenido de leyes vigentes o contra resoluciones judiciales.


f) Si existe, respecto de los mismos hechos, un procedimiento especial administrativo.


g) Si existe un procedimiento judicial, cuya tramitación se encuentre pendiente.


Tratándose de hechos correspondientes al artículo 45, el tribunal declarará inadmisible la acción y reenviará los antecedentes que la fundamentan al Ministerio de Desarrollo Social, por la vía más expedita posible.


Interpuesta la acción de protección a que se refiere el artículo 20 de la Constitución Política de la República, no se podrá accionar de conformidad a las normas de este párrafo por los mismos hechos. Si la declaración de admisibilidad de la acción de protección se produce después de que haya sido admitida a tramitación la acción de tutela de derechos, ésta terminará por ese solo hecho.


Artículo 55.- Facultad de hacerse parte. El particular, autoridad, funcionario u órgano del Estado señalado como causante de la acción u omisión arbitraria o ilegal, o a quien el tribunal haya estimado como tal, podrá hacerse parte en el proceso.


Artículo 56.- Sentencia. Con el mérito de los antecedentes reunidos y lo expuesto por las partes, el tribunal dictará sentencia declarando la existencia o inexistencia de la acción u omisión referida en el artículo 51.


La sentencia deberá ordenar las medidas previstas por la ley, para restablecer el legítimo ejercicio de los derechos del niño y asegurar su debida protección.”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la indicación N° 232.
- - - - - - - -

ARTÍCULO NUEVO


Posteriormente, la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, procedió a debatir acerca de la incorporación de un artículo referente a la obligación de denuncia ante riesgos, amenazas o vulneraciones de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, del siguiente tenor.


“Artículo 65.- Los funcionarios públicos, agentes públicos que presten servicios al Estado bajo cualquier modalidad contractual, así como toda persona natural o jurídica que desempeñe el rol público al que se refiere el artículo 2 de la ley N° 20.032, tienen el deber de poner en conocimiento de las Secretarías Regionales Ministeriales del Ministerio de Desarrollo Social y Familia que corresponda, toda situación de riesgo, amenaza o vulneración de los derechos de los niños, niñas y adolescentes de la que tenga conocimiento en el ejercicio de sus funciones, en el más breve plazo. La Secretaría Regional Ministerial correspondiente, deberá derivar el caso, dentro de las 24 horas siguientes de recepcionada la información, a la Oficina Local de la Niñez competente, la que deberá actuar de oficio. A falta de una Oficina Local de la Niñez en el lugar del domicilio del niño, niña o adolescente afectado, la Subsecretaría deberá denunciar el caso ante el tribunal de familia competente.


Todo funcionario o agente público, en especial los pertenecientes a las Oficinas Locales de la Niñez, tienen la obligación de denunciar, dentro plazo de 24 horas, ante los órganos competentes, la comisión de hechos que puedan revestir el carácter de delito en contra de un niño, niña o adolescente.


El incumplimiento de los deberes a que se refiere este artículo, se entenderá como falta o incumplimiento grave de las funciones, contratos o convenios, según corresponda.


Las Oficinas Locales de la Niñez deberán contar con espacios adecuados que aseguren la confidencialidad pertinente, para que cualquier persona, niño, niña o adolescente pueda denunciar los hechos referidos en el inciso primero. Asimismo, y con tal finalidad, dispondrán de mecanismos expeditos, como teléfono prioritario, página web, redes sociales y cualquier otra plataforma tecnológica, garantizando la reserva respectiva.


No se admitirá acción en contra del denunciante, salvo que se pruebe su mala fe.”.


En discusión esta proposición, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, indicó que le parece complejo y algo excesivo que se disponga la carga de denunciar, incluso a las personas naturales acreditadas como colaboradoras, por riesgos o amenazas de vulneración, en tanto ser situaciones cuya interpretación es sumamente subjetiva, sin que se pueda advertir claridad sobre su sentido y alcance.


Por su parte, agregó, el Ejecutivo, por cierto, respalda tal obligación de denuncia en caso de vulneraciones ya configuradas.


En seguida, recomendó que la denuncia en cuestión no sólo pueda ser presentada ante las Secretarías Regionales Ministeriales del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, sino ante cualquier órgano competente, especialmente los organismos contemplados en el Título IV de la presente ley. 


Lo anterior, destacó, en tanto respecto de las últimas entidades, es del todo procedente el deber de inexcusabilidad, previamente aprobado por la Comisión.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, concordó con la idea de que la denuncia pueda ser puesta en conocimiento en diversas instituciones, a fin de no circunscribir tal acción a sólo una repartición pública.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, a su turno, subrayó que el precepto en comento es el símil de la obligación de denuncia que existe en el ámbito penal, respecto de hechos que revisten el carácter de delito.

La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, consultó la sanción contemplada por la inobservancia del deber de denuncia que se propone.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, respondió que la omisión en cuestión se considera como un incumplimiento grave de las funciones que correspondan a la persona de que se trate.


La Honorable Senadora señora Von Baer, expresó que, a su juicio, y a fin de que el precepto en debate no pierda fuerza, se debiese fijar la obligación de denunciar sólo en el caso de que se tome conocimiento de una vulneración, en virtud de ser ello algo objetivo, pero no de eventuales situaciones de riesgo o amenaza, en tanto la calificación de tales hipótesis es eminentemente subjetiva.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que se propone que la obligación de denuncia sólo sea exigible en el caso de que una persona tome conocimiento de alguna situación de afectación, por lo que no se trata de un deber abstracto, sino de una regla concreta.


Asimismo, indicó que se hace el resguardo pertinente para no desincentivar las denuncias, en tanto, en el inciso final de la proposición, se establece que no se admitirá acción en contra del denunciante que actúe en protección de los niños, niñas y adolescente, salvo que éste actúe de mala fe.


Por consiguiente, finalizó la propuesta busca que se materialice, en los hechos, el deber de los actores del sector de estar atentos de los niños a su cuidado o que están siendo por ellos tratados.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, señaló que si bien es compleja la calificación de las situaciones de riesgo y amenaza, se podría analizar una fórmula que permitiera englobarlas de manera más objetiva.


De ese modo, sugirió que el primer inciso de la proposición en comento aludiera a toda situación que pueda ser constitutiva de afectación de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, o la vulneración de los mismos.


Posteriormente, se hizo presente que, a partir de las posiciones antes vertidas en el debate, el texto del artículo sería del siguiente tenor.


“Artículo 65.- Los funcionarios públicos, agentes públicos que presten servicios al Estado bajo cualquier modalidad contractual, así como toda persona natural o jurídica que desempeñe el rol público al que se refiere el artículo 2 de la ley N° 20.032, tienen el deber de poner en conocimiento de las instituciones competentes, especialmente de las contempladas en el Título IV de la presente ley, toda situación que puede ser constitutiva de afectación de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, o de la vulneración de los mismos.


Todo funcionario o agente público, en especial los pertenecientes a las Oficinas Locales de la Niñez, tienen la obligación de denunciar, dentro plazo de 24 horas, ante los órganos competentes, la comisión de hechos que puedan revestir el carácter de delito en contra de un niño, niña o adolescente.


El incumplimiento de los deberes a que se refiere este artículo, se entenderá como falta o incumplimiento grave de las funciones, contratos o convenios, según corresponda.


Las Oficinas Locales de la Niñez deberán contar con espacios adecuados que aseguren la confidencialidad pertinente, para que cualquier persona, niño, niña o adolescente pueda denunciar los hechos referidos en el inciso primero. Asimismo, y con tal finalidad, dispondrán de mecanismos expeditos, como teléfono prioritario, página web, redes sociales y cualquier otra plataforma tecnológica, garantizando la reserva respectiva.


No se admitirá acción en contra del denunciante, salvo que se pruebe su mala fe.”.


La Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121, y por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Ossandón, aprobó la propuesta en referencia, bajo el tenor previamente descrito.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la propuesta de enmienda que a continuación se pasa a describir.


La proposición, reubica este artículo en el segundo párrafo (“De los deberes de la Administración del Estado”) del presente Título III, luego del artículo relativo al deber de inexcusabilidad, bajo la siguiente redacción.


“Artículo 65.- Deber de denuncia. Los funcionarios públicos, agentes públicos que presten servicios al Estado bajo cualquier modalidad contractual, así como toda persona natural o jurídica que desempeñe la función pública a que se refiere el artículo 3 de la ley N° 20.032, tienen el deber de poner en conocimiento de las instituciones competentes, especialmente de las contempladas en el Título IV de la presente ley, toda situación que pueda ser constitutiva de afectación o amenaza de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, o de la vulneración de los mismos.


Todo funcionario o agente público, en especial los pertenecientes a las Oficinas Locales de la Niñez y a los organismos colaboradores del Servicio de Protección Especializada de la Niñez, tienen la obligación de denunciar, dentro plazo de 24 horas, ante los órganos competentes, la comisión de hechos que puedan revestir el carácter de delito en contra de un niño, niña o adolescente.


El incumplimiento de los deberes a que se refiere este artículo, se entenderá como falta o incumplimiento grave de las funciones, contratos o convenios, según corresponda, sin perjuicio de las sanciones penales establecidas en el artículo 176 del Código Procesal Penal.


Las Oficinas Locales de la Niñez deberán contar con espacios adecuados que aseguren la confidencialidad pertinente, para que cualquier persona, niño, niña o adolescente pueda denunciar los hechos referidos en el inciso primero. Asimismo, y con tal finalidad, dispondrán de mecanismos expeditos, como teléfono prioritario, página web, redes sociales y cualquier otra plataforma tecnológica, garantizando la reserva respectiva.


No se admitirá acción en contra del denunciante, salvo que se pruebe su mala fe.”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la proposición en examen.
- - - - - - -
ARTÍCULO NUEVO


Posteriormente, la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, procedió a debatir acerca de la incorporación de un artículo referente a la competencia de las Oficinas Locales de la Niñez, del siguiente tenor.


“Artículo 69.- Competencia de las Oficinas Locales de la Niñez. La competencia territorial de las Oficinas Locales de la Niñez se determina de acuerdo al siguiente orden de prelación:


a) Domicilio o residencia de la familia de origen.


b) Domicilio o residencia de la familia de acogida o domicilio de la residencia donde el niño, niña o adolescente se encuentre, según sea el caso.


c) Lugar de ubicación del niño, niña o adolescente.


d) Lugar de ocurrencia del hecho de amenaza o vulneración que ocasiona la apertura del procedimiento.


En razón de la materia, le corresponde la imposición de las medidas de protección a que se refiere el artículo …. de la presente ley.”.


En discusión esta propuesta, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, señaló no tener certeza respecto de si el precepto en comento contribuye efectivamente al proyecto de ley en estudio.


Lo anterior, añadió, en tanto ser compleja la determinación la competencia de las Oficinas Locales de la Niñez en cada caso. Ello, agregó, especialmente si se tiene en consideración que el niño puede cambiar su domicilio en múltiples ocasiones, pudiendo residir por determinado tiempo, por ejemplo, en la casa de su padre, luego en la de su madre y posteriormente en la de sus abuelos o en la de algún familiar.


De ese modo, subrayó, es que se debe dar la posibilidad de que el niño pueda acudir a cualquier Oficina Local de la Niñez para informar de su situación.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, preguntó qué pasaría en caso de que, por ejemplo, el niño ponga en conocimiento su caso en la Oficina Local de la Niñez del domicilio de un amigo.


En ese sentido, preguntó si sería en esta última en donde se radicaría el asunto.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, respondió indicando que, en esa hipótesis, lo que debiese hacer la Oficina Local de la Niñez en el ejemplo, sería derivar el caso a aquella que corresponda al lugar en donde el niño habitualmente está, o en donde este último tenga su red de apoyo.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, resaltó que, justamente por hipótesis como la antes planteada, se hace necesaria la determinación competencial de las Oficinas Locales de la Niñez, independientemente de que el niño pueda acudir a presentar su caso ante cualquiera de estos dispositivos a lo largo del territorio.


La Honorable Senadora señora Von Baer, sugirió que el precepto en cuestión, más que contener un orden de prelación acerca de los factores de competencia, estos operasen como parámetros que posibiliten u orienten la decisión acerca de cuál Oficina Local de la Niñez es la más apropiada para llevar el caso del niño.


Ello, resaltó, por cierto, dejando la posibilidad que aquél pueda reportar si situación ante cualquiera de tales oficinas.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, recomendó, en la lógica del precepto en examen, que la letra a) se refiriese directamente al domicilio del niño, y que luego la letra b) se remitiese al domicilio de los padres y/o madres de este último.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, preguntó si, a partir de la propuesta antes descrita, la letra c) de la proposición carecería de utilidad.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, respondió que tal letra c) todavía sería de útil en los casos de niños en situación de calle, por lo que recomendó conservarla.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, consultó acerca de la pertinencia de la letra d) de la proposición.


La Asesora de la Fundación San Carlos de Maipo, señora María José Pérez, respondió que la relevancia de tal letra se advierte en los casos en que existe una vulneración que atañe a un grupo de niños, los que no siempre tendrán el mismo domicilio.


Lo anterior, agregó, por ejemplo, puede suceder en algún episodio lesivo en alguna institución colaboradora, o en un establecimiento educativo, como podría ser un jardín infantil.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, subrayó que, en hipótesis como la expuesta previamente, cobra aún mayor relevancia establecer una regla competencial de radicación, que determine cuál Oficina Local de la Niñez será la que llevará el caso.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, a su turno, destacó que no se debe perder de vista en el presente debate que lo que la propuesta establece es un orden de prelación, lo que implica que cada regla en cuestión excluye la anterior, hasta que se verifique la que se ajuste al caso en particular.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, posteriormente, consultó por la pertinencia del último inciso de la propuesta.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, respondió que se debiese desechar tal precepto, en tanto las reglas contenidas en las letras en discusión fijarían la competencia de la Oficina Local de la Niñez respecto de cualquiera de sus funciones, no sólo cuando se haya decidido adoptar una medida de protección.


El Honorable Senador señor Ossandón, concordó con lo sostenido por quien le precedió en el uso de la palabra, estimando que dicho inciso final sería innecesario, ya que, al fijarse la regulación de la competencia de tales dispositivos locales, se hace respecto de cada una de las atribuciones con las que dichas entidades cuentan.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió analizar una redacción que considere los distintos elementos vertidos en el presente debate.


Los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, manifestaron su aprobación a tal recomendación.


Posteriormente, los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, en conjunto con el Ejecutivo, consensuaron la siguiente propuesta de redacción.

“Artículo 69.- De la Competencia. Las Oficinas Locales de la Niñez serán competentes para conocer de las amenazas o vulneraciones no graves a los derechos de los niños, niñas y adolescentes conforme a lo dispuesto en el artículo 58.

Conocerá del caso la Oficina que corresponda al lugar de domicilio del niño, niña y adolescente o, en su defecto, de su familia de origen o de la persona que lo tenga a su cuidado. Si el niño, niña o adolescente se encontrare sujeto a una medida de cuidado alternativo, conocerá del caso la Oficina con jurisdicción en el lugar de domicilio de la familia de acogida o residencia de protección, según fuese el caso.


En caso de no poder aplicar la regla anterior, la competencia queda determinada por el lugar donde se encuentre el niño, niña o adolescente; y a falta de lo anterior, por el lugar de ocurrencia del hecho de amenaza o vulneración que ocasiona la apertura del procedimiento.”.


Ante esta proposición, la Honorable Senadora señora Von Baer, manifestó sus reparos, ya que en ella se alude, entre otras cosas, a la situación del niño que se encuentra en una familia de acogida o de residencia, para fijar la competencia de la Oficina Local de la Niñez, sin perjuicio de que el niño, para llegar a tales esferas, necesariamente debió atravesar por un proceso jurisdiccional, en donde se decidió su envío a tales lugares, pasando, en consecuencia, a estar a cargo del Servicio de Protección Especializada.


Por el contrario, resaltó, la intervención de la Oficina Local de la Niñez supone un caso en donde la situación del niño no se ha judicializado, por lo que una regla como la propuesta sólo genera confusión acerca de la responsabilidad, en tal escenario, entre el dispositivo local y el Servicio.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, subrayó que, en caso de vulneraciones no graves, aún cuando el niño se encuentre en una residencia a cargo del Servicio, será la Oficina Local de la Niñez la encargada de gestionar su caso, precisamente por la entidad de la vulneración (no grave).


El Honorable Senador señor Montes, expresó su preocupación respecto de que ambas entidades (Oficina Local de la Niñez y Servicio de Protección Especializada) pudieran resultar competentes para el mismo tipo de casos.


Sin perjuicio de lo anterior, sostuvo que, a su juicio, ello queda resuelto por lo establecido en la proposición respecto del domicilio del niño, como factor primario para determinar la competencia de la Oficina Local de la Niñez, siendo claro que esta última sólo conocerá de las vulneraciones no graves.


La Honorable Senadora señora Von Baer, expresó que, en la hipótesis de verificarse una vulneración no grave, por cierto, corresponde a la Oficina Local de la Niñez efectuar la gestión administrativa del caso del niño.

Por su parte, agregó, ante la configuración de una vulneración grave a los derechos del niño, es el tribunal de familia el que debe intervenir, decidiendo, entre otras alternativas, que el niño vaya a una familia de acogida o a un centro residencial. Desde ese momento, subrayó, el niño pasa a estar a cargo del Servicio de Protección Especializada y no del dispositivo local, por lo que, de fijar una regla como la propuesta en este ámbito, se genera un probable escenario de confusión de competencias o propiamente tal un conflicto de competencias.


Lo anterior, añadió, sólo diluye la responsabilidad de uno u otro organismo en dichos escenarios, ya que no se sabrá con certeza hasta qué punto se extiende aquélla respecto de la Oficina y del Servicio.

La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, destacó que el conflicto aludido no se verificaría, toda vez que la Oficina Local de la Niñez sólo conocerá de aquellas vulneraciones que no son graves.


La Honorable Senadora señora Von Baer, discrepó con el parecer de quien le antecedió en el uso de la palabra, ya que la Oficina Local de la Niñez, en el escenario previamente descrito, entraría a gestionar administrativamente un caso de un niño, incluso si éste ya se encontrare al cuidado de una familia de acogida seleccionada por el propio Servicio.


La Jefa de la División de Promoción y Prevención de la Subsecretaría de la Niñez, señora Blanquita Honorato, por su parte, explicó que las labores de las Oficinas Locales de la Niñez, en este ámbito son complementarias en ciertas cosas, por ejemplo, en caso de que una familia de acogida tenga problemas para encontrar un establecimiento educacional para el niño, el dispositivo local será el encargado de gestionar dicha situación, a través de la coordinación intersectorial, a fin de garantizar al niño su derecho a la educación.

La Honorable Senadora señora Von Baer, reiteró su desacuerdo con el mencionado esquema, toda vez que, a su juicio, se le está restando de responsabilidades al Servicio, y entregándoselas, en este contexto, a un órgano como las Oficinas Locales de la Niñez, el que no siempre contará con las capacidades necesarias para abordar este tipo de situaciones.


Para ello, prosiguió, es justamente que se ha hecho la diferenciación de que tales Oficinas sólo actúan en un escenario no judicializado, en tanto ser ello la protección administrativa propiamente tal.


El Honorable Senador señor Montes, sin perjuicio de manifestar su preocupación de que no quede establecido un claro responsable en los casos previamente descrito, respaldó la proposición en análisis, en tanto no existir otra fórmula de acuerdo con el Ejecutivo en estas materias.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes, Ossandón y Quintana, y el voto en contra de la Honorable Senadora señora Von Baer, aprobó la propuesta en los términos antes descritos.


La Honorable Senadora señora Von Baer, fundamentó su rechazo sosteniendo, en primer lugar, qu si bien entiende que las Oficinas Locales de la Niñez sean competentes en casos de amenazas o vulneraciones no graves de derechos, tal ámbito de acción debiese supeditarse a los escenarios en que no ha intervenido un órgano jurisdiccional.


Por consiguiente, agregó, una vez judicializada la situación, que derive, por ejemplo, en encomendarle el cuidado del niño a una familia de acogida, previamente seleccionada por el Servicio, es este último el que debe responsabilizarse por aquél, precisamente por estar a cargo del mismo.


En efecto, añadió, otorgar la tarea de gestionar el caso, en dichas hipótesis, a la Oficina Local de la Niñez, incluso cuando se trate de vulneraciones graves, genera un cuadro de confusión institucional, de competencias y de funciones, sin perjuicio de que ello implica que un dispositivo local, con sólo ciertas capacidades, deba ir hasta donde resida la familia de acogida de que se trate para realizar hacerse cargo de la situación vulneratoria no grave.


Lo anterior, reiteró, sólo genera una confusión de responsabilidades entre la Oficina Local de la Niñez y el Servicio de Protección Especializada.

- - - - - - - -

NUEVO ARTÍCULO


Posteriormente, la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, procedió a debatir acerca de la incorporación de un artículo referente a la definición de las medidas de protección, del siguiente tenor.


“Artículo…- Definición de medidas de protección. Son todas aquellas acciones que adopta o impone la autoridad administrativa o judicial, según corresponda, en el evento que se produzca una amenaza o vulneración de los derechos o garantías de niños, niñas o adolescentes considerados individualmente, o cuando afecte a derechos o garantías de grupos de niños, niñas o adolescentes, con el objeto de preservarlos o restituirlos.


La amenaza o vulneración puede provenir de la propia conducta del niño, niña o adolescente, de su situación social, familiar, por la acción u omisión del Estado e instituciones, o de agentes externos.”.


En discusión esta propuesta, la Honorable Senadora señora Von Baer, reparó en que la Comisión ya aprobó un artículo completo con definiciones, por lo que no estima oficioso incorporar otra al articulado en este punto.


Por consiguiente, agregó, la introducción del precepto en análisis no genera mayor orden en el proyecto, complejizando todavía más la interpretación de la iniciativa a los futuros operadores que deberán aplicar las disposiciones de la misma.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, por su parte, destacó que, durante la discusión parlamentaria que decantó en la aprobación de la Ley de Tribunales de Familia, no se hicieron mayores referencias a la regulación de las medidas de protección, omisión que, al día de hoy, genera considerables complejidades, precisamente por ser aquéllas una figura sin una delimitación clara, lo que acarrea que las mismas sean empleadas, en muchas ocasiones, de manera incorrecta, lo que resulta, a su vez, en una intervención inadecuada hacia el niño, niña o adolescente.


De ese modo, resaltó, es necesario que los operadores jurídicos sepan con certeza de que se tratan dichas medidas, a fin de que sean aplicadas correctamente en la protección del niño.


La Honorable Senadora señora Von Baer, replicó indicando que, si bien entiende el punto sostenido por quien le precedió en el uso de la palabra, el problema con el particular se suscita, a su juicio, con el hecho de que ya se adoptaron las definiciones en este ámbito, por medio de un artículo que, precisamente, las aborda.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, a su turno, expresó que una definición como la propuesta para las medidas de protección, tanto administrativas como jurisdiccionales, requiere una revisión más detenida del punto, necesitándose un informe de la Excelentísima Corte Suprema al respecto, ya que se abordan materias que, al día de hoy, son de competencia de la judicatura, y que se proponen pasen a sede administrativa.


Tales aspectos, añadió, precisan de un debate adicional, el que se espera realizar cuando se presente el proyecto que aborde integralmente el procedimiento de las medidas en comento.


La Asesora de la Honorable Senadora señora Paulina Gómez, destacó que el artículo en debate sólo define a la figura de las medidas de protección, lo que es conceptual y técnicamente distinto de las categorías y tipos de protección regulados en el artículo de las definiciones que la Comisión aprobó para el presente Título III.


En efecto, agregó, como se propone que la Administración pueda dictar medidas en este contexto, en concreto, por medio de las Oficinas Locales de la Niñez, se hace necesario definir y delimitar el ámbito administrativo del jurisdiccional en este punto.


Por consiguiente, afirmó que el artículo en análisis no genera una reiteración inoficiosa de definiciones en el proyecto, sino que permite tener claridad acerca del alcance de una figura que, al día de hoy, incluso en la judicatura, no presenta límites claros.


La Asesora de la Fundación San Carlos de Maipo, señora María José Pérez, recordó que, en el año 2016, encontrándose en la Presidencia de la Comisión el ex Senador señor Walker, don Patricio, este último convocó una mesa entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo y algunos actores del sector, con el objetivo, precisamente, de delimitar lo jurisdiccional de lo administrativo en estas materias.


Se consigna que, posteriormente, la Comisión procedió a retirar del debate esta proposición.
- - - - - - - -

NUEVO ARTÍCULO


Posteriormente, la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, procedió a debatir acerca de la incorporación de un artículo referente a los criterios de interpretación del interés superior del niño, del siguiente tenor.


“Artículo…- Criterios de interpretación del interés superior. En la interpretación y aplicación del interés superior para cada caso concreto, la autoridad competente, sea del orden administrativo o judicial, al momento de decretar una medida de protección, deberá tener en cuenta, a lo menos, los siguientes criterios generales:


a) La medida debe proteger el derecho a la vida, supervivencia y desarrollo del niño, niña o adolescente y la satisfacción de sus necesidades materiales, educativas, emocionales y afectivas.


b) La medida debe considerar los deseos, sentimientos y opiniones del niño, niña o adolescente, así como su derecho a participar en consonancia con su autonomía progresiva, teniendo en cuenta su edad, madurez, desarrollo y evolución de su personalidad.


c) La medida debe tender a asegurar al niño, niña o adolescente un entorno familiar adecuado y libre de violencia. Tendrá preeminencia frente al acogimiento residencial, la permanencia en su familia de origen y el mantenimiento de sus relaciones familiares, siempre que sea posible y conveniente para el niño, niña o adolescente.


d) La preservación de la identidad, cultura, pertenencia a una comunidad, religión, convecciones, orientación e identidad sexual o idioma del niño, niña o adolescente, así como la no discriminación por éstas o cualesquiera otras condiciones, incluida la discapacidad, garantizando el desarrollo armónico de su personalidad.”.


En discusión esta proposición, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó que los criterios contemplados en la disposición ya se encuentran recogidos en el artículo 10 del proyecto de ley en estudio.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, observó que existe una diferenciación entre la propuesta y el contenido del citado artículo 10, en tanto los estándares de la primera se refieren, en concreto, para la aplicación de las medidas de protección.


El Juez de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Pedro Maldonado, subrayó que el precepto propuesto contempla criterios necesarios para que la autoridad, sea administrativa o judicial, opere con certeza al momento de aplicar las medidas de protección respectivas.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, reiteró que, a su juicio, los elementos considerados por la propuesta ya se encuentran recogidos en el artículo 10, en tanto se repiten las mismas formulaciones genéricas, sin que entre a especificar mayormente el particular.


Se consigna que, posteriormente, la Comisión procedió a retirar del debate esta proposición.
- - - - - - -
ARTÍCULO NUEVO


Posteriormente, la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, procedió a debatir acerca de la incorporación de un artículo referente a el elenco de medidas de protección.

“Artículo…- Elenco de medidas de protección. La autoridad competente sólo podrá aplicar las siguientes medidas de protección:


a) Inclusión y asistencia del niño, niña o adolescente y su familia, conjunta o separadamente, según el caso, en uno o más programas ambulatorios en el ámbito de la asistencia, de apoyo u orientación, de rehabilitación, tratamiento y prevención, de reforzamiento de habilidades parentales, de vínculo con redes de apoyo estatal, social y comunitaria, de promoción y defensa y cultural.


b) Ordenar la matrícula o permanencia del niño, niña o adolescente en establecimientos educacionales.


c) Aquellas tendientes a que los niños, niñas o adolescentes permanezcan conviviendo con su grupo familiar.


d) Asistencia integral a la embarazada.


e) Cuidado en el propio hogar del niño, niña o adolescente, mediante la prestación de apoyo y orientación a los padres, representantes legales o responsables en el cumplimiento de sus obligaciones, junto con el seguimiento de la familia y del niño, niña o adolescente, a través de un programa.


f) Declaración del padre, madre, representantes o responsables, según sea el caso, reconociendo la responsabilidad en relación al niño, niña o adolescente.


g) Orden de ingreso obligatorio a tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico, o gestionar la internación en algún centro de salud público o privado, al niño, niña o adolescente que lo requiera o a su padre, madre, representantes o responsables, en forma individual o conjunta, según sea el caso.


h) Orden dirigida al padre, madre, representantes, responsables o funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación, a objeto que, dentro de un plazo breve, regularicen o procesen la falta de inscripción de su filiación o las deficiencias que presenten los documentos de identidad de niño, niña o adolescente, según sea el caso.


i) Separación de la persona que maltrate al niño, niña o adolescente de su entorno.


j) Ingreso del niño, niña o adolescente al sistema residencial o familia de acogida.


k) Adopción.


l) Cualquier otra medida de protección debidamente fundada si la especial naturaleza de la situación la hace idónea, a fin de preservar o restituir los derechos, dentro de los límites de competencia de las Oficinas Locales de la Niñez.”.


En discusión esta propuesta, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que la misma fue presentada al Ministro de Desarrollo Social y Familia y al Ministro Secretario General de la Presidencia, a fin de que la misma pudiera servir de base para fortalecer las atribuciones de las Oficinas Locales de la Niñez, con el objetivo de que las mismas no fueran configuradas como entidades que, fundamentalmente, sólo se limiten a derivar el caso a la autoridad que corresponda.


En esa línea, expresó que los aludidos Secretarios de Estados manifestaron que el Ejecutivo no era partidario de avanzar en la línea antes descrita.


El Honorable Senador señor Montes, señaló que, en su opinión, ello conduciría a que las Oficinas Locales de la Niñez no tuvieran responsabilidad en la realización de la prestación respectiva.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, concordó con lo planteado por quien le precedió en el uso de la palabra, indicando que lamenta que no haya existido disposición para poder avanzar en estas materias.


Posteriormente, y sin perjuicio de lo anterior, señaló que, a fin de poder arribar a un texto de consenso en este punto, se trabajó con el Ejecutivo en la siguiente proposición.

“Artículo 70.- Elenco de medidas de protección administrativa. La autoridad competente podrá aplicar las siguientes medidas de protección:


a) Derivar al niño, niña o adolescente y su familia, conjunta o separadamente, según el caso, a uno o más programas ambulatorios en el ámbito de la asistencia, cuidado y crianza, de apoyo u orientación, de rehabilitación, tratamiento y prevención, de reforzamiento de habilidades parentales, de vínculo con redes de apoyo estatal, social y comunitaria.


b) Instruir la matrícula o permanencia del niño, niña o adolescente en establecimientos educacionales.


c) Derivar a programas ambulatorios de fortalecimiento familiar y revinculación familiar.


d) Derivar a programas de asistencia integral a la embarazada.


e) Derivar el ingreso a tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico, o gestionar la internación en algún centro de salud público o privado, al niño, niña o adolescente que lo requiera o a su padre, madre, representantes o responsables, en forma individual o conjunta, según sea el caso.


f) Derivar al padre, madre, representantes o responsables del niño, al Servicio de Registro Civil e Identificación, a objeto que, dentro de un plazo breve, regularicen o procesen la falta de inscripción de su filiación o las deficiencias que presenten los documentos de identidad de niño, niña o adolescente, según sea el caso.


g) Solicitar al tribunal de familia competente una medida de protección judicial orientada a la separación de la persona que maltrata al niño, niña o adolescente y de su entorno, y/o el ingreso del niño, niña o adolescente al sistema de residencia familiar de acogida, resguardando lo dispuesto en el artículo …


h) Cualquier otra medida de protección debidamente fundada si la especial naturaleza de la situación la hace idónea, a fin de preservar o restituir los derechos, dentro de los límites de competencia de las Oficinas Locales de la Niñez.


En casos de urgencia, las medidas señaladas podrán adoptarse en un plazo máximo de veinticuatro horas siguientes al conocimiento del caso.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, aprobó la proposición en examen, bajo el tenor previamente descrito.

De igual modo, y en conformidad a la citada disposición reglamentaria, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó considerar al siguiente epígrafe del nuevo Párrafo 4° del presente Título III, bajo la siguiente denominación: “De las medidas de protección administrativas”.
REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del inciso primero del presente artículo

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las propuestas de enmienda que a continuación se pasa a describir.


La primera proposición, elimina, en el encabezado del inciso primero, la expresión “Elenco de”. 


La segunda propuesta, sustituye, en el encabezado del inciso primero, el vocablo “La autoridad competente podrá”, por la siguiente frase: “En los casos de amenaza o vulneraciones no graves a los derechos de niños, niñas y adolescentes a los que se refiere el artículo 58, las Oficinas Locales de la Niñez podrán”.

La tercera proposición, reemplaza, en la letra a), la frase “en el ámbito de la asistencia, cuidado y crianza, de apoyo u orientación, de rehabilitación, tratamiento y prevención, de reforzamiento de habilidades parentales, de vínculo con redes de apoyo estatal, social y comunitaria”, por la siguiente: “de protección social, de orientación y apoyos para el cuidado y crianza, fortalecimiento y/o revinculación familiar, prevención de vulneraciones, tratamiento y rehabilitación de los perjuicios ocasionados por éstas, y vínculo con redes de apoyo estatal, social y comunitaria.”.

La cuarta propuesta, agrega una nueva letra c), del siguiente tenor: 

“c) Instruir la activación de los beneficios de seguridad social que correspondan a los niños, niñas o adolescentes o a sus familias.”.

La quinta propuesta, elimina la letra c) aprobada en su oportunidad.

La sexta proposición, suprime la letra g) aprobada anteriormente.


La séptima propuesta, reordena a la letra h) aprobada, como letra g).


La octava proposición, agrega, en la letra h) que pasaría a ser letra g), después de la expresión “medida de protección”, la palabra “idónea”.

La novena propuesta, elimina, en la letra h) que pasaría a ser letra g), la frase “si la especial naturaleza de la situación la hace idónea”.

La décima proposición, incorpora el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Si se tratare de casos de amenazas o vulneraciones graves a los derechos a los que se refiere el artículo 59, la Oficina Local de la Niñez, deberá solicitar al tribunal de familia competente la adopción de medidas de protección judicial. La limitación o suspensión del derecho a mantener relaciones directas y regulares con sus padres y/o madres, familiares, o cuidadores, la suspensión de su derecho a vivir con su familia, la determinación de cuidados alternativos, el término de la patria potestad y la adopción, serán siempre medidas de competencia de los tribunales de familia. Lo anterior, sin perjuicio de que el caso siga siendo gestionado por la Oficina Local de la Niñez competente y que ésta adopte respecto del mismo niño, niña o adolescente y/o su familia todas las medidas de protección administrativa que sean procedentes.”.

La undécima propuesta, agrega el siguiente inciso tercero, nuevo: 


“En caso de decretarse la medida de cuidados alternativos, se preferirán los cuidados basados en familia, privilegiando la familia extensa sobre las de acogida, se aplicará por el menor tiempo posible y velando por la no separación de los hermanos.”.

La duodécima proposición, incorpora el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“Podrán adoptarse una o más medidas conjuntamente, de forma simultánea o sucesiva”.

La décimo tercera propuesta, sustituye, en el inciso segundo que pasaría a ser inciso quinto, la expresión “podrán” por el término “deberán”.


En votación estas proposiciones, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó las referidas enmiendas.

- - - - - - -
ARTÍCULO NUEVO


Posteriormente, la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, procedió a debatir acerca de la incorporación de un artículo referente a los órganos competentes en el ámbito de las medidas de protección administrativas.


“Artículo…- Órganos competentes. Las medidas de protección señaladas anteriormente serán impuestas por las Oficinas Locales de la Niñez, salvo las señaladas en las letras g), i), j) y k), que sólo serán impuestas por el juez de familia.


Ninguna medida de protección, en especial las de separación o institucionalización, podrá fundarse en las condiciones económicas y materiales de los padres, representantes legales o responsables del niño, niña o adolescente, ya sea que se trate de factores permanentes o transitorios, las no serán un argumento para autorizar medidas de protección.


En su elección se debe preferir aquellas medidas que privilegien la mantención del niño, niña o adolescente dentro de su familia biológica y con la comunidad a la cual pertenece, antes de las que impliquen la separación de su familia, siempre por el tiempo más breve posible.


Asimismo, el tribunal de familia conocerá exclusivamente de la apelación de las medidas de protección decretadas administrativamente y de aquellas medidas administrativas que deban imponerse de forma coactiva, en aquellos casos en que se ha incumplido de manera grave, reiterada o injustificada un acuerdo o medida decretada por las Oficinas Locales de la Niñez.


Las medidas de protección pueden ser impuestas de manera aislada o conjunta, en forma simultánea o sucesiva.”.


En discusión esta proposición, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó que, al igual que con el precepto anterior, a fin de poder arribar a un texto de consenso en este punto, se trabajó con el Ejecutivo en la siguiente proposición.


“Artículo 72.- Órganos competentes. Las medidas de protección administrativas señaladas anteriormente serán adoptadas por las Oficinas Locales de la Niñez, sin perjuicio de las competencias específicas que tengan los otros órganos de la Administración del Estado.


En su elección se debe preferir aquellas medidas que privilegien la mantención del niño, niña o adolescente dentro de su familia biológica y con la comunidad a la cual pertenece, antes de las que impliquen la separación de su familia, siempre por el tiempo más breve posible, tomando en consideración el interés superior del niño, niña o adolescente.


Las medidas de protección pueden ser adoptadas de manera aislada o conjunta, en forma simultánea o sucesiva.”.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, señaló que, a fin de evitar mayor burocracia para las personas, y en tanto el proyecto de ley en estudio no contempla un artículo sobre incumplimiento de las decisiones administrativas, debiese incorporarse, en la presente propuesta, un inciso que disponga con claridad que no cualquier inobservancia debe ser derivado por la Oficina Local de la Niñez a los tribunales, evitando el constante tránsito del niño entre ambas instituciones.


Por ello, agregó, sólo se debiesen derivar a los tribunales los incumplimientos graves, reiterados o injustificados de un acuerdo o medida decretados por la Oficina Local de la Niñez.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó que el sólo reparo a la recomendación efectuada por quien le precedió en el uso de la palabra, reside en la incorporación del elemento de reiteración como hipótesis de derivación a la sede jurisdiccional.


En efecto, añadió, existen situaciones que, aunque sólo se configuren una vez, son de una entidad tal que requieren que el caso sea derivado de inmediato a la judicatura de familia.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, afirmó que, efectivamente, es necesaria la delimitación de las competencias administrativas o jurisdiccionales en este ámbito, precisamente para que los tribunales sólo vean aquellos casos de gravedad, siendo luego la institucionalidad administrativa que se está creando la encargada de procesar las demás situaciones.


A partir de las posiciones previamente enunciadas, se sugirió la incorporación de un inciso final del siguiente tenor.


“En aquellos casos en que se ha incumplido de manera grave o injustificada un acuerdo o medida decretada por las Oficinas Locales de la Niñez, se derivará a los tribunales de familia competentes.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, aprobó la proposición en examen, incorporando, además, el inciso final antes descrito.
REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del presente artículo

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las propuestas de enmienda que a continuación se pasan a describir.

Inciso primero


El inciso primero previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor.


“Artículo 72.- Órganos competentes. Las medidas de protección administrativas señaladas anteriores serán adoptadas por las Oficinas Locales de la Niñez, sin perjuicio de las competencias específicas que tengan los otros órganos de la Administración del Estado.”.

La primera propuesta, agrega, después de la expresión “Órganos competentes”, lo siguiente: “y medidas ante el incumplimiento de las medidas administrativas”.  

La segunda proposición, añade, luego del vocablo “Las medidas de protección administrativas”, la frase “referidas en el inciso primero del artículo precedente,”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó las propuestas en examen.
Incisos segundo y tercero


Los incisos segundo y tercero previamente aprobados por la Comisión, son del siguiente tenor.


“En su elección se debe preferir aquellas medidas que privilegien la mantención del niño, niña o adolescente dentro de su familia biológica y con la comunidad a la cual pertenece, antes de las que impliquen la separación de su familia, siempre por el tiempo más breve posible, tomando en consideración el interés superior del niño, niña o adolescente.


Las medidas de protección pueden ser adoptadas de manera aislada o conjunta, en forma simultánea o sucesiva.”.

La segunda proposición, elimina los incisos en referencia.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la propuesta antes descrita.
Inciso final


El inciso final previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor.

“En aquellos casos en que se ha incumplido de manera grave o injustificada un acuerdo o medida decretada por las Oficinas Locales de la Niñez, se derivará a los tribunales de familia competentes.”.

La tercera proposición, reemplaza a este inciso por el que sigue.


“En los casos en los que los padres, madres, personas responsables de su cuidado o cualquier otra persona impidan la ejecución de la o las medidas, las incumplan de modo grave, o las contravengan reiterada e injustificadamente, la Oficina Local de la Niñez comunicará los hechos al tribunal de familia competente. El tribunal podrá ordenar los apremios pertinentes para su cumplimiento forzado, devolviendo el caso a la Oficina Local de la Niñez o, en su caso, de estimar que procede alguna de las medidas de protección de su exclusiva competencia, retendrá el asunto e iniciará un procedimiento de adopción de medidas de protección, notificando la decisión a la Oficina Local de la Niñez.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la propuesta antes descrita.
- - - - - - -
ARTÍCULO NUEVO


Posteriormente, la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, procedió a debatir acerca de la incorporación de un artículo referente al procedimiento de protección administrativa.


“Artículo 74.- Nuevo procedimiento de protección administrativa. Con el objeto de realizar las funciones señaladas en el artículo 68, el procedimiento administrativo de medidas de protección debe cumplir con los siguientes requisitos:


1.- El procedimiento se iniciará por requerimiento oral o escrito del niño, niña o adolescente, su padre y/o madre, representante legal o quien lo tenga a su cuidado, y en general, por cualquier persona que tenga interés en la cautela de sus derechos afectados.


2.- Al requerimiento no le será exigible mayor formalidad que la exposición de los hechos y los antecedentes mínimos para la correcta individualización de los intervinientes. Podrá ser presentado por abogado que represente al niño, niña o adolescente y demás intervinientes, con mandato debidamente constituido. Si se ha utilizado la forma oral, el órgano administrativo debe, además, efectuar una relación precisa y sintética de lo declarado por la persona de que se trate y dejar constancia de tal declaración en el correspondiente registro y expediente.


3.- Recibida la denuncia o requerimiento, se analizará su admisibilidad. Si de los antecedentes se determina que no existen elementos suficientes que hagan necesaria la aplicación de medidas de protección, derivará los antecedentes al servicio correspondiente y decretará el cierre del caso. En caso contrario, si aparecen indicios suficientes para aplicar alguna medida de protección, procederá a emitir una resolución que dispondrá la apertura de un procedimiento y de un expediente del caso, derivando el caso a la unidad de evaluación.


La resolución anterior, deberá precisar los antecedentes que fundan la denuncia, las personas que eventualmente aparezcan involucradas en su comisión, las circunstancias del niño, niña o adolescente y su familia y todo otro elemento que considere relevante para resolver. Podrá requerir de todo órgano público o privado la remisión de antecedentes acerca de los intervinientes, evitando la dilatación de los procedimientos, la sobre intervención, la duplicidad de diagnósticos y recabando la mayor cantidad de información relevante que sea posible.


4.- En el curso del procedimiento, el niño, niña o adolescente cuya situación sea o pueda ser afectada por la decisión del órgano administrativo, tiene el derecho a intervenir, en cualquier estado y grado del proceso, designar abogado o requerir de asistencia jurídica gratuita y expresar su opinión y deseos. Se deberá garantizar el ejercicio de este derecho, propiciando que los niños, niñas o adolescente expresen su opinión sobre el asunto que les concierne, en un ambiente adecuado. A estos efectos, el niño, niña o adolescente podrá hacerse acompañar de una persona de su confianza.


5.- Recabados todos los antecedentes iniciales, la Oficina Local de la Niñez ponderará si hay mérito para la adopción de una medida de protección. Si del análisis se aprecia que no hay mérito para dictar alguna medida, emitirá la decisión respectiva, que deberá ser fundada, y decretará el cierre del caso. En el evento que estime necesaria la aplicación de una medida de protección, deberá precisar si es de aquella de naturaleza administrativa o judicial. En este último caso, lo declarará así y remitirá los antecedentes al tribunal competente para su conocimiento y resolución, junto con todos los antecedentes allegados.


6.- Iniciado el procedimiento para aplicar una medida de protección, se citará a los interesados a un día y hora determinados, en el más breve plazo, para que asistan a la sesión, a fin de resolver sobre el caso. Además, dispondrá de inmediato las acciones de diagnóstico y recopilación de antecedentes que considere necesarios, para lo cual dispondrá del conjunto de programas de la oferta. En el proceso de evaluación dispondrá el diagnóstico y demás acciones para verificar la existencia de la amenaza o vulneración de derechos.


Los intervinientes podrán exponer por escrito u oralmente lo que estimen pertinente, antes de la sesión o en la misma instancia, acompañando todos los antecedentes que sean necesarios en apoyo de sus argumentos. La sesión se efectuará con quienes asistan, aun cuando las personas interesadas debidamente notificadas no hayan concurrido o hecho valer sus alegaciones y antecedentes. Las decisiones que se adopten se notificarán por carta certificada o por correo electrónico u otro medio idóneo señalados por los interesados.


De no asistir los citados a la sesión, o fracasada la instancia de búsqueda de acuerdos y compromisos concretos para la superación de amenaza o vulneración, la Oficina Local de la Niñez decidirá la aplicación de una medida de protección, señalando su naturaleza, tipo de medida, objetivos y plazo, pudiendo resolver en forma inmediata o dentro de los cinco días siguientes, lo que se notificará a los interesados.


7.- De ser necesario, podrá adoptar las medidas cautelares señaladas en las letras a) y d) del artículo 17 de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, para garantizar los derechos del niño, niña o adolescente, por el menor tiempo posible, con la finalidad de superar la situación urgente que la justificó. Tratándose de las restantes medidas cautelares, deberá requerir su adopción al tribunal competente, debiendo remitir su solicitud, junto con los antecedentes necesarios, a la mayor brevedad.


8.- El gestor de casos que corresponda, atendiendo a la naturaleza de la afectación de derechos, el grado de urgencia y especialidad, entre otros criterios, efectuará el diagnóstico correspondiente y determinará la medida más idónea. El proceso de diagnóstico se efectuará con participación del niño, niña o adolescente y su familia, y contemplará las acciones de apoyo comunitarias que sean necesarias.


9.- Una vez determinado el diagnóstico y la eventual medida a adoptar, se suscribirá un acuerdo mediante acta escrita entre los intervinientes y el Estado, representado por la Oficina Local de la Niñez, donde se plasmarán todos los compromisos que sean pertinentes para superar la amenaza o vulneración de derechos. El acuerdo es un compromiso suscrito voluntariamente, en el que se deberá individualizar a los interesados, las acciones comprometidas, los actores involucrados en la prestación de los servicios de protección, la debida supervisión del caso, la duración de la intervención y los objetivos que sean necesarios de alcanzar. El acuerdo que cumpla con las formalidades señaladas, tendrá valor de sentencia firme y ejecutoriada para efectos de su cumplimiento y como medio de prueba, y no requerirá homologación judicial.


El acuerdo sólo podrá contener las medidas propias del ámbito de competencias de las Oficinas locales de la Niñez. De existir medidas que sean de competencia de los tribunales, deberá requerir su adopción al tribunal competente.


10.- El proceso de aplicación de medidas de protección no podrá exceder de treinta días contados a partir del momento en que se inició la apertura del caso.


11.- Toda medida de protección deberá ser revisada a lo menos cada seis meses, adoptándose todas las acciones necesarias para su modificación, mantención o cese.


12.- Cuando el procedimiento se haya iniciado a petición de persona interesada, el desistimiento de la acción no paralizará el curso del proceso si, a juicio de la Oficina Local de la Niñez, existen indicios o razones suficientes de la existencia de una amenaza o vulneración de derechos para continuar de oficio.


13.- Todo quien incumpla las decisiones administrativas en la aplicación de medidas de protección, incurrirá en desacato y generará las consecuencias penales que correspondan.


14.- En todo lo no previsto en este artículo, se aplicará supletoriamente lo dispuesto en la Ley de Bases de la Administración del Estado sobre Procedimientos Administrativos.”.


En discusión esta proposición, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó que, al igual que con las disposiciones anteriores, y a fin de poder arribar a un texto de consenso en este punto, se trabajó con el Ejecutivo en la siguiente propuesta.


“Artículo 74.- Nuevo procedimiento de protección administrativa. Con el objeto de realizar las funciones señaladas en el artículo 68, el procedimiento administrativo de medidas de protección debe cumplir con los siguientes requisitos:


1.- El procedimiento podrá iniciarse de oficio o por requerimiento oral o escrito del niño, niña o adolescente, su padre y/o madre, representante legal o quien lo tenga a su cuidado, y en general, por cualquier persona que tenga interés.


2.- Al requerimiento no le será exigible mayor formalidad que la exposición de los hechos y los antecedentes mínimos para la correcta individualización de los intervinientes. En caso de iniciarse por un requerimiento oral, el relato deberá constar en un acta.


3.- Recibida la denuncia o requerimiento, se analizará su procedencia y se entregará una respuesta fundada al respecto.


4.- Recabados todos los antecedentes iniciales, la Oficina Local de la Niñez ponderará si hay mérito para la adopción de una medida de protección administrativa. Si del análisis se aprecia que no hay mérito para dictar alguna medida, emitirá la decisión respectiva que deberá ser fundada y decretará el cierre del caso.


5.- En el curso del procedimiento, el niño, niña o adolescente cuya situación sea o pueda ser afectada por la decisión del órgano administrativo, tiene el derecho de intervenir, en cualquier estado y grado del proceso, designar abogado o requerir de asistencia jurídica gratuita y expresar su opinión y deseos. Se deberá garantizar el ejercicio de este derecho, propiciando que los niños, niñas o adolescentes expresen su opinión sobre el asunto que les concierne, en un ambiente adecuado. A estos efectos, el niño, niña o adolescente podrá hacerse acompañar de una persona de su confianza.


6.- Una vez determinado el diagnóstico y la eventual medida a adoptar, se suscribirá un acuerdo mediante acta escrita entre los intervinientes y el Estado, representado por la Oficina Local de la Niñez, donde se plasmarán todos los compromisos que sean pertinentes para superar la amenaza o vulneración de derechos. El acuerdo es un compromiso suscrito voluntariamente, en el que se deberá individualizar a los interesados, las acciones comprometidas, los actores involucrados en la prestación de servicios de protección, la debida supervisión del caso, la duración de la intervención y los objetivos que sea necesario alcanzar.


7.- Iniciado el procedimiento para aplicar una medida de protección, se citará a los interesados a un día y hora determinados, en el más breve plazo, para que asistan a la sesión a fin de resolver sobre el caso. Además, se establecerán, de ser ello requerido, las acciones de diagnóstico biopsicosocial y recopilación de antecedentes que considere necesarios, para lo cual dispondrá del conjunto de programas de la oferta. En el proceso de evaluación se determinará el diagnóstico y demás acciones para verificar la existencia de la amenaza o vulneración de derechos.


Los intervinientes podrán exponer por escrito u oralmente lo que estimen pertinente, antes de la sesión o en la misma instancia, acompañando todos los antecedentes que sean necesarios en apoyo de sus argumentos. La sesión se efectuará con quienes asistan, aun cuando las personas interesadas debidamente notificadas no hayan concurrido o hecho valer sus alegaciones y antecedentes. Las decisiones que se adopten se notificarán por el medio más idóneo, que permita dejar constancia de las mismas.


De no asistir los citados a la sesión o fracasada la instancia de búsqueda de acuerdos y compromisos concretos para la superación de la superación de la amenaza o vulneración, la Oficina Local de la Niñez adoptará una medida de protección administrativa.


8.- La determinación de la medida de protección administrativa deberá adoptarse en el plazo máximo de treinta días de iniciado el procedimiento.

9.- Toda medida de protección administrativa deberá ser revisada a lo menos cada seis meses, adoptándose las acciones necesarias para su modificación, mantención o cese.

10.- Cuando el procedimiento se haya iniciado a petición de persona interesada, el desistimiento de la acción no paralizará el curso del proceso si, a juicio de la Oficina Local de la Niñez, existen indicios o razones suficientes de la existencia de una amenaza o vulneración de derechos para continuar de oficio.”.


Frente a esta última propuesta, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, señaló que, a juicio del Ejecutivo, el número 5 de la proposición en cuestión presenta reparos de constitucionalidad, toda vez que garantiza la asistencia jurídica gratuita a todo niño, lo que no está contemplado actualmente, por lo que repercute en la administración financiera del Estado, tornando, de esa forma, a este punto en uno de iniciativa exclusiva presidencial.


Por tal razón, sugirió que el número en cuestión asegure sólo el derecho del niño a ser oído.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó que, en su opinión, el numeral en debate no irroga mayor gasto fiscal, en tanto se pretende asegurar el derecho del niño a que pueda contar y a designar a un letrado para su defensa legal.


Asimismo, subrayó que, al día de hoy, el Estado sí cuenta con organismos y programas que proveen de defensa jurídica legal gratuita a los niños, por ejemplo, por medio de las funciones que desempeñan las Corporaciones de Asistencia Judicial.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, consultó si en la redacción en comento se entiende considerado el derecho del niño de designar y contar con un abogado incluso antes del inicio del procedimiento.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, respondió afirmativamente, dejando constancia de ello para efectos interpretativos ulteriores.

La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, por otra parte, sugirió precisar de mejor forma, en el segundo párrafo del número 7, el modo en que se podrán notificar las actuaciones en este ámbito, ya que cualquier medio idóneo que se emplee para tales efectos, debiese permitir dejar constancia de la diligencia realizada.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, concordó con lo sostenido por quien le precedió en el uso de la palabra.


En tal sentido, sugirió incorporar, antes del punto aparte del referido párrafo del número 7, la siguiente frase “, que permita dejar constancia de la misma”.


Posteriormente, a fin de resolver el punto planteado por el Ejecutivo, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, sometió al número 5 de la proposición a una votación separada del resto del texto, incluyendo, la enmienda antes descrita al número 7.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes, y el voto en contra de la Honorable Senadora señora Von Baer, aprobó la redacción del número 5 de la proposición.


Se consigna que el resto de la propuesta fue aprobada por la Comisión, en conformidad a la citada disposición reglamentaria, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, incorporándose la frase antes referida en el segundo párrafo del número 7 de la proposición.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las propuestas de enmienda que a continuación se pasan a describir.

Inciso primero

Encabezado


El encabezado del inciso primero previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor.


“Artículo…- Nuevo procedimiento de protección administrativa. Con el objeto de realizar las funciones señaladas en el artículo …., el procedimiento administrativo de medidas de protección debe cumplir los siguientes requisitos:”.


La primera propuesta, suprime la expresión “Nuevo”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la proposición en examen.
Número 8


El número 8 del inciso primero previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor.


“8.- La determinación de la medida de protección administrativa deberá adoptarse en el plazo máximo de treinta días de iniciado el procedimiento.”.

La segunda proposición, suprime la expresión “determinación de la”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la proposición en examen.
Número 9


El número 9 del inciso primero previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor.


La tercera propuesta, sustituye el término “seis meses”, por el vocablo “tres meses”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la proposición en examen.
Número 11, nuevo


La cuarta propuesta, incorpora el siguiente número 11, nuevo:

“11.- En los casos en los que los padres, madres, personas responsables de su cuidado o cualquier otra persona impidan la ejecución de la o las medidas, las incumplan de modo grave, o las contravengan reiterada e injustificadamente, la Oficina Local de la Niñez comunicará los hechos al tribunal de familia competente. El tribunal podrá ordenar los apremios pertinentes para su cumplimiento forzado, devolviendo el caso a la Oficina Local de la Niñez o, en su caso, de estimar que procede alguna de las medidas de protección de su exclusiva competencia, retendrá el asunto e iniciará un procedimiento de adopción de medidas de protección, notificando la decisión a la Oficina Local de la Niñez.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la proposición en examen.
- - - - - - -
ARTÍCULO NUEVO


Posteriormente, la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, procedió a debatir acerca de la incorporación de un artículo referente a la revisión de las medidas de protección.

“Artículo 75.- Revisión de medidas. Toda medida de protección administrativa deberá ser revisada, a lo menos, cada seis meses, adoptándose las acciones necesarias para su modificación, mantención o cese. Dentro de los objetivos de la revisión, la unidad respectiva deberá ejecutar las siguientes acciones:

a) Revisión y seguimiento de las condiciones que motivaron el plan y las medidas.

b) Ejecución y coordinación de instancias de gestión de redes y casos.

c) Actualización y modificación del plan de intervención de acuerdo a la variación de la situación del caso.

d) Egreso y seguimiento.

e) Proceso de acompañamiento post egreso.

f) Marco normativo del procedimiento administrativo y del seguido en tribunales.

g) Plazos requeridos en el proceso de medidas de emergencia.

h) Tiempos de categorías de duración del proceso.”.


En discusión esta proposición, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó que, al igual que con los preceptos anteriores, y a fin de poder arribar a un texto de consenso en este punto, se trabajó con el Ejecutivo en la siguiente propuesta.

“Artículo 75.- Revisión de medidas. Toda medida de protección administrativa deberá ser revisada, a lo menos, cada seis meses, adoptándose las acciones necesarias para su modificación, mantención o cese. Dentro de los objetivos de la revisión, la unidad respectiva deberá ejecutar las siguientes acciones:

a) Revisión y seguimiento de las condiciones que motivaron el plan y las medidas.

b) Ejecución y coordinación de instancias de gestión de redes y casos.

c) Actualización y modificación del plan de intervención de acuerdo a la variación de la situación del caso.

d) Egreso y seguimiento.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, aprobó la proposición en comento, bajo la redacción antes descrita.
REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del inciso primero del presente artículo

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la propuesta de enmienda que a continuación se pasa a describir.


La proposición, sustituye, en el encabezamiento del artículo, el término “seis meses” por la expresión “tres meses”.


En virtud de lo dispuesto en la citada disposición reglamentaria, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la presente enmienda.
- - - - - - -
ARTÍCULO NUEVO


Posteriormente, la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, procedió a debatir acerca de la incorporación de un artículo referente a la impugnación judicial de las medidas de protección administrativa.


“Artículo 76.- Impugnación judicial. Los afectados que estimen que la resolución de la autoridad administrativa es ilegal, podrán reclamar de la misma, dentro del plazo que señale la ley, ante el tribunal con competencia en materias de familia correspondiente al domicilio del reclamante, quien conocerá de conformidad con la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia.”.


En discusión esta proposición, la Honorable Senadora señora Von Baer, expresó que, en su opinión, si la Oficina Local de la Niñez no puede obligar a las familias a adoptar acuerdos, la impugnación judicial de estos últimos carecería de sentido, precisamente por ser voluntarios.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, destacó que, al ser la Oficina Local de la Niñez una entidad de naturaleza administrativa, no se puede privar la posibilidad de que los afectados por sus actuaciones puedan recurrir a los tribunales de justicia para impugnar la legalidad de las mismas.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, resaltó que, precisamente para el resguardo de la legalidad en sede administrativa, es que se requería de la disposición de reglas procedimentales mínimas para la adopción de las medidas de protección en este contexto.


En conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por dos votos a favor de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes, y el voto en contra de la Honorable Senadora señora Von Baer, aprobó la proposición previamente descrita.
REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del presente artículo.

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las propuestas de enmienda que a continuación se pasan a describir.

Inciso primero


El inciso primero previamente aprobado por la Comisión, es del siguiente tenor.


“Artículo 76.- Impugnación judicial. Los afectados que estimen que la resolución de la autoridad administrativa es ilegal, podrán reclamar de la misma, dentro del plazo que señale la ley, ante el tribunal con competencia en materias de familia correspondiente al domicilio del reclamante, quien conocerá de conformidad con la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia.”.

La primera propuesta, sustituye tal inciso por el que sigue.


“Artículo 76.- Acción de reclamación por ilegalidad. Todo niño, niña o adolescente, o cualquier otra persona que haya intervenido en el procedimiento de protección administrativa, podrá recurrir ante el tribunal con competencia en materia de familia que corresponda al domicilio de la recurrida, en contra de actos ilegales o arbitrarios de la Oficina Local de la Niñez ocurridos en el proceso de protección administrativa; o en contra de la resolución que ordenó la medida de protección, cuando no se hayan observado las reglas esenciales para su adopción; o cuando la misma se haya adoptado fuera de los casos de amenaza de derechos que la hacen procedente; cuando haya sido dictada por una Oficina incompetente; cuando su dictación se realizó con infracción de los derechos que a los niños, niñas o adolescentes corresponden en el proceso; o contraviniendo las normas de procedimiento establecidas para su adopción, de conformidad con lo dispuesto en el Título III de la presente ley.”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la proposición en examen.

Incisos segundo y tercero, nuevos


La segunda propuesta, incorpora los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos.


“El recurso deberá ser interpuesto dentro del plazo de cinco días hábiles, contados desde la ocurrencia del hecho ilegal o arbitrario, o desde la notificación de la adopción de la medida, y será resuelto por el tribunal en forma incidental conforme a lo dispuesto en el artículo 26 de la ley Nº 19.968, pudiendo citar a audiencia para recibir más antecedentes si lo estima necesario. El tribunal podrá decretar orden de no innovar y dictar medidas urgentes en protección de los afectados. En contra de la resolución que resuelve la reclamación de ilegalidad, procederá el recurso de apelación señalado en el artículo 67 Nº 2) de la ley Nº 19.968.

En los casos en los que la ilegalidad o arbitrariedad cause perturbación, amenaza o vulneración de los derechos a la vida, integridad física y psíquica, u otro derecho fundamental de los niños, niñas y adolescentes, la acción también podrá ser interpuesta por cualquier persona en su nombre e interés, y el plazo para su interposición se extenderá a diez días corridos contados desde la ocurrencia de los hechos. Lo anterior, sin perjuicio de los demás derechos y acciones procedentes de conformidad con la ley.”.

En discusión esta proposición, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, indicó que el Ejecutivo no se encuentra a favor de la misma, toda vez que detalla en específico aspectos que deberían ser regulados propiamente por un reglamento, sin perjuicio de notar que el tenor de la propuesta podría estimarse que incorpora nuevas funciones públicas.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, reparó en que no están introduciendo nuevas atribuciones por medio de la proposición en examen, sino que simplemente regulando las ya consignadas en este ámbito.


En seguida, señaló tener ciertas aprensiones con la idea que el particular quede dispuesto en un reglamento, ya que la dictación de estos últimos cuerpos normativos tiende a dilatarse y a demorar, con ello, la implementación de las materias legales que los mismos deben ejecutar.


Por último, manifestó que su respaldo a esta propuesta se basa en que la misma otorga claridad procedimental en este contexto, ya que precisa que la acción en cuestión procede ante una posible ilegalidad de la autoridad administrativa en sede jurisdiccional, disponiéndose de un procedimiento especial y sumario para ello al que se someterá dicho arbitrio, estableciéndose, además, las causales que habilitan a interponerlo.

Lo anterior, finalizó, teniendo en consideración que el recurso jerárquico administrativo, no obstante ya estar reconocido y ser procedente, no resulta suficiente.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, aprobó la proposición en examen.

- - - - - - -
ARTÍCULO NUEVO


Posteriormente, la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, procedió a debatir acerca de la incorporación de un artículo referente a la derivación de los casos de riesgo, amenaza o vulneraciones de derechos de los niños, desde la protección administrativa a la protección judicial.


“Artículo 73.- Derivación de los casos de riesgo o amenaza o vulneraciones de derechos desde la protección administrativa a la protección judicial. La derivación de los casos de riesgo o amenaza o vulneraciones de derechos desde la protección administrativa a la protección judicial es imprescindible en las siguientes situaciones.

1. Si la intervención con la familia en contexto de voluntariedad no sea posible conforme al diagnóstico previo realizado, por tratarse de una vulneración grave de derechos, o de medidas de protección que afecten sustantivamente los derechos de los niños, niñas y adolescentes y sus familias, debiendo enviarse los antecedentes a los tribunales competentes de oficio o a petición de parte.

2. Si la intervención se ve frustrada durante la etapa de implementación y seguimiento por falta de cumplimiento reiterado e injustificado de los compromisos adquiridos por los padres o adultos a cargo de la protección y cuidado del niño, niña o adolescente.

3. Cuando, además de las causas que dieron origen a la protección administrativa, aparezcan nuevos antecedentes de vulneración de derechos de igual o mayor entidad que los que dieron inicio a la intervención en contexto de protección administrativa.

La Oficina Local de la Niñez cumplirá sus deberes en permanente coordinación con lo Tribuales de Justicia, el Ministerio Público y la Defensoría de los Derechos de la Niñez, cuando procediere, con el fin de hacer seguimiento a las actuaciones judiciales en las que los niños, niñas y adolescentes sean víctimas o testigos de delitos, y de proveer de modo oportuno y eficiente los requerimientos que la justicia haga a los órganos del sistema de protección para el esclarecimiento de los hechos, la restitución de derechos y la debida reparación de las víctimas.”.


En discusión esta proposición, la Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó que el seguimiento de las actuaciones judiciales, en opinión del Ejecutivo, estaría más allá de las funciones que se proyectan para las Oficinas Locales de la Niñez, especialmente, en tanto en tal control intervienen otros órganos públicos, por ejemplo, en el caso de la institucionalidad penal.


Lo anterior, resaltó, sin perjuicio de que son los propios tribunales de familia los encargados de hacer seguimiento de las medidas que decretan.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en la misma línea, indicó que, de la redacción contenida en la propuesta, se desprende que las Oficinas Locales serían responsable del cumplimiento de dichas actuaciones judiciales, lo que no resulta apropiado en el esquema que se está proyectando en este ámbito.


En efecto, precisó, tales dispositivos locales siempre harán un seguimiento del niño, en términos de su bienestar integral, pero de las actuaciones judiciales dictadas por la judicatura de familia.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, explicó que, en efecto, toda la información que rodea al caso del niño siempre deberá ser remitida a la Oficina Local de la Niñez, para la realización de la labor de seguimiento antes descrita.


La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, en el mismo sentido, y por las razones previamente señaladas, afirmó que no es correcto, desde un punto de vista jurídico y de diferenciación funcional, que la Oficinal Local de la Niñez haga un seguimiento de las actuaciones judiciales decretadas por los tribunales de familia.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió, en consecuencia, aprobar el texto sólo hasta la expresión “hasta cuando procediere”, eliminando el resto del texto.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, aprobó la propuesta, con la enmienda supresiva antes descrita.
REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del presente artículo

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la propuesta de enmienda que a continuación se pasa a describir.


La propuesta, reubica al presente artículo en el cuarto párrafo (De las medidas de protección administrativas) del presente Título III, luego del artículo a los órganos competentes, con la siguiente redacción.

“Artículo 73.- Derivación de los casos de riesgo o amenaza o vulneraciones de derechos desde la protección administrativa a la protección judicial. La derivación de los casos de riesgo o amenaza o vulneraciones de derechos desde la protección administrativa a la protección judicial es imprescindible en las siguientes situaciones.


1. Si la intervención con la familia en contexto de voluntariedad no sea posible conforme al diagnóstico previo realizado, por tratarse de una vulneración grave de derechos, o de medidas de protección que afecten sustantivamente los derechos de los niños, niñas y adolescentes y sus familias, debiendo enviarse los antecedentes a los tribunales competentes de oficio o a petición de parte.


2. Si la intervención se ve frustrada durante la etapa de implementación y seguimiento por incumplimiento grave o contravenciones reiteradas e injustificadas de las medidas adoptadas por la Oficina Local de la Niñez, por parte de los padres y/o madres o adultos a cargo de la protección y cuidado del niño, niña o adolescente.

3. Cuando, además de las causas que dieron origen a la protección administrativa, aparezcan nuevos antecedentes de vulneración de derechos de igual o mayor entidad que los que dieron inicio a la intervención en contexto de protección administrativa.


La Oficina Local de la Niñez y el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia cumplirán sus deberes en permanente coordinación con lo Tribuales de Justicia, el Ministerio Público y la Defensoría de los Derechos de la Niñez, cuando procediere.

Determinada una medida de protección judicial, el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, dará cumplimiento a la medida adoptada por el tribunal en el plazo y condiciones determinadas en la resolución judicial, so pena de incurrir en desacato a la autoridad judicial, sin perjuicio de la facultad del Servicio de determinar los proyectos que darán cumplimiento a las medidas ordenadas.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la proposición en examen.
- - - - - - -
ARTÍCULO NUEVO


Posteriormente, la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, procedió a debatir acerca de la incorporación de un artículo referente a la legalidad de las medidas de protección.

“Artículo 71.- Legalidad de las medidas de protección. En todo proceso de adopción de medidas de protección, administrativo o judicial, las medidas de protección que se adopten deberán basarse en los supuestos de amenaza o vulneración que las hacen procedentes, y determinarse mediante una resolución fundada que identifique con claridad y precisión los hechos que configuran la amenaza o vulneración de los derechos del niño, niña o adolescente, los derechos vulnerados y los objetivos que se pretende alcanzar con las medidas adoptadas, que determine el tiempo de duración de las mismas y el plazo para la revisión de su cumplimiento.

El deber de motivación de la medida deberá ser cumplido estrictamente, en especial cuando la medida impuesta implique la restricción de otros derechos del niño, niña y adolescente, diversos a los que busca cautelar.


La motivación de la medida incluirá la relación circunstanciada de los criterios utilizados para la determinación del interés superior del niño, niña o adolescente que justifica su aplicación, en cada caso.

El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos torna ilegal la medida.”.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la proposición en examen.
TÍTULO IV


El Título IV aprobado en general por el Honorable Senado, reviste el siguiente tenor:

“Título IV

Institucionalidad

Párrafo 1º

Participación ciudadana y de los niños


Artículo 40.- Principio de participación, colaboración ciudadana y participación de los niños. Los órganos de la Administración del Estado propenderán a la creación de procedimientos que permitan la participación ciudadana en las materias relativas a la protección de la niñez y garantía de sus derechos, en cada uno de los niveles del Sistema. Especialmente, generarán mecanismos para que dicha participación se verifique por parte de los niños, creando y fomentando las instancias para ello.


El Ministerio de Desarrollo Social dispondrá los instrumentos y procedimientos para asegurar la participación de la sociedad civil, expertos, padres y/o madres y niños para recoger sus opiniones sobre el funcionamiento del Sistema de Garantías.”.

A este Título, se presentaron seis indicaciones, signadas con los Nos 233.a, 233, 234, 235, 236 y 237.

TÍTULO IV

Indicación Nº 233.a


233.a.- De S.E. el Presidente de la República, para reemplazarlo por el siguiente: 

“Título IV

Institucionalidad


Artículo 43.- Institucionalidad del Sistema de Protección Integral de los Derechos de la Niñez. Formarán parte del Sistema de Protección Integral de los Derechos de la Niñez las siguientes instituciones:


a) Ministerio de Desarrollo Social.


b) Subsecretaría de la Niñez.


c) Defensoría de los Derechos de la Niñez.


d) Servicio de Protección a la Niñez, cualquiera sea su denominación legal.


e) Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, cualquiera sea su denominación legal. 


f) Tribunales de Familia.


g) Comité Interministerial de Desarrollo Social de la Niñez.


h) Oficinas Locales de la Niñez.


Artículo 44.- De los demás Órganos del Estado. Aquellos Órganos del Estado que ejecuten acciones de protección, promoción, prevención, restitución o reparación de los derechos de los niños, deberán, en el ámbito de sus competencias, adoptar las medidas que sean necesarias para resguardar, o en su caso, restablecer de manera oportuna y eficaz los derechos de los niños. 


Artículo 45.- Intersectorialidad. Para resguardar el ejercicio de los derechos de los niños conforme a la presente ley, las instituciones señaladas en los artículos 43 y 44, actuarán de manera organizada y coordinada, en sus ámbitos de competencia y actividades, con el fin de lograr un trabajo intersectorial en las acciones, prestaciones y servicios que resulten necesarias para la protección integral de los derechos de los niños.


Artículo 46.- Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones. En el marco de sus competencias y funciones, los funcionarios de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile deberán tener especial consideración en el resguardo de los derechos de los niños.  


Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, deberán contar con personal debidamente formado en el trato con niños, así como en la normativa que les es aplicable. De igual forma, el sistema de formación de estas instituciones deberá incluir capacitaciones periódicas sobre estas materias dirigidas a todo funcionario que tenga interacción o trato directo con niños en el ejercicio de sus funciones. 


En todo procedimiento en el que se vea involucrado un niño, las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública deberán respetar y proteger sus derechos, dando cumplimiento a los protocolos de acción e instrucciones generales establecidos para tales efectos.


Los deberes de información que deben realizar las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, en el marco de sus competencias, deberán cumplirse en la manera que el niño entienda adecuadamente aquello que se le está informando, especialmente en aquellos casos en que aquél utilice un lenguaje diferente al español.


Artículo 47.- Rol de colaboración de las entidades privadas. Para el desarrollo integral de los derechos de los niños, las entidades privadas que ejecuten acciones de protección, promoción, prevención, restitución o reparación de los derechos de los niños, deberán propender a un trabajo colaborativo, en el ámbito de sus acciones, orientado al resguardo de los derechos de los niños.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en virtud de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, solicitó el estudio por separado de cada uno de los preceptos contemplados en la presente proposición.


Por consiguiente, se pasó a debatir, primeramente, el artículo 43 de la indicación.


Al respecto, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó la siguiente propuesta para reemplazar su texto por el siguiente.

“Articulo 77.- Institucionalidad del Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia. El Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia estará conformado, entre otras, por las siguientes instituciones:

a. Ministerio de Desarrollo Social y Familia: velará por los derechos de los niños, niñas y adolescentes, con el fin de promover y proteger su ejercicio, de conformidad con el inciso tercero del artículo 1° de la ley N° 20.530.


b. Comité Interministerial de Desarrollo Social, Familia y Niñez: dará los lineamientos generales a la Comisión Coordinadora de Protección Nacional, la que, a su vez, instruirá a las Comisiones Coordinadoras de Protección Regionales al respecto.


c. Consejo de Expertos.
d. Subsecretaría de la Niñez: tiene dentro de sus funciones colaborar con la administración, coordinación y supervisión de los sistemas o subsistemas de gestión intersectorial que tengan por objetivo procurar la prevención de la vulneración de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y su protección integral, de conformidad a los artículos 3° bis y 6° bis de la ley N° 20.530.


e. Defensoría de los Derechos de la Niñez: tiene por objeto la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños, niñas y adolescentes, de conformidad al artículo 2° de la ley N° 21.067.

f. Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia: tiene por objeto la protección especializada de niños, niñas y adolescentes.


g. Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil: es la entidad especializada responsable de administrar y ejecutar las medidas y sanciones contempladas por la ley N° 20.084, mediante el desarrollo de programas que contribuyan a la modificación de la conducta delictiva y la integración social de los jóvenes sujetos de su atención y la implementación de políticas de carácter intersectorial en la materia, respetando los derechos humanos de los jóvenes, reconocidos en la legislación nacional, la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes.

h. Oficinas Locales de la Niñez: serán las encargadas de la protección administrativa de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.”.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, se manifestó a favor de la proposición en cuestión, con la sola excepción de la letra c) de la misma, referente al Consejo de Expertos.


Lo anterior, explicó, en tanto dicho organismo no es una entidad pública independiente propiamente tal, sino que se aloja dentro de la orgánica del Servicio de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia.


La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, precisó que su inclusión en la propuesta pretende vincular, de algún modo, el trabajo de las Oficinas Locales de la Niñez con el del Servicio.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó que es partidaria de una relación entre ambos órganos, pero no dentro de la lógica del artículo en examen, sino que en un precepto nuevo, en donde se establezca que el Consejo de Expertos del Servicio pueda asesorar a todos los organismos que conforman la institucionalidad pública en este ámbito.


El Honorable Senador señor Montes, señaló que, a su juicio, se aprecia la falta de una cierta instancia de reflexión dentro del esquema que se proyecta desplegar, que permita analizar y evaluar permanentemente el estado del sector, sin que ello sea algo meramente operativo.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, expresó que todos los órganos que participan en este contexto generan los contrapesos necesarios para que exista un espacio de control y evaluación de las acciones que desarrollan.


El Honorable Senador señor Montes, en línea con lo sostenido por quien le precedió en el uso de la palabra, indicó que el Ministerio de Desarrollo Social y Familia emite un Informe en donde se abordan temáticas como las mencionadas por él anteriormente. Dicho documento, añadió, entiendo que es emitido por tal Secretaría de Estado anualmente.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, observó que, efectivamente, el informe en comento se emite una vez al año por el mencionado Ministerio, agregando que la Subsecretaría que encabeza también emite un documento de similar naturaleza anualmente, en donde se aborda el seguimiento del cumplimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


La Asesora de la Fundación San Carlos de Maipo, señora María José Pérez, precisó que existe una propuesta, al articulado transitorio del proyecto, en donde se considera la existencia de un equipo de evaluación de implementación de la nueva institucionalidad que se está creando, encargado del monitoreo de dicho proceso, y que entregará los insumos pertinentes al respecto al Comité Interministerial.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, a partir de las posiciones previamente vertidas, recomendó, en primer lugar, votar el artículo en comento, bajo el texto propuesto, eliminando su letra c, para luego analizar la redacción del nuevo precepto sugerido por el Ejecutivo.


En votación el artículo referente a la Institucionalidad contenido en la indicación N° 233.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, lo aprobó con modificaciones, bajo el tenor contemplado en la proposición previamente descrita, eliminando la letra c de esta última.

Posteriormente, se recomendó la siguiente redacción para el nuevo precepto previamente aludido.


“Artículo…- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el Consejo de Expertos del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, podrá asesorar a todas las entidades citadas en la disposición precedente.”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, aprobó la referida proposición.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate de la presente sección de la indicación.

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, propusieron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la eliminación de este precepto, en virtud de la estructura resultante del artículo sobre la Institucionalidad del sector, realizada a la luz de las sugerencias efectuadas por la Defensoría de los Derechos de la Niñez.


En conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 121, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la referida proposición supresiva.

De igual forma, se consigna que la reapertura del debate en examen, alcanzó, asimismo, al artículo referente a la Institucionalidad, contenido en la indicación N° 233.a, antes aprobado por la Comisión.
Artículo sobre la Institucionalidad

El artículo previamente aprobado en este punto, reviste el siguiente tenor.


“Articulo 77.- Institucionalidad del Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia. El Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia estará conformado, entre otras, por las siguientes instituciones:


a. Ministerio de Desarrollo Social y Familia: velará por los derechos de los niños, niñas y adolescentes, con el fin de promover y proteger su ejercicio, de conformidad con el inciso tercero del artículo 1° de la ley N° 20.530.


b. Comité Interministerial de Desarrollo Social, Familia y Niñez: dará los lineamientos generales a la Comisión Coordinadora de Protección Nacional, la que, a su vez, instruirá a las Comisiones Coordinadoras de Protección Regionales al respecto.


c. Subsecretaría de la Niñez: tiene dentro de sus funciones colaborar con la administración, coordinación y supervisión de los sistemas o subsistemas de gestión intersectorial que tengan por objetivo procurar la prevención de la vulneración de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y su protección integral, de conformidad a los artículos 3° bis y 6° bis de la ley N° 20.530.


d. Defensoría de los Derechos de la Niñez: tiene por objeto la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños, niñas y adolescentes, de conformidad al artículo 2° de la ley N° 21.067.


e. Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia: tiene por objeto la protección especializada de niños, niñas y adolescentes.


f. Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil: es la entidad especializada responsable de administrar y ejecutar las medidas y sanciones contempladas por la ley N° 20.084, mediante el desarrollo de programas que contribuyan a la modificación de la conducta delictiva y la integración social de los jóvenes sujetos de su atención y la implementación de políticas de carácter intersectorial en la materia, respetando los derechos humanos de los jóvenes, reconocidos en la legislación nacional, la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes.


g. Oficinas Locales de la Niñez: serán las encargadas de la protección administrativa de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.”.

La primera propuesta, sustituye la letra c por la siguiente:


“c. Subsecretaría de la Niñez: deberá, dentro de sus funciones, colaborar con la administración, coordinación y supervisión de los sistemas o subsistemas de gestión intersectorial que tengan por objetivo procurar la prevención de la vulneración de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y su protección integral, de conformidad a los artículos 3° bis y 6° bis de la ley N° 20.530, así como la supervigilancia y fiscalización del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia de conformidad con la ley que crea dicho Servicio.”.


La segunda proposición, reemplaza la letra e por la que sigue:

“e. Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia: tiene por objeto la provisión de oferta de protección especializada de niños, niñas y adolescentes gravemente vulnerados en sus derechos, conforme a lo establecido en la ley que crea dicho Servicio.”.

La tercera propuesta, sustituye la letra g por la siguiente:


“g. Oficinas Locales de la Niñez: serán las encargadas a nivel territorial de la protección administrativa de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, en los términos establecidos en el Título III de la presente ley.”.

La cuarta propuesta, incorpora las siguientes letras h e i, nuevas:


“h. Consejo de la Sociedad Civil de la Niñez: asesorará en materias de niñez y adolescencia a dicha Subsecretaría.


i. Consejo Consultivo Nacional de niños, niñas y adolescentes: estará compuesto por representantes de los Consejos Consultivos Comunales de niños, niñas y adolescentes que deberán mantener en funcionamiento las Oficinas Locales de la Niñez, en los términos establecidos en la letra b) del artículo 68.”.


En votación el artículo referente a la Institucionalidad contenido en la indicación N° 233.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta), y señores Montes, Ossandón y Quintana. lo aprobó con modificaciones, incorporando las enmiendas previamente descritas.


A continuación, se pasó a debatir el artículo 44 de la indicación.


Al respecto, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó aprobarlo, pero sustituyendo el término “niños”, las dos veces que sale mencionado en la disposición, por la expresión “niños, niñas y adolescentes”, a fin de mantener la coherencia en la nomenclatura adoptada en el articulado del proyecto.


En votación el artículo en examen de la indicación N° 233.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, lo aprobó con modificaciones, efectuando las enmiendas de nomenclatura antes descritas.


Se deja constancia que el precepto en cuestión resultó consignado como artículo 79, bajo la siguiente redacción:


“Artículo 79.- De los demás órganos del Estado. Aquellos órganos del Estado que ejecuten acciones de protección, promoción, prevención, restitución o reparación de los derechos de los niños, niñas y adolescentes deberán, en el ámbito de sus competencias, adoptar las medidas que sean necesarias para resguardar, o en su caso, restablecer de manera oportuna y eficaz los derechos de los niños, niñas y adolescentes.”.

A continuación, se pasó a debatir el artículo 45 de la indicación.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, al igual que en el precepto anterior, sugirió aprobarlo, pero reemplazando el término “niños”, las dos veces que sale mencionado en el precepto, por la expresión “niños, niñas y adolescentes”, a fin de conservar la coherencia en la nomenclatura adoptada en el articulado de la iniciativa.


Por último, sugirió revisar la remisión normativa, cambiando los artículos mencionados por los que correspondan.


En votación el artículo en examen de la indicación N° 233.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, lo aprobó con modificaciones, efectuando las enmiendas de nomenclatura y de remisión normativa antes descritas.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate de la presente sección de la indicación.

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, propusieron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, efectuaron las siguientes propuestas sobre el artículo referente a la Intersectorialidad, contenido en la indicación N° 233.a, antes aprobado por la Comisión
Artículo sobre la Intersectorialidad

El artículo previamente aprobado en este punto, reviste el siguiente tenor.


“Artículo…- Intersectorialidad. Para resguardar el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes conforme a la presente ley, las instituciones señaladas en los artículos … y …, actuarán de manera organizada y coordinada, en sus ámbitos de competencia y actividades, con el fin de lograr un trabajo intersectorial en las acciones, prestaciones y servicios que resulten necesarias para la protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.”.


La primera propuesta, agrega, antes de la expresión “Intersectorialidad”, la palabra “Principio de”.

La segunda proposición, traslada este artículo a los principios del sistema, contemplados en el Título II, como principio antepenúltimo.


En votación el artículo en examen de la indicación N° 233.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, lo aprobó con modificaciones, efectuando las enmiendas antes descritas y la reubicación en referencia.


Se deja constancia que el precepto en cuestión resultó consignado como artículo 21, bajo la siguiente redacción:

“Artículo 21.- Principio de intersectorialidad. Para resguardar el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes conforme a la presente ley, las instituciones señaladas en los artículos 77 y 79, actuarán de manera organizada y coordinada, en sus ámbitos de competencia y actividades, con el fin de lograr un trabajo intersectorial en las acciones, prestaciones y servicios que resulten necesarias para la protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.”.

Luego, se pasó a debatir el artículo 46 de la indicación.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó efectuar las siguientes enmiendas a la disposición en comento.


- Adecuar la nomenclatura del precepto, reemplazando el término “niños”, todas las veces que sale mencionado, por la expresión “niños, niñas y adolescentes” o “niño, niña o adolescente”, según corresponda.


- Sustituir, en el inciso primero, la palabra “marco” por el vocablo “ejercicio”.


- Agregar, en el inciso segundo, antes de la expresión “así como en la normativa”, la frase “, en los derechos que les corresponden”.


- Intercalar, en el inciso tercero, entre las expresiones “protocolos” y “de acción”, la locución “y manuales”.


El Honorable Senador señor Montes, por su parte, resaltó que, en las policías democráticas y modernas, es clave el tipo de relación de estas últimas con los niños, y no sólo el mero resguardo de sus derechos.


Por tal razón, sugirió que en el inciso primero del artículo se agregara, antes de su punto aparte, la siguiente frase “, y su relación con ellos”.

La Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, recomendó incluir en este precepto una mención a la infraestructura y vehículos apropiados que se deben emplear para mantener y trasladar a los niños.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, manifestó que, sin perjuicio de concordar con la necesidad de regular el punto indicado por quien le antecedió en el uso de la palabra, el mismo tiene incidencia en la Administración presupuestaria del Estado, por lo que recae dentro de la esfera de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


En votación el artículo referente a Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones de la indicación N° 233.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, lo aprobó con modificaciones, con las enmiendas previamente descritas.


Se deja constancia que el precepto en cuestión resultó consignado como artículo 80, bajo la siguiente redacción:

“Artículo 80.- Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones. En el ejercicio de sus competencias y funciones, los funcionarios de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones deberán tener especial consideración en el resguardo de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, y su relación con ellos.


Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, deberán contar con personal debidamente formado en el trato con niños, niñas y adolescentes en los derechos que les corresponden, así como en la normativa que les es aplicable. De igual forma, el sistema de formación de estas instituciones deberá incluir capacitaciones periódicas sobre estas materias, dirigidas a todo funcionario que tenga interacción o trato directo con niños, niñas y adolescentes en el ejercicio de sus funciones. 


En todo procedimiento en el que se vea involucrado un niño, niña o adolescente, las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública deberán respetar y proteger sus derechos, dando cumplimiento a los protocolos y manuales de acción e instrucciones generales establecidos para tales efectos.


Los deberes de información que deben realizar las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, en el marco de sus competencias, deberán cumplirse en la manera que el niño, niña o adolescente entienda adecuadamente aquello que se le está informando, especialmente en aquellos casos en que aquél hable un lenguaje diferente al español.”.

Por último, se pasó a debatir el artículo 47 de la indicación.


Al respecto, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, efectuó una propuesta para sustituir el texto de dicho precepto por el que sigue.


“Artículo…- Rol de colaboración y prestación de las entidades privadas. Para el desarrollo integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes las entidades privadas que ejecuten el rol público de prestaciones de protección, promoción, prevención, restitución o reparación de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, deberán cumplir estrictamente los mismo principios y deberes que asisten a los organismos públicos en cuyas labores colaboran, y realizarán un trabajo colaborativo con los niños , niñas y adolescentes y sus familias, en el ámbito de sus acciones, orientado al resguardo de sus derechos.”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, consultó si es pertinente encomendarles a las entidades privadas el cumplimiento de roles de promoción y prevención, teniendo en consideración de que, al menos la primera de dichas acciones, será ejecutada por las Oficinas Locales de la Niñez.


La Subsecretaria de la Niñez (S), señora Blanquita Honorato, respondió afirmativamente, ya que, explicó, el precepto en examen se dirige hacia toda la institucionalidad referente a la niñez y adolescencia, y no sólo a la labor que desarrollarán los privados en la protección especializada.


En efecto, añadió, a modo de ejemplo, hay colaboradores privados acreditados que realizan labores de promoción en el programa Chile Crece Contigo, o en determinados programas relacionados a jardines infantiles.


Por otra parte, cuestionó que en la proposición se haga mención a que los privados en comento deban cumplir los mismos principios y deberes que los organismos públicos en este ámbito, ya que estos últimos, por ejemplo, cuentan con atribuciones de control que los primeros carecen.


La Honorable Senadora señora Von Baer, explicó que, conceptualmente, es diferente un deber al de una función, quedando comprendidas las labores de control y fiscalización de los órganos públicos en esta segunda categoría.


En votación el artículo referente al rol de las entidades privadas de la indicación N° 233.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, lo aprobó con modificaciones, siguiendo el tenor de la propuesta antes descrita.

REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes y Ossandón, aprobó la reapertura del debate de este último artículo

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón y señores Montes y Quintana, propusieron su eliminación, en tanto los elementos del mismo haber sido recogidos en el precepto referente a la protección reforzada y especializada de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


En votación el artículo referente al rol de las entidades privadas de la indicación N° 233.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, lo rechazó.

- - - - - - -

ARTÍCULOS 57 A 63, NUEVOS

Indicación Nº 233


233.- De S.E. la Ex Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del epígrafe del Párrafo 1° del Título IV, los siguientes artículos 57 a 63, nuevos:


“Artículo 57.- Institucionalidad del Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez. Para el pleno desarrollo de los niños, garantizar la promoción y protección del ejercicio de sus derechos y prevenir su vulneración, las instituciones públicas actuarán de manera organizada y coordinada, en sus ámbitos de competencia y actividades, con el fin de propender a la intersectorialidad de las intervenciones que resulten necesarias, conforme a esta ley.


Participarán en este sistema las organizaciones de la sociedad civil que tengan como objetivo o actividad la protección y promoción de los derechos del niño, conforme a la ley.


Artículo 58.- Gestión del Sistema de Garantías. El sistema de garantías contempla tres niveles de competencia de los organismos públicos, de acuerdo con las funciones que cumplen dentro del sistema:


a) Nivel estratégico.


b) Nivel de articulación.


c) Nivel de prestación y adopción de medidas.


Artículo 59.- Nivel estratégico. El Ministerio de Desarrollo Social y el Comité Interministerial de Desarrollo Social ejercerán la rectoría y dirección general del sistema, para cuyos efectos tendrán las funciones y atribuciones que les fija la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social.


Artículo 60.- Nivel de articulación. El Ministerio de Desarrollo Social coordinará a las entidades que ejercen competencias y desarrollan programas relacionados con la protección de la niñez y la garantía de los derechos, en conformidad a la ley.


Artículo 61.- Nivel de prestación y adopción de medidas. Las instituciones que actúan en este nivel tendrán las siguientes funciones:


a) Gestionar y entregar los servicios y prestaciones sociales correspondientes a las garantías establecidas en esta ley, así como aquellos programas y prestaciones especializados conforme a la ley, entregadas por los órganos de la Administración del Estado y entidades competentes.


b) Determinar las medidas de protección administrativa que se adopten conforme al Párrafo 2° del Título III de la presente ley.


Artículo 62.- Aplicación territorial. El Ministerio de Desarrollo Social, en el marco de sus competencias, coordinará la acción de los organismos públicos y privados en relación a las prestaciones y servicios en el territorio que requieran los niños y sus familias para su pleno desarrollo en conformidad a la ley. Un reglamento de dicho Ministerio, suscrito además por el Ministro de Hacienda, determinará los planes de despliegue territorial del Ministerio de Desarrollo Social para los fines antes señalados. 


Artículo 63.- Normas para actuación policial. Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones de Chile deberán ajustar sus actuaciones y procedimientos a la Constitución Política de la República, a la Convención sobre los Derechos del Niño, a los demás tratados internacionales que hayan sido ratificados por Chile que se encuentren vigentes y a las leyes y reglamentos que en materia de garantías y protección de los derechos de los niños se hubieren aprobado en conformidad a esta ley.


Para el cumplimiento de lo establecido en el inciso anterior, propenderán a que tanto en la formación inicial como en la capacitación de su personal se incorporen temáticas de derechos de la niñez.


Asimismo, en todo procedimiento policial en que se vea involucrado un niño, cualquiera sea la naturaleza de dicho procedimiento, deberá actuarse en conformidad a protocolos especialmente diseñados para cumplir con sus funciones en estricto apego al respeto de los derechos de los niños. Siempre se deberá informar al niño del procedimiento que se esté ejecutando.”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la indicación N° 233.

- - - - - - 

ARTÍCULO 40


Como se expresó anteriormente, el artículo 40 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 40.- Principio de participación, colaboración ciudadana y participación de los niños. Los órganos de la Administración del Estado propenderán a la creación de procedimientos que permitan la participación ciudadana en las materias relativas a la protección de la niñez y garantía de sus derechos, en cada uno de los niveles del Sistema. Especialmente, generarán mecanismos para que dicha participación se verifique por parte de los niños, creando y fomentando las instancias para ello.


El Ministerio de Desarrollo Social dispondrá los instrumentos y procedimientos para asegurar la participación de la sociedad civil, expertos, padres y/o madres y niños para recoger sus opiniones sobre el funcionamiento del Sistema de Garantías.”.

A este artículo en específico, se presentaron tres indicaciones, signadas con los Nos 234, 235 y 236.
Indicación Nº 234


234.- De S.E. la Ex Presidenta de la República, para sustituir el actual artículo 40, por el siguiente:


“Artículo ...- Principio de participación, colaboración ciudadana y participación de los niños. Los órganos de la Administración del Estado propenderán a la creación de procedimientos que permitan la participación ciudadana en las materias relativas a la protección de la niñez y garantía de sus derechos, en cada uno de los niveles del sistema. 


Especialmente, generarán mecanismos para que dicha participación se verifique por parte de los niños, creando y fomentando las instancias para ello.


El Ministerio de Desarrollo Social dispondrá los instrumentos y procedimientos para asegurar la participación de la sociedad civil, expertos, padres y/o madres y niños para recoger sus opiniones sobre el funcionamiento del sistema de garantías.”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la indicación N° 234.

Sin perjuicio de lo anterior, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en virtud de lo dispuesto en el artículo 132 del Reglamento de Senado, hizo suya esta indicación, proponiendo que el texto de la misma revistiere el siguiente tenor.


“Artículo 22.- Principio de participación y colaboración ciudadana. Los órganos de la Administración del Estado propenderán a la creación de procedimientos que permitan la participación ciudadana en las materias relativas a la protección de la niñez y adolescencia, así como en la garantía de sus derechos, en cada uno de los niveles del Sistema. Especialmente, generarán mecanismos para que dicha participación se verifique por parte de los niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos o en proceso de reinserción social, así como de sus familias, creando y fomentando las instancias para ello.

El Ministerio de Desarrollo Social y Familia y el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, dispondrán los instrumentos y procedimientos para asegurar la participación de la sociedad civil, expertos, padres y/o madres y niños, niñas y adolescentes para recoger sus opiniones sobre el funcionamiento del Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia.”.


En votación la indicación N° 234, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, siguiendo el tenor de la proposición antes referida.


Posteriormente, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Montes y Quintana, propusieron reubicar a este precepto como principio final del listado de máximas contempladas en el Título II del proyecto de ley en estudio.


Tal proposición, en conformidad a la citada norma reglamentaria, fue aprobada por la Comisión por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.
Inciso segundo
Indicación Nº 235


235.- Del ex Senador señor Espina, para reemplazar la frase “la sociedad civil, expertos, padres y/o madres y niños para recoger sus opiniones sobre el funcionamiento del Sistema de Garantías”, por la oración “niños, padres, familias, sociedad civil y expertos de manera de recoger sus opiniones sobre el funcionamiento del Sistema de Garantías”.


En votación la indicación N° 235, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, siguiendo la redacción resultante, en lo pertinente, de la indicación N° 234.

Indicación Nº 236


236.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la expresión: “y/o madres”.


En votación la indicación No 236, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
- - - - - - - 

ARTÍCULO NUEVO


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión debatió acerca del siguiente artículo nuevo, referente al Consejo Consultivo Nacional de Niños, Niñas y Adolescentes.


“Artículo 78.- Consejo Consultivo Nacional de Niños, Niñas y Adolescentes. El Ministerio de Desarrollo Social y Familia deberá contar con un Consejo Consultivo Nacional de Niños, Niñas y Adolescentes, que tendrá como objetivo hacer efectiva la participación de los niños, niñas y adolescentes en relación a las políticas, proyectos y programas que puedan afectarles en los ámbitos establecidos en esta ley. 


Este Consejo deberá reunirse al menos tres veces al año, y estará compuesto por diez miembros representantes de los Consejos Consultivos Comunales establecidos en las Oficinas Locales de la Niñez. Estos miembros deberán ser elegidos por votación de sus pares y durarán tres años en su cargo o hasta que cumplan los 18 años de edad.


Un reglamento emitido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia establecerá la forma de funcionamiento del Consejo.”.


En discusión esta propuesta, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, expresó que el presente artículo es un aporte efectuado por el Bloque por la Infancia.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senador, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la propuesta de artículo en cuestión.
- - - - - -

PÁRRAFO 2°, NUEVO

Indicación Nº 237


237.- De S.E. la Ex Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del actual artículo 40, que ha pasado a ser 64, el siguiente Párrafo 2° y el artículo 65 que lo compone:

“Párrafo 2°

Defensoría de los Derechos de la Niñez


Artículo 65.- Defensor de los Derechos de la Niñez. Existirá una Defensoría de los Derechos de la Niñez, con carácter autónomo, que tendrá por función la difusión, promoción y protección de los derechos de los niños. Una ley determinará sus funciones y atribuciones.”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la indicación N° 237.
- - - - - -

ARTÍCULO 66, NUEVO

Indicación Nº 238


238.- De S.E. la ex Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del epígrafe del Título V, el siguiente artículo nuevo, readecuando la numeración correlativa:


“Artículo ...- Política Nacional de la Niñez. La Política Nacional de la Niñez establecerá los objetivos generales, fines, directrices y lineamientos en materia de protección, garantía y promoción integral de los derechos de los niños reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, y en las leyes.


La Política Nacional de la Niñez deberá propender a la creación de las condiciones político institucionales que garanticen el ejercicio efectivo de los derechos de la niñez, fortaleciendo la gestión pública, así como el seguimiento, monitoreo, evaluación y la rendición de cuentas. Asimismo, se orientará a fortalecer la calidad de los programas, de los servicios y las prestaciones de las políticas sociales generales y especializadas, y a potenciar la participación y colaboración con la sociedad civil en sus objetivos.”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la indicación N° 238.

Sin perjuicio de lo anterior, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en virtud de lo dispuesto en el artículo 132 del Reglamento de Senado, hizo suya esta indicación, proponiendo que el texto de la misma revistiere el siguiente tenor.

“Artículo 81.- Política Nacional de la Niñez y Adolescencia. La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia establecerá los objetivos generales, fines, directrices y lineamientos en materia de protección, garantía y promoción integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes dictadas conforme a ellos.

La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia deberá propender a la creación de las condiciones político institucionales que garanticen el ejercicio efectivo de los derechos de la niñez y adolescencia, fortaleciendo la gestión pública, así como el seguimiento, monitoreo, evaluación y la rendición de cuentas. Asimismo, se orientará a fortalecer la calidad de los programas, de los servicios y las prestaciones de las políticas sociales generales y especializadas, y a potenciar la participación y colaboración con la sociedad civil en sus objetivos.”.


En votación la indicación N° 238, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, siguiendo el tenor de la proposición antes referida.
- - - - - -

ARTÍCULO 41


El artículo 41 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 41.- Contenido mínimo de la política nacional de la niñez. La política que se formule deberá contener, a lo menos, sus objetivos y fines estratégicos, distinguiendo áreas y materias; orientaciones y ejes de acción dirigidos al cumplimiento de dichos objetivos y fines, considerando criterios de descentralización y desconcentración, según corresponda.


La política nacional de la niñez propenderá a que el Sistema de Garantías sea de carácter:


a) Universal, promoviendo el ejercicio de sus derechos a todos los niños dentro del territorio de la República.


b) Coordinado, propendiendo a la unidad de acción y evitando la interferencia de funciones.


c) Progresivo e integral, considerando el desarrollo de la niñez hasta el cumplimiento de la mayoría de edad, y atendiendo al ejercicio de los derechos en un marco de protección que incluya a las familias, la comunidad, la sociedad civil y, particularmente, a los órganos del Estado.


d) Intersectorial, relacionando en sus contenidos las diferentes dimensiones de las prestaciones públicas que se desarrollan en diferentes sectores, y generando la capacidad de incidir en las políticas de las entidades del sector público que presten servicios vinculados a los derechos de los niños.”.

A este artículo. se presentaron seis indicaciones. signadas con los Nos 239.a, 239, 240, 241, 242 y 243.
Inciso segundo
Indicación Nº 239.a


239.a.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituir la palabra “Garantías” por “Protección Integral de los Derechos de la Niñez”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, recomendó que la misma adoptase la nomenclatura previamente acordada en el articulado, es decir “Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia”, debiendo ser ésta la terminología que esta propuesta reemplace.


En votación la indicación N° 239.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó con modificaciones, efectuando la enmienda antes descrita.
Letra c)
Indicación Nº 239


239.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar, luego de la expresión “considerando el desarrollo de la niñez”, la siguiente frase: “, tanto antes como después del nacimiento”.


En votación la indicación N° 239, la Comisión, por dos votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes, y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Von Baer, la rechazó.


Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, reemplazó, en la presente letra c), la expresión “considerando el desarrollo de la niñez”, por la frase “diferentes etapas de desarrollo desde la niñez, la adolescencia y”.
Indicación Nº 240


240.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “las familias”, por la siguiente: “la familia”.


En votación la indicación No 240, se efectuó una primera votación, la que resultó en un empate, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, y por la negativa los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se repitió la votación, verificándose el mismo resultado, por lo que se procedió a rechazar la indicación en referencia.
Indicación Nº 241


241.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar, antes de la expresión “la comunidad”, la siguiente frase: “los padres,”. 


En votación la indicación N° 241, la Comisión, por dos votos en contra, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señor Montes, y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Von Baer, la rechazó.

Letra d)
Indicación Nº 242


242.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “de los niños”, por la siguiente: “del niño”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

- - - - - -

Inciso final, nuevo
Indicación Nº 243


243.- Del ex Senador señor Espina, para incorporar un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:


“La Política Nacional de la Niñez deberá basarse en la presente ley, en la Convención sobre Derechos del Niño y demás tratados internacionales sobre derechos humanos suscritos y ratificados por Chile y en la Constitución Política de la República.”.


En votación la indicación N° 243, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la rechazó.

Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, efectuó las siguientes enmiendas al presente artículo.


- Reemplazar, en su inciso primero y segundo, la expresión “política nacional de la Niñez”, por el vocablo “Política Nacional de la Niñez y Adolescencia”.

- Sustituir, en las letras a) y d) de su inciso segundo, el término “niño”, por la expresión “niños, niñas y adolescentes”.


Posteriormente, el Honorable Senador señor Montes, subrayó que, a su juicio, la política nacional en este ámbito debe examinar, permanentemente, la dinámica realidad de los niños, evitando que el particular se tecnocratice a partir de la aplicación mecánica de ciertos principios.


En efecto, agregó, este punto es uno de los principales problemas del sistema educativo, por lo que la política en cuestión debiese orientarse a examinar la realidad cambiante del niño, a fin de generar un dialogo institucional con tal sistema, con la finalidad de detectar los aspectos críticos que deben ser revisados.


Por último, señaló que una política debe explicitar sus premisas, por lo que recomendó incorporar dentro de los contenidos mínimos de aquella un diagnóstico acerca de la situación de la niñez y adolescencia en nuestro país.


A partir de lo previamente señalado, se sugirió agregar en el inciso primero del presente artículo, luego de la expresión “contener, a lo menos”, la frase “un diagnóstico de la situación de la niñez y adolescencia en el país,”.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, aprobó la proposición antes descrita.
REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del inciso primero del presente artículo

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las propuestas de enmienda que a continuación se pasan a describir.

Artículo previamente aprobado


El texto del artículo antes aprobado, reviste el siguiente tenor:


“Artículo 82.- Contenido mínimo de la Política Nacional de la Niñez y Adolescencia. La política que se formule deberá contener, a lo menos, un diagnóstico de la situación de la niñez y adolescencia en el país, sus objetivos y fines estratégicos, distinguiendo áreas y materias; orientaciones y ejes de acción dirigidos al cumplimiento de dichos objetivos y fines, considerando criterios de descentralización y desconcentración, según corresponda.


La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia propenderá a que el Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia sea de carácter:


a) Universal, promoviendo el ejercicio de sus derechos a todos los niños, niñas y adolescentes dentro del territorio de la República.


b) Coordinado, propendiendo a la unidad de acción y evitando la interferencia de funciones.


c) Progresivo e integral, considerando las diferentes etapas de desarrollo desde la niñez, la adolescencia y hasta el cumplimiento de la mayoría de edad, y atendiendo al ejercicio de los derechos en un marco de protección que incluya a los padres y/o madres, a las familias, la comunidad, la sociedad civil y, particularmente, a los órganos del Estado.


d) Intersectorial, relacionando en sus contenidos las diferentes dimensiones de las prestaciones públicas que se desarrollan en diferentes sectores, y generando la capacidad de incidir en las políticas de las entidades del sector público que presten servicios vinculados a los derechos de los niños, niñas y adolescentes.”.


La primera propuesta, agrega, en el encabezado del inciso segundo, luego de la expresión “y Adolescencia”, el vocablo “y su Plan de Acción”.

La segunda proposición, sustituye, en el encabezado del inciso segundo, la expresión “propenderá a” por “asegurarán”.

La tercera propuesta, reemplaza, en la letra a), el término “promoviendo”, por la palabra “garantizando”.

La cuarta proposición, sustituye, en la letra b), la expresión “propendiendo a”, por el término “cumpliendo con”.

La quinta propuesta, agrega, en la letra b), después de la expresión “acción”, la locución “y la eficiencia debida,”.

La sexta proposición, elimina, en la letra c), la expresión “Progresivo e”.

La séptima propuesta, sustituye, en la letra c), la frase “considerando las diferentes etapas de desarrollo desde la niñez, la adolescencia y”, por la siguiente: “abordando las necesidades de los niños, niñas y adolescentes en las diferentes etapas de su desarrollo progresivo”.

La octava proposición, elimina, en la letra c), la frase “y atendiendo al ejercicio de los derechos en un marco de protección que incluya a los padres y/o madres, a las familias, la comunidad, la sociedad civil y, particularmente, a los órganos del Estado”.

La novena propuesta, incorpora la siguiente letra d), nueva: 


“d) Sistémico, considerando la protección de los derechos en un marco conjunto e interrelacionado que incluya a los niños, niñas y adolescentes, a sus padres y/o madres, a las familias, la comunidad, la sociedad civil y a los órganos del Estado, con vistas a una mayor eficacia en la acción.”.

La décima proposición, considera a la actual letra d), como letra e).

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la enmiendas antes descritas.
- - - - - -

ARTÍCULO 42


El artículo 42 del texto aprobado en general por el Honorable Senado, reviste el siguiente tenor:

“Artículo 42.- Plan de acción. La política nacional de la niñez será implementada a través de un plan de acción.”.


Se consigna que la Comisión, en conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, y por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, aprobó la eliminación de este precepto, en tanto los elementos del mismo se encuentran recogidos de mejor y más completa forma en el artículo referente al procedimiento de formulación y aprobación de la Política Nacional de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción.
ARTÍCULO 43

El artículo 43 del texto aprobado en general por el Honorable Senado, reviste el siguiente tenor:

“Artículo 43.- Contenido mínimo del Plan de Acción. El Plan de Acción deberá contener, a lo menos:


a) Los programas o líneas programáticas que lo integran.


b) Las acciones y medidas específicas a ejecutar. 


c) Los plazos de ejecución.


d) Los órganos y cargos responsables.


e) Las metas para sus acciones y medidas.


f) Los indicadores necesarios para su evaluación.

Se consigna que la Comisión, en conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, y por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la incorporación de una letra a), nueva, a este precepto, del siguiente tenor, reordenándose, en consecuencia, las demás letras del artículo.

“a) Los derechos y garantías de la niñez y la adolescencia que se abordarán.”.

Se consigna que, producto de la reordenación de los artículos que experimentó el proyecto de ley, el artículo 43 del texto aprobado en general quedó consignado como artículo 83.

ARTÍCULO 44


El artículo 44 aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo 44.- Procedimiento de formulación y aprobación. La política nacional de la niñez y su plan de acción serán elaborados a través de un proceso coordinado por el Ministerio de Desarrollo Social, de acuerdo con esta ley y el reglamento respectivo. Este proceso deberá considerar la participación de las organizaciones de la sociedad civil.


La política nacional de la niñez tendrá una duración de diez años, y será revisada al menos cada cinco años. La política nacional de la niñez y su plan de acción serán aprobados mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Desarrollo Social a propuesta del Comité Interministerial de Desarrollo Social de la Niñez, y deberá ser suscrito, además, por aquellos secretarios de Estado con competencia en la materia respectiva.”

A este artículo, se presentaron tres indicaciones, signadas con los Nos 244, 245 y 246.
Inciso primero


Se consigna que la Comisión, en conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, y por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, aprobó la sustitución del inciso primero de este precepto, por el siguiente.


“Artículo 84.- Procedimiento de formulación y aprobación. La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción serán elaborados a través de un proceso interministerial, coordinado por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia, en el que se deberá considerar la participación de los niños, niñas y adolescentes, la Defensoría de los Derechos de la Niñez, las Oficinas Locales de la Niñez, el Consejo de la Sociedad Civil de la Niñez, expertos y organizaciones de la sociedad civil, en particular aquellas organizaciones sin fines de lucro que trabajen con la niñez y adolescencia.”.
REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del inciso primero del presente artículo

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en conjunto con el Ejecutivo, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la propuesta de enmienda que a continuación se pasa a describir.


La proposición, sustituye la expresión “de los niños, niñas y adolescentes”, por la frase “del Consejo Nacional de niños, niñas y adolescentes”.

En conformidad a la citada disposición reglamentaria, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la propuesta antes descrita.

Inciso segundo
Indicación Nº 244


244.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazarlo por el siguiente:


“Al inicio de cada gobierno se dará a conocer la Política Nacional de la Niñez, la cual tendrá una duración de cuatro años, será revisada al menos cada dos años, y se dará a conocer de su progreso y estado en la cuenta pública que dispone el artículo 24 de la Constitución Política de la República. La Política Nacional de la Niñez y su Plan de Acción serán aprobados mediante Decreto Supremo expedido por el Ministerio de Desarrollo Social a propuesta del Comité Interministerial de Desarrollo Social de la Niñez, y deberá ser suscrito, además, por aquellos secretarios de Estado con competencia en la materia respectiva.”.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

Indicación Nº 245


245.- Del ex Senador señor Espina, para reemplazar la expresión “revisada”, por “revisada y evaluada”.


En votación la indicación N° 245, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó.
Indicación Nº 246


246.- Del ex Senador señor Espina, para sustituir la palabra “cinco” por “tres”.


En votación la indicación N° 246, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, la aprobó.

Sin perjuicio de lo anterior, en conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, aprobó las siguientes enmiendas al inciso segundo del artículo en examen.

- Reemplazar, las dos veces que sale mencionada, la expresión “política nacional de la Niñez”, por el vocablo “Política Nacional de la Niñez y Adolescencia”.

- Agregar, luego del vocablo “Ministerio de Desarrollo Social”, la expresión “y Familia”.


- Sustituir la locución “Comité Interministerial de Desarrollo Social de la Niñez”, por el término “Comité Interministerial de Desarrollo Social, Familias y Niñez”.


- Reemplazar el vocablo “secretarios de Estado”, por la expresión “Ministros”.

Posteriormente, la Jueza de Familia y miembro de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Mónica Jeldres, sugirió reducir el plazo de duración de la política en debate.


La Honorable Senadora señora Von Baer, recomendó que la misma se extienda por nueve años, a fin de que no concluya con el término del mandato presidencial de que se trate, con el objetivo de que dicho instrumento presente una cierta continuidad en el tiempo, más allá de los cambios de Gobierno.


A partir de lo anteriormente expuesto, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señor Montes, aprobó sustituir, en el inciso segundo del artículo en análisis, la expresión “diez” por “nueve”.
- - - - - - - - -

Artículo nuevo


Posteriormente, en conformidad con lo establecido en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó el siguiente artículo nuevo, referente a la evaluación y monitoreo de la Política Nacional de Niñez y Adolescencia y el Plan de Acción.


“Artículo 85.- Evaluación y Monitoreo. La Subsecretaría de la Niñez será la encargada de llevar a cabo una evaluación y monitoreo anual de la Política Nacional de Niñez y Adolescencia y el Plan de Acción respectivo.”.
- - - - - - - - -

Indicación Nº 246 bis


246 bis.- De su Excelencia el Presidente de la República, para incorporar como Título VI, nuevo, el siguiente:

“TÍTULO VI

MODIFICACIONES A OTRAS LEYES


Artículo 86.- Modificación a la ley orgánica constitucional de Municipalidades. Agrégase la siguiente letra m), nueva, al artículo 4 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, de Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades:


“m) La promoción de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, la prevención de vulneraciones de derechos y la protección general de los mismos.”.”.


En discusión esta indicación, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, señaló que la misma pretende fijar una obligación explícita a los alcaldes y a las municipalidades, referente a su deber imperativo de desplegar las Oficinas Locales de la Niñez, fijando, para ello, como una función expresa de las entidades edilicias, la promoción, prevención y protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


En votación la indicación N° 246 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobó.

- - - - - - - - -

ARTÍCULOS NUEVOS

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión debatió la incorporación de los siguientes artículos nuevos.

“Artículo 87.- Modificaciones a la ley N° 20.379, que crea el sistema intersectorial de protección social e institucionaliza el subsistema de protección integral a la infancia “Chile Crece Contigo”. 


1. Reemplázase, en el primer inciso del artículo 9, la frase “hasta su ingreso al sistema escolar, en el primer nivel de transición o su equivalente”, por la siguiente: “hasta que cumplan los 18 años de edad”. 


2. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 9, la frase “hasta el primer ciclo de enseñanza básica”, por la siguiente: “hasta que cumplan los 18 años de edad”.


3. Agrégase un inciso final, nuevo, al artículo 9, del siguiente tenor: 


“El Subsistema tendrá dentro de sus beneficiarios a los niños, niñas y adolescentes, cuyo adulto significativo se encuentre privado de libertad. También serán beneficiarios los cuidadores de aquellos niños, niñas y adolescentes.”.”.


En discusión esta proposición, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, indicó que la misma pretende aumentar la edad de cobertura del programa “Chile Crece Contigo”, desde los nueve a los dieciocho años de edad, permitiendo, de ese modo garantizar derechos a un universo más amplio de niños.


De igual modo, explicó, la propuesta en examen permite traspasar, desde la Subsecretaría de Servicios Sociales a la Subsecretaría de la Niñez, al programa “Abriendo camino”, el que aborda a niños con adultos significativos privados de libertad.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó esta proposición.


“Artículo 88.- Modificaciones a la ley N° 20.595, que crea el ingreso ético familiar que establece bonos y transferencias condicionadas para las familias de pobreza extrema y crea el subsidio al empleo de la mujer. 


1. Agrégase, en la letra b) de su artículo 4°, antes del punto y coma, lo siguiente: “mayores de edad. Los niños, niñas y adolescente en situación de calle estarán a cargo del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia”.


2. Eliminase la letra c) de su artículo 4°.”.


En discusión esta proposición, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, explicó que la misma permite el traspaso, desde la Subsecretaría de Servicios Sociales al organismo que encabeza, al programa de niños en situación de calle.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó esta proposición.

“Artículo 89.- Modificación a la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social y Familia.


Reemplázase en el inciso tercero de su artículo 1°, la frase: “el Sistema de Garantías de Derechos de la Niñez”, por la siguiente: “el Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia”.”.


En discusión esta proposición, la Asesora Legislativa de la Subsecretaría de la Niñez, señora Simona Canepa, precisó que la misma sólo tiene por finalidad efectuar una adecuación de la nomenclatura empleada.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó esta proposición.

“Agregar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo 90.- Modificaciones a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia. Efectúanse las siguientes adecuaciones a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia:


1.- En el inciso final del artículo 18, sustitúyase la expresión “en el Título IV”, por la frase “en los párrafos 3° y 4° del Título IV”.


2.- Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo, en el artículo 18:


“Tratándose de los procedimientos señalados en los párrafos 1º y 2° del Título IV de esta ley, la intervención del abogado del niño, niña o adolescente será obligatoria y su omisión se sancionará con la nulidad de todo lo obrado.”.


3.- En el inciso primero del artículo 68, intercálese, entre las palabras “ley” y “, tendientes”, la frase “que crea el Sistema Integral de Protección y Garantías de los Derechos de la Niñez y Adolescencia”.


4.- Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser inciso tercero:


“Por amenaza o vulneración de derechos, para efectos de la presente ley, deberá estarse a las definiciones contenidas en los artículos 58 y 59 de la Ley que crea el Sistema Integral de Protección y Garantías de los Derechos de la Niñez y Adolescencia”.


5.- En el inciso segundo del artículo 68, que pasa a ser tercero, después del punto final, que pasa a ser punto seguido, agrégase la siguiente oración:


“La medida se adoptará por el menor tiempo posible, procurará que se cumpla cerca del lugar de residencia del niño, niña o adolescente, no separar a los hermanos y privilegiará el acogimiento y reunificación familiar antes que el residencial.”.”.


En discusión esta propuesta, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, resaltó que los contenidos de la misma ya se encuentran recogidos en una de las disposiciones transitorias aprobadas por la Comisión, en concreto, en aquella en donde se dispone que el Ejecutivo, dentro del plazo de dieciocho meses contados desde la publicación de la presente iniciativa, deberá enviar al Honorable Congreso Nacional un proyecto de ley para adecuar las normas de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, considerando las adecuaciones que surjan para la aplicación de esta ley.

Así, agregó, es en el proyecto al que se alude en la norma transitoria en donde se pretenden efectuar las reformas integrales que sean necesarias al citado cuerpo legal.


Sin perjuicio de lo anterior, destacó que, en orden a efectuar las modificaciones consideradas por la proposición, se debiese consultar primero a la Corte Suprema, de acuerdo a lo establecido por la Constitución Política de la República.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, preguntó cuáles son las consecuencias de no aprobar la proposición en cuestión.

La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, explicó que, en la disposición transitoria mencionada por la señora Subsecretaria, efectivamente se considera una reforma sustancial a la Ley de Tribunales de Familia.


Ello, precisó, es distinto de lo contemplado por la proposición, la que busca realizar ciertas adecuaciones y concordancias necesarias entre dicha ley y el presente proyecto referentes, en primer lugar, a las atribuciones de las Oficinas Locales de la Niñez y la judicatura en materia de medidas de protección, con el objetivo de evitar conflictos de competencia entre ambos organismos, y en segundo orden, a otorgar coherencia al derecho del niño a contar en tal ámbito con la defensa jurídica de un letrado, tal como se ha aprobado en este proyecto por parte de la Comisión, cuestión que, en la actualidad, sólo se fija en términos facultativos en la Ley N° 19.968.

La Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, replicó sosteniendo que las concordancias, por definición, son modificaciones, por lo que entran en las consideraciones que abordaría el proyecto de ley que el Ejecutivo se encontraría obligado a presentar de acuerdo con el artículo transitorio antes mencionado.

La Honorable Senadora señora Von Baer, consultó al Ejecutivo por los problemas de las enmiendas introducidas por la propuesta, a fin de determinar si es sólo algo procedimental o se trata de un asunto de fondo.


La Jefa de la División de Promoción y Prevención de la Subsecretaría de la Niñez, señora Blanquita Honorato, respondió expresando que la Ley de Tribunales de Familia requiere de una reforma integral para adecuarse a los contenidos contemplados en el proyecto de ley en estudio, no siendo suficiente realizar las modificaciones sobre las materias anteriormente indicadas.


En efecto, añadió, se deben volver a evaluar diferentes instancias y aspectos del proceso jurisdiccional de familia, tales como la representación jurídica y determinadas instancias, a fin de dar un adecuado curso institucional a los principios y derechos plasmados en esta iniciativa.


Precisamente por lo anterior, prosiguió, es que desde la Subsecretaría se ha estado trabajando con el Poder Judicial, con el Ministerio Secretaría General de la Presidencia y con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, a fin de examinar las modificaciones que se deben introducir al citado cuerpo legal.


Por tales razones, concluyó, es que resultan insuficientes las enmiendas propuestas, justamente por lo cual el Ejecutivo, a través del precepto transitorio hecho presente anteriormente, es que se comprometió a la presentación de un proyecto de ley que abordara en su totalidad las modificaciones que se precisan en este contexto.


El Honorable Senador señor Quintana, coincidió con quien le precedió en el uso de la palabra, en lo referente a que la propuesta no es de carácter sustantivo ni tampoco suficiente, por ello es que sólo efectúa adecuaciones respecto de algunos aspectos puntuales relevantes entre el proyecto de ley en estudio y la Ley de Tribunales de Familia.


En ese sentido, añadió, si bien es necesario que se realice posteriormente una modificación orgánica que disponga las concordancias requeridas entre ambos cuerpos legales, tampoco se puede esperar indefinidamente para que ello se materialice, siendo necesario en avanzar en determinadas cuestiones de importancia.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, por su parte, precisó que la proposición contempla sólo adecuaciones menores pero necesarias, sin afectar con ello con la estructura de la Ley N° 19.968.

La Honorable Senadora señora Von Baer, consultó al Ejecutivo si se generaría algún tipo de daño producto de la proposición, en tanto la misma no contiene cuestiones de fondo, sino que sólo aborda aspectos puntuales.


Sin perjuicio de lo anterior, observó que le genera ciertos cuestionamientos el que se disponga la nulidad de determinadas actuaciones judiciales por no contarse con la presencia de un abogado, en el entendido que ello se ha dispuesto como algo a asegurar de manera progresiva y no inmediata.


La Jefa de la División de Promoción y Prevención de la Subsecretaría de la Niñez, señora Blanquita Honorato, respondiendo a la pregunta antes formulada, expresó que, efectivamente, no se genera un daño a partir de la propuesta, sino que las preocupaciones del Ejecutivo dicen relación, en primer lugar, con el hecho de que luego las modificaciones en cuestión requieras ser nuevamente revisadas, y en segundo lugar, con un eventual pronunciamiento desfavorable de la Corte Suprema en este ámbito, siendo esta última la mayor inquietud.

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes, Ossandón y Quintana, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer, aprobó la presente proposición.
- - - - - - - - -

ARTÍCULOS PRIMERO Y SEGUNDO TRANSITORIOS

Los artículos primero y segundo transitorios aprobado en general por el Honorable Senado, son del siguiente tenor:


“Artículo primero.- La política nacional de la niñez deberá dictarse dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley.

Artículo segundo.- Las normas del título III regirán a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Servicio Nacional de Protección de la Infancia, cualquiera sea su denominación legal.”.


A estos artículos, se presentaron cinco indicaciones, signadas con los Nos 247.a.a, 247.a, 247, 248 y 249.
Indicación Nº 247.a.a


247.a.a.- De su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazarlos por el siguiente:


“Artículo único transitorio.- La presente ley entrará en vigencia desde la fecha de su publicación.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las Oficinas Locales de la Niñez reguladas en el Título III de la presente ley, se implementarán de manera progresiva en el territorio nacional, a partir de la transformación de las Oficinas de Protección de Derechos, reguladas en la ley N° 20.032, y de conformidad a los resultados en los procesos de evaluación que se realicen respecto de su proceso de instalación. La implementación de todas las Oficinas Locales de la Niñez deberá realizarse dentro de los diez años contados desde la fecha de publicación de la presente ley.


La evaluación a la que hace mención el inciso segundo, será realizada por parte de una entidad externa a los organismos del Estado que ejecuten las acciones y prestaciones que ofrecen, de conformidad a las instrucciones que para estos efectos imparta el Ministerio de Desarrollo Social y Familia conjuntamente con la Dirección de Presupuestos.”.


En discusión esta indicación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, sugirió cambiar el plazo de diez años contemplado en el inciso primero de la misma, por un intervalo de cinco años.


De igual modo, recomendó que el mismo no quede como el único artículo transitorio del proyecto, sino que se consigne con la ordenación que resulte del debate de esta sección de la iniciativa.


En votación la indicación N° 247.a.a, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente descritos.

- - - - - -

Indicación Nº 247.a


247.a.- De S.E. el Presidente de la República, para sustituirlos por los siguientes: 


“Artículo primero transitorio.- La presente ley entrará en vigencia desde la fecha de su publicación.


Artículo segundo transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo primero transitorio, las Oficinas Locales de la Niñez reguladas en el Título III de la presente ley, se implementarán de manera progresiva en el territorio nacional, de conformidad a la evaluación de procesos y resultados que se realice a las Oficinas Locales de la Niñez que se instalen en una primera etapa.


La primera etapa a que se hace mención en el inciso precedente contemplará la instalación de un número acotado de Oficinas Locales de la Niñez, de conformidad a los recursos que se contemplen en la respectiva Ley de Presupuestos. 


La evaluación a la que hace mención el inciso primero, será realizada por parte de una entidad externa a los organismos del Estado que ejecuten las acciones y prestaciones que ofrecen, de conformidad a las instrucciones que para estos efectos impartan el Ministerio de Desarrollo Social conjuntamente con la Dirección de Presupuestos.”.

Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la presente indicación.
Indicación Nº 247


247.- De S.E. la Ex Presidenta de la República, para sustituir las palabras “deberá dictarse”, por la expresión “deberá evaluarse”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la presente indicación.
Indicación Nº 248


248.- De la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar el artículo segundo transitorio.


En su calidad de autora de la presente indicación, la Honorable Senadora señora Von Baer, la retiró, en virtud de ser innecesaria la supresión propuesta por la misma, de acuerdo a lo aprobado previamente por la Comisión.

Sin perjuicio de lo anterior, manifestó no ser partidaria de amarres institucionales entre leyes, a fin de evitar que se supedite la vigencia de una a la aprobación de la otra.

Indicación Nº 249


249.- De S.E. la Ex Presidenta de la República, para sustituir el artículo segundo transitorio por el siguiente: 


“Artículo segundo.- Las normas del Título III regirán a contar de la entrada en vigencia de la ley que regule el procedimiento administrativo de medidas de protección de derechos de los niños.”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la presente indicación.
- - - - - -

ARTÍCULOS TRANSITORIOS, NUEVOS

En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la incorporación de los siguientes artículos transitorios, nuevo.

“Artículo segundo transitorio.- La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción deberá adecuarse a los principios, objetivos, deberes, derechos y garantías establecidos en la presente ley dentro del plazo de dos años contado desde la publicación de esta ley, aun cuando su plazo de vigencia no haya concluido.”.

Artículo cuarto transitorio- Dentro del plazo de dieciocho meses contados desde la publicación de esta ley, el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional un proyecto de ley para adecuar las normas de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, considerando las adecuaciones que surjan para la aplicación de esta ley.”.

Artículo quinto transitorio.-En el plazo de seis meses contados desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial, el Presidente de la República enviará un proyecto  que readecúe de modo integral la ley N° 20.032, que establece el sistema de atención a la niñez y adolescencia a través de la red de colaboradores del SENAME, y su régimen de subvención, a fin de hacerla plenamente concordante y armónica con lo dispuesto en la presente ley y en la Ley que crea el Servicio de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia.”.
REAPERTURA DEL DEBATE


Se deja constancia que, con posterioridad, en conformidad con lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, aprobó la reapertura del debate del último artículo transitorio antes aprobado

De ese modo, se hace presente que los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta) y señores Montes y Quintana, efectuaron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la propuesta de enmienda que a continuación se pasa a describir.


La proposición, sustituye al tercero de los artículos transitorios antes aprobado, por el que sigue.


“Artículo quinto transitorio.- En el plazo de seis meses contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial, el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional un proyecto de ley con el objeto de concordar y armonizar la Ley N° 20.032 y la Ley que crea el Servicio de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia con la presente ley, en todas las materias necesarias, a excepción de las relativas al régimen de subvenciones.”.

En discusión esta propuesta, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, resaltó que la Ley N° 20.032 ha sido modificado dos veces en el último tiempo, sin perjuicio de la disposición del Ejecutivo para revisar nuevamente dicho cuerpo legal, a fin de lograr una adecuada operatividad de la nueva institucionalidad que se pretende desplegar.


Sin perjuicio de lo anterior, añadió, se debe tener presente que la proposición establece la obligación, para el Presidente de la República, de presentar un proyecto de ley adecuatorio, cuestión que puede conllevar reparos de constitucionalidad.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, indicó que la propuesta sólo persigue que, con la presentación del referido proyecto de ley, se adecúen las leyes No 20.032 y la que creará el Servicio de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia

La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, indicó que dicha concordancia se hace necesario ya que el proyecto de ley que crea dicho Servicio (Boletín N° 12.027-07), se debatió con anterioridad a la iniciativa en estudio, debiendo, en consecuencia, armonizarse tanto a aquél como a la Ley N° 20.032 con las disposiciones del proyecto de ley en examen.


La Honorable Senadora señora Von Baer, sostuvo que la propuesta fija una obligación al Presidente de la República que el Honorable Congreso Nacional no puede disponer al Ejecutivo, como lo es, precisamente, la presentación de un determinado proyecto de ley, en tanto forma parte de la esfera de atribuciones del Jefe de Estado, de ahí, que, a su juicio, la proposición sería inconstitucional.

De igual forma, resaltó que lo anterior se hace aún más evidente en caso de que las adecuaciones de las que se haría cargo el aludido proyecto de ley fuesen de iniciativa exclusiva presidencial.


Por el contrario, añadió, si tales concordancias estuvieran abiertas a la iniciativa legislativa parlamentaria, la proposición carecería de sentido, ya que cualquier Honorable Diputado o Senador pudiese presentarlas, sin necesidad de fijarle al Ejecutivo una obligación en tal sentido.


A partir de las consideraciones antes señaladas, es que solicitó que se votara, primeramente, la admisibilidad de la propuesta en examen.


El Honorable Senador señor Quintana, por su parte, discrepó sobre la existencia de reparos de constitucionalidad respecto de la proposición, toda vez que la misma no establece el modo en que el Primer Mandatario debe configurar su Mensaje Presidencial.

La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en la misma línea, señaló que, con independencia de quien sea el Jefe de Gobierno, se requiere de un proyecto adecuatorio de las Leyes N° 20.032 y la que crea el Servicio de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, con la presente iniciativa, por lo que la propuesta sólo reconoce tal obligación, a fin de que la operatividad misma de la nueva institucionalidad que se desplegará funcione adecuadamente.


De lo contrario, finalizó, el Presidente de la República simplemente no estaría cumpliendo con su mandato.


La Asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Paulina Gómez, por su parte, explicó que, en materia de Derechos Humanos, exista la obligación del Estado de adecuar la legislación interna a lo dispuesto por los tratados internacionales.

Bajo esa lógica, añadió, se debe tener presente que el proyecto de ley en estudio recoge los elementos de los instrumentos internacionales en materia de infancia y los regula a nivel legal, por lo que se aplica la misma obligación adecuatorio.


La Honorable Senadora señora Von Baer, replicó sosteniendo que la iniciativa en análisis no es un tratado internacional, sino que, se trata de un proyecto de ley, por lo que, en tal calidad, no puede obligar al Presidente de la República a presentar un proyecto de ley, más allá del mérito que se tenga al respecto.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, observó que, en el particular, existe un símil con los plazos que se fijan para que el Ejecutivo dicte los reglamentos pertinentes para la ejecución de las iniciativas legales despachadas por el Honorable Congreso Nacional.


El Honorable Senador señor Ossandón, a su turno, coincidió con lo afirmado por la Honorable Senadora señora Von Baer, estimando que la presentación de Mensajes Presidenciales es una facultad exclusiva del Jefe de Estado, sin que desde el Poder Legislativo se puedan fijar obligaciones en tal sentido.

Por otra parte, expresó que la obligación de adecuar la legislación interna a los contenidos de los tratados internacionales, discurre en una línea distinta a la de la presente discusión.


El Honorable Senador señor Quintana, señaló que la proposición, a su juicio, sólo es un recordatorio al Presidente de la República de sus obligaciones, como lo es, sin duda, la adecuación de los cuerpos legales de la nueva institucionalidad que se está desplegando.


El Honorable Senador señor Montes, indicó que la propuesta sólo busca que se armonicen distintas iniciativas para dotar de coherencia al sistema que se pretende impulsar, sin determinar la forma en que el Ejecutivo deba hacerlo.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, resaltó que el debate de este punto se enmarca dentro de un contexto de legislación en desarrollo, que pretende regular, a nivel legal, los elementos contemplados por los tratados internacionales vigentes en estas materias desde hace más de treinta años, a fin de materializar dichos contenidos y adecuar la legislación sectorial con las medidas consagradas en el proyecto de ley en estudio.


En votación, en primer lugar, la admisibilidad de la propuesta en debate, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, la aprobó.


Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por tres votos a favor de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta), y señores Montes y Quintana, y el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, aprobó la presente proposición.

- - - - - -

ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO, NUEVO

Indicación Nº 250


250.- De S.E. la Ex Presidenta de la República, para agregar el siguiente artículo tercero transitorio, nuevo:


“Artículo tercero.- El reglamento a que se refiere el artículo 62 deberá dictarse en el plazo de ciento ochenta días desde la entrada en vigencia de la presente ley. En él deberá establecerse la progresividad de los planes de despliegue territorial que el mencionado artículo señala.”.


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la presente indicación.

Sin perjuicio de lo anterior, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, en virtud de lo dispuesto en el artículo 132 del Reglamento de Senado, hizo suya esta indicación, sugiriendo aprobarla, bajo la siguiente redacción.


“Artículo tercero transitorio.- Los reglamentos a los que se refiere la presente ley se dictarán dentro del plazo de seis meses contado desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, con excepción del referido en la letra g) del artículo 68h, que conforme a dicha disposición debe dictarse dentro del plazo de un año.”.


En discusión esta indicación, la Subsecretaria de la Niñez, señora Carol Bown, expresó que el acuerdo inicial era conservar los dieciocho meses contemplados en el tenor original de la proposición en examen.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, resaltó que la iniciativa en estudio lleva cinco años en tramitación legislativa, por lo que, a su juicio, disponer de un plazo de dieciocho meses, desde la publicación del proyecto, para la dictación de sus reglamentos, resulta del todo inapropiado.

En votación la indicación N° 250, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Rincón (Presidenta) y Von Baer, y señores Montes, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, siguiendo el tenor previamente descrito.

- - - - - -

ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO, NUEVO

Indicación Nº 251


251.- De S.E. la Ex Presidenta de la República, para agregar el siguiente artículo cuarto transitorio, nuevo:


“Artículo cuarto.- Dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley, el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional un proyecto de ley por medio del cual regulará las siguientes materias: la organización y funciones del Ministerio de Desarrollo Social para el despliegue territorial en materia de promoción y prevención de la vulneración de los derechos de los niños y su protección integral; el procedimiento administrativo para la adopción de medidas de protección de derechos de los niños; la provisión de una defensa jurídica especializada en los casos que determine, y las modificaciones que sean necesarias a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia.".


Se hizo presente que, por medio del Mensaje N° 138-366, de fecha 1 de octubre de 2018, S.E. el Presidente de la República retiró la presente indicación.
- - - - - -
MODIFICACIONES


En mérito de las consideraciones anteriormente expuestas, vuestra Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, que consta en nuestro Primer Informe: 

ENUNCIADO DEL PROYECTO DE LEY


--- Sustituirlo por el que sigue:


“Proyecto de ley de garantías y protección integral de los derechos de la niñez y adolescencia”.

(Indicación N° 1.a, aprobada con modificaciones 3x1 abstención).

TÍTULO I

Epígrafe


--- Sustituir su denominación por la siguiente: 

“Normas Generales”

(Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado, aprobado 4x0).

PÁRRAFO 1°

Epígrafe


--- Eliminar la expresión “y definiciones”.

(Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado, aprobado 4x0).

ARTÍCULO 1


--- Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 1.- Objeto de la ley. Esta ley tiene por objeto la garantía y protección integral, el ejercicio efectivo y el goce pleno de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, en especial, de los derechos humanos que les son reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.


Créase el Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia, que estará integrado por el conjunto de políticas, instituciones y normas destinadas a respetar, promover y proteger el desarrollo físico, mental, espiritual, moral, cultural y social de los niños, niñas y adolescentes, hasta el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado.


Formarán parte de este Sistema, entre otros, los Tribunales de Justicia, el Congreso Nacional, los órganos de la Administración del Estado, la Defensoría de los Derechos de la Niñez y las instituciones señaladas en el Título IV de la presente ley que, en el ámbito de sus competencias, deban ejecutar acciones de protección, promoción, prevención, restitución o reparación para el acceso, ejercicio y goce efectivo de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


Para los efectos de esta ley, se entenderá por niño o niña a todo ser humano hasta los 14 años de edad, y por adolescente a los mayores de 14 y menores de 18 años de edad. En caso de que exista duda sobre si un niño, niña o adolescente es o no menor de 18 años de edad, y siempre que vaya en beneficio de sus derechos, se presumirá que lo es.”.

(Indicaciones Nos 1.b, 1, 1 bis, 1 ter, 2, 3, 4, 5, 5 bis, 5 ter, 5 quáter, 5 quinquies, 6, 6 bis, aprobadas con modificaciones 4x0)
ARTÍCULO 2

Inciso primero


--- Sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 2.- Principales obligados por esta ley. Es deber de la familia, de los órganos del Estado y de la sociedad, respetar, promover y proteger los derechos de los niños, niñas y adolescentes.”.

(Indicaciones Nos 8, 9 y 10, aprobadas con modificaciones 4x0).

- - - - - - -

Inciso segundo, nuevo


--- Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“La familia, como grupo fundamental de la sociedad y medio natural para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, en especial de los niños, niñas y adolescentes, debe recibir la protección y asistencia necesarias para poder asumir plenamente sus responsabilidades dentro de la sociedad.”.

(Indicación N° 11, aprobada con modificaciones 4x0).

- - - - - - -

Inciso segundo


--- Pasó a ser inciso tercero, reemplazado por el que sigue:


“El derecho y deber de crianza, cuidado, formación, asistencia, protección, desarrollo, orientación y educación de los niños, niñas y adolescentes corresponde preferentemente a sus padres y/o madres, quienes ejercerán este derecho y deber impartiéndoles dirección y orientación apropiadas para el ejercicio de sus derechos, en consonancia con la evolución de sus facultades.”.

(Indicaciones Nos 12 y 13, aprobadas con modificaciones, respectivamente, 3x1 en contra y 3x0).

(Expresión “padres y/o madres”, aprobada 3x2).

Inciso tercero


--- Pasó a ser inciso cuarto, sustituido por el siguiente:


“Toda persona, institución o grupo debe respetar y facilitar el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Especialmente, las organizaciones de la sociedad civil que lleven a cabo funciones relacionadas con el desarrollo de los niños, niñas y adolescentes deben respetar, promover y velar activamente por sus derechos, reciban o no financiamiento del Estado, debiendo respetar siempre el interés superior del niño, niña o adolescente.”.

(Indicaciones Nos 14, 15 y 16, aprobadas con modificaciones 4x0).
Inciso cuarto


--- Pasó a ser inciso quinto, con las siguientes enmiendas.

Encabezado


--- Reemplazarlo por el siguiente:


“Corresponde a los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, garantizar el pleno goce y ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. En particular:”.

(Indicaciones Nos 17, 17 bis, 18, 19, 19 bis, 19 ter, 19 quáter, 19 quinquies, aprobadas con modificaciones 4x0).
Letra a)


--- Reemplazar la expresión “niños” por el término “niños, niñas y adolescentes”.

(Indicación N° 20, aprobada con modificaciones 4x0 y artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado, aprobado 4x0).

- - - - - - -

Letra b), nueva


--- Incorporar la siguiente letra b), nueva:


“b) Tratándose de los derechos económicos, sociales y culturales, garantizarlos, además, hasta el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado.”.

(Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado, aprobado 4x0).
- - - - - - -

Letra b)


--- Pasó a ser letra c), con la siguiente redacción:



“c) Proveer programas, asistencia y apoyo integral y adecuado a los padres y/o madres y a las familias en el ejercicio de sus responsabilidades, derechos, deberes y roles respecto de los niños, niñas y adolescentes.”.

(Indicación No 21 aprobada con modificaciones 4x0 e Indicación N° 22, aprobada 4x0. Expresión “respecto de”, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0).

(Expresión “padres y/o madres”, aprobada 3x2).
- - - - - - -

Letra d), nueva


--- Incorporar la siguiente letra d), nueva:


“d) Crear e impulsar canales de participación social de niños, niñas y adolescentes.”.

(Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado, aprobado 4x0, salvo la expresión “Crear”, aprobada 3x1 abstención).
- - - - - - -

Letra c)


--- Pasó a ser letra e), sin enmiendas.

Letra d)


--- Pasó a ser letra f), bajo la siguiente redacción:


“f) Asegurar la vigencia efectiva de los derechos cuyo ejercicio se haya visto privado o limitado por la falta o insuficiencia del desarrollo de los derechos y deberes que competen a los padres y/o madres, las familias, los representantes legales o quienes los tengan a su cuidado y/o los órganos del Estado.”.

(Indicaciones Nos 23, 24, 27 y 28, aprobadas con modificaciones 4x0. Expresión “Asegurar la vigencia efectiva”, artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, aprobada 3x2 en contra).

(Expresión “padres y/o madres”, aprobada 3x2).
Letra e)


--- Pasó a ser letra g), bajo el siguiente tenor:


“g) Dar prioridad a los niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos, sin discriminación arbitraria alguna, en el acceso y uso a todo servicio, prestación y recursos de toda naturaleza, sean públicos o privados, necesarios para su completa protección, reparación y restitución, en las debidas condiciones de seguridad y dignidad. El Estado tomará las medidas pertinentes, en caso de ser necesario, para el acceso y uso de recursos particulares y comunitarios, nacionales o convenidos en el extranjero.”.

(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, aprobado 4x0; Indicación N° 29, aprobada con modificaciones 4x0 e Indicaciones Nos 30.a y 30, aprobadas 4x0).

Letra f)


--- Pasó a ser letra h), con la siguiente redacción:


“h) Crear, ejecutar y destinar recursos suficientes para entregar una protección especializada destinada al restablecimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes cuyos derechos hayan sido vulnerados.”.

(Indicaciones Nos 32 y 33 aprobadas con modificaciones 4x0 y artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado, aprobado 4x0, salvo la expresión “Crear, ejecutar y destinar recursos suficientes para entregar una protección especializada destinada al”, aprobada 3x2 en contra).
- - - - - - -

Letra i), nueva


“i) Contribuir a generar las condiciones sociales para que los padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tuvieran legalmente a su cuidado, desempeñen de la mejor manera posible sus funciones en lo que respecta a la educación y crianza del niño, niña o adolescente.”.

(Indicación N° 35, aprobada con modificaciones 4x0).

(Expresión “padres y/o madres”, aprobada 3x2).
- - - - - - -

Inciso quinto


--- Pasó a ser inciso sexto, sustituido por el que sigue:


“Esta ley establecerá el marco para que el Estado adopte todas las medidas administrativas, legislativas o de otro carácter, para la defensa y protección, particular y reforzada de los derechos de los niños, niñas y adolescentes provenientes de grupos sociales o específicos, tales como migrantes, pertenecientes a comunidades indígenas o que se encuentren en situación de vulnerabilidad económica, garantizando su pleno desarrollo y respeto a las garantías especiales que les otorgan la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño, los demás tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes.”.

(Indicaciones Nos 36 y 37, aprobadas con modificaciones 4x0 y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, aprobado 4x0).

Inciso sexto


--- Pasó a ser inciso séptimo, con las siguientes enmiendas.


--- Reemplazar la expresión “todo ciudadano” por “toda persona”.

(Indicación N° 40, aprobada 4x0).


--- Agregar la siguiente oración final: “Lo anterior, sin perjuicio de la acción de tutela administrativa de derechos establecida en el artículo 62 de la presente ley.”.

(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, aprobado 4x0).
ARTÍCULO 3

Inciso primero


--- Incorporar, luego de la palabra “Reglas”, la expresión “especiales”.

(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, aprobado 3x0).


--- Agregar, luego de la expresión “prevención”, el término “, participación”.

(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, aprobado 3x0).


--- Sustituir el vocablo “niño” por la expresión “niño, niña o adolescente”.

(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, aprobado 3x0).


--- Intercalar, a continuación de la frase “principios contenidos en la”, la expresión “Constitución Política de la República, en la”.

(Indicación N° 41.a, aprobada 3x0 e Indicación N° 41, aprobada con modificaciones 3x0).


--- Intercalar, a continuación de la frase “demás tratados internacionales”, la expresión “de derechos humanos”.
(Indicaciones Nos 41.a, 41.b y 41.c, aprobadas 3x0).

Inciso segundo


--- Sustituir el término “niño” por la expresión “niño, niña o adolescente”.

(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, aprobado 4x0).

Inciso tercero


--- Agregar, luego de la expresión “excepcionales,”, la palabra “aplicarse”.

(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, aprobado 4x0).

Inciso cuarto


--- Reemplazar la expresión “de los niños”, por el término “de los niños, niñas y adolescentes”.

(Indicación N° 43, aprobada con modificaciones 4x0).
ARTÍCULO 4


--- Sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 4.- Aplicación de la ley. Los derechos y garantías de los niños, niñas y adolescentes son universales. Esta ley se aplicará a todo niño, niña o adolescente que se encuentre bajo la jurisdicción del Estado de Chile.”.

(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, aprobado 4x0).
ARTÍCULO 5


--- Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 5.- Obligaciones del Estado. Los órganos de la Administración del Estado cumplirán con las obligaciones que esta ley establece, dentro del marco de sus competencias legales, asegurando el goce y ejercicio de los derechos, mediante una aplicación eficaz, eficiente y equitativa de los recursos públicos, los que empleará hasta el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado, tratándose de los derechos económicos, sociales y culturales.”.

(Indicaciones Nos 44 bis, 45 y 45 bis aprobadas con modificaciones 4x0, y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, aprobado 4x0, en lo referente a la frase “mediante una aplicación eficaz, eficiente y equitativa de los recursos públicos, los que empleará hasta el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado, tratándose de los derechos económicos, sociales y culturales”).
ARTÍCULO 6


--- Reemplazar la expresión “Los niños”, por “Los niños, niñas y adolescentes”.

(Indicación N° 46, aprobada con modificaciones 4x0).


--- Sustituir la expresión “Todo niño”, por la locución “Todo niño, niña o adolescente”.

(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, aprobado 4x0).


--- Intercalar, a continuación de la frase “demás tratados internacionales”, la expresión “de derechos humanos”.

(Indicaciones Nos 46 bis, 46 ter y 46 quáter, aprobadas 4x0).
ARTÍCULO 7


--- Consignarlo como artículo 11, con la redacción que se señalará en su oportunidad.

(Consignar a este precepto como artículo 11, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2)

-- Considerar como artículo 7 a la norma del artículo 10, bajo el siguiente tenor:


“Artículo 7.- Interés superior del niño, niña o adolescente. El interés superior del niño, niña y adolescente es un derecho, un principio y una norma de procedimiento, que se basa en una evaluación de todos los elementos del interés de uno o varios niños en una situación concreta.


Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a que en la toma de decisiones sobre cuestiones que le afecten, se considere primordialmente su interés superior, entendido como la máxima satisfacción posible de los principios, derechos y garantías reconocidos en virtud del artículo 1 de la presente ley, cuando se evalúen y sopesen los distintos intereses involucrados en el asunto, sea que la decisión deban tomarla autoridades legislativas, judiciales o administrativas, organizaciones de la sociedad civil, instituciones privadas, padres y/o madres, representantes legales o personas que los tengan legalmente a su cuidado.


Conforme a este principio, ante distintas interpretaciones, siempre se elegirá aquella que satisfaga de manera más efectiva el interés superior del niño, niña o adolescente.


En el procedimiento para la evaluación y determinación de este interés, se deberán cumplir con las garantías procesales de objetividad, motivación y justificación de la decisión. En la justificación, se deberán indicar los elementos objetivos que se han considerado pertinentes, el contenido de estos en el caso concreto, su ponderación, cómo se relaciona la decisión con la opinión del niño, niña o adolescente y las consideraciones que prevalecieron al interés superior del niño, niña o adolescente, en el caso que ello haya ocurrido.


Para su determinación, se deberán considerar, conjuntamente, los siguientes elementos:


a) Los derechos actuales o futuros del niño, niña o adolescente que deban ser respetados, promovidos o protegidos por la decisión de la autoridad.


b) El carácter indivisible e interdependiente de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


c) La opinión que el niño, niña o adolescente exprese, cuando ello sea posible conforme a su edad, grado de desarrollo, madurez y/o su estado afectivo si no pudiere o no quisiere manifestarla.


d) La opinión de los padres y/o madres, representantes legales o de quien lo tuviere legalmente a su cuidado, salvo que sea improcedente.


e) El bienestar físico, mental, espiritual, moral, cultural y social del niño, niña o adolescente.


f) La identidad del niño, niña o adolescente y las necesidades que de ella se derivan, sean estas físicas, emocionales, sociales, culturales o de origen étnico.


g) La autonomía progresiva del niño, niña o adolescente y su grado de desarrollo.


h) Cualquier situación de especial desventaja en la que se encuentre el niño, niña o adolescente que haga necesaria una protección reforzada para el goce y ejercicio efectivos de sus derechos.


i) La necesidad de estabilidad de las soluciones que se adopten, para promover la efectiva integración y desarrollo del niño, niña o adolescente, considerando su entorno de vida.


j) Otras circunstancias que resulten pertinentes en el caso concreto que se conoce, tales como los efectos probables que la decisión pueda causar en su desarrollo futuro.


De concurrir cualquier otro interés legítimo junto al interés superior del niño, niña o adolescente, deberán priorizarse las medidas que, respondiendo a este interés superior, respeten también los otros intereses. En caso de que no puedan armonizarse todos los intereses legítimos concurrentes, deberá primar el interés superior del niño, niña o adolescente sobre los demás.


Los factores enumerados anteriormente deben ser valorados conjuntamente antes de determinar una medida de protección, conforme a los principios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, de forma que la medida que se adopte en el interés superior del niño, niña o adolescente no restrinja o limite más derechos que los que ampara.”.

(Indicaciones Nos 82, 82.b, 82.c, 82.d, 82 bis, 82 ter, 82 quáter, aprobadas con modificaciones 5x0, e Indicaciones Nos 78,79, 80, 80 bis, 80 ter y 80 quáter, aprobadas con modificaciones 4x0) 

(Letra b) del inciso quinto, Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, letra b) inciso quinto aprobada 4x0).

(Letra f) del inciso quinto, Indicaciones Nos 82 y 82 quinquies, aprobadas con modificaciones 2x1).

(Incisos sexto y séptimo, Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, e incisos sexto y séptimo, aprobados 5x0).

(Expresión “padres y/o madres”, presente en el inciso segundo y en la letra d) del inciso quinto, aprobada 3x2).

(Consignar a este precepto como artículo 7, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2). 
ARTÍCULO 8


--- Eliminarlo.

(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, aprobado 3x2).

--- Considerar como artículo 8 a la disposición del artículo 9, bajo el siguiente tenor:


“Artículo 8.- Igualdad y no discriminación arbitraria. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la igualdad en el goce, ejercicio y protección de sus derechos, sin discriminación arbitraria, en conformidad con la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño y otros tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes y la ley.


Ningún niño, niña o adolescente podrá ser discriminado en forma arbitraria en razón de su raza, etnia, nacionalidad, cultura, estatus migratorio, carácter de refugiado o asilado, idioma, opinión política o ideología, afiliación o asociación, religión o creencia, situación de discapacidad o socioeconómica, de maternidad o paternidad, nacimiento, sexo, orientación sexual, identidad de género, expresión de género, características sexuales, estado civil, edad, filiación, apariencia personal, diferencias que el niño, niña o adolescente tenga o haya tenido a causa de su desarrollo intrauterino, salud, estar o haber sido imputado, acusado o condenado por aplicación de la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, o en razón de cualquier otra condición, actividad o estatus suyo o de sus padres y/o madres, familia, representantes legales o de quienes lo tengan legalmente a su cuidado.


Es deber de los órganos del Estado reconocer y proteger los derechos de los niños, niñas y adolescentes en condiciones de igualdad y velar por su efectividad. En particular, es deber de los referidos órganos, dentro del ámbito de sus competencias, hasta el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado, y de conformidad con lo dispuesto en el plan de acción establecido en el Título V, adoptar medidas concretas para:


a) Identificar a aquellos niños, niñas o adolescentes o grupos de niños, niñas y adolescentes que requieran la adopción de medidas reforzadas para la reducción o eliminación de las causas que llevan a su discriminación arbitraria.


b) Eliminar las causas que llevan a la discriminación arbitraria de un niño, niña o adolescente o grupo de niños, niñas o adolescentes.


c) Contribuir a la adecuación del entorno físico y social, a las necesidades específicas de aquellos niños, niñas y adolescentes o grupos de niños, niñas o adolescentes que sean o puedan ser objeto de discriminación arbitraria.”.

(Indicaciones Nos 60, 67, 68, 69, 70, 70 bis, 70 ter, 70 quáter, 70 quinquies, 71 y 72, aprobadas con modificaciones 4x0, salvo la frase “orientación sexual, identidad de género, expresión de género” del inciso segundo, aprobada 3x2. Indicaciones Nos 72 bis, 72 ter, 72 quáter y 73, aprobadas 4x0).

(Expresión “padres y/o madres”, presente en el inciso segundo, aprobada 3x2).

(Consignar a este precepto como artículo 8, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2).
ARTÍCULO 9


--- Contemplarlo como artículo 8, con la redacción previamente señalada.

(Consignar a este precepto como artículo 8, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2).

- - - - - - -

ARTÍCULO 9, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 9, nuevo:


“Artículo 9.- Fortalecimiento del rol protector de la familia. La familia es el núcleo fundamental de la sociedad y la primera encargada de brindar protección a los niños, niñas y adolescentes, de su cuidado y su educación. Es deber del Estado dar protección a la familia y propender a su fortalecimiento, de manera de otorgarle a los padres y/o madres y cuidadores las herramientas necesarias para el ejercicio de su función.


El ejercicio de los derechos establecidos en el presente Título II deberá considerar el derecho preferente y el deber de los padres y/o madres de educar a sus hijos, según lo establece la Constitución Política de la República.”.

(Indicación N° 51 bis, aprobada con modificaciones 4x0).

(Término “padres y/o madres”, contemplado en los incisos primero y segundo, aprobado 3x2).

(Consignar a este precepto como artículo 9, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2).
- - - - - - -

ARTÍCULO 10, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 10, nuevo:


“Artículo 10.- Derecho y deber preferente de los padres y/o madres a educar y cuidar a sus hijos. Los padres y/o madres tienen el derecho preferente de educar, cuidar, proteger y guiar a sus hijos, y el deber de hacerlo permanentemente, de modo activo y equitativo, sea que vivan o no en el mismo hogar con sus hijos. 


En razón de lo señalado en el inciso precedente, los niños, niñas y adolescentes tienen el derecho a ser cuidados, protegidos, formados, educados y asistidos en todas las etapas de su desarrollo preferentemente por sus padres y/o madres, sus representantes legales o quienes los tengan legalmente a su cuidado, y tienen derecho a ser guiados y orientados por aquéllos en el ejercicio de los derechos reconocidos en esta ley.


Todo lo anterior, siempre atendiendo al interés superior del niño, niña o adolescente.


Es deber del Estado, especialmente, respetar, promover y proteger el ejercicio de este derecho, así como el cumplimiento de los deberes paternos y/o maternos.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2 Indicaciones Nos 57 y 59, aprobadas con modificaciones 3x2).

(Consignar a este precepto como artículo 10, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2).
- - - - - - -
ARTÍCULO 10


--- Contemplarlo como artículo 7, bajo la redacción anteriormente señalada.

(Consignar a este precepto como artículo 7, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2).
ARTÍCULO 11


--- Consignarlo como artículo 16, con las enmiendas que se señalarán en su oportunidad.

(Consignar a este precepto como artículo 16, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2).

--- Contemplar como artículo 11 a la norma del artículo 7, bajo la siguiente redacción:


“Artículo 11.- Autonomía progresiva. Todo niño, niña y adolescente, de conformidad al Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia, podrá ejercer sus derechos en consonancia con la evolución de sus facultades, atendiendo a su edad, madurez y grado de desarrollo que manifieste, salvo que la ley limite este ejercicio, tratándose de derechos fundamentales, en cuyo caso las limitaciones deben interpretarse siempre de modo restrictivo.


Durante su proceso de crecimiento los niños, niñas y adolescentes van desarrollando nuevas capacidades y profundizando otras que les permiten, progresivamente, requerir menor dirección y orientación por parte de los padres y/o madres, representantes legales o las personas que los tengan legalmente a su cuidado, junto con un aumento paulatino de su capacidad de responsabilización y toma de decisión respecto de aspectos que afectan su vida. El desarrollo y profundización de capacidades que favorecen la autonomía de los niños, niñas y adolescentes se ve afectado, no sólo por la edad, sino también por aspectos culturales y por las experiencias individuales y colectivas que configuran su trayectoria de vida.


Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a ser protagonistas activos de sus vidas, y para ello requieren experimentar el balance permanente entre la autonomía para el ejercicio de sus derechos y la necesidad simultánea de recibir protección. Los padres y/o madres, representantes legales o las personas que los tengan legalmente a su cuidado, deberán prestarles orientación y dirección en el ejercicio de sus derechos. Es deber del Estado respetar, promover y proteger el ejercicio de este derecho.


Con el objeto de pedir información, asesoramiento, orientación o asistencia, pueden dirigirse personalmente, siempre atendiendo a su edad y estado de madurez, a los órganos de la Administración del Estado, a las Oficinas Locales de la Niñez, al Ministerio Público o a la Defensoría de los Derechos de la Niñez.”.

(Indicaciones Nos 47, 50 bis y 50 ter aprobadas con modificaciones 3x2).

(Expresión “padres y/o madres”, contemplada en los incisos segundo y tercero, aprobada 3x2).

(Consignar a este precepto como artículo 11, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2).
ARTÍCULO 12


-- Agregar, después del vocablo “internacionales”, la expresión “de derechos humanos”.

(Indicaciones Nos 85.a.a y 85.a.b, aprobadas 3x0).
- - - - - - - 
ARTÍCULO 13, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 13, nuevo:


“Artículo 13.- Perspectiva de género. Los órganos del Estado deben introducir la perspectiva de género en el desarrollo, puesta en práctica y evaluación de las medidas que adopten en relación con los niños, niñas y adolescentes, de modo que, en todas las políticas públicas, actuaciones, servicios y programas dirigidos a ese sector poblacional se tome en consideración la variable del género.”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, inciso final, aprobado 3x2).

- - - - - - -
ARTÍCULO 13


--- Consignarlo como artículo 18, bajo la redacción que se señalará en su oportunidad. 

(Consignar a este precepto como artículo 14, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2).
ARTÍCULO 14


--- Reemplazar su texto por el que sigue:


“Artículo 14.- Responsabilidad de la Administración del Estado. Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, tendrán la obligación indelegable de proporcionar, controlar, evaluar y garantizar los programas públicos destinados a la satisfacción de los derechos del niño, niña o adolescente, sea que los ejecuten por sí mismos o a través de entidades privadas.”.

(Indicaciones Nos 87 y 87 bis, aprobadas con modificaciones 3x0).
ARTÍCULO 15


--- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 15.- Protección Social de la Infancia y Adolescencia. Se entiende por Protección Social de la Infancia y Adolescencia el conjunto de políticas y acciones en diversos ámbitos cuyo objetivo es promover el ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales, y satisfacer las necesidades básicas de alimentación, salud, educación, vivienda y cuidado, entre otros, que tienen los niños, niñas y adolescentes, de un modo acorde a su etapa vital, en caso de que su familia no se encuentre en condiciones de proveérselos por sus propios medios. 


Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a vivir en las condiciones adecuadas para su desarrollo físico, mental, intelectual, ético, espiritual y social. Sin perjuicio de la responsabilidad primordial de las familias, los órganos del Estado deben adoptar todas las medidas administrativas, legislativas y judiciales necesarias para dar efectividad a este derecho, cuando los padres y/o madres u otras personas responsables por el niño, carezcan de los medios suficientes para hacerlo por sí mismas.


La Administración del Estado debe asegurar políticas, programas y asistencia apropiados para el fortalecimiento de las familias, que consideren el entorno social en el que se desenvuelven, a fin de que éstas puedan asumir y ejercer adecuadamente el deber de cuidado y protección de sus hijos y contar con el apoyo de la comunidad escolar, cultural, adultos relevantes y pares. Por medio de estas políticas y programas se asegurará, también, que padres y/o madres asuman, en igualdad de condiciones, sus responsabilidades y obligaciones.


Con el fin de que los niños, niñas y adolescentes pertenecientes a las familias que viven en pobreza extrema y/o en pobreza multidimensional, gocen efectivamente de su derecho al desarrollo, y en tanto no existan políticas sociales que les permitan superar la pobreza, el Estado proporcionará asistencia material para satisfacer las necesidades básicas de niños, niños y adolescentes, y programas de apoyo particularmente con respecto a la nutrición, el vestuario, la vivienda, la asistencia médica, la educación y los servicios sociales necesarios, haciendo uso con ese fin del máximo de los recursos de los que pueda disponer el país y los recursos complementarios de la sociedad civil.”.

(Indicaciones Nos 90, 90 bis, 90 ter y 91 aprobadas con modificaciones 5x0.)

(Indicaciones Nos 95 bis, 95 ter, 95 quáter, 95 quinquies, 96 y 97, aprobadas con modificaciones 3x0).

(Expresión “padres y/o madres”, presente en los incisos segundo y tercero, aprobada 3x2).
ARTÍCULO 16


--- Consignarlo como artículo 17, bajo el tenor que se señalará en su oportunidad.

(Consignar a este precepto como artículo 17, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2).

--- Contemplar como artículo 16 a la norma del artículo 11, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


--- Sustituir el término “niños”, por la expresión “niños, niñas y adolescentes”.

(Indicación N° 84 aprobada con modificaciones 3x0).


--- Incorporar la siguiente oración final: “Especial prioridad tendrán los niños y niñas vulnerados, y los adolescentes infractores de ley, en la atención en los servicios de salud, educación y rehabilitación de drogas y alcohol.”.

(Indicación N° 84 aprobada con modificaciones 3x0).

- - - - - - - 

Incisos segundo y tercero, nuevos


--- Incorporar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, hasta el máximo de los recursos de los que puedan disponer, deben tener en especial consideración el diseño y ejecución de normativas, políticas, servicios y prestaciones destinadas a la promoción, protección y garantía de los derechos del niño, niña o adolescente; procurando priorizar su financiamiento en sus respectivos presupuestos. En la cuenta pública que deban realizar en conformidad con el artículo 72 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, los órganos de la Administración del Estado deberán incluir la información, claramente identificada, relativa a la gestión de políticas, planes, programas, acciones y a la priorización y ejecución presupuestaria de los recursos destinados a la niñez, a las iniciativas destinadas a ella, aprobadas y en ejecución.


Del mismo modo, en la discusión de la Ley de Presupuestos de la Nación, procurarán considerar prioritariamente el financiamiento del diseño y ejecución de normativas, políticas, servicios y prestaciones destinadas a la promoción, protección y garantía de los derechos del niño, niña y adolescente.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento de Senado, aprobado 3x0. Término “información, claramente identificada”, indicación N° 81, aprobada con modificaciones 3x0).

(Consignar a este precepto como artículo 16, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2).
ARTÍCULO 17


--- Consignarlo como artículo 24, con la enmienda que se señalará en su oportunidad.


--- Contemplar como artículo 17 a la norma del artículo 16, bajo la siguiente redacción:


“Artículo 17.- Progresividad y no regresividad de derechos. Los derechos de los niños, niñas y adolescentes son progresivos, tanto en la gradualidad que implica su plena consecución, como en la mejora sostenida de su disfrute. El Estado asegurará su efectividad y pleno goce mediante acciones y programas de corto, mediano y largo plazo, los que siempre deberán mejorar el disfrute de los derechos, prohibiéndose su regresividad.


En casos de crisis económicas, catástrofes naturales u otras emergencias, se priorizarán los recursos destinados a ellos y ellas.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0. Indicación N° 98, aprobada con modificaciones 3x0 e).

(Consignar a este precepto como artículo 17, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2).
ARTÍCULO 18


--- Considerarlo como artículo 25, con las enmiendas que se señalarán en su oportunidad.


--- Contemplar como artículo 18 a la norma del artículo 13, bajo el siguiente tenor:


“Artículo 18.- Participación Social. Los niños, niñas y adolescentes tienen el derecho a participar plenamente en la vida social, familiar, escolar, científica, cultural, artística, deportiva o recreacional, entre otros, de su entorno, cuando ello sea posible de acuerdo a su autonomía progresiva.


Los órganos del Estado promoverán las oportunidades y mecanismos nacionales y locales necesarios para que se incorporen progresivamente a la ciudadanía activa, de acuerdo con su edad y grado de desarrollo personal, a fin de que sus opiniones sean escuchadas a través de procesos permanentes de intercambio de ideas y sean consideradas en la identificación de necesidades e intereses, en la adopción de decisiones, formulación de políticas, planes y programas que les afecten, así como al realizar la evaluación de las mismas.


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, promoverán que las opiniones de los niños, niñas y adolescentes sean escuchadas en todos los temas que los afecten, cuando ello sea posible de acuerdo a su autonomía progresiva. Este principio se manifestará a través de los derechos a ser oído, de reunión, asociación, libertad de expresión e información.”.
(Indicaciones Nos 85.b, aprobada con modificaciones 3x2).

(Consignar a este precepto como artículo 18, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2).

ARTÍCULO 19


--- Consignarlo como artículo 26, bajo la redacción que se señalará en su oportunidad.


--- Contemplar como artículo 19, al siguiente artículo nuevo:


“Artículo 19.- Principio de inclusión. Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, establecerán las medidas necesarias para facilitar la realización personal y la inclusión social y educativa de todos los niños, niñas y adolescentes y, en especial, por sus circunstancias físicas y psíquicas, o por cualquier otra situación o circunstancia personal, familiar, social o económica, puedan ser susceptibles de recibir un trato discriminatorio.


Se entiende por inclusión toda acción que proporcione la disminución o eliminación de las barreras para el aprendizaje, la participación y la socialización.


Los niños, niñas y adolescentes extranjeros que se encuentren en territorio chileno, con independencia de su situación administrativa, deben disfrutar de los mismos derechos que los niños, niñas y adolescentes nacionales.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).

(Consignar a este precepto como artículo 19, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2).
ARTÍCULO 20


--- Consignarlo como artículo 27, con las enmiendas que se señalarán en su oportunidad.


--- Contemplar como artículo 20, al siguiente artículo nuevo:


“Artículo 20.- Difusión de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. A efectos de garantizar el mejor conocimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y favorecer el ejercicio responsable de estos derechos, los órganos de la Administración del Estado, son responsables, en el ámbito de sus competencias, de su difusión permanente a toda la población, y especialmente a los propios niños, niñas y adolescentes, a sus padres y/o madres, representantes legales y personas que tengan su cuidado, a los medios de comunicación y a las personas que trabajan profesionalmente en la promoción de sus derechos y en su atención. 


Para que los niños, niñas y adolescentes conozcan sus derechos y deberes, los programas y las actividades de los sistemas educativos propenderán a la incorporación y desarrollo de los contenidos relativos a estos derechos y deberes. 


Corresponde a los órganos de la Administración del Estado, de acuerdo con sus competencias, que los itinerarios formativos que reciban los y las profesionales que tengan incidencia sobre niños, niñas y adolescentes incluyan los aspectos vinculados a los derechos y deberes de los mismos. Estos aspectos también deben formar parte de los temarios y los programas de los concursos públicos.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).

(Expresión “padres y/o madres”, consignada en el inciso primero), aprobada 3x2).

(Consignar a este precepto como artículo 20, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2).

ARTÍCULO 21


--- Consignarlo como artículo 28, con las enmiendas que se señalarán en su oportunidad

--- Contemplar como artículo 21, al siguiente artículo nuevo:


“Artículo 21.- Principio de intersectorialidad. Para resguardar el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes conforme a la presente ley, las instituciones señaladas en los artículos 77 y 79, actuarán de manera organizada y coordinada, en sus ámbitos de competencia y actividades, con el fin de lograr un trabajo intersectorial en las acciones, prestaciones y servicios que resulten necesarias para la protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.”.

(Indicación N° 233.a, aprobada con modificaciones 3x0).

(Expresión “Principio de” y ubicación de este precepto como artículo 21, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobados 5x0).

ARTÍCULO 22


--- Consignarlo como artículo 29, con las enmiendas que se señalarán en su oportunidad.


--- Contemplar como artículo 22 a la norma del artículo 40, bajo el siguiente tenor:


“Artículo 22.- Principio de participación y colaboración ciudadana. Los órganos de la Administración del Estado propenderán a la creación de procedimientos que permitan la participación ciudadana en las materias relativas a la protección de la niñez y adolescencia, así como en la garantía de sus derechos, en cada uno de los niveles del Sistema. Especialmente, generarán mecanismos para que dicha participación se verifique por parte de los niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos o en proceso de reinserción social, así como de sus familias, creando y fomentando las instancias para ello.


El Ministerio de Desarrollo Social y Familia y el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, dispondrán los instrumentos y procedimientos para asegurar la participación de la sociedad civil, expertos, padres y/o madres y niños, niñas y adolescentes para recoger sus opiniones sobre el funcionamiento del Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia.”.

(Indicaciones Nos 234 y 235, aprobadas con modificaciones 3x0).

(Expresión “padres y/o madres, presente en el inciso segundo, aprobada 3x2).

(Ubicación de este precepto como artículo 22, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2).
ARTÍCULO 23


--- Consignarlo como artículo 30, con las enmiendas que se señalarán en su oportunidad.


--- Contemplar como artículo 23, al siguiente artículo nuevo, al inicio del Párrafo 2° del Título II:


“Artículo 23.- Derechos civiles y políticos. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a ejercer los derechos civiles y políticos sin otras limitaciones que las fijadas por las leyes.


Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, adoptarán todas las medidas necesarias para facilitar a los niños, niñas y adolescentes el pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).
ARTÍCULO 24


--- Considerarlo como artículo 32, con las enmiendas que se señalarán en su oportunidad.


--- Contemplar como artículo 24 a la norma del artículo 17, con la siguiente enmienda:


--- Sustituir, las dos veces que sale mencionado, el término “niño”, por la expresión “niño, niña o adolescente”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).

ARTÍCULO 25


--- Considerarlo como artículo 33, bajo el tenor que se señalará en su oportunidad.

--- Contemplar como artículo 25 a la norma del artículo 18, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


--- Reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo 25.- Derecho a un nivel de vida, desarrollo y entorno adecuado. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a un nivel de vida que le permita su mayor realización física, mental, espiritual, moral, social y cultural posible.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

Inciso segundo


--- Sustituir el término “niño”, la primera, segunda y cuarta vez que sale mencionado, por la expresión “niño, niña o adolescente”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).


- Reemplazar la frase “la responsabilidad preferente de la crianza y el desarrollo del niño”, por la siguiente: “el derecho y deber preferente de su crianza y desarrollo”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

Inciso tercero


--- Sustituirlo por el siguiente:


“Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, y hasta el máximo de los recursos de los que puedan disponer, tratándose de los derechos sociales, económicos y culturales, adoptarán las medidas apropiadas para velar por la satisfacción de estos derechos, a través de políticas, servicios y programas de apoyo a los padres y/o madres, a las familias, a los representantes legales o a quienes tuvieren legalmente el cuidado del niño, niña o adolescente, salvo que no sea procedente. En particular, deberán proveer programas, dentro del ámbito de sus competencias, para satisfacer las necesidades básicas de niños, niños y adolescentes, programas de apoyo, beneficios de seguridad social y servicios sociales con respecto a la nutrición, accesibilidad al agua potable y alcantarillado, vestuario, vivienda en entornos seguros, atención médica, educación, cultura, deporte y recreación.”.

(Indicaciones Nos 101, 101.a, 101.b, 101 bis, 102, 103 y 105 aprobadas con modificaciones 3x0, salvo oración final del inciso, la que fue aprobada 5x0).

(Expresión “padres y/o madres”, aprobada 3x2).

Inciso cuarto


--- Reemplazar el término “niños”, por la expresión “niños, niñas y adolescentes”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).
Inciso quinto


--- Sustituir el término “niños”, por la expresión “niños, niñas y adolescentes”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).
Inciso sexto


--- Reemplazar el término “Ministerio de Desarrollo Social”, la primera vez que sale mencionado, por “Ministerio de Desarrollo Social y Familia”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).

--- Suprimir la frase “que crea el Ministerio de Desarrollo Social”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).

--- Sustituir el término “niños”, por la expresión “niños, niñas y adolescentes”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).

ARTÍCULO 26

--- Considerarlo como artículo 34, bajo el tenor que se señalará en su oportunidad.

--- Contemplar como artículo 26 a la norma del artículo 19, con la siguiente redacción:


“Artículo 26.- Derecho a la identidad. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho, desde su nacimiento, a tener un nombre, una nacionalidad, una lengua de origen y a ser inscrito en el Servicio de Registro Civil e Identificación, sin dilación. Tendrá derecho a la nacionalidad chilena cuando corresponda, de acuerdo con lo establecido en el ordenamiento jurídico nacional. Ningún niño, niña o adolescente será privado arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiarla. Las instituciones públicas y privadas estarán obligadas al reconocimiento y respeto de la identidad de los niños, niñas y adolescentes en conformidad con lo dispuesto precedentemente.

Asimismo, tiene derecho a conocer la identidad de sus padres y/o madres, de su origen biológico, a preservar sus relaciones familiares de conformidad con la ley, a conocer y ejercer la cultura de su lugar de origen y, en general, a preservar y desarrollar su propia identidad e idiosincrasia, incluida su identidad de género, conforme a la legislación vigente.


Las personas adoptadas tendrán el derecho a buscar y conocer sus orígenes. El servicio encargado de adopciones tomará las medidas oportunas para conservar la documentación relativa a los orígenes de los niños, niñas o adolescentes. Asimismo, proporcionará el asesoramiento, mediación confidencial y ayuda oportunas para hacer efectivo el derecho a conocer sus orígenes, en conformidad a la ley.


Estos derechos no se verán afectados ni serán restringidos de manera alguna por la irregularidad migratoria de cualquiera de sus padres y/o madres, sus representantes o de quienes lo tuvieren bajo su cuidado.


Cuando un niño, niña o adolescente sea privado ilegalmente de alguno de los elementos de su identidad, o de todos ellos, se deberá prestar la asistencia y protección apropiada en miras a restablecerla rápidamente.


Los niños, niñas y adolescentes que pertenezcan a grupos étnicos, indígenas, religiosos o lingüísticos tienen derecho, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión, a emplear su propio idioma y a intervenir en los procedimientos de consulta cuando lo establezca la ley.


El Servicio de Registro Civil e Identificación dispondrá de procedimientos sencillos y rápidos que permitan la inscripción de nacimiento de los recién nacidos, su identificación oportuna y la de su nacionalidad, con independencia de su estatus migratorio o del de sus padres y/o madres. En el caso que se desconozca la identidad de éstos, se presumirá su nacionalidad chilena. El niño, niña o adolescente deberá ser registrado con nombre y dos apellidos convencionales, dejándose constancia en la partida correspondiente, y sin perjuicio del derecho a reclamar posteriormente, la determinación de su identidad.”.

(Indicaciones Nos 107, 108, 108 bis, 109, 113 y 115, aprobadas con modificaciones 3x0, salvo expresión “, incluida su identidad de género”, de su inciso primero, aprobada 2x1. Última oración de inciso primero, Indicaciones Nos 109 decies y 109 undecies, aprobadas con modificaciones 5x0).

(Expresión “padres y/o madres”, presente en los incisos segundo, cuarto y séptimo, aprobada 3x2).

ARTÍCULO 27


--- Considerarlo como artículo 35, bajo el tenor que se señalará en su oportunidad.


--- Contemplar como artículo 27 a la norma del artículo 20, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


--- Reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo 27.- Derecho a vivir en familia. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a vivir en familia, preferentemente en la de origen, y completar así su adecuado desarrollo. El Estado tiene el deber de velar por la protección y consideración de la familia del niño, niña o adolescente, cualquiera sea su composición.”.

(Indicaciones Nos 116.a y 116.b, aprobadas con modificaciones 3x0).

Inciso segundo


--- Sustituirlo por el siguiente:


“Los órganos del Estado velarán por el ejercicio de este derecho cuando el niño, niña o adolescente no pudiere habitar con sus padres y/o madres, porque se encontrare privado de su libertad o sujeto a algún régimen de cuidado alternativo, en conformidad con la ley y de un modo acorde con dichas circunstancias especiales. De igual manera velarán por el ejercicio de este derecho ante la separación del niño, niña o adolescente de sus padres y/o madres, por situaciones de catástrofes, emergencias o conflictos que impidan su cuidado.”.

(Indicaciones Nos 117 y 118 bis, aprobadas con modificaciones 3x0).

(Expresión “padres y/o madres”, las dos veces que sale mencionada, aprobada 3x2).

Inciso tercero


--- Sustituirlo por el siguiente:


“Ningún niño, niña o adolescente podrá ser separado de sus padres y/o madres, o de quien lo tenga legalmente a su cuidado, sin una orden judicial en la que se fundamente la necesidad y pertinencia de dicha medida de conformidad con las causales contempladas en la ley. La mera carencia de recursos materiales no podrá ser fundamento de la resolución que ordene la separación de un niño, niña o adolescente de su familia. Sólo en caso de acreditarse vulneración de derechos, el niño, niña o adolescente podrá ser incorporado a una modalidad temporal de cuidado alternativo que se ajuste a su propio interés superior, prefiriéndose las modalidades basadas en familia o una solución definitiva de cuidado en familia adoptiva, en conformidad con lo dispuesto en la ley. En ningún caso esta medida podrá fundamentarse en las categorías prohibidas de discriminación consagradas en el artículo 2º de la ley 20.609, que establece medidas en contra de la discriminación.”.

(Indicaciones Nos 121, 121 bis y 121 ter, aprobadas con modificaciones 3x0).

(Expresión “padres y/o madres” aprobada 3x2).

Inciso cuarto

--- Reemplazarlo por el que sigue:


“Respecto de aquellos niños, niñas y adolescentes que se encuentren sujetos a cuidados alternativos, se procurará mantener, por la menor cantidad de tiempo posible, al niño, niña o adolescente lo más cerca de su lugar de residencia habitual, a fin de facilitar el contacto con su familia y la posible revinculación con ella. Lo anterior, tomándose en consideración las Directrices de Naciones Unidas sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, niñas y adolescentes, y los demás instrumentos internacionales de igual naturaleza.”.

(Indicación N° 122.a, aprobada con modificaciones 3x0).

Inciso quinto


--- Sustituirlo por los siguientes:


“Para estos efectos, el Plan de Acción de la Política Nacional de la Niñez y Adolescencia contendrá un plan intersectorial que integrará políticas que favorezcan las funciones y deberes que desarrollan, respecto del niño, niña o adolescente, los padres y/o madres y las personas a cuyo cuidado se encuentren legalmente y, en especial, la conciliación del trabajo con la vida familiar.


En la adopción de acciones afirmativas para estos fines, se deberá tener en especial consideración a los padres y/o madres que presenten alguna situación de discapacidad. La separación del niño, niña o adolescente de sus padres y/o madres no podrá fundarse en la situación de discapacidad de éstos.”.

(Indicación No 123, aprobada con modificaciones 3x0 e Indicación N° 127, aprobada 3x0).

(Expresión “padres y/o madres”, presente en los incisos quinto y sexto, aprobada 3x2).

Inciso sexto


--- Pasó a ser inciso séptimo, reemplazado por el siguiente texto:


“En los procesos de separación del niño, niña o adolescente respecto de sus padres y/o madres, o de quien lo tenga legalmente a su cuidado, el Estado resguardará la no separación de los hermanos y la no separación de los padres y/o madres adolescentes respecto de sus hijos o hijas, salvo que la medida sea fundamentada, necesaria y pertinente conforme al interés superior de los niños involucrados.”.

Indicación No 128, aprobada con modificaciones 3x0 e Indicación N° 130, aprobada 3x0).

(Expresión “padres y/o madres”, las dos veces que sale mencionada, aprobada 3x2).

- - - - - - - 

Incisos octavo y noveno, nuevos


--- Incorporar los siguientes incisos octavo y noveno, nuevos:


“Es obligación del Estado adoptar todas las medidas necesarias para prevenir, y combatir los traslados ilícitos y la retención ilícita de niños, niñas y adolescentes en el extranjero, realizados por su padre, su madre, representantes legales, cuidadores, o terceras personas, y prestar toda la ayuda necesaria a los afectados con el objeto de poner fin a dicha vulneración de derechos y lograr la reunificación familiar.


En particular, la Administración del Estado suscribirá, cuando corresponda, acuerdos bilaterales o multilaterales o adherirá a los acuerdos existentes con otros Estados, o con organizaciones no gubernamentales que colaboren en la prevención y solución de traslados y retenciones ilícitas de niños, niñas y adolescentes.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

- - - - - - - 
ARTÍCULO 28


--- Suprimirlo.

(Indicaciones Nos 161 y 162, aprobadas 4x0).



--- Contemplar como artículo 28 a la norma del artículo 21, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


--- Reemplazarlo por el que sigue:

“Artículo 28.- Derecho a ser oído. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a que sus opiniones sean oídas y debidamente consideradas, de acuerdo con su edad, madurez y grado de desarrollo, en los procedimientos o actuaciones administrativas o judiciales en que se decida sobre alguna cuestión particular cuya determinación pueda afectar sus derechos o intereses, especialmente en el ámbito familiar, escolar, sanitario, comunitario, administrativo y/o judicial. En el ejercicio del derecho se resguardarán las condiciones de discreción, intimidad, seguridad, recepción de apoyo, libertad y adecuación de la situación.”.

(Indicación N° 131 bis, aprobada con modificaciones 4x0).

Inciso segundo


--- Reemplazar el término “niño”, por la expresión “niño, niña o adolescente”.

(Indicación N° 132.a, aprobada con modificaciones 4x0).


--- Sustituir la expresión “edad y madurez” por “edad, madurez y grado de desarrollo”.

(Indicación N° 132.a, aprobada con modificaciones 4x0).


--- Reemplazar el término “niños”, por la expresión “niños, niñas y adolescentes”.

(Indicación N° 132.a, aprobada con modificaciones 4x0).

- - - - - - - 

Inciso tercero, nuevo


--- Incorporar el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Los niños, niñas y adolescentes podrán manifestar su opinión por sí mismos o a través de la persona que designen. En los casos en que esto no fuere posible, los órganos de la Administración o la autoridad judicial dispondrán de las medidas necesarias, presenciales o remotas, para el cumplimiento del derecho.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0).

- - - - - - - 

Inciso tercero


--- Pasó a ser inciso cuarto, con la siguiente modificación.


--- Intercalar, a continuación de la palabra “deberán”, la expresión “, en el ámbito de sus competencias,”.

(Indicación N° 132.a, aprobada con modificaciones 4x0).

Inciso cuarto


--- Pasó a ser inciso quinto, con las enmiendas que a continuación se indican.


--- Reemplazar el término “niño”, las dos veces que sale mencionado, por la expresión “niño, niña o adolescente”.

(Indicación N° 132.a, aprobada con modificaciones 4x0).


--- Sustituir la locución “niños”, por la voz “niños, niñas y adolescentes”.

(Indicación N° 132.a, aprobada con modificaciones 4x0).


--- Eliminar la frase “, en la resolución respectiva”.

(Indicación N° 132.a, aprobada con modificaciones 4x0).

ARTÍCULO 29


--- Considerarlo como artículo 36, bajo el tenor que se señalará en su oportunidad.


--- Contemplar como artículo 29 a la norma del artículo 22, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


--- Sustituir el término “Todo niño tiene”, por el vocablo “Los niños, niñas y adolescentes tienen”.

(Indicación N° 132, aprobada con modificaciones 4x0).


--- Reemplazar la frase “que establezca la ley”, por la siguiente: “establecidas en la Constitución y las leyes”.

(Indicación N° 132, aprobada con modificaciones 4x0).

Inciso segundo


--- Sustituirlo por el que sigue:


“Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a buscar, recibir y utilizar la información en cualquier medio, adecuada a su edad, madurez y grado de desarrollo, especialmente contenida en soportes digitales, que les permita actuar en estos medios de un modo seguro y responsable. Lo anterior, sin perjuicio de la supervisión que de ello puedan hacer sus padres y/o madres o quien tenga a cargo su cuidado.”.

(Indicaciones Nos 133.d, 133, 134 y 135, aprobadas con modificaciones 4x0, e Indicación N° 133 bis, aprobada 4x0).

(Expresión “padres y/o madres”, aprobada 3x2).

Inciso tercero


--- Reemplazarlo por el siguiente:


“Los prestadores de servicios de telecomunicaciones entregarán información especialmente dirigida a los niños, niñas y adolescentes, como también a los padres y/o madres o a las personas que los tengan a su cuidado, para identificar situaciones de riesgo derivadas del uso de las nuevas tecnologías de la información y comunicación, así como las habilidades, herramientas y estrategias para afrontarlas y protegerse de ellas.”.

(Indicaciones Nos 136.b y 136, aprobadas con modificaciones 4x0).

(Expresión “padres y/o madres”, aprobada 3x2).

Inciso cuarto


--- Reemplazarlo por el que sigue:

“Los órganos del Estado velarán para que sus mensajes dirigidos a los niños, niñas y adolescentes promuevan los valores de libertad, igualdad, justicia, solidaridad, no discriminación arbitraria, solución pacífica de los conflictos y respeto a todas las personas.”.

(Indicaciones Nos 137 y 139, aprobadas con modificaciones 4x0 e Indicación N° 138, aprobada 4x0).

Inciso quinto


--- Agregar, a continuación de la expresión “Los órganos del Estado”, la siguiente frase: “y los prestadores de servicios de telecomunicaciones”.

(Indicación N° 140, aprobada con modificaciones 4x0).


--- Sustituir el término “niños”, las dos veces que sale mencionado, por la expresión “niños, niñas y adolescentes”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0).

--- Incorporar, luego de la voz “discriminación”, la palabra “arbitraria”.

(Indicaciones Nos 141 y 141 bis, aprobadas 4x0).

ARTÍCULO 30


--- Considerarlo como artículo 38, con las enmiendas que se señalarán en su oportunidad.


--- Contemplar como artículo 30 a la norma del artículo 23, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


--- Sustituir el término “niño”, por la expresión “niño, niña o adolescente”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0).
Inciso segundo


--- Reemplazarlo por el siguiente:


“El Estado respetará los derechos y deberes de los padres y/o madres o, en su caso, de los representantes legales, de orientar y guiar al niño, niña o adolescente en el ejercicio de este derecho, conforme a la evolución de sus facultades.”.
(Indicación N° 144 bis, aprobada con modificaciones 4x0).
(Expresión “padres y/o madres”, aprobada 3x2).

ARTÍCULO 31


--- Considerarlo como artículo 41, con las enmiendas que se señalarán en su oportunidad.


--- Contemplar como artículo 31, al siguiente artículo nuevo:

“Artículo 31.- Libertad de asociación y reunión. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a asociarse libremente con otras personas, con fines sociales, culturales, deportivos, recreativos, religiosos, políticos o de cualquier otra índole, sin otras restricciones que las previstas en la Constitución Política de la República y en las leyes. Este derecho incluye, especialmente, el derecho a crear asociaciones, de pertenecer a ellas y de formar parte de sus órganos directivos, de conformidad con la legislación vigente.


Ningún niño, niña o adolescente puede ser obligado a ingresar a una asociación ni a permanecer en ella contra su voluntad. 


Los órganos del Estado adoptarán todas las medidas necesarias para garantizar la adecuada protección de los intereses de los niños, niñas y adolescentes, en el caso de que existan indicios razonables de que la pertenencia de un niño, niña o adolescente o de sus representantes legales a una asociación, dificulte o perjudique su desarrollo integral.


Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a tomar parte en reuniones públicas y manifestaciones pacíficas convocadas conforme a la ley, sean de carácter festivo, deportivo, cultural, artístico, social, religioso, o de cualquier otra índole, en compañía de sus padres y/o madres, otros adultos responsables, o por sí solos, si su edad y el grado de autonomía con el que se desenvuelven así lo permitiere.


Asimismo, tienen derecho a promover y convocar reuniones y/o manifestaciones públicas de conformidad a la ley, en compañía de sus padres y/o madres, otros adultos responsables, o por sí mismos, si su edad, grado de madurez y la autonomía con la que se desenvuelven así lo permitieren.”.
(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2).

(Expresión “padres y/o madres”, presente en el inciso cuarto, aprobada 3x2).

- - - - - - - 
ARTÍCULO 32


--- Consignarlo como artículo 44, con las enmiendas que se señalarán en su oportunidad.


--- Contemplar como artículo 32 a la norma del artículo 24, bajo el siguiente tenor:


“Artículo 32.- Derecho a la participación. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a participar activamente en los asuntos que les conciernan o les afecten, de conformidad con la ley.


Los órganos del Estado velarán por incorporar progresivamente a los niños, niñas y adolescentes en el ejercicio de los derechos y responsabilidades ciudadanas. La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción, establecidos en el Título V, determinarán las medidas concretas para promover la participación de los niños, niñas y adolescentes y los mecanismos que permitan recoger sus opiniones en relación a las políticas, proyectos, programas o decisiones que les afecten. Supletoriamente se aplicarán las disposiciones del Título IV de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

(Indicación N° 145, aprobada con modificaciones 3x2).

ARTÍCULO 33


--- Consignarlo como artículo 37, bajo el tenor que se señalará en su oportunidad.


--- Considerar como artículo 33 a la norma del artículo 25, con la siguiente redacción:


“Artículo 33.- Derecho a la vida privada y a la protección de datos personales. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a desarrollar su vida privada. Ningún niño, niña o adolescente podrá ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia.


Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la protección de sus datos personales, así como a impedir el tratamiento o la cesión de éstos, según lo establecido en la legislación vigente.


Cuando el tratamiento esté referido a datos de niños, niñas y adolescentes, la información dirigida a los mismos deberá expresarse en un lenguaje que sea fácilmente comprensible para aquellos.


Los funcionarios públicos, las organizaciones de la sociedad civil que se relacionen con la niñez y su personal, deberán guardar reserva y confidencialidad sobre los datos personales de los niños, niñas y adolescentes a los que tengan acceso, a menos que su divulgación resulte indispensable para la protección de sus derechos y siempre que se tomen los resguardos necesarios para evitar un daño mayor.”.

(Indicaciones Nos 148 y 148 bis, aprobadas con modificaciones 3x2).
ARTÍCULO 34


--- Consignarlo como artículo 49, con las enmiendas que se señalarán en su oportunidad.


--- Contemplar como artículo 34 a la norma del artículo 26, bajo el siguiente tenor:


“Artículo 34.- Derecho a la honra, intimidad y propia imagen. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a su honra, intimidad, propia imagen y reputación. Estos derechos comprenden también la inviolabilidad del domicilio familiar y de la correspondencia, así como el derecho a reserva de las comunicaciones, incluidas las producidas a través de las tecnologías de la información y la comunicación.


El ejercicio del derecho a la protección de la intimidad y la propia imagen corresponde al niño, niña o adolescente, de acuerdo con su edad y grado de madurez, y siempre en atención a su interés superior. Sin perjuicio de ello, corresponde a sus padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tengan legalmente a su cuidado, escuchar siempre la opinión del niño, niña o adolescente si tiene madurez suficiente y en atención a su interés superior. 


Toda persona, sea natural o jurídica, debe respetar estos derechos. Especial respeto deberán tener los medios de comunicación y los profesionales de la comunicación, en el desempeño de su rol y ejercicio de sus funciones.


Se prohíbe la exhibición y divulgación de toda información que pueda estigmatizar a un niño, niña o adolescente o afectar su imagen, honra o reputación, causarle menoscabo o dañar sus intereses, y en particular, divulgar la imagen y la identidad de todo niño, niña o adolescente que fuere imputado o condenado por la comisión de un delito como autor, cómplice o encubridor; que fuere víctima o testigo de un delito o que se encontrare sujeto a procedimientos administrativos o judiciales. Los intervinientes en estos procedimientos estarán obligados a guardar reserva sobre la imagen e identidad de los niños, niñas o adolescentes involucrados, a menos que su divulgación resulte indispensable para la protección de sus derechos y siempre que se tomen los resguardos necesarios para evitar un daño mayor.


Lo dispuesto en el inciso anterior, es sin perjuicio de las excepciones calificadas contempladas en la ley.


Los funcionarios públicos, las organizaciones de la sociedad civil que se relacionen con la niñez y su personal, deberán tener estricto apego a esta disposición, y deberán adoptar las medidas para proteger toda la información que pueda afectar a un niño, niña o adolescente, especialmente, la relativa a la participación de éstos en los procedimientos judiciales o administrativos. 


Las sanciones administrativas, civiles o penales establecidas en las leyes para las violaciones al derecho a la honra, intimidad e imagen de las personas en general, o de los niños, niñas y adolescentes en particular, se considerarán agravadas cuando el afectado sea un menor de edad, conforme a la legislación vigente.”.

(Indicaciones Nos 152, 153, 154, 155.a y 156, aprobadas con modificaciones 4x0).

(Expresión “padres y/o madres”, presente en el inciso segundo, aprobada 3x2).

ARTÍCULO 35


--- Consignarlo como artículo 50, con las enmiendas que se señalarán en su oportunidad.


--- Considerar como artículo 35 a la norma del artículo 27, con las siguientes modificaciones.

Inciso primero


--- Sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 35.- Derecho a la información. Los niños, niñas, y adolescentes tienen derecho a ser informados, de acuerdo con su edad, madurez y grado de desarrollo, y de modo comprensible, sobre cualquier actuación o medida que pueda afectar al ejercicio de sus derechos, y a acceder a la información pública, conforme a la ley, sin que a este respecto tenga aplicación incapacidad alguna.”.

(Indicaciones Nos 157.a y 158 bis, aprobadas con modificaciones 4x0).

Inciso segundo


--- Reemplazarlo por el siguiente:


“Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a buscar, acceder y recibir contenidos informativos adecuados a su edad, madurez y grado de desarrollo por cualquier medio. Los órganos del Estado sólo podrán establecer limitaciones o restricciones al ejercicio de este derecho, según su normativa, y siempre que vayan en beneficio del pleno desarrollo físico, mental, espiritual, moral, social y cultural del niño, niña o adolescente, de acuerdo con su interés superior.”.

(Indicaciones Nos 159.a y 159.b, aprobadas con modificaciones 4x0).

Inciso tercero


--- Sustituirlo por el que sigue:


“Los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, velarán por el cumplimiento de los siguientes objetivos:


a) Que los niños, niñas y adolescentes reciban una alfabetización crítica y responsable en el uso de las tecnologías de la información y la comunicación.


b) Que la información relevante para el desarrollo de los niños sea fácilmente accesible y esté disponible en un formato y lenguaje apropiados para ellos, para lo cual tomarán en consideración, especialmente, a los niños en situación de discapacidad. 


c) La existencia de un mecanismo de calificación de los contenidos a los que puedan tener acceso los niños, niñas y adolescentes, de modo que los padres y/o madres, o quienes los tengan legalmente a su cuidado, puedan determinar la conveniencia o inconveniencia de que dichos contenidos sean percibidos por ellos, de acuerdo con su edad, madurez y grado de desarrollo.”.

(Indicaciones Nos 159 ter y 159 quáter, aprobadas con modificaciones 4x0).

(Expresión “padres y/o madres”, presente en la letra c), aprobada 3x2).

Inciso cuarto


--- Reemplazarlo por el siguiente:


“El Estado promoverá, a través de la Política Nacional de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción, que los medios de comunicación difundan información y materiales de interés social y cultural especial para los niños, niñas y adolescentes y consideren las distintas necesidades de los grupos de niños que lo requieran, especialmente las de carácter lingüístico.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0).

- - - - - - - 

Inciso quinto, nuevo


--- Incorporar el siguiente inciso quinto, nuevo:


“Asimismo, los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, promoverán acciones dirigidas a facilitar a los niños, niñas y adolescentes una información precisa acerca de sus derechos y responsabilidades, así como de los medios de los que disponen para hacerlos efectivos.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).

- - - - - - - 
ARTÍCULO 36


--- Consignarlo como artículo 51, bajo el tenor que se señalará en su oportunidad.

--- Considerar como artículo 36 a la norma del artículo 29, con las siguientes enmiendas.

Inciso primero


--- Reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo 36.- Derecho a la protección contra la violencia. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a ser tratado con respeto. Ningún niño, niña o adolescente podrá ser sometido a violencia, malos tratos físicos o psíquicos, descuidos o tratos negligentes, abusos sexuales o de cualquier otra índole, venta, trata, explotaciones, tortura u otro trato ofensivo o degradante.”.

(Indicaciones Nos 164 y 165, aprobadas con modificaciones 4x0, e Indicación N° 166, aprobada 4x0).

Inciso segundo


--- Sustituir el término “niño”, por la expresión “niño, niña o adolescente”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0).


--- Agregar la siguiente oración final: “El maltrato corporal relevante y el trato degradante, que menoscabe gravemente su dignidad, constituyen delitos de conformidad a la legislación penal vigente.”.
(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0).

Inciso tercero


--- Eliminar la palabra “especialmente”.

(Indicación N° 170, aprobada 4x0).


--- Sustituir el término “niños”, por la expresión “niños, niñas y adolescentes”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0).

Inciso cuarto


--- Agregar, a continuación de la expresión “Desarrollo Social”, el vocablo “, Familia y Niñez”.

(Indicación N° 172.a, aprobada con modificaciones 4x0).


--- Sustituir el término “niños”, por la expresión “niños, niñas y adolescentes”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0).


--- Eliminar la expresión “de manera temporal o permanente”.

(Indicación N° 172, aprobada 4x0).


--- Reemplazar la expresión “instituciones”, por “instituciones o familias de acogida”.

(Indicación N° 173, aprobada 4x0).

- - - - - - - 

Inciso quinto, nuevo


--- Intercalar el siguiente inciso quinto, nuevo:


“Los niños, niñas y adolescentes serán protegidos contra cualquier tipo de coacción, con móvil discriminatorio, por razones de orientación sexual, identidad o expresión de género, entre otras. Los órganos de la Administración crearán y fomentarán programas sobre los derechos sexuales y respeto a la diversidad de los niños, niñas y adolescentes, que incluya, en su caso, el acompañamiento social a quienes lo soliciten, sin perjuicio de la posibilidad del servicio a ofrecerlos libremente.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2).

- - - - - - - 

Inciso quinto


--- Pasó a ser inciso sexto, bajo el siguiente texto:


“El Plan de Acción de la Política Nacional de la Niñez y Adolescencia, en cada uno de los niveles que corresponda, deberá establecer metas y medidas específicas para prevenir las diversas formas de violencia contra los niños, niñas y adolescentes, especialmente en los casos en los que no se encuentren al cuidado de sus padres y/o madres, señalados en el inciso cuarto de este artículo.”.

(Indicaciones Nos 175 y 176, aprobadas con modificaciones 4x0).
(Expresión “padres y/o madres”, aprobada 3x2).

- - - - - - - 

Inciso séptimo, nuevo


--- Incorporar el siguiente inciso séptimo, nuevo:


“Los niños, niñas y adolescentes serán protegidos contra cualquier tipo de violencia con móvil discriminatorio.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0).

- - - - - - - 

Inciso octavo, nuevo


--- Intercalar el siguiente inciso octavo, nuevo:


“Los establecimientos educacionales deberán contar con protocolos para prevenir, sancionar y reparar las conductas constitutivas de cualquier tipo de acoso y violencia sexual. Así como mecanismos de prevención, resolución y reparación de las distintas formas de bullying escolar.”.

(Indicaciones Nos 178 ter y 178 quáter, aprobadas con modificaciones 4x0).

- - - - - - - 

Inciso sexto


--- Pasó a ser inciso noveno, bajo el siguiente tenor:


“El Estado tomará las medidas conducentes a prevenir, investigar y sancionar civil, penal y/o administrativamente, según corresponda, toda forma de violencia en contra de niños, niñas y adolescentes.”.

(Indicaciones Nos 178 y 178 bis, aprobadas con modificaciones 4x0).

ARTÍCULO 37


--- Consignarlo como artículo 45, con las enmiendas que señalarán en su oportunidad.

--- Considerar como artículo 37 a la norma del artículo 33, bajo el siguiente tenor:


“Artículo 37.- Protección contra la explotación económica, la explotación sexual comercial y el trabajo infantil. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a estar protegidos contra la explotación económica, la explotación sexual comercial y el trabajo infantil.


Se entiende por trabajo infantil todo trabajo que priva a los niños, niñas y adolescentes de su niñez, su potencial y su dignidad, y que es perjudicial para su desarrollo físico y psicológico.


Se prohíbe la utilización de niños, niñas y adolescentes en cualquier trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer su educación, o que sea nocivo para su salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social. Los órganos del Estado deberán adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro tipo necesarias para erradicar dichas prácticas y para sancionar a los responsables.


Se entiende por explotación sexual comercial infantil la utilización de los niños, niñas y adolescentes para la satisfacción sexual de y por adultos a cambio de remuneración en dinero o especies al niño, niña o adolescente, o a terceras personas. Constituye una forma de coacción y violencia contra los niños, niñas y adolescentes y una forma contemporánea de esclavitud.


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, deberán adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro tipo necesarias para erradicar dichas prácticas, tipificar sus diferentes manifestaciones como delito y sancionar a los responsables, proteger a las víctimas, disponer programas para su reparación y asegurarles tratamiento de riesgos asociados, como las infecciones de transmisión sexual y el VIH/ SIDA. 


En especial, el Estado adoptará medidas para combatir:


1. La tolerancia hacia la explotación sexual tanto por parte de la población nacional como extranjera.


2. La compra de sexo de niños, niñas y adolescentes que realizan adultos en espacios públicos como parques, calles, playas o locales comerciales como clubes nocturnos, bares y hoteles.


3. Los intermediarios, negocios y redes organizadas de explotadores.


4. La producción de pornografía infantil.


5. El aumento del uso del Internet para la divulgación de pornografía infantil y la promoción del turismo sexual.


6. El tráfico de personas menores de edad con fines sexuales y comerciales.


7. La impunidad de explotadores sexuales nacionales y extranjeros.


8. Cualquier otra forma en la que se manifieste la explotación sexual comercial infantil.”.

(Indicación N° 197.a, aprobada con modificaciones 5x0, incisos primero, segundo y tercero. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobados 5x0, incisos cuarto, quinto y sexto).
ARTÍCULO 38


--- Eliminarlo.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).


--- Considerar como artículo 38 a la norma del artículo 30, sustituido por el siguiente:


“Artículo 38.- Derecho a la salud y a los servicios de salud. Todo niño, niña y adolescente, con independencia de su edad y estatus migratorio, tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental, y a servicios y procedimientos de medicina preventiva, tratamiento de las enfermedades y rehabilitación de la salud.


Los niños, niñas y adolescentes son titulares de los derechos establecidos en el Título II de la ley Nº 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, en la forma prescrita en dicha ley y sus reglamentos. En especial, tienen derecho a contar con la compañía de familiares, cuidadores o personas significativas para él, tanto en las atenciones ambulatorias como en las hospitalizaciones, salvo cuando motivos clínicos aconsejen lo contrario, debiendo el Estado velar por la efectividad de este derecho.


El Estado debe garantizar progresivamente a todos los niños, niñas y adolescentes, acceso universal e igualitario a planes, programas y servicios de prevención, promoción, protección, tratamiento y rehabilitación de la salud. Asimismo, debe asegurarles acceso a servicios médicos y odontológicos periódicos, y a servicios de salud mental, adoptando todas las medidas necesarias para su plena efectividad, sea en el sistema público o en el sistema privado de salud. Los niños, niñas y adolescentes, deberán contar con su propia credencial de pertenencia a un sistema de salud, sea público o privado.


La situación de discapacidad de un niño, niña o adolescente nunca podrá emplearse como fundamento para negarle los derechos de que trata esta ley, en especial, se prohíbe toda práctica que tenga por finalidad la desinformación sobre su sexualidad, suspender la entrega de métodos anticonceptivos o la esterilización de niños, niñas o adolescentes con fines contraceptivos.


Las acciones dirigidas a la protección o tratamiento de la salud física o mental de un niño, niña o adolescente que se encuentre internado para dichos fines, no se podrán impedir, restringir, obstaculizar o interrumpir en virtud de motivos ideológicos, morales o religiosos, salvo los casos establecidos en la ley.


El Estado deberá garantizar que los establecimientos de salud públicos y privados cumplan con las disposiciones legales de la ley N° 21.030, sobre interrupción voluntaria del embarazo, en relación con niñas menores de 18 años.


Todos los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la inmunización contra las enfermedades prevenibles. El Estado debe asegurar programas gratuitos de vacunación obligatoria dirigidos a todos los niños, niñas y adolescentes. En estos programas, el Estado debe suministrar y aplicar las vacunas, mientras que los padres, madres, o responsables legales de su cuidado, deben garantizar que los niños, niñas y adolescentes sean vacunados oportunamente.


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias y conforme a sus atribuciones y medios, con la activa participación de la sociedad, deben garantizar políticas y programas de prevención contra el uso ilícito de sustancias alcohólicas, estupefacientes y psicotrópicas. Asimismo, deben asegurar programas permanentes de atención especial para la recuperación de los niños, niñas y adolescentes dependientes y consumidores de estas sustancias.


Los padres, madres o responsables legales de su cuidado, son los garantes inmediatos de la salud de sus hijos o de los niños, niñas y adolescentes que se encuentren bajo su responsabilidad, y están obligados a cumplir con los controles médicos y adoptar todas las medidas necesarias con el fin de velar por la salud de los niños, niñas y adolescentes.”.

(Indicación N° 179.a, aprobada con modificaciones, 5x0 inciso primero, 5x0 inciso segundo, 4x1 inciso tercero, 5x0 inciso cuarto, 5x0 inciso quinto y 3x2 inciso sexto).

(Indicaciones Nos 179 bis, 180,183, 187 y 189 aprobadas con modificaciones 5x0).

(Indicaciones Nos 182, 182 bis, 189 bis y 189 ter, aprobadas con modificaciones 3x2.)

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, incisos séptimo, octavo y noveno, aprobados 5x0).
ARTÍCULO 39


--- Considerarlo como artículo 63, bajo la redacción que se señalará en su oportunidad.


--- Contemplar como artículo 39, al siguiente artículo nuevo:


“Artículo 39.- Derecho a atención médica de emergencia. Todos los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a recibir atención médica de emergencia. 


Todos los centros y servicios de salud públicos deben prestar atención médica inmediata a los niños, niñas y adolescentes en los casos de emergencia. 


Todos los centros y servicios de salud privados deben prestar atención médica inmediata a los niños, niñas y adolescentes en los casos de emergencia en que, la ausencia de atención médica o la remisión del afectado o afectada a otro centro o servicio de salud, implique un peligro inminente a su vida, una secuela funcional grave o daños graves irreversibles y evitables a su salud.


En ningún caso podrá negarse la atención de emergencia al niño, niña o adolescente alegando razones injustificadas, tales como la ausencia del padre, la madre, o responsables legales, la carencia de documentos de identidad o de recursos económicos del niño, niña, adolescente o su familia, o la no entrega de garantía de pago de los servicios. La negativa a la atención de emergencia se sancionará de acuerdo a la legislación vigente.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).
ARTÍCULO 40


--- Considerarlo como artículo 22, bajo la redacción señalada anteriormente.

--- Contemplar como artículo 40, al siguiente artículo nuevo:


“Artículo 40.- De la información sobre la salud y el consentimiento informado. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho, de acuerdo con su edad y estado de madurez, a obtener información completa sobre su salud y su desarrollo, así como sobre el proceso sanitario que deban recibir. Los prestadores de salud público y privados adoptarán las medidas pertinentes para garantizar este derecho, siempre de conformidad con el principio del interés superior del niño, niña o adolescente. Asimismo, todo niño, niña o adolescente que se encuentre internado en un establecimiento de salud será informado del tratamiento que recibe y de las demás circunstancias propias de su internación de acuerdo a su edad, madurez, grado de desarrollo y estado, en cada oportunidad que sea examinado.


Para el caso de que se requiera contar con el consentimiento establecido en el artículo 14 de la Ley Nº 20.584, deberá dejarse constancia de que el niño, niña o adolescente ha sido informado y que se le ha oído, tomando en consideración su edad, madurez y grado de desarrollo.


Tienen derecho a que esta información y su historial clínico sean confidenciales, y a participar en la toma de decisiones que afecten a su salud a través del consentimiento informado, de acuerdo con la normativa vigente. Esta información debe comunicarse en un lenguaje comprensible y adecuado y en un formato accesible de acuerdo con la edad y grado de madurez del niño, niña o adolescente.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobados 5x0 incisos primero y segundo, y 3x2 inciso tercero).
ARTÍCULO 41


--- Considerarlo como artículo 82, con las enmiendas que se señalarán en su oportunidad.


--- Consignar como artículo 41 a la norma del artículo 31, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


--- Reemplazar el término “Educación”, por la expresión “Derecho a la educación”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).


--- Sustituir el término “niños”, por la expresión “niños, niñas y adolescentes”. 

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).


--- Sustituir la expresión “como propósito” por la locución “entre sus propósitos esenciales”.

(Indicaciones Nos 190 bis y 191, aprobadas con modificaciones 5x0).


--- Reemplazar la voz “niño”, por la locución “niño, niña o adolescente”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

Inciso segundo


--- Sustituir la expresión “Para el Estado es obligatorio promover”, por la frase “El Estado garantizará progresivamente”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x1).

--- Incorporar la siguiente oración final: “No obstante lo anterior, ningún niño o niña será retrasado o impedido de iniciar su educación básica por no cumplir el requisito al que se refiere este inciso si el Estado no ha asegurado su acceso gratuito al segundo nivel de transición.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x1).
Inciso cuarto, nuevo


--- Incorporar el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“El Estado garantizará, en el ámbito de sus competencias y conforme a sus atribuciones y medios, una educación sexual y afectiva integral, de carácter laico y no sexista. Y velará por que los establecimientos educacionales otorguen el debido respeto a la diversidad étnica, cultural y religiosa de los niños, niñas y adolescentes, así como por promover ambientes educativos libres de violencia, maltrato y bullying.”.

(Indicaciones Nos 192 bis y 192 ter, aprobadas con modificaciones 5x0).
Inciso cuarto


--- Pasó a ser inciso quinto, con las siguientes enmiendas:


--- Reemplazar la palabra “velarán” por la expresión “tomarán todas las medidas necesarias”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento de Senado, aprobado 5x0).


--- Sustituir el término “niño”, por la expresión “niño, niña o adolescente”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento de Senado, aprobado 5x0).

Inciso sexto, nuevo


--- Incorporar el siguiente inciso sexto, nuevo:


“Es deber del Estado asegurar, en el ámbito de sus competencias y conforme a sus atribuciones y medios, a todos los niños, niñas y adolescentes una educación inclusiva de calidad. Asimismo, es deber del Estado promover que se generen las condiciones necesarias para el acceso y permanencia de los estudiantes con necesidades educativas especiales en establecimientos de educación regular o especial, según sea el interés superior del niño, niña o adolescente, de conformidad con el decreto con fuerza de ley Nº2, de 2009, del Ministerio de Educación.”.

(Indicación N° 193, aprobada con modificaciones 5x0).

Inciso quinto


--- Pasó a ser inciso séptimo, con la siguiente enmienda:


--- Reemplazar el término “niños”, por la expresión “niños, niñas y adolescente”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento de Senado, aprobado 5x0).

Inciso sexto


--- Pasó a ser inciso octavo, con las siguientes enmiendas:


--- Sustituir el término “niños”, por “niños, niñas y adolescentes”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento de Senado, aprobado 5x0).


--- Reemplazar la expresión “niño” por “niño, niña o adolescente”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento de Senado, aprobado 5x0).

Inciso séptimo


--- Pasó a ser inciso noveno, sin modificaciones.

Inciso décimo, nuevo


--- Incorporar el siguiente inciso décimo, nuevo:


“Los órganos de la Administración del Estado deben poner especial atención en prevenir y, en su caso, detectar los casos de no escolarización, absentismo y abandono escolar y deben adoptar de forma coordinada las medidas necesarias para la más pronta restitución del derecho a la educación, mediante los correspondientes protocolos.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento de Senado, aprobado 5x0).

ARTÍCULO 42


--- Eliminarlo.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento de Senado, aprobado 3x0).
--- Consignar como artículo 42, al siguiente artículo nuevo:


“Artículo 42.- Derecho a la atención a la diversidad educativa. Los niños, niñas y adolescentes con necesidades educativas especiales deben recibir una formación educativa y profesional que les permita la inclusión social, el desarrollo, la realización personal y el acceso a un puesto de trabajo digno.


Los niños, niñas y adolescentes en situación de discapacidad tienen derecho a disfrutar de un sistema de educación inclusivo, con acceso a la educación obligatoria en las mismas condiciones que los demás miembros de la comunidad, sin exclusión alguna, así como a los ajustes y apoyos necesarios para potenciar el máximo desarrollo académico, personal y social.


Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, deben tomar todas las medidas administrativas, legislativas o de cualquier otra índole necesarias, para hacer efectivo el derecho a una formación inclusiva, que atienda de manera equitativa las necesidades educativas específicas de los niños, niñas y adolescentes que, por razón de cualquier condición o circunstancia personal, familiar o social, lo necesiten.


Es deber del Estado garantizar progresivamente a los padres y/o madres de niños, niñas y adolescentes con necesidades educativas especiales la matrícula escolar, ya sea en una escuela especial o en un establecimiento educacional regular, de acuerdo a la elección de los padres y en función de sus requerimientos o necesidades educativas especiales.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0. Salvo las expresiones “tomar todas las medidas necesarias administrativas, legislativas o de cualquier otra índole, para hacer efectivo el derecho a” y “la necesiten”, presentes en el inciso tercero, aprobadas 3x2).
(Expresión “padres y/o madres”, presente en el inciso cuarto, aprobada 3x2).

(Indicación N° 196, aprobada con modificaciones 5x0).

ARTÍCULO 43


--- Considerarlo como artículo 83, con las enmiendas que se señalarán en su oportunidad.


--- Consignar como artículo 42, al siguiente artículo nuevo:


“Artículo 43.- Derecho a la seguridad social. Todos los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a ser inscritos, o a inscribirse y beneficiarse del Sistema de Seguridad Social. Al efecto, la Administración del Estado deberá poner a su disposición, o a la de sus padres, madres o cuidadores legales, una variedad de medios, simples y expeditos, que les garanticen el acceso rápido y oportuno a los beneficios, así como una credencial que les acredite como beneficiarios.


Queda prohibido a los padres, madres o cuidadores legales respecto de quienes los niños, niñas y adolescentes constituyan carga familiar, y que no vivan con sus hijos, apropiarse indebidamente de los beneficios sociales que a ellos correspondan, aplicándose, en estos casos, la responsabilidad penal procedente.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).
ARTÍCULO 44


--- Considerarlo como artículo 84, con las enmiendas que se señalarán en su oportunidad.


--- Consignar como artículo 44 a la norma del artículo 32, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


--- Incorporar, antes del término “Recreación”, la expresión “Derecho a la”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).


--- Agregar, luego del vocablo “Recreación,”, la expresión “al deporte”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).


--- Incorporar, antes de la voz “participación”, la locución “a la”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).


--- Sustituir el término “niños”, por la expresión “niños, niñas y adolescentes”.

(Indicación N° 194, aprobada con modificaciones 5x0).

Inciso segundo


--- Eliminarlo.

(Indicaciones Nos 195 y 195 bis, aprobadas 5x0).

Inciso segundo, nuevo


--- Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, fomentarán las actividades deportivas como hábito de salud y mejora de la calidad de vida de los niños, niñas y adolescentes.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

Inciso tercero, nuevo


--- Incorporar el siguiente inciso tercero, nuevo:


“La participación de niños, niñas y adolescentes en deportes de competición debe ser siempre de carácter voluntaria. Los horarios, los métodos y los planes de entrenamiento deben ser conformes a su grado de desarrollo y condición física, a sus necesidades educativas y siempre tomando en consideración su interés superior.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 45, NUEVO


--- Consignar como artículo 45, nuevo, a la norma del artículo 37, con las siguientes enmiendas:

Incisos primero, segundo y tercero


--- Reemplazarlos por los siguientes:


“Artículo 45.- Medidas de prevención y protección del embarazo, maternidad y paternidad de menores de 18 años. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a recibir, en el contexto de su educación, una enseñanza sobre su sexualidad, de una manera integral y responsable, que incorpore la prevención de embarazos no deseados. El contenido de dicha enseñanza deberá ser apropiado y pertinente a la edad, madurez y grado de desarrollo de sus receptores.


El Estado tomará todas las medidas necesarias para asegurar la adecuada protección y desarrollo de las niñas y adolescentes que enfrentan un embarazo temprano, así como condiciones dignas y equitativas para el nacimiento de sus hijas o hijos, su lactancia, apego y crianza, así como también la corresponsabilidad de los padres y/o madres. Tienen derecho a la protección del Estado en su doble condición de niños, niñas y adolescentes, y de madres o padres.


Los niños, niñas y adolescentes, tienen el derecho a ser apoyados en el ejercicio de su maternidad y/o paternidad, y no pueden ser presionados o forzados, en modo alguno, a entregar a sus hijos o hijas en adopción. Se prohíbe toda discriminación en contra de niños, niñas y adolescentes que viven embarazo, maternidad y/o paternidad, especialmente, impedirles el acceso o permanencia en establecimientos educacionales.”.

(Indicación N° 210.a, aprobada con modificaciones 4x0, en lo referente al inciso primero, y 5x0 respecto de los incisos segundo y tercero).

(Expresión “padres y/o madres”, presente en el inciso segundo, aprobada 3x2).

Inciso cuarto


--- Sustituirlo por el siguiente:


“La madre privada de libertad será especialmente asistida durante el embarazo para el cuidado y protección de ella y de su hijo, así como también en el momento del parto, proveyéndosele los medios adecuados, necesarios e indispensables para la crianza y educación de su hijo, facilitándole, entre otros, la comunicación con su familia a efectos de propiciar su integración a ella.”.

(Indicaciones Nos 212 y 212 bis, aprobadas con modificaciones 3x0).

Inciso quinto


--- Suprimirlo.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).

Inciso sexto


--- Pasó a ser inciso quinto, reemplazado por el que sigue:


“La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia tendrá entre sus objetivos prioritarios la protección a la que se refiere este artículo. El Estado deberá orientar las acciones adecuadas para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).

- - - - - - - - -

ARTÍCULO 46, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 46, nuevo:

“Artículo 46.- Zonas y equipamientos recreativos. El planeamiento urbanístico debe prever espacios y zonas recreativas públicas idóneas para que los niños, niñas y adolescentes puedan disfrutar del juego y de la entretención. 


La disposición de los espacios y zonas recreativas públicas debe tomar en consideración la diversidad de necesidades de entretención y de juego, en atención a los grupos de edad de los niños, niñas y adolescentes. En el diseño y la configuración de estos espacios, debe escucharse la opinión de los niños, niñas y adolescentes y promover su participación activa en instancias locales.


Asimismo, debe garantizarse que los niños, niñas y adolescentes que tienen una discapacidad física, psíquica o sensorial puedan acceder a los espacios y zonas recreativas públicas y puedan disfrutar de ellas, de acuerdo con la legislación vigente en materia de accesibilidad y de supresión de barreras arquitectónicas.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0).
- - - - - - - - -
ARTÍCULO 47, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 47, nuevo:


“Artículo 47.- Derechos y deberes en el espacio urbano. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a desplazarse, disfrutar y desarrollarse socialmente en su entorno urbano, así como a disfrutar del mismo, y tienen el deber de respetar y tratar cuidadosamente los elementos urbanos al servicio de la comunidad y las instalaciones que forman parte del patrimonio público y privado.


Asimismo, los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a conocer su ciudad, pueblo y barrio, y a desarrollarse en él de una manera segura.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0).
- - - - - - - - -

ARTÍCULO 48, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 48, nuevo:


“Artículo 48.- Medio ambiente. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a vivir en un medio ambiente saludable y sostenible, a conocerlo y a disfrutar del mismo. Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, adoptarán progresivamente las medidas adecuadas para la protección y sostenibilidad del medio ambiente en favor de su disfrute por parte de niños, niñas y adolescentes.


El Estado adoptará, progresivamente, en su Política y Plan de Acción de la Niñez y Adolescencia, actividades de goce y disfrute de montañas, ríos, playas, boques y demás riquezas naturales de la nación, y el disfrute de parques nacionales y reservas naturales por parte de niños, niñas y adolescentes. Fomentará la colaboración de instituciones privadas para la realización permanente de estas actividades, en particular, por parte de los niños, niñas y adolescentes que se hallen bajo protección del Estado, y de adolescentes que se encuentren en programas de reinserción social.


Asimismo, los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, promoverán programas formativos, divulgativos y de sensibilización para el uso responsable y sostenible de los recursos naturales y la adquisición de hábitos positivos para la conservación del medio ambiente y de mitigación de los efectos del cambio climático.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0. Excepto término “progresivamente” presente en el inciso primero y la frase: “adoptará progresivamente en su política y plan de acción para la niñez y adolescencia,”, del inciso segundo, los cuales fueron aprobados 5x0).
- - - - - - - - -
ARTÍCULO 49, NUEVO


--- Consignar como artículo 49, nuevo, a la norma del artículo 34, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


--- Sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 49.- Libertad personal y ambulatoria. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a ejercer su libertad personal y su autonomía según lo permita su edad, madurez y grado de desarrollo. Conforme a los mismos criterios, los adolescentes tienen derecho a transitar libremente por el territorio nacional, salvo las restricciones legalmente establecidas. Sus padres y/o madres, sus representantes legales, o quienes los tuvieren bajo su cuidado otorgarán a sus hijos la debida guía y orientación.”.

(Indicaciones Nos 198 bis y 200, aprobadas con modificaciones 4x0).

(Expresión “padres y/o madres”, aprobada 3x2).

Inciso segundo


--- Reemplazarlo por el siguiente:


“Ningún niño, niña o adolescente podrá ser privado de su libertad personal ni ésta restringida, sino en los casos y en la forma determinados por la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño, los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes dictadas conforme a éstos. La privación o restricción de su libertad ambulatoria deberá realizarse durante el período más breve posible, y utilizada sólo como último recurso. Las medidas de cuidado alternativo en instituciones no pueden constituirse en privación de libertad, ni en una restricción arbitraria de la misma. La aplicación de la internación provisoria será excepcional.”.

(Indicación N° 199, aprobada con modificaciones 4x0).

- - - - - - - - -

Inciso tercero, nuevo


--- Incorporar el siguiente inciso tercero, nuevo:


“El Estado, según lo prescrito por la Constitución Política de la República, garantizará una acción de amparo y el derecho a contar con la asistencia de un abogado en el lugar en el que se encuentren, a todos los niños, niñas o adolescentes detenidos o retenidos ilegal y/o arbitrariamente por las policías o cualquier otro agente estatal. Ésta podrá ser interpuesta por sí mismo, un letrado o por cualquier persona a su nombre.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0).
- - - - - - - - -

Inciso tercero


--- Pasó a ser inciso cuarto, sustituido por el que sigue:


“En todo procedimiento que tenga por objetivo la averiguación y establecimiento de la responsabilidad penal de un adolescente, se asegurará que éste cuente con un procedimiento breve, sencillo y expedito y con un defensor especializado que lo asista, con el fin de hacer valer los derechos y garantías que le confieren la Constitución Política de la República, los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes dictadas conforme a éstos.”.

(Indicación N° 199 bis, aprobada con modificaciones 4x0).

Inciso cuarto


--- Suprimirlo.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0).
- - - - - - - - -

Inciso quinto, nuevo


--- Incorporar el siguiente inciso quinto, nuevo:


“Todo niño, niña y adolescente, tendrá derecho a impugnar la legalidad de la privación de su libertad, por sí mismo, por un letrado o por cualquier persona a su nombre, ante un tribunal competente, independiente e imparcial y a una pronta decisión sobre dicha acción.”.

(Indicación N° 201 bis, aprobada con modificaciones 4x0).

- - - - - - - - -

Inciso quinto


--- Eliminarlo.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0).
Inciso sexto


--- Sustituirlo por el que sigue:


“Los padres y/o madres, los representantes legales o quienes tuvieren legalmente a su cuidado, tienen derecho a conocer el paradero de los niños, niñas y adolescentes, cuando se le hubiere aplicado cualquier medida privativa de libertad. La autoridad correspondiente deberá siempre entregar esta información en la forma más expedita posible, y garantizará el contacto directo y regular entre los niños, niñas o adolescentes afectados por esta medida y los padres y/o madres, representantes legales o quienes los tuvieran legalmente a su cuidado. En aquellos casos en que se produzca la separación del niño, niña o adolescente de su familia, el Estado velará por la pronta restitución de su libertad ambulatoria y por la inmediata reunión con su familia, de conformidad a la ley.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0).
(Expresión “padres y/o madres”, las dos veces que sale mencionada, aprobada 3x2).

Inciso séptimo


--- Reemplazar la voz “niño”, por la palabra “adolescente”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0).

--- Sustituir la expresión “Los niños deberán”, por la locución “Este último deberá”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0).
- - - - - - - - -
ARTÍCULO 50, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 50, nuevo, el que contempla a la norma del artículo 35, con las siguientes enmiendas.

Inciso primero


--- Sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 50.- Debido proceso, tutela judicial efectiva y especialización. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a que en todos los procedimientos administrativos y judiciales se le respeten las garantías de un proceso racional y justo, y que se le aseguren, entre otros, el derecho de tutela judicial; el derecho a ser oído; el derecho a ser informado del procedimiento aplicable y de los derechos que le corresponden en el proceso; el derecho a una representación jurídica y/o judicial distinta de la de sus padres y/o madres, representantes legales, o de quienes los tengan legalmente bajo sus cuidado, en caso de intereses incompatibles; el derecho a una representación judicial especializada para la defensa de sus derechos; a presentar pruebas idóneas e independientes; a recurrir; así como los derechos y garantías que le confieren la Constitución Política de la República, los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes.”.

(Indicaciones Nos 206 bis y 206 ter, aprobadas con modificaciones 5x0).

(Expresión “padres y/o madres”, aprobada 3x2).

- - - - - - - - -

Inciso segundo, nuevo


--- Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El Estado proveerá la existencia de una oferta de programas con el objetivo de garantizar progresivamente el derecho a defensa jurídica letrada, especializada y autónoma a los niños, niñas y adolescentes que enfrenten un proceso para la posible aplicación de una o más medidas de protección de sus derechos, desde las primeras actuaciones del procedimiento administrativo o judicial.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x1).

- - - - - - - - -

Inciso segundo


--- Pasó a ser inciso tercero, con las siguientes modificaciones:


--- Intercalar, a continuación de las palabras “Los órganos del Estado”, la frase “, en el ámbito de sus competencias,”.

(Indicación N° 207, aprobada 3x0).


--- Reemplazar el término “propenderán a”, por la expresión “asegurarán progresivamente”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2).


--- Sustituir el término “niño”, por la expresión “niño, niña o adolescente”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).


--- Eliminar la frase “, asegurando la promoción de sus derechos, fomentando, difundiendo y capacitando en estos derechos a familias, comunidades, municipios, administración, organismos de la sociedad civil y otros órganos del Estado”.

(Indicación N° 207 bis, aprobada 3x0).


--- Agregar, antes del punto final, la siguiente frase: “, y en particular, a la formación continua y certificación periódica de letrados especializados en la defensa de los derechos de niños, niñas y adolescentes”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0. Con excepción de la locución “continua y certificación periódica”, aprobada 3x2).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 51 NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 51, nuevo, el que contempla a la norma del artículo 36, bajo el siguiente tenor:


“Artículo 51.- Protección reforzada y especializada de los niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos y de los adolescentes en conflicto con la ley. Los niños, niñas y adolescentes vulnerados tienen derecho a su recuperación física y psicológica, y a su reintegración familiar y social. Aquellos o aquellas que infrinjan la ley, sean o no imputables penalmente, tienen derecho a recibir protección especializada por polivictimización; derecho a su recuperación física y psicológica, y a la plena integración social y educativa.


El Estado contará con servicios de protección especializada para la atención de la niñez y adolescencia vulnerada, y con servicios de integración social de adolescentes infractores de ley, ambos de carácter especializados en su área, con personal, recursos financieros y despliegue territorial suficientes para dar atención oportuna y eficaz a todo niño, niña y adolescente que lo necesite.


Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia y el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, según corresponda, otorgarán las prestaciones necesarias para la recuperación, reintegración familiar e integración social y educativa de todo niño, niña o adolescente vulnerado en sus derechos por abandono, explotación o abuso; situación de discapacidad; situación de calle; tortura u otra forma de penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes, conflictos armados, o cualquier otra causa de vulneración. Asimismo, velarán por la integración social de los que infrinjan la ley.


Para el desarrollo integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, las entidades privadas que ejecuten la función pública de prestaciones de protección, promoción, prevención, restitución o reparación de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, deberán cumplir estrictamente los mismos principios y deberes que asisten a los organismos públicos en cuyas labores colaboran, y realizarán un trabajo colaborativo con los niños , niñas y adolescentes y sus familias, en el ámbito de sus acciones, orientado al resguardo de sus derechos.”.

(Indicación N° 208, aprobada con modificaciones 5x0).
- - - - - - - - -
ARTÍCULO 52, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 52, nuevo:


“Artículo 52.- Niños, niñas y adolescentes con necesidad de protección internacional. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a solicitar y recibir protección como refugiado, en los términos establecidos por la legislación correspondiente.


Todo niño, niña y adolescente tendrá derecho a solicitar y que se le reconozca su condición de apátrida en los términos determinados por las normas aplicables.


En los casos en los que los niños, niñas o adolescentes se encontraren no acompañados o separados de sus familias, la autoridad competente procurará remitir los antecedentes al juzgado de familia que corresponda para que proceda a la designación inmediata de un representante legal, el cual deberá intervenir en todas las etapas del procedimiento, bajo sanción de nulidad. 


Oportunamente, la autoridad competente deberá llevar adelante un procedimiento de determinación del interés superior para la identificación de soluciones duraderas apropiadas, tales como la reunificación familiar, la naturalización, para el caso de los niños, niñas y adolescentes apátridas, así como respecto de las medidas de cuidado y asistencia temporal que deberán proveer un entorno seguro y protector en el que recibirán el cuidado físico y emocional apropiado, y en el que sus necesidades especiales serán satisfechas. 


La autoridad administrativa encargada del conocimiento de estas solicitudes, dará prioridad a la tramitación de estos casos, velando siempre por el interés superior del niño, niña o adolescente solicitante de la condición de refugiado o apátrida. 


Cuando los niños, niñas o adolescentes soliciten el reconocimiento de alguna de estas condiciones en frontera, la autoridad de control migratorio no podrá impedir el ingreso al territorio nacional, debiendo resguardar su ingreso en función de lo señalado en la ley respectiva.”.

(Indicación N° 215, aprobada con modificaciones 3x0).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 53, NUEVO


--- Agregar el siguiente artículo 53, nuevo:


“Artículo 53.- Protección y defensa como consumidores y usuarios. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a que los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, velen por la protección y defensa de sus derechos e intereses como consumidores de bienes y usuarios de servicios, públicos y privados, tomando en consideración sus necesidades y características particulares en la interpretación y aplicación de la normativa aplicable.


Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, fomentarán la sensibilización y la educación de los niños, niñas y adolescentes sobre el consumo sostenible y responsable.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).
- - - - - - - - -
ARTÍCULO 54, NUEVO


--- Agregar el siguiente artículo 54, nuevo:


“Artículo 54.- Bienes, productos o servicios comercializados para el uso o el consumo de niños, niñas o adolescentes. Los bienes, los productos o los servicios comercializados para el consumo o uso de niños, niñas y adolescentes, no pueden contener sustancias perjudiciales y deben facilitar, de forma visible, la información suficiente sobre su composición, características y uso, así como la franja de edad, si procede, a la que están destinados.


Los bienes, los productos o los servicios comercializados para el uso o el consumo de niños, niñas o adolescentes, deben cumplir las medidas de seguridad suficientes para garantizar su inocuidad, tanto para el uso al que están destinados, como para evitar las consecuencias nocivas que puedan derivar de un uso inadecuado.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).
- - - - - - - - -
ARTÍCULO 55, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 55, nuevo:


“Artículo 55.- De la publicidad. La publicidad dirigida a niños, niñas o adolescentes que se divulgue en cualquier medio escrito, audiovisual o telemático debe respetar los siguientes principios de actuación:


1) Adaptación a la edad y etapa de desarrollo de la audiencia a la que se dirige el mensaje.


2) Exclusión de la violencia, la discriminación y de cualquier mensaje que incite al odio.


3) Publicidad veraz y no engañosa.


4) Publicidad informativa respecto de los riesgos o peligros involucrados para la salud en el consumo o uso de bienes, productos y servicios.


5) Publicidad informativa respecto de la sustentabilidad ecológica de los bienes y servicios ofrecidos.


6) No incitación al consumo desmedido, sin supervisión de adultos responsables.


7) No inducción al uso irresponsable del crédito o responsabilidad financiera.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).
- - - - - - - - -
ARTÍCULO 56, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 56, nuevo:


“Artículo 56.- Deberes y responsabilidades. El niño, niña y adolescente tiene los deberes que exige el respeto a los derechos y libertades fundamentales de todas las personas y del ordenamiento jurídico; el deber de respeto y obediencia a sus padres o los responsables legales de su cuidado y educación; y el deber de cumplimiento de sus responsabilidades escolares, familiares y comunitarias, siempre y cuando lo anterior no viole sus derechos y garantías o contravenga al ordenamiento jurídico.


El pleno respeto de los derechos del niño, niña o adolescente no está, sin embargo, condicionado por el cumplimiento de los deberes del inciso anterior y, en ningún caso, el incumplimiento de éstos justificará la vulneración de sus derechos.”.

(Indicaciones Nos 7 y 50, aprobadas con modificaciones 5x0).

- - - - - - - - -

ARTÍCULO 57, NUEVO

- - - - - - - - -

Título III

Enunciado


--- Reemplazarlo por el siguiente: “De la Protección Integral”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

- - - - - - - - -

PÁRRAFO 1°, NUEVO

Epígrafe


--- Incorporar el siguiente Párrafo 1°, nuevo, cuyo epígrafe es el que sigue:

“Párrafo 1°

Normas de aplicación general”

(Indicación N° 216.a.a, aprobada con modificaciones 5x0).

- - - - - - - - -

ARTÍCULO 57, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 57, nuevo:


“Artículo 57.- Definiciones. El Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia realiza sus funciones a partir de una serie de acciones destinadas al respeto, protección y cumplimiento de todos los derechos y garantías de niños, niñas y adolescentes establecidos en la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño, así como en esta ley y en otras normativas jurídicas nacionales en materia de niñez, a través de los cuales se asegura su goce efectivo y se desarrolla un mecanismo de exigibilidad de los mismos.


1. Medios de acción. La protección integral se desarrolla a partir de una red intersectorial integrada de diferentes medios de acción ejecutados a partir de políticas, planes, programas, servicios, prestaciones, procedimientos y medidas de protección de derechos, realizadas por diferentes órganos de la Administración del Estado, debidamente coordinados entre sí, así como por actores de la sociedad civil. Compete al Ministerio de Desarrollo Social y Familia, en coordinación intersectorial con los demás Ministerios y órganos de la Administración del Estado pertinentes y, en particular, es ejecutada a nivel nacional, regional y comunal por la Subsecretaría de la Niñez, las Oficinas Locales de la Niñez y los organismos públicos regionales y comunales competentes.


2. Ámbitos de acción. La protección integral de carácter universal es aquella que efectúa el Estado respecto de todo niño, niña o adolescente en los siguientes ámbitos:


a) Promoción y defensa de derechos: son acciones destinadas a elevar el respeto de todos los derechos de niños, niñas y adolescentes, garantizar su efectividad, fomentando las condiciones que posibiliten su pleno ejercicio. Se realiza a partir de políticas públicas, generales y especiales, que determinan acciones concretas conforme a criterios de priorización temática, territorial y condiciones de vulnerabilidad, destinadas a niños, niñas y adolescentes, así como a la población general.


b) Seguimiento y acompañamiento: son acciones destinadas a niños, niñas y adolescentes, familias y comunidades, cuyo objetivo es dar apoyo, protección y acompañamiento con el fin de asegurar las condiciones que sean necesarias, con pertinencia a cada situación, para lograr el desarrollo integral y equitativo de la niñez y adolescencia. Estas acciones comprenden el levantamiento de alertas para activar procedimientos reforzados y derivaciones. Se sustenta en el sistema de protección social que se rige bajo principios de universalidad, adaptabilidad y enfoque de ciclo vital, y en garantías reforzadas para grupos que se encuentran en una mayor situación de desventaja, exclusión o discriminación.


c) Protección de derechos: son acciones para preservar o restituir el ejercicio de derechos de niños, niñas y adolescentes, cuando se hayan detectado amenazas o vulneraciones, ya sea limitando o privando su ejercicio, por acción u omisión del Estado, la sociedad, las familias, los cuidadores o por sí mismos. Su objeto será impedir la situación, reparar las consecuencias y evitar una nueva concurrencia. La determinación de decisiones y desarrollo del proceso se realizará con estricto respeto del derecho del niño, niña y adolescente a que le sea considerado su interés superior y los otros principios dispuestos en la Convención sobre los Derechos del Niño. Las medidas de protección de derechos que se dispongan podrán ser administrativas o judiciales, dispuestas por resolución fundada de la autoridad competente.


La protección comprende la preservación y la restitución de derechos, la cual es el conjunto de prestaciones diseñadas, implementadas y ejecutadas para poner fin a las amenazas de vulneración de derechos que afectan a un niño, niña y adolescente y/o para restablecer el goce y ejercicio de los derechos fundamentales afectados como consecuencia de vulneraciones de sus derechos.


La reparación es el conjunto de acciones especializadas diseñadas, implementadas y ejecutadas con el fin de reparar, en los ámbitos físico, emocional, psicológico, social y material, el daño o mal causado a un determinado niño, niña o adolescente, producto de las vulneraciones de derechos sufridas.


3. Protección especial. Dentro de las acciones de protección de derechos se desarrollará la protección especial, la que está destinada a niños, niñas y adolescentes que necesitan de servicios y prestaciones que provean una atención diferenciada y especializada, incorporando acciones de reparación psicosocial y restitución de derechos, cuando éstos se han vistos amenazados o vulnerados.


La protección especial podrá ser administrativa o judicial, de acuerdo con las funciones y competencias señaladas en la presente ley.


El Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia proveerá de prestaciones en este marco de manera directa, o por intermedio de instituciones privadas sin fines de lucro, acreditadas por la Subsecretaría de la Niñez para el cumplimiento de esta función pública y fiscalizadas por ésta.


4. Procedimiento de la protección de derechos. La protección de derechos es iniciada, en el ámbito local, por las Oficinas Locales de la Niñez en el entorno vital del niño, niña y adolescente y ejecutada por los diferentes medios de acción dispuestos por esta ley.


El procedimiento se desarrolla como una instancia de colaboración, conciliación y de apoyo a la función cuidadora de las familias, en resguardo del interés superior del niño, niña o adolescente, y se ejecuta mediante la dictación de medidas de protección, las cuales pueden ser de carácter administrativo o judicial, según las competencias fijadas por el presente marco legal.


En caso de perderse la voluntariedad y/o requerirse la intervención judicial, en función de sus competencias, la autoridad administrativa debe derivar el caso al tribunal de familia competente.


5. Protección Judicial. Es aquella protección específica de carácter especializado que corresponde disponer a los tribunales de justicia ante casos de niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos fundamentales, con el objeto de restituir el ejercicio de sus derechos y reparar las consecuencias de las vulneraciones. Se realiza mediante el ejercicio de la función jurisdiccional especializada, establecida en la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, y conforme a un debido proceso legal y a los demás derechos garantizados en la Constitución Política de la República y en los tratados de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentran vigentes.


La protección judicial no es excluyente de la administrativa.


La adopción y el cumplimiento oportuno y eficiente de las medidas de protección será de responsabilidad del Poder Judicial, el que ordena las medidas de protección judiciales. A la Subsecretaría de la Niñez corresponde la supervigilancia del trabajo de las Oficinas Locales de la Niñez, las que adoptan medidas de protección administrativas, y del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, que las ejecuta. Dichos órganos actuarán conjunta y coordinadamente, dentro del ámbito de sus respectivas competencias y atribuciones.


La coordinación necesaria para el cumplimiento efectivo y oportuno de la protección a nivel regional, compete a los Presidentes de las Cortes de Apelaciones y a los Directores Regionales del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia que correspondan. A nivel comunal, es de responsabilidad de las Oficinas Locales de la Niñez y de los jueces presidentes de los tribunales de familia, en caso de tribunales pluripersonales, del juez titular del tribunal de familia o del juzgado de letras competente, tratándose de tribunales unipersonales.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 58, NUEVO


--- Agregar el siguiente artículo 58, nuevo:


“Artículo 58.- De la amenaza y vulneración no grave de derechos. Se entenderá por amenaza a los derechos de niños, niñas y adolescentes, la situación de riesgo de vulneración de sus derechos, y por vulneración no grave, la limitación o perjuicio leve de su desarrollo y bienestar, por cualquier circunstancia personal, familiar o social.


Entre otras, son amenazas:


a) La falta de atención del niño, niña o adolescente por parte de sus padres, representantes legales o por quien lo tenga a su cuidado, cuando importe un perjuicio leve para su salud física o emocional.


b) La dificultad para la atención y cuidado adecuado al niño, niña o adolescente, a pesar de su voluntad de hacerlo, por parte de los padres, representantes legales o de quienes lo tengan a su cuidado, que pueda importarle un perjuicio leve. 


c) Las carencias de cualquier tipo que puedan producir marginación, inadaptación o afectación de sus derechos, cuando no puedan ser compensadas por la familia ni hayan sido tratadas por los servicios administrativos a impulso de ésta. 


d) La falta de escolarización en edad obligatoria, el absentismo y el abandono escolar.


e) La falta de controles periódicos de salud o de las inmunizaciones obligatorias.


f) El conflicto abierto y crónico entre los progenitores, separados o no, cuando anteponen sus necesidades a las del niño, niña o adolescente.


g) La imposibilidad o incapacidad de los padres y/o madres, representantes legales o de quienes lo tengan a su cuidado, de regular la conducta del niño, niña o adolescente, provocando un peligro evidente de hacerse daño a sí mismo o de perjudicar a terceros.


h) Cualquier otra circunstancia persistente que pueda evolucionar y derivar en la vulneración de los derechos del niño, niña o adolescente. 


La amenaza y vulneración no grave a los derechos requiere de la intervención de la Oficina Local de la Niñez competente para la adopción de medidas de protección que eliminen, reduzcan o compensen las dificultades o perjuicios que atraviesa el niño, la niña o el adolescente, así como su familia, siempre que para la protección efectiva no sea necesaria su separación del núcleo familiar. En todo caso, la intervención judicial no es excluyente de la administrativa.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

(Expresión “padres y/o madres”, presente en la letra g) del inciso segundo, aprobada 3x2).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 59, NUEVO


--- Agregar el siguiente artículo 59, nuevo:


“Artículo 59.- De la vulneración grave de derechos. Se entenderá por vulneración grave de derechos o garantías de los niños, niñas y adolescentes la limitación o perjuicio severo de su desarrollo y bienestar, por cualquier circunstancia personal, familiar o social.


En cualquier caso, son situaciones de amenaza o vulneración grave, entre otras:


a) El abandono por parte de sus padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tengan legalmente a su cuidado. 


b) La falta de atención por parte de sus padres y/o madres, representantes legales o por quien lo tenga a su cuidado, cuando importe un perjuicio grave.


c) La dificultad grave de los padres y/o madres, representantes legales o de quienes lo tengan a su cuidado, para su atención y cuidado adecuado, a pesar de su voluntad de hacerlo. 


d) Los malos tratos físicos o psíquicos, los abusos sexuales, explotación u otras situaciones de la misma naturaleza. 


e) La inducción a la mendicidad, a la comisión de delitos, al comercio sexual, al tráfico de estupefacientes, o situaciones de gravedad análoga. 


f) Las adicciones de los padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tengan legalmente a su cuidado, que repercutan gravemente en su desarrollo y bienestar. 


g) El suministro de drogas, estupefacientes o cualquier otra sustancia psicotrópica o tóxica.


h) La violencia de género, violencia intrafamiliar u otras circunstancias en el entorno sociofamiliar del niño, niña o adolescente que perjudiquen gravemente su desarrollo y bienestar. 


i) La negativa a participar, la obstaculización o falta de colaboración persistente y constatada de los padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tengan legalmente a su cuidado, en los procesos de protección administrativo o judicial, que ponga en peligro la seguridad del niño, niña o adolescente.


j) El maltrato prenatal que pueda originar graves secuelas al futuro nacimiento de un niño o niña debido a la falta de atención o cuidado de la mujer durante el proceso de gestación, o a la violencia ejercida en su contra por parte del progenitor o de terceras personas. 


Las amenazas y vulneraciones de derechos, así entendidas, competen a los tribunales de familia, sin perjuicio de que el caso siga siendo gestionado por la Oficina Local de la Niñez competente y que ésta adopte, respecto del mismo niño, niña o adolescente y/o de su familia, todas las medidas de protección administrativa que sean procedentes.


La protección judicial no es excluyente de la administrativa.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

(Expresión “padres y/o madres”, presente en las letras a), b), c), f e i) del inciso segundo, aprobada 3x2).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 60, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 60, nuevo:


“Artículo 60.- Principios rectores de los procesos de protección. En todos los procesos de protección de derechos, sean de carácter administrativo o judicial, así como en las decisiones que con ese fin adopten autoridades o funcionarios públicos, o privados que ejerzan funciones públicas, se respetarán los principios que rigen el  Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia regulados en el Título II de este cuerpo legal, así como los establecidos en la ley que crea el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia y la ley que crea el Servicio de Reinserción  Social Juvenil.


Asimismo, se respetarán los derechos y garantías que a los niños, niñas y adolescentes corresponden de conformidad con el artículo 1 de este cuerpo legal, en particular, los referidos en el Titulo II de esta ley.”.

(Indicación N° 216.a.a, aprobada con modificaciones 5x0).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 61, NUEVO


--- Agregar el siguiente artículo 61, nuevo:


“Artículo 61.- Reglas generales para la adopción y aplicación de medidas de protección administrativas y judiciales. Toda medida administrativa o judicial de protección de los derechos del niño, niña o adolescente deberá:


a) Adoptarse fundadamente en un procedimiento que contemple las garantías del debido proceso pertinentes a su ámbito de aplicación, con celeridad y especial diligencia;


b) Determinarse sólo cuando ella sea necesaria y proporcional, se oriente hacia la satisfacción integral y óptima de los derechos del niño, niña o adolescente amenazados o afectados, considerando su contexto familiar y comunitario;


c) Establecerse por el tiempo necesario que asegure la protección del niño, niña o adolescente y garantizar su revisión periódica por la autoridad que la haya decretado;


d) Adoptarse sólo una vez que se haya oído al niño, niña o adolescente a quien pudiere afectar, en el caso que corresponda, atendiendo a su desarrollo y madurez, y a sus padres, madres, representantes o personas que lo tengan bajo su cuidado.


e) Revocarse o sustituirse, según sea el caso, si cambian las circunstancias que motivaron su adopción; y


f) Renovarse sólo si persisten las circunstancias que motivaron su adopción y existen antecedentes de que la actuación ha resultado idónea, para cumplir los fines que se tuvieron en cuenta al momento de imponerse.”.

(Indicación N° 229, aprobada con modificaciones 5x0).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 62, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 62, nuevo:


“Artículo 62.- Acción de tutela administrativa de derechos. Todo niño, niña o adolescente, o cualquier persona en su nombre e interés, podrá interponer una acción de garantía de los derechos de los niños , niñas y adolescentes ante la Secretaria Regional Ministerial del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, las Direcciones Regionales del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia o las Oficinas Locales de la Niñez , en razón de riesgos, amenazas o vulneraciones que afecten los derechos y garantías que a ellos corresponden, con el fin de que los órganos competentes tomen las medidas necesarias para hacer cesar la afectación de sus derechos.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia regulará el procedimiento necesario para garantizar un debido proceso y la efectiva cautela de los derechos.”.

(Indicación N° 219, aprobada con modificaciones 5x0).

- - - - - - - - -
PÁRRAFO 2°, NUEVO

Epígrafe


--- Incorporar el siguiente Párrafo 2°, nuevo, cuyo epígrafe es el que sigue:

“Párrafo 2°

De los deberes de la Administración del Estado”

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

- - - - - - - - -

ARTÍCULO 63, NUEVO


--- Consignar como artículo 63, nuevo, a la norma del artículo 39, bajo el siguiente tenor:


“Artículo 63.- Deber general de la Administración del Estado. Los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, están obligados a proveer los servicios sociales y los servicios de protección especializados que correspondan para garantizar la plena satisfacción de los derechos de los niños, niñas y adolescentes que se encuentren en territorio chileno, sin distinción, en forma oportuna y eficaz.”.

(Indicaciones Nos 216.a.a y 225 y 230, aprobadas con modificaciones 3x0).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 64, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 64, nuevo:


“Artículo 64.- Deber de inexcusabilidad. Requerido un órgano de la Administración del Estado para que intervenga ante situaciones de riesgo, amenaza o vulneración de derechos de niños, niñas o adolescentes, no podrá excusarse de conocer y pronunciarse sobre el requerimiento. 


Si el requerimiento no versa sobre materias de su competencia, la autoridad deberá siempre:


a) Registrar los datos del niño, niña o adolescente solicitante, de sus padres y/o madres, representantes legales, quienes legalmente lo tengan a su cuidado o de la persona que concurra fundadamente en interés de éste según sea el caso;


b) Informar a la autoridad competente por el medio más eficiente posible, dentro del plazo máximo de 5 días hábiles contados desde su recepción; y


c) Informar al solicitante su incompetencia y la derivación de la solicitud al órgano competente, por el medio más expedito posible y sin dilación. En cualquier caso, deberá siempre notificarse por cualquier medio idóneo que dé fe de su conocimiento efectivo, dentro del plazo de 5 días hábiles contados desde su recepción.”.

(Indicación N° 228, aprobada con modificaciones 5x0).

(Expresión “padres y/o madres”, presente en la letra a) del inciso segundo, aprobada 3x2).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 65, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 65, nuevo:


“Artículo 65.- Deber de denuncia. Los funcionarios públicos, agentes públicos que presten servicios al Estado bajo cualquier modalidad contractual, así como toda persona natural o jurídica que desempeñe la función pública a que se refiere el artículo 3 de la ley N° 20.032, tienen el deber de poner en conocimiento de las instituciones competentes, especialmente de las contempladas en el Título IV de la presente ley, toda situación que pueda ser constitutiva de afectación o amenaza de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, o de la vulneración de los mismos.


Todo funcionario o agente público, en especial los pertenecientes a las Oficinas Locales de la Niñez y a los colaboradores acreditados del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, tienen la obligación de denunciar, dentro del plazo de 24 horas, ante los órganos competentes, la comisión de hechos que puedan revestir el carácter de delito en contra de un niño, niña o adolescente.


El incumplimiento de los deberes a que se refiere este artículo, se entenderá como falta o incumplimiento grave de las funciones, contratos o convenios, según corresponda, sin perjuicio de las sanciones penales establecidas en el artículo 177 del Código Procesal Penal.


Las Oficinas Locales de la Niñez deberán contar con espacios adecuados que aseguren la confidencialidad pertinente, para que cualquier persona, niño, niña o adolescente pueda denunciar los hechos referidos en el inciso primero. Asimismo, y con tal finalidad, dispondrán de mecanismos expeditos, como teléfono prioritario, página web, redes sociales y cualquier otra plataforma tecnológica, garantizando la reserva respectiva.


No se admitirá acción en contra del denunciante, salvo que se pruebe su mala fe.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 66, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 66, nuevo:


“Artículo 66.- Deber de reserva y confidencialidad. Los organismos, entidades e instituciones públicas y privadas actuarán con la obligada reserva en el ámbito de la atención y protección a la infancia y la adolescencia, adoptando las medidas oportunas para garantizar la efectividad de su derecho a la vida privada, a la honra y propia imagen en el tratamiento confidencial de la información con la que cuenten y de los registros en los que conste dicha información.


El mismo deber de reserva se hará extensivo a las autoridades y personas que, por su profesión o función, conozcan de casos en los que podría existir o exista una situación de amenaza o de vulneración, o que tengan acceso a la información citada en el inciso anterior, quienes deberán abstenerse de utilizar dicha información con una finalidad distinta de las funciones legales que les corresponda desempeñar o utilizarla en beneficio propio o de terceros.


Se encuentran especialmente sujetos a reserva los registros jurídicos, médicos y escolares de los niños, niñas y adolescentes, salvo requerimiento judicial. Sin perjuicio de ello, el niño, niña o adolescente, su familia, quien lo tenga legalmente a su cuidado o su abogado, puede solicitar al juez de familia competente conocer los datos o información personal que se halle en poder de cualquier entidad pública o privada, debiendo aquél, en única instancia, resolver atendiendo a su edad, madurez e interés superior, sin perjuicio de lo establecido en el Párrafo 4° del Título III de la Ley que crea el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia.


En todo caso, la información referida a niños, niñas y adolescentes que se guarde en registros públicos o de organismos privados colaboradores del Estado, siempre podrá utilizarse de modo innominado, para fines científicos o de investigación.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la ley N° 18.834, que aprueba Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan. 


El que revelare o consintiere en que otro acceda a la información que poseyera bajo el deber de confidencialidad regulado en el inciso primero, fuera de los casos establecidos en esta ley, y en el Párrafo 4° del Título III de la Ley que crea el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, será sancionado conforme a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 33 de dicho cuerpo legal.”.

(Indicación N° 216.a.a, aprobada con modificaciones 5x0).

- - - - - - - - -

PÁRRAFO 3°, NUEVO

Epígrafe


--- Incorporar el siguiente Párrafo 3°, nuevo, cuyo epígrafe es el que sigue:

“Párrafo 3°

De las Oficinas Locales de la Niñez”

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

- - - - - - - - -

ARTÍCULO 67, NUEVO


--- Agregar el siguiente artículo 67, nuevo:


“Artículo 67.- De las Oficinas Locales de la Niñez. El Ministerio de Desarrollo Social y Familia, de conformidad al artículo 3° bis de la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social y Familia y modifica cuerpos legales que indica, deberá establecer Oficinas Locales de la Niñez con competencia en una comuna o agrupación de comunas, a lo largo de todo el territorio nacional, las que serán las encargadas de la protección administrativa de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, a través de la promoción de los mismos, la prevención de vulneraciones y la protección de sus derechos, tanto de carácter universal como especializada, mediante acciones de carácter administrativo. La coordinación y supervisión de las Oficinas Locales de la Niñez corresponderá al Ministerio de Desarrollo Social y Familia, a través de la Subsecretaría de la Niñez.


El Presidente de la República, mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, suscritos además por el Ministro de Hacienda, establecerá la instalación de las Oficinas Locales de la Niñez necesarias, y el ámbito de su competencia territorial. El Ministerio de Desarrollo Social y Familia podrá celebrar convenios con una o más municipalidades para desarrollar las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez. De esta forma, la función establecida para las municipalidades en la letra m) del artículo 4 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, de Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, se cumplirá a través de los convenios celebrados con el Ministerio de Desarrollo Social y Familia para el desarrollo de las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez. Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social y Familia podrá suscribir convenios de colaboración y/o transferencias con otros organismos públicos.


Las Oficinas Locales de la Niñez tendrán un coordinador local y un equipo multidisciplinario con gestores de casos, y su personal dependerá administrativamente de la municipalidad correspondiente y funcionalmente de la Subsecretaría de la Niñez.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia, suscrito por el Ministro de Hacienda, determinará la normativa técnica y metodológica que deban cumplir las Oficinas Locales de la Niñez y las demás normas necesarias para su adecuado funcionamiento. Para tales efectos, la Subsecretaría de la Niñez será la encargada de proponer dicha normativa.”.

(Indicación N° 216.a.a, aprobada con modificaciones 5x0).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 68, NUEVO


--- Agregar el siguiente artículo 68, nuevo:


“Artículo 68.- De las funciones. Las Oficinas Locales de la Niñez deberán desarrollar la promoción, prevención y protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, a través de las siguientes funciones:


a) Orientar a los niños, niñas y adolescentes y a sus familias, en el ejercicio de sus derechos.


b) Fortalecer e impulsar la participación de los niños, niñas y adolescentes, sus familias, comunidades y la sociedad civil en materias relacionadas con la protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


Lo anterior, se realizará por medio de la constitución de Consejos Consultivos Comunales, compuestos por niños, niñas y adolescentes, los que deberán sesionar periódicamente.


c) Detectar oportunamente riesgos de vulneraciones de derechos de un niño, niña o adolescente, teniendo en consideración los factores de riesgo y factores protectores de éste, su familia y su entorno.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia, suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará el instrumento de focalización necesario para la prevención y detección oportuna de riesgos de vulneraciones de derechos de un niño, niña o adolescente y la entrega de su oferta. El Ministerio de Desarrollo Social y Familia, a través de la Subsecretaría de Evaluación Social, estará encargado de la definición, administración, coordinación y tratamiento de los datos personales del referido instrumento de focalización, de acuerdo al artículo 3 letra f) de la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social y Familia y modifica cuerpos legales que indica.


d) Iniciar y gestionar los procesos de protección administrativa universal y/o especializada de los derechos de los niños, niñas o adolescentes destinados a adoptar las medidas de protección consignadas en la presente ley, de oficio o a petición del niño, niña o adolescente, sus padres y/o madres, sus representantes legales o quien lo tenga legalmente a su cuidado, o de cualquier persona interesada en el respeto de los derechos de niños, niñas y adolescentes, de conformidad con el procedimiento de protección administrativa establecido en el artículo 74. Si se trata de procesos de protección universal se estará a lo dispuesto en las letras e) y g) de esta misma disposición. Si se tratase de procesos de protección especializada se atenderá a lo dispuesto en las letras f) y g) de este artículo. 


e) Realizar los procesos de protección administrativa universal, de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, de los derechos de los niños, niñas y adolescentes ante la detección de riesgos de vulneración de cualquiera de sus derechos. La Oficina Local de la Niñez recepcionará los antecedentes y realizará un diagnóstico biopsicosocial del niño, niña o adolescente y su familia. El Coordinador de la Oficina Local adoptará la o las medidas de protección administrativa que correspondan conforme a los resultados del mencionado diagnóstico y elaborará un plan de intervención personalizado con el niño, niña o adolescente y su familia, si correspondiese.


El plan de intervención será sugerido por el gestor de casos y se consignará en un acuerdo celebrado con el niño, niña o adolescente y su familia quienes voluntariamente se comprometerán con su cumplimiento. El plan se construirá en forma coparticipativa, en base a los procedimientos establecidos en los reglamentos a los que se refiere la letra g) de este artículo, en los que se respetarán y resguardarán los derechos de los niños, niñas y adolescentes, y se observarán las garantías de un debido proceso.


Adoptado el acuerdo, la Oficina Local de la Niñez dará inicio a la implementación de la o las medidas de protección administrativa, derivando a los niños, niñas y adolescentes, y sus familias, a los órganos competentes, en concordancia con el plan de intervención y el acuerdo mencionados en el inciso precedente, a fin de que puedan acceder a las prestaciones sociales necesarias para el debido resguardo de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, actuando de manera coordinada con dichos órganos, quienes estarán obligados a  ejecutar las acciones debidas en el tiempo y forma establecidas en los instrumentos públicos antes referidos, y a enviar a la Oficina Local de la Niñez los informes de resultados de las intervenciones solicitadas.


En los casos en los que los padres, madres, personas responsables de su cuidado o cualquier otra persona impidan la ejecución de la medida acordada, la incumplan de modo grave o de manera reiterada e injustificada, la Oficina Local de la Niñez comunicará los hechos al tribunal de familia competente. El tribunal podrá ordenar los apremios pertinentes para su cumplimiento forzado, devolviendo el caso a la Oficina Local de la Niñez o, en su caso, de estimar que procede alguna de las medidas de protección de su exclusiva competencia, retendrá el asunto e iniciará un procedimiento de adopción de medidas de protección, notificando la decisión a la Oficina Local de la Niñez.


f) Realizar los procesos de protección administrativa especializada referidos en la presente ley, respecto de niños, niñas o adolescentes que se encontrasen vulnerados en uno o más de sus derechos. 


Si la Oficina Local de la Niñez realiza el diagnóstico biopsicosocial del niño, niña o adolescente y su familia, y resultare una sospecha de que éste se encuentra vulnerados en uno o más de sus derechos, lo derivará al programa de diagnóstico clínico especializado del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia más cercano a su domicilio, previa coordinación con la Dirección Regional que corresponda de dicho Servicio, a fin de confirmar o descartar la vulneración.


En el caso de que el diagnóstico clínico especializado constate una vulneración de derechos, la Oficina Local de la Niñez iniciará un proceso de protección administrativa especializado, elaborará un plan de intervención personalizado con el niño, niña o adolescente y su familia, si fuere del caso, de acuerdo con a los resultados del mencionado diagnóstico; y el Coordinador de la Oficina Local adoptará la o las medidas de protección administrativa que correspondan.


Decidido el plan de intervención, la Oficina Local de la Niñez dará inicio a la implementación de la o las medidas de protección administrativa y coordinará su ejecución, derivando a los programas ambulatorios del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia a los que los niños, niñas y adolescentes, y/o sus familias, requieran acceder, conforme al plan de intervención elaborado para estos fines.


En caso de que el niño, niña o adolescente, y/o su familia, no cumplan con el plan de intervención, no adhieran al programa de diagnóstico especializado, o al programa de intervención del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia al que la Oficina Local de la Niñez lo haya derivado en virtud del diagnóstico realizado, la Oficina Local de la Niñez deberá poner en conocimiento de aquello, inmediatamente, al tribunal de familia competente y al órgano administrativo que corresponda, de acuerdo con lo prescrito en el párrafo 4° de la letra e) de este artículo.

Las municipalidades, en conformidad con lo establecido en el artículo 4° de la ley N° 20.032, podrán acreditarse como colaboradores del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, para postular a la licitación de los programas de la línea de acción de diagnóstico clínico especializado, pericia y seguimiento de casos; y, en caso de adjudicársela, ejecutar directamente dichos programas.


g) Realizar el seguimiento y monitoreo de las medidas de protección de su competencia y de los planes de intervención contenidos en ellas, referidos en las letras e) y f) precedentes, así como de la situación vital de los egresados de los programas de protección especializada del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, cualquiera sea su denominación legal. Ello, sin perjuicio del seguimiento que el mencionado Servicio debe realizar de los procesos de protección especializada que ejecuta.


En base al seguimiento de cada caso, el Coordinador de la Oficina Local de la Niñez podrá decidir, fundadamente, el cese, continuidad o modificación de las medidas de protección administrativas que hayan sido adoptadas.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia, en un plazo de doce meses desde la publicación de la presente ley, determinará los procedimientos detallados que las Oficinas Locales de la Niñez deberán seguir en el cumplimiento de sus funciones, en particular, el procedimiento para la apertura de procesos de protección administrativa, para la adopción de medidas de protección y para la derivación de casos a los tribunales de familia de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 73 y 74, los que, en todo caso, deberán respetar las garantías de un debido proceso y todos los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


h) Llevar un registro único de los niños, niñas y adolescentes, y sus familias, que hayan sido sujetos de protección administrativa, tanto universal como especializada. Dicho registro se llevará a través del Sistema de Información de Protección Integral, el que será administrado por la Subsecretaría de Evaluación Social del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, del que deberá recibir información, así como proveerla cuando ello sea necesario y procedente.


i) Articular la oferta dirigida a niños, niñas y adolescentes, especialmente, la oferta de los servicios sociales vinculados al Subsistema de Protección Integral de la Infancia “Chile Crece Contigo” y la oferta del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, a través de redes intersectoriales a nivel comunal, regional y nacional, procurando el acceso de los niños, niñas y adolescentes a la oferta social disponible y a los programas de protección especializados que se requieran.


En caso de detectar necesidades de programas o servicios para el desarrollo integral de los niños, niñas y adolescentes en su territorio, o para su protección especializada, la Oficina Local de la Niñez deberá informar al Secretario Regional Ministerial del Ministerio de Desarrollo Social y Familia correspondiente, quien, a su vez, anualmente, tendrá que comunicar de esta situación al Comité Interministerial de Desarrollo Social, Familia y Niñez y a la Subsecretaría de Evaluación Social, con el objetivo de analizar la pertinencia de una posible ampliación de la oferta o de nueva oferta en el territorio.


Para llevar a cabo esta función, existirán mesas de articulación interinstitucional a nivel nacional, regional y comunal, en la que participarán todos los órganos del Estado competentes, dentro de ellos, el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, que tengan por objeto resguardar el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Dichas mesas serán lideradas por la Subsecretaría de la Niñez, las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social y Familia y las Oficinas Locales de la Niñez, respectivamente. Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia determinará la integración y funcionamiento de dichas mesas.


Las mesas funcionarán de manera paralela y complementaria a las Comisiones Coordinadoras establecidas en el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia. Los asuntos conocidos en las Comisiones, que no fueren decididos, serán planteados en las mesas para su resolución.”.

(Indicación N° 216.a.a., aprobada con modificaciones 5x0).

(Expresión “padres y/o madres”, consignada en la letra d) del inciso primero, aprobada 3x2).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 69, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 69, nuevo:

“Artículo 69.- De la Competencia. Las Oficinas Locales de la Niñez serán competentes para conocer de las amenazas o vulneraciones no graves a los derechos de los niños, niñas y adolescentes conforme a lo dispuesto en el artículo 58. 


Conocerá del caso la Oficina que corresponda al lugar de domicilio del niño, niña y adolescente o, en su defecto, de su familia de origen o de la persona que lo tenga a su cuidado. Si el niño, niña o adolescente se encontrare sujeto a una medida de cuidado alternativo, conocerá del caso la Oficina con jurisdicción en el lugar de domicilio de la familia de acogida o residencia de protección, según fuese el caso.


En caso de no poder aplicar la regla anterior, la competencia queda determinada por el lugar donde se encuentre el niño, niña o adolescente; y a falta de lo anterior, por el lugar de ocurrencia del hecho de amenaza o vulneración que ocasiona la apertura del procedimiento.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x1).
- - - - - - - - -
PÁRRAFO 4°, NUEVO

Epígrafe


--- Incorporar el siguiente Párrafo 4°, nuevo, cuyo epígrafe es el que sigue:

“Párrafo 4°

De las medidas de protección administrativas”

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

- - - - - - - - -

ARTÍCULO 70, NUEVO


--- Agregar el siguiente artículo 70, nuevo:


“Artículo 70.- Medidas de protección administrativa. En los casos de amenaza o vulneraciones no graves a los derechos de niños, niñas y adolescentes a los que se refiere el artículo 58, las Oficinas Locales de la Niñez podrán aplicar las siguientes medidas de protección:


a) Derivar al niño, niña o adolescente y su familia, conjunta o separadamente, según el caso, a uno o más programas ambulatorios de protección social, de orientación y apoyos para el cuidado y crianza, fortalecimiento y/o revinculación familiar, prevención de vulneraciones, tratamiento y rehabilitación de los perjuicios ocasionados por éstas, y vínculo con redes de apoyo estatal, social y comunitaria.


b) Instruir la matrícula o permanencia del niño, niña o adolescente en establecimientos educacionales.


c) Instruir la activación de los beneficios de seguridad social que correspondan a los niños, niñas o adolescentes o a sus familias.


d) Derivar a programas de asistencia integral a la embarazada.


e) Derivar el ingreso a tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico, o gestionar la internación, en algún centro de salud público o privado, al niño, niña o adolescente que lo requiera, o a su padre, madre, representantes o responsables, en forma individual o conjunta, según sea el caso.


f) Derivar al padre, madre, representantes o responsables del niño, al Servicio de Registro Civil e Identificación, a objeto que, dentro de un plazo breve, regularicen o procesen la falta de inscripción de su filiación o las deficiencias que presenten los documentos de identidad del niño, niña o adolescente, según sea el caso.


g) Cualquier otra medida de protección idónea debidamente fundada, a fin de preservar o restituir los derechos, dentro de los límites de competencia de las Oficinas Locales de la Niñez.


Si se tratare de casos de amenazas o vulneraciones graves a los derechos a los que se refiere el artículo 59, la Oficina Local de la Niñez, deberá solicitar al tribunal de familia competente la adopción de medidas de protección judicial. La limitación o suspensión del derecho a mantener relaciones directas y regulares con sus padres y/o madres, familiares, o cuidadores, la suspensión de su derecho a vivir con su familia, la determinación de cuidados alternativos, el término de la patria potestad y la adopción, serán siempre medidas de competencia de los tribunales de familia. Lo anterior, sin perjuicio de que el caso siga siendo gestionado por la Oficina Local de la Niñez competente y que ésta adopte respecto del mismo niño, niña o adolescente y/o su familia todas las medidas de protección administrativa que sean procedentes.


En caso de decretarse la medida de cuidados alternativos, se preferirán los cuidados basados en familia, privilegiando la familia extensa sobre las de acogida, se aplicará por el menor tiempo posible y velando por la no separación de los hermanos.


Podrán adoptarse una o más medidas conjuntamente, de forma simultánea o sucesiva.


En casos de urgencia, las medidas señaladas deberán adoptarse en un plazo máximo de veinticuatro horas siguientes al conocimiento del caso.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).
(Expresión “padres y/o madres”, consignada en el inciso segundo, aprobada 3x2).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 71, NUEVO


--- Agregar el siguiente artículo 71, nuevo:


“Artículo 71.- Legalidad de las medidas de protección. En todo proceso de adopción de medidas de protección, administrativo o judicial, las medidas de protección que se adopten deberán basarse en los supuestos de amenaza o vulneración que las hacen procedentes, y determinarse mediante una resolución fundada que identifique con claridad y precisión los hechos que configuran la amenaza o vulneración de los derechos del niño, niña o adolescente, los derechos vulnerados y los objetivos que se pretende alcanzar con las medidas adoptadas, que determine el tiempo de duración de las mismas y el plazo para la revisión de su cumplimiento.


El deber de motivación de la medida deberá ser cumplido estrictamente, en especial cuando la medida impuesta implique la restricción de otros derechos del niño, niña y adolescente, diversos a los que se busca cautelar.


La motivación de la medida incluirá la relación circunstanciada de los criterios utilizados para la determinación del interés superior del niño, niña o adolescente que justifica su aplicación, en cada caso.


El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos torna en ilegal a la medida.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).
- - - - - - - - -
ARTÍCULO 72, NUEVO


--- Agregar el siguiente artículo 72, nuevo:


“Artículo 72.- Órganos competentes y medidas ante el incumplimiento de las medidas administrativas. Las medidas de protección administrativas referidas en el inciso primero del artículo precedente, serán adoptadas por las Oficinas Locales de la Niñez, sin perjuicio de las competencias específicas que tengan los otros órganos de la Administración del Estado.


En los casos en los que los padres, madres, personas responsables de su cuidado o cualquier otra persona impidan la ejecución de la o las medidas, las incumplan de modo grave, o las contravengan reiterada e injustificadamente, la Oficina Local de la Niñez comunicará los hechos al tribunal de familia competente. El tribunal podrá ordenar los apremios pertinentes para su cumplimiento forzado, devolviendo el caso a la Oficina Local de la Niñez o, en su caso, de estimar que procede alguna de las medidas de protección de su exclusiva competencia, retendrá el asunto e iniciará un procedimiento de adopción de medidas de protección, notificando la decisión a la Oficina Local de la Niñez.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 73, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 73, nuevo:


“Artículo 73.- Derivación de los casos de riesgo, o amenaza o vulneraciones de derechos desde la protección administrativa a la protección judicial. La derivación de los casos de riesgo, o amenaza o vulneraciones de derechos desde la protección administrativa a la protección judicial es imprescindible en las siguientes situaciones.


1. Si la intervención con la familia en contexto de voluntariedad no sea posible conforme al diagnóstico previo realizado, por tratarse de una vulneración grave de derechos, o de medidas de protección que afecten sustantivamente los derechos de los niños, niñas y adolescentes y sus familias, debiendo enviarse los antecedentes a los tribunales competentes de oficio o a petición de parte.


2. Si la intervención se ve frustrada durante la etapa de implementación y seguimiento por incumplimiento grave o contravenciones reiteradas e injustificadas de las medidas adoptadas por la Oficina Local de la Niñez, por parte de los padres y/o madres o adultos a cargo de la protección y cuidado del niño, niña o adolescente.


3. Cuando, además de las causas que dieron origen a la protección administrativa, aparezcan nuevos antecedentes de vulneración de derechos de igual o mayor entidad que los que dieron inicio a la intervención en contexto de protección administrativa.


La Oficina Local de la Niñez y el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia cumplirán sus deberes en permanente coordinación con los Tribunales de Justicia, el Ministerio Público y la Defensoría de los Derechos de la Niñez, cuando procediere.


Determinada una medida de protección judicial, el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia dará cumplimiento a la medida adoptada por el tribunal en el plazo y condiciones determinadas en la resolución judicial, so pena de incurrir en desacato a la autoridad judicial, sin perjuicio de la facultad del Servicio de determinar los proyectos que darán cumplimiento a las medidas ordenadas.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).
(Expresión “padres y/o madres”, presente en el número 2, aprobada 3x2).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 74, NUEVO


--- Agregar el siguiente artículo 74, nuevo:


“Artículo 74.- Procedimiento de protección administrativa. Con el objeto de realizar las funciones señaladas en el artículo 68, el procedimiento administrativo de medidas de protección debe cumplir los siguientes requisitos:


1.- El procedimiento podrá iniciarse de oficio o por requerimiento oral o escrito del niño, niña o adolescente, su padre y/o madre, representante legal o quien lo tenga a su cuidado, y en general, por cualquier persona que tenga interés.


2.- Al requerimiento no le será exigible mayor formalidad que la exposición de los hechos y los antecedentes mínimos para la correcta individualización de los intervinientes. En caso de iniciarse por un requerimiento oral, el relato deberá constar en un acta.


3.- Recibida la denuncia o requerimiento, se analizará su procedencia y se entregará una respuesta fundada al respecto.


4.- Recabados todos los antecedentes iniciales, la Oficina Local de la Niñez ponderará si hay mérito para la adopción de una medida de protección administrativa. Si del análisis se aprecia que no hay mérito para dictar alguna medida, emitirá la decisión respectiva que deberá ser fundada y decretará el cierre del caso.


5.- En el curso del procedimiento, el niño, niña o adolescente cuya situación sea o pueda ser afectada por la decisión del órgano administrativo, tiene el derecho de intervenir, en cualquier estado y grado del proceso, designar abogado o requerir de asistencia jurídica gratuita y expresar su opinión y deseos. Se deberá garantizar el ejercicio de este derecho, propiciando que los niños, niñas o adolescentes expresen su opinión sobre el asunto que les concierne, en un ambiente adecuado. A estos efectos, el niño, niña o adolescente podrá hacerse acompañar de una persona de su confianza.


6.- Una vez determinado el diagnóstico y la eventual medida a adoptar, se suscribirá un acuerdo mediante acta escrita entre los intervinientes y el Estado, representado por la Oficina Local de la Niñez, donde se plasmarán todos los compromisos que sean pertinentes para superar la amenaza o vulneración de derechos. El acuerdo es un compromiso suscrito voluntariamente, en el que se deberá individualizar a los interesados, las acciones comprometidas, los actores involucrados en la prestación de servicios de protección, la debida supervisión del caso, la duración de la intervención y los objetivos que sea necesario alcanzar.


7.- Iniciado el procedimiento para aplicar una medida de protección, se citará a los interesados a un día y hora determinados, en el más breve plazo, para que asistan a la sesión a fin de resolver sobre el caso. Además, se establecerán, de ser ello requerido, las acciones de diagnóstico biopsicosocial y recopilación de antecedentes que considere necesarios, para lo cual se dispondrá del conjunto de programas de la oferta. En el proceso de evaluación se determinará el diagnóstico y demás acciones para verificar la existencia de la amenaza o vulneración de derechos.


Los intervinientes podrán exponer por escrito u oralmente lo que estimen pertinente, antes de la sesión o en la misma instancia, acompañando todos los antecedentes que sean necesarios en apoyo de sus argumentos. La sesión se efectuará con quienes asistan, aun cuando las personas interesadas debidamente notificadas no hayan concurrido o hecho valer sus alegaciones y antecedentes. Las decisiones que se adopten se notificarán por el medio más idóneo, que permita dejar constancia de las mismas.


De no asistir los citados a la sesión o fracasada la instancia de búsqueda de acuerdos y compromisos concretos para la superación de la superación de amenaza o vulneración, la Oficina Local de la Niñez adoptará una medida de protección administrativa.


8.- La medida de protección administrativa deberá adoptarse en el plazo máximo de treinta días de iniciado el procedimiento.


9.- Toda medida de protección administrativa deberá ser revisada a lo menos cada tres meses, adoptándose las acciones necesarias para su modificación, mantención o cese.


10.- Cuando el procedimiento se haya iniciado a petición de persona interesada, el desistimiento de la acción no paralizará el curso del proceso si, a juicio de la Oficina Local de la Niñez, existen indicios o razones suficientes de la existencia de una amenaza o vulneración de derechos para continuar de oficio.


11.- En los casos en los que los padres, madres, personas responsables de su cuidado o cualquier otra persona impidan la ejecución de la o las medidas, las incumplan de modo grave, o las contravengan reiterada e injustificadamente, la Oficina Local de la Niñez comunicará los hechos al tribunal de familia competente. El tribunal podrá ordenar los apremios pertinentes para su cumplimiento forzado, devolviendo el caso a la Oficina Local de la Niñez o, en su caso, de estimar que procede alguna de las medidas de protección de su exclusiva competencia, retendrá el asunto e iniciará un procedimiento de adopción de medidas de protección, notificando la decisión a la Oficina Local de la Niñez.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0. Con excepción del encabezado del inciso primero, aprobado 5x0; del número 5, aprobado 2x1; y de los números 8, 9 y 11, aprobados 5x0).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 75, NUEVO


--- Agregar el siguiente artículo 75, nuevo:


“Artículo 75.- Revisión de medidas. Toda medida de protección administrativa deberá ser revisada, a lo menos, cada tres meses, adoptándose las acciones necesarias para su modificación, mantención o cese. Dentro de los objetivos de la revisión, la unidad respectiva deberá ejecutar las siguientes acciones:


a) Revisión y seguimiento de las condiciones que motivaron el plan y las medidas.


b) Ejecución y coordinación de instancias de gestión de redes y casos.


c) Actualización y modificación del plan de intervención de acuerdo a la variación de la situación del caso.


d) Egreso y seguimiento.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0, con excepción del término “tres meses”, aprobado 5x0).
- - - - - - - - -
ARTÍCULO 76, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 76, nuevo:


“Artículo 76.- Acción de reclamación por ilegalidad. Todo niño, niña o adolescente, o cualquier otra persona que haya intervenido en el procedimiento de protección administrativa, podrá recurrir ante el tribunal con competencia en materia de familia que corresponda al domicilio de la recurrida, en contra de actos ilegales o arbitrarios de la Oficina Local de la Niñez ocurridos en el proceso de protección administrativa; o en contra de la resolución que ordenó la medida de protección, cuando no se hayan observado las reglas esenciales para su adopción; o cuando la misma se haya adoptado fuera de los casos de amenaza de derechos que la hacen procedente; cuando haya sido dictada por una Oficina incompetente; cuando su dictación se realizó con infracción de los derechos que a los niños, niñas o adolescentes corresponden en el proceso; o contraviniendo las normas de procedimiento establecidas para su adopción, de conformidad con lo dispuesto en el Título III de la presente ley.


El recurso deberá ser interpuesto dentro del plazo de cinco días hábiles, contados desde la ocurrencia del hecho ilegal o arbitrario, o desde la notificación de la adopción de la medida, y será resuelto por el tribunal en forma incidental conforme a lo dispuesto en el artículo 26 de la ley Nº 19.968, pudiendo citar a audiencia para recibir más antecedentes si lo estima necesario. El tribunal podrá decretar orden de no innovar y dictar medidas urgentes en protección de los afectados. En contra de la resolución que resuelve la reclamación de ilegalidad, procederá el recurso de apelación señalado en el artículo 67 Nº 2) de la ley Nº 19.968.


En los casos en los que la ilegalidad o arbitrariedad cause perturbación, amenaza o vulneración de los derechos a la vida, integridad física y psíquica, u otro derecho fundamental de los niños, niñas y adolescentes, la acción también podrá ser interpuesta por cualquier persona en su nombre e interés, y el plazo para su interposición se extenderá a diez días corridos contados desde la ocurrencia de los hechos. Lo anterior, sin perjuicio de los demás derechos y acciones procedentes de conformidad con la ley.”.

(Artículo 121, inciso final, aprobado 5x0 inciso primero, y 3x2 incisos segundo y tercero).

- - - - - - - - -
TÍTULO IV 

INSTITUCIONALIDAD

PARRAFO 1°

Epígrafe


--- Eliminar el Epígrafe del Párrafo 1° del Título IV.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

- - - - - - - - -

ARTÍCULO 77, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 77, nuevo:


“Articulo 77.- Institucionalidad del Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia. El Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia estará conformado, entre otras, por las siguientes instituciones:


a. Ministerio de Desarrollo Social y Familia: velará por los derechos de los niños, niñas y adolescentes, con el fin de promover y proteger su ejercicio, de conformidad con el inciso tercero del artículo 1° de la ley N° 20.530.


b. Comité Interministerial de Desarrollo Social, Familia y Niñez: dará los lineamientos generales a la Comisión Coordinadora de Protección Nacional, la que, a su vez, instruirá a las Comisiones Coordinadoras de Protección Regionales al respecto.


c. Subsecretaría de la Niñez: deberá, dentro de sus funciones, colaborar con la administración, coordinación y supervisión de los sistemas o subsistemas de gestión intersectorial que tengan por objetivo procurar la prevención de la vulneración de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y su protección integral, de conformidad a los artículos 3° bis y 6° bis de la ley N° 20.530, así como la supervigilancia y fiscalización del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia de conformidad con la ley que crea dicho Servicio.


d. Defensoría de los Derechos de la Niñez: tiene por objeto la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños, niñas y adolescentes, de conformidad al artículo 2° de la ley N° 21.067.


e. Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia: tiene por objeto la provisión de oferta de protección especializada de niños, niñas y adolescentes gravemente vulnerados en sus derechos, conforme a lo establecido en la ley que crea dicho Servicio.


f. Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil: es la entidad especializada responsable de administrar y ejecutar las medidas y sanciones contempladas por la ley N° 20.084, mediante el desarrollo de programas que contribuyan a la modificación de la conducta delictiva y la integración social de los jóvenes sujetos de su atención y la implementación de políticas de carácter intersectorial en la materia, respetando los derechos humanos de los jóvenes, reconocidos en la legislación nacional, la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes.


g. Oficinas Locales de la Niñez: serán las encargadas a nivel territorial de la protección administrativa de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, en los términos establecidos en el Título III de la presente ley.


h. Consejo de la Sociedad Civil de la Niñez: asesorará en materias de niñez y adolescencia a la Subsecretaría de la Niñez.


i. Consejo Consultivo Nacional de niños, niñas y adolescentes: estará compuesto por representantes de los Consejos Consultivos Comunales de niños, niñas y adolescentes que deberán mantener en funcionamiento las Oficinas Locales de la Niñez, en los términos establecidos en la letra b) del artículo 68.”.

(Indicación N° 233.a, aprobada con modificaciones 4x0).
- - - - - - - - -

ARTÍCULO 78, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 78, nuevo:


“Artículo 78.- Consejo Consultivo Nacional de Niños, Niñas y Adolescentes. El Ministerio de Desarrollo Social y Familia deberá contar con un Consejo Consultivo Nacional de Niños, Niñas y Adolescentes, que tendrá como objetivo hacer efectiva la participación de los niños, niñas y adolescentes en relación a las políticas, proyectos y programas que puedan afectarles en los ámbitos establecidos en esta ley. 


Este Consejo deberá reunirse al menos tres veces al año, y estará compuesto por diez miembros representantes de los Consejos Consultivos Comunales establecidos en las Oficinas Locales de la Niñez. Estos miembros deberán ser elegidos por votación de sus pares y durarán tres años en su cargo, o hasta que cumplan los 18 años de edad.


Un reglamento emitido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia establecerá la forma de funcionamiento del Consejo.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).
- - - - - - - - -
ARTÍCULO 79, NUEVO


--- Agregar el siguiente artículo 79, nuevo:


“Artículo 79.- De los demás órganos del Estado. Aquellos órganos del Estado que ejecuten acciones de protección, promoción, prevención, restitución o reparación de los derechos de los niños, niñas y adolescentes deberán, en el ámbito de sus competencias, adoptar las medidas que sean necesarias para resguardar, o en su caso, restablecer de manera oportuna y eficaz los derechos de los niños, niñas y adolescentes.”.

(Indicación N° 233.a, aprobada con modificaciones 3x0).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 80, NUEVO


--- Agregar el siguiente artículo 80, nuevo:


“Artículo 80.- Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones. En el ejercicio de sus competencias y funciones, los funcionarios de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones deberán tener especial consideración en el resguardo de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, y su relación con ellos.


Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, deberán contar con personal debidamente formado en el trato con niños, niñas y adolescentes en los derechos que les corresponden, así como en la normativa que les es aplicable. De igual forma, el sistema de formación de estas instituciones deberá incluir capacitaciones periódicas sobre estas materias, dirigidas a todo funcionario que tenga interacción o trato directo con niños, niñas y adolescentes en el ejercicio de sus funciones. 


En todo procedimiento en el que se vea involucrado un niño, niña o adolescente, las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública deberán respetar y proteger sus derechos, dando cumplimiento a los protocolos y manuales de acción e instrucciones generales establecidos para tales efectos.


Los deberes de información que deben realizar las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, en el marco de sus competencias, deberán cumplirse en la manera que el niño, niña o adolescente entienda adecuadamente aquello que se le está informando, especialmente en aquellos casos en que aquél hable un lenguaje diferente al español.”.

(Indicación N° 233.a, aprobada con modificaciones 3x0).

- - - - - - - - -

TÍTULO V

Epígrafe


--- Sustituirlo por el siguiente:

“De la Política Nacional de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción”

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

- - - - - - - - -

ARTÍCULO 81, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 81, nuevo:


“Artículo 81.- Política Nacional de la Niñez y Adolescencia. La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia establecerá los objetivos generales, fines, directrices y lineamientos en materia de protección, garantía y promoción integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes dictadas conforme a ellos.


La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia deberá propender a la creación de las condiciones político institucionales que garanticen el ejercicio efectivo de los derechos de la niñez y adolescencia, fortaleciendo la gestión pública, así como el seguimiento, monitoreo, evaluación y la rendición de cuentas. Asimismo, se orientará a fortalecer la calidad de los programas, de los servicios y las prestaciones de las políticas sociales generales y especializadas, y a potenciar la participación y colaboración con la sociedad civil en sus objetivos.”.

(Indicación N° 238, aprobada con modificaciones 3x0).
- - - - - - - - -
ARTÍCULO 82, NUEVO


--- Considerar a la norma del artículo 41 en el siguiente artículo 82, nuevo, con las enmiendas que se pasan a describir:

Inciso primero


--- Sustituir la expresión “política nacional de la niñez”, por el vocablo “Política Nacional de la Niñez y Adolescencia”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).


--- Agregar, luego de la expresión “contener, a lo menos”, la frase “un diagnóstico de la situación de la niñez y adolescencia en el país,”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).

Inciso segundo


--- Reemplazar la expresión “política nacional de la niñez”, por el vocablo “Política Nacional de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0, en lo referente al término “Política Nacional de la Niñez y Adolescencia”, y 5x0 en lo relativo al término “y su Plan de Acción”).


--- Sustituir la expresión “propenderá a”, por el término “asegurarán”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).


--- Reemplazar la palabra “Garantías” por la voz “Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia”.

(Indicación N° 239.a, aprobada con modificaciones 3x0).

Letra a)


--- Sustituir la expresión “promoviendo”, por el término “garantizando”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).


--- Reemplazar el término “niños”, por la expresión “niños, niñas y adolescentes”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).

Letra b)


--- Sustituir la expresión “propendiendo a”, por el término “cumpliendo con”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).


--- Intercalar, entre los términos “acción” e “y evitando la interferencia de funciones”, la locución “, la eficiencia debida”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

Letra c)


--- Eliminar el vocablo “Progresivo e”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).


--- Reemplazar la frase “considerando el desarrollo de la niñez”, por la siguiente: “abordando las necesidades de los niños, niñas y adolescentes en las diferentes etapas de su desarrollo progresivo”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).


--- Suprimir la siguiente frase: “y atendiendo al ejercicio de los derechos en un marco de protección que incluya a las familias, la comunidad, la sociedad civil y, particularmente, a los órganos del Estado”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

- - - - - - - - -

Letra d), nueva


“d) Sistémico, considerando la protección de los derechos en un marco conjunto e interrelacionado que incluya a los niños, niñas y adolescentes, a sus padres y/o madres, a las familias, la comunidad, la sociedad civil y a los órganos del Estado, con vistas a una mayor eficacia en la acción.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

(Expresión “padres y/o madres”, aprobada 3x2).

- - - - - - - - -

Letra d)


--- Pasó a ser letra e), sustituyendo el término “niños”, por la expresión “niños, niñas y adolescentes”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0. Consignar a la presente letra como letra e), aprobado 5x0).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 83, NUEVO


--- Considerar a la norma del artículo 43 en el siguiente artículo 83, nuevo, con las enmiendas que se pasan a describir:

- - - - - - - - -

Letra a), nueva


--- Incorporar la siguiente letra a), nueva:


“a) Los derechos y garantías de la niñez y la adolescencia que se abordarán.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).
- - - - - - - - -

Letras a), b), c), d), e) y f)


--- Pasaron a ser letras b), c), d), e), f) y g), respectivamente, sin enmiendas.

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 84, NUEVO


--- Considerar a la norma del artículo 44 en el siguiente artículo 84, nuevo, con las enmiendas que se pasan a describir.

Inciso primero


--- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 84.- Procedimiento de formulación y aprobación. La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción serán elaborados a través de un proceso interministerial, coordinado por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia, en el que se deberá considerar la participación del Consejo Nacional de niños, niñas y adolescentes, la Defensoría de los Derechos de la Niñez, las Oficinas Locales de la Niñez, el Consejo de la Sociedad Civil de la Niñez, expertos y organizaciones de la sociedad civil, en particular aquellas organizaciones sin fines de lucro que trabajen con la niñez y adolescencia.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0, y expresión “del Consejo Nacional de niños, niñas y adolescentes”, aprobado 5x0).
Inciso segundo


--- Reemplazar, las dos veces que sale mencionada, la expresión “política nacional de la niñez”, por el vocablo “Política Nacional de la Niñez y Adolescencia”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).

--- Sustituir el término “diez”, por la expresión “nueve”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).

--- Reemplazar la expresión “revisada”, por el término “revisada y evaluada”.

(Indicación N° 245, aprobada 3x0).


--- Sustituir el término “cinco”, por la expresión “tres”.

(Indicación N° 246, aprobada 3x0).


--- Agregar, luego del vocablo “Ministerio de Desarrollo Social”, la expresión “y Familia”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).

--- Sustituir la locución “Comité Interministerial de Desarrollo Social de la Niñez”, por el término “Comité Interministerial de Desarrollo Social, Familias y Niñez”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).

--- Reemplazar el vocablo “secretarios de Estado”, por la expresión “Ministros”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x0).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 85, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 85, nuevo:


“Artículo 85.- Evaluación y Monitoreo. La Subsecretaría de la Niñez será la encargada de llevar a cabo una evaluación y monitoreo anual de la Política Nacional de Niñez y Adolescencia y el Plan de Acción respectivo.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).
- - - - - - - - -
TÍTULO VI, NUEVO


--- Incorporar el siguiente Título VI, nuevo, cuyo epígrafe es del siguiente tenor:

“Título VI

Modificaciones a otras leyes”

(Indicación N° 246 bis, aprobada 4x0).

- - - - - - - - -

ARTÍCULO 86, NUEVO


--- Agregar el siguiente artículo 86, nuevo:


“Artículo 86.- Modificación a la ley orgánica constitucional de Municipalidades. Agrégase la siguiente letra m), nueva, al artículo 4 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades:


“m) La promoción de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, la prevención de vulneraciones de derechos y la protección general de los mismos.”.”.

(Indicación N° 246 bis, aprobada 4x0).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 87, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 87, nuevo:

“Artículo 87.- Modificaciones a la ley N° 20.379, que crea el sistema intersectorial de protección social e institucionaliza el subsistema de protección integral a la infancia “Chile Crece Contigo”. 


1. Reemplázase, en el primer inciso del artículo 9, la frase “hasta su ingreso al sistema escolar, en el primer nivel de transición o su equivalente”, por la siguiente: “hasta que cumplan los 18 años de edad”. 


2. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 9, la frase “hasta el primer ciclo de enseñanza básica”, por la siguiente: “hasta que cumplan los 18 años de edad”.


3. Agrégase un inciso final, nuevo, al artículo 9, del siguiente tenor: 

“El Subsistema tendrá dentro de sus beneficiarios a los niños, niñas y adolescentes, cuyo adulto significativo se encuentre privado de libertad. También serán beneficiarios los cuidadores de aquellos niños, niñas y adolescentes.”.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

- - - - - - - - -

ARTÍCULO 88, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 88, nuevo:


“Artículo 88.- Modificaciones a la ley N° 20.595, que crea el ingreso ético familiar que establece bonos y transferencias condicionadas para las familias de pobreza extrema y crea el subsidio al empleo de la mujer. 


1. Agrégase, en la letra b) de su artículo 4°, antes del punto y coma, lo siguiente: “mayores de edad. Los niños, niñas y adolescente en situación de calle estarán a cargo del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia”.


2. Eliminase la letra c) de su artículo 4°.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 89, NUEVO


--- Agregar el siguiente artículo 89, nuevo:


“Artículo 89.- Modificación a la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social y Familia.


Reemplázase en el inciso tercero de su artículo 1°, la frase: “el Sistema de Garantías de Derechos de la Niñez”, por la siguiente: “el Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia”.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO 90, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo 90, nuevo:


“Artículo 90.- Modificaciones a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia. Efectúanse las siguientes adecuaciones a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia:


1.- En el inciso final del artículo 18, sustitúyase la expresión “en el Título IV”, por la frase “en los párrafos 3° y 4° del Título IV”.


2.- Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo, en el artículo 18:


“Tratándose de los procedimientos señalados en los párrafos 1º y 2° del Título IV de esta ley, la intervención del abogado del niño, niña o adolescente será obligatoria y su omisión se sancionará con la nulidad de todo lo obrado.”.


3.- En el inciso primero del artículo 68, intercálese, entre las palabras “ley” y “, tendientes”, la frase “que crea el Sistema Integral de Protección y Garantías de los Derechos de la Niñez y Adolescencia”.


4.- Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser inciso tercero:


“Por amenaza o vulneración de derechos, para efectos de la presente ley, deberá estarse a las definiciones contenidas en los artículos 58 y 59 de la Ley que crea el Sistema Integral de Protección y Garantías de los Derechos de la Niñez y Adolescencia”.


5.- En el inciso segundo del artículo 68, que pasa a ser tercero, después del punto final, que pasa a ser punto seguido, agrégase la siguiente oración:


“La medida se adoptará por el menor tiempo posible, procurará que se cumpla cerca del lugar de residencia del niño, niña o adolescente, no separar a los hermanos y privilegiará el acogimiento y reunificación familiar antes que el residencial.”.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x1 abstención).

- - - - - - - - -
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ARTÍCULOS PRIMERO Y SEGUNDO TRANSITORIO


--- Sustituirlos por el siguiente:


“Artículo primero transitorio.- La presente ley entrará en vigencia desde la fecha de su publicación.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las Oficinas Locales de la Niñez reguladas en el Título III de la presente ley, se implementarán de manera progresiva en el territorio nacional, a partir de la transformación de las Oficinas de Protección de Derechos, reguladas en la ley N° 20.032, y de conformidad a los resultados en los procesos de evaluación que se realicen respecto de su proceso de instalación. La implementación de todas las Oficinas Locales de la Niñez deberá realizarse dentro de los cinco años contados desde la fecha de publicación de la presente ley. 


La evaluación a la que hace mención el inciso segundo, será realizada por parte de una entidad externa a los organismos del Estado que ejecuten las acciones y prestaciones que ofrecen, de conformidad a las instrucciones que para estos efectos imparta el Ministerio de Desarrollo Social y Familia, conjuntamente con la Dirección de Presupuestos.”.

(Indicación N° 247.a.a, aprobada con modificaciones 4x0).
- - - - - - - - -
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo segundo transitorio, nuevo:


“Artículo segundo transitorio.- La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción deberá adecuarse a los principios, objetivos, deberes, derechos y garantías establecidos en la presente ley dentro del plazo de dos años contado desde la publicación de esta ley, aun cuando su plazo de vigencia no haya concluido.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0).

- - - - - - - - -
ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO, NUEVO


--- Agregar el siguiente artículo tercero transitorio, nuevo:


“Artículo tercero transitorio.- Los reglamentos a los que se refiere la presente ley se dictarán dentro del plazo de seis meses contados desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, con excepción del referido en la letra g) del artículo 68, que conforme a dicha disposición debe dictarse dentro del plazo de un año.”.

(Indicación N° 250, aprobada con modificaciones 5x0).
- - - - - - - - -
ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO, NUEVO


--- Agregar el siguiente artículo cuarto transitorio, nuevo:


“Artículo cuarto transitorio.- Dentro del plazo de 18 meses contados desde la publicación de esta ley, el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional un proyecto de ley para adecuar las normas de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, considerando las adecuaciones que surjan para la aplicación de esta ley.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 4x0).
- - - - - - - - -
ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO, NUEVO


--- Incorporar el siguiente artículo quinto transitorio, nuevo:


“Artículo quinto transitorio.- En el plazo de seis meses contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial, el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional un proyecto de ley con el objeto de concordar y armonizar la Ley N° 20.032 y la Ley que crea el Servicio de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia con la presente ley, en todas las materias necesarias, a excepción de las relativas al régimen de subvenciones.”.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, aprobado 3x2).
- - - - - - - - -

Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes, queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:

Proyecto de ley de garantías y protección integral de los derechos de la niñez y adolescencia
“Título I

Normas Generales

Párrafo 1°

Objetivos

Artículo 1.- Objeto de la ley. Esta ley tiene por objeto la garantía y protección integral, el ejercicio efectivo y el goce pleno de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, en especial, de los derechos humanos que les son reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.


Créase el Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia, que estará integrado por el conjunto de políticas, instituciones y normas destinadas a respetar, promover y proteger el desarrollo físico, mental, espiritual, moral, cultural y social de los niños, niñas y adolescentes, hasta el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado.


Formarán parte de este Sistema, entre otros, los Tribunales de Justicia, el Congreso Nacional, los órganos de la Administración del Estado, la Defensoría de los Derechos de la Niñez y las instituciones señaladas en el Título IV de la presente ley que, en el ámbito de sus competencias, deban ejecutar acciones de protección, promoción, prevención, restitución o reparación para el acceso, ejercicio y goce efectivo de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


Para los efectos de esta ley, se entenderá por niño o niña a todo ser humano hasta los 14 años de edad, y por adolescente a los mayores de 14 y menores de 18 años de edad. En caso de que exista duda sobre si un niño, niña o adolescente es o no menor de 18 años de edad, y siempre que vaya en beneficio de sus derechos, se presumirá que lo es.


Artículo 2.- Principales obligados por esta ley. Es deber de la familia, de los órganos del Estado y de la sociedad, respetar, promover y proteger los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

La familia, como grupo fundamental de la sociedad y medio natural para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, en especial de los niños, niñas y adolescentes, debe recibir la protección y asistencia necesarias para poder asumir plenamente sus responsabilidades dentro de la sociedad.


El derecho y deber de crianza, cuidado, formación, asistencia, protección, desarrollo, orientación y educación de los niños, niñas y adolescentes corresponde preferentemente a sus padres y/o madres, quienes ejercerán este derecho y deber impartiéndoles dirección y orientación apropiadas para el ejercicio de sus derechos, en consonancia con la evolución de sus facultades.


Toda persona, institución o grupo debe respetar y facilitar el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Especialmente, las organizaciones de la sociedad civil que lleven a cabo funciones relacionadas con el desarrollo de los niños, niñas y adolescentes deben respetar, promover y velar activamente por sus derechos, reciban o no financiamiento del Estado, debiendo respetar siempre el interés superior del niño, niña o adolescente.


Corresponde a los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, garantizar el pleno goce y ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. En particular:


a) Garantizar, en condiciones de igualdad, el libre y pleno goce y ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, para lo cual adoptarán las políticas, planes y acciones necesarias para esos fines.


b) Tratándose de los derechos económicos, sociales y culturales, garantizarlos, además, hasta el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado.


c) Proveer programas, asistencia y apoyo integral y adecuado a los padres y/o madres y a las familias en el ejercicio de sus responsabilidades, derechos, deberes y roles respecto de los niños, niñas y adolescentes.

d) Crear e impulsar canales de participación social de niños, niñas y adolescentes.

e) Facilitar y promover la participación de la sociedad civil y sus organizaciones en el cumplimiento de los objetivos de esta ley.


f) Asegurar la vigencia efectiva de los derechos cuyo ejercicio se haya visto privado o limitado por la falta o insuficiencia del desarrollo de los derechos y deberes que competen a los padres y/o madres, las familias, los representantes legales o quienes los tengan a su cuidado y/o los órganos del Estado.

g) Dar prioridad a los niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos, sin discriminación arbitraria alguna, en el acceso y uso a todo servicio, prestación y recursos de toda naturaleza, sean públicos o privados, necesarios para su completa protección, reparación y restitución, en las debidas condiciones de seguridad y dignidad. El Estado tomará las medidas pertinentes, en caso de ser necesario, para el acceso y uso de recursos particulares y comunitarios, nacionales o convenidos en el extranjero.

h) Crear, ejecutar y destinar recursos suficientes para entregar una protección especializada destinada al restablecimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes cuyos derechos hayan sido vulnerados.

i) Contribuir a generar las condiciones sociales para que los padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tuvieran legalmente a su cuidado, desempeñen de la mejor manera posible sus funciones en lo que respecta a la educación y crianza del niño, niña o adolescente.

Esta ley establecerá el marco para que el Estado adopte todas las medidas administrativas, legislativas o de otro carácter, para la defensa y protección, particular y reforzada de los derechos de los niños, niñas y adolescentes provenientes de grupos sociales o específicos, tales como migrantes, pertenecientes a comunidades indígenas o que se encuentren en situación de vulnerabilidad económica, garantizando su pleno desarrollo y respeto a las garantías especiales que les otorgan la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño, los demás tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes.

La omisión en la observancia de los deberes que por esta ley corresponden a los órganos del Estado habilita a toda persona a interponer las acciones administrativas y judiciales a fin de restaurar el ejercicio y goce de tales derechos, a través de los recursos y procedimientos más breves, sencillos, expeditos y eficaces que se encuentren actualmente vigentes por amenaza o vulneración de derechos fundamentales o que sean especialmente establecidos por una ley que no podrá desmejorar las garantías existentes en el momento de su regulación. Lo anterior, sin perjuicio de la acción de tutela administrativa de derechos establecida en el artículo 62 de la presente ley.

Artículo 3.- Reglas especiales de interpretación. En la interpretación de las leyes y normas reglamentarias referidas a la garantía, restablecimiento, promoción, prevención participación o protección de los derechos del niño, niña o adolescente se deberá atender especialmente a los derechos y principios contenidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en esta ley.


Dicha interpretación deberá fundarse primordialmente en el principio de la aplicación más favorable a la vigencia efectiva del derecho conforme al interés superior del niño, niña o adolescente y se aplicará de forma prevaleciente y sistemática. 


Aquellas limitaciones de derechos que sean el resultado de una decisión de un órgano del Estado deben ser excepcionales, aplicarse por el menor tiempo posible y tener una duración determinada; sólo podrán tener lugar cuando estén previstas en la ley y sean estrictamente necesarias y proporcionales en relación con los derechos que pretenden proteger.


Se prohíben las interpretaciones que afecten la esencia de los niños, niñas y adolescentes.

Artículo 4.- Aplicación de la ley. Los derechos y garantías de los niños, niñas y adolescentes son universales. Esta ley se aplicará a todo niño, niña o adolescente que se encuentre bajo la jurisdicción del Estado de Chile.

Artículo 5.- Obligaciones del Estado. Los órganos de la Administración del Estado cumplirán con las obligaciones que esta ley establece, dentro del marco de sus competencias legales, asegurando el goce y ejercicio de los derechos, mediante una aplicación eficaz, eficiente y equitativa de los recursos públicos, los que empleará hasta el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado, tratándose de los derechos económicos, sociales y culturales.

Título II

Principios, Derechos y Garantías

Párrafo 1°

De los principios


Artículo 6.- Sujetos de derecho. Los niños, niñas y adolescentes son sujetos de derecho. Todo niño, niña o adolescente es titular y goza plenamente de los derechos reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.


Artículo 7.- Interés superior del niño, niña o adolescente. El interés superior del niño, niña y adolescente es un derecho, un principio y una norma de procedimiento, que se basa en una evaluación de todos los elementos del interés de uno o varios niños en una situación concreta.


Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a que en la toma de decisiones sobre cuestiones que le afecten, se considere primordialmente su interés superior, entendido como la máxima satisfacción posible de los principios, derechos y garantías reconocidos en virtud del artículo 1 de la presente ley, cuando se evalúen y sopesen los distintos intereses involucrados en el asunto, sea que la decisión deban tomarla autoridades legislativas, judiciales o administrativas, organizaciones de la sociedad civil, instituciones privadas, padres y/o madres, representantes legales o personas que los tengan legalmente a su cuidado.


Conforme a este principio, ante distintas interpretaciones, siempre se elegirá aquella que satisfaga de manera más efectiva el interés superior del niño, niña o adolescente.


En el procedimiento para la evaluación y determinación de este interés, se deberán cumplir con las garantías procesales de objetividad, motivación y justificación de la decisión. En la justificación, se deberán indicar los elementos objetivos que se han considerado pertinentes, el contenido de estos en el caso concreto, su ponderación, cómo se relaciona la decisión con la opinión del niño, niña o adolescente y las consideraciones que prevalecieron al interés superior del niño, niña o adolescente, en el caso que ello haya ocurrido.


Para su determinación, se deberán considerar, conjuntamente, los siguientes elementos:


a) Los derechos actuales o futuros del niño, niña o adolescente que deban ser respetados, promovidos o protegidos por la decisión de la autoridad.


b) El carácter indivisible e interdependiente de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


c) La opinión que el niño, niña o adolescente exprese, cuando ello sea posible conforme a su edad, grado de desarrollo, madurez y/o su estado afectivo si no pudiere o no quisiere manifestarla.


d) La opinión de los padres y/o madres, representantes legales o de quien lo tuviere legalmente a su cuidado, salvo que sea improcedente.


e) El bienestar físico, mental, espiritual, moral, cultural y social del niño, niña o adolescente.


f) La identidad del niño, niña o adolescente y las necesidades que de ella se derivan, sean estas físicas, emocionales, sociales, culturales o de origen étnico.


g) La autonomía progresiva del niño, niña o adolescente y su grado de desarrollo.


h) Cualquier situación de especial desventaja en la que se encuentre el niño, niña o adolescente que haga necesaria una protección reforzada para el goce y ejercicio efectivos de sus derechos.


i) La necesidad de estabilidad de las soluciones que se adopten, para promover la efectiva integración y desarrollo del niño, niña o adolescente, considerando su entorno de vida.


j) Otras circunstancias que resulten pertinentes en el caso concreto que se conoce, tales como los efectos probables que la decisión pueda causar en su desarrollo futuro.


De concurrir cualquier otro interés legítimo junto al interés superior del niño, niña o adolescente, deberán priorizarse las medidas que, respondiendo a este interés superior, respeten también los otros intereses. En caso de que no puedan armonizarse todos los intereses legítimos concurrentes, deberá primar el interés superior del niño, niña o adolescente sobre los demás.


Los factores enumerados anteriormente deben ser valorados conjuntamente antes de determinar una medida de protección, conforme a los principios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, de forma que la medida que se adopte en el interés superior del niño, niña o adolescente no restrinja o limite más derechos que los que ampara.


Artículo 8.- Igualdad y no discriminación arbitraria. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la igualdad en el goce, ejercicio y protección de sus derechos, sin discriminación arbitraria, en conformidad con la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño y otros tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes y la ley.


Ningún niño, niña o adolescente podrá ser discriminado en forma arbitraria en razón de su raza, etnia, nacionalidad, cultura, estatus migratorio, carácter de refugiado o asilado, idioma, opinión política o ideología, afiliación o asociación, religión o creencia, situación de discapacidad o socioeconómica, de maternidad o paternidad, nacimiento, sexo, orientación sexual, identidad de género, expresión de género, características sexuales, estado civil, edad, filiación, apariencia personal, diferencias que el niño, niña o adolescente tenga o haya tenido a causa de su desarrollo intrauterino, salud, estar o haber sido imputado, acusado o condenado por aplicación de la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, o en razón de cualquier otra condición, actividad o estatus suyo o de sus padres y/o madres, familia, representantes legales o de quienes lo tengan legalmente a su cuidado.


Es deber de los órganos del Estado reconocer y proteger los derechos de los niños, niñas y adolescentes en condiciones de igualdad y velar por su efectividad. En particular, es deber de los referidos órganos, dentro del ámbito de sus competencias, hasta el máximo de los recursos de los que pueda disponer el Estado, y de conformidad con lo dispuesto en el plan de acción establecido en el Título V, adoptar medidas concretas para:


a) Identificar a aquellos niños, niñas o adolescentes o grupos de niños, niñas y adolescentes que requieran la adopción de medidas reforzadas para la reducción o eliminación de las causas que llevan a su discriminación arbitraria.


b) Eliminar las causas que llevan a la discriminación arbitraria de un niño, niña o adolescente o grupo de niños, niñas o adolescentes.


c) Contribuir a la adecuación del entorno físico y social, a las necesidades específicas de aquellos niños, niñas y adolescentes o grupos de niños, niñas o adolescentes que sean o puedan ser objeto de discriminación arbitraria.


Artículo 9.- Fortalecimiento del rol protector de la familia. La familia es el núcleo fundamental de la sociedad y la primera encargada de brindar protección a los niños, niñas y adolescentes, de su cuidado y su educación. Es deber del Estado dar protección a la familia y propender a su fortalecimiento, de manera de otorgarle a los padres y/o madres y cuidadores las herramientas necesarias para el ejercicio de su función.


El ejercicio de los derechos establecidos en el presente Título II deberá considerar el derecho preferente y el deber de los padres y/o madres de educar a sus hijos, según lo establece la Constitución Política de la República.

Artículo 10.- Derecho y deber preferente de los padres y/o madres a educar y cuidar a sus hijos. Los padres y/o madres tienen el derecho preferente de educar, cuidar, proteger y guiar a sus hijos, y el deber de hacerlo permanentemente, de modo activo y equitativo, sea que vivan o no en el mismo hogar con sus hijos. 


En razón de lo señalado en el inciso precedente, los niños, niñas y adolescentes tienen el derecho a ser cuidados, protegidos, formados, educados y asistidos en todas las etapas de su desarrollo preferentemente por sus padres y/o madres, sus representantes legales o quienes los tengan legalmente a su cuidado, y tienen derecho a ser guiados y orientados por aquéllos en el ejercicio de los derechos reconocidos en esta ley.


Todo lo anterior, siempre atendiendo al interés superior del niño, niña o adolescente.


Es deber del Estado, especialmente, respetar, promover y proteger el ejercicio de este derecho, así como el cumplimiento de los deberes paternos y/o maternos.


Artículo 11.- Autonomía progresiva. Todo niño, niña y adolescente, de conformidad al Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia, podrá ejercer sus derechos en consonancia con la evolución de sus facultades, atendiendo a su edad, madurez y grado de desarrollo que manifieste, salvo que la ley limite este ejercicio, tratándose de derechos fundamentales, en cuyo caso las limitaciones deben interpretarse siempre de modo restrictivo.


Durante su proceso de crecimiento los niños, niñas y adolescentes van desarrollando nuevas capacidades y profundizando otras que les permiten, progresivamente, requerir menor dirección y orientación por parte de los padres y/o madres, representantes legales o las personas que los tengan legalmente a su cuidado, junto con un aumento paulatino de su capacidad de responsabilización y toma de decisión respecto de aspectos que afectan su vida. El desarrollo y profundización de capacidades que favorecen la autonomía de los niños, niñas y adolescentes se ve afectado, no sólo por la edad, sino también por aspectos culturales y por las experiencias individuales y colectivas que configuran su trayectoria de vida.


Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a ser protagonistas activos de sus vidas, y para ello requieren experimentar el balance permanente entre la autonomía para el ejercicio de sus derechos y la necesidad simultánea de recibir protección. Los padres y/o madres, representantes legales o las personas que los tengan legalmente a su cuidado, deberán prestarles orientación y dirección en el ejercicio de sus derechos. Es deber del Estado respetar, promover y proteger el ejercicio de este derecho.


Con el objeto de pedir información, asesoramiento, orientación o asistencia, pueden dirigirse personalmente, siempre atendiendo a su edad y estado de madurez, a los órganos de la Administración del Estado, a las Oficinas Locales de la Niñez, al Ministerio Público o a la Defensoría de los Derechos de la Niñez.

Artículo 12.- Efectividad de los derechos. Es deber del Estado adoptar todas las medidas administrativas, legislativas y de cualquier otra índole, necesarias para dar efectividad a los derechos que le son reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.


Artículo 13.- Perspectiva de género. Los órganos del Estado deben introducir la perspectiva de género en el desarrollo, puesta en práctica y evaluación de las medidas que adopten en relación con los niños, niñas y adolescentes, de modo que, en todas las políticas públicas, actuaciones, servicios y programas dirigidos a ese sector poblacional se tome en consideración la variable del género.

Artículo 14.- Responsabilidad de la Administración del Estado. Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, tendrán la obligación indelegable de proporcionar, controlar, evaluar y garantizar los programas públicos destinados a la satisfacción de los derechos del niño, niña o adolescente, sea que los ejecuten por sí mismos o a través de entidades privadas.


Artículo 15.- Protección Social de la Infancia y Adolescencia. Se entiende por Protección Social de la Infancia y Adolescencia el conjunto de políticas y acciones en diversos ámbitos cuyo objetivo es promover el ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales, y satisfacer las necesidades básicas de alimentación, salud, educación, vivienda y cuidado, entre otros, que tienen los niños, niñas y adolescentes, de un modo acorde a su etapa vital, en caso de que su familia no se encuentre en condiciones de proveérselos por sus propios medios. 


Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a vivir en las condiciones adecuadas para su desarrollo físico, mental, intelectual, ético, espiritual y social. Sin perjuicio de la responsabilidad primordial de las familias, los órganos del Estado deben adoptar todas las medidas administrativas, legislativas y judiciales necesarias para dar efectividad a este derecho, cuando los padres y/o madres u otras personas responsables por el niño, carezcan de los medios suficientes para hacerlo por sí mismas.


La Administración del Estado debe asegurar políticas, programas y asistencia apropiados para el fortalecimiento de las familias, que consideren el entorno social en el que se desenvuelven, a fin de que éstas puedan asumir y ejercer adecuadamente el deber de cuidado y protección de sus hijos y contar con el apoyo de la comunidad escolar, cultural, adultos relevantes y pares. Por medio de estas políticas y programas se asegurará, también, que padres y/o madres asuman, en igualdad de condiciones, sus responsabilidades y obligaciones.


Con el fin de que los niños, niñas y adolescentes pertenecientes a las familias que viven en pobreza extrema y/o en pobreza multidimensional, gocen efectivamente de su derecho al desarrollo, y en tanto no existan políticas sociales que les permitan superar la pobreza, el Estado proporcionará asistencia material para satisfacer las necesidades básicas de niños, niños y adolescentes, y programas de apoyo particularmente con respecto a la nutrición, el vestuario, la vivienda, la asistencia médica, la educación y los servicios sociales necesarios, haciendo uso con ese fin del máximo de los recursos de los que pueda disponer el país y los recursos complementarios de la sociedad civil.


Artículo 16.- Prioridad. Los órganos del Estado deberán entregar la debida prioridad a los niños, niñas y adolescentes en la formulación y ejecución de las políticas públicas y en el acceso y atención de los servicios sociales, sean estos públicos o privados, de lo que se deberá dar cuenta pública de conformidad a su normativa vigente. Especial prioridad tendrán los niños y niñas vulnerados, y los adolescentes infractores de ley, en la atención en los servicios de salud, educación y rehabilitación de drogas y alcohol.

Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, hasta el máximo de los recursos de los que puedan disponer, deben tener en especial consideración el diseño y ejecución de normativas, políticas, servicios y prestaciones destinadas a la promoción, protección y garantía de los derechos del niño, niña o adolescente; procurando priorizar su financiamiento en sus respectivos presupuestos. En la cuenta pública que deban realizar en conformidad con el artículo 72 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, los órganos de la Administración del Estado deberán incluir la información, claramente identificada, relativa a la gestión de políticas, planes, programas, acciones y a la priorización y ejecución presupuestaria de los recursos destinados a la niñez, a las iniciativas destinadas a ella, aprobadas y en ejecución.


Del mismo modo, en la discusión de la Ley de Presupuestos de la Nación, procurarán considerar prioritariamente el financiamiento del diseño y ejecución de normativas, políticas, servicios y prestaciones destinadas a la promoción, protección y garantía de los derechos del niño, niña y adolescente.


Artículo 17.- Progresividad y no regresividad de derechos. Los derechos de los niños, niñas y adolescentes son progresivos, tanto en la gradualidad que implica su plena consecución, como en la mejora sostenida de su disfrute. El Estado asegurará su efectividad y pleno goce mediante acciones y programas de corto, mediano y largo plazo, los que siempre deberán mejorar el disfrute de los derechos, prohibiéndose su regresividad.


En casos de crisis económicas, catástrofes naturales u otras emergencias, se priorizarán los recursos destinados a ellos y ellas.


Artículo 18.- Participación Social. Los niños, niñas y adolescentes tienen el derecho a participar plenamente en la vida social, familiar, escolar, científica, cultural, artística, deportiva o recreacional, entre otros, de su entorno, cuando ello sea posible de acuerdo a su autonomía progresiva.


Los órganos del Estado promoverán las oportunidades y mecanismos nacionales y locales necesarios para que se incorporen progresivamente a la ciudadanía activa, de acuerdo con su edad y grado de desarrollo personal, a fin de que sus opiniones sean escuchadas a través de procesos permanentes de intercambio de ideas y sean consideradas en la identificación de necesidades e intereses, en la adopción de decisiones, formulación de políticas, planes y programas que les afecten, así como al realizar la evaluación de las mismas.


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, promoverán que las opiniones de los niños, niñas y adolescentes sean escuchadas en todos los temas que los afecten, cuando ello sea posible de acuerdo a su autonomía progresiva. Este principio se manifestará a través de los derechos a ser oído, de reunión, asociación, libertad de expresión e información.

Artículo 19.- Principio de inclusión. Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, establecerán las medidas necesarias para facilitar la realización personal y la inclusión social y educativa de todos los niños, niñas y adolescentes y, en especial, por sus circunstancias físicas y psíquicas, o por cualquier otra situación o circunstancia personal, familiar, social o económica, puedan ser susceptibles de recibir un trato discriminatorio.


Se entiende por inclusión toda acción que proporcione la disminución o eliminación de las barreras para el aprendizaje, la participación y la socialización.


Los niños, niñas y adolescentes extranjeros que se encuentren en territorio chileno, con independencia de su situación administrativa, deben disfrutar de los mismos derechos que los niños, niñas y adolescentes nacionales.


Artículo 20.- Difusión de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. A efectos de garantizar el mejor conocimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y favorecer el ejercicio responsable de estos derechos, los órganos de la Administración del Estado, son responsables, en el ámbito de sus competencias, de su difusión permanente a toda la población, y especialmente a los propios niños, niñas y adolescentes, a sus padres y/o madres, representantes legales y personas que tengan su cuidado, a los medios de comunicación y a las personas que trabajan profesionalmente en la promoción de sus derechos y en su atención. 


Para que los niños, niñas y adolescentes conozcan sus derechos y deberes, los programas y las actividades de los sistemas educativos propenderán a la incorporación y desarrollo de los contenidos relativos a estos derechos y deberes. 


Corresponde a los órganos de la Administración del Estado, de acuerdo con sus competencias, que los itinerarios formativos que reciban los y las profesionales que tengan incidencia sobre niños, niñas y adolescentes incluyan los aspectos vinculados a los derechos y deberes de los mismos. Estos aspectos también deben formar parte de los temarios y los programas de los concursos públicos.

Artículo 21.- Principio de intersectorialidad. Para resguardar el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes conforme a la presente ley, las instituciones señaladas en los artículos 77 y 79, actuarán de manera organizada y coordinada, en sus ámbitos de competencia y actividades, con el fin de lograr un trabajo intersectorial en las acciones, prestaciones y servicios que resulten necesarias para la protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

Artículo 22.- Principio de participación y colaboración ciudadana. Los órganos de la Administración del Estado propenderán a la creación de procedimientos que permitan la participación ciudadana en las materias relativas a la protección de la niñez y adolescencia, así como en la garantía de sus derechos, en cada uno de los niveles del Sistema. Especialmente, generarán mecanismos para que dicha participación se verifique por parte de los niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos o en proceso de reinserción social, así como de sus familias, creando y fomentando las instancias para ello.


El Ministerio de Desarrollo Social y Familia y el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, dispondrán los instrumentos y procedimientos para asegurar la participación de la sociedad civil, expertos, padres y/o madres y niños, niñas y adolescentes para recoger sus opiniones sobre el funcionamiento del Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia.

Artículo 23.- Derechos civiles y políticos. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a ejercer los derechos civiles y políticos sin otras limitaciones que las fijadas por las leyes.


Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, adoptarán todas las medidas necesarias para facilitar a los niños, niñas y adolescentes el pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos.


Artículo 24.- Derecho a la vida. Todo niño, niña o adolescente tiene el derecho intrínseco a la vida. El Estado garantizará en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del niño, niña o adolescente.

Artículo 25.- Derecho a un nivel de vida, desarrollo y entorno adecuado. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a un nivel de vida que le permita su mayor realización física, mental, espiritual, moral, social y cultural posible.

Los padres y/o madres tienen obligaciones comunes en la crianza y el desarrollo del niño, niña o adolescente. Corresponderá a los padres y/o madres, o en su caso, a los representantes legales o a quienes tuvieren legalmente al niño, niña o adolescente a su cuidado, el derecho y deber preferente de su crianza y desarrollo. Deberán proporcionar, dentro de sus posibilidades, las condiciones de vida que sean necesarias para su pleno desarrollo. Su preocupación fundamental será el interés superior del niño, niña o adolescente. 


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, y hasta el máximo de los recursos de los que puedan disponer, tratándose de los derechos sociales, económicos y culturales, adoptarán las medidas apropiadas para velar por la satisfacción de estos derechos, a través de políticas, servicios y programas de apoyo a los padres y/o madres, a las familias, a los representantes legales o a quienes tuvieren legalmente el cuidado del niño, niña o adolescente, salvo que no sea procedente. En particular, deberán proveer programas, dentro del ámbito de sus competencias, para satisfacer las necesidades básicas de niños, niños y adolescentes, programas de apoyo, beneficios de seguridad social y servicios sociales con respecto a la nutrición, accesibilidad al agua potable y alcantarillado, vestuario, vivienda en entornos seguros, atención médica, educación, cultura, deporte y recreación.


En la elaboración de las políticas de vivienda y urbanismo y en la dotación de equipamientos, instalaciones y mobiliario urbano y rural, se tendrán en consideración las características de los niños, niñas y adolescentes, especialmente en situación de discapacidad, para efectos de promover que disfruten del entorno en condiciones de salud, seguridad y accesibilidad adecuadas.


Los órganos del Estado promoverán el conocimiento, respeto y disfrute del medio ambiente por parte de los niños, niñas y adolescentes, fomentando la participación activa de éstos en la protección, conservación y mejora del entorno en el marco de un desarrollo sustentable, además de velar por que sus actividades se desarrollen en un ambiente libre de contaminación. 


El Ministerio de Desarrollo Social y Familia realizará mediciones socioeconómicas de conformidad a lo dispuesto en las letras e), t) y w) del artículo 3 de la ley N° 20.530. Un reglamento dictado por dicho Ministerio, suscrito además por el Ministro de Hacienda, determinará la forma en que se considerarán las adaptaciones necesarias para la medición y seguimiento de las condiciones de vida de los niños, niñas y adolescentes.


Artículo 26.- Derecho a la Identidad. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho, desde su nacimiento, a tener un nombre, una nacionalidad, una lengua de origen y a ser inscrito en el Servicio de Registro Civil e Identificación, sin dilación. Tendrá derecho a la nacionalidad chilena cuando corresponda, de acuerdo con lo establecido en el ordenamiento jurídico nacional. Ningún niño, niña o adolescente será privado arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiarla. Las instituciones públicas y privadas estarán obligadas al reconocimiento y respeto de la identidad de los niños, niñas y adolescentes en conformidad con lo dispuesto precedentemente.

Asimismo, tiene derecho a conocer la identidad de sus padres y/o madres, de su origen biológico, a preservar sus relaciones familiares de conformidad con la ley, a conocer y ejercer la cultura de su lugar de origen y, en general, a preservar y desarrollar su propia identidad e idiosincrasia, incluida su identidad de género, conforme a la legislación vigente.


Las personas adoptadas tendrán el derecho a buscar y conocer sus orígenes. El servicio encargado de adopciones tomará las medidas oportunas para conservar la documentación relativa a los orígenes de los niños, niñas o adolescentes. Asimismo, proporcionará el asesoramiento, mediación confidencial y ayuda oportunas para hacer efectivo el derecho a conocer sus orígenes, en conformidad a la ley.


Estos derechos no se verán afectados ni serán restringidos de manera alguna por la irregularidad migratoria de cualquiera de sus padres y/o madres, sus representantes o de quienes lo tuvieren bajo su cuidado.


Cuando un niño, niña o adolescente sea privado ilegalmente de alguno de los elementos de su identidad, o de todos ellos, se deberá prestar la asistencia y protección apropiada en miras a restablecerla rápidamente.


Los niños, niñas y adolescentes que pertenezcan a grupos étnicos, indígenas, religiosos o lingüísticos tienen derecho, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión, a emplear su propio idioma y a intervenir en los procedimientos de consulta cuando lo establezca la ley.


El Servicio de Registro Civil e Identificación dispondrá de procedimientos sencillos y rápidos que permitan la inscripción de nacimiento de los recién nacidos, su identificación oportuna y la de su nacionalidad, con independencia de su estatus migratorio o del de sus padres y/o madres. En el caso que se desconozca la identidad de éstos, se presumirá su nacionalidad chilena. El niño, niña o adolescente deberá ser registrado con nombre y dos apellidos convencionales, dejándose constancia en la partida correspondiente, y sin perjuicio del derecho a reclamar posteriormente, la determinación de su identidad.

Artículo 27.- Derecho a vivir en familia. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a vivir en familia, preferentemente en la de origen, y completar así su adecuado desarrollo. El Estado tiene el deber de velar por la protección y consideración de la familia del niño, niña o adolescente, cualquiera sea su composición.


Los órganos del Estado velarán por el ejercicio de este derecho cuando el niño, niña o adolescente no pudiere habitar con sus padres y/o madres, porque se encontrare privado de su libertad o sujeto a algún régimen de cuidado alternativo, en conformidad con la ley y de un modo acorde con dichas circunstancias especiales. De igual manera velarán por el ejercicio de este derecho ante la separación del niño, niña o adolescente de sus padres y/o madres, por situaciones de catástrofes, emergencias o conflictos que impidan su cuidado.


Ningún niño, niña o adolescente podrá ser separado de sus padres y/o madres, o de quien lo tenga legalmente a su cuidado, sin una orden judicial en la que se fundamente la necesidad y pertinencia de dicha medida, de conformidad con las causales contempladas en la ley. La mera carencia de recursos materiales no podrá ser fundamento de la resolución que ordene la separación de un niño, niña o adolescente de su familia. Sólo en caso de acreditarse vulneración de derechos, el niño, niña o adolescente podrá ser incorporado a una modalidad temporal de cuidado alternativo que se ajuste a su propio interés superior, prefiriéndose las modalidades basadas en familia o una solución definitiva de cuidado en familia adoptiva, en conformidad con lo dispuesto en la ley. En ningún caso esta medida podrá fundamentarse en las categorías prohibidas de discriminación consagradas en el artículo 2º de la ley N° 20.609, que establece medidas en contra de la discriminación.


Respecto de aquellos niños, niñas y adolescentes que se encuentren sujetos a cuidados alternativos, se procurará mantener, por la menor cantidad de tiempo posible, al niño, niña o adolescente lo más cerca de su lugar de residencia habitual, a fin de facilitar el contacto con su familia y la posible revinculación con ella. Lo anterior, tomándose en consideración las Directrices de Naciones Unidas sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, niñas y adolescentes, y los demás instrumentos internacionales de igual naturaleza.


Para estos efectos, el Plan de Acción de la Política Nacional de la Niñez y Adolescencia contendrá un plan intersectorial que integrará políticas que favorezcan las funciones y deberes que desarrollan, respecto del niño, niña o adolescente, los padres y/o madres y las personas a cuyo cuidado se encuentren legalmente y, en especial, la conciliación del trabajo con la vida familiar.


En la adopción de acciones afirmativas para estos fines, se deberá tener en especial consideración a los padres y/o madres que presenten alguna situación de discapacidad. La separación del niño, niña o adolescente de sus padres y/o madres no podrá fundarse en la situación de discapacidad de éstos.


En los procesos de separación del niño, niña o adolescente respecto de sus padres y/o madres, o de quien lo tenga legalmente a su cuidado, el Estado resguardará la no separación de los hermanos y la no separación de los padres y/o madres adolescentes respecto de sus hijos o hijas, salvo que la medida sea fundamentada, necesaria y pertinente conforme al interés superior de los niños, niñas o adolescentes involucrados.


Es obligación del Estado adoptar todas las medidas necesarias para prevenir y combatir los traslados ilícitos y la retención ilícita de niños, niñas y adolescentes en el extranjero, realizados por su padre, su madre, representantes legales, cuidadores o terceras personas, y prestar toda la ayuda necesaria a los afectados con el objeto de poner fin a dicha vulneración de derechos y lograr la reunificación familiar.


En particular, la Administración del Estado suscribirá, cuando corresponda, acuerdos bilaterales o multilaterales, o adherirá a los acuerdos existentes, con otros Estados, o con organizaciones no gubernamentales que colaboren en la prevención y solución de traslados y retenciones ilícitas de niños, niñas y adolescentes.


Artículo 28.- Derecho a ser oído. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a que sus opiniones sean oídas y debidamente consideradas, de acuerdo con su edad, madurez y grado de desarrollo, en los procedimientos o actuaciones administrativas o judiciales en que se decida sobre alguna cuestión particular cuya determinación pueda afectar sus derechos o intereses, especialmente en el ámbito familiar, escolar, sanitario, comunitario, administrativo y/o judicial. En el ejercicio del derecho se resguardarán las condiciones de discreción, intimidad, seguridad, recepción de apoyo, libertad y adecuación de la situación.


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, velarán para que en los procedimientos en que participe directamente un niño, niña o adolescente existan medios adecuados a su edad, madurez y grado de desarrollo, con el objeto que éste pueda formarse un juicio propio y pueda expresarlo. Especialmente, velarán por el empleo de un lenguaje y entrega de información necesaria de un modo adecuado a su capacidad de entendimiento y procurarán que se tengan en cuenta las necesidades lingüísticas de los niños, niñas y adolescentes pertenecientes a grupos que lo requieran.


Los niños, niñas y adolescentes podrán manifestar su opinión por sí mismos o a través de la persona que designen. En los casos en que esto no fuere posible, los órganos de la Administración o la autoridad judicial dispondrán de las medidas necesarias, presenciales o remotas, para el cumplimiento del derecho.


Los órganos del Estado deberán, en el ámbito de sus competencias, establecer mecanismos efectivos para garantizar este derecho en los procedimientos administrativos y judiciales.


Los establecimientos educacionales, de salud o cualquier otra institución que provea servicios destinados a la protección o satisfacción de los derechos del niño, niña o adolescente, deberán disponer los medios para oír efectivamente a los niños, niñas y adolescentes cuyos derechos estén siendo afectados. Cuando no sea posible atender a las opiniones del niño, niña o adolescente la autoridad respectiva deberá explicarle de un modo comprensible las razones de ello y dejar constancia fundada de esta decisión.


Artículo 29.- Libertad de expresión y comunicación. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a expresar y difundir libremente sus opiniones, sin censura previa, a través de cualquier medio, con las restricciones establecidas en la Constitución y las leyes. Cuando se encuentre impedido de expresarlas por sí mismo podrá hacerlo mediante sus representantes legales o la persona que designe para tal efecto.


Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a buscar, recibir y utilizar la información en cualquier medio, adecuada a su edad, madurez y grado de desarrollo, especialmente la contenida en soportes digitales, que les permita actuar en estos medios de un modo seguro y responsable. Lo anterior, sin perjuicio de la supervisión que de ello puedan hacer sus padres y/o madres o quien tenga a cargo su cuidado.


Los prestadores de servicios de telecomunicaciones entregarán información especialmente dirigida a los niños, niñas y adolescentes, como también a los padres y/o madres o a las personas que los tengan a su cuidado, para identificar situaciones de riesgo derivadas del uso de las nuevas tecnologías de la información y comunicación, así como las habilidades, herramientas y estrategias para afrontarlas y protegerse de ellas.


Los órganos del Estado velarán para que sus mensajes dirigidos a los niños, niñas y adolescentes promuevan los valores de libertad, igualdad, justicia, solidaridad, no discriminación arbitraria, solución pacífica de los conflictos y respeto a todas las personas.


Los órganos del Estado y los prestadores de servicios de telecomunicaciones fomentarán la comunicación audiovisual para los niños, niñas y adolescentes en situación de discapacidad, así como el uso de buenas prácticas, con el fin de evitar cualquier discriminación arbitraria o repercusión negativa a su respecto. Por su parte, los prestadores de servicios de telecomunicaciones, en sus diversas especies, fomentarán la comunicación audiovisual para los niños, niñas y adolescentes en situación de discapacidad en los medios.


Artículo 30.- Libertad de pensamiento, conciencia y religión. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y religión, y podrá profesar cualquier religión, culto o creencia que no sea contraria a la Constitución Política de la República ni a las leyes, como también es libre de no profesar ninguna de ellas.


El Estado respetará los derechos y deberes de los padres y/o madres o, en su caso, de los representantes legales, de orientar y guiar al niño, niña o adolescente en el ejercicio de este derecho, conforme a la evolución de sus facultades.


Artículo 31.- Libertad de asociación y reunión. Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a asociarse libremente con otras personas, con fines sociales, culturales, deportivos, recreativos, religiosos, políticos o de cualquier otra índole, sin otras restricciones que las previstas en la Constitución Política de la República y en las leyes. Este derecho incluye, especialmente, el derecho a crear asociaciones, de pertenecer a ellas y de formar parte de sus órganos directivos, de conformidad con la legislación vigente.


Ningún niño, niña o adolescente puede ser obligado a ingresar a una asociación ni a permanecer en ella contra su voluntad. 


Los órganos del Estado adoptarán todas las medidas necesarias para garantizar la adecuada protección de los intereses de los niños, niñas y adolescentes, en el caso de que existan indicios razonables de que la pertenencia de un niño, niña o adolescente o de sus representantes legales a una asociación, dificulte o perjudique su desarrollo integral.


Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a tomar parte en reuniones públicas y manifestaciones pacíficas convocadas conforme a la ley, sean de carácter festivo, deportivo, cultural, artístico, social, religioso, o de cualquier otra índole, en compañía de sus padres y/o madres, otros adultos responsables, o por sí solos, si su edad y el grado de autonomía con el que se desenvuelven así lo permitiere.


Asimismo, tienen derecho a promover y convocar reuniones y/o manifestaciones públicas de conformidad a la ley, en compañía de sus padres y/o madres, otros adultos responsables, o por sí mismos, si su edad, grado de madurez y la autonomía con la que se desenvuelven así lo permitieren.”.

Artículo 32.- Derecho a la participación. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a participar activamente en los asuntos que les conciernan o les afecten, de conformidad con la ley.


Los órganos del Estado velarán por incorporar progresivamente a los niños, niñas y adolescentes en el ejercicio de los derechos y responsabilidades ciudadanas. La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción, establecidos en el Título V, determinarán las medidas concretas para promover la participación de los niños, niñas y adolescentes y los mecanismos que permitan recoger sus opiniones en relación a las políticas, proyectos, programas o decisiones que les afecten. Supletoriamente se aplicarán las disposiciones del Título IV de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.


Artículo 33.- Derecho a la vida privada y a la protección de datos personales. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a desarrollar su vida privada. Ningún niño, niña o adolescente podrá ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia.


Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la protección de sus datos personales, así como a impedir el tratamiento o la cesión de éstos, según lo establecido en la legislación vigente.


Cuando el tratamiento esté referido a datos de niños, niñas y adolescentes, la información dirigida a los mismos deberá expresarse en un lenguaje que sea fácilmente comprensible para aquellos.


Los funcionarios públicos, las organizaciones de la sociedad civil que se relacionen con la niñez y su personal, deberán guardar reserva y confidencialidad sobre los datos personales de los niños, niñas y adolescentes a los que tengan acceso, a menos que su divulgación resulte indispensable para la protección de sus derechos y siempre que se tomen los resguardos necesarios para evitar un daño mayor.

Artículo 34.- Derecho a la honra, intimidad y propia imagen. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a su honra, intimidad, propia imagen y reputación. Estos derechos comprenden también la inviolabilidad del domicilio familiar y de la correspondencia, así como el derecho a reserva de las comunicaciones, incluidas las producidas a través de las tecnologías de la información y la comunicación.


El ejercicio del derecho a la protección de la intimidad y la propia imagen corresponde al niño, niña o adolescente, de acuerdo con su edad y grado de madurez, y siempre en atención a su interés superior. Sin perjuicio de ello, corresponde a sus padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tengan legalmente a su cuidado, escuchar siempre la opinión del niño, niña o adolescente si tiene madurez suficiente y en atención a su interés superior. 


Toda persona, sea natural o jurídica, debe respetar estos derechos. Especial respeto deberán tener los medios de comunicación y los profesionales de la comunicación, en el desempeño de su rol y ejercicio de sus funciones.


Se prohíbe la exhibición y divulgación de toda información que pueda estigmatizar a un niño, niña o adolescente o afectar su imagen, honra o reputación, causarle menoscabo o dañar sus intereses, y en particular, divulgar la imagen y la identidad de todo niño, niña o adolescente que fuere imputado o condenado por la comisión de un delito como autor, cómplice o encubridor; que fuere víctima o testigo de un delito o que se encontrare sujeto a procedimientos administrativos o judiciales. Los intervinientes en estos procedimientos estarán obligados a guardar reserva sobre la imagen e identidad de los niños, niñas o adolescentes involucrados, a menos que su divulgación resulte indispensable para la protección de sus derechos y siempre que se tomen los resguardos necesarios para evitar un daño mayor.



Lo dispuesto en el inciso anterior, es sin perjuicio de las excepciones calificadas contempladas en la ley.


Los funcionarios públicos, las organizaciones de la sociedad civil que se relacionen con la niñez y su personal, deberán tener estricto apego a esta disposición, y deberán adoptar las medidas para proteger toda la información que pueda afectar a un niño, niña o adolescente, especialmente, la relativa a la participación de éstos en los procedimientos judiciales o administrativos. 


Las sanciones administrativas, civiles o penales establecidas en las leyes para las violaciones al derecho a la honra, intimidad e imagen de las personas en general, o de los niños, niñas y adolescentes en particular, se considerarán agravadas cuando el afectado sea un menor de edad, conforme a la legislación vigente.

Artículo 35.- Derecho a la información. Los niños, niñas, y adolescentes tienen derecho a ser informados, de acuerdo con su edad, madurez y grado de desarrollo, y de modo comprensible, sobre cualquier actuación o medida que pueda afectar al ejercicio de sus derechos, y a acceder a la información pública, conforme a la ley, sin que a este respecto tenga aplicación incapacidad alguna.


Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a buscar, acceder y recibir contenidos informativos adecuados a su edad, madurez y grado de desarrollo por cualquier medio. Los órganos del Estado sólo podrán establecer limitaciones o restricciones al ejercicio de este derecho, según su normativa, y siempre que vayan en beneficio del pleno desarrollo físico, mental, espiritual, moral, social y cultural del niño, niña o adolescente, de acuerdo con su interés superior.


Los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, velarán por el cumplimiento de los siguientes objetivos:


a) Que los niños, niñas y adolescentes reciban una alfabetización crítica y responsable en el uso de las tecnologías de la información y la comunicación.


b) Que la información relevante para el desarrollo de los niños sea fácilmente accesible y esté disponible en un formato y lenguaje apropiados para ellos, para lo cual tomarán en consideración, especialmente, a los niños en situación de discapacidad. 


c) La existencia de un mecanismo de calificación de los contenidos a los que puedan tener acceso los niños, niñas y adolescentes, de modo que los padres y/o madres, o quienes los tengan legalmente a su cuidado, puedan determinar la conveniencia o inconveniencia de que dichos contenidos sean percibidos por ellos, de acuerdo con su edad, madurez y grado de desarrollo.


El Estado promoverá, a través de la Política Nacional de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción, que los medios de comunicación difundan información y materiales de interés social y cultural especial para los niños, niñas y adolescentes y consideren las distintas necesidades de los grupos de niños que lo requieran, especialmente las de carácter lingüístico.


Asimismo, los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, promoverán acciones dirigidas a facilitar a los niños, niñas y adolescentes una información precisa acerca de sus derechos y responsabilidades, así como de los medios de los que disponen para hacerlos efectivos.

Artículo 36.- Derecho a la protección contra la violencia. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a ser tratado con respeto. Ningún niño, niña o adolescente podrá ser sometido a violencia, malos tratos físicos o psíquicos, descuidos o tratos negligentes, abusos sexuales o de cualquier otra índole, venta, trata, explotaciones, tortura u otro trato ofensivo o degradante.


Toda forma de maltrato a un niño, niña o adolescente, incluido el maltrato prenatal, está prohibido y no puede justificarse por ninguna circunstancia. El maltrato corporal relevante y el trato degradante, que menoscabe gravemente su dignidad, constituyen delitos de conformidad a la legislación penal vigente.


Es deber de las familias, de los órganos del Estado, de la sociedad y de las organizaciones de la sociedad civil que se relacionen con la niñez, asegurar a los niños, niñas y adolescentes, la protección contra la violencia y los cuidados necesarios para su pleno desarrollo y bienestar. El cumplimiento de este deber corresponde prioritariamente a los padres y/o madres, a sus representantes legales o a quienes los tengan a su cuidado.


El Comité Interministerial de Desarrollo Social, Familia y Niñez establecerá mecanismos de coordinación institucional eficientes y eficaces en materia de maltrato infantil, abuso sexual y toda forma de explotación. Asimismo, deberá promover el buen trato hacia los niños, niñas y adolescentes, en todo ámbito, especialmente en aquellos casos en que se encuentren bajo el cuidado de instituciones o familias de acogida, de personas distintas de sus padres y/o madres o de quien tenga su cuidado personal en conformidad a la ley.


Los niños, niñas y adolescentes serán protegidos contra cualquier tipo de coacción, con móvil discriminatorio, por razones de orientación sexual, identidad o expresión de género, entre otras. Los órganos de la Administración crearán y fomentarán programas sobre los derechos sexuales y respeto a la diversidad de los niños, niñas y adolescentes, que incluya, en su caso, el acompañamiento social a quienes lo soliciten, sin perjuicio de la posibilidad del servicio a ofrecerlos libremente.


El Plan de Acción de la Política Nacional de la Niñez y Adolescencia, en cada uno de los niveles que corresponda, deberá establecer metas y medidas específicas para prevenir las diversas formas de violencia contra los niños, niñas y adolescentes, especialmente en los casos en los que no se encuentren al cuidado de sus padres y/o madres, señalados en el inciso cuarto de este artículo.


Los niños, niñas y adolescentes serán protegidos contra cualquier tipo de violencia con móvil discriminatorio.


Los establecimientos educacionales deberán contar con protocolos para prevenir, sancionar y reparar las conductas constitutivas de cualquier tipo de acoso y violencia sexual. Así como mecanismos de prevención, resolución y reparación de las distintas formas de bullying escolar.


El Estado tomará las medidas conducentes a prevenir, investigar y sancionar civil, penal y/o administrativamente, según corresponda, toda forma de violencia en contra de niños, niñas y adolescentes.


Artículo 37.- Protección contra la explotación económica, la explotación sexual comercial y el trabajo infantil. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a estar protegidos contra la explotación económica, la explotación sexual comercial y el trabajo infantil.


Se entiende por trabajo infantil todo trabajo que priva a los niños, niñas y adolescentes de su niñez, su potencial y su dignidad, y que es perjudicial para su desarrollo físico y psicológico.


Se prohíbe la utilización de niños, niñas y adolescentes en cualquier trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer su educación, o que sea nocivo para su salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social. Los órganos del Estado deberán adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro tipo necesarias para erradicar dichas prácticas y para sancionar a los responsables.


Se entiende por explotación sexual comercial infantil la utilización de los niños, niñas y adolescentes para la satisfacción sexual de y por adultos a cambio de remuneración en dinero o especies al niño, niña o adolescente, o a terceras personas. Constituye una forma de coacción y violencia contra los niños, niñas y adolescentes y una forma contemporánea de esclavitud.


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, deberán adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro tipo necesarias para erradicar dichas prácticas, tipificar sus diferentes manifestaciones como delito y sancionar a los responsables, proteger a las víctimas, disponer programas para su reparación y asegurarles tratamiento de riesgos asociados, como las infecciones de transmisión sexual y el VIH/ SIDA. 


En especial, el Estado adoptará medidas para combatir:


1. La tolerancia hacia la explotación sexual tanto por parte de la población nacional como extranjera.


2. La compra de sexo de niños, niñas y adolescentes que realizan adultos en espacios públicos como parques, calles, playas o locales comerciales como clubes nocturnos, bares y hoteles.


3. Los intermediarios, negocios y redes organizadas de explotadores.


4. La producción de pornografía infantil.


5. El aumento del uso del Internet para la divulgación de pornografía infantil y la promoción del turismo sexual.


6. El tráfico de personas menores de edad con fines sexuales y comerciales.


7. La impunidad de explotadores sexuales nacionales y extranjeros.


8. Cualquier otra forma en la que se manifieste la explotación sexual comercial infantil.

Artículo 38.- Derecho a la salud y a los servicios de salud. Todo niño, niña y adolescente, con independencia de su edad y estatus migratorio, tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental, y a servicios y procedimientos de medicina preventiva, tratamiento de las enfermedades y rehabilitación de la salud.


Los niños, niñas y adolescentes son titulares de los derechos establecidos en el Título II de la ley Nº 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, en la forma prescrita en dicha ley y sus reglamentos. En especial, tienen derecho a contar con la compañía de familiares, cuidadores o personas significativas para él, tanto en las atenciones ambulatorias como en las hospitalizaciones, salvo cuando motivos clínicos aconsejen lo contrario, debiendo el Estado velar por la efectividad de este derecho.


El Estado debe garantizar progresivamente a todos los niños, niñas y adolescentes, acceso universal e igualitario a planes, programas y servicios de prevención, promoción, protección, tratamiento y rehabilitación de la salud. Asimismo, debe asegurarles acceso a servicios médicos y odontológicos periódicos, y a servicios de salud mental, adoptando todas las medidas necesarias para su plena efectividad, sea en el sistema público o en el sistema privado de salud. Los niños, niñas y adolescentes, deberán contar con su propia credencial de pertenencia a un sistema de salud, sea público o privado.


La situación de discapacidad de un niño, niña o adolescente nunca podrá emplearse como fundamento para negarle los derechos de que trata esta ley, en especial, se prohíbe toda práctica que tenga por finalidad la desinformación sobre su sexualidad, suspender la entrega de métodos anticonceptivos o la esterilización de niños, niñas o adolescentes con fines contraceptivos.


Las acciones dirigidas a la protección o tratamiento de la salud física o mental de un niño, niña o adolescente que se encuentre internado para dichos fines, no se podrán impedir, restringir, obstaculizar o interrumpir en virtud de motivos ideológicos, morales o religiosos, salvo los casos establecidos en la ley.


El Estado deberá garantizar que los establecimientos de salud públicos y privados cumplan con las disposiciones legales de la ley N° 21.030, sobre interrupción voluntaria del embarazo, en relación con niñas menores de 18 años.


Todos los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la inmunización contra las enfermedades prevenibles. El Estado debe asegurar programas gratuitos de vacunación obligatoria dirigidos a todos los niños, niñas y adolescentes. En estos programas, el Estado debe suministrar y aplicar las vacunas, mientras que los padres, madres, o responsables legales de su cuidado, deben garantizar que los niños, niñas y adolescentes sean vacunados oportunamente.


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias y conforme a sus atribuciones y medios, con la activa participación de la sociedad, deben garantizar políticas y programas de prevención contra el uso ilícito de sustancias alcohólicas, estupefacientes y psicotrópicas. Asimismo, deben asegurar programas permanentes de atención especial para la recuperación de los niños, niñas y adolescentes dependientes y consumidores de estas sustancias.


Los padres, madres o responsables legales de su cuidado, son los garantes inmediatos de la salud de sus hijos o de los niños, niñas y adolescentes que se encuentren bajo su responsabilidad, y están obligados a cumplir con los controles médicos y adoptar todas las medidas necesarias con el fin de velar por la salud de los niños, niñas y adolescentes.

Artículo 39.- Derecho a atención médica de emergencia. Todos los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a recibir atención médica de emergencia. 


Todos los centros y servicios de salud públicos deben prestar atención médica inmediata a los niños, niñas y adolescentes en los casos de emergencia. 


Todos los centros y servicios de salud privados deben prestar atención médica inmediata a los niños, niñas y adolescentes en los casos de emergencia en que, la ausencia de atención médica o la remisión del afectado o afectada a otro centro o servicio de salud, implique un peligro inminente a su vida, una secuela funcional grave o daños graves irreversibles y evitables a su salud.


En ningún caso podrá negarse la atención de emergencia al niño, niña o adolescente alegando razones injustificadas, tales como la ausencia del padre, la madre, o responsables legales, la carencia de documentos de identidad o de recursos económicos del niño, niña, adolescente o su familia, o la no entrega de garantía de pago de los servicios. La negativa a la atención de emergencia se sancionará de acuerdo a la legislación vigente.

Artículo 40.- De la información sobre la salud y el consentimiento informado. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho, de acuerdo con su edad y estado de madurez, a obtener información completa sobre su salud y su desarrollo, así como sobre el proceso sanitario que deban recibir. Los prestadores de salud público y privados adoptarán las medidas pertinentes para garantizar este derecho, siempre de conformidad con el principio del interés superior del niño, niña o adolescente. Asimismo, todo niño, niña o adolescente que se encuentre internado en un establecimiento de salud será informado del tratamiento que recibe y de las demás circunstancias propias de su internación de acuerdo a su edad, madurez, grado de desarrollo y estado, en cada oportunidad que sea examinado.


Para el caso de que se requiera contar con el consentimiento establecido en el artículo 14 de la Ley Nº 20.584, deberá dejarse constancia de que el niño, niña o adolescente ha sido informado y que se le ha oído, tomando en consideración su edad, madurez y grado de desarrollo.


Tienen derecho a que esta información y su historial clínico sean confidenciales, y a participar en la toma de decisiones que afecten a su salud a través del consentimiento informado, de acuerdo con la normativa vigente. Esta información debe comunicarse en un lenguaje comprensible y adecuado y en un formato accesible de acuerdo con la edad y grado de madurez del niño, niña o adolescente.

Artículo 41.- Derecho a la educación. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a ser educados en el desarrollo de su personalidad, aptitudes y capacidades hasta el máximo de sus posibilidades. La educación tendrá entre sus propósitos esenciales inculcar al niño, niña o adolescente el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales, así como el respeto de sus padres y/o madres, su identidad cultural, su idioma, valores y el medio ambiente.


El Estado garantizará progresivamente la educación parvularia, para lo que financiará un sistema gratuito a partir del nivel medio menor, destinado a asegurar el acceso a éste y a sus niveles superiores. El segundo nivel de transición es obligatorio, y es requisito para el ingreso a la educación básica. No obstante lo anterior, ningún niño o niña será retrasado o impedido de iniciar su educación básica por no cumplir el requisito al que se refiere este inciso si el Estado no ha asegurado su acceso gratuito al segundo nivel de transición.


La educación básica y la educación media son obligatorias. El Estado deberá financiar un sistema gratuito con tal objeto, destinado a asegurar el acceso a ellas de toda la población.


El Estado garantizará, en el ámbito de sus competencias y conforme a sus atribuciones y medios, una educación sexual y afectiva integral, de carácter laico y no sexista. Y velará por que los establecimientos educacionales otorguen el debido respeto a la diversidad étnica, cultural y religiosa de los niños, niñas y adolescentes, así como por promover ambientes educativos libres de violencia, maltrato y bullying.


Los órganos de la Administración del Estado competentes tomarán todas las medidas necesarias para que ningún niño, niña o adolescente sea excluido del sistema educacional o vea limitado su derecho a la educación por motivos que puedan ser constitutivos de discriminación arbitraria.


Es deber del Estado asegurar, en el ámbito de sus competencias y conforme a sus atribuciones y medios, a todos los niños, niñas y adolescentes una educación inclusiva de calidad. Asimismo, es deber del Estado promover que se generen las condiciones necesarias para el acceso y permanencia de los estudiantes con necesidades educativas especiales en establecimientos de educación regular o especial, según sea el interés superior del niño, niña o adolescente, de conformidad con el decreto con fuerza de ley Nº2, de 2009, del Ministerio de Educación.


Es deber del Estado garantizar el ingreso al sistema educacional o su continuidad en el mismo, según corresponda, a los niños, niñas y adolescentes que estén temporal o permanentemente privados de su entorno familiar.


Las medidas pedagógicas y disciplinarias que puedan adoptarse en conformidad a la ley y los reglamentos, respecto de los niños, niñas y adolescentes en el contexto de la actividad educacional, deberán siempre basarse en un procedimiento que garantice el pleno respeto de sus derechos y ser compatibles con los fines de la educación y con la dignidad del niño, niña o adolescente.


En ningún establecimiento se podrá negar la constitución y funcionamiento de los centros de alumnos u otra forma de asociación y organización, en conformidad a la ley y al proyecto educativo del respectivo establecimiento. Asimismo, los reglamentos escolares deberán ajustarse a la legislación vigente y a las obligaciones legales emanadas de los tratados internacionales que hayan sido ratificados por Chile que se encuentren vigentes. 


Los órganos de la Administración del Estado deben poner especial atención en prevenir y, en su caso, detectar los casos de no escolarización, absentismo y abandono escolar y deben adoptar de forma coordinada las medidas necesarias para la más pronta restitución del derecho a la educación, mediante los correspondientes protocolos.

Artículo 42.- Derecho a la atención a la diversidad educativa. Los niños, niñas y adolescentes con necesidades educativas especiales deben recibir una formación educativa y profesional que les permita la inclusión social, el desarrollo, la realización personal y el acceso a un puesto de trabajo digno.


Los niños, niñas y adolescentes en situación de discapacidad tienen derecho a disfrutar de un sistema de educación inclusivo, con acceso a la educación obligatoria en las mismas condiciones que los demás miembros de la comunidad, sin exclusión alguna, así como a los ajustes y apoyos necesarios para potenciar el máximo desarrollo académico, personal y social.


Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, deben tomar todas las medidas administrativas, legislativas o de cualquier otra índole necesarias, para hacer efectivo el derecho a una formación inclusiva, que atienda de manera equitativa las necesidades educativas específicas de los niños, niñas y adolescentes que, por razón de cualquier condición o circunstancia personal, familiar o social, lo necesiten.

E
s deber del Estado garantizar progresivamente a los padres y/o madres de niños, niñas y adolescentes con necesidades educativas especiales la matrícula escolar, ya sea en una escuela especial o en un establecimiento educacional regular, de acuerdo a la elección de los padres y en función de sus requerimientos o necesidades educativas especiales.

Artículo 43.- Derecho a la seguridad social. Todos los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a ser inscritos, o a inscribirse y beneficiarse del Sistema de Seguridad Social. Al efecto, la Administración del Estado deberá poner a su disposición, o a la de sus padres, madres o cuidadores legales, una variedad de medios, simples y expeditos, que les garanticen el acceso rápido y oportuno a los beneficios, así como una credencial que les acredite como beneficiarios.


Queda prohibido a los padres, madres o cuidadores legales respecto de quienes los niños, niñas y adolescentes constituyan carga familiar, y que no vivan con sus hijos, apropiarse indebidamente de los beneficios sociales que a ellos correspondan, aplicándose, en estos casos, la responsabilidad penal procedente.

Artículo 44.- Derecho a la recreación, al deporte y a la participación en la vida cultural y en las artes. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho al descanso, al esparcimiento, al juego, al deporte y a las demás actividades recreativas propias de su ciclo vital, y a participar en la vida cultural y las artes. Igualmente, tienen derecho a que se les reconozca, respete y fomente el conocimiento y la vivencia de la cultura a que pertenezcan.


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, fomentarán las actividades deportivas como hábito de salud y mejora de la calidad de vida de los niños, niñas y adolescentes.


La participación de niños, niñas y adolescentes en deportes de competición debe ser siempre de carácter voluntaria. Los horarios, los métodos y los planes de entrenamiento deben ser conformes a su grado de desarrollo y condición física, a sus necesidades educativas y siempre tomando en consideración su interés superior.

Artículo 45.- Medidas de prevención y protección del embarazo, maternidad y paternidad de menores de 18 años. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a recibir, en el contexto de su educación, una enseñanza sobre su sexualidad, de una manera integral y responsable, que incorpore la prevención de embarazos no deseados. El contenido de dicha enseñanza deberá ser apropiado y pertinente a la edad, madurez y grado de desarrollo de sus receptores.


El Estado tomará todas las medidas necesarias para asegurar la adecuada protección y desarrollo de las niñas y adolescentes que enfrentan un embarazo temprano, así como condiciones dignas y equitativas para el nacimiento de sus hijas o hijos, su lactancia, apego y crianza, así como también la corresponsabilidad de los padres y/o madres. Tienen derecho a la protección del Estado en su doble condición de niños, niñas y adolescentes, y de madres o padres.


Los niños, niñas y adolescentes, tienen el derecho a ser apoyados en el ejercicio de su maternidad y/o paternidad, y no pueden ser presionados o forzados, en modo alguno, a entregar a sus hijos o hijas en adopción. Se prohíbe toda discriminación en contra de niños, niñas y adolescentes que viven embarazo, maternidad y/o paternidad, especialmente, impedirles el acceso o permanencia en establecimientos educacionales.


La madre privada de libertad será especialmente asistida durante el embarazo para el cuidado y protección de ella y de su hijo, así como también en el momento del parto, proveyéndosele los medios adecuados, necesarios e indispensables para la crianza y educación de su hijo, facilitándole, entre otros, la comunicación con su familia a efectos de propiciar su integración a ella.


La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia tendrá entre sus objetivos prioritarios la protección a la que se refiere este artículo. El Estado deberá orientar las acciones adecuadas para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.


Artículo 46.- Zonas y equipamientos recreativos. El planeamiento urbanístico debe prever espacios y zonas recreativas públicas idóneas para que los niños, niñas y adolescentes puedan disfrutar del juego y de la entretención. 


La disposición de los espacios y zonas recreativas públicas debe tomar en consideración la diversidad de necesidades de entretención y de juego, en atención a los grupos de edad de los niños, niñas y adolescentes. En el diseño y la configuración de estos espacios, debe escucharse la opinión de los niños, niñas y adolescentes y promover su participación activa en instancias locales.


Asimismo, debe garantizarse que los niños, niñas y adolescentes que tienen una discapacidad física, psíquica o sensorial puedan acceder a los espacios y zonas recreativas públicas y puedan disfrutar de ellas, de acuerdo con la legislación vigente en materia de accesibilidad y de supresión de barreras arquitectónicas.

Artículo 47.- Derechos y deberes en el espacio urbano. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a desplazarse, disfrutar y desarrollarse socialmente en su entorno urbano, así como a disfrutar del mismo, y tienen el deber de respetar y tratar cuidadosamente los elementos urbanos al servicio de la comunidad y las instalaciones que forman parte del patrimonio público y privado.


Asimismo, los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a conocer su ciudad, pueblo y barrio, y a desarrollarse en él de una manera segura.


Artículo 48.- Medio ambiente. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a vivir en un medio ambiente saludable y sostenible, a conocerlo y a disfrutar del mismo. Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, adoptarán progresivamente las medidas adecuadas para la protección y sostenibilidad del medio ambiente en favor de su disfrute por parte de niños, niñas y adolescentes.


El Estado adoptará, progresivamente, en su Política y Plan de Acción de la Niñez y Adolescencia, actividades de goce y disfrute de montañas, ríos, playas, boques y demás riquezas naturales de la nación, y el disfrute de parques nacionales y reservas naturales por parte de niños, niñas y adolescentes. Fomentará la colaboración de instituciones privadas para la realización permanente de estas actividades, en particular, por parte de los niños, niñas y adolescentes que se hallen bajo protección del Estado, y de adolescentes que se encuentren en programas de reinserción social.


Asimismo, los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, promoverán programas formativos, divulgativos y de sensibilización para el uso responsable y sostenible de los recursos naturales y la adquisición de hábitos positivos para la conservación del medio ambiente y de mitigación de los efectos del cambio climático.

Artículo 49.- Libertad personal y ambulatoria. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a ejercer su libertad personal y su autonomía según lo permita su edad, madurez y grado de desarrollo. Conforme a los mismos criterios, los adolescentes tienen derecho a transitar libremente por el territorio nacional, salvo las restricciones legalmente establecidas. Sus padres y/o madres, sus representantes legales, o quienes los tuvieren bajo su cuidado otorgarán a sus hijos la debida guía y orientación.


Ningún niño, niña o adolescente podrá ser privado de su libertad personal ni ésta restringida, sino en los casos y en la forma determinados por la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño, los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes dictadas conforme a éstos. La privación o restricción de su libertad ambulatoria deberá realizarse durante el período más breve posible, y utilizada sólo como último recurso. Las medidas de cuidado alternativo en instituciones no pueden constituirse en privación de libertad, ni en una restricción arbitraria de la misma. La aplicación de la internación provisoria será excepcional.


El Estado, según lo prescrito por la Constitución Política de la República, garantizará una acción de amparo y el derecho a contar con la asistencia de un abogado en el lugar en el que se encuentren, a todos los niños, niñas o adolescentes detenidos o retenidos ilegal y/o arbitrariamente por las policías o cualquier otro agente estatal. Ésta podrá ser interpuesta por sí mismo, un letrado o por cualquier persona a su nombre.


En todo procedimiento que tenga por objetivo la averiguación y establecimiento de la responsabilidad penal de un adolescente, se asegurará que éste cuente con un procedimiento breve, sencillo y expedito y con un defensor especializado que lo asista, con el fin de hacer valer los derechos y garantías que le confieren la Constitución Política de la República, los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes dictadas conforme a éstos.


Todo niño, niña y adolescente, tendrá derecho a impugnar la legalidad de la privación de su libertad, por sí mismo, por un letrado o por cualquier persona a su nombre, ante un tribunal competente, independiente e imparcial y a una pronta decisión sobre dicha acción.


Los padres y/o madres, los representantes legales o quienes tuvieren legalmente a su cuidado, tienen derecho a conocer el paradero de los niños, niñas y adolescentes, cuando se le hubiere aplicado cualquier medida privativa de libertad. La autoridad correspondiente deberá siempre entregar esta información en la forma más expedita posible, y garantizará el contacto directo y regular entre los niños, niñas o adolescentes afectados por esta medida y los padres y/o madres, representantes legales o quienes los tuvieran legalmente a su cuidado. En aquellos casos en que se produzca la separación del niño, niña o adolescente de su familia, el Estado velará por la pronta restitución de su libertad ambulatoria y por la inmediata reunión con su familia, de conformidad a la ley.


Las sanciones privativas de libertad deberán ir siempre acompañadas de programas de reinserción social en los que se procurará involucrar a la familia del adolescente. Este último deberá cumplir estas sanciones en el establecimiento más cercano a su domicilio y de fácil acceso para sus padres y/o madres, representantes legales o quienes los tengan legalmente a su cuidado.


Artículo 50.- Debido proceso, tutela judicial efectiva y especialización. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a que en todos los procedimientos administrativos y judiciales se le respeten las garantías de un proceso racional y justo, y que se le aseguren, entre otros, el derecho de tutela judicial; el derecho a ser oído; el derecho a ser informado del procedimiento aplicable y de los derechos que le corresponden en el proceso; el derecho a una representación jurídica y/o judicial distinta de la de sus padres y/o madres, representantes legales, o de quienes los tengan legalmente bajo sus cuidado, en caso de intereses incompatibles; el derecho a una representación judicial especializada para la defensa de sus derechos; a presentar pruebas idóneas e independientes; a recurrir; así como los derechos y garantías que le confieren la Constitución Política de la República, los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes.


El Estado proveerá la existencia de una oferta de programas con el objetivo de garantizar progresivamente el derecho a defensa jurídica letrada, especializada y autónoma a los niños, niñas y adolescentes que enfrenten un proceso para la posible aplicación de una o más medidas de protección de sus derechos, desde las primeras actuaciones del procedimiento administrativo o judicial.


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, asegurarán, progresivamente, una efectiva especialización de los funcionarios cuyas tareas tengan relación con la protección de los derechos del niño, niña o adolescente, y en particular, a la formación continua y certificación periódica de letrados especializados en la defensa de los derechos de niños, niñas y adolescentes.


Artículo 51.- Protección reforzada y especializada de los niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos y de los adolescentes en conflicto con la ley. Los niños, niñas y adolescentes vulnerados tienen derecho a su recuperación física y psicológica, y a su reintegración familiar y social. Aquellos o aquellas que infrinjan la ley, sean o no imputables penalmente, tienen derecho a recibir protección especializada por polivictimización; derecho a su recuperación física y psicológica, y a la plena integración social y educativa.


El Estado contará con servicios de protección especializada para la atención de la niñez y adolescencia vulnerada, y con servicios de integración social de adolescentes infractores de ley, ambos de carácter especializados en su área, con personal, recursos financieros y despliegue territorial suficientes para dar atención oportuna y eficaz a todo niño, niña y adolescente que lo necesite.


Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia y el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, según corresponda, otorgarán las prestaciones necesarias para la recuperación, reintegración familiar e integración social y educativa de todo niño, niña o adolescente vulnerado en sus derechos por abandono, explotación o abuso; situación de discapacidad; situación de calle; tortura u otra forma de penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes, conflictos armados, o cualquier otra causa de vulneración. Asimismo, velarán por la integración social de los que infrinjan la ley.


Para el desarrollo integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, las entidades privadas que ejecuten la función pública de prestaciones de protección, promoción, prevención, restitución o reparación de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, deberán cumplir estrictamente los mismos principios y deberes que asisten a los organismos públicos en cuyas labores colaboran, y realizarán un trabajo colaborativo con los niños , niñas y adolescentes y sus familias, en el ámbito de sus acciones, orientado al resguardo de sus derechos.

Artículo 52.- Niños, niñas y adolescentes con necesidad de protección internacional. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a solicitar y recibir protección como refugiado, en los términos establecidos por la legislación correspondiente.


Todo niño, niña y adolescente tendrá derecho a solicitar y que se le reconozca su condición de apátrida en los términos determinados por las normas aplicables.


En los casos en los que los niños, niñas o adolescentes se encontraren no acompañados o separados de sus familias, la autoridad competente procurará remitir los antecedentes al juzgado de familia que corresponda para que proceda a la designación inmediata de un representante legal, el cual deberá intervenir en todas las etapas del procedimiento, bajo sanción de nulidad. 


Oportunamente, la autoridad competente deberá llevar adelante un procedimiento de determinación del interés superior para la identificación de soluciones duraderas apropiadas, tales como la reunificación familiar, la naturalización, para el caso de los niños, niñas y adolescentes apátridas, así como respecto de las medidas de cuidado y asistencia temporal que deberán proveer un entorno seguro y protector en el que recibirán el cuidado físico y emocional apropiado, y en el que sus necesidades especiales serán satisfechas. 


La autoridad administrativa encargada del conocimiento de estas solicitudes, dará prioridad a la tramitación de estos casos, velando siempre por el interés superior del niño, niña o adolescente solicitante de la condición de refugiado o apátrida. 


Cuando los niños, niñas o adolescentes soliciten el reconocimiento de alguna de estas condiciones en frontera, la autoridad de control migratorio no podrá impedir el ingreso al territorio nacional, debiendo resguardar su ingreso en función de lo señalado en la ley respectiva.

Artículo 53.- Protección y defensa como consumidores y usuarios. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a que los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, velen por la protección y defensa de sus derechos e intereses como consumidores de bienes y usuarios de servicios, públicos y privados, tomando en consideración sus necesidades y características particulares en la interpretación y aplicación de la normativa aplicable.


Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, fomentarán la sensibilización y la educación de los niños, niñas y adolescentes sobre el consumo sostenible y responsable.

Artículo 54.- Bienes, productos o servicios comercializados para el uso o el consumo de niños, niñas o adolescentes. Los bienes, los productos o los servicios comercializados para el consumo o uso de niños, niñas y adolescentes, no pueden contener sustancias perjudiciales y deben facilitar, de forma visible, la información suficiente sobre su composición, características y uso, así como la franja de edad, si procede, a la que están destinados.


Los bienes, los productos o los servicios comercializados para el uso o el consumo de niños, niñas o adolescentes, deben cumplir las medidas de seguridad suficientes para garantizar su inocuidad, tanto para el uso al que están destinados, como para evitar las consecuencias nocivas que puedan derivar de un uso inadecuado.

Artículo 55.- De la publicidad. La publicidad dirigida a niños, niñas o adolescentes que se divulgue en cualquier medio escrito, audiovisual o telemático debe respetar los siguientes principios de actuación:


1) Adaptación a la edad y etapa de desarrollo de la audiencia a la que se dirige el mensaje.


2) Exclusión de la violencia, la discriminación y de cualquier mensaje que incite al odio.


3) Publicidad veraz y no engañosa.


4) Publicidad informativa respecto de los riesgos o peligros involucrados para la salud en el consumo o uso de bienes, productos y servicios.


5) Publicidad informativa respecto de la sustentabilidad ecológica de los bienes y servicios ofrecidos.


6) No incitación al consumo desmedido, sin supervisión de adultos responsables.


7) No inducción al uso irresponsable del crédito o responsabilidad financiera.

Artículo 56.- Deberes y responsabilidades. El niño, niña y adolescente tiene los deberes que exige el respeto a los derechos y libertades fundamentales de todas las personas y del ordenamiento jurídico; el deber de respeto y obediencia a sus padres o los responsables legales de su cuidado y educación; y el deber de cumplimiento de sus responsabilidades escolares, familiares y comunitarias, siempre y cuando lo anterior no viole sus derechos y garantías o contravenga al ordenamiento jurídico.


El pleno respeto de los derechos del niño, niña o adolescente no está, sin embargo, condicionado por el cumplimiento de los deberes del inciso anterior y, en ningún caso, el incumplimiento de éstos justificará la vulneración de sus derechos.
Título III
De la Protección Integral
Párrafo 1°

Normas de aplicación general

Artículo 57.- Definiciones. El Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia realiza sus funciones a partir de una serie de acciones destinadas al respeto, protección y cumplimiento de todos los derechos y garantías de niños, niñas y adolescentes establecidos en la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño, así como en esta ley y en otras normativas jurídicas nacionales en materia de niñez, a través de los cuales se asegura su goce efectivo y se desarrolla un mecanismo de exigibilidad de los mismos.


1. Medios de acción. La protección integral se desarrolla a partir de una red intersectorial integrada de diferentes medios de acción ejecutados a partir de políticas, planes, programas, servicios, prestaciones, procedimientos y medidas de protección de derechos, realizadas por diferentes órganos de la Administración del Estado, debidamente coordinados entre sí, así como por actores de la sociedad civil. Compete al Ministerio de Desarrollo Social y Familia, en coordinación intersectorial con los demás Ministerios y órganos de la Administración del Estado pertinentes y, en particular, es ejecutada a nivel nacional, regional y comunal por la Subsecretaría de la Niñez, las Oficinas Locales de la Niñez y los organismos públicos regionales y comunales competentes.


2. Ámbitos de acción. La protección integral de carácter universal es aquella que efectúa el Estado respecto de todo niño, niña o adolescente en los siguientes ámbitos:


a) Promoción y defensa de derechos: son acciones destinadas a elevar el respeto de todos los derechos de niños, niñas y adolescentes, garantizar su efectividad, fomentando las condiciones que posibiliten su pleno ejercicio. Se realiza a partir de políticas públicas, generales y especiales, que determinan acciones concretas conforme a criterios de priorización temática, territorial y condiciones de vulnerabilidad, destinadas a niños, niñas y adolescentes, así como a la población general.


b) Seguimiento y acompañamiento: son acciones destinadas a niños, niñas y adolescentes, familias y comunidades, cuyo objetivo es dar apoyo, protección y acompañamiento con el fin de asegurar las condiciones que sean necesarias, con pertinencia a cada situación, para lograr el desarrollo integral y equitativo de la niñez y adolescencia. Estas acciones comprenden el levantamiento de alertas para activar procedimientos reforzados y derivaciones. Se sustenta en el sistema de protección social que se rige bajo principios de universalidad, adaptabilidad y enfoque de ciclo vital, y en garantías reforzadas para grupos que se encuentran en una mayor situación de desventaja, exclusión o discriminación.


c) Protección de derechos: son acciones para preservar o restituir el ejercicio de derechos de niños, niñas y adolescentes, cuando se hayan detectado amenazas o vulneraciones, ya sea limitando o privando su ejercicio, por acción u omisión del Estado, la sociedad, las familias, los cuidadores o por sí mismos. Su objeto será impedir la situación, reparar las consecuencias y evitar una nueva concurrencia. La determinación de decisiones y desarrollo del proceso se realizará con estricto respeto del derecho del niño, niña y adolescente a que le sea considerado su interés superior y los otros principios dispuestos en la Convención sobre los Derechos del Niño. Las medidas de protección de derechos que se dispongan podrán ser administrativas o judiciales, dispuestas por resolución fundada de la autoridad competente.


La protección comprende la preservación y la restitución de derechos, la cual es el conjunto de prestaciones diseñadas, implementadas y ejecutadas para poner fin a las amenazas de vulneración de derechos que afectan a un niño, niña y adolescente y/o para restablecer el goce y ejercicio de los derechos fundamentales afectados como consecuencia de vulneraciones de sus derechos.


La reparación es el conjunto de acciones especializadas diseñadas, implementadas y ejecutadas con el fin de reparar, en los ámbitos físico, emocional, psicológico, social y material, el daño o mal causado a un determinado niño, niña o adolescente, producto de las vulneraciones de derechos sufridas.


3. Protección especial. Dentro de las acciones de protección de derechos se desarrollará la protección especial, la que está destinada a niños, niñas y adolescentes que necesitan de servicios y prestaciones que provean una atención diferenciada y especializada, incorporando acciones de reparación psicosocial y restitución de derechos, cuando éstos se han vistos amenazados o vulnerados.


La protección especial podrá ser administrativa o judicial, de acuerdo con las funciones y competencias señaladas en la presente ley.


El Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia proveerá de prestaciones en este marco de manera directa, o por intermedio de instituciones privadas sin fines de lucro, acreditadas por la Subsecretaría de la Niñez para el cumplimiento de esta función pública y fiscalizadas por ésta.


4. Procedimiento de la protección de derechos. La protección de derechos es iniciada, en el ámbito local, por las Oficinas Locales de la Niñez en el entorno vital del niño, niña y adolescente y ejecutada por los diferentes medios de acción dispuestos por esta ley.


El procedimiento se desarrolla como una instancia de colaboración, conciliación y de apoyo a la función cuidadora de las familias, en resguardo del interés superior del niño, niña o adolescente, y se ejecuta mediante la dictación de medidas de protección, las cuales pueden ser de carácter administrativo o judicial, según las competencias fijadas por el presente marco legal.


En caso de perderse la voluntariedad y/o requerirse la intervención judicial, en función de sus competencias, la autoridad administrativa debe derivar el caso al tribunal de familia competente.


5. Protección Judicial. Es aquella protección específica de carácter especializado que corresponde disponer a los tribunales de justicia ante casos de niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos fundamentales, con el objeto de restituir el ejercicio de sus derechos y reparar las consecuencias de las vulneraciones. Se realiza mediante el ejercicio de la función jurisdiccional especializada, establecida en la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, y conforme a un debido proceso legal y a los demás derechos garantizados en la Constitución Política de la República y en los tratados de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentran vigentes.


La protección judicial no es excluyente de la administrativa.


La adopción y el cumplimiento oportuno y eficiente de las medidas de protección será de responsabilidad del Poder Judicial, el que ordena las medidas de protección judiciales. A la Subsecretaría de la Niñez corresponde la supervigilancia del trabajo de las Oficinas Locales de la Niñez, las que adoptan medidas de protección administrativas, y del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, que las ejecuta. Dichos órganos actuarán conjunta y coordinadamente, dentro del ámbito de sus respectivas competencias y atribuciones.


La coordinación necesaria para el cumplimiento efectivo y oportuno de la protección a nivel regional, compete a los Presidentes de las Cortes de Apelaciones y a los Directores Regionales del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia que correspondan. A nivel comunal, es de responsabilidad de las Oficinas Locales de la Niñez y de los jueces presidentes de los tribunales de familia, en caso de tribunales pluripersonales, del juez titular del tribunal de familia o del juzgado de letras competente, tratándose de tribunales unipersonales.

Artículo 58.- De la amenaza y vulneración no grave de derechos. Se entenderá por amenaza a los derechos de niños, niñas y adolescentes, la situación de riesgo de vulneración de sus derechos, y por vulneración no grave, la limitación o perjuicio leve de su desarrollo y bienestar, por cualquier circunstancia personal, familiar o social.


Entre otras, son amenazas:


a) La falta de atención del niño, niña o adolescente por parte de sus padres, representantes legales o por quien lo tenga a su cuidado, cuando importe un perjuicio leve para su salud física o emocional.


b) La dificultad para la atención y cuidado adecuado al niño, niña o adolescente, a pesar de su voluntad de hacerlo, por parte de los padres, representantes legales o de quienes lo tengan a su cuidado, que pueda importarle un perjuicio leve. 


c) Las carencias de cualquier tipo que puedan producir marginación, inadaptación o afectación de sus derechos, cuando no puedan ser compensadas por la familia ni hayan sido tratadas por los servicios administrativos a impulso de ésta. 

d) La falta de escolarización en edad obligatoria, el absentismo y el abandono escolar.


e) La falta de controles periódicos de salud o de las inmunizaciones obligatorias.


f) El conflicto abierto y crónico entre los progenitores, separados o no, cuando anteponen sus necesidades a las del niño, niña o adolescente.


g) La imposibilidad o incapacidad de los padres y/o madres, representantes legales o de quienes lo tengan a su cuidado, de regular la conducta del niño, niña o adolescente, provocando un peligro evidente de hacerse daño a sí mismo o de perjudicar a terceros.


h) Cualquier otra circunstancia persistente que pueda evolucionar y derivar en la vulneración de los derechos del niño, niña o adolescente. 


La amenaza y vulneración no grave a los derechos requiere de la intervención de la Oficina Local de la Niñez competente para la adopción de medidas de protección que eliminen, reduzcan o compensen las dificultades o perjuicios que atraviesa el niño, la niña o el adolescente, así como su familia, siempre que para la protección efectiva no sea necesaria su separación del núcleo familiar. En todo caso, la intervención judicial no es excluyente de la administrativa.

Artículo 59.- De la vulneración grave de derechos. Se entenderá por vulneración grave de derechos o garantías de los niños, niñas y adolescentes la limitación o perjuicio severo de su desarrollo y bienestar, por cualquier circunstancia personal, familiar o social.


En cualquier caso, son situaciones de amenaza o vulneración grave, entre otras:


a) El abandono por parte de sus padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tengan legalmente a su cuidado. 


b) La falta de atención por parte de sus padres y/o madres, representantes legales o por quien lo tenga a su cuidado, cuando importe un perjuicio grave.


c) La dificultad grave de los padres y/o madres, representantes legales o de quienes lo tengan a su cuidado, para su atención y cuidado adecuado, a pesar de su voluntad de hacerlo. 


d) Los malos tratos físicos o psíquicos, los abusos sexuales, explotación u otras situaciones de la misma naturaleza. 


e) La inducción a la mendicidad, a la comisión de delitos, al comercio sexual, al tráfico de estupefacientes, o situaciones de gravedad análoga. 


f) Las adicciones de los padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tengan legalmente a su cuidado, que repercutan gravemente en su desarrollo y bienestar. 


g) El suministro de drogas, estupefacientes o cualquier otra sustancia psicotrópica o tóxica.


h) La violencia de género, violencia intrafamiliar u otras circunstancias en el entorno sociofamiliar del niño, niña o adolescente que perjudiquen gravemente su desarrollo y bienestar. 


i) La negativa a participar, la obstaculización o falta de colaboración persistente y constatada de los padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tengan legalmente a su cuidado, en los procesos de protección administrativo o judicial, que ponga en peligro la seguridad del niño, niña o adolescente.


j) El maltrato prenatal que pueda originar graves secuelas al futuro nacimiento de un niño o niña debido a la falta de atención o cuidado de la mujer durante el proceso de gestación, o a la violencia ejercida en su contra por parte del progenitor o de terceras personas. 


Las amenazas y vulneraciones de derechos, así entendidas, competen a los tribunales de familia, sin perjuicio de que el caso siga siendo gestionado por la Oficina Local de la Niñez competente y que ésta adopte, respecto del mismo niño, niña o adolescente y/o de su familia, todas las medidas de protección administrativa que sean procedentes.


La protección judicial no es excluyente de la administrativa.

Artículo 60.- Principios rectores de los procesos de protección. En todos los procesos de protección de derechos, sean de carácter administrativo o judicial, así como en las decisiones que con ese fin adopten autoridades o funcionarios públicos, o privados que ejerzan funciones públicas, se respetarán los principios que rigen el  Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia regulados en el Título II de este cuerpo legal, así como los establecidos en la ley que crea el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia y la ley que crea el Servicio de Reinserción  Social Juvenil.


Asimismo, se respetarán los derechos y garantías que a los niños, niñas y adolescentes corresponden de conformidad con el artículo 1 de este cuerpo legal, en particular, los referidos en el Titulo II de esta ley.

Artículo 61.- Reglas generales para la adopción y aplicación de medidas de protección administrativas y judiciales. Toda medida administrativa o judicial de protección de los derechos del niño, niña o adolescente deberá:


a) Adoptarse fundadamente en un procedimiento que contemple las garantías del debido proceso pertinentes a su ámbito de aplicación, con celeridad y especial diligencia;


b) Determinarse sólo cuando ella sea necesaria y proporcional, se oriente hacia la satisfacción integral y óptima de los derechos del niño, niña o adolescente amenazados o afectados, considerando su contexto familiar y comunitario;


c) Establecerse por el tiempo necesario que asegure la protección del niño, niña o adolescente y garantizar su revisión periódica por la autoridad que la haya decretado;


d) Adoptarse sólo una vez que se haya oído al niño, niña o adolescente a quien pudiere afectar, en el caso que corresponda, atendiendo a su desarrollo y madurez, y a sus padres, madres, representantes o personas que lo tengan bajo su cuidado.


e) Revocarse o sustituirse, según sea el caso, si cambian las circunstancias que motivaron su adopción; y


f) Renovarse sólo si persisten las circunstancias que motivaron su adopción y existen antecedentes de que la actuación ha resultado idónea, para cumplir los fines que se tuvieron en cuenta al momento de imponerse.

Artículo 62.- Acción de tutela administrativa de derechos. Todo niño, niña o adolescente, o cualquier persona en su nombre e interés, podrá interponer una acción de garantía de los derechos de los niños , niñas y adolescentes ante la Secretaria Regional Ministerial del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, las Direcciones Regionales del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia o las Oficinas Locales de la Niñez , en razón de riesgos, amenazas o vulneraciones que afecten los derechos y garantías que a ellos corresponden, con el fin de que los órganos competentes tomen las medidas necesarias para hacer cesar la afectación de sus derechos.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia regulará el procedimiento necesario para garantizar un debido proceso y la efectiva cautela de los derechos.

Párrafo 2°

De los deberes de la Administración del Estado

Artículo 63.- Deber general de la Administración del Estado. Los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, están obligados a proveer los servicios sociales y los servicios de protección especializados que correspondan para garantizar la plena satisfacción de los derechos de los niños, niñas y adolescentes que se encuentren en territorio chileno, sin distinción, en forma oportuna y eficaz.

Artículo 64.- Deber de inexcusabilidad. Requerido un órgano de la Administración del Estado para que intervenga ante situaciones de riesgo, amenaza o vulneración de derechos de niños, niñas o adolescentes, no podrá excusarse de conocer y pronunciarse sobre el requerimiento. 


Si el requerimiento no versa sobre materias de su competencia, la autoridad deberá siempre:


a) Registrar los datos del niño, niña o adolescente solicitante, de sus padres y/o madres, representantes legales, quienes legalmente lo tengan a su cuidado o de la persona que concurra fundadamente en interés de éste según sea el caso;


b) Informar a la autoridad competente por el medio más eficiente posible, dentro del plazo máximo de 5 días hábiles contados desde su recepción; y


c) Informar al solicitante su incompetencia y la derivación de la solicitud al órgano competente, por el medio más expedito posible y sin dilación. En cualquier caso, deberá siempre notificarse por cualquier medio idóneo que dé fe de su conocimiento efectivo, dentro del plazo de 5 días hábiles contados desde su recepción.

Artículo 65.- Deber de denuncia. Los funcionarios públicos, agentes públicos que presten servicios al Estado bajo cualquier modalidad contractual, así como toda persona natural o jurídica que desempeñe la función pública a que se refiere el artículo 3 de la ley N° 20.032, tienen el deber de poner en conocimiento de las instituciones competentes, especialmente de las contempladas en el Título IV de la presente ley, toda situación que pueda ser constitutiva de afectación o amenaza de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, o de la vulneración de los mismos.


Todo funcionario o agente público, en especial los pertenecientes a las Oficinas Locales de la Niñez y a los colaboradores acreditados del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, tienen la obligación de denunciar, dentro del plazo de 24 horas, ante los órganos competentes, la comisión de hechos que puedan revestir el carácter de delito en contra de un niño, niña o adolescente.


El incumplimiento de los deberes a que se refiere este artículo, se entenderá como falta o incumplimiento grave de las funciones, contratos o convenios, según corresponda, sin perjuicio de las sanciones penales establecidas en el artículo 177 del Código Procesal Penal.


Las Oficinas Locales de la Niñez deberán contar con espacios adecuados que aseguren la confidencialidad pertinente, para que cualquier persona, niño, niña o adolescente pueda denunciar los hechos referidos en el inciso primero. Asimismo, y con tal finalidad, dispondrán de mecanismos expeditos, como teléfono prioritario, página web, redes sociales y cualquier otra plataforma tecnológica, garantizando la reserva respectiva.


No se admitirá acción en contra del denunciante, salvo que se pruebe su mala fe.

Artículo 66.- Deber de reserva y confidencialidad. Los organismos, entidades e instituciones públicas y privadas actuarán con la obligada reserva en el ámbito de la atención y protección a la infancia y la adolescencia, adoptando las medidas oportunas para garantizar la efectividad de su derecho a la vida privada, a la honra y propia imagen en el tratamiento confidencial de la información con la que cuenten y de los registros en los que conste dicha información.


El mismo deber de reserva se hará extensivo a las autoridades y personas que, por su profesión o función, conozcan de casos en los que podría existir o exista una situación de amenaza o de vulneración, o que tengan acceso a la información citada en el inciso anterior, quienes deberán abstenerse de utilizar dicha información con una finalidad distinta de las funciones legales que les corresponda desempeñar o utilizarla en beneficio propio o de terceros.


Se encuentran especialmente sujetos a reserva los registros jurídicos, médicos y escolares de los niños, niñas y adolescentes, salvo requerimiento judicial. Sin perjuicio de ello, el niño, niña o adolescente, su familia, quien lo tenga legalmente a su cuidado o su abogado, puede solicitar al juez de familia competente conocer los datos o información personal que se halle en poder de cualquier entidad pública o privada, debiendo aquél, en única instancia, resolver atendiendo a su edad, madurez e interés superior, sin perjuicio de lo establecido en el Párrafo 4° del Título III de la Ley que crea el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia.


En todo caso, la información referida a niños, niñas y adolescentes que se guarde en registros públicos o de organismos privados colaboradores del Estado, siempre podrá utilizarse de modo innominado, para fines científicos o de investigación.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la ley N° 18.834, que aprueba Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan. 


El que revelare o consintiere en que otro acceda a la información que poseyera bajo el deber de confidencialidad regulado en el inciso primero, fuera de los casos establecidos en esta ley, y en el Párrafo 4° del Título III de la Ley que crea el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, será sancionado conforme a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 33 de dicho cuerpo legal.
Párrafo 3°

De las Oficinas Locales de la Niñez


Artículo 67.- De las Oficinas Locales de la Niñez. El Ministerio de Desarrollo Social y Familia, de conformidad al artículo 3° bis de la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social y Familia y modifica cuerpos legales que indica, deberá establecer Oficinas Locales de la Niñez con competencia en una comuna o agrupación de comunas, a lo largo de todo el territorio nacional, las que serán las encargadas de la protección administrativa de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, a través de la promoción de los mismos, la prevención de vulneraciones y la protección de sus derechos, tanto de carácter universal como especializada, mediante acciones de carácter administrativo. La coordinación y supervisión de las Oficinas Locales de la Niñez corresponderá al Ministerio de Desarrollo Social y Familia, a través de la Subsecretaría de la Niñez.


El Presidente de la República, mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, suscritos además por el Ministro de Hacienda, establecerá la instalación de las Oficinas Locales de la Niñez necesarias, y el ámbito de su competencia territorial. El Ministerio de Desarrollo Social y Familia podrá celebrar convenios con una o más municipalidades para desarrollar las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez. De esta forma, la función establecida para las municipalidades en la letra m) del artículo 4 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, de Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, se cumplirá a través de los convenios celebrados con el Ministerio de Desarrollo Social y Familia para el desarrollo de las funciones de las Oficinas Locales de la Niñez. Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social y Familia podrá suscribir convenios de colaboración y/o transferencias con otros organismos públicos.


Las Oficinas Locales de la Niñez tendrán un coordinador local y un equipo multidisciplinario con gestores de casos, y su personal dependerá administrativamente de la municipalidad correspondiente y funcionalmente de la Subsecretaría de la Niñez.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia, suscrito por el Ministro de Hacienda, determinará la normativa técnica y metodológica que deban cumplir las Oficinas Locales de la Niñez y las demás normas necesarias para su adecuado funcionamiento. Para tales efectos, la Subsecretaría de la Niñez será la encargada de proponer dicha normativa.


Artículo 68.- De las funciones. Las Oficinas Locales de la Niñez deberán desarrollar la promoción, prevención y protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, a través de las siguientes funciones:


a) Orientar a los niños, niñas y adolescentes y a sus familias, en el ejercicio de sus derechos.


b) Fortalecer e impulsar la participación de los niños, niñas y adolescentes, sus familias, comunidades y la sociedad civil en materias relacionadas con la protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


Lo anterior, se realizará por medio de la constitución de Consejos Consultivos Comunales, compuestos por niños, niñas y adolescentes, los que deberán sesionar periódicamente.


c) Detectar oportunamente riesgos de vulneraciones de derechos de un niño, niña o adolescente, teniendo en consideración los factores de riesgo y factores protectores de éste, su familia y su entorno.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia, suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará el instrumento de focalización necesario para la prevención y detección oportuna de riesgos de vulneraciones de derechos de un niño, niña o adolescente y la entrega de su oferta. El Ministerio de Desarrollo Social y Familia, a través de la Subsecretaría de Evaluación Social, estará encargado de la definición, administración, coordinación y tratamiento de los datos personales del referido instrumento de focalización, de acuerdo al artículo 3 letra f) de la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social y Familia y modifica cuerpos legales que indica.


d) Iniciar y gestionar los procesos de protección administrativa universal y/o especializada de los derechos de los niños, niñas o adolescentes destinados a adoptar las medidas de protección consignadas en la presente ley, de oficio o a petición del niño, niña o adolescente, sus padres y/o madres, sus representantes legales o quien lo tenga legalmente a su cuidado, o de cualquier persona interesada en el respeto de los derechos de niños, niñas y adolescentes, de conformidad con el procedimiento de protección administrativa establecido en el artículo 74. Si se trata de procesos de protección universal se estará a lo dispuesto en las letras e) y g) de esta misma disposición. Si se tratase de procesos de protección especializada se atenderá a lo dispuesto en las letras f) y g) de este artículo. 


e) Realizar los procesos de protección administrativa universal, de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, de los derechos de los niños, niñas y adolescentes ante la detección de riesgos de vulneración de cualquiera de sus derechos. La Oficina Local de la Niñez recepcionará los antecedentes y realizará un diagnóstico biopsicosocial del niño, niña o adolescente y su familia. El Coordinador de la Oficina Local adoptará la o las medidas de protección administrativa que correspondan conforme a los resultados del mencionado diagnóstico y elaborará un plan de intervención personalizado con el niño, niña o adolescente y su familia, si correspondiese.


El plan de intervención será sugerido por el gestor de casos y se consignará en un acuerdo celebrado con el niño, niña o adolescente y su familia quienes voluntariamente se comprometerán con su cumplimiento. El plan se construirá en forma coparticipativa, en base a los procedimientos establecidos en los reglamentos a los que se refiere la letra g) de este artículo, en los que se respetarán y resguardarán los derechos de los niños, niñas y adolescentes, y se observarán las garantías de un debido proceso.


Adoptado el acuerdo, la Oficina Local de la Niñez dará inicio a la implementación de la o las medidas de protección administrativa, derivando a los niños, niñas y adolescentes, y sus familias, a los órganos competentes, en concordancia con el plan de intervención y el acuerdo mencionados en el inciso precedente, a fin de que puedan acceder a las prestaciones sociales necesarias para el debido resguardo de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, actuando de manera coordinada con dichos órganos, quienes estarán obligados a  ejecutar las acciones debidas en el tiempo y forma establecidas en los instrumentos públicos antes referidos, y a enviar a la Oficina Local de la Niñez los informes de resultados de las intervenciones solicitadas.


En los casos en los que los padres, madres, personas responsables de su cuidado o cualquier otra persona impidan la ejecución de la medida acordada, la incumplan de modo grave o de manera reiterada e injustificada, la Oficina Local de la Niñez comunicará los hechos al tribunal de familia competente. El tribunal podrá ordenar los apremios pertinentes para su cumplimiento forzado, devolviendo el caso a la Oficina Local de la Niñez o, en su caso, de estimar que procede alguna de las medidas de protección de su exclusiva competencia, retendrá el asunto e iniciará un procedimiento de adopción de medidas de protección, notificando la decisión a la Oficina Local de la Niñez.


f) Realizar los procesos de protección administrativa especializada referidos en la presente ley, respecto de niños, niñas o adolescentes que se encontrasen vulnerados en uno o más de sus derechos. 


Si la Oficina Local de la Niñez realiza el diagnóstico biopsicosocial del niño, niña o adolescente y su familia, y resultare una sospecha de que éste se encuentra vulnerados en uno o más de sus derechos, lo derivará al programa de diagnóstico clínico especializado del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia más cercano a su domicilio, previa coordinación con la Dirección Regional que corresponda de dicho Servicio, a fin de confirmar o descartar la vulneración.


En el caso de que el diagnóstico clínico especializado constate una vulneración de derechos, la Oficina Local de la Niñez iniciará un proceso de protección administrativa especializado, elaborará un plan de intervención personalizado con el niño, niña o adolescente y su familia, si fuere del caso, de acuerdo con a los resultados del mencionado diagnóstico; y el Coordinador de la Oficina Local adoptará la o las medidas de protección administrativa que correspondan.


Decidido el plan de intervención, la Oficina Local de la Niñez dará inicio a la implementación de la o las medidas de protección administrativa y coordinará su ejecución, derivando a los programas ambulatorios del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia a los que los niños, niñas y adolescentes, y/o sus familias, requieran acceder, conforme al plan de intervención elaborado para estos fines.


En caso de que el niño, niña o adolescente, y/o su familia, no cumplan con el plan de intervención, no adhieran al programa de diagnóstico especializado, o al programa de intervención del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia al que la Oficina Local de la Niñez lo haya derivado en virtud del diagnóstico realizado, la Oficina Local de la Niñez deberá poner en conocimiento de aquello, inmediatamente, al tribunal de familia competente y al órgano administrativo que corresponda, de acuerdo con lo prescrito en el párrafo 4° de la letra e) de este artículo.


Las municipalidades, en conformidad con lo establecido en el artículo 4° de la ley N° 20.032, podrán acreditarse como colaboradores del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, para postular a la licitación de los programas de la línea de acción de diagnóstico clínico especializado, pericia y seguimiento de casos; y, en caso de adjudicársela, ejecutar directamente dichos programas.


g) Realizar el seguimiento y monitoreo de las medidas de protección de su competencia y de los planes de intervención contenidos en ellas, referidos en las letras e) y f) precedentes, así como de la situación vital de los egresados de los programas de protección especializada del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, cualquiera sea su denominación legal. Ello, sin perjuicio del seguimiento que el mencionado Servicio debe realizar de los procesos de protección especializada que ejecuta.


En base al seguimiento de cada caso, el Coordinador de la Oficina Local de la Niñez podrá decidir, fundadamente, el cese, continuidad o modificación de las medidas de protección administrativas que hayan sido adoptadas.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia, en un plazo de doce meses desde la publicación de la presente ley, determinará los procedimientos detallados que las Oficinas Locales de la Niñez deberán seguir en el cumplimiento de sus funciones, en particular, el procedimiento para la apertura de procesos de protección administrativa, para la adopción de medidas de protección y para la derivación de casos a los tribunales de familia de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 73 y 74, los que, en todo caso, deberán respetar las garantías de un debido proceso y todos los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


h) Llevar un registro único de los niños, niñas y adolescentes, y sus familias, que hayan sido sujetos de protección administrativa, tanto universal como especializada. Dicho registro se llevará a través del Sistema de Información de Protección Integral, el que será administrado por la Subsecretaría de Evaluación Social del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, del que deberá recibir información, así como proveerla cuando ello sea necesario y procedente.


i) Articular la oferta dirigida a niños, niñas y adolescentes, especialmente, la oferta de los servicios sociales vinculados al Subsistema de Protección Integral de la Infancia “Chile Crece Contigo” y la oferta del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, a través de redes intersectoriales a nivel comunal, regional y nacional, procurando el acceso de los niños, niñas y adolescentes a la oferta social disponible y a los programas de protección especializados que se requieran.


En caso de detectar necesidades de programas o servicios para el desarrollo integral de los niños, niñas y adolescentes en su territorio, o para su protección especializada, la Oficina Local de la Niñez deberá informar al Secretario Regional Ministerial del Ministerio de Desarrollo Social y Familia correspondiente, quien, a su vez, anualmente, tendrá que comunicar de esta situación al Comité Interministerial de Desarrollo Social, Familia y Niñez y a la Subsecretaría de Evaluación Social, con el objetivo de analizar la pertinencia de una posible ampliación de la oferta o de nueva oferta en el territorio.


Para llevar a cabo esta función, existirán mesas de articulación interinstitucional a nivel nacional, regional y comunal, en la que participarán todos los órganos del Estado competentes, dentro de ellos, el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, que tengan por objeto resguardar el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Dichas mesas serán lideradas por la Subsecretaría de la Niñez, las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social y Familia y las Oficinas Locales de la Niñez, respectivamente. Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia determinará la integración y funcionamiento de dichas mesas.


Las mesas funcionarán de manera paralela y complementaria a las Comisiones Coordinadoras establecidas en el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia. Los asuntos conocidos en las Comisiones, que no fueren decididos, serán planteados en las mesas para su resolución.


Artículo 69.- De la Competencia. Las Oficinas Locales de la Niñez serán competentes para conocer de las amenazas o vulneraciones no graves a los derechos de los niños, niñas y adolescentes conforme a lo dispuesto en el artículo 58. 


Conocerá del caso la Oficina que corresponda al lugar de domicilio del niño, niña y adolescente o, en su defecto, de su familia de origen o de la persona que lo tenga a su cuidado. Si el niño, niña o adolescente se encontrare sujeto a una medida de cuidado alternativo, conocerá del caso la Oficina con jurisdicción en el lugar de domicilio de la familia de acogida o residencia de protección, según fuese el caso.


En caso de no poder aplicar la regla anterior, la competencia queda determinada por el lugar donde se encuentre el niño, niña o adolescente; y a falta de lo anterior, por el lugar de ocurrencia del hecho de amenaza o vulneración que ocasiona la apertura del procedimiento.

Párrafo 4°

De las medidas de protección administrativas


Artículo 70.- Medidas de protección administrativa. En los casos de amenaza o vulneraciones no graves a los derechos de niños, niñas y adolescentes a los que se refiere el artículo 58, las Oficinas Locales de la Niñez podrán aplicar las siguientes medidas de protección:


a) Derivar al niño, niña o adolescente y su familia, conjunta o separadamente, según el caso, a uno o más programas ambulatorios de protección social, de orientación y apoyos para el cuidado y crianza, fortalecimiento y/o revinculación familiar, prevención de vulneraciones, tratamiento y rehabilitación de los perjuicios ocasionados por éstas, y vínculo con redes de apoyo estatal, social y comunitaria.


b) Instruir la matrícula o permanencia del niño, niña o adolescente en establecimientos educacionales.


c) Instruir la activación de los beneficios de seguridad social que correspondan a los niños, niñas o adolescentes o a sus familias.


d) Derivar a programas de asistencia integral a la embarazada.


e) Derivar el ingreso a tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico, o gestionar la internación, en algún centro de salud público o privado, al niño, niña o adolescente que lo requiera, o a su padre, madre, representantes o responsables, en forma individual o conjunta, según sea el caso.


f) Derivar al padre, madre, representantes o responsables del niño, al Servicio de Registro Civil e Identificación, a objeto que, dentro de un plazo breve, regularicen o procesen la falta de inscripción de su filiación o las deficiencias que presenten los documentos de identidad del niño, niña o adolescente, según sea el caso.


g) Cualquier otra medida de protección idónea debidamente fundada, a fin de preservar o restituir los derechos, dentro de los límites de competencia de las Oficinas Locales de la Niñez.


Si se tratare de casos de amenazas o vulneraciones graves a los derechos a los que se refiere el artículo 59, la Oficina Local de la Niñez, deberá solicitar al tribunal de familia competente la adopción de medidas de protección judicial. La limitación o suspensión del derecho a mantener relaciones directas y regulares con sus padres y/o madres, familiares, o cuidadores, la suspensión de su derecho a vivir con su familia, la determinación de cuidados alternativos, el término de la patria potestad y la adopción, serán siempre medidas de competencia de los tribunales de familia. Lo anterior, sin perjuicio de que el caso siga siendo gestionado por la Oficina Local de la Niñez competente y que ésta adopte respecto del mismo niño, niña o adolescente y/o su familia todas las medidas de protección administrativa que sean procedentes.


En caso de decretarse la medida de cuidados alternativos, se preferirán los cuidados basados en familia, privilegiando la familia extensa sobre las de acogida, se aplicará por el menor tiempo posible y velando por la no separación de los hermanos.


Podrán adoptarse una o más medidas conjuntamente, de forma simultánea o sucesiva.


En casos de urgencia, las medidas señaladas deberán adoptarse en un plazo máximo de veinticuatro horas siguientes al conocimiento del caso.

Artículo 71.- Legalidad de las medidas de protección. En todo proceso de adopción de medidas de protección, administrativo o judicial, las medidas de protección que se adopten deberán basarse en los supuestos de amenaza o vulneración que las hacen procedentes, y determinarse mediante una resolución fundada que identifique con claridad y precisión los hechos que configuran la amenaza o vulneración de los derechos del niño, niña o adolescente, los derechos vulnerados y los objetivos que se pretende alcanzar con las medidas adoptadas, que determine el tiempo de duración de las mismas y el plazo para la revisión de su cumplimiento.


El deber de motivación de la medida deberá ser cumplido estrictamente, en especial cuando la medida impuesta implique la restricción de otros derechos del niño, niña y adolescente, diversos a los que se busca cautelar.


La motivación de la medida incluirá la relación circunstanciada de los criterios utilizados para la determinación del interés superior del niño, niña o adolescente que justifica su aplicación, en cada caso.  


El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos torna en ilegal a la medida.

Artículo 72.- Órganos competentes y medidas ante el incumplimiento de las medidas administrativas. Las medidas de protección administrativas referidas en el inciso primero del artículo precedente, serán adoptadas por las Oficinas Locales de la Niñez, sin perjuicio de las competencias específicas que tengan los otros órganos de la Administración del Estado.


En los casos en los que los padres, madres, personas responsables de su cuidado o cualquier otra persona impidan la ejecución de la o las medidas, las incumplan de modo grave, o las contravengan reiterada e injustificadamente, la Oficina Local de la Niñez comunicará los hechos al tribunal de familia competente. El tribunal podrá ordenar los apremios pertinentes para su cumplimiento forzado, devolviendo el caso a la Oficina Local de la Niñez o, en su caso, de estimar que procede alguna de las medidas de protección de su exclusiva competencia, retendrá el asunto e iniciará un procedimiento de adopción de medidas de protección, notificando la decisión a la Oficina Local de la Niñez.

Artículo 73.- Derivación de los casos de riesgo, o amenaza o vulneraciones de derechos desde la protección administrativa a la protección judicial. La derivación de los casos de riesgo, o amenaza o vulneraciones de derechos desde la protección administrativa a la protección judicial es imprescindible en las siguientes situaciones.


1. Si la intervención con la familia en contexto de voluntariedad no sea posible conforme al diagnóstico previo realizado, por tratarse de una vulneración grave de derechos, o de medidas de protección que afecten sustantivamente los derechos de los niños, niñas y adolescentes y sus familias, debiendo enviarse los antecedentes a los tribunales competentes de oficio o a petición de parte.


2. Si la intervención se ve frustrada durante la etapa de implementación y seguimiento por incumplimiento grave o contravenciones reiteradas e injustificadas de las medidas adoptadas por la Oficina Local de la Niñez, por parte de los padres y/o madres o adultos a cargo de la protección y cuidado del niño, niña o adolescente.


3. Cuando, además de las causas que dieron origen a la protección administrativa, aparezcan nuevos antecedentes de vulneración de derechos de igual o mayor entidad que los que dieron inicio a la intervención en contexto de protección administrativa.


La Oficina Local de la Niñez y el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia cumplirán sus deberes en permanente coordinación con los Tribunales de Justicia, el Ministerio Público y la Defensoría de los Derechos de la Niñez, cuando procediere.


Determinada una medida de protección judicial, el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia dará cumplimiento a la medida adoptada por el tribunal en el plazo y condiciones determinadas en la resolución judicial, so pena de incurrir en desacato a la autoridad judicial, sin perjuicio de la facultad del Servicio de determinar los proyectos que darán cumplimiento a las medidas ordenadas.


Artículo 74.- Procedimiento de protección administrativa. Con el objeto de realizar las funciones señaladas en el artículo 68, el procedimiento administrativo de medidas de protección debe cumplir los siguientes requisitos:


1.- El procedimiento podrá iniciarse de oficio o por requerimiento oral o escrito del niño, niña o adolescente, su padre y/o madre, representante legal o quien lo tenga a su cuidado, y en general, por cualquier persona que tenga interés.


2.- Al requerimiento no le será exigible mayor formalidad que la exposición de los hechos y los antecedentes mínimos para la correcta individualización de los intervinientes. En caso de iniciarse por un requerimiento oral, el relato deberá constar en un acta.


3.- Recibida la denuncia o requerimiento, se analizará su procedencia y se entregará una respuesta fundada al respecto.


4.- Recabados todos los antecedentes iniciales, la Oficina Local de la Niñez ponderará si hay mérito para la adopción de una medida de protección administrativa. Si del análisis se aprecia que no hay mérito para dictar alguna medida, emitirá la decisión respectiva que deberá ser fundada y decretará el cierre del caso.


5.- En el curso del procedimiento, el niño, niña o adolescente cuya situación sea o pueda ser afectada por la decisión del órgano administrativo, tiene el derecho de intervenir, en cualquier estado y grado del proceso, designar abogado o requerir de asistencia jurídica gratuita y expresar su opinión y deseos. Se deberá garantizar el ejercicio de este derecho, propiciando que los niños, niñas o adolescentes expresen su opinión sobre el asunto que les concierne, en un ambiente adecuado. A estos efectos, el niño, niña o adolescente podrá hacerse acompañar de una persona de su confianza.


6.- Una vez determinado el diagnóstico y la eventual medida a adoptar, se suscribirá un acuerdo mediante acta escrita entre los intervinientes y el Estado, representado por la Oficina Local de la Niñez, donde se plasmarán todos los compromisos que sean pertinentes para superar la amenaza o vulneración de derechos. El acuerdo es un compromiso suscrito voluntariamente, en el que se deberá individualizar a los interesados, las acciones comprometidas, los actores involucrados en la prestación de servicios de protección, la debida supervisión del caso, la duración de la intervención y los objetivos que sea necesario alcanzar.


7.- Iniciado el procedimiento para aplicar una medida de protección, se citará a los interesados a un día y hora determinados, en el más breve plazo, para que asistan a la sesión a fin de resolver sobre el caso. Además, se establecerán, de ser ello requerido, las acciones de diagnóstico biopsicosocial y recopilación de antecedentes que considere necesarios, para lo cual se dispondrá del conjunto de programas de la oferta. En el proceso de evaluación se determinará el diagnóstico y demás acciones para verificar la existencia de la amenaza o vulneración de derechos.


Los intervinientes podrán exponer por escrito u oralmente lo que estimen pertinente, antes de la sesión o en la misma instancia, acompañando todos los antecedentes que sean necesarios en apoyo de sus argumentos. La sesión se efectuará con quienes asistan, aun cuando las personas interesadas debidamente notificadas no hayan concurrido o hecho valer sus alegaciones y antecedentes. Las decisiones que se adopten se notificarán por el medio más idóneo, que permita dejar constancia de las mismas.


De no asistir los citados a la sesión o fracasada la instancia de búsqueda de acuerdos y compromisos concretos para la superación de la superación de amenaza o vulneración, la Oficina Local de la Niñez adoptará una medida de protección administrativa.


8.- La medida de protección administrativa deberá adoptarse en el plazo máximo de treinta días de iniciado el procedimiento.


9.- Toda medida de protección administrativa deberá ser revisada a lo menos cada tres meses, adoptándose las acciones necesarias para su modificación, mantención o cese.


10.- Cuando el procedimiento se haya iniciado a petición de persona interesada, el desistimiento de la acción no paralizará el curso del proceso si, a juicio de la Oficina Local de la Niñez, existen indicios o razones suficientes de la existencia de una amenaza o vulneración de derechos para continuar de oficio.


11.- En los casos en los que los padres, madres, personas responsables de su cuidado o cualquier otra persona impidan la ejecución de la o las medidas, las incumplan de modo grave, o las contravengan reiterada e injustificadamente, la Oficina Local de la Niñez comunicará los hechos al tribunal de familia competente. El tribunal podrá ordenar los apremios pertinentes para su cumplimiento forzado, devolviendo el caso a la Oficina Local de la Niñez o, en su caso, de estimar que procede alguna de las medidas de protección de su exclusiva competencia, retendrá el asunto e iniciará un procedimiento de adopción de medidas de protección, notificando la decisión a la Oficina Local de la Niñez.

Artículo 75.- Revisión de medidas. Toda medida de protección administrativa deberá ser revisada, a lo menos, cada tres meses, adoptándose las acciones necesarias para su modificación, mantención o cese. Dentro de los objetivos de la revisión, la unidad respectiva deberá ejecutar las siguientes acciones:


a) Revisión y seguimiento de las condiciones que motivaron el plan y las medidas.


b) Ejecución y coordinación de instancias de gestión de redes y casos.


c) Actualización y modificación del plan de intervención de acuerdo a la variación de la situación del caso.


d) Egreso y seguimiento.

Artículo 76.- Acción de reclamación por ilegalidad. Todo niño, niña o adolescente, o cualquier otra persona que haya intervenido en el procedimiento de protección administrativa, podrá recurrir ante el tribunal con competencia en materia de familia que corresponda al domicilio de la recurrida, en contra de actos ilegales o arbitrarios de la Oficina Local de la Niñez ocurridos en el proceso de protección administrativa; o en contra de la resolución que ordenó la medida de protección, cuando no se hayan observado las reglas esenciales para su adopción; o cuando la misma se haya adoptado fuera de los casos de amenaza de derechos que la hacen procedente; cuando haya sido dictada por una Oficina incompetente; cuando su dictación se realizó con infracción de los derechos que a los niños, niñas o adolescentes corresponden en el proceso; o contraviniendo las normas de procedimiento establecidas para su adopción, de conformidad con lo dispuesto en el Título III de la presente ley.


El recurso deberá ser interpuesto dentro del plazo de cinco días hábiles, contados desde la ocurrencia del hecho ilegal o arbitrario, o desde la notificación de la adopción de la medida, y será resuelto por el tribunal en forma incidental conforme a lo dispuesto en el artículo 26 de la ley Nº 19.968, pudiendo citar a audiencia para recibir más antecedentes si lo estima necesario. El tribunal podrá decretar orden de no innovar y dictar medidas urgentes en protección de los afectados. En contra de la resolución que resuelve la reclamación de ilegalidad, procederá el recurso de apelación señalado en el artículo 67 Nº 2) de la ley Nº 19.968.


En los casos en los que la ilegalidad o arbitrariedad cause perturbación, amenaza o vulneración de los derechos a la vida, integridad física y psíquica, u otro derecho fundamental de los niños, niñas y adolescentes, la acción también podrá ser interpuesta por cualquier persona en su nombre e interés, y el plazo para su interposición se extenderá a diez días corridos contados desde la ocurrencia de los hechos. Lo anterior, sin perjuicio de los demás derechos y acciones procedentes de conformidad con la ley.

Título IV 

Institucionalidad


Articulo 77.- Institucionalidad del Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia. El Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia estará conformado, entre otras, por las siguientes instituciones:


a. Ministerio de Desarrollo Social y Familia: velará por los derechos de los niños, niñas y adolescentes, con el fin de promover y proteger su ejercicio, de conformidad con el inciso tercero del artículo 1° de la ley N° 20.530.


b. Comité Interministerial de Desarrollo Social, Familia y Niñez: dará los lineamientos generales a la Comisión Coordinadora de Protección Nacional, la que, a su vez, instruirá a las Comisiones Coordinadoras de Protección Regionales al respecto.


c. Subsecretaría de la Niñez: deberá, dentro de sus funciones, colaborar con la administración, coordinación y supervisión de los sistemas o subsistemas de gestión intersectorial que tengan por objetivo procurar la prevención de la vulneración de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y su protección integral, de conformidad a los artículos 3° bis y 6° bis de la ley N° 20.530, así como la supervigilancia y fiscalización del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia de conformidad con la ley que crea dicho Servicio.


d. Defensoría de los Derechos de la Niñez: tiene por objeto la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños, niñas y adolescentes, de conformidad al artículo 2° de la ley N° 21.067.


e. Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia: tiene por objeto la provisión de oferta de protección especializada de niños, niñas y adolescentes gravemente vulnerados en sus derechos, conforme a lo establecido en la ley que crea dicho Servicio.


f. Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil: es la entidad especializada responsable de administrar y ejecutar las medidas y sanciones contempladas por la ley N° 20.084, mediante el desarrollo de programas que contribuyan a la modificación de la conducta delictiva y la integración social de los jóvenes sujetos de su atención y la implementación de políticas de carácter intersectorial en la materia, respetando los derechos humanos de los jóvenes, reconocidos en la legislación nacional, la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes.


g. Oficinas Locales de la Niñez: serán las encargadas a nivel territorial de la protección administrativa de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, en los términos establecidos en el Título III de la presente ley.


h. Consejo de la Sociedad Civil de la Niñez: asesorará en materias de niñez y adolescencia a la Subsecretaría de la Niñez.


i. Consejo Consultivo Nacional de niños, niñas y adolescentes: estará compuesto por representantes de los Consejos Consultivos Comunales de niños, niñas y adolescentes que deberán mantener en funcionamiento las Oficinas Locales de la Niñez, en los términos establecidos en la letra b) del artículo 68.


Artículo 78.- Consejo Consultivo Nacional de Niños, Niñas y Adolescentes. El Ministerio de Desarrollo Social y Familia deberá contar con un Consejo Consultivo Nacional de Niños, Niñas y adolescentes, que tendrá como objetivo hacer efectiva la participación de los niños, niñas y adolescentes en relación a las políticas, proyectos y programas que puedan afectarles en los ámbitos establecidos en esta ley. 


Este Consejo deberá reunirse al menos tres veces al año, y estará compuesto por diez miembros representantes de los Consejos Consultivos Comunales establecidos en las Oficinas Locales de la Niñez. Estos miembros deberán ser elegidos por votación de sus pares y durarán tres años en su cargo, o hasta que cumplan los 18 años de edad.


Un reglamento emitido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia establecerá la forma de funcionamiento del Consejo.


Artículo 79.- De los demás órganos del Estado. Aquellos órganos del Estado que ejecuten acciones de protección, promoción, prevención, restitución o reparación de los derechos de los niños, niñas y adolescentes deberán, en el ámbito de sus competencias, adoptar las medidas que sean necesarias para resguardar, o en su caso, restablecer de manera oportuna y eficaz los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

Artículo 80.- Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones. En el ejercicio de sus competencias y funciones, los funcionarios de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones deberán tener especial consideración en el resguardo de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, y su relación con ellos.


Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, deberán contar con personal debidamente formado en el trato con niños, niñas y adolescentes en los derechos que les corresponden, así como en la normativa que les es aplicable. De igual forma, el sistema de formación de estas instituciones deberá incluir capacitaciones periódicas sobre estas materias, dirigidas a todo funcionario que tenga interacción o trato directo con niños, niñas y adolescentes en el ejercicio de sus funciones. 


En todo procedimiento en el que se vea involucrado un niño, niña o adolescente, las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública deberán respetar y proteger sus derechos, dando cumplimiento a los protocolos y manuales de acción e instrucciones generales establecidos para tales efectos.


Los deberes de información que deben realizar las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, en el marco de sus competencias, deberán cumplirse en la manera que el niño, niña o adolescente entienda adecuadamente aquello que se le está informando, especialmente en aquellos casos en que aquél hable un lenguaje diferente al español.

TÍTULO V

De la Política Nacional de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción


Artículo 81.- Política Nacional de la Niñez y Adolescencia. La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia establecerá los objetivos generales, fines, directrices y lineamientos en materia de protección, garantía y promoción integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes dictadas conforme a ellos.


La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia deberá propender a la creación de las condiciones político institucionales que garanticen el ejercicio efectivo de los derechos de la niñez y adolescencia, fortaleciendo la gestión pública, así como el seguimiento, monitoreo, evaluación y la rendición de cuentas. Asimismo, se orientará a fortalecer la calidad de los programas, de los servicios y las prestaciones de las políticas sociales generales y especializadas, y a potenciar la participación y colaboración con la sociedad civil en sus objetivos.

Artículo 82.- Contenido mínimo de la Política Nacional de la Niñez y Adolescencia. La política que se formule deberá contener, a lo menos, un diagnóstico de la situación de la niñez y adolescencia en el país, sus objetivos y fines estratégicos, distinguiendo áreas y materias, como también las orientaciones y ejes de acción dirigidos al cumplimiento de dichos objetivos y fines, considerando criterios de descentralización y desconcentración, según corresponda.


La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción asegurarán que el Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia sea de carácter:


a) Universal, garantizando el ejercicio de sus derechos a todos los niños, niñas y adolescentes dentro del territorio de la República.


b) Coordinado, cumpliendo con la unidad de acción, la eficiencia debida y evitando la interferencia de funciones.


c) Integral, abordando las necesidades de los niños, niñas y adolescentes en las diferentes etapas de su desarrollo progresivo hasta el cumplimiento de la mayoría de edad.


d) Sistémico, considerando la protección de los derechos en un marco conjunto e interrelacionado que incluya a los niños, niñas y adolescentes, a sus padres y/o madres, a las familias, la comunidad, la sociedad civil y a los órganos del Estado, con vistas a una mayor eficacia en la acción.


e) Intersectorial, relacionando en sus contenidos las diferentes dimensiones de las prestaciones públicas que se desarrollan en distintos sectores, y generando la capacidad de incidir en las políticas de las entidades del sector público que presten servicios vinculados a los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


Artículo 83.- Contenido mínimo del Plan de Acción. El Plan de Acción deberá contener, a lo menos:


a) Los derechos y garantías de la niñez y la adolescencia que se abordarán.


b) Los programas o líneas programáticas que lo integran.


c) Las acciones y medidas específicas a ejecutar. 


d) Los plazos de ejecución.


e) Los órganos y cargos responsables.


f) Las metas para sus acciones y medidas.


g) Los indicadores necesarios para su evaluación.

Artículo 84.- Procedimiento de formulación y aprobación. La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción serán elaborados a través de un proceso interministerial, coordinado por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia, en el que se deberá considerar la participación del Consejo Nacional de niños, niñas y adolescentes, la Defensoría de los Derechos de la Niñez, las Oficinas Locales de la Niñez, el Consejo de la Sociedad Civil de la Niñez, expertos y organizaciones de la sociedad civil, en particular aquellas organizaciones sin fines de lucro que trabajen con la niñez y adolescencia.


La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia tendrá una duración de nueve años, y será revisada y evaluada, al menos, cada tres años. La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción serán aprobados mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia a propuesta del Comité Interministerial de Desarrollo Social, Familias y Niñez, y deberá ser suscrito, además, por aquellos Ministros con competencia en la materia respectiva.


Artículo 85.- Evaluación y Monitoreo. La Subsecretaría de la Niñez será la encargada de llevar a cabo una evaluación y monitoreo anual de la Política Nacional de Niñez y Adolescencia y el Plan de Acción respectivo.
Título VI

Modificaciones a otras leyes


Artículo 86.- Modificación a la ley orgánica constitucional de Municipalidades. Agrégase la siguiente letra m), nueva, al artículo 4 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades:


“m) La promoción de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, la prevención de vulneraciones de derechos y la protección general de los mismos.”.

Artículo 87.- Modificaciones a la ley N° 20.379, que crea el sistema intersectorial de protección social e institucionaliza el subsistema de protección integral a la infancia “Chile Crece Contigo”. 


1. Reemplázase, en el primer inciso del artículo 9, la frase “hasta su ingreso al sistema escolar, en el primer nivel de transición o su equivalente”, por la siguiente: “hasta que cumplan los 18 años de edad”. 


2. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 9, la frase “hasta el primer ciclo de enseñanza básica”, por la siguiente: “hasta que cumplan los 18 años de edad”.


3. Agrégase un inciso final, nuevo, al artículo 9, del siguiente tenor: 


“El Subsistema tendrá dentro de sus beneficiarios a los niños, niñas y adolescentes, cuyo adulto significativo se encuentre privado de libertad. También serán beneficiarios los cuidadores de aquellos niños, niñas y adolescentes.”.

Artículo 88.- Modificaciones a la ley N° 20.595, que crea el ingreso ético familiar que establece bonos y transferencias condicionadas para las familias de pobreza extrema y crea el subsidio al empleo de la mujer. 


1. Agrégase, en la letra b) de su artículo 4°, antes del punto y coma, lo siguiente: “mayores de edad. Los niños, niñas y adolescente en situación de calle estarán a cargo del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia”.


2. Eliminase la letra c) de su artículo 4°.

Artículo 89.- Modificación a la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social y Familia.


Reemplázase en el inciso tercero de su artículo 1°, la frase: “el Sistema de Garantías de Derechos de la Niñez”, por la siguiente: “el Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia”.

Artículo 90.- Modificaciones a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia. Efectúanse las siguientes adecuaciones a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia:


1.- En el inciso final del artículo 18, sustitúyase la expresión “en el Título IV”, por la frase “en los párrafos 3° y 4° del Título IV”.


2.- Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo, en el artículo 18:


“Tratándose de los procedimientos señalados en los párrafos 1º y 2° del Título IV de esta ley, la intervención del abogado del niño, niña o adolescente será obligatoria y su omisión se sancionará con la nulidad de todo lo obrado.”.


3.- En el inciso primero del artículo 68, intercálese, entre las palabras “ley” y “, tendientes”, la frase “que crea el Sistema Integral de Protección y Garantías de los Derechos de la Niñez y Adolescencia”.


4.- Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser inciso tercero:


“Por amenaza o vulneración de derechos, para efectos de la presente ley, deberá estarse a las definiciones contenidas en los artículos 58 y 59 de la Ley que crea el Sistema Integral de Protección y Garantías de los Derechos de la Niñez y Adolescencia.”.


5.- En el inciso segundo del artículo 68, que pasa a ser tercero, después del punto final, que pasa a ser punto seguido, agrégase la siguiente oración:


“La medida se adoptará por el menor tiempo posible, procurará que se cumpla cerca del lugar de residencia del niño, niña o adolescente, no separar a los hermanos y privilegiará el acogimiento y reunificación familiar antes que el residencial.”.

Artículo primero transitorio.- La presente ley entrará en vigencia desde la fecha de su publicación.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las Oficinas Locales de la Niñez reguladas en el Título III de la presente ley, se implementarán de manera progresiva en el territorio nacional, a partir de la transformación de las Oficinas de Protección de Derechos, reguladas en la ley N° 20.032, y de conformidad a los resultados en los procesos de evaluación que se realicen respecto de su proceso de instalación. La implementación de todas las Oficinas Locales de la Niñez deberá realizarse dentro de los cinco años contados desde la fecha de publicación de la presente ley. 


La evaluación a la que hace mención el inciso segundo, será realizada por parte de una entidad externa a los organismos del Estado que ejecuten las acciones y prestaciones que ofrecen, de conformidad a las instrucciones que para estos efectos imparta el Ministerio de Desarrollo Social y Familia, conjuntamente con la Dirección de Presupuestos.


Artículo segundo transitorio.- La Política Nacional de la Niñez y Adolescencia y su Plan de Acción deberá adecuarse a los principios, objetivos, deberes, derechos y garantías establecidos en la presente ley dentro del plazo de dos años contado desde la publicación de esta ley, aun cuando su plazo de vigencia no haya concluido.

Artículo tercero transitorio.- Los reglamentos a los que se refiere la presente ley se dictarán dentro del plazo de seis meses contados desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, con excepción del referido en la letra g) del artículo 68, que conforme a dicha disposición debe dictarse dentro del plazo de un año.

Artículo cuarto transitorio.- Dentro del plazo de 18 meses contados desde la publicación de esta ley, el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional un proyecto de ley para adecuar las normas de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, considerando las adecuaciones que surjan para la aplicación de esta ley.

Artículo quinto transitorio.- En el plazo de seis meses contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial, el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional un proyecto de ley con el objeto de concordar y armonizar la Ley N° 20.032 y la Ley que crea el Servicio de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia con la presente ley, en todas las materias necesarias, a excepción de las relativas al régimen de subvenciones.
- - - - - - - - -

- - - - - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 16 de diciembre de 2019, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), señora Ena Von Baer Jahn, y señores Rodrigo Galilea Vial (Manuel José Ossandón Irarrázabal), Carlos Montes Cisternas y Jaime Quintana Leal; 6, 13 y 16 de enero de 2020, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), señora Ena Von Baer Jahn, y señores Carlos Montes Cisternas y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 21 de enero de 2020, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), señora Ena Von Baer Jahn, y señor Carlos Montes Cisternas; 22 de enero de 2020, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), señora Ena Von Baer Jahn, y señores Rodrigo Galilea Leal (Manuel José Ossandón Irarrázabal) y Carlos Montes Cisternas; 23 de enero de 2020, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), señora Ena Von Baer Jahn, y señores Carlos Montes Cisternas y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 27 de enero de 2020, (primera sesión celebrada en esta data) con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), señoras Ximena Órdenes Neira (Jaime Quintana Leal), Ena Von Baer Jahn, y señores Carlos Montes Cisternas, Alejandro Navarro Brain (Jaime Quintana Leal) y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 27 de enero de 2020, (segunda sesión celebrada en esta data) con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), señoras Carmen Gloria Aravena Acuña (Manuel José Ossandón Irarrázabal) y Ena Von Baer Jahn, y señores Carlos Montes Cisternas, Alejandro Navarro Brain (Jaime Quintana Leal) y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 28 y 29 de enero de 2020, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), señora Ena Von Baer Jahn, y señores Carlos Montes Cisternas y Manuel José Ossandón Irarrázabal, 15 y 22 de junio de 2020, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), señora Ena Von Baer Jahn, y señores Carlos Montes Cisternas, Manuel José Ossandón Irarrázabal y Jaime Quintana Leal; 1 de julio de 2020, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), señora Ena Von Baer Jahn, y señores Carlos Montes Cisternas y Jaime Quintana Leal; 13 de julio de 2020, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), señoras Carmen Gloria Aravena Acuña (Manuel José Ossandón Irarrázabal) y Ena Von Baer Jahn, y señores Carlos Montes Cisternas y Jaime Quintana Leal; 27 de julio de 2020, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), señora Ena Von Baer Jahn, y señor Manuel José Ossandón Irarrázabal; 3, 17, 26 y 31 de agosto de 2020, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), señora Ena Von Baer Jahn, y señores Carlos Montes Cisternas, Manuel José Ossandón Irarrázabal y Jaime Quintana Leal, 7, 21 y 29 de septiembre de 2020, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), señora Ena Von Baer Jahn, y señores Carlos Montes Cisternas, Manuel José Ossandón Irarrázabal y Jaime Quintana Leal., y 2 de noviembre de 2020, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), y señores Carlos Montes Cisternas y Manuel José Ossandón Irarrázabal.

Sala de la Comisión, a 2 de noviembre de 2020.
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LUIS SEPÚLVEDA VARGAS

Abogado Secretario de la Comisión
RESUMEN EJECUTIVO

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL ENCARGADA DE TRAMITAR PROYECTOS DE LEY RELACIONADOS CON LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE UN SISTEMA DE GARANTÍAS DE LOS DERECHOS DE LA NIÑEZ.
BOLETÍN Nº 10.315-18
I. OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: tiene por finalidad crear un Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia, conformado por un ordenamiento coordinado de disposiciones legales y un conjunto de políticas, instituciones y normas destinadas a velar por el desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social de los niños, niñas y adolescentes, que dé cuenta de una nueva concepción de los niños como sujetos de derechos, en materia de respeto, prevención, promoción y protección de éstos, incorporando en nuestro orden normativo un sistema que proteja universalmente los derechos reconocidos en este ámbito en la Constitución Política de la República, en las disposiciones de la Convención sobre los Derechos del Niño y demás instrumentos internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las demás leyes. Lo anterior, sin perjuicio de la profundización y desarrollo que se propone en la configuración de algunos de los referidos derechos.
El proyecto determina quiénes son los destinatarios de las normas que contiene e impone a los órganos de la Administración del Estado el deber de rendición de cuentas sobre las políticas desplegadas para la satisfacción de los derechos del niño, siempre en el marco de sus competencias y de los recursos de los que dispongan. Asimismo, se establecen las reglas para la aplicación e interpretación de los derechos, principios y garantías de los derechos de los niños y determina que las normas internacionales deban considerarse, de igual forma, al momento de aplicar e interpretar la ley, con la finalidad de garantizar su efectividad.

Para lo anterior, se dispone la creación de las Oficinas Locales de la Niñez, como un órgano administrativo de protección, la que, junto al Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, y la judicatura de familia, abordarán las distintas hipótesis de afectaciones de derechos, de acuerdo a su gravedad y entidad, estableciéndose, para tales fines, una reconfiguración de las competencias de las citadas instituciones.

Por último, se hace presente que la iniciativa pretende servir como una ley marco del sector, a fin de sentar las bases generales del Sistema de Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia, permitiendo el desarrollo futuro de distintos cuerpos normativos que tendrán por objeto complementar la institucionalidad y poner en ejecución sus postulados.
II. ACUERDOS: 
Indicación Nº1.a, aprobada con modificaciones 3x1 abstención.

Indicación Nº 1.b, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 1, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicaciones Nos 1 bis y 1 ter, aprobadas con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 2, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicaciones Nos 3, 4 y 5, aprobadas con modificaciones 4x0.

Indicaciones Nos 5 bis y 5 ter, aprobadas con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 5 quáter, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 5 quinquies. aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 6, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 6 bis, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 7, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 8, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 9, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 10, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 11, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 12, aprobada con modificaciones 3x1 en contra.

Indicación Nº 13, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicaciones Nos 13 bis y 13 ter, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 13 quáter, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 14, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 15, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 16, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 17, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 17 bis, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicaciones Nos 18 y 19, aprobadas con modificaciones 4x0.

Indicaciones Nos 19 bis y 19 ter, aprobadas con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 19 quáter, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 19 quinquies, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 20.a, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 20, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 21, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 22, aprobada 4x0.

Indicaciones Nos 22 bis y 22 ter, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 22 quáter, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 23, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 23 bis, rechazada 4x0.

Indicación Nº 24, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 25, retirada.

Indicaciones Nos 26.a y 26.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 26, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 27, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 28, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 29, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 30.a, aprobada 4x0.

Indicación Nº 30, aprobada 4x0.

Indicación Nº 30 bis, rechazada 4x0.
Indicación Nº 30 ter, rechazada 4x0.

Indicaciones Nos 31 y 31 bis, retiradas.

Indicación Nº 32, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 33, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicaciones Nos 34.a y 34.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 34, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 35, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 36, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 36 bis, rechazada 4x0.

Indicación Nº 37, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 38, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 39, retirada.

Indicación Nº 40, aprobada 4x0.

Indicación Nº 41.a, aprobada 3x0.

Indicaciones Nos 41.b y 41.c, aprobadas 3x0.

Indicación Nº 41, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 42, retirada.

Indicación Nº 43, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 44, retirada.

Indicación Nº 44 bis, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 45, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 45 bis, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 46, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicaciones Nos 46 bis, 46 ter y 46 quáter, aprobadas 4x0.

Indicación Nº 47, aprobada con modificaciones 3x2 en contra.

Indicación Nº 47 bis, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 48.a, rechazada 3x2 a favor.

Indicación Nº 48.b, rechazada 3x2 a favor.

Indicaciones Nos 48.c y 48.d, rechazadas 3x2 a favor.

Indicación Nº 48, rechazada 3x2 a favor.

Indicación Nº 49, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 49 bis, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 49 ter, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 50, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 50 bis, aprobada con modificaciones 3x2 en contra.

Indicación Nº 50 ter, aprobada con modificaciones 3x2 en contra.

Indicación Nº 51, rechazada 3x2.

Indicación Nº 51 bis, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicaciones Nos 52.a y 52.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 52, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 53, rechazada 3x2 a favor.

Indicación Nº 53 bis, rechazada 3x2 a favor.

Indicaciones Nº 53 ter y 53 quáter, rechazadas 3x2 a favor.

Indicaciones Nos 54.a y 54.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 54, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 55, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 55 bis, rechazada 3x2 a favor.

Indicación Nº 56, rechazada 3x2 a favor.

Indicación Nº 56 bis, rechazada 3x2 a favor.

Indicaciones Nº 56 ter y 56 quáter, rechazadas 3x2 a favor.
Indicación Nº 57, aprobada con modificaciones 3x2 en contra.

Indicación Nº 57 bis, rechazada 3x2 a favor.
Indicación N° 58, rechazada 3x2 a favor.

Indicación Nº 59, aprobada con modificaciones 3x2.

Indicación Nº 60, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 61, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicaciones Nos 62.a y 62.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 62, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado). 

Indicación N° 63, retirada.
Indicaciones Nos 64 y 65, rechazadas 4x0.

Indicaciones Nos 66.a y 66.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 66, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 67, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicaciones Nos 68, 69, 70, 70 bis y 70 ter, aprobadas con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 70 quáter, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 70 quinquies, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 71, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 72, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicaciones Nos 72 bis, 72 ter y 72 quáter, aprobada 4x0.

Indicación Nº 73, aprobada 4x0.

Indicaciones Nos 74.a y 74.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 74, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicaciones Nos 75 y 75 bis, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 76, retirada.

Indicación Nº 77, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicaciones Nos 78, 79, 80, 80 bis y 80 ter, aprobadas con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 80 quáter, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 81, aprobada 3x0.

Indicación Nº 82, aprobada con modificaciones 3x0. Letra f) aprobada 2x1 en contra.

Indicación Nº 82.a, rechazada 3x0.

Indicaciones Nos 82.b y 82.c, aprobadas con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 82.d, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 82 bis, aprobada con modificaciones 2x1 en contra.

Indicación Nº 82 ter, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 82 quáter, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 82 quinquies, aprobada con modificaciones 2x1 en contra.

Indicación Nº 82 sexies, rechazada 3x0.

Indicaciones Nos 82 septies y 82 octies, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 82 nonies, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 82 decies, rechazada 3x0.

Indicación Nº 83, rechazada 3x0.

Indicación Nº 83 bis, rechazada 3x0.

Indicación Nº 84, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 85.a, rechazada 3x0.

Indicaciones Nos 85.a.a y 85.a.b, aprobadas 3x0.

Indicación 85.b, aprobada con modificaciones 3x2 a favor.

Indicaciones Nos 85.c y 85.d, rechazadas 3x2 a favor.

Indicación Nº 85.e, rechazada 3x2 a favor.

Indicación Nº 85, rechazada 3x2 a favor.

Indicación Nº 86, rechazada 3x2 a favor.

Indicación Nº 87, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 87 bis, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 88, retirada.

Indicación Nº 89, retirada.

Indicación Nº 90, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 90 bis, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 90 ter, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 91, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicaciones Nos 92.a y 92.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 92, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 93, rechazada 2x1 en contra.

Indicación Nº 94, rechazada 2x1 en contra.

Indicaciones Nos 95.a y 95.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 95, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 95 bis, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 95 ter, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 95 quáter, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 95 quinquies, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicaciones Nos 96 y 97, aprobadas con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 98, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 99, retirada.

Indicación Nº 100, rechazada 2x1 en contra.

Indicaciones Nos 100.a y 100.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicaciones Nos 100.c y 100.d, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 100.e, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 100 bis, retirada.

Indicación Nº 100 ter, retirada.

Indicación Nº 101, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 101.a, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 101.b, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 101 bis, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicaciones Nos 102 y 103, aprobadas con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 104, rechazada 2x1 en contra.

Indicación Nº 105, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 106, rechazada 2x1 en contra.

Indicación Nº 107, aprobada con modificaciones 3x0, salvo expresión “, incluida su identidad de género”, aprobada 2x1 en contra.

Indicación Nº 108, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 108 bis, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 109, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicaciones Nos 109 bis y 109 ter, rechazadas 2x1 a favor.

Indicaciones Nos 109 quáter y 109 quinquies, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicaciones Nos 109 sexies, 109 septies, 109 octies y 109 nonies, rechazadas 2x1 a favor.

Indicación Nº 109 decies, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 109 undecies, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 110, declarada inadmisible.

Indicación Nº 111.a, rechazada 3x0.

Indicación Nº 111, rechazada 2x1 a favor.

Indicación Nº 112, rechazada 3x0.

Indicación Nº 113, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicaciones Nos 114.a y 114.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 114, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 115, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 116.a, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 116.b, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 116, retirada.

Indicación Nº 117, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicaciones Nos 118.a y 118.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 118, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 118 bis, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 119, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicaciones Nos 120.a y 120.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 120, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 121, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 121 bis, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 121 ter, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 122.a, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicaciones Nos 122 y 122 bis, rechazadas 2x1 a favor.

Indicación Nº 123, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicaciones Nos 124.a y 124.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 124, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicaciones Nos 125.a y 125.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 125, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicaciones Nos 126.a y 126.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 126, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 127, aprobada 3x0.

Indicación Nº 128, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicaciones Nos 129.a y 129.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 129, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 130, aprobada 3x0.

Indicaciones Nos 131.a y 131.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 131, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 131 bis, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 132.a, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 132, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicaciones Nos 133.a, 133.b y 133.c, rechazadas 3x1 (artículo 178 del Reglamento del Senado).

Indicación Nº 133.d, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 133, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 133 bis, aprobada 4x0.

Indicación Nº 134, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 135, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicaciones Nos 135 bis y 135 ter, rechazadas 4x0.

Indicación Nº 136.a, rechazada 4x0.

Indicación Nº 136.b, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 136, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 136 bis, rechazada 4x0.

Indicación Nº 137, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 137 bis, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 138, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 139, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 140, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 141, aprobada 4x0.

Indicación Nº 141 bis, aprobada 4x0.

Indicación Nº 142, rechazada 4x0.

Indicación Nº 143.a, rechazada 4x0.

Indicación Nº 143.b, rechazada 4x0.

Indicación Nº 143.c, rechazada 4x0.

Indicación Nº 143, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 144, rechazada 4x0.

Indicación Nº 144 bis, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicaciones Nos 144 ter y 144 quáter, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicaciones Nos 144 quinquies y 144 sexies, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 144 septies, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 145, aprobada con modificaciones 3x2 en contra.

Indicación Nº 146, rechazada 3x2 a favor.

Indicación Nº 147, rechazada 3x2 a favor.

Indicación Nº 148, aprobada con modificaciones 3x2 en contra.

Indicación Nº 148 bis, aprobada con modificaciones 3x2 en contra.

Indicación Nº 149, rechazada 3x2 a favor.

Indicación Nº 150, rechazada 3x2 a favor.

Indicaciones Nos 150 bis y 150 ter, rechazadas 3x2 a favor.

Indicación Nº 151, retirada.

Indicaciones Nos 151 bis y 151 ter, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 151 quáter, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 151 quinquies, rechazada 3x2 a favor.

Indicación Nº 151 sexies, rechazada 3x2 a favor.

Indicación Nº 152, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 153, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 154, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 155.a, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicaciones Nos 155.b y 155.c, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 155, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 156, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 157.a, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 157, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 158, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 158 bis, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 159.a, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicaciones Nos 159.a.a 159.a.b y 159.a.c., primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 159.b, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 159, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 159 bis, rechazada 4x0.

Indicación Nº 159 ter, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 159 quáter, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicaciones Nos 159 quinquies y 159 sexies, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 159 septies, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 160, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicaciones Nos 161 y 162, aprobadas 4x0.

Indicaciones Nos 162 bis y 162 ter, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 162 quáter, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 163, rechazada 4x0.

Indicación Nº 164, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 165, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 166, aprobada 4x0.

Indicación No 167, retirada.

Indicación No 167 bis, rechazada 4x0.

Indicación Nº 168, retirada.

Indicación Nº 168 bis, retirada.

Indicación Nº 168 ter, rechazada 4x0.

Indicación Nº 169, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 170, aprobada 4x0.

Indicaciones Nos 171.a y 171.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 171, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 172.a, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 172, aprobada 4x0.

Indicación Nº 173, aprobada 4x0.

Indicaciones Nos 174.a y 174.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 174, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 175, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 176, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicaciones Nos 177.a y 177.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 177, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicaciones Nos 178 y 178 bis, aprobadas con modificaciones 4x0.

Indicaciones Nos 178 ter y 178 quáter, aprobadas con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 179.a aprobada con modificaciones, 5x0 inciso primero, 5x0 inciso segundo, 4x1 inciso tercero, 5x0 inciso cuarto, 5x0 inciso quinto y 3x2 inciso sexto.
Indicación Nº 179, retirada

Indicación Nº 179 bis, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 180, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación N° 181, retirada.

Indicaciones Nos 182 y 182 bis, aprobadas con modificaciones 3x2.

Indicación Nº 183, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 184.a, rechazada 5x0.

Indicación Nº 184, retirada.

Indicaciones Nos 185.a y 185.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 185, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicaciones No 186, retirada.

Indicación N° 186 bis, rechazada 5x0.

Indicación Nº 186 ter, rechazada 5x0.

Indicación Nº 186 quáter, rechazada 5x0.

Indicación Nº 187, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 188, rechazada 3x2 a favor.

Indicación Nº 189, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicaciones Nos 189 bis y 189 ter, aprobadas con modificaciones 3x2 en contra.

Indicación Nº 190, retirada.

Indicación Nº 190 bis, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 191, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nos 192.a y 192.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 192, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicaciones Nos 192 bis y 192 ter, aprobadas con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 193, aprobadas con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 194, aprobadas con modificaciones 5x0.

Indicaciones Nos 195 y 195 bis, rechazadas 5x0.

Indicación Nº 196, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 197.a, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 197, retirada.

Indicación Nº 198, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 198 bis, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 199, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 199 bis, aprobad con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 200, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 201, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 201 bis, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicaciones Nos 202.a y 202.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicaciones Nos 202 bis y 202 ter, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 202, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 203, retirada.

Indicaciones Nos 204.a y 204.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 204, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicaciones Nos 205.a y 205.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 205, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 206, retirada.

Indicaciones Nos 206 bis y 206 ter, aprobadas con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 207, retirada letra b); letra a), aprobada 3x0.

Indicación Nº 207 bis, aprobada 3x0.

Indicación Nº 208.a, rechazada 4x0.

Indicación Nº 208, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicaciones Nos 209.a y 209.b, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazadas las indicaciones (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 209, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación No 209 bis, retirada.

Indicación N° 209 ter, rechazada 4x0.

Indicación Nº 210.a, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 210, retirada.

Indicación Nº 211, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 212, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 212 bis, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 213, retirada.

Indicación Nº 214, retirada.

Indicación Nº 215, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 216.a.a, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 216.a, retirada.

Indicación Nº 216, retirada.

Indicación Nº 217, retirada.

Indicación N° 218, retirada.

Indicación N° 219, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 220, retirada.

Indicación Nº 221, retirada.

Indicación Nº 222, retirada.

Indicación Nº 223, retirada.

Indicación Nº 224, retirada.

Indicación Nº 225, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 226, retirada.

Indicación No 227, retirada.

Indicación N° 228, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 229, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 230, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 231, retirada.

Indicación Nº 232, retirada.

Indicación Nº 233.a, aprobada con modificaciones 3x0, salvo en lo referente al artículo relativo a la Institucionalidad, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 233, retirada.

Indicación Nº 234, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 235, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 236, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 237, retirada.

Indicación Nº 238, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 239.a, aprobada con modificaciones 3x0.

Indicación Nº 239, rechazada 2x1 a favor.

Indicación Nº 240, primera votación, 2 votos a favor y 2 en contra. La segunda votación presentó idéntico resultado, siendo, en consecuencia, rechazada la indicación (artículo 182 del Reglamento del Senado).
Indicación Nº 241, rechazada 2x1 a favor.

Indicación Nº 242, retirada.

Indicación Nº 243, rechazada 3x0.

Indicación Nº 244, retirada.

Indicación Nº 245, aprobada 3x0.

Indicación Nº 246, aprobada 3x0.

Indicación Nº 246 bis, aprobada 4x0.

Indicación Nº 247.a.a, aprobada con modificaciones 4x0.

Indicación Nº 247.a, retirada.

Indicación Nº 247, retirada.

Indicación Nº 248, retirada.

Indicación Nº 249, retirada.

Indicación Nº 250, aprobada con modificaciones 5x0.

Indicación Nº 251, retirada.

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: el proyecto de ley se estructura a la base de noventa artículos permanentes, distribuidos en seis Títulos, y de cinco disposiciones transitorias.
IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: Las siguientes disposiciones presentan un quórum especial de aprobación, de acuerdo a las razones que se indican.

1. Preceptos de naturaleza orgánica constitucional

a. Disposiciones relativas a la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia. Artículo 77 de la Constitución Política de la República

- Los incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo del artículo 7, toda vez que en estos preceptos se establece el modo de evaluación y determinación del interés superior del niño en las cuestiones que lo involucren, las que, por cierto, también alcanzan las decisiones jurisdiccionales, estableciendo, de ese modo, la forma en que la judicatura debe ejercer sus atribuciones en este contexto.

- Los incisos tercero, cuarto, la oración final del sexto y séptimo del artículo 27, en tanto disponen que la separación del niño de su familia sólo puede ser ordenada por los tribunales de familia, fijando, además, las reglas que deben observarse para que una medida de esa entidad sea dictada.

- Los incisos primero, segundo y tercero del artículo 28, ya que ordenan que, en todo procedimiento judicial en que se decida sobre alguna cuestión particular cuya determinación pueda afectar los derechos del niño, la opinión de este último sea oída y debidamente considerada, de acuerdo con su edad, madurez y grado de desarrollo. Estableciéndose, además, las acciones que deben ser efectuadas por los órganos jurisdiccionales para el resguardo del derecho en referencia.

- Los incisos segundo y final del artículo 49, toda vez que disponen el modo en que deben proceder los tribunales al momento de ordenar la privación del niño o la restricción de su libertad ambulatoria, determinando, además, el modo en que el cumplimiento de estas sanciones deberá instruirse.

- El inciso tercero del artículo 53, ya que establece, respecto de los niños con necesidad de protección internacional, que en caso de que éstos se encontraren sin compañía o separados de sus familias, la autoridad judicial, previa remisión de lo antecedentes por parte del órgano administrativo que corresponda, debe proceder a la designación inmediata de un representante legal, debiendo este último intervenir en todas las etapas del procedimiento, bajo sanción de nulidad.

- La primera oración del inciso penúltimo y el inciso final del artículo 57, en tanto fija, la primera disposición, que será de responsabilidad del Poder Judicial la adopción y cumplimiento oportuno y eficiente de las medidas de protección jurisdiccionales, precisamente por ser la judicatura quien las ordena. Por su parte, el segundo precepto, radica en los Presidentes de las Cortes de Apelaciones la coordinación, en el ámbito judicial, de la protección a nivel regional, mientras que ello, a nivel comunal, recaerá en los jueces presidentes de los tribunales de familia, en el caso de los órganos pluripersonales, o en el juez titular del tribunal de familia o juzgado de letras competente, tratándose de órganos unipersonales.

- Los artículos 58 y 59, en relación con los incisos segundo y tercero del artículo 70, ya que delimitan y diferencian, competencialmente, las atribuciones de los tribunales en el ámbito de las medidas de protección, de las de las Oficinas Locales de la Niñez. 

De ese modo, se establece que la judicatura conocerá y resolverá los asuntos proteccionales que se deriven de una vulneración grave a los derechos de los niños, mientras que las entidades administrativas, por su parte, se encargarán de las amenazas y vulneraciones no graves de los derechos de los niños.

- El artículo 61, en tanto determina la forma en que debe ser ejercida la atribución de los tribunales, referente a la dictación de las medidas de protección de su competencia.

- El párrafo cuarto de la letra e) y el párrafo quinto de la letra f), ambos del artículo 68, así como el inciso segundo del artículo 72 y el número 11 del artículo 74, facultan a los tribunales de familia competentes a ordenar los apremios pertinentes para el cumplimiento forzado de la medida de protección acordada, en caso de que los padres o madres del niño, o las personas responsables por su cuidado, o cualquier otro tercero, impidan su ejecución, o la incumplan de modo grave o de manera reiterada e injustificada.

- El inciso primero, como también los números 1, 2 y 3 del artículo 73, ya que establecen los supuestos en que los tribunales de familia pasarán a conocer de la situación que afecta al niño, a partir de una derivación desde la protección administrativa.

- El artículo 76, toda vez que en esta disposición se establece un nuevo arbitrio, cuyo conocimiento y resolución será de competencia de la judicatura de familia.

Esta acción jurisdiccional, procede ante actos ilegales o arbitrarios de las Oficinas Locales de la Niñez ocurridos en el proceso de protección administrativa; o en contra de la resolución que ordenó la medida de protección, cuando no se hayan observado las reglas esenciales para su adopción; o cuando la misma se haya adoptado fuera de los casos de amenaza de derechos que la hacen procedente; cuando haya sido dictada por una Oficina incompetente; cuando su dictación se realizó con infracción de los derechos que a los niños, niñas o adolescentes corresponden en el proceso; o contraviniendo las normas de procedimiento establecidas para su adopción, de conformidad con lo dispuesto en el Título III de la presente ley.

- Los números 1, 4 y 5 del artículo 90, toda vez que delimitan el procedimiento proteccional que será de competencia de los tribunales de familia, en relación con las atribuciones de las Oficinas Locales de la Niñez, a fin de hacer coherentes, en este punto, al proyecto en estudio con la ley N° 19.968.

b. Disposiciones relativas a requisitos mínimos a exigirse en niveles de enseñanza básica y media. Artículo 19 N° 11 de la Constitución Política de la República

- El inciso segundo del artículo 41 y el inciso segundo del artículo 42, ya que el primero establece que el segundo nivel de transición es obligatorio y un requisito para el ingreso a la educación básica, sin perjuicio de que ningún niño será retrasado o impedido de iniciar esta última fase educacional por no cumplir tal exigencia, si el Estado no ha asegurado su acceso gratuito al segundo nivel de transición.

La segunda disposición, por su parte, establece que los niños en situación de discapacidad tendrán el derecho a disfrutar de un sistema de educación inclusivo, con acceso a la educación obligatoria en los mismas condiciones que los demás miembros de la comunidad, sin exclusión alguna, así como a los ajustes y apoyos necesarios para potenciar su máximo desarrollo académico, personal y social.

c. Disposiciones relativas a atribuciones de las municipalidades. Artículo 118 de la Constitución Política de la República

- El párrafo final de la letra f) del artículo 68, al igual que el artículo 86, ya que el primero faculta a las municipalidades a acreditarse como colaboradores del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, para postular a la licitación de los programas de la línea de acción de diagnóstico clínico especializado, pericia y seguimiento de casos; y, en caso de adjudicársela, ejecutar directamente dichos programas. 

El segundo precepto, faculta a las entidades edilicias a realizar la promoción de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, la prevención de vulneraciones de derechos y la protección general de los mismos.

2. Preceptos de naturaleza de quórum calificado. Artículo 8° de la Constitución Política de la República

El inciso final del artículo 33; los incisos cuarto y sexto del artículo 34; el inciso final del artículo 40; y los incisos primero a cuarto del artículo 66, ya que establecen la reserva y confidencialidad en el tratamiento de los datos personales e información relacionada con los niños, niñas y adolescentes, tanto por parte de órganos estatales como de funcionarios públicos.

IV. URGENCIA: calificada de “simple”, el 27 de octubre de 2020.
V. ORIGEN E INICIATIVA: Mensaje de la Ex Presidenta de la República.
VI. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo trámite constitucional.
VII. APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: aprobado en general por 106 votos a favor, uno en contra y una abstención.
VIII. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: ingresó al Senado el 3 de mayo de 2017, dándose Cuenta en la sesión 12ª ordinaria, de la misma fecha anterior, pasando a la Comisión especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes y a la de Hacienda, en su caso.
IX. TRÁMITE REGLAMENTARIO: segundo informe.
X. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 
1.- Constitución Política de la República

2.-Instrumentos internacionales

- Convención Internacional de los Derechos del Niño, de 1989, ratificada por Chile en el año 1990.

-Reglas de Naciones Unidas para la Administración de Justicia de Menores (Reglas de Beijing), de 1985.

-Reglas de Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad, de 1990.

-Directrices de Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Riad), de 1990.

3.- Legislación nacional

- Código Civil.
- Decreto ley Nº 2.465, de 1979, Ley Orgánica del Servicio Nacional de Menores.

- Decreto con fuerza de ley Nº 1.385, de 1980, que establece sistema general de subvenciones del SENAME a entidades cooperadas.

-Ley Nº 19.325, de 1994, sobre procedimiento y sanciones relativas a actos de violencia intrafamiliar.

- Ley N° 19.585, de 1998, que modifica el Código Civil y otros cuerpos legales en materia de filiación.

- Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código Civil; de la Ley Nº 4.808, sobre Registro Civil; de la Ley Nº 17.344, que autoriza cambio de nombres y apellidos; de la Ley N° 16.618, de Menores; de la Ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias, y de la Ley Nº 16.271, de impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones.

- Decreto con fuerza de ley Nº 1 (19.653), de 2001, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

- Ley N° 19.876, de 2003, reforma constitucional que establece la obligatoriedad y gratuidad de la educación media.
- Ley Nº 19.880, de 2003, sobre bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de la Administración del Estado (artículo 63)

- Ratificación de los protocolos facultativos de la Convención sobre los Derechos del Niño, relativos a la participación de niños en los conflictos armados (2003), y a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía (2003), y la aprobación del protocolo facultativo relativo a comunicaciones directas.

- Ley Nº 19.927, de 2004, que modifica el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal y el Código Procesal Penal en materia de delitos de pornografía infantil.

- Ley Nº 19.968, de 2004, que crea los Tribunales de Familia.
- Ley N° 20.032, de 2005, que establece el sistema de atención a la niñez y adolescencia a través de la red de colaboradores del SENAME, y su régimen de subvención.

- Ley N° 20.066, de 2005, Normas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar y otorgar protección a las víctimas.
- Ley Nº 20.084, de 2005, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.

- Decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades.
- Ley N° 20.379, de 2009, Creación del Subsistema de Protección Integral a la Infancia Chile Crece Contigo.

- Ley Nº 20.500, de 2011, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública. Título V.
- Ley N° 20.526, de 2011, que sanciona el acoso sexual de menores, la pornografía infantil virtual y la posesión de material pornográfico infantil
- Ley Nº 20.530, de 2011, que crea el Ministerio de Desarrollo Social y Familia y modifica cuerpos legales que indica.

- Ley N° 20.536, de 2011, sobre violencia escolar.
- Ley N° 20.545, de 2011, que modifica las normas sobre protección a la maternidad e incorpora el permiso postnatal parental.
- Ley Nº 20.584, de 2012, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud.

- Ley N° 20.595, de 2012, que crea el ingreso ético familiar que establece bonos y transferencias condicionadas para las familias de pobreza extrema y crea subsidio al empleo de la mujer.

- Ley N° 20.710, de 2013, reforma constitucional que establece la obligatoriedad del segundo nivel de transición y crea un sistema de financiamiento gratuito desde el nivel medio menor.
- Ley N° 21.013, de 2017, que tipifica un nuevo delito de maltrato y aumenta la protección de personas en situación especial.

- Ley N° 21.067, de 2018, que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez.

Valparaíso, a 2 de noviembre de 2020.
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LUIS SEPÚLVEDA VARGAS

Abogado Secretario de la Comisión
� Para un mayor detalle de esta posición, véase las páginas 62 a 66 de este Informe.


� Letras e), t) y w) del artículo 3º, de la ley Nº 20.530. “e) Analizar de manera periódica la realidad social nacional y regional de modo de detectar las necesidades sociales de la población e informarlas al Comité Interministerial de Desarrollo Social, para lo cual deberá considerar, entre otros, los antecedentes que al efecto le entreguen los gobiernos regionales. El resultado de los estudios y análisis debe mantenerse publicado en el sitio electrónico del Ministerio de manera permanente, de acuerdo a las normas establecidas en el Título III de la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado.


t) Sistematizar y analizar registros de datos, información, índices y estadísticas que describan la realidad social del país y que obtenga en el ámbito de su competencia, además de publicar la información recopilada conforme a la normativa vigente.


En el tratamiento de datos personales a que hace mención esta letra, el Ministerio deberá consagrar y respetar los derechos de acceso, rectificación, corrección, y omisión por parte de los administrados, y deberá tomar todas las medidas de seguridad en el tratamiento de datos sensibles.


w) Estudiar y proponer las metodologías que utilizará en la recolección y procesamiento de información para la entrega de encuestas sociales y otros indicadores, en materias de su competencia.”.


� TÍTULO IV “De la participación ciudadana en la gestión pública.”





